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INTRODUCCIÓN 


Para un Estado que en septiembre de 1821 logra- 
ba su soberanía no era fácil incorporarse al con- 
cierto de las naciones, en especial para los que 
como México se encontraban en situación crítica 
después de una larga lucha por su independencia. 
La emancipación mexicana estuvo rodeada de des- 
ventajas que contrastan con las condiciones que 
habían favorecido a las 13 colonias de Norteamé- 
rica. En 1783 la independencia de Estados Unidos 
fue reconocida por su antigua metrópoli, lo que 
legitimó su integración a la comunidad interna- 
cional. Además, en el contexto de la Ilustración, 
el reclamo de libertad y representación de las colo- 
nias les aseguró la simpatía europea, al igual que las 
discordias continentales les garantizaron aliados en 
su lucha independentista; todo ello permitió que 
la contienda armada fuera breve y poco sangrienta. 
Estados Unidos también contó con la ventaja de 
que en 1789 estalló la Revolución francesa y con 
ella advino un cuarto de siglo de luchas europeas, 


America, The London Atlas of Universal Geography, London, John 
Arrowsmith, 1838. Colección particular. 


lo que le permitió al nuevo Estado experimentar su 
sistema político sin interferencias y aprovechar 
su neutralidad para expandir su comercio. 

Por otra parte, el legado napoleónico y las re- 
voluciones atlánticas modificaron drásticamente 
las relaciones internacionales. Desde el reconoci- 
miento francés a la revolución norteamericana en 
1778 se eliminaron los acuerdos entre dinastías con 
áreas exclusivas de mercados, para fincarse en la 
libertad de comercio, los derechos individuales, 
la tolerancia religiosa y la reciprocidad. La victoria 
sobre Napoleón enfrentó a los países a la contra- 
dicción entre sus intereses comerciales y su temor 
a las nuevas ideas, producido por los excesos de 
la Revolución francesa que había dado fin al uto- 
pismo ilustrado y generado desconfianza hacia las 
luchas independentistas hispanoamericanas. La 
Gran Bretaña, potencia comercial y financiera, te- 
nía claros sus intereses y su ministro Castlereagh, 
consciente de que eran inevitables las indepen- 
dencias, se empeñó en que no se discutieran en el 
Congreso de Viena. Después de rehacer el mapa 
de Europa, Gran Bretaña, Austria, Prusia y Ru- 
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sia decidieron seguir reuniéndose periódicamente 
para solucionar los problemas que surgieran. Pero 
en Viena también se constituyó la Santa Alianza, 
una liga de príncipes cristianos que defendía el 
viejo régimen y que no contaba con la anuencia 
de Austria y Gran Bretaña. España no era miem- 
bro de ninguna de las dos alianzas, pero contaba 
con la simpatía de la Santa Alianza que fortalecía 
su situación internacional, sobre todo cuando en 
1823 intervino militarmente en la Península para 
restablecer el absolutismo. Esto despertó el temor 
hispanoamericano de que aquélla apoyara a Espa- 
ña en una reconquista y, aunque esto era harto im- 
probable, obligó a los debilitados nuevos estados a 
endeudarse para preparar su defensa. 


Líderes de Europa sesionan durante el Congreso de Viena, 1814- 
1815, litografía coloreada. O Corbis. 


PARA HACERSE UN LUGAR EN EL MUNDO 


Para ingresar en el concierto de las naciones era ne- 
cesario obtener el reconocimiento internacional. El 
problema no se planteó en 1821, pues los Tratados 
de Córdoba prometían un miembro de la dinas- 
tía española para el trono del Imperio mexicano, 
lo cual aseguraba entrar con legitimidad al orden 
mundial. La Junta Provisional Gubernativa planteó 
la agenda de las relaciones internacionales en di- 
ciembre de 1821, reservando un tratamiento prefe- 
rencial para España y sus hermanas hispanoameri- 
canas, y prioridad a las relaciones con la Santa Sede, 
fundamental para un país católico. Pero al llegar la 
noticia de que las Cortes y la Corona declaraban 
“ilegítimos y nulos” los Tratados, el reconocimien- 
to internacional pasó a ser esencial. En 1822 sólo 
Chile, Colombia y Perú reconocieron la indepen- 
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dencia de México; Estados Unidos, que reservar un trato preferencial para Es- 
había mantenido la neutralidad para 
no dañar sus ambiciones territo- 
riales, lo hizo en diciembre de 
1822, una vez ratificado el Tra- 
tado Adams-Onís en 1821. 
La amenaza de recon- 


paña e Hispanoamérica y por exigir 
la declaración clara de reconoci- 
miento. Gran Bretaña, a su vez, 
exigía la tolerancia de cultos y 
consideraba que sólo España 
podía conceder el reconoci- 
miento de jure. Para agilizar 

la negociación, el presi- 
dente Guadalupe Victoria 
ordenó a Sebastián Cama- 
cho trasladarse a Londres. 

El mexicano logró que se 
descartara exigir la toleran- 
cia, ya que Gran Bretaña 


quista de la vieja metrópoli 
hizo prioritario el recono- 
cimiento de Gran Breta- 
ña que, además, podría 
otorgar préstamos. Para 
los británicos México era 
importante por su plata, 
sus tintes y su situación 

no la concedía a los católi- 

cos, mientras que Canning 
lo convenció de desistir del 
estatus privilegiado para las 
naciones hermanas por haberlo 
reservado ya en sus tratados. El do- 
cumento se firmó el 26 de septiembre 


como puente entre Europa 
y Asia. Ante el legitimismo 
de la Corona española, lord 
Castlereagh y su sucesor Char- 
les Canning intentaron con- 

vencer a Madrid de que las in- 
dependencias eran inevitables, pero 


fracasaron. Esto decidió a Canning a de 1826 y fue ratificado al año siguiente. 
enviar comisionados para estudiar la situación México obtuvo trato preferencial por 10 años. 
mexicana. Así, en 1823 aparecieron los bri- Lo interesante es que el mismo texto del tratado 
tánicos en México, al tiempo que dos envia- fue firmado por las ciudades alemanas, Prusia y 
dos mexicanos partían hacia Londres para nego- Holanda. En Francia, Tomás Murphy sólo logró 
ciar el reconocimiento. que las casas comerciales nombraran agentes y, 

Al principio Canning sugirió que México en 1826, el permiso para que barcos mexicanos 
ofreciera una indemnización a España para acele- tocaran puertos franceses. En 1827 se firmó un 


rar el proceso, pero los comisionados nombrados acuerdo comercial y un reconocimiento de facto y, 
por el virrey Juan O”Donojú se negaron. Al llegar en 1831, un tratado en París pero que México no 
la noticia del fusilamiento de Agustín de Iturbide ratificó. Eso mantuvo una indefinición que ten- 
a mediados de 1824, Canning la interpretó como  dría graves consecuencias en 1838. 

prueba de estabilidad y decidió arriesgarse a ame- La firma de un tratado con Estados Unidos fue 
nazar con la renuncia, para poder anunciar el 1. más difícil. El primer ministro plenipotenciario, 
de enero de 1825 que Gran Bretaña reconocería Joel Poinsett, llegó en 1825 buscando contrarres- 
a México, Colombia y Buenos Aires. Los inver- tar el estatus privilegiado concedido a Gran Breta- 
sionistas y banqueros se habían adelantado a ha- ña y convencer a México de “la conveniencia” de 
cer negocios y habían concedido dos préstamos a mover la frontera hacia el Río Grande del Norte, 


México que, aunque ruinosos a la larga, fueron con la compra de Texas. Lucas Alamán, ministro 
momentáneamente un gran respiro. 


rm Ami rci 
La fi a del Tratado de istad y Come ia J. R. Poinsett, secretario de guerra de los Estados Unidos, siglo XIX, 
fue más complicada por el empeno mexicano de litografía. Biblioteca del Congreso, Washington, DC. 
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de Relaciones, subrayó que la frontera había que- 
dado definida por el Tratado Adams-Onís. Poin- 
sett exigió la tolerancia religiosa y el estatus de na- 
ción más favorecida, pero el verdadero obstáculo 
fue la exigencia de que México se comprometiera 
a devolver esclavos fugitivos. El segundo ministro, 
Anthony Butler, aceptó eliminar esta cláusula y lo- 
gró la firma del Tratado en 1832. 

Los primeros años de vida independiente ins- 
piraron a Simón Bolívar a soñar en la unión his- 
panoamericana. En 1826 se llevó a cabo un con- 
greso en Panamá, donde se firmó un tratado de 
liga y confederación perpetua que comprometía a 
los nuevos estados a crear un ejército común para 
la defensa del continente, pero nunca fue ratifica- 
do. Lo inhóspito del clima hizo que el congreso 
se trasladara a Tacubaya, adonde sólo llegaron dos 
representantes. Lucas Alamán, al hacerse cargo del 
Ministerio de Relaciones en 1830, revivió el pro- 
yecto con un sentido más pragmático: presentar 
un frente común para negociar con España y el 
Vaticano y para la defensa común. Por desgracia, 
cuando al fin se realizó la reunión en 1847, Méxi- 
co había sido invadido por Estados Unidos. 

La preocupación más constante fue lograr 
el reconocimiento de España y del Vaticano. El 
gobierno nombró en 1824 al canónigo Francisco 
Pablo Vázquez para marchar a Europa y negociar 
un concordato con el Vaticano. Sus instrucciones 
eran no presentarse a menos que fuera recibido 
oficialmente. La misión era importante, ya que 
el gobierno mexicano consideraba que el ejerci- 
cio del Real Patronato era parte de su soberanía. 
La Santa Sede, presionada por España y la Santa 
Alianza, condenó las independencias en la encí- 
clica Etsi jam diu de León XIl en 1824. Sin tener 
noticia de la encíclica, Guadalupe Victoria había 
escrito al Papa para anunciarle su elección a la 
presidencia y la consagración de la católica como 
religión de Estado. Recibida en Londres, José Ma- 
riano Michelena envió la carta al Vaticano, acom- 
pañada de otra en la que aclaraba que México, 
país católico, reconocía la autoridad espiritual del 
pontífice, pero consideraba que la encíclica era la 


opinión del Papa en un “asunto temporal”. La car- 
ta cumplió su misión y el Papa contestó en 1825 
expresando su satisfacción porque la nación seguía 
siendo católica y, sin mencionar la República, la 
dirigía al ínclito duce Victoria. De todas formas, 
la respuesta causó júbilo, aunque Vázquez seguía 
esperando que lo recibieran de manera oficial. El 
canónigo Vázquez finalmente decidió presentarse 
en Roma y, aprovechando la elección de un nuevo 
papa, solicitó el nombramiento de obispos a partir 
de la lista de candidatos que el gobierno de Gue- 
rrero le había enviado. Se le ofrecieron obispos ¿n 
partibus [sin sede real], pero Vázquez los rechazó. 
Al final, en 1831 logró que el Papa nombrara obis- 
pos propietarios, entre ellos la sede de Puebla para 
él mismo. No consiguió, sin embargo, el recono- 
cimiento ni el concordato, pero su gestión fue un 
alivio para la Iglesia mexicana que se había queda- 
do sin un solo obispo desde 1829. 

Con España se intentaron diversas vías. La me- 
diación diplomática encontró cierto eco después de 
la muerte de Fernando VII, pero fue obstaculizada 
por los cambios de gobierno en España. En 1836, 
Miguel Santa María logró superar la cuestión de la 
“soberanía” y de la deuda. Mientras la Santa Sede 
anunciaba el reconocimiento el 29 de noviembre 
de 1836, Santa María, después de aludir a la ley del 
28 de junio de 1824 en la que la deuda se “había 
reconocido voluntaria y espontáneamente como 
propia y nacional”, remontó el principal obstácu- 
lo. El Tratado de Paz y Amistad fue firmado en 
Madrid el 28 de diciembre de 1836. 


DeL IMPERIO A LA REPÚBLICA FEDERAL, 
1821-1824 


El 27 de septiembre de 1821 con gran júbilo se 
juró la independencia de México y el mismo día 
se instaló la Soberana Junta Provisional Guber- 
nativa elegida por el mismo Iturbide, tratando de 
que estuvieran representados los principales inte- 
reses sociales y políticos, lo que no obstó para que 
algunos se convirtieran en sus enemigos por ser 
republicanos o borbonistas. En octubre, la Sobe- 
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rana Junta designó a los integrantes de la Regencia 
encabezada por Iturbide, la cual se fijó como prin- 
cipales objetivos inmediatos reorganizar el ejército 
y la hacienda; fortalecer el gobierno imperial fren- 
te a las élites provinciales, puesto que el gobierno 
se había debilitado con la lucha independentista, 
y convocar a la elección de un congreso consti- 
tuyente. El cobro de impuestos aprobados por la 
Regencia fue el tema que más enfrentamientos ge- 
neró entre el gobierno imperial y las élites regio- 
nales, en especial cuando el ministro de Hacienda 
del Imperio, Rafael Pérez Maldonado, ordenó co- 
brar de nueva cuenta un impuesto directo sobre la 
riqueza agrícola, comercial e industrial. 

El regente, con amplísimas atribuciones —ma- 
yores que las que tendría como emperador—, 
buscaba limitar las funciones de las diputaciones 
provinciales, instituciones que representaban a los 
grupos políticos y económicos locales. Esto causó 


Peduta interna della Basilica di S Pretro inVáticano,,, 
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Enero a Sada Fat nel Padano Formada miro aña Pomo de meno 


tensiones con dichas diputaciones y con los mis- 
mos jefes políticos que la Regencia había designa- 
do. La Regencia procedió a organizar las elecciones 
de los diputados del Congreso Constituyente. En 
1820 y 1821 se habían establecido los reglamentos 
para elegir diputados provinciales, cientos de nue- 
vos ayuntamientos constitucionales y diputados 
a las Cortes Generales de la monarquía española, 
dando lugar a uno de los momentos de mayor mo- 
vilización electoral del siglo xix. Iturbide y el resto 
de la Regencia cometieron el error de modificar 
esos reglamentos electorales, que estipulaban ele- 
gir un diputado por cada 70 mil habitantes, y su 


Interior de la Basílica de San Pedro en el Vaticano, Giovanni 
Battista, Piranesi, ca. 1750-1778. Biblioteca del Congreso, 
Washington, DC. 


Páginas siguientes: Jura y proclamación de la Independencia, 
anónimo, siglo xIX, óleo sobre tela. Museo Nacional de Historia, 
Conaculta, INAH. 
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convocatoria ordenaba que la elección de diputa- 
dos se hiciera de acuerdo con el número de parti- 
dos en que se dividían las provincias. El abandono 
del principio demográfico, adoptado por las revo- 
luciones norteamericana y francesa, provocó una 
desproporción del número de representantes entre 
las provincias más pobladas y las que, con pocos 
habitantes, se dividían en muchos partidos. Eso 
llevó a inútiles protestas de las provincias de Méxi- 
co, Oaxaca, Veracruz, Guanajuato y Michoacán. 
A pesar de las fricciones con los intereses pro- 
vinciales, el Imperio parecía tener un futuro ven- 
turoso, tanto que la capitanía de Guatemala se 
unió al Imperio mexicano en enero de 1822, con 
lo que se preservaba la América Septentrional, te- 
rritorio determinado en la Constitución española 
de 1812. No obstante, la Regencia enfrentó pro- 


Diputación de México en 1821, Theubet de Beauchamp, siglo xIx, 
acuarela en papel, Vistas de México, trajes civiles y militares y de sus 
pobladores entre 1810 y 1827. Real Biblioteca del Palacio Real de 
Madrid. 


blemas con grupos políticos nacionales, pues la 
noticia de que las Cortes habían desconocido los 
Tratados de Córdoba desilusionó a los borbonistas 
y demás mexicanos que, unidos por ligas estrechas 
de amistad y comercio con la monarquía española, 
demandaron negociar con el gobierno peninsular. 
Pero la decisión de las Cortes también fortaleció 
al grupo que, inclinado por la República y enca- 
bezado por Vicente Rocafuerte y Servando Teresa 
de Mier, exigiría que el Congreso, como constitu- 
yente, aboliera la monarquía, “gobierno tiránico y 
antiliberal”, y estableciera un nuevo sistema polí- 
tico. Lo cierto es que al inaugurarse el Congreso 
el 24 de febrero de 1822, las condiciones políticas 
eran poco favorables para que se desarrollaran con 
normalidad las sesiones parlamentarias. La heren- 
cia de las Cortes de 1810 había alimentado un 
clima de enfrentamiento, pues el primer acuerdo 
fue que el Poder Legislativo era el representante de 
la soberanía popular, mientras que los otros dos 
eran poderes delegados. Iturbide, en la cúspide de 
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su popularidad, por el contrario, se consideraba 
representante de la voluntad nacional por la am- 
plísima aceptación y respaldo al Plan de Iguala y a 
los Tratados de Córdoba, documentos fundadores 
de la nación mexicana, que el Congreso ignoró. 
Iturbide no tardó en enfrentarse al Congreso, 
promoviendo su descrédito. Por su parte, la gran 
mayoría de los diputados se dedicó a limitar las 
atribuciones de Iturbide, aumentar las facultades 
del Poder Legislativo y debatir cuestiones secunda- 
rias, sin emitir la Constitución ni las urgentes le- 
yes sobre hacienda, guerra y justicia. Las tensiones 
llegaron al máximo cuando Iturbide amenazó con 
renunciar a su cargo. Al filtrarse la noticia, la no- 
che del 19 de mayo de 1822 militares prominentes 
agitaron a los sectores populares afines a Iturbide 
para exigir su elevación al trono. Presionado por el 
pueblo, el Congreso se reunió esa misma noche y 
discutió la proposición de Valentín Gómez Farías, 
en ese momento diputado por Zacatecas y quien 
se convertiría en uno de principales dirigentes ra- 
dicales de la primera mitad del siglo XIX, y otros 
45 diputados para votar “que se corone el grande 
Iturbide”. Aunque la mayoría votó a favor, una vez 
coronado se interpretaría como una imposición, 
lo que multiplicó los enfrentamientos y la organi- 
zación de una conspiración republicana. La situa- 
ción se agravó tanto que el 31 de octubre de 1822, 
Agustín L, aconsejado por diputados de todas las 
facciones, ordenó la disolución del Congreso, ac- 
ción que provocó los primeros pronunciamientos. 
La verdad era que se había esfumado el con- 
senso político construido a favor de la indepen- 
dencia de México. Iturbide fracasó al intentar 
reunir de nueva cuenta a los grupos políticos 
imperiales y regionales con la elección de miem- 
bros para una Junta Nacional Instituyente entre 
los mismos diputados del Congreso. La Junta se 
afanó en legislar y redactar un proyecto de consti- 
tución, tarea infructuosa ante el malestar general, 
que fue aprovechado por las logias masónicas que 
se habían multiplicado entre la oficialía del ejér- 
cito. Pero conspiradores y republicanos tampoco 
lograron sumar a su causa a los opositores al Im- 
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perio, tanto que el pronunciamiento de Antonio 
López de Santa Anna de diciembre de 1822, en el 
que se desconocía a Iturbide y se exigía el restable- 
cimiento del Congreso, no encontró mucho eco. 
No obstante, el 1 de febrero de 1823 los propios 
oficiales encargados de someter a Santa Anna pro- 
mulgaron el Plan de Casa Mata en Veracruz, el 
cual no proclamaba la República ni pedía la des- 
titución del emperador, sino que exigía elegir un 
nuevo congreso constituyente y reconocía la autori- 
dad de la diputación de Veracruz. El documento 
aseguró el apoyo de la mayoría del ejército por el 
reconocimiento que dio a esa diputación y, así, 
para mediados de marzo todas las diputaciones del 
país se le habían adherido y asumido el gobierno 
provincial, adueñándose de las atribuciones y fa- 
cultades del gobierno imperial en los ramos de ha- 
cienda y guerra, lo que inició un proceso histórico 
que cambiaría la historia institucional del México 
decimonónico. Iturbide se confió en que el Plan 
de Casa Mata no lo desconocía y trató de negociar, 
pero sus enviados también se adhirieron al Plan, lo 
que lo decidió a restablecer el Congreso disuelto; 
y como eso no resolviera la situación, abdicó el 19 
de marzo de 1823. 

El Congreso declaró ilegal el Imperio, aunque 
le concedió una pensión a Iturbide, a quien se or- 
denó exiliarse en Europa. Asumiendo la totalidad 
del poder, el Congreso nombró un Supremo Poder 
Ejecutivo provisional formado por tres generales, 
los insurgentes Nicolás Bravo, Guadalupe Victo- 
ria y el realista Pedro Celestino Negrete, con dos 
suplentes. No obstante, la mayoría de las diputa- 
ciones y el ejército sólo reconocieron al Congreso 
como convocante y exigieron el cumplimiento del 
Plan de Casa Mata y la elección de uno nuevo, de 
acuerdo con las reglas con que se habían realizado 
las elecciones de 1820 y 1821 para España. El ejér- 
cito trató de convocar a las provincias a formar un 
gobierno provisional, pero la declaración de ilega- 
lidad del Imperio permitió que las provincias asu- 
mieran su respectiva soberanía. La fragmentación 
del territorio parecía inevitable. La diputación pro- 
vincial de Guadalajara, con el apoyo del coman- 
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dante y jefe político, desconoció al Congreso y al 
Poder Ejecutivo provisional que éste había nom- 
brado. El 12 de mayo, los diputados declararon 
establecido el Estado Libre y Soberano de Jalisco, 
ejemplo seguido por Oaxaca, Yucatán y Zacatecas. 
En julio, Guatemala votó separarse de México, sin 
lograr que Chiapas se reintegrara a su territorio. 

La declaración de Zacatecas fue más ponde- 
rada y aclaraba que no deseaba dañar la unidad y 
que una federación lograría “el bien de la patria”. 
La clase política del estado de Jalisco se convirtió 
en la dirigente del movimiento federalista, en gran 
parte porque Guadalajara se había convertido des- 
de finales del siglo xvi en uno de los más im- 
portantes centros económicos de Nueva España, 
además de que era la sede tanto de la Audiencia 
de la Nueva Galicia, que tenía jurisdicción sobre 
el norte del virreinato, como de la Universidad, 
donde se había educado la mayor parte de los pro- 
fesionistas de las provincias norteñas. Así, bajo el 
liderazgo de Jalisco se desató un movimiento fede- 
ralista que no tardó en ser respaldado por los prin- 
cipales actores políticos de la República: las élites 
regionales. República y federalismo se convirtie- 
ron en principios para forjar una nueva alianza 
política, favorecida por la amenaza de reconquis- 
ta y por la decisión del Supremo Poder Ejecutivo 
—cbajo la atinada dirección del ministro de Rela- 
ciones, Lucas Alamán— de enviar un ejército a 
Guadalajara bajo las órdenes de Nicolás Bravo con 
instrucciones de negociar. Las diputaciones pro- 
vinciales apoyaron el federalismo para evitar una 
guerra civil que podría causar la “anarquía” que se 
había padecido desde 1810. 

El Congreso se había apresurado a redactar un 
proyecto de constitución, pero por presión de las 
provincias tuvo que ceder y el 17 de junio de 1823 
publicó la convocatoria para elegir el nuevo Con- 
greso Constituyente, mismo que se instaló en no- 
viembre de 1824 y que, para calmar la situación, 
el 31 de enero de 1824 promulgó el Acta Consti- 
tutiva de la Federación Mexicana. Una de las de- 
cisiones del Congreso Constituyente fue declarar 
traidor a Iturbide si tocaba territorio nacional. Se- 


gún parece, Iturbide, que desconocía el decreto, 
desembarcó convencido de que México iba a ser 
invadido por España. La legislatura de Tamauli- 
pas dictó sentencia y fue fusilado el 19 de julio de 
1824, sin considerar los servicios que había pres- 
tado a la independencia. 

El federalismo de la Constitución de 1824 fue 
más radical que el norteamericano, ya que el regio- 
nalismo colonial heredado le dio matices confede- 
rales que subrayaban la soberanía de los estados, al 
concederles amplias facultades en la recaudación y 
usufructo de los impuestos y en la impartición de 
justicia, lo que los convirtió en actores esenciales 
de la República. Sin duda, la Constitución de 1824 
fue un documento de compromiso. Los diputados, 
tanto federales como locales, tomaron de la Cons- 
titución de Estados Unidos la doble soberanía (del 
gobierno federal y de los estatales) y la represen- 
tación en dos cámaras, pero fue la Constitución 
española de 1812 y la legislación secundaria de las 
Cortes su referente principal, evidente en dos ins- 
tituciones fundamentales del nuevo orden político: 
los ayuntamientos y los procesos electorales. 

- En particular, el confederalismo determinó el 
sistema fiscal. Una ley aprobada en agosto de 1824 
dividió los impuestos que administraría y usufruc- 
tuaría la Federación y los correspondientes a las 
entidades federadas. En el reparto los beneficiados 
fueron los gobiernos estatales al obtener los prin- 
cipales ramos de ingreso del gobierno virreinal, 
con la obligación de entregar al gobierno federal 
un “contingente” o cupo fiscal anual, que se fijaría 
de acuerdo con su población y riqueza, y otro con- 
tingente de sangre para el ejército. Desde el punto 
de vista fiscal, el gobierno nacional resultó muy 
debilitado por el federalismo radical, ya que sólo 
cobraría los impuestos a la importación y exporta- 
ción y a la acuñación de moneda, pero quedaban 
bajo su responsabilidad pagar la cuantiosa deuda 
nacional, la defensa de la República, las relaciones 
exteriores y la tranquilidad interior. 

No obstante el radicalismo federal, la habilidad 
de Miguel Ramos Arizpe logró que se establecie- 
ra un gobierno unitario y que las leyes y decretos 
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emitidos por los congresos estatales no pudieran 
entrar en contradicción ni oponerse a la normati- 
vidad federal, y que tuvieran que acatar los conve- 
nios internacionales que firmara el gobierno mexi- 
cano. La Suprema Corte de Justicia de la Nación 
sería la máxima instancia en los procesos judiciales 
y el Congreso nacional en la organización militar. 
El presidente de la República, en caso de amenazas 
al territorio nacional y de desórdenes sociales en el 
interior del país, podría movilizar a todas las mili- 
cias estatales con el consentimiento del Congreso. 

Los Estados Unidos Mexicanos quedaron in- 
tegrados por 20 estados, cuatro territorios y un 
Distrito Federal, con un gobierno nacional fiscal 
y militarmente dependiente de los estados. La ley 
suprema consagró la división de poderes con la 
supremacía del Legislativo y con un Ejecutivo ele- 
gido por las legislaturas estatales, tan débil que 
sólo con facultades extraordinarias logró funcio- 
nar. Aunque la Constitución federal no consagró 
expresamente los derechos ciudadanos, la mayo- 
ría de las constituciones estatales garantizaron los 
de igualdad, seguridad, libertad de imprenta y 
propiedad. La igualdad ciudadana quedó limita- 
da por la persistencia del fuero militar y el ecle- 
siástico. Hubo ciertas diferencias en la interpreta- 
ción del federalismo: en el centro se le concibió 
como una descentralización administrativa; en 
los estados periféricos como un confederalismo 
moderado, y como uno radical en los margina- 
les Yucatán, Sonora, las Californias y Tamaulipas. 
De todas maneras, el federalismo hizo el milagro 
de mantener la integridad territorial y permitió 
que Chiapas se incorporara a México en octubre 
de 1824. 

Jurada la Constitución el 4 de octubre de ese 
mismo año, fue puesta en manos del primer presi- 
dente, Guadalupe Victoria, quien junto a Nicolás 
Bravo como vicepresidente fueron elegidos por las 
legislaturas estatales. Durante ese mes, el Congre- 
so tuvo que debatir si el Distrito Federal se esta- 
blecía en la ciudad de México, lo que produjo la 
primera tensión con los estados, al afectar la carga 


fiscal del Estado de México. 
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La REPÚBLICA FEDERAL DESDE LOS ESTADOS, 
1824-1828 


La Constitución de 1824 determinó la sobera- 
nía de los estados en su régimen interior, asunto 
que los políticos locales tomaron al pie de la letra. 
Elegidos sus congresos constituyentes, redactaron 
las constituciones locales, que en algunos casos 
se contraponían a la nacional. Las legislaturas se 
convirtieron en ejes rectores de la vida política de 
los estados, ya que se erigieron en poderes supre- 
mos locales, por lo que se puede hablar de una 
revolución política derivada de la labor de estas 
instituciones. 

Tres temas fueron muy debatidos por las legis- 
laturas estatales: la reducción de ayuntamientos, 
el reparto de tierras de los pueblos de indios y el 
tipo de impuestos a recaudar. Todos los consti- 
tuyentes coincidieron en reducir los más de 600 
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ayuntamientos que se habían fundado entre 1810 
y 1821. Los pueblos de indios que habían tenido 
su propio cabildo, sin límite de habitantes, resul- 
taron perjudicados; un buen número de ellos se 
habían transformado en ayuntamientos constitu- 
cionales, pero la reducción condenó a muchos a 
quedar supeditados a los ayuntamientos multiétni- 
cos. Oaxaca fue el único estado donde los cabildos 
indígenas se convirtieron en ayuntamientos y se 
conservaron como repúblicas, lo que les permitió 
mantener importancia en la vida local. 

Los beneficiarios de la fundación de los nuevos 
ayuntamientos fueron los vecinos principales de las 
poblaciones. Antes de 1819 existían menos de 30 
cabildos en las villas y ciudades españolas; después 
de 1820 se multiplicaron, lo que permitió que ve- 
cinos principales, mestizos, criollos y aun mulatos, 
dueños de ranchos y haciendas, maestros artesa- 
nos y pequeños y medianos comerciantes, se con- 
virtieran en actores políticos fundamentales en la 
vida institucional de los estados de la República, 
pues el sistema electoral los favoreció para cargos 
de representación. Los congresos constituyentes 
mantuvieron que todos los varones mayores de 20 
años —o los casados de más de 18—, sin restric- 
ción de ninguna clase, votaran en el primer nivel, 
pues la elección era indirecta, por lo que el voto 
de los ciudadanos no elegía a las autoridades sino 
a electores municipales que a su vez elegían a los 
distritales, que eran los que decidían quiénes serían 
las autoridades. Así, vecinos principales desplaza- 
ron en algunos casos a las antiguas élites coloniales; 
en otros, se sumaron a los antiguos grupos econó- 
micos y políticos y fueron quienes eligieron a los 
congresos y dirigieron el rumbo de sus estados. 

La necesidad de repartir tierras comunales 
también dio lugar a controversias en los congresos 
constituyentes de Guanajuato, San Luis Potosí, 
el estado de Occidente (Sinaloa y Sonora) y Ja- 
lisco. Sus legisladores y funcionarios consideraban 
importante el repartimiento para convertir a sus 
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pobladores en propietarios individuales, lo que 
según las teorías liberales aseguraría su producti- 
vidad. Oaxaca, Yucatán, Chiapas y México, con 
mayor población indígena, no intentaron priva- 
tizar las tierras comunales ante el rechazo de los 
pueblos de indios. Zacatecas compró haciendas 
para repartirlas a campesinos sin tierra y presen- 
tó un proyecto para establecer un banco con ese 
propósito, pero como éste se iba a financiar con 
bienes del clero, fracasó. El reparto de impuestos 
también dividió a las élites y grupos económicos 
dominantes. En Jalisco, Tamaulipas y México, los 
comerciantes exigieron al Congreso eliminar las 
alcabalas, impuestos pagados por mercancías al 
momento de su venta y, de acuerdo con el idea- 
rio liberal, experimentaron cobrar un impuesto 
sobre la riqueza de cada uno de los contribuyen- 
tes. En otras entidades la decisión fue unánime: en 
Zacatecas y Guanajuato, Michoacán y Veracruz, 
el Estado de México y Puebla se opusieron a que 
el peso fiscal recayera sobre los capitales, arguyen- 
do que impediría invertir recursos importantes 
en sectores productivos y concluyeron que todos, 
independientemente de su riqueza, debían pagar 
los mismos impuestos. Oaxaca, Chiapas y Yuca- 
tán aprobaron que la población indígena siguiera 
siendo la principal causante fiscal de las tesorerías 
locales, como venía sucediendo desde el siglo XVI. 

Como señalamos, la Constitución de 1824 
limitó las facultades fiscales y administrativas del 
gobierno nacional, al otorgar a los estados gran 
parte de las atribuciones antes ejercidas por el go- 
bierno virreinal y el Imperio. Por consiguiente, 
fueron los gobiernos estatales los que marcaron el 
rumbo de la primera República federal entre 1824 
y 1835. Desde principios de 1825, los gobiernos 
estatales no sólo exigieron que el gobierno nacio- 
nal les transfiriera el control de los ramos de in- 
greso que les había asignado la Constitución de 
1824, también exigieron reducir el contingente 
fiscal y controlar por completo el monopolio del 
tabaco, una de las pocas rentas que usufructuaba 
la Federación. Aunque el Congreso nacional reba- 
jó en dos ocasiones el monto del cupo, para 1829 
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los estados debían más de dos millones de pesos, 
deuda a la que se sumaba la derivada del tabaco 
entregado por la Federación, que alcanzaba casi 
cinco millones de pesos. Los gobiernos estatales no 
cumplieron con pagar sus deudas a la Federación 
por la negativa de grupos políticos y económicos 
locales a emprender una amplia reforma fiscal que 
permitiera aumentar la recaudación local. 

Los estados demandaron también mayores pre- 
rrogativas en la organización militar, buscando 
que el ejército se encargara sólo de las fronteras, 
quedando el orden social en el interior a cargo de 
las milicias cívicas, cuerpos militares a las órdenes 
de las autoridades locales. En 1827 el Congreso 
nacional aprobó las reformas presentadas por los 
congresos estatales, pero sus autoridades comenza- 
ron a incrementar el número de soldados cívicos, a 
los que se concedieron derechos y privilegios. Esta 
situación afectó al ejército, que se quedó sin recur- 
sos para modernizar sus armas y falto de hombres 
destinados a las tropas federales. 

Así, entre 1824 y 1828 las élites políticas de 
los estados consiguieron limitar aún más las facul- 
tades y los poderes del gobierno nacional. Éste se 
vio incapacitado de pagar la deuda heredada y los 
intereses de los dos préstamos extranjeros negocia- 
dos en 1824. Así, las élites políticas y económicas 
que controlaban las entidades federativas obstacu- 
lizaron el funcionamiento del gobierno federal. 


LA VIDA PÚBLICA EN EL ESCENARIO NACIONAL 


El 1 de enero de 1825 el primer presidente cons- 
titucional de México inauguró las sesiones del 
Congreso nacional, con un mensaje esperanzador 
compartido por todos los sectores sociales a lo lar- 
go y ancho del país, dado que funcionaban ya los 
tres poderes de la Unión. Habían llegado inver- 
siones británicas a la minería y se confiaba en que 
la rehabilitarían, al igual que al comercio, dado el 
interés de las principales potencias. 
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Por lo pronto, los préstamos británicos per- 
mitieron que la administración del presidente 
Victoria funcionara, aunque tuvo que enfrentar 
dos acontecimientos que marcaron la vida públi- 
ca de México entre 1825 y 1828: la movilización 
popular a favor de la expulsión de los españoles 
y la lucha encarnizada entre masones yorkinos y 
escoceses. Aunque la logia escocesa se había exten- 
dido entre los oficiales y políticos, había perdido 
la atracción de la novedad, lo que favoreció a los 
yorkinos, sobre todo al abanderar la expulsión de 
españoles, que grupos populares venían exigiendo 
desde 1821 y que había agudizado la fantasiosa 
conspiración del fraile Joaquín Arenas. Los yorki- 
nos capitalizaron la movilización popular al lograr, 
a finales de 1827, que el Congreso nacional pro- 
mulgara la primera ley de expulsión de españoles, 
que fue respaldada por las legislaturas estatales. 

El funcionamiento del sistema político mexi- 
cano de la primera mitad del siglo xIX estuvo 
marcado por la continua negociación entre clases 
populares y grupos políticos regionales y nacio- 
nales. Antes de 1810 los motines y rebeliones no 
trascendían los pueblos y en contadas ocasiones 
sobrepasaban la provincia, pero la movilización de 
las clases populares que hicieron los insurgentes 
las convirtió en actores activos. Las negociaciones 
políticas no quedaron exclusivamente en manos 
de las élites políticas, la presión popular pasó a ser 
fundamental para modelar las instituciones repu- 
blicanas y se vio favorecida por la división entre 
los grupos políticos nacionales y estatales. 

En efecto, si un nuevo consenso nacional 
había permitido la fundación de la República fe- 
deral, aquél se había diluido hacia 1826 ante las 
encontradas posturas sobre los proyectos de orga- 
nización económica e institucional. El proyecto 
económico carecía de unidad: propietarios de in- 
dustrias textiles del Valle de México, de Guadala- 


El Lépero, Claudio Linati, 1827, litografía colorada. Colección 
particular. 


Enfrente: Herrería de la Casa de Moneda de México, Hesiquio 
Quirarte, siglo xIx, grabado. Colección particular. 


25 


EL NUEVO ORDEN, 1821-1848 


jara y de Puebla demandaban apoyo gubernamen- 
tal para fomentar la “industria del siglo”; mientras 
que agricultores y mineros apostaban por la venta 
de recursos naturales como materia prima en el 
mercado internacional. Los componentes básicos 
del sistema político tampoco contaban con apoyo 
unánime, por los distintos puntos de vista de la 
ideología liberal. Liberales moderados como Anas- 
tasio Bustamante, Carlos María de Bustamante, 
Miguel Ramos Arizpe, Lucas Alamán, Manuel 
Gómez Pedraza, José María Bocanegra y muchos 
gobernadores opinaban que la cultura política no 
estaba lo suficientemente desarrollada para que 
el pueblo ejerciera sus derechos políticos, es de- 
cir, para que se permitiera y alentara un amplio 
proceso electoral. Estaban convencidos de que era 
necesario fortalecer el gobierno nacional, redu- 
ciendo el radicalismo del federalismo mexicano. 
En cambio, los liberales radicales como los gober- 
nadores de San Luis Potosí y Michoacán, Vicente 
Romero y José Salgado, y figuras nacionales como 
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el militar José María Tornel y Mendívil y Lorenzo 
de Zavala querían ampliar la participación de to- 
dos los grupos sociales por medio de las elecciones 
directas y pugnaban porque los privilegiados apor- 
taran mayores impuestos. Resumían su proyecto 
político en un “abajo la aristocracia”, mientras los 
moderados aseguraban que “no se puede gobernar 
con la baja democracia”. 

Estas discrepancias llevaron a las dos logias 
masónicas a disputarse el poder y, aunque su lucha 
no determinó la vida política de la República, sí 
paralizó el Congreso. Esto llevó al vicepresidente 
Bravo a pronunciarse en 1827 solicitando la abo- 
lición de las logias, el respeto a la Constitución y 
sus leyes y la expulsión del ministro Poinsett por 
inmiscuirse en la política mexicana. En 1828 los 
dos candidatos que se disputaban la presidencia 
eran yorkinos: Gómez Pedraza, por su ilustración, 
era apoyado por los moderados, mientras los ra- 
dicales apoyaban a Guerrero. A principios de 
septiembre, al contar el Congreso los votos de las 
legislaturas, Gómez Pedraza tenía 11 y Guerrero 
nueve. Los yorkinos impugnaron los resultados 
desde la prensa y con el pronunciamiento de San- 
ta Anna en Perote, pero fueron el gobernador del 
Estado de México, Zavala, y el general José Ma- 
ría Lobato quienes decidieron la situación a favor 
de Guerrero, al tomar la Acordada y provocar el 
saqueo del mercado del Parián. Días después se 
produjo otro motín de artesanos desempleados, 
indígenas de las parcialidades de San Juan Teno- 
chtitlán y Santiago Tlatelolco, burócratas y solda- 
dos mal pagados, que demandaban la expulsión 
de los españoles. Los dos motines respondían a la 
crisis económica que golpeaba a las clases popu- 
lares de la ciudad, y ambos despertaron el temor 
de una guerra de castas. Si bien el general Luis 
de Cortázar intentó organizar un ejército con las 
milicias del centro del país, los gobiernos de San 
Luis Potosí y Michoacán respaldaron a Guerre- 
ro. Como resultado, Gómez Pedraza renunció a 
la silla presidencial y fueron designados Guerrero 
como presidente y Anastasio Bustamante como 
vicepresidente. 


UN MUY LENTO CRECIMIENTO: POBLACIÓN Y 
ECONOMÍA 


En 1824 la población de la nueva República era de 
6 500 000 habitantes; en 1839 había aumentado 
a siete, y para 1857 a poco más de ocho millones. 
La tasa de incremento anual de la población era 
de sólo 0.6%, muy por debajo del 2.3% registra- 
do a lo largo del siglo xvi y del 1.3% durante el 
Porfiriato. Varias circunstancias explican este lento 
crecimiento: durante la lucha militar entre insur- 
gentes y realistas murieron más de 100 mil perso- 
nas; las epidemias, sobre todo la de 1832-1833, 
diezmaron la población; la pobreza no favoreció 
las tasas de nacimiento, y México no fue un te- 
rritorio atractivo para los migrantes europeos. Si 
bien la distribución demográfica continuó el mis- 
mo patrón del virreinato, es decir, el grueso de la 
población se concentraba en el centro y en el sur 
del país, se produjeron cambios importantes (véase 
el cuadro 1). En la región norte del país aumentó 
la población y en estados como Zacatecas incluso 
se duplicó. En claro contraste, la población de la 
zona central disminuyó 10% respecto al censo de 
1793, y ciudades como Guanajuato, Valladolid y 
Pachuca redujeron su población en más de 60 por 
ciento. 

La ciudad de México también creció a un rit- 
mo muy lento, lo que afectó su posición como 
centro articulador de las regiones económicas del 
país. A finales del siglo xvI11, su creciente población 
demandaba productos de todo el virreinato; su po- 
derosa élite de comerciantes dominaba y dirigía las 
principales transacciones mercantiles y monopoli- 
zaba la plata que se acuñaba en la casa de moneda 
de esa ciudad, desde donde también se adminis- 
traban los puertos de Veracruz y de Acapulco. A 
partir de 1810, en cambio, cuatro circunstancias 
obraron en demérito de la preeminencia económi- 
ca de la ciudad de México: la redistribución de la 
población; la abolición del consulado de comer- 
ciantes; la apertura de nuevas casas de moneda o 
cecas, y la habilitación de nuevos puertos en las 


costas del Pacífico y del Golfo de México. Si bien 
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la capital continuó siendo el principal mercado 


urbano, el incipiente crecimiento poblacional del 
norte del país así como la disponibilidad de plata 
de sus minas modificaron las redes mercantiles; 
además, la apertura de nuevos puertos redujo el 
control que tenía sobre el comercio internacional. 
A Acapulco y Veracruz, que habían sido los únicos 
puertos, se sumaron a partir de 1821 los de San 
Blas, Tepic, Mazatlán, Guaymas, Matamoros y 
Campeche por donde se exportó, de manera legal 
o de contrabando, la plata acuñada y en pasta, y 
por donde se importaron bienes manufacturados 
de Estados Unidos y Gran Bretaña. La apertura de 
estos puertos segmentó más los mercados del cen- 
tro, occidente y norte, y benefició las actividades 
productivas y la capacidad de ahorro e inversión de 
sus élites económicas. El privilegio que la Corona 


Plaza Mayor de Guanajuato, Carl Nebel, 1836, litografía. 
Colección particular. 


2d 


había otorgado a los comerciantes de la capital, 
que les había permitido monopolizar el comercio 
transatlántico, se fragmentó a partir de 1790 con 
el establecimiento de los consulados de Guadala- 
jara y de Veracruz. Después de la Independencia, 
la apertura de puertos y la abolición de los consu- 
lados de comerciantes en 1823 reducirían aún más 
el control que ejercían los grandes comerciantes de 
la ciudad de México sobre las actividades mercan- 
tiles a lo largo y ancho del país. 

La guerra civil de 1810 fraccionó la acuñación 
de moneda. A partir de 1821, los gobiernos na- 
cionales permitieron que se establecieran cecas en 
todas las provincias mineras, lo que provocó que la 
de la ciudad de México y sus compañías comercia- 
les perdieran el monopolio sobre la distribución 
y usufructo de la producción de plata. La casa de 
moneda de la capital únicamente acuñó 30% del 
total de la plata producida en los años veinte, 10% 
en los años treinta y 12% en los cuarenta, en claro 


José ANTONIO SERRANO ORTEGA Y JOSEFINA ZORAIDA VAZQUEZ 


CUADRO 1 
DISTRIBUCIÓN REGIONAL DE LA POBLACIÓN EN MÉxiCO, 1793-1910 


Porcentajes 


Región 1793 1839 1857 1877 1910 

Norte 

Noroeste (Sonora, Sinaloa, California, Durango, 5.1 8.7 7.8 7.6 10.1 

Chihuahua) 

Noreste 

(San Luis, Tamaulipas, Nuevo León, Coahuila) 6.4 9.7 - 87 10.0 10.6 

Norte-centro (Zacatecas, Aguascalientes 2.6 4.9 4.7 5.7 3.9 

Subtotal 14.1 23.3 21.2 23.3 24.6 

Oeste 

Oeste (Michoacán, Colima) 6.5 Pl 6.5 73 dl 

Medio-oeste (Jalisco, Nayarit 10.8 9.9 9.8 9.9 9.1 

Subtotal 17.3 17.0 16.3 17.2 16.2 

Centro 

Bajío (Guanajuato, Querétaro)) 8.9 2 13.5 10.5 hd 

Centro 

(México, D.E, Morelos, Hidalgo, Guerrero) 25.9 19.7 18.4 19.6 20.7 

Centro-este 

(Puebla, Tlaxcala) 14.0 9.4 9.1 9.3 8.5 

Subtotal 48.8 38.1 41.0 39.4 37.9 

cias 27 3.6 4.1 5.5 7.5 
eracruz 

Subtotal 2.7 3.6 4.1 5.5 7.5 

hs 9.2 7.1 7.1 7.5 6.9 
axaca 

Península de Yucatán, Tabasco y Chiapas 8.0 11.2 11.1 7.1 7.0 

Subtotal 17.2 18.3 18.2 14.6 13.9 

Total 100 100 100 100 100 


Fuente: John J. Kicza, “Historia demográfica mexicana del siglo xix: evidencias y aproximaciones”, en Elsa Malvido y Miguel Ángel Cuenya (coords.), 
Demografía histórica de México: siglos xvi-x1%, México, Instituto Mora-UAM, 1993, pp. 217-265, y Ernest Sánchez Santiró, “El desempeño de la economía 
mexicana tras la Independencia, 1821-1870: nuevas evidencias e interpretaciones” (manuscrito). 


contraste con las de Zacatecas y Jalisco con 47,49 presas que demandaban gran cantidad de fuerza 
y 34%, respectivamente. de trabajo y consumían productos agrícolas, gana- 

Según los datos de acuñación, a partir 1810 deros y manufacturados; la única excepción fueron 
se desplomó la producción de metales preciosos las minas del estado de Zacatecas, que no se vieron 
(véase el cuadro 2). Para medir la magnitud de la afectadas por la guerra de Independencia. En tér- 


catástrofe hay que destacar que en 1810 se acuña- minos macroeconómicos, la crisis minera produjo 
ron 19 millones de pesos, mientras que en 1822 un círculo vicioso: la contracción del sector mine- 
sólo se amonedaron nueve millones. Si bien losin- ro, la exportación legal e ilegal de plata y la fuga 
versionistas extranjeros, sobre todo los británicos, de capitales provocaron restricciones monetarias 
invirtieron más de 15 millones de pesos en dis- que dejaron escaso capital líquido destinado a ser 
tintos reales mineros, los efectos benéficos no fue- invertido en actividades productivas. A su vez, la 


ron inmediatos, sino que se notaron hasta los años falta de inversión limitó, por un lado, la capacidad 
cuarenta, cuando de nueva cuenta se produjeron de producir bienes destinados a la exportación o al 
más de 19 millones de pesos. La debacle minera consumo de los mercados regionales, y, por el otro, 
tuvo efectos negativos en todos los niveles de la perjudicó el ahorro de los agentes económicos. 
economía. Los reales mineros dejaron de ser em- Sin plata, la cantidad de dinero que circulaba en 
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México era muy limitada y crecía muy lentamente. 
El gobierno nacional intentó paliar esta situación 
acuñando más de cuatro millones de monedas de 
cobre. Sin embargo, éstas pronto se depreciaron 
debido a que el Ministerio de Hacienda no tenía 
reservas en plata para respaldar su valor nominal y 
a que fácilmente se falsificaban. 

La crónica falta de dinero y la abultada deuda 
del gobierno nacional afectaron la inversión y el 
ahorro. En 1821, el gobierno reconoció gran parte 
de la deuda colonial, más de 40 millones de pesos, 
y recibió dos empréstitos de los accionistas britá- 
nicos. En 1831 el ministro de Hacienda calcula- 
ba la deuda total del país en más de 30 millones 
de pesos, es decir, tres veces los ingresos anuales del 
gobierno nacional y 10% del producto interno 
bruto. Los préstamos no pudieron ser pagados 
debido a que los gastos públicos siempre fueron 
mayores que la capacidad del gobierno nacional de 
cobrar impuestos y de evitar la evasión fiscal, amén 
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de la falta de apoyo financiero de las élites regio- 
nales. Fue inevitable que en 1828 no se pudieran 
pagar los intereses de la deuda extranjera, lo que le 
cerró a México el mercado de capitales internacio- 
nales, y en 1832 se declaró la moratoria de pagos 
de todos los empréstitos. Esta obligada medida tra- 
jo consigo funestos efectos multiplicadores sobre la 
economía mexicana. En primer lugar estableció la 
incertidumbre como norma de negociación entre 
el gobierno y los prestamistas, ya que éstos no te- 
nían la certeza de que se les pagarían los intereses 
y su capital. Frente a la incertidumbre, los comer- 
ciantes y las compañías, nacionales y extranjeros, 
exigieron intereses que llegaron a un estratosférico 
300% anual. El gobierno mexicano no sólo se vio 
obligado a pagar dichas tasas, además fue presiona- 
do por sus acreedores para que a ellos mismos se les 


Galera de la Hacienda de Salgado, Henry George Ward, México in 
1827, v. 2, London, Henry Colburn, 1828. Biblioteca Ernesto de la 
Torre Villar, Instituto de Investigaciones Dr. José Ma. Luis Mora. 
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CUADRO 2 
ACUÑACIÓN DE MONEDA, 1801-1855 


Promedio de acuñación 


Quinquenio Glsdie neos) Tasa de crecimiento 
A A A q0q —— A A ————— A 
1801-1805 22557 —= 
1806-1810 22.770 0.19 
1811-1815 7251 20.46 
1816-1820 12 637 11.75 
1821-1825 9556 5.44 
1826-1830 10 159 1.23 
1831-1835 11 896 3.21 
1836-1840 12 241 0.57 
1841-1845 13717 2.30 
1846-1850 18 051 5.64 
1851-1855 17 507 -0.61 


Fuente: Ernest Sánchez Santiró, “El desempeño de la economía mexicana tras la Independencia, 1821-1870: nuevas evidencias e interpretaciones” 


(manuscrito). 


hipotecaran los impuestos de exportación e impor- 
tación; se les entregara la administración de varios 
bienes públicos (el monopolio del tabaco y las sali- 
nas); se les arrendaran a precios ínfimos las casas de 
moneda locales, e incluso que sus empleados recau- 
daran algunos impuestos. Así, las más importantes 
fuentes de ingreso público fueron usufructuadas 
- por los prestamistas, con el consiguiente aumento 
de las penurias sin fin de las finanzas públicas. 

Las altas tasas de interés pactadas entre las ad- 
ministraciones públicas y los acreedores repercu- 
tieron negativamente en los créditos destinados a 
los sectores económicos: rondaban en promedio 
entre 12 y 40% anual, porcentajes muy altos si 
los comparamos con el 7% anterior a 1810. Por si 
fuera poco, los prestamistas preferían destinar sus 
dividendos y capital a préstamos usurarios al go- 
bierno; cuando se decidían a invertir sus ganancias 
en sectores productivos seguían la misma lógica: 
maximizar sus ganancias a corto plazo y no rein- 
vertir sus capitales a largo plazo; eran capitalistas 
especulativos, más que productivos. 

El sector agroganadero, la rama económica 
más importante de México en términos del pro- 


ducto que aportaba y por la cantidad de mano de 
obra que demandaba, enfrentó serios obstáculos 
para crecer, sobre todo por los efectos devastadores 
de la guerra de Independencia (muerte de trabaja- 
dores agrícolas y destrucción de bienes de capital), 
los altos intereses de los créditos, la nula inversión 
en vías de comunicación y la inseguridad para 
trasladar bienes y productos agrícolas y ganaderos 
debido a que proliferaban las “gavillas de bandole- 
ros”. Se segmentaron aún más los mercados regio- 
nales, como lo sugiere el hecho de que en 1828 la 
tonelada de maíz costara en Guanajuato la mitad 
de lo que valía en Michoacán y el triple en Chia- 
pas. Es muy probable que la falta de moneda y la 
diferencia de los precios relativos hayan aumenta- 
do la importancia de la economía natural, es decir 
el trueque de mercancías, de fuerza de trabajo por 
mercancía (el peonaje) y de trabajo por trabajo, 
sin que mediara el dinero como elemento de pago 
y de compra. Como se sabe, una economía natural 
o no monetaria provoca un lento crecimiento pro- 
ductivo y desalienta el cambio tecnológico. 

A pesar de estas circunstancias adversas, la eco- 
nomía mexicana creció, aunque muy lentamente. 
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Lucas Alamán calculaba que en 1846 se había al- 
canzado el mismo producto interno bruto de 1808. 
En particular, mejoró la situación de la industria 
manufacturera, sobre todo la rama textil que creció 
a ritmos sostenidos. En 1832 había cuatro fábricas y 
52 en 1845, que daban ocupación a más de 20 mil 
trabajadores. La agricultura se recuperó en parte, 
ya que en esos años fueron abundantes las cosechas 
en Querétaro, Michoacán y Guanajuato, se habían 
ampliado las tierras cultivadas e incrementado la 
construcción de infraestructura hidráulica, todo 
lo cual hizo que aumentaran los precios de venta 
de los ranchos y de las haciendas. Como ya vimos, 
en los años cuarenta de nuevo se volvieron a amo- 
nedar más de 19 millones de pesos. 

La depresión minera y la lenta recuperación 
de los sectores económicos, junto con la caída 
relativa de los salarios, el incremento del precio 
de los alimentos básicos y la inflación redujeron 


al 


el bienestar de la población campesina y urbana. 
No contamos con series de precios y salarios que 
permitan medir con claridad las condiciones del 
mercado de trabajo; sin embargo, no es aventura- 
do afirmar que estas décadas fueron muy difíciles 
para los trabajadores y que la pobreza ayudó a ali- 
mentar los motines y las rebeliones que estallaron 


a lo largo de la primera mitad del siglo xIx, como 
el de la Acordada en 1828. 


LA CRISIS DEL FEDERALISMO 


En enero de 1829 el Congreso, sin consultar con 
las legislaturas estatales, declaró presidente electo 
a Vicente Guerrero y vicepresidente a Anastasio 
Bustamante. El hecho inédito de que un miembro 
descendiente de afromestizos llegara a la primera 


Arrieros, Carl Nebel, ca. 1842, litografía. Colección particular. 
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magistratura horrorizó a muchas personas; Lucas 
Alamán lo consideraba un simple “populachero”. 
Guerrero tomó posesión el 4 de abril de 1829 y, 
aunque resulta exagerado afirmar que su gobierno 
nació muerto, fue una administración desafortu- 
nada que tenía que cumplir con las leyes de expul- 
sión de españoles y enfrentaba la amenaza de una 
expedición de reconquista con las arcas públicas 
casi vacías. Además se sumaba el descrédito de 
México por no cumplir con el pago de intereses 
de los bonos ingleses y la bancarrota de la Casa 
Barclay, Harring, Richardson y Compañía, que 


Acción militar en pueblo viejo, septiembre de 1829, Calos Paris, 
siglo xIx, óleo sobre tela, Museo Nacional de Historia, Conaculta, 
INAH. 


Enfrente: Vicente Guerrero, Tiburcio Sánchez, 1881, óleo sobre 
tela. Salón de Cabildos, Gobierno del Distrito Federal. 
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dejó a México sin el dinero restante de uno de los 
préstamos de Londres. 

El Presidente impulsó varias medidas para am- 
pliar la base de apoyo social y político de su ad- 
ministración, entre ellas atender las demandas de 
los artesanos de los gremios de Puebla, Queréta- 
ro, México, Jalisco y de otras regiones que pedían 
elevar los aranceles a los textiles extranjeros que 
prácticamente habían acabado con la industria 
nacional. El Congreso prohibió la importación de 
tejidos extranjeros, y los colaboradores de Gue- 
rrero le propusieron ampliar la participación de 
las clases populares en la vida pública por medio 
de elecciones directas. Su ministro de Hacienda, 
Lorenzo de Zavala, ordenó recaudar un impuesto 
entre los sectores más ricos, que no pudo entrar en 
vigor hasta que Guerrero fue investido con facul- 
tades extraordinarias para enfrentar la expedición 


española del brigadier Isidro Barradas. Esta refor- 
ma fiscal provocó el rechazo de las élites políticas 
regionales que habían apoyado a Guerrero. Como 
expresaría el gobernador de San Luis Potosí, las 
nuevas contribuciones daban el tiro de gracia al 
pacto federal, pues la reforma violaba la soberanía 
de los estados. 

La expedición de reconquista significó un gran 
reto para el gobierno. El 27 de julio de 1829 des- 
embarcaban en Cabo Rojo, a 12 leguas de Tam- 
pico, unos tres mil oficiales y soldados españoles 
encabezados por Barradas. Confiados en que los 
mexicanos querían volver a depender de España, 
los invasores se lanzaron en el peor momento, de 
manera que las fiebres tropicales, un huracán, la 
falta de víveres y las tropas de Manuel Mier y Te- 
rán y de Santa Anna los hicieron rendirse el 11 de 
septiembre. No obstante, la victoria fue devasta- 
dora para la administración de Guerrero. El gasto 
de recursos, de por sí raquíticos, y el uso de fa- 
cultades extraordinarias que le permitieron poner 
en vigor la reforma fiscal de Zavala, así como la 
suspensión de la libertad de prensa, resultaron me- 
didas impopulares. En noviembre la guarnición de 
Campeche se pronunció por el centralismo y el 4 
de diciembre el ejército de reserva, en Jalapa, por 
mantener el pacto federal. El Plan de Jalapa logró 
una gran aceptación en el país, dado el descrédito 
del gobierno. Guerrero intentó enfrentar a los re- 
beldes, pero terminó por retirarse a su hacienda, lo 
que facilitó la entrada en la ciudad de México de 
Bustamante para hacerse cargo del poder ejecuti- 
vo. El congreso, a pesar de la mayoría guerrerista, 
calificó de “justo y nacional el Plan de Jalapa”, re- 
conoció a Bustamante y declaró la incapacidad de 
Guerrero para ejercer la presidencia. 

El vicepresidente Bustamante aprovechó su 
cargo para reformar, en 1830, las constituciones, 
tanto la federal como la de los estados, para inten- 
tar fortalecer al gobierno federal. En su gabinete 
destacaron el ministro de Relaciones, Lucas Ala- 


Anastasio Bustamante, anónimo, siglo xIx, óleo sobre tela. Museo 
Nacional de Historia, Conaculta, INAH. 
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mán, y el de Guerra, José Antonio Facio. El pri- 
mero intentó poner en orden la hacienda pública, 
promover la economía y la educación. Facio, por 
su lado, consciente del estado lastimoso del ejér- 
cito, incapaz de defender el territorio nacional e 
imponer el orden, intentó fortalecerlo. Los dos 
consideraban que era necesario reformar las mili- 
cias que, según Alamán, se habían convertido en 
la “escala de las pasiones” y fomentaban las discor- 
dias civiles. Como los intentos anteriores y poste- 
riores de profesionalizar y disciplinar a la fuerza 
armada, éste también fracasó. 

En cambio, el gobierno de Bustamante fue 
apoyado por algunos estados para aumentar las 
atribuciones fiscales del gobierno federal y restrin- 
gir el derecho a voto únicamente a los que pagaran 
impuestos, como en otros países. Acorde con esta 
postura, las legislaturas estatales aceptaron modi- 
ficar el sistema fiscal de 1824 con un aumento del 
contingente fiscal e incluso que sus tesorerías fue- 
ran intervenidas por funcionarios del Ministerio 
de Hacienda, hasta que saldaran sus deudas con la 
federación. Las legislaturas de Guanajuato, Jalisco, 
Michoacán, Veracruz, Puebla y México determi- 
naron que sólo sufragaran aquellos que contaran 
con una renta o capital anual de más de un mil pe- 
sos, una cantidad entonces considerable. Alamán 
y José María Luis Mora, el más reconocido ideó- 
logo del liberalismo de la primera mitad del siglo 
xix, creían que el sistema electoral apenas merecía 
ese nombre, ya que permitía que fueran elegidos 
como diputados ciudadanos iletrados, propensos 
a doctrinas “anárquicas” y a agradar a la “plebe”. 

El gobierno de Bustamante y las élites regio- 
nales concretaron importantes acuerdos, pero las 
medidas drásticas para terminar con los pronun- 
ciamientos hicieron víctima a Guerrero, que fue 
fusilado. La prensa acusó a Alamán, Facio y Man- 
gino de haberlo asesinado, de violar la libertad de 
imprenta y de favorecer a la Iglesia y a la aristo- 
cracia. Los estados esperaban que la ilegitimidad 
de los gobiernos se subsanara en las elecciones de 
1832. Apoyaban como su candidato al general 
Manuel Mier y Terán, un federalista que aceptaba 
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la abolición de los fueros, la reforma del ejército y 
la desamortización de bienes del clero. En la capi- 


tal se mencionaba a Alamán y a Bravo, lo que de- 
cidió a Antonio López de Santa Anna, aspirante al 
puesto, a aprovechar el malestar y pronunciarse en 
enero de 1832 por el cambio de gabinete, aunque 
casi no recibió apoyo de las fuerza armadas. La éli- 
te de Zacatecas, estado convertido en “estrella del 
federalismo” por contar con la milicia cívica mejor 
pertrechada del país y enormes recursos de plata, 
temerosa de que Alamán manipulara desde el po- 
der su elección, terminó por desconocer al gabi- 
nete. No obstante, al suicidarse el general Mier y 
Terán el 2 julio de 1832, los zacatecanos decidieron 
apoyar a Santa Anna a condición de que aceptara 


Antonio López de Santa Anna, anónimo, siglo Xx, óleo sobre tela. 
Museo Nacional de Historia, Conaculta, INAH. 


que Gómez Pedraza asumiera la presidencia para 
terminar el periodo para el que había sido elegido. 
Zacatecas proporcionó recursos y milicias que se 
unieron a las tropas de San Luis Potosí, Durango, 
Jalisco, Michoacán y Tamaulipas y se enfrentaron 
al ejército encabezado por Bustamante, que las de- 
rrotó, haciendo temer que avanzara sobre Zacate- 
cas. No obstante, al derrotar Santa Anna a Facio 
en Veracruz, el Congreso ordenó a Bustamante 
regresar a la capital para defenderla. Los rebeldes 
habían dominado los puertos de Veracruz y Tam- 
pico y utilizado los impuestos, de manera que, sin 
fondos, Bustamante aceptó negociar la paz. El 22 
de diciembre Santa Anna, Gómez Pedraza y Bus- 
tamante suscribieron los Convenios de Zavaleta 
que declaraban al ejército garante de la Consti- 
tución, reconocían a Gómez Pedraza como presi- 
dente de la República hasta el 1 de abril de 1833 y 
convocaban a elecciones estatales y nacionales. Las 
consecuencias de esta discordia civil fueron múl- 
tiples. La hacienda nacional y las arcas estatales 
quedaron exhaustas, de manera que el gobierno 
nacional quedó en manos de la usura. El ejército 
y las milicias perdieron sus mejores hombres, al 
tiempo que Santa Anna se convirtió en el candida- 
to más viable para la presidencia. Gómez Pedraza, 
en los tres meses y días de su gestión, intentó la 
reconciliación. 

El 1 de marzo de 1833 fueron elegidos como 
presidente Antonio López de Santa Anna y co- 
mo vicepresidente Valentín Gómez Farías, quien 
había ocupado la cartera de Hacienda en la tran- 
sición de Gómez Pedraza y había sido diputado 
en el Congreso nacional y en el de Zacatecas. Era 
un liberal radical, convencido de que había que 
abolir los fueros, desamortizar los bienes del clero 
y reformar al ejército. Los electores de los estados 
designaron como diputados a ciudadanos sin expe- 
riencia política e inclinados a posiciones radicales. 

La nueva administración se estrenó con el pro- 
nunciamiento de Ignacio Escalada por la “religión 
y fueros”, una protesta provocada por las medidas 
anticlericales del gobierno de Michoacán. Los ge- 
nerales Gabriel Durán y Mariano Arista también 
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se pronunciaron, descontentos con la adopción de 
medidas semejantes en los estados de México y Ve- 
racruz; con las elecciones y con las propuestas en 
el Congreso sobre el patronato y con las disposi- 
ciones acerca del ejército, que limitaban su activi- 
dad a las fronteras y las costas, y con la entrega de 
armas del ejército a las milicias. Santa Anna tuvo 
que abandonar su hacienda y encabezar el ejérci- 
to para someter a los rebeldes, por lo que buena 
parte del año Gómez Farías se encargó del Ejecu- 
tivo. El Congreso y el vicepresidente, preocupados 
por la resistencia a la reforma del ejército, aproba- 
ron la deplorable “Ley del Caso”, que desterraba 
a aquellos individuos que podían oponerse a las 
reformas y amenazaba con extenderla a otros “que 
estuvieran en el mismo caso”. Las legislaturas de- 
partamentales la aplicaron contra sus enemigos, 
provocando el descontento social. 

Hacia noviembre, Gómez Farías y el Congreso, 
con la aprobación de Santa Anna, emprendieron 
una serie de reformas: supresión de la Universidad; 
eliminación de algunos colegios y creación de una 
dirección general a cargo de la enseñanza; supre- 
sión de la coacción civil para el pago de diezmos y 
cumplimiento de votos monásticos, e incautación 
de los bienes de las misiones de California y Filipi- 
nas. Un decreto del 19 de diciembre de 1833 au- 
torizó al gobierno a proveer los curatos y sacristías 
mayores vacantes y a preparar la erección de una 
diócesis en cada estado. Esta fue la reforma que 
provocó la oposición de la Iglesia, pues los obispos 
habían instado “a obedecer a las autoridades” en 
las cosas humanas, pero ahora se veían “en el caso 
de resistir” por considerar que se trataba de una in- 
tervención del Estado en “potestades espirituales”. 
Gómez Farías suspendió su aplicación. 

El cólera, la proscripción de ciudadanos y las 
medidas anticlericales provocaron malestar en todo 
el país. Santa Anna las había aprobado con la es- 
peranza de que resolvieran los problemas de la 
hacienda nacional, lo que no se concretó. Preocu- 
pado por la resistencia de la jerarquía eclesiásti- 
ca y los proyectos de reforma del ejército, en los 
primeros meses de 1834 Santa Anna instó a José 
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Antonio Mejía a pronunciarse contra el Congreso. 
Al hacer la denuncia, el Congreso ordenó a Gó- 
mez Farías, a principios de abril, poner en vigor el 
decreto del 19 de diciembre. Los obispos se prepa- 
raron para partir, provocando la desolación de la 
gente que se quedaba sin sus pastores. 

En ese contexto, el 24 de abril Santa Anna se 
presentó en la capital y reasumió la presidencia. 
Durante 1834 y los primeros meses de 1835 go- 
bernó con un gabinete de federalistas moderados, 
críticos de “los excesos de los hombres del 33”. 
Poco después suspendió los decretos radicales, a 
excepción del referente a los diezmos, y aprove- 
chó un error reglamentario para impedir que el 
Congreso se reuniera en sesiones extraordinarias. 
El malestar no se había acallado y ayuntamientos 
y vecinos levantaban actas contra el Congreso ra- 
dical y contra Gómez Farías. Hubo un intento de 
coalición de estados para defender el federalismo, 
pero el gobernador de Zacatecas y su élite no se 
comprometieron, ante el temor de que resultara 
tan costosa como la de 1832. Esta falta de apoyo 
disolvió la coalición y las élites estatales termina- 
ron por aceptar que el Ministerio de Hacienda 
ordenara a los comisarios de Michoacán, México, 
Puebla, Querétaro y Guanajuato, en diciembre de 
1834, hacerse cargo de las tesorerías de esos esta- 
dos. Sólo el gobierno de Zacatecas protestó contra 
esta intervención del gobierno federal y la posible 
reforma del sistema fiscal de 1824. 

De las elecciones de fines de 1834 resultó un 
Congreso con una mayoría de federalistas mode- 
rados decidida a hacer la reforma de la Constitu- 
ción, de acuerdo con las propuestas de las legisla- 
turas de 1830, en especial, la de implantar el voto 
censitario y reducir al mínimo las milicias cívicas 
para evitar que distrajeran brazos útiles y que con- 
tribuyeran al desorden. Algunos gobiernos estata- 
les, como Guanajuato, Michoacán, el estado de 
Coahuila y Texas, San Luis Potosí y Oaxaca, ha- 
bían desmovilizado a sus milicias cívicas en 1833, 
por temor a que los soldados causaran “desórdenes 
sociales”, al oponerse a pagar impuestos, atacar ha- 
ciendas o demandar la expulsión de españoles. 
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EL NUEVO ORDEN, 1821-1848 
LA CUESTIÓN DE TEXAS 


Para 1835, la situación de Coahuila y Texas era 
muy delicada porque los colonos estadounidenses 
preparaban su separación de la República mexica- 
na. Las colonias habían surgido del intento de la 
Corona española de poblar el Septentrión, dando 
asilo a los súbditos españoles de las perdidas Flori- 
da y Luisiana, con privilegios para asentarse: con- 
cesión de tierras, permiso para importar lo necesa- 
rio y siete años de exención del pago de impuestos. 
Desde luego, la oferta se limitaba a católicos que 
obedecieran las leyes españolas. Bajo estas reglas, 
Moses Austin solicitó una concesión para coloni- 
zar Texas con 300 familias, misma que se le conce- 
dió y fue aprovechada por su hijo Esteban, quien 
tuvo que revalidarla con el imperio y luego con 
el nuevo gobierno en 1823. El Estado mexicano 
mantuvo el mismo esquema de privilegios. 

La Constitución de 1824 unió Texas con 
Coahuila y dejó la colonización como facultad de 
los estados. Esto convirtió a Saltillo en un imán 
para los especuladores angloamericanos. De jure, 
el territorio de Texas perdió la autonomía de que 
había gozado, y la lejanía y falta de vigilancia lo lle- 
nó de ilegales y dio gran libertad a los colonos para 
violar las restricciones religiosas y de importación 
de esclavos. Aun la colonia “modelo” de Austin se 
pobló con protestantes del sur de Estados Unidos, 
cuya explotación del algodón dependía de la fuer- 
za de trabajo esclava. Austin, hábil y masón, logró 
relacionarse con los políticos radicales, lo que le 
permitió obtener extensas concesiones, incluso en 
la zona costera reservada a la federación. La casi 
gratuidad de la tierra atrajo a oleadas de norteame- 
ricanos y la laboriosidad de los colonos aseguró su 
prosperidad; hacia 1830, por cada mexicano había 
diez angloamericanos. Antes de la promulgación 
de la Constitución de Coahuila y Texas en 1827, 
la administración y la justicia estuvieron en manos 
de los empresarios que en 1826 habían alentado 
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una rebelión separatista en Nacogdoches, la cual 
fue sometida con el apoyo de Austin, no sin au- 
mentar el temor del gobierno federal ante el peli- 
gro que las colonias podían representar, por lo que 
ordenó en 1828 que Manuel Mier y Terán mar- 
chara al norte a fijar la frontera. 

La dependencia de Saltillo provocó proble- 
mas administrativos y judiciales, por su lejanía. 
Pero la redacción de la Constitución estatal fue la 
que produjo verdaderas tensiones. El deseo de los 
coahuilenses de abolir la esclavitud se topó con la 
pregunta de Austin sobre la indemnización a los 
dueños de esclavos; ante la falta de recursos para 
hacerle frente, la Constitución se limitó a declarar 
que “en el estado nadie nace esclavo”. Esto conver- 
tía a la esclavitud en temporal, provocando el te- 
mor de los colonos, que se agudizó con el decreto 
de abolición de la esclavitud de Guerrero en 1829. 
El gobierno exceptuó a Texas de la ley, a condición 
de que no se introdujeran nuevos esclavos, pero tal 
restricción fue violada por los colonos que hacían 
firmar a sus esclavos un contrato de trabajo en el 
que se estipulaba que trabajarían “hasta pagar su 
costo”. Una vez que Mier y Terán logró tener una 
clara visión del problema de Texas redactó un in- 
forme que, al ser recibido por Alamán en 1830, lo 
llevó a promover ante el Congreso una nueva ley 
de colonización que la ponía en manos de la Fede- 
ración y prohibía la entrada de norteamericanos. 
En 1832, cumplidos los plazos de exención de 
impuestos, Mier y Terán abrió una aduana, pero 
los barcos norteamericanos, acostumbrados a no 
pagarlos, dispararon contra las autoridades mexi- 
canas, con el apoyo de los colonos desde tierra. El 
comandante militar tuvo que huir. Austin aprove- 
chó el pronunciamiento de 1832 para adherirse a 
él y convocar a dos convenciones. La última de- 
cidió que Austin viajara a la capital para solicitar 
que Texas se convirtiera en estado, se extendiera la 
exención de impuestos y se aboliera la prohibición 
de entrada de colonos norteamericanos. Su rela- 
ción con los radicales permitió que Austin tuviera 
éxito, de manera que se abolió la prohibición de la 
migración angloamericana y se extendió la exen- 


ción de pago de impuestos por tres años. Santa 
Anna le explicó que no era propicio establecer el 
estado, pero se comprometió a promover que el 
gobierno de Coahuila hiciera reformas favorables 
a Texas. En efecto, en 1834 la legislatura dividió 
el departamento en tres distritos para aumentar 
su representación, se autorizó el inglés en trámites 
administrativos y judiciales y se nombró a un an- 
gloamericano juez superior del circuito de Texas. 
Por tanto, hacia 1835 los colonos carecían de ra- 
zones de descontento, pero como Texas se había 
llenado de especuladores sureños que favorecían 
la anexión a Estados Unidos, aprovecharon la re- 
apertura de la aduana en 1835 y la reducción de 
las milicias para desconocer al gobierno federal y 
promover la anexión. 


“TEXAS Y ZACATECAS, 1835 


A principios de 1835, la presión popular obligó al 
Congreso a declarar a Gómez Farías incapacitado 
para gobernar. No tardó en debatirse la reducción 
de las milicias cívicas de los estados, apoyada por 
una petición de Jalisco para abolirlas. Esto desper- 
tó temor en algunas entidades, en especial Zaca- 
tecas, cuyo gobernador y diputados presionaron 
para evitar su aprobación y, al ser decretada el 31 
de marzo de 1835, solicitaron su exención. El mi- 
nistro José María Gutiérrez de Estrada explicó que 
eso iría en desdoro de los otros estados, ya que 
para todos era obligatorio obedecer las leyes del 
Congreso general. Coahuila-Texas y Zacatecas se 
rebelaron abiertamente, lo que obligó al gobierno 
a ordenar que el ejército marchara a Zacatecas a 
imponer el orden. 

Santa Anna llegó a Zacatecas e instó al gobier- 
no estatal a desistir en su resistencia. Como no 
recibió respuesta, avanzó, aunque no hubo con- 
frontación porque las milicias, su comandante y el 
gobernador huyeron, por lo que el 10 de mayo de 
1835 ocupó la capital. El gobernador de Coahui- 
la, con el temor de que el ejército continuara hacia 
allá, solicitó su traslado a Texas, donde la pobla- 
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ción lo desconoció, ya que los texanos pretendían 
la independencia. 

Los intentos anexionistas texanos y el desa- 
fío zacatecano fortalecieron a los grupos políticos 
centralistas que exigían la abolición del sistema 
federal y el establecimiento de una república cen- 
tral, “más análoga a sus necesidades, exigencias y 
costumbres”, como estipulaban las actas de Oriza- 
ba y Toluca de mayo de 1835. El efímero fervor 
centralista se impuso en el Congreso, temeroso de 
que el federalismo estuviera provocando la des- 
integración del territorio. El Congreso inauguró 
sesiones extraordinarias el 19 de julio y el 29 una 
comisión de la Cámara dictaminó atender las peti- 
ciones de las actas, sin respetar el artículo 171 que 
garantizaba el federalismo. Con la aprobación del 
Senado, el Congreso se integró en una sola cámara 
para discutir el arreglo provisional del gobierno. 
El 23 de octubre de 1835 quedaron redactadas las 
Bases de Reorganización de la Nación Mexicana 
que regirían temporalmente y que establecían el 
centralismo. Los estados se convertían en departa- 
mentos, sujetos al gobierno nacional. Intentos fe- 
deralistas aislados no impidieron que el Congreso 
redactara una nueva constitución sin “los errores 
del federalismo”. 

El establecimiento del centralismo vino como 
anillo al dedo para los anexionistas texanos, que de- 
clararon roto el pacto federal. No proclamaron la 
independencia para no perder el apoyo de los fede- 
ralistas, pero enviaron una comisión a Estados 
Unidos para conseguir dinero y armas. El gobierno 
mexicano tuvo que mandar una expedición mili- 
tar, pues una avalancha de voluntarios norteameri- 
canos había cruzado la frontera para “luchar por la 
libertad” y obtener un pedazo de tierra en Texas. 

Santa Anna partió hacia "Texas en noviembre 
sin los recursos humanos y materiales indispen- 
sables. Para detener la afluencia de voluntarios 
norteamericanos, el Congreso decretó el 30 de di- 
ciembre de 1835 que todo extranjero que tomara 
las armas contra la República sería considerado 
pirata, es decir, sin protección de las leyes inter- 
nacionales. El ejército llegó a Texas en febrero y 
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obtuvo la victoria a pesar de que los soldados de 
leva no estaban bien preparados, habían cruzado 
desiertos de clima extremoso, sin alimento y ropas 
adecuadas y sometidos a marchas forzadas. El 24 
de febrero, Santa Anna llegó a Béjar, donde tropas 
angloamericanas se pertrechaban en El Álamo. El 
6 de marzo de 1836, las tropas mexicanas asalta- 
ron el fuerte sin tomar prisioneros, basados en el 
decreto del Congreso que consideraba piratas a los 
rebeldes. Para entonces, el avance mexicano había 
decidido a los texanos a declarar la independencia 
el 2 de marzo y a elegir a David G. Burnet y a 
Lorenzo de Zavala, presidente y vicepresidente. La 
constitución de la nueva república era radicalmen- 
te esclavista, tanto que prohibió a los propietarios 
poder liberar a sus esclavos sin el permiso del Con- 
greso. Santa Anna procedió a perseguir al gobier- 
no rebelde, pero fue sorprendido por el ejército de 
Samuel Houston el 21 de abril en San Jacinto y 
tomado prisionero. Houston obligó a Santa Anna 
ordenarle a Vicente Filisola que retirara las tropas 
más allá del Río Grande del Norte y lo hizo firmar 
los Tratados de Velasco, que lo comprometían a 
promover el reconocimiento mexicano a cambio 
de ser embarcado a Veracruz con vida. Ninguna de 
las partes cumplió. Houston mantuvo a Santa 
Anna preso, con grilletes, durante 10 meses. La 
obediencia de Filisola a las órdenes del general 
preso fue costosa, pues consolidó la independen- 
cia de Texas, ya que la falta de recursos impidió 
organizar una nueva expedición. 


Los SISTEMAS POLÍTICOS CENTRALISTAS, 
1836-1843 


Aunque los federalistas acusaron al ejército y a la 
Iglesia de estar en connivencia con Santa Ánna y 
de haber impuesto el centralismo, se ha demos- 
trado que en el Congreso había “un equilibrio de 
fuerzas entre una clase alta y una de clase media 
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en desarrollo”. De los 20 congresistas más activos, 
los 14 centralistas lograron convencer a modera- 
dos y santanistas de que el federalismo provocaría 
que el territorio se desmembrara. El Congreso tra- 
bajó arduamente durante año y medio. El 15 de 
diciembre de 1836 estuvieron listas las Siete Leyes 
y fueron juradas el 1 de enero de 1837 por todas 
las autoridades. 

Las Siete Leyes establecieron un centralismo 
liberal con representación ciudadana y división 
de poderes, que ahora garantizaban “los derechos 
de los mexicanos”. Todos los ramos de ingreso del 
país serían administrados directamente por el go- 
bierno nacional. Se incluyó un cuarto poder, el 
Supremo Poder Conservador, que podía anular las 
decisiones de los otros poderes, sancionar las refor- 
mas acordadas por el Congreso y declarar cuál era 


Una de las Siete Leyes Constitucionales, 1836. Archivo General de 
la Nación 


la voluntad de la nación en casos extraordinarios. 
Asimismo se impuso el voto censitario, es decir, 
restringido a los varones con propiedades o capi- 
tal; se alargó el periodo presidencial a ocho años, 
pero el Ejecutivo mantuvo su debilidad, sujeto al 
Legislativo, al Conservador y a las iniciativas del 
Consejo de Gobierno; los departamentos tendrían 
gobernadores nombrados por el presidente, de 
una terna enviada por las juntas departamentales 
e integrada por siete individuos, y se canceló todo 
ayuntamiento inexistente en 1808, a excepción de 
los puertos con más de cuatro mil habitantes, lo 
que provocó la inestabilidad rural durante los diez 
años del centralismo. 

Pronto la República centralista perdió el apo- 
yo de gran parte de los grupos políticos naciona- 
les y regionales. A pesar del optimismo con que se 
recibió y de la elección de Anastasio Bustamante 
como presidente en abril de 1837, ese mismo mes 
estalló el movimiento “Federación o muerte” en 
San Luis Potosí. En realidad, el centralismo fracasó 
por las mismas razones que el federalismo: falta de 
recursos y de coordinación territorial, incapacidad 
para defender y controlar un extenso territorio casi 
deshabitado, expuesto al contrabando y al expan- 
sionismo, y la resistencia de las élites regionales. El 
gobierno nacional rentó las minas de Zacatecas y 
otras empresas, provocando malestar en los departa- 
mentos, al perder las élites locales los beneficios que 
producían. Casi todas se rentaron a los prestamistas 
del gobierno que pasaron a controlar los principales 
circuitos comerciales y monopolizar la producción 
y el comercio regionales. Los grupos económicos 
regionales se resistieron de nueva cuenta a una re- 
forma fiscal que establecía impuestos directos a la 
riqueza industrial, agrícola y comercial, así como a 
los salarios. Frente a estas presiones, el ministerio 
de Hacienda, en diciembre de 1837, anuló la cen- 
tralización fiscal y concedió amplias atribuciones a 
las tesorerías departamentales. 

Los males se multiplicaron, agudizados por el 
bloqueo francés en Veracruz en 1838 para exigir el 
pago de sus reclamaciones. Éstas eran exageradas o 
falsas, pero el gobierno no las había atendido. Sin 
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previo aviso, el ministro francés se retiró en marzo 
a Veracruz y desde un barco lanzó un ultimátum. 
El bloqueo al puerto se convirtió en bombardeo 
a fin de año y, aunque la flota no pudo sostener- 
lo, obligó a la empobrecida hacienda mexicana a 
hacer gastos. Los franceses confiaban que el movi- 
miento federalista que había estallado en Tampico 
y que se extendió por el norte, haría caer al gobier- 
no. Éste, criticado por su lenidad con los federa- 
listas, restringió la libertad de prensa y encarceló 
a Gómez Farías y a José María Alpuche, pero no 
logró detener el movimiento hasta 1840. El blo- 
queo francés dañaba intereses ingleses, por lo que 
Gran Bretaña presionó a los franceses a firmar la 
paz, aunque México tuvo que endeudarse para 
pagar reclamaciones injustas. El bloqueo también 
permitió a Santa Anna redimir sus culpas, pues en 
una escaramuza perdió una pierna, con lo que el 
público le perdonó sus pecados texanos. 

A principios de 1840, restablecida la paz, todo 
giraba en torno a la reforma de las Siete Leyes. 
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La cámara aprobó la iniciativa el 30 de junio, al 
mismo tiempo que un motín liberaba de la cárcel 
a Gómez Farías y a José Urrea. Estos apresaron a 
Bustamante y reinstauraron el federalismo, pero 
el ejército los atacó y el centro de la capital vivió 
combates que causaron grandes daños. La media- 
ción del arzobispo permitió firmar un arreglo que 
aseguraba la vida, los empleos y las propiedades de 
los sublevados, lo que terminó por desprestigiar 
a Bustamante. Gutiérrez de Estrada, desilusiona- 
do, el 19 de agosto de 1840 le dirigió una carta a 
Bustamante en la que resumía el fracaso de los ex- 
perimentos políticos mexicanos, concluyendo que 
la única salida era una monarquía con un príncipe 
extranjero, pues el ejército preparaba la dictadura. 
Tornel rebatió tales “aberraciones” y provocó un 
gran escándalo que hizo huir a Gutiérrez del país. 


Toma de Palacio Nacional por el ejército federalistas, siglo x1X, 
litografía. Biblioteca Nacional de México, UNAM. 
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El pesimismo se agudizó con la noticia del recono- 
cimiento británico a Texas a principios de 1841. 
Gran Bretaña había dado tiempo suficiente para 
llevar a cabo la reconquista y aconsejado en forma 
constante que México debía reconocer la indepen- 
dencia texana “para evitar males mayores”. 

El desprestigio del gobierno propició otro 
pronunciamiento. Esta vez, la iniciativa la toma- 
- ron los comerciantes dañados por un impuesto de 

15% sobre el consumo interno. Los comerciantes 
extranjeros instaron a los tres principales generales, 
Santa Anna, Mariano Paredes y Gabriel Valencia, 
a pronunciarse. Los pronunciamientos estallaron 
a partir de agosto. En Guadalajara, el día 8, Pare- 
des publicó un manifiesto y un plan, exigiendo se 
convocara a un congreso extraordinario para re- 
formar la constitución y relevar al ejecutivo. El 28, 
el Ayuntamiento de Veracruz pidió la derogación 
del impuesto de 15% y la reforma de los arance- 
les, en tanto representantes de los departamentos 
centrales, reunidos en Guanajuato, solicitaban un 
congreso que “reconstituyera a la República”. Va- 
lencia, a su vez, desconoció las Siete Leyes el 4 de 
septiembre y exigió la elección de un ejecutivo 
provisional que convocara a un congreso consti- 
tuyente. Mientras tanto, en Perote, Santa Anna 
desconocía a Bustamante y apoyaba la convocato- 
ria a un congreso. Tantos planes confundieron a la 
población, pero una junta de generales, sin tomar 
en cuenta las instituciones, estableció la dictadura 
con la firma de las Bases de Tacubaya y prometió 
convocar el congreso constituyente. 

La dictadura de Santa Anna, si bien fue flexi- 
ble comparada con la que intentaría establecer Pa- 
redes en 1846, convirtió al ejército en el eje del 
gobierno nacional. Los intereses económicos de 
comerciantes y capitalistas nacionales y extranje- 
ros, así como los de los gobiernos departamentales, 
fueron supeditados a la solución de las demandas 
de la jerarquía militar. Santa Anna aprovechó la 
renuncia de siete gobernadores para unir el cargo 
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de gobernador con el de comandante general. La 
preponderancia del ejército se reafirmó cuando or- 
denó que los comandantes generales se encargaran 
de distribuir los presupuestos departamentales. 
Si bien los comerciantes extranjeros lograron una 
reducción del impuesto al consumo y la autoriza- 
ción para adquirir bienes raíces, la luna de miel 
con Santa Anna se esfumó pronto, pues la necesi- 
dad de recursos lo obligó a restablecer la reforma 
fiscal que gravaba a los contribuyentes, amén de la 
“capitación” que obligaba a todo varón de 16 a 60 
años de edad a pagar un real mensual. El gobierno 
también tomó medidas proteccionistas para com- 
placer a algodoneros y tabacaleros de Veracruz e 
industriales de Puebla, Veracruz y Jalisco. 

Santa Anna cumplió y convocó a elecciones 
para el congreso constituyente en abril de 1842. 
Los federalistas moderados se movilizaron para 
ganar los comicios y derrotaron los esfuerzos del 
ejército por controlarlos. Santa Anna concedió 
una cierta apertura política, pero advirtió a los 
representantes sobre los peligros del federalismo, 
no sin que el presidente del congreso le contes- 
tara que este “conoce bien el mandato que tiene 
que cumplir y el poder que de la Nación ha reci- 
bido”. El congreso elaboró dos proyectos, ambos 
inclinados hacia el federalismo. Uno sostenía un 
federalismo moderado que protegiera al individuo 
de los abusos del poder (con el derecho de amparo 
que posteriormente introdujeron las reformas de 
1847) y excluía “el servicio forzado en el ejército 
permanente” al crear una “guardia nacional”; otro 
planteaba un federalismo con tintes confederalis- 
tas parecido al de 1824. Santa Anna no estuvo de 
acuerdo con los proyectos legislativos, por lo que 
decidió regresar a su hacienda en diciembre dejan- 
do a Bravo como presidente provisional, al tiempo 
que un pronunciamiento exigía la disolución del 
Congreso, lo que tuvo efecto antes de terminar di- 
ciembre. 

Para sustituir el Congreso, Bravo nombró una 
Junta de Notables presidida por el general Gabriel 
Valencia, que redactó las bases orgánicas. Estas 
significaron un gran avance y reflejaban parte de 
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los proyectos de 1842: anulaban el Poder Conser- 
vador y el plazo para efectuar reformas; elevaban 
el monto de rentas requeridas para desempeñar 
puestos representativos, y las juntas departamen- 
tales fueron ampliadas y convertidas en asambleas 
legislativas con mayores facultades. Se aumenta- 
ron las facultades del Ejecutivo, que así recuperó 
el mando del ejército pero con previo permiso del 
Congreso. El Senado de 73 individuos sería ele- 
gido en dos terceras partes por las asambleas y un 
tercio por el presidente de la República, la Cámara 
de Diputados y la Suprema Corte de Justicia. 
Juradas las bases orgánicas, se convocó a elec- 
ciones que de nuevo ganaron los federalistas mo- 
derados, y en las cuales Santa Anna recibió el voto 
de la gran mayoría de las asambleas departamen- 
tales. Cuatro acontecimientos marcaron la vida 
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institucional y social de los años 1843 y 1844: las 
amenazas de Texas, la separación de Yucatán, las 
rebeliones contra la capitación y las difíciles nego- 
ciaciones con el Congreso. Santa Anna, preocupa- 
do por la separación de Texas y Yucatán, propuso 
una amplia autonomía para que se reincorporaran 
a la República; Pedro Ampudia logró convencer 
al gobierno de Yucatán, pero éste violó el acuerdo 
y volvió a separarse. Los texanos ni siquiera con- 
sideraron la oferta. El ministro de Relaciones bri- 
tánico ofreció en 1843 a Santa Anna la garantía 
franco-británica a la frontera mexicana, a cambio 
de reconocer la independencia de Texas, pero no 
lo tomó en cuenta. Para ese momento, se habían 
iniciado las negociaciones para su anexión a Es- 
tados Unidos y Washington tenía ya en la mira a 
California. La obsesión mexicana por Texas im- 
pidió al régimen darse cuenta de lo valioso de esa 
oportunidad. 

El gobierno nacional intentó recaudar la capi- 
tación en un crispado ambiente social, provocan- 
do una de las más graves insurrecciones agrarias 
después de la independencia. Entre 1821 y 1840 
habían estallado varias rebeliones campesinas (en 
particular la denominada guerra del sur de 1830- 
1832), que se agravarían en la década de los cua- 
renta como resistencia al pago de la capitación. 
La rebelión del sur del Estado de México logró la 
exención de pago de la capitación en julio de 1843. 
Los grupos económicos de mayor riqueza también 
se resistieron al pago de impuestos, lo que hizo que 
el ministerio de Hacienda se viera imposibilitado 
para resolver los problemas del gobierno. 

El Congreso, con mayoría federalista mode- 
rada, estaba dispuesto a hacer que Santa Anna 
acatara las bases y, aunque estaba convencido de 
la pérdida de Texas, tuvo que autorizar recursos 
para una expedición. Ésta no se llegó a empren- 
der al conocerse la noticia de que el Senado norte- 
americano había rechazado la anexión de Texas, 
lo cual hizo que el Congreso exigiera al Presidente 
aclarar el destino de los dineros aprobados para 
Texas. El escándalo que esto provocó lo aprovechó 
Mariano Paredes y Arrillaga para pronunciarse el 
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2 de noviembre y desconocer a Santa Anna. Este 
salió a combatirlo sin el permiso del Congreso, y 
el presidente provisional ordenó la disolución del 
Congreso, pero esta vez el Legislativo se resistió 
y el 6 de diciembre de 1844 se negó a disolver- 
se, y, apoyado por la guarnición, por el Ayunta- 
miento de México y por el Poder Judicial, al grito 
de “Constitución y Congreso” mandó apresar al 
presidente provisional y a dos de sus ministros y 
desaforar a Santa Anna. De acuerdo con las Bases 
Orgánicas, se entregó el Ejecutivo provisional al 
presidente del Consejo de Gobierno, José Joaquín 
de Herrera. Santa Anna fue encarcelado en Perote 
para ser juzgado, pero al final se le exilió a Cuba. 

Como viejo general de carrera, Herrera era 
consciente del peligro de una guerra sin recursos, 
con un ejército poco profesional, armas obsoletas 
y una población dividida, por lo que trató de evi- 
tar el enfrentamiento armado con Estados Unidos 
promoviendo el reconocimiento de Texas, pero su 
oferta fue extemporánea. Aunque era federalista 
moderado consideraba inconveniente un cambio 
de sistema de gobierno en momentos tan críticos, 
por lo que promovió la reforma de las Bases para dar 
mayores facultades a los departamentos y estable- 
ció las “guardias nacionales”. Muchos moderados 
lo abandonaron y sus enemigos lo acusaron de 
pretender vender Texas y California. 

En 1845 el país hervía en conspiraciones. La 
primera era de Gómez Farías que, aliado con los 
militares, promovía la conocida como “Santa Anna 
y federación”. Otra era internacional, cuya finali- 
dad era restablecer la monarquía. Esta última había 
sido diseñada por el ministro español Bermúdez 
de Castro junto con Alamán, el usurero Lorenzo 
Carrera y el jesuita Basilio Arrillaga, quienes com- 
prometieron al general Paredes a pronunciarse. 
Los conspiradores aprovecharon el hecho de que 
Herrera hubiera aceptado recibir a un comisiona- 
do de Estados Unidos, para acusarlo de pretender 
vender Texas y California. Herrera había estado de 
acuerdo con dicha visita pensando que sería para 
restablecer las relaciones rotas por la anexión de 
Texas, pero en realidad el comisionado venía con 
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varias ofertas de compra de territorio, como úl- 
timo intento del recién elegido presidente James 
Polk para evitar los costos de una guerra. Herrera 
no lo recibió, por portar credenciales inadecuadas, 
pero eso no detuvo a los conspiradores. 

Paredes y Arrillaga, comandante del ejército 
de reserva en San Luis destinado a apoyar la de- 
fensa de la frontera, tenía la sartén por el man- 
go: contaba con un ejército nutrido por las tropas 
mejor disciplinadas y entrenadas del país y tenía 
el apoyo de los monarquistas que manipulaban 
a los principales usureros. El 14 de diciembre de 
1845 se pronunció en San Luis Potosí, acusando 
injustamente a Herrera de negarle apoyo al ejérci- 
to, y avanzó hacia el centro para asaltar el poder. 
La mayoría de las asambleas legislativas y corpo- 
raciones civiles lo desconocieron, pero la fuerza 
se impuso. Paredes afirmó que iba a mantener el 
orden constitucional, pero no lo hizo. Cambió 
autoridades, estableció una policía de seguridad 
y encargó a Alamán redactar la convocatoria para 
elegir un congreso constituyente, la cual se basaba 
en una representación por “grupos de intereses”: 
propiedad y agricultura elegirían 38 diputados; el 
comercio, 20; la minería, la industria, los letrados, 
los magistrados y la administración pública, 14 
cada uno, y el clero y el ejército, 20 cada uno. Ber- 
múdez de Castro patrocinó varios periódicos para 
hacer campaña a favor de la monarquía. Paredes 
esperaba el apoyo de Gran Bretaña, porque Polk 
amenazaba con ocupar Oregon. También estaba 
confiado en que esa nación y Francia apoyarían la 
conspiración monarquista “para salvar a México”. 
Sus esperanzas se esfumaron cuando Polk negoció 
con Gran Bretaña. 

El 7 y 8 de mayo de 1846 tuvieron lugar las 
primeras derrotas ante el ejército norteamerica- 
no y con ellas se selló el fin de Paredes y del cen- 
tralismo. El Congreso, elegido para establecer la 
monarquía, se limitó a reconocer que existía un 
estado de guerra. Aunque Paredes sabía que salir 
al frente del ejército significaba su caída, un mí- 
nimo de dignidad lo obligó a hacerlo. Así, el 4 
de agosto de 1846, cuando apenas traspasaba los 
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límites de la capital, Mariano Salas se pronuncia- 
ba en la Ciudadela por el federalismo, seguido de 
la acostumbrada avalancha de adhesiones. Paredes 
fue desterrado, pero el daño estaba hecho. 

Los federalistas estaban seguros de que sólo 
restableciendo la Constitución de 1824 podría 
hacerse una defensa efectiva. Sin embargo, su res- 
tauración en plena guerra obstaculizó la defensa 
del país, al dejar al gobierno federal con la respon- 
sabilidad militar, pero sin dinero, pues no contaba 
con el producto de las aduanas ya que la flota nor- 
teamericana ocupaba los puertos y las autoridades 
estatales habían reasumido su soberanía en mate- 
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ria de recaudación, administración y usufructo de 
impuestos, y apenas apoyaron la defensa. 

Santa Anna, exiliado en Cuba, logró romper 
el bloqueo simulando aceptar una oferta de Polk 
que lo comprometía a facilitar un tratado de paz 
que entregara el anhelado oeste. Pero el acuerdo se 
publicó y vulneró el frente mexicano al despertar 
desconfianza hacia el jefe del ejército. Santa Anna 
llegó a la capital el 14 de septiembre y, sin ocupar 
la presidencia provisional, partió a San Luis Potosí 
con el fin de preparar la resistencia contra las tro- 
pas invasoras. La división política, un ejército poco 
profesional y con armas obsoletas y soldados im- 
provisados predecían el desastre, pero Santa Anna 
se esforzó en preparar a los voluntarios, mientras 
la prensa capitalina lo acusaba de traición. 
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En diciembre de 1846 fueron elegidos Santa 
Anna y Gómez Farías como presidente y vicepre- 
sidente. Para obtener recursos, en uso de las facul- 
tades extraordinarias, Gómez Farías expidió un 
decreto que autorizaba la venta de bienes del clero 
hasta reunir 15 millones de pesos. La Iglesia, que 
había colaborado en la defensa, lo consideró in- 
justo y los federalistas moderados alentaron una 
rebelión para deshacerse de Gómez Farías. Con 
agudeza, el pueblo llamó a los rebeldes “polkos”, 
por favorecer al presidente Polk. A su regreso, San- 
ta Anna restauró la paz, asumió la presidencia y 
suspendió el decreto mencionado a cambio de un 
préstamo de la Iglesia de dos millones de pesos. La 
mayoría moderada en el Congreso se concentró en 
la reforma de la Constitución que abolió la vice- 
presidencia, proclamó “los derechos del hombre” y 
estableció el amparo para evitar los abusos del go- 
bierno, además de fortalecer al gobierno nacional. 
La reforma, impulsada por Mariano Otero, limitó 
la autonomía de los estados al darle al Congreso 
nacional autoridad para anular toda ley estatal que 
violara la Constitución y las leyes de la Federación. 
El Congreso no sólo suspendió las facultades ex- 
traordinarias concedidas al presidente por el esta- 


do de guerra, sino que también lo inhabilitó para 


firmar la paz, lo que debilitó su autoridad. 


MÉXICO ANTE EL EXPANSIONISMO 
ESTADOUNIDENSE 


El expansionismo de Estados Unidos era eviden- 
te desde la oferta de comprar “Texas en 1825. Es 
más, cuando Santa Anna pasó por Washington en 
1836, Jackson le expresó su interés en la compra 
del norte de California y antes de dejar el poder, 
en marzo de 1837, reconoció la independencia de 
Texas. También presionó al gobierno mexicano 
por el pago de las reclamaciones de sus ciudadanos, 
las cuales, igual que las francesas, eran dudosas. 
Por fortuna, una profunda depresión económica 
obligó a Estados Unidos a someterlas a arbitraje 
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internacional por medio de un comité constituido 
por dos mexicanos y dos estadounidenses, con el 
rey de Prusia como árbitro, quien después de estu- 
diar las reclamaciones, sólo aceptó 20% y México 
empezó a pagar; por desgracia, las reclamaciones 
mexicanas no fueron consideradas. 

Gran Bretaña empezó a insistir en que México 
reconociera a Texas para evitar males mayores y en 
1840 el ministro de Relaciones recibió a un en- 
viado texano y pidió que el Consejo de Gobierno 
dictaminara sobre el reconocimiento. Una comi- 
sión, presidida por Alamán dictaminó a favor, a 
condición de que Texas no se anexara a otro país, 
pagara una indemnización y Gran Bretaña y EFran- 
cia garantizaran la frontera. Pero el procedimiento 
no prosperó y finalmente los británicos reconoce- 
ron a la república de Texas. Muchos sabían que la 
provincia se había perdido, pero las pretensiones 
texanas de que su territorio se extendía hasta el río 
Grande del Norte e incluía casi todo Nuevo Méxi- 
co, obstaculizaron toda negociación y los gobier- 
nos no aceptaron negociar hasta 1845. Mientras 
tanto, los norteamericanos se fueron familiarizan- 
do con Nuevo México y California, cuyas costas 
empezaron a ser vigiladas por la flota norteameri- 
cana desde 1840. 

Washington se dispuso a preparar la guerra, 
mientras el expansionismo se convertía en una fie- 
bre que racionalizaba la ambición de tierras de Ca- 
lifornia y Oregon en una doctrina que, en 1845, 
John L. Sullivan bautizó como “Destino manifies- 
to”: cualquier pueblo podía establecer su autogo- 
bierno, solicitar su admisión y ser aceptado en la 
Unión, aunque algunos pueblos tendrían que ser 
educados para vivir en libertad. Este movimiento 
se convirtió en útil instrumento para los políti- 
cos. Así, el presidente Tyler promovió la anexión 
de Texas, y en 1844 el candidato demócrata James 
Polk utilizó como eslogan de campaña “reocupar” 
Oregon y “reanexar” Texas. 

La elección de Polk provocó que la guerra fue- 
ra inevitable, ya que estaba dispuesto a todo para 
llegar al Pacífico, aunque prefería comprar el terri- 
torio para evitar los costos políticos y materiales de 
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una guerra. Hizo preparativos y dio instrucciones 
al cónsul estadounidense en California para repetir 
el episodio texano de rebelarse contra el gobierno 
mexicano. Los secretarios de Guerra y Marina te- 
nían órdenes de habilitar planes de acción. Cuan- 
do el 13 de enero de 1846 Polk recibió la noticia 
de que Herrera no había recibido al comisionado 
estadounidense, ordenó al general Zachary Taylor 
avanzar del Río Nueces (la frontera de Texas y 
Coahuila) al Río Grande, es decir, sobre territorio 
mexicano o, por lo menos, territorio en disputa. 
La presencia de los invasores posibilitó que en 
abril ocurriera un incidente entre las tropas de los 
dos países, con algunos muertos. Taylor envió a 
Polk un escueto telegrama en el que afirmaba: “las 
hostilidades se pueden considerar iniciadas”. El 
presidente tenía lista la declaración de guerra en la 
que se refería a los “múltiples agravios de México” 
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y al recibir la noticia sólo añadió que éste “había 
invadido nuestro territorio, derramando sangre de 
nuestros ciudadanos en territorio norteamerica- 
no”. El Congreso estadounidense lo discutió el 12 
de mayo y aprobó la declaración de guerra por 40 
votos a dos en el Senado y por 174 a 14 en la Cá- 
mara de Representantes. La oposición la conside- 
raba una guerra de conquista, pero no se atrevió a 
negar recursos y hombres para emprenderla. Para 
ese momento las tropas mexicanas ya habían su- 
frido las primeras derrotas y Taylor avanzaba hacia 
Monterrey, lo que demostraba que era una verda- 
dera invasión, no una guerra defensiva. 

La situación mexicana era desesperada. La 
asimetría entre los dos países era total. México 
contaba con unos 7 500 000 habitantes y se en- 
frentaba a un dinámico Estados Unidos con casi 
20 millones y una economía en expansión. Sin re- 
cursos, sin cohesión, sin aliados y con un ejército 
sujeto a grandes carencias, México se enfrentaba 
a soldados profesionales, con armas modernas y 
artillería de largo alcance, con miles de voluntarios 
entrenados, vestidos, pagados y bien alimentados. 
El contexto favorecía a los federalistas que llama- 
ban a Santa Anna, y el 4 de agosto se restablecía la 
Federación. El gobierno nacional no contaba con 
financiamiento para la defensa. 

Mientras Taylor avanzaba hacia Monterrey, 
Stephen Kearny y John Wool se enfilaban hacia 
Nuevo México-California y hacia Chihuahua. 
Poco después, un nuevo ejército comandado por 
Winfield Scott seguiría la “ruta de Cortés”, de Ve- 
racruz a la ciudad de México. Conocedor de la si- 
tuación mexicana, Polk confiaba en que la guerra 
fuera breve y sirviera sólo para firmar un tratado 
de paz. Nuevo México y California, sin defensas, 
fueron anexados con cierta facilidad, al igual que 
los puertos. Taylor logró vencer, tras un sangriento 
sitio, a Monterrey el 23 de septiembre y el 16 de 
noviembre ocupó Saltillo, mientras Wool hacía lo 
propio con Parras el 5 de diciembre. Estas noticias 
causaron euforia en Estados Unidos y convirtieron 
a Taylor en candidato whig para la presidencia. Un 
Polk incrédulo de que México mantuviera la lucha 
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después de tantas derrotas, insistió en su mensaje 
anual de 1846 en que sus agravios no tenían “pa- 
ralelo en la historia de las naciones civilizadas”, ya 
que Texas “era una porción de la provincia de Lui- 
siana” cedida por Francia en 1803. 

Al mismo tiempo, Santa Anna intentaba for- 
tificar San Luis para la defensa. Con su proverbial 
liderazgo hizo el milagro de formar ejércitos casi 
sin recursos y entrenar voluntarios, aunque esto 
no subsanó su falta de previsión y dotes militares. 
La falta de municiones hacía difícil entrenar y dis- 
ciplinar tropas. Además, por carecer de servicios 
de sanidad e intendencia, las soldaderas y sus hijos 
acompañaban a las tropas, lo que era un lastre. Por 
si fuera poco, la entrevista de Santa Anna con emi- 
sarios de Polk lo convirtió en blanco de ataques y 
debilitó la defensa. 

En lugar de dejar que Taylor se desgastara 
durante el cruce de las tierras desérticas y despo- 
bladas del norte, Santa Anna cometió el error de 
marchar a su encuentro en Saltillo. Enterado del 
avance, Taylor escogió el lugar adecuado para de- 
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fenderse, lo que obligó a Santa Anna a atacar por 
el terreno accidentado de la Angostura. La batalla 
tuvo lugar los días 22 y 23 de febrero de 1847 y 
el ejército mexicano logró hacer retroceder varias 
veces al norteamericano. Por desgracia, la noche 
del 23 de febrero, en medio de una lluvia pertinaz, 
ante la falta total de agua y alimentos, Santa Anna 
ordenó el retiro de las tropas, lo que fue recibido 
con alivio por los invasores. La retirada se convir- 
tió en desastre: el abandono de heridos y muertos 
en el campo de batalla desmoralizó a los soldados 
y la falta de agua y alimento sembró de cadáveres 
el repliegue. 

Perdida la Angostura, Santa Anna se apresu- 
ró a marchar hacia la capital para mediar entre 
los moderados y el impolítico Gómez Farías. El 
levantamiento de los “polkos” había sido injusti- 
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ficable en la delicada situación del país: el 9 de 
marzo de 1847, los 70 navíos que conducían las 
tropas de Scott estaban frente a Veracruz, aunque 
el desembarco se retrasó por un norte. El puerto 
resistió durante cuatro días el bombardeo, pero el 
26 de marzo se colocó la bandera blanca. El 29, las 
tropas de Scott entraban al puerto. 

Con buena parte del norte y los puertos ocu- 
pados, Polk despachó como enviado plenipoten- 
ciario a Nicholas P. Trist para recibir propuestas 
de paz. Sus instrucciones incluían la cesión de las 
Californias, Nuevo México y el paso a través de 
Tehuantepec. En abril de 1847 Trist anunció su 
presencia al gobierno mexicano. La fama de Santa 
Anna condujo a Trist y a Scott a ofrecerle un so- 
borno. Su situación era desesperada, sin facultades 
extraordinarias y sin poder firmar un tratado, en- 
frentaba toda la responsabilidad de la guerra, pues 
la mayoría de los congresistas se había retirado a 
sus lugares de origen. Esto lo llevó a aceptar el so- 
borno para ganar tiempo y defender la capital. 

A principios de agosto, los 14 000 hombres 
de Scott iniciaban la marcha hacia la ciudad de 
México. El general estaba seguro de que el ejército 
mexicano no podía hacerle frente, pero temía a las 
guerrillas, El 18 de agosto estaba frente a Tlalpan. 
Aunque algunos generales le habían advertido que 
era probable que Scott atacara por el sur, Santa 
Anna se empeñó en fortalecer el oriente, de ma- 
nera que las derrotas se sucedieron. El 19 y 20 de 
agosto, en Padierna, el general Valencia fue some- 
tido, al mismo tiempo que se rendía el convento 
de Churubusco, donde el batallón de San Patricio, 
integrado por soldados irlandeses que se pasaron 
al bando mexicano, había luchado con denuedo. 
Después de la derrota, sus miembros fueron juz- 
gados y fusilados como traidores o marcados con 
una “D” (de desertor) en la mejilla o en la cadera. 

Para fortalecer la ciudad, Santa Anna aceptó 
un armisticio. La suspensión de hostilidades per- 
mitió intercambiar prisioneros y a los comisiona- 
dos mexicanos, oír la oferta norteamericana. Del 
27 de agosto al 6 de septiembre, José Joaquín de 
Herrera, Bernardo Couto e Ignacio Mora y Villa- 


mil se reunieron con Trist, pero consideraron que 
las condiciones eran excesivas, de manera que el 
armisticio se rompió. El 8 de septiembre cayeron 
Casa Mata y Molino del Rey y el 13, el castillo de 
Chapultepec. Al día siguiente los invasores inicia- 
ban la ocupación de la ciudad de México. Santa 
Anna y su Estado Mayor decidieron que era im- 
posible la defensa, por lo que ordenaron al ejército 
abandonar la capital. El Ayuntamiento negoció 
con Scott una entrada sin violencia, pero grupos 
populares, al darse cuenta de la retirada del ejér- 
cito mexicano, trataron de defender su ciudad. La 
desigualdad en cuanto a las armas terminó en un 
baño de sangre y el 15 de septiembre la bandera 
norteamericana ondeaba en Palacio Nacional. Esa 
noche, mientras los invasores celebraban ruidosa- 
mente su llegada a “los palacios de los Montezu- 
ma”, los mexicanos velaban a sus muertos. 

El mismo 15, en la Villa de Guadalupe, Santa 
Anna renunció a la presidencia y ordenó que, en 
cumplimiento de la Constitución, el presidente de 
la Suprema Corte de Justicia, don Manuel de la 
Peña y Peña, asumiera el Poder Ejecutivo y mar- 
chara a Querétaro. Aunque reticente, don Manuel 
emprendió la marcha. La tarea de los moderados 
para reconstruir la nación, en medio de la derrota 
y la invasión y del agudo faccionalismo, era ar- 
dua. Nuevamente el país parecía desaparecer, pues 
algunos estados no reconocían al gobierno de 
Querétaro y pretendían coaligarse en Lagos. Los 
monarquistas, dirigidos por el guerrillero Celedo- 
nio Domeco Jarauta y por Paredes y Arrillaga, al 
igual que los federalistas puros, exigían continuar 
la guerra hasta el último hombre. Gran parte del 
territorio estaba ocupado y Yucatán, que se había 
declarado neutral para evitar que sus puertos fue- 
ran bloqueados, era escenario de un violento le- 
vantamiento indígena que fue denominado “gue- 
rra de castas” y, para salvarse, estaba dispuesto a 
anexarse a España o a Estados Unidos. Otros es- 
tados sufrían insurrecciones semejantes o ataques 


Recuerdo de la guerra con los Estados Unidos, México a través de los 
siglos, México, Ballesca, 1887-1889. Biblioteca Ernesto de la Torre 
Villar, Instituto de Investigaciones Dr. José María Luis Mora. 
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de indios de las praderías. La falta de recursos y la 
situación producían una desmoralización general. 

No fue fácil reorganizar el gobierno, pero ape- 
nas tuvo visos de existencia, el ministro Luis de la 
Rosa se dirigió a Trist expresando su disposición 
para negociar y anunciándole que en cuanto se 
reuniera el Congreso se nombrarían los comisio- 
nados mexicanos. El nombramiento de Bernardo 
Couto, Luis G. Cuevas y Miguel Atristáin como 
comisionados se dio justo cuando Trist recibía ór- 
denes de volver a Washington. En Estados Unidos 
las victorias habían desatado un movimiento “por 
todo México”. Polk quería ahora más territorio. 
El gobierno mexicano, Scott y el ministro británi- 
co pidieron con insistencia a Trist que se quedara, 
tanto por estar comprometido con la negociación 
como por la fragilidad del gobierno derrotado. 
Durante más de una semana Trist dudó, y al fi- 
nal, desobedeciendo las órdenes recibidas, decidió 
quedarse, a condición de que la negociación se hi- 
ciera con base en el proyecto original, sin cambio 
alguno, puesto que él asumía en lo personal una 
responsabilidad mayúscula. 

Las conferencias se iniciaron formalmente el 
2 de enero y concluyeron el 25, pero el tratado 
tuvo que ser sometido al visto bueno del gobierno 
en Querétaro. El tratado, llamado de Guadalupe 
Hidalgo, consolidaba la pérdida de los territorios 
conquistados: Nuevo México (incluido el que 
sería Arizona y partes de otros estados) y la Alta 
California (con Texas la pérdida fue de 2 400 000 
km?, más de la mitad del territorio nacional), pero 
se salvaron Baja California y el Istmo de Tehuan- 
tepec. Aunque los mexicanos se empeñaron en la 
frontera de Texas en el Río Nueces, tuvieron que 
aceptar fijarla en el río Grande. Dos cláusulas ga- 
rantizaron los derechos de los ciudadanos mexi- 
canos y su salida del territorio perdido, en caso 
de desearlo. El artículo Xx! comprometía a Estados 
Unidos a impedir las invasiones indígenas, pero 
esto quedó en letra muerta y fue anulado en el 
Tratado de la Mesilla en 1853. Se aprobó una *in- 


Casa Municipal, Pedro Gualdi, 1841, litografía. Banco de México. 
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demnización” de 15 millones de pesos por daños a 
la República, en el que estaban incluidos la parte 
proporcional que a los territorios cedidos les co- 
rrespondía aportar del monto total de la deuda na- 
cional. En este sentido, no fue un pago por terri- 
torio, puesto que éste había sido conquistado. El 
tratado se firmó en la Villa de Guadalupe el 2 de 
febrero de 1848. Por una carta de la señora Trist 
podemos revivir la triste escena. En el momento de 
la firma, Couto le comentó a Trist: “Éste debe de 
ser un momento de orgullo para Ud., pero menos 
orgulloso que lo humillante que es para nosotros”. 
Trist se limitó a responder: “Estamos haciendo la 
paz, que ése sea nuestro único pensamiento”, pero 
más tarde le comentó a su familia: 

Si esos mexicanos hubieran podido leer en mi 
corazón en aquel momento, se habrían percatado 
de que mi sentimiento de vergiienza como ameri- 
cano era más profundo que el suyo como mexica- 
nos [...] Éste había sido mi sentimiento en todas 
nuestras conferencias, especialmente en momentos 
en que tuve que insistir en aspectos que detestaba. 
Si mi conducta en esos momentos hubiera estado 
gobernada por mi conciencia como hombre y mi 
sentido de justicia como americano, habría cedido 
en todas las instancias. Lo que me impidió hacerlo 
fue la convicción de que entonces el Tratado no 
tendría la oportunidad de ser ratificado por nues- 
tro gobierno. Mi objetivo no fue obtener todo lo 


Momentos en el rito escolar, Cartilla Lancasteriana, 1833, litografía. 
Cortesía Dra. Josefina Zoraida Vázquez. 
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que pudiera, sino por el contrario, firmar un tra- 
tado lo menos opresivo posible para México, que 
fuera compatible con ser aceptado en casa. 

Polk recibió el tratado el 19 de febrero, furio- 
so por la desobediencia de Trist, pero como res- 
pondía a las instrucciones y se iniciaba la campaña 
presidencial, lo envió al Senado para su aproba- 
ción, y éste lo hizo el 10 de marzo, lo que causó 
desilusión entre los expansionistas que querían la 
anexión total. En México, la firma permitió sus- 
pender las hostilidades y llevar a cabo elecciones 
para el Congreso, que se reunió el 7 de mayo. El 
presidente De la Peña le presentó el Tratado, re- 
cordando las tristes circunstancias en las que se 
había hecho cargo del Ejecutivo, subrayando que 
se salvaba “la nacionalidad”, aunque lamentaba 
“la separación de la unión de los mexicanos de la 
Alta California y de Nuevo México”. A pesar de 
la polarización del Congreso, la razón se impuso 
y el Tratado fue ratificado. El 30 de mayo pudo 
hacerse el intercambio con los senadores de Es- 
tados Unidos, enviados para ese propósito. Los 
viejos sueños de grandeza se desvanecieron. El 
pesimismo profundo y la experiencia traumática 
provocaron una depresión general y despertaron 
la conciencia nacional en la población, no sin que 
la pérdida de territorio fuera utilizada por las fac- 
ciones para culparse mutuamente. De la amarga 
experiencia surgió una generación empeñada en 
definir el futuro del país, lo que permitiría reaccio- 
nar con mayor vigor ante la intervención francesa 
en los años sesenta. 
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CULTURA MEXICANA, 1821-1850 


Una sociedad a la que los acontecimientos habían 
transformado e imbuido de nuevas ideas políticas 
entró gozosa a la vida independiente. Sin experiencia 
y aquejada por los males que había traído la violen- 
cia, tanto la desarticulación administrativa como el 
contraste y la heterogeneidad social y la bancarrota, 
serían retos difíciles de resolver y que obstaculizarían 
el progreso anhelado. Ningún país resiste una lucha 
semejante, y aunque la sociedad mantuvo muchas 
costumbres, las novedades fueron múltiples. El esta- 
blecimiento de extranjeros y los viajes de mexicanos 
importaron modas y cambios que contribuirían a la 
lenta secularización de la sociedad. 

La confianza en el poder transformador de la 
educación, presente en la Constitución de Cádiz de 
1812 al ordenar el establecimiento de escuelas 
de primeras letras en todos los pueblos, continuó 
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en el Reglamento General de Instrucción Pública 
del 29 de junio de 1821. Todos los gobiernos suce- 
sivos reconocieron la importancia de la educación 
para el civismo, la consolidación y el progreso de 
la nación, aunque antes de 1867 estuvieron limi- 
tados por la escasez de recursos. Las importantes 
reformas que se intentaron en 1833, 1843 y 1854 
no lograron llevarse a cabo. La única iniciativa 
que prosperó para combatir el analfabetismo fue 
la emprendida por un grupo de ciudadanos ilus- 
trados que patrocinaron en 1821 la fundación de 
la Compañía Lancasteriana, cuyo sistema de ense- 
ñanza mutua permitía a un solo maestro atender a 
grandes grupos, auxiliado por alumnos avanzados. 


Colegio de Minería, Pedro Gualdi, 1842, óleo sobre tela. Museo 
Nacional de Historia, Conaculta, INAH. 


Páginas siguientes: Noche de Teatro, ca. 1860. 
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Las familias ricas podían recurrir a tutores o 
escuelas particulares de prestigiosos extranjeros, 
mientras las de recursos medios enviaban a sus hijas 
y a veces a sus hijos a las “amigas” en las que, por 
una modesta cuota, les enseñaban lo indispensable. 

La educación media y superior también sufrió 
los embates de la guerra y aun prestigiosas institu- 
ciones como el Colegio de Minería, la Academia 
de San Carlos y el Jardín Botánico iniciaron su 
decadencia, mientras el liberalismo combatía a las 
universidades de México y Guadalajara por obso- 
letas. En los estados, los liberales fundaron institu- 
tos científicos y literarios que ofrecían nuevas dis- 
ciplinas y se convirtieron en los educadores de la 
generación de la Reforma. En la ciudad de México, 
los interesados se reunieron en asociaciones e ins- 
tituciones especializadas para desarrollar estudios 
avanzados, como la Academia de Medicina fun- 
dada en 1838 por los médicos Casimiro Liceaga, 
Manuel Carpio e Ignacio Erazo. También, grupos 
preocupados por el conocimiento económico y 
social fundaron en Zacatecas la Sociedad de Ami- 
gos del País y en la ciudad de México la Sociedad 
de Geografía y Estadística. Otros, con inquietudes 
literarias, iniciaron reuniones en un espacio del 
Colegio de San Juan de Letrán en 1836, a inicia- 
tiva de José María Lacunza, buscando sustituir 
La Arcadia, fundada en 1808. En la Academia 
de Letrán participaron Guillermo Prieto, Ignacio 
Ramírez, Fernando Calderón y Manuel Eduardo 
de Gorostiza, inspirados en la poesía romántica de 
lord Byron y José de Espronceda. 

La vida cultural que había impresionado a 
Humboldt se esfumó ante los embates de la gue- 
rra. No obstante, a contrapelo apareció la primera 
novela mexicana en 1816: El Periquillo Sarniento 
de José Joaquín Fernández de Lizardi, género que 
tardaría en fructificar, a pesar de intentos como 
Netzula de Lacunza (1832). Bajo el influjo del 
neoclasicismo dieciochesco y el romanticismo, des- 
tacaron las poesías de Francisco Manuel Sánchez 


Pueblo de Tacubaya, detalle, México y sus alrededores, México, 
Decaén, 1855. Biblioteca Nacional de México, UNAM. 
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de Tagle, José Joaquín Pesado, Manuel Carpio, 
Fernando Calderón, Ignacio Rodríguez Galván 
y Guillermo Prieto. La lucha independentista y 
el interés político favorecieron la poesía heroica 
y el epigrama satírico. 

Como la penuria no afectaba a todos, el teatro 
tomó auge como distracción del pueblo, la élite y 
la intelectualidad, propiciando que, a pesar de que 
no se hicieran obras públicas, se utilizara el Coli- 
seo y se construyera el Teatro Nacional o de Santa 
Anna, como se le conoció, para presentar concier- 
tos, funciones de teatro y óperas francesas e italia- 
nas. Los capitalinos se familiarizaron con las óperas 
de su tiempo y con la música de Mozart, Haendel 
y Beethoven. Se presentaron dramas y comedias 
de Manuel Eduardo de Gorostiza (Las costumbres 
de antaño, Contigo, pan y cebolla, Indulgencia para 
todos), Fernando Calderón (Reinaldo y Elvira, 
Armandina y A ninguna de las tres) o Rodríguez 
Galván (autor de dramas históricos como Muñoz, 
visitador de México y El privado del virrey). 

La vida social hizo que la música traspasara la 
enseñanza del piano como adorno de las jóvenes, 
para preparar a los músicos requeridos por las ter- 
tulias, los salones de baile (como La Bella Unión) y 
las funciones religiosas. Eso permitió que José Ma- 
riano Elízaga, con apoyo del ministro Lucas Ala- 
mán, fundara en 1825 la Sociedad Filarmónica que 
organizó una orquesta, un coro y una academia; al 
desaparecer en 1838 fue sustituida por la Academia 
de Música dirigida por el padre Agustín Caballero 
y Joaquín Beristáin, que funcionó hasta 1864. 

La Academia de San Carlos, reabierta en 1828, 
vivió precariamente y no logró recobrar su cabal 
funcionamiento hasta la década de 1840, cuando 
el establecimiento de una lotería para financiarla 
permitió traer a México a Pelegrín Clavé y Manuel 
Vilar para enseñar pintura y escultura. Al margen 
de la Academia, Juan Cordero alcanzó renombre 
por sus retratos y los artistas europeos Federico 
Waldeck, Thomas Egerton, Carlos Nebel, John 
Phillips y Juan Moritz Rugendas visitaron México 
atraídos por su exotismo y por la lectura de Hum- 


boldt. Con la llegada de Claudio Linati se empezó 
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a utilizar la litografía y en su taller se llevó a cabo 
la impresión de libros y revistas como £l Diario de 
los Niños y El Museo Mexicano. 

La ciencia no logró recuperar el brillo que ha- 
bía tenido antes de la Independencia, pero Casimi- 
ro Liceaga hizo aportaciones a la anatomía y Pedro 
Escobedo a la cirugía. Pablo de la Llave contribu- 
yó al conocimiento biológico con su descripción 
de nuevas especies animales y de plantas nativas, al 
tiempo que Rafael Chovell y Juan Luis Berlandier 
describieron la flora del norte de México. El inte- 
rés de Alamán por promover el conocimiento de 
la naturaleza mexicana lo llevó a enviarle plantas al 
francés Agustín de Candolle. Andrés Manuel del 
Río contribuyó con sus Elementos de oritognosía o 
conocimiento de los fósiles (1832) y Manual de geo- 
logía (1841). 

La politización surgida de los sucesos vividos 
entre 1808 y 1824 se contagió a la sociedad y le dio 
su tinte a expresiones culturales como la prensa, la 
historia, la filosofía y los estudios sociales. El inte- 
rés por los acontecimientos políticos se reflejó en 
periódicos y folletos, muchas veces patrocinados 
por el gobierno, las facciones o las logias, como El 
Águila Mexicana, El Sol, La Lima de Vulcano, 
El Federalista, El Cosmopolita, El Registro Oficial, El 
Tiempo, Don Simplicio, El Siglo XIX. Muchos de 
los escritores vivieron del periodismo desde los 
años de la lucha independentista, entre ellos Lizar- 
di, Carlos María de Bustamante, José María Luis 
Mora, Alamán, Manuel Gómez Pedraza e Ignacio 
Cumplido, quienes cuando desafiaron la censura, 
terminaron en la cárcel. Las discusiones políticas 
alimentaron la aparición de “publicistas” (gente 
que publicaba sus opiniones) que se convirtieron 
en historiadores, como muchos de nuestros histo- 
riadores de la primera etapa nacional; tanto Ser- 
vando Teresa de Mier como Bustamante, Zavala, 
Mora y Alamán escribieron artículos periodísticos 
y textos de historia. La Historia de la revolución 
de Nueva España, de Mier, resultó de interés por 
rebatir los escritos de José María Blanco White en 
Inglaterra. Bustamante se inició temprano en la 
prensa y la utilizó para defender sus causas, como 


los demás lo harían para difundir sus ideas. La pa- 
sión política de liberales y románticos promovió el 
debate, la oratoria política y los escritos sociales, 
de manera que Mora escribió sobre la Iglesia y el 
Estado, la hacienda y la política; Manuel Payno 
sobre deuda pública, desamortización y reforma; 
Mariano Otero sobre problemas sociales y polí- 
ticos; Melchor Ocampo sobre la separación de la 
Iglesia y el Estado. 

Los acontecimientos de la Independencia lle- 
varon a reflexionar sobre ellos y sobre el pasado co- 
lonial, permitiendo la aparición de obras realmen- 
te importantes, como las interpretaciones liberales 
de Mora (Méjico y sus revoluciones, publicado en 
1836) y de Lorenzo de Zavala (Ensayo histórico de 
las revoluciones de México, de 1831), así como la 
magistral obra conservadora de Alamán (Diserta- 
ciones sobre la historia de Méjico e Historia de Mé- 
fico, editadas entre 1844 y 1849). Carlos María de 
Bustamante redactó la primera visión general de la 
Independencia, que alimentó el orgullo nacional” 
al acuñar mitos fundacionales, y publicó fuentes de 
historia virreinal y prehispánica. También se publi- 
caron testimonios como los de José María Boca- 
negra, Memorias para la historia del México inde- 
pendiente, 1821-1846, y José María Tornel, Breve 
reseña histórica de la nación mexicana, que salió a la 
venta en 1852. La guerra con Estados Unidos hizo 
reflexionar a un grupo de testigos presenciales que 
publicaron en 1848 los Apuntes para la historia de 
la guerra con Estados Unidos. 

Cuatro décadas de vida independiente habían 
transformado en gran medida y de manera fun- 
damental a la sociedad mexicana. El México de 
la primera mitad del siglo XIX era muy distinto a 
la Nueva España de finales del siglo xvu. El título 
de este capítulo da cuenta de nuestra posición al 
respecto: en estas décadas se estableció y funcio- 
nó un nuevo orden. Como afirmara el diputado 
Bernardo Couto en 1836: “De más de medio si- 
glo acá se han propagado y defendido opiniones 
que no están en armonía con el orden y el modo 
de ser de las sociedades de antes”. La crisis econó- 
mica estableció nuevas bases para el desarrollo de 
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las estructuras y sectores productivos. Los proce- 
sos electorales para designar a miles de autoridades 
de los ayuntamientos, de los congresos estatales y 
nacionales, y a los gobernadores y los presidentes 
de la República transformaron la antigua cultura 
política, y con ello las relaciones de poder entre los 
grupos sociales. En cambio, la vida cultural pali- 
deció frente a la de la Nueva España: los esfuerzos 
educativos fueron importantes, pero no alcanzaron 
la dimensión de los años anteriores a 1810, y las 
actividades artísticas decayeron en igual medida. 

La inmensa carga de estas décadas, heredada a 
la nueva generación de mexicanos nacida después 
de 1821, fue darle estabilidad política al país. Al 
contrario de lo que sucedió en otros lugares, ni 
siquiera las amenazas del exterior lograron unificar 
las voluntades de todos los actores políticos. 
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DEL DESASTRE A LA RECONSTRUCCIÓN 
REPUBLICANA, 1848-1876 


Andrés Lira y Anne Staples 
El Colegio de México 


INTRODUCCIÓN 


Tres décadas abarca este capítulo, dos de guerras y 
revoluciones y una de difícil prueba para el orden 
constitucional en tiempos de paz. La primera va 
del fin de la guerra con Estados Unidos, en 1848, 
a la promulgación de la Constitución de 1857; la 
segunda se inicia con la guerra civil o de Reforma 
(1858-1861) que se prolonga en las luchas con- 
tra la intervención francesa y el Segundo Imperio, 
de 1862 a 1867; finalmente, la tercera va del triunfo 
republicano en 1867 al ascenso de Porfirio Díaz al 
poder en 1876, años en que advertimos alcances y 
limitaciones del régimen constitucional de 1857. 


1848-1857 


Fue una década de estancamiento demográfico, 
provocado por la guerra de 1846-1848 y por la 
epidemia de cólera de 1850. El país tenía alrede- 
dor de 8 200 000 habitantes; la mayor parte vivía 


Alegoría del escudo nacional con el emblema de las artes, Jesús Corral, 
1844, óleo sobre tela. Museo Nacional de Historia, Conaculta, 
INAH. 
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en el medio rural, 13% en centros urbanos y me- 
nos de 10% en las ciudades capitales. Los caminos 
eran peligrosos por la presencia de bandidos. Sin 
embargo, en las ciudades surgían espacios de so- 
ciabilidad como las logias masónicas, sociedades 
literarias y musicales y agrupaciones políticas, más 
institutos estatales que competían con semina- 
rios diocesanos y otras instituciones eclesiásticas 
que hasta entonces habían ejercido gran influen- 
cia en la enseñanza superior. Los egresados de ellas, 
fogueados en discusiones periodísticas y parlamen- 
tarias, definieron los “partidos” liberal y conserva- 
dor de años posteriores. 


Territorio y nación, 1848-1853 

En 1847 “varios mexicanos” escribieron ensayos 
en los cuales trataron de explicar el fracaso militar 
y la indiferencia de los pueblos que vieron avanzar 
a los estadounidenses sobre la capital y los princi- 
pales puertos y ciudades del país. La conclusión 
era desoladora: En México no hay ni ha podido ha- 
ber eso que se llama espíritu nacional, porque no hay 
nación. Sin embargo, el análisis de los males enu- 
merados —desigualdad y pobreza, atraso econó- 
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mico, falta de instituciones adecuadas e irrespon- 
sabilidad de las clases dominantes: ejército, clero 
y empleados públicos—, habla de un sentimiento 
nacional sacudido por la derrota que habría de 
reconocerse en el tratado entre México y Estados 
Unidos firmado el 2 de febrero y ratificado por el 
congreso mexicano el 30 de junio de 1848, pese 
a la oposición de los gobiernos estatales, pero no 
había otra salida, se trataba de salvar lo que se 
podía a costa de más de la mitad del territorio, 
2 400 000 km?. 

La indemnización concedida en el tratado fue 
absorbida por la deuda nacional. De la externa 
sacaron mejor provecho los británicos; los esta- 
dounidenses lograron imponer condiciones, y los 
franceses, españoles y otros extranjeros con recla- 
maciones (algunas fraudulentas, pues era práctica 
socorrida convertir créditos internos en deuda 
externa para lograr protección diplomática) ne- 
gociaron en situaciones enojosas con sucesivos 
gobiernos asediados por las urgencias del ejército 
y de sus empleados. 

El desprestigio de la autoridad correspondía a 
la desorganización social. La sucesión de los go- 
biernos lo demuestra. Manuel de la Peña y Peña, 
presidente de la Suprema Corte de Justicia, se hizo 
cargo del ejecutivo de enero a junio de 1848 y lo- 
gró reunir al Congreso en Querétaro para la firma 
y ratificación del tratado, sorteando muchas opo- 
siciones. El 13 de junio dejó la presidencia al ge- 
neral José Joaquín de Herrera, quien la entregó en 
enero de 1851 al general Mariano Arista, elegido 
para un periodo que debía concluir a principios 
de 1854, pero terminó mal un año antes debido 
a la imposibilidad de gobernar bajo un sistema en 
que el ejecutivo, responsable del orden público 
en un país plagado de conflictos, se veía limitado 
por la deplorable situación hacendaria y por las 
exigencias de un congreso que le negaba las facul- 
tades que requería. Por ello, a los “conservadores”, 
de quienes se hablaba ya en 1850, les resultaba 
obvio que la culpa era de los “liberales”, partida- 
rios del sistema federal, destructor de la unidad 
nacional. En un editorial de El Universal, Lucas 
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Alamán, indiscutido líder conservador, asumía el 
calificativo con orgullo. “Nosotros —decía— nos 
llamamos conservadores, ¿sabéis por qué? Porque 
queremos primero conservar la vida que queda a 
esta sociedad que vosotros habéis herido de muer- 
te [...] Despojasteis a la patria de su nacionalidad, 
de sus virtudes, de sus riquezas, de su valor, de su 
fuerza, de sus esperanzas [...] Nosotros queremos 
devolvérselo todo, por eso nos llamamos conser- 
vadores”. 

Si en la palestra política había encono, en la 
esfera cotidiana la demanda era simple: tranqui- 
lidad, sin hacer mucho caso del signo ideológico. 
Este deseo de paz se desvanecía antes los levan- 
tamientos indígenas que se agravaron después de 
la guerra. En Yucatán, el de los mayas, conocido 
como la “guerra de castas”, obligó a la población 
blanca a refugiarse en las ciudades del norte de la 
península. En la Sierra Gorda, confluencia de los 
estados de Guanajuato, Querétaro y San Luis Po- 
tosí, se propagó un movimiento que exigía tierras 
y justicia, y que repercutió en otros lugares como 
Tlaxcala y Puebla, e incluso en los pueblos aleda- 
ños a la capital de la República, que se oponían a 
lo dispuesto por las autoridades municipales ladi- 
nas o criollas. En la Huasteca y en el Istmo de Te- 
huantepec hubo levantamientos; en Michoacán, 
el reclamo frente al abuso en el cobro de derechos 
y obvenciones parroquiales fue materia de disputa 
entre pueblos y autoridades eclesiásticas y entre és- 
tas y las autoridades civiles. Todo hacía temer una 
conflagración mayor alentada por agitadores de 
pueblos mal avenidos con el principio de propie- 
dad individual como sustento de una economía 
política basada en el mercado. 

Tampoco estaba tranquilo el norte del país. 
Las tribus “bárbaras” de Estados Unidos pene- 
traban cada vez con más frecuencia en territorio 
mexicano. “Mangas de comanches” llegaron a 
verse en Durango, Zacatecas, San Luis Potosí y 
Jalisco. En vano el gobierno mexicano reclamaba 


Mariano Arista, Eduard Pingret, 1851, óleo sobre tela. Museo 
Nacional de Historia, Conaculta, INAH. 
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el cumplimiento de lo pactado en el tratado de 
1848, cuya cláusula XI comprometía al gobierno 
estadounidense a impedir el paso de “salvajes” y a 
reparar los daños causados por éstos. La cláusula 
resultó letra muerta debido a la presión de colonos 
y mineros que se encaminaban hacia los ricos yaci- 
mientos auríferos de la Alta California, descubier- 

- tos al fin de la guerra con México. La “fiebre del 
oro” provocó migraciones incontenibles, incluso 
de algunos mexicanos, cuyos ranchos y propieda- 
des abandonados quedaron más expuestos a los 
ataques de los indígenas. 

No fueron sólo los “bárbaros” los que afecta- 
ron los estados fronterizos. Filibusteros acogidos 
como colonos y encabezados por el conde Gas- 
tón Rousset de Boulbon asediaron Sonora y Baja 
California en 1852. El francés pretendía crear un 
reino independiente; fracasó en 1853 y fue ejecu- 

“tado en 1854. Hubo intentos semejantes y no fal- 

tó quien propusiera la creación de una “república 
independiente de la Sierra Madre” en Tamauli- 
pas, para aprovechar el comercio fronterizo que 
ya reflejaba el expansionismo estadounidense. 

En esa situación Mariano Arista veía crecer las 
dificultades que habían enfrentado sus predeceso- 
res en la presidencia, a la que el Congreso negaba 
facultades. Herrera había intentado reducir el gas- 
to público disminuyendo el tamaño del ejército de 
30 a 15 mil hombres. Arista, a su vez, dispuso me- 
didas disciplinarias que produjeron descontento e 
hicieron más evidente la debilidad del gobierno. 
En lo económico, había que acudir a préstamos 
usurarios. Los agiotistas hacían su agosto propor- 

- cionando una mínima cantidad en dinero (a veces 
menos de 10% de la suma pactada) y el resto en 
títulos de la deuda adquiridos a precios irrisorios 
y entregados al gobierno en su valor nominal. No 
había manera de controlar las aduanas por don- 
de salía la plata mexicana y entraban géneros ex- 
tranjeros de contrabando. La crisis se agudizó a 
mediados de 1852, cuando un militar de Guada- 


Presidente Antonio López de Santa Anna, siglo XIX, grabado 
coloreado. Colección particular. 
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lajara se levantó con el Plan del Hospicio. Arista 
solicitó al congreso facultades extraordinarias para 
someter a los sublevados y como le fueron nega- 
das, renunció el 5 de enero de 1853, lamentándo- 
se de que entre nosotros los males sociales son or- 
gánicos; todo parece contrapuesto y heterogéneo, 
como las razas que pueblan nuestro territorio; y 
en la obstinada lucha que mantienen el progreso y 
el retroceso del país, los poderes no pueden tener 
asiento sólido, y parece que nos amaga un estado 
perpetuo de anarquía. 

Juan Bautista Ceballos se hizo cargo del go- 
bierno, disolvió el congreso y nombró al general 
Manuel Robles Pezuela para combatir a los rebel- 
des. Con ellos se encontró en Arroyozarco y el 
4 de febrero firmó los convenios en los que, po- 
niendo la vista en Antonio López de Santa Anna, 
se propuso una dictadura encargada de imponer 
el orden y de convocar a un congreso constitu- 
yente. Poco después, una junta integrada por un 
representante de cada estado y uno por cada clase 
(clero secular, ejército y magistrados, propietarios, 
mineros, comerciantes e industriales) eligió a San- 
ta Anna como presidente de la República investi- 
do de poderes omnímodos en lo ejecutivo y en lo 
legislativo. 


La dictadura de Santa Anna (1853-1855) 

El plan de gobierno dictatorial lo había propuesto 
Lucas Alamán en su Historia de Méjico, a finales de 
1852, inspirado en la centralización política y ad- 
ministrativa de la Francia de Luis Napoleón Bona- 
parte. Alamán tenía reparos en algunos puntos de 
tan acabado modelo y, sobre todo, desconfiaba 
del caudillo veracruzano, a quien había visto ac- 
tuar desde 1822, pero era la única figura capaz de 
entenderse con el ejército y de entrar en relación 
con el clero, comerciantes y agiotistas. En 1853 
Alamán le escribió una carta en la que resumía el 
programa conservador: contar con el clero y con 
la clase propietaria, “parte abreviada de la nación” 
interesada en el orden y bienestar del país; afirma- 
ción exclusiva de la religión católica, único lazo 
de unión de los mexicanos; desechar principios 
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que habían traído la división, consecuentemente, 
nada de federación ni de elecciones, así fueran las 
de los ayuntamientos. Excluía congreso y cuerpos 
representativos; el orden político dependía del po- 
der ejecutivo organizado en cinco secretarías y un 
Consejo de Estado. Por lo que hace al gobierno 
interior del país, se declaraban en receso las legis- 
laturas de los estados y toda autoridad con funcio- 
nes legislativas. Se restauraba asimismo el orden 
territorial de los estados, reincorporándoles ciuda- 
des y distritos que se les hubieran separado, con 
excepción de Aguascalientes, sustraído de Zacate- 
cas en 1835, en momentos —cabe recordar— de 
conflicto del estado con el gobierno central. 

La desconfianza era grande, dados los defec- 
tos del caudillo, quien sólo podía ser controlado 
por los secretarios de estado bajo la dirección de 
Alamán desde Relaciones, pero este murió poco 
después, el 2 de junio de 1853. Le sucedió otro 
conservador, Manuel Díez de Bonilla, hombre de 
cualidades pero sin su autoridad, que tuvo que 
enfrentar, entre otros problemas, las pretensio- 
nes expansionistas del presidente estadounidense 
Franklin Pierce y de su activo secretario de Estado, 
William Morny, quienes respaldaban al goberna- 
dor de Nuevo México, empeñado en adueñarse 
de tierras al sur de la frontera fijada en el tratado de 
1848. Los estadounidenses despojaban a los po- 
bladores originarios y se adueñaban de sus tierras; 
así ocuparon y exigieron la venta de La Mesilla, 
que se consumó a fines de 1853. En México se le 
consideró un acto de lesa nación, pero vista a la 
luz de las pretensiones del gobierno norteameri- 
cano, resultó un mal menor del que pudo haberse 
dado en aquellos tiempos de debilidad y vacío di- 
plomático. 

La muerte de Alamán dejó al caudillo sin la 
orientación y control indispensables, pero es difí- 
cil imaginar que Alamán, aun con su experiencia 
y ascendiente, hubiera podido meter en cintura al 
temperamental y voluntarioso presidente y, sobre 
todo, hacer frente a un país en el que grupos y 
personajes desplazados exigían participación en la 
vida política de aquel régimen excluyente. 
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Teodosio Lares, secretario de Justicia, inaugu- 
ró el régimen santanista en 1853 expidiendo un 
decreto para el uso de la libertad de imprenta, por 
el cual se obligaba a los impresores a registrarse 
y a dar fianza para publicar folletos, periódicos y 
hojas sueltas. La crítica al gobierno se considera- 
ba acto subversivo y sedicioso, e inmoral la repro- 
ducción de “máximas y doctrinas contrarias a la 
tranquilidad pública”. Algunos periódicos, como 
El Monitor Republicano, suspendieron su publi- 
cación, otros desaparecieron. El Siglo XIX limitó 
sus contenidos a asuntos ajenos a la política, ocu- * 
pándose de temas literarios y de historias de países 
lejanos, en los que, con vista atenta, los lectores 
podían ver referencias irónicas a su presente. Por 
lo demás, hasta el simple desacuerdo tácito, como 
la no aceptación de invitaciones y distinciones, se 
castigaron con prisión y destierro. 

Sin embargo, en el régimen autoritario es po- 
sible apreciar la parte racional y modernizante que 
inspiraba el proyecto conservador de Alamán, de 
Lares y de otros personajes, sometidos, muy a su 
pesar, al protagonismo de “Su Alteza Serenísima”. 
Había proyectos bien estructurados, como la Ley 
para el Arreglo de lo Contencioso Administrativo, 
basada en la legislación francesa, y el Código de 
Comercio de 1854 de inspiración semejante, por 
el cual se modificaban añejas costumbres y fue- 
ros mercantiles, ofreciendo seguridad y orden a 
los tratos comerciales, y algo bien importante, el 
control del contrabando. Como estas leyes, po- 
dríamos citar otras que dan cuenta del cuidado 
con el que se vieron cuestiones relativas a la mo- 
dernización y disciplina del ejército, las fiscales, 
así como las educativas. La cabeza rectora de esa 
abundante y bien tramada legislación fue Teodo- 
sio Lares, quien no pudo evitar dictados surgidos 
del capricho del caudillo y de compromisos im- 
postergables, como ascensos militares otorgados 
para evitar levantamientos. 


Juan Álvarez, Carlos Guevara, 1853, óleo sobre tela. Museo 
Nacional de Historia, Conaculta, INAH. 
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La revolución de Ayutla y el nuevo orden 
liberal, 1854-1857 

El plan que se firmó en Ayutla el 1 de marzo de 
1854 obedeció a un levantamiento de militares in- 
conformes con medidas del gobierno central que 
afectaban la autonomía fiscal y sus intereses perso- 
nales. El movimiento alcanzó las dimensiones de 
revolución y agrupó a personajes que se identifica- 
ron como “liberales”. 

En el Plan de Ayutla se hablaba de los daños 
causados por la dictadura al enajenar La Mesilla, 
se destituía al dictador y a sus funcionarios y se 
exigía la restauración de las instituciones republi- 


“Guerrero”, A. García Cubas, Atlas metódico para la enseñanza de 
la geografía de la República Mexicana, México, Eduardo Murguía, 
1899. Mapoteca Manuel Orozco y Berra, SIAP, SAGARPA. 


Enfrente: lenacio Comonfort, José Inés y Tovilla, 1918, óleo sobre 
tela. Museo Nacional de Historia, Conaculta, INAH. 
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canas. Un consejo de representantes de los esta- 
dos y territorios nombraría al presidente interi- 
no investido de amplias facultades para atender 
la seguridad e independencia de la nación y para 
elaborar un estatuto provisional que regiría hasta 
que se promulgara la constitución aprobada por 
el congreso extraordinario. Por lo pronto, se abo- 
lieron los pasaportes, el impuesto de capitación, 
levas y demás cargas, y se restablecieron los aran- 
celes y el sistema aduanal. El 11 de marzo el plan 
fue reformado en Acapulco, y se invitó a Ignacio 
Comonfort para que encabezara el movimiento. 
Este aceptó y propuso combatir las tendencias y 
afectaciones monárquicas del régimen dictatorial, 
por considerarlas contrarias al carácter nacional y 
exigió facultades para reformar la administración 
pública. 

Comonfort, nacido en Puebla en 1812 de una 
familia de comerciantes, era bien conocido y tenía 
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trato con la gente de lugares clave en la comunica- 
ción del Altiplano y la costa del sur. Afiliado a la 
logia masónica y a la milicia de su estado, se había 
iniciado en la política y administraba la aduana de 
Tlapa cuando este distrito pertenecía a Puebla. 
En 1849, al crearse el estado de Guerrero bajo los 
auspicios del general Juan Álvarez, el distrito pasó 
a formar parte del nuevo estado, junto con los del 
sur del Estado de México y parte de los de Mi- 
choacán. Comonfort colaboró activamente con el 
general Álvarez en el combate a los desórdenes de 
la región. En 1853, cuando se restituyó el orden 
territorial de 1835, el gobernador Álvarez man- 
tuvo la paz hasta el momento en que se afectó la 
autonomía de su jurisdicción. Pero cuando se le 
retiró la calidad de “puerto de depósito” a Acapul- 
co, fuente de ingresos por el comercio legal e ilegal 
creciente (es decir, que se podían recibir y almace- 
nar géneros sin cobrar derechos hasta por un año, 
mientras no salieran de ahí) y cuando encargados 
y empleados del puerto y de otras aduanas prote- 
gidos de Álvarez empezaron a ser removidos y so- 
metidos a proceso, éste finalmente tomó las armas 
y encabezó la acción militar en los lugares que 
mejor conocía: Guerrero, Oaxaca y el sur del Es- 
tado de México. Mientras, Comonfort se desplazó 
por Michoacán, Colima y Jalisco, donde entró en 
contacto con jefes y grupos que sufrían agresiones 
parecidas a las que hemos descrito. Así logró la 
adhesión de Gordiano Guzmán, en Jalisco, y de 
Santiago Vidaurri, cacique de Nuevo León y 
Coahuila. Con sus recursos, los rebeldes pudieron 
negociar en el extranjero. Diego Álvarez, hijo del 
cacique del sur, fue a Nueva York para hacerse de 
un buque y de armas; Comonfort, a San Francis- 
co y Nueva York donde logró contratar un prés- 
tamo de 400 mil pesos, ofreciendo como garantía 
derechos de la aduana de Acapulco y promesas de 
concesiones mineras. 

En diversas zonas del país se multiplicaron los 
levantamientos y protestas. Pueblos despojados de 
sus bienes y de su representación exigieron ser es- 
cuchados, pero el remedio era tardío. En vano se 
trató de poner freno a esos movimientos creando 
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tribunales para atender reclamaciones de tierras; 
tampoco tuvo mayor efecto el reconocimiento de 
ayuntamientos y de concejos municipales aboli- 
dos en 1853. Esto ocurría a fines de 1854 y en los 
primeros meses de 1855 cuando la revolución de 
Ayutla era incontenible. Menos efectivas aún, pese 
a la retórica de la prensa gobiernista, fueron las dos 
campañas que el propio Santa Anna organizó para 
combatir al enemigo en el sur, de donde regresó 
derrotado, pues no pudo con las guerrillas que lo 
dejaban penetrar en lugares que no podía dominar 
y de los que tenía que salir cuanto antes; le fallaron 
también el soborno y la cooptación, que rechaza- 
ron jefes encabezados por Comonfort en Acapulco. 
Algún éxito tuvo la difusión del temor ante Álvarez 
y sus tropas, a quienes los propietarios veían como 
una amenaza. Incluso algunos liberales partida- 
rios del movimiento decían que lo peor que po- 
día pasar era que el gobierno quedara en manos 
de Álvarez, pero lo cierto es que la revolución de 
Ayutla unió a liberales notables de varias gene- 
raciones que habían sufrido persecución por sus 
ideales políticos. Quienes como Guillermo Prieto 
se vieron desterrados de la ciudad de México se 
relacionaron con personajes de otros lugares. Fue- 
ra del país, la expatriación obligada rindió frutos. 
Cuando Eligio Romero, hombre cercano al gene- 
ral Álvarez, tuvo que refugiarse en Nueva Orleáns, 
entró en relación con Benito Juárez, ex goberna- 
dor de Oaxaca y director del Instituto de Cien- 
cias y Artes de su estado; con Melchor Ocampo, 
quien fuera senador y gobernador de Michoacán; 
con Ponciano Arriaga, de San Luis Potosí; con el 
veracruzano José María Mata, en fin, con hombres 
que se sumarían a la revolución y desempeñarían 
cargos importantes. 

Santa Anna abandonó la ciudad de México el 
9 de agosto de 1855. Comonfort logró la adhesión 
de Manuel Doblado, de Guanajuato, y de Anto- 
nio Haro y Tamariz, de Puebla, para evitar que 
la revolución se disgregara en grupos rivales. En la 
capital consiguió imponer el orden haciendo que 
los militares santanistas se declararan a favor de la 
revolución triunfante, pero su contribución más 
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importante a favor de la unidad fue convencer a 
quienes se inclinaban por él, debido a su talante 
conciliador, a que reconocieran al general Álvarez 
como jefe. El 4 de octubre Álvarez fue nombrado 
presidente interino en Cuernavaca, donde nom- 
bró secretario de Relaciones a Melchor Ocam- 
po, de Justicia a Benito Juárez, de Gobernación 
a Ponciano Arriaga y de Guerra a Comonfort. El 
desacuerdo entre el radical Ocampo y el mode- 
rado Comonfort era evidente. También lo era la 
preferencia que éste merecía como jefe militar, 
por lo que en octubre de 1855 Ocampo renunció 
después de convocar al Congreso Extraordinario 
Constituyente. En la convocatoria se aseguraba 
la representación de todos los estados y territo- 
rios, incluso de los que no tenían los habitantes 
requeridos para elegir diputados. Comonfort fue 
nombrado presidente sustituto por Juan Álvarez el 
12 de diciembre de 1855, cuando éste abandonó 
la capital. El congreso se instaló en la ciudad de 
México en 1856 y culminó su labor un año des- 
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pués, el 5 de febrero de 1857, cuando aprobó la 
Constitución que entró en vigor el 16 de septiem- 
bre. Para entonces se habían dado pasos importan- 
tes en la instauración del nuevo orden liberal. 
Álvarez promulgó el 23 de noviembre de 1855 
la Ley sobre la Administración de Justicia y Orgá- 
nica de los Tribunales de la Nación, obra del se- 
cretario Benito Juárez, cuya experiencia en el foro 
y en diversos ramos de la administración le hizo 
ver la necesidad de asegurar las facultades de la 
autoridad federal en la solución de conflictos le- 
gales. La Ley Juárez, como se la conoce, se destaca 
por la abolición de los fueros eclesiástico y mili- 
tar en materia civil y penal; sólo en lo referente 
al ejercicio del ministerio eclesiástico y a la dis- 
ciplina militar los miembros de esas corporacio- 
nes quedaban sujetos a sus propios tribunales. Por 
otra parte, la Ley Juárez abolió los tribunales de 
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comercio (compuestos por comerciantes y aseso- 
res letrados), al ordenar que los asuntos deberían 
llevarse a los tribunales del fuero común, donde 
se resolverían de acuerdo con las disposiciones del 
derecho comercial. Es decir, sin desconocer la na- 
turaleza y exigencias propias de la materia mer- 
cantil, la puso bajo el conocimiento de la justicia 
ordinaria, sustrayéndola de los cuerpos gremiales 
de comerciantes. 

Como afirmación de la autoridad estatal fren- 
te a las corporaciones, la abolición de los fueros 
tuvo gran importancia. Pero debe reconocerse 
otro tema central, la determinación propia de la 
justicia federal de establecer los tribunales de dis- 
trito, los de circuito —cuya jurisdicción compren- 
día determinados distritos— y la Suprema Corte 
de la Nación que, como máximo tribunal, com- 
prendía a los anteriores. Además, era necesario 
respetar la autoridad jurisdiccional de los estados 
y territorios, evitando que los tribunales federales 
conocieran de las cuestiones del fuero común civil 
y criminal, como ocurría en el distrito de México, 
donde la Suprema Corte era el tribunal superior 
de la entidad. Consecuentemente la Ley Juárez or- 
ganizó el Tribunal Superior del Distrito, instancia 
propia equiparable a la de los estados. 
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La Ley Juárez implicaba todo un proyecto po- 
lítico. Tuvo una repercusión inmediata, no por lo 
que se refiere a la organización general, sino por 
los intereses que afectó en el ámbito eclesiástico. 
Hubolevantamientosal grito de “Religión yfueros”, 
uno en Tolimán, en la Sierra Gorda, encabezado 
por Tomás Mejía, y otro, de mayores consecuen- 
cias, iniciado por el cura de Zacapoaxtla en diciem- 
bre de 1855. Esta rebelión se propagó a pueblos de 
Tlaxcala, Veracruz y Puebla en los primeros meses 
de 1856 y llegó a adueñarse de la capital de este 
último estado, cuando cobraba aire de guerra civil. 
La encabezó Antonio Haro y Tamariz, poblano, y 
la enfrentaron el presidente Comonfort y el secre- 
tario de Gobernación, José María Lafragua, po- 
blanos también, quienes tuvieron que combatirla 
recurriendo a levas entre la población pobre y a 
exacciones y préstamos forzosos que se impusie- 
ron a la Iglesia. El 22 de marzo, al cabo de me- 
ses de guerra desastrosa y destrucción, la ciudad 
de Puebla fue tomada por las tropas del gobierno 
dirigidas por Comonfort. Se impuso una sanción 
al clero poblano para indemnizar a las familias de 
los combatientes y sus bienes fueron intervenidos. 
En vano protestó el obispo Pelagio Antonio La- 
bastida y Dávalos. Este hecho fue el preludio a la 


nacionalización de los bienes del clero dispuesta 
por Juárez en 1859. 

El gobierno liberal tenía que vérselas con la so- 
ciedad que rechazaba las reformas y también con 
el Congreso Constituyente, partidario de reformas 
radicales y encargado de revisar los actos del ejecu- 
tivo. Así, tras la dura prueba de Puebla, el ejecuti- 
vo revolucionario asumió las facultades legislativas 
que le confería el Plan de Ayutla y expidió el 16 de 
mayo el Estatuto Orgánico Provisional que debía 
regir hasta la promulgación de la constitución. Ahí 
se advierten los problemas y contradicciones del 
momento: la necesidad de afirmar la autoridad 
del ejecutivo en la sociedad y frente a los poderes 
legalmente establecidos y, al mismo tiempo, el 
respeto a las garantías individuales de libertad, 
propiedad, seguridad e igualdad. 

Al mes siguiente, en junio de 1856, se dio a 
conocer en el congreso el proyecto de constitución 
elaborado por la comisión que presidía Ponciano 
Arriaga. Era lo opuesto al estatuto. El ejecutivo 
quedaba a merced de un congreso unicameral, do- 
minado por los liberales radicales quienes, pese a 
ser minoría frente a los moderados, imponían sus 
iniciativas al congreso y obligaban al ejecutivo a 
asumir su proyecto reformista. Así ocurrió con la 
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Ley de Desamortización de las Fincas Rústicas y 
Urbanas de las Corporaciones Civiles y Religiosas 
de la República, del 25 de junio, elaborada por 
el secretario de Hacienda Miguel Lerdo de Teja- 
da, que recogía el viejo propósito de desvincular 
la propiedad raíz para poner en el mercado bienes 
de las corporaciones civiles y eclesiásticas que, por 
su “duración y propósitos indefinidos”, impedían 
que activos empresarios y simples particulares par- 
ticiparan en el comercio y el aprovechamiento de 
la principal fuente de riqueza, la tierra. Había que 
poner en circulación los bienes de manos muer- 
tas”, creando el mayor número de propietarios 
individuales, con la menor alteración posible de 
intereses y derechos de los habitantes. 

De acuerdo con el artículo 25, ninguna cor- 
poración civil o eclesiástica tendría capacidad para 
adquirir o administrar bienes raíces, con la única 
excepción de los edificios destinados inmediata y 
directamente al servicio u objeto de la institución, 
fueran conventos, casas episcopales, colegios, hos- 
pitales, casas de corrección, así como mercados, 
ejidos o demás terrenos de uso público. Para evitar 
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la especulación y el abuso, de los que había lamen- 
tables ejemplos en desamortizaciones anteriores, 
en la adjudicación de los bienes tendrían preferen- 
cia los arrendatarios y ocupantes legalmente reco- 
nocidos. Sólo por renuncia o falta de ejercicio de 
esa preferencia, los bienes se pondrían a la venta 
en pública subasta. El precio se calculaba conside- 
rando que la renta o censo anual equivalía a 6% 
del valor del bien (dicho porcentaje e.:1 el máximo 
interés permitido por la iglesia). Con tan claras 
reglas, todos ganarían: las corporaciones recibirían 
un capital garantizado como crédito a su favor, cu- 
yos réditos se destinarían a los fines a los que cum- 
plían hasta ese momento las rentas o censos de los 
bienes raíces. El erario público resultaba beneficia- 
do, pues las operaciones de adjudicación y venta 
causaban derecho de alcabala de 5 por ciento. 
Tan conciliadoras disposiciones no tuvieron el 
efecto deseado. Sólo de aquellos bienes que estaban 
en arrendamiento y de estimaciones debidamente 
documentadas, que eran por lo general los de la 
iglesia y los de otras corporaciones bien adminis- 
tradas, pudo calcularse el precio. Los de infinidad 
de pueblos en todo el país no habían sido objeto 
de trato formal, por lo que se improvisaron estima- 
ciones al realizar las adjudicaciones, mismas que 
se hicieron de prisa afectando derechos y creando 
inquietud. Prueba de ello fueron los levantamien- 
tos de los pueblos en distintos estados, en los que 
el gobierno vio la mano de los clérigos y sobre lo 
cual expidió un decreto llamando a las autoridades 
eclesiásticas a mantenerse dentro de la ley. Las que- 
jas dieron lugar a disposiciones aclaratorias sobre 
preferencia de adjudicatarios, sobre el curso de las 
subastas, sobre irregularidades y abusos y sobre la 
exención del derecho de alcabala en la adquisición 
de terrenos cuyo precio fuera inferior a 200 pesos, 
medida encaminada a facilitar el reparto entre los 
vecinos que tenían la posesión de esas tierras. 
Nada pudo evitar la concurrencia de especu- 
ladores, que se adjudicaron propiedades ya arren- 
dadas u otras en las que lograron hacer a un lado 
a los derechohabientes. El malestar de pueblos, 
que veían afectada su organización tradicional, y 
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el de los “grandes intereses”, inconformes con los 
resultados de diversas transacciones, crearon un 
ambiente nada favorable a la desamortización, por 
lo que el secretario de Hacienda, empeñado en lle- 
varla a cabo, se apresuró a realizar el mayor núme- 
ro de operaciones para afianzar intereses creados, 
haciéndolo constar en la Memoria de Hacienda de 
1856. En ella dio cuenta de un sinnúmero de ope- 
raciones por un valor de más de 23 millones de 
pesos, de las que habían resultado más de nueve 
mil propietarios individuales y un beneficio fiscal 
de 675 mil pesos (poco más de una cuarta parte en 
efectivo y el resto en títulos de la deuda pública). 

Ese recuento de operaciones, por cuestiona- 
ble que parezca, da idea de la ubicación de las 
corporaciones más ricas, comenzando por las del 
distrito de México, siguiendo por las de Puebla, 
Veracruz y Guanajuato, así como de la extensión 
y gama social que abarcó el primer gran impacto 
desamortizador. Salvo Baja California y Sonora, 
todos los demás estados y territorios se mencionan 
en ella, y de los bienes urbanos y rurales de más 
alto precio se llega a lotes de tierras de comuni- 
dades, cofradías y otras organizaciones de pueblos 
de indios y ayuntamientos diversos. En este caso, 
muchas operaciones sobre terrenos de los pueblos 
y cofradías, deben considerarse como una alte- 
ración de organizaciones ancestrales dispuestas a 
ofrecer resistencia legal o por las vías de hecho, 
llegado el momento de la guerra civil. El cambio 
se reflejó en el medio urbano, donde la desamor- 
tización de bienes de las corporaciones permitió la 
expansión hacia tierras y edificios de comunidades 
que ceñían el casco de las ciudades. Caso notable 
fue el de la capital de la República, rodeada por 
los barrios y pueblos de las parcialidades de San 
Juan Tenochtitlan y Santiago Tlatelolco, cuyas 
tierras fueron siendo enajenadas a partir de 1856. 
La situación se hizo más evidente con la nacio- 
nalización de los bienes del clero en 1859, lo que 
llevó a la apertura de calles y espacios públicos, al 
demolerse los edificios eclesiásticos. 

El gobierno tuvo que hacerse cargo de los pro- 
blemas que suscitaba el congreso a medida que se 


avanzaba en la discusión del proyecto de constitu- 
ción, a la que estaban atentos los diversos actores 
sociales. La libertad de cultos, propuesta en térmi- 
nos conciliadores en el artículo 15 del proyecto, 
fue materia de los más apasionados discursos y pu- 
blicaciones; finalmente se excluyó toda referencia 
al culto religioso en el texto constitucional, con 
lo cual se dio por sentada la libertad, al no haber 
limitación expresa. Por lo que toca a la propiedad, 
hubo también inquietud, pues si bien se declaró 
la inviolabilidad de la individual, como algunos 
diputados propusieron límites a la extensión de la 
propiedad rural y medidas en favor de los pueblos, 
se levantaron protestas contra lo que se consideró 
una maniobra socialista. Hubo avances notables 
en materia de derechos individuales, consagrados 
como garantías en los primeros 28 artículos y pro- 
tegidos por el juicio de amparo, en el que se pre- 
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venían, además, medios para resolver conflictos 
entre las autoridades estatales y federales. 

El Ejecutivo quedó en situación desfavorable 
frente al Legislativo unicameral, constituido por 
diputados elegidos uno por cada 30 mil habitan- 
tes, con amplias facultades y en condiciones de ac- 
tuar ininterrumpidamente, gracias a una comisión 
permanente. Esto refleja la proverbial desconfian- 
za ante el ejecutivo, agravada por las circunstan- 
cias en que se discutió la constitución, ya que el 
congreso, además de constituyente, era revisor 
de los actos de la dictadura de Santa Anna. El 27 
de enero de 1857 entró en vigor la ley del regis- 
tro civil y el 30, la relativa al establecimiento y 
uso de cementerios. El 11 de abril se promulgó 
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la ley de derechos y obvenciones parroquiales, un 
ordenamiento respetuoso de los principios y dis- 
posiciones arancelarias vigentes en la iglesia mexi- 
cana. Esas medidas nos parecen ahora moderadas; 
en aquellos momentos causaron alarma entre las 
autoridades eclesiásticas y la sociedad. 

El ambiente en el que se publicaron esas dis- 
posiciones era tenso. Las autoridades eclesiásticas 
habían condenado la desamortización calificán- 
dola como un ataque a la religión. La situación 
empeoró cuando en marzo de 1857 se exigió a los 
funcionarios públicos y a quienes participaran en 
actos que requirieran reconocimiento oficial, jurar 
la Constitución del 5 de febrero. El arzobispo de 
México, Lázaro de la Garza, declaró fuera de la 
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iglesia a quienes lo hicieran y se negó la absolución 
a quienes, habiéndolo hecho bajo reserva —caso 
muy común— no abjuraran públicamente. 

Todo esto empeoró el ya de por sí difícil am- 
biente internacional. El papa Pío IX había conde- 
nado abiertamente las reformas y el orden liberal. 
España reclamaba ahora los asesinatos de varios 
españoles, perpetrados en 1856 en las haciendas 
de Chiconcuac y San Vicente, por quienes se decía 
que eran seguidores de Juan Álvarez. Comonfort 
envió a Madrid a su representante José María La- 
fragua, quien no fue recibido oficialmente. En el 
país eran manifiestas las señales de disgusto entre 
colaboradores cercanos al presidente, quienes veían 
la precipitación con la que se imponían medidas 
que, por deseables que fueran, debían aplazarse. El 
gobierno, por su parte, dio señales de debilidad e 
indecisión al suspender algunas medidas, como la 
intervención de los bienes de la iglesia en Puebla. 
Había llegado el momento para la reacción. 
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El relevo de una generación 

Para finales de la década de los cincuenta, desde 
los años de la guerra con Estados Unidos hasta la 
Constitución de 1857, la muerte se había llevado 
a la última generación de novohispanos nacida an- 
tes de la Independencia. Lucas Alamán, Juan Ro- 
dríguez Puebla, Manuel de la Peña y Peña y Carlos 
María Bustamante, entre otros, fallecieron. Toca- 
ba ahora gobernar, dirigir, inspirar o desgraciar a 
la República a los concebidos con el siglo, quienes 
se habían educado en colegios, institutos y semi- 
narios mexicanos, fuera del dominio de la madre 
patria. La formación de todos ellos distaba de la 
de sus padres y abuelos, educados en el respeto a 
la monarquía. En otro sentido, su educación fue 
muy parecida, ya que el peso de la iglesia, como 
poseedora única de la verdad y del camino a la sal- 
vación, apenas estaba en duda. Las formas exterio- 
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res y las modas se habían modificado a lo largo de 
los primeros cincuenta años del siglo. A pesar del 
susto creado por la Revolución francesa, los escri- 
tores, médicos, modistas y cocineros galos gozaron 
de la admiración de los ilustrados en México, a tal 
grado que los descubrimientos franceses vinieron 
a modernizar la medicina y se invitó a inmigran- 
tes franceses a intentar domiciliarse en las tórridas 
costas de Veracruz. 

Por otro lado, los valores íntimos, las relacio- 
nes familiares, el lugar de la mujer y de los niños 
en la familia, la estratificación social y racial y las 
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divisiones entre jornaleros rústicos y literatos cul- 
tos o entre ricos y pobres apenas sufrieron algún 
cambio. El aprendizaje de la doctrina cristiana en 
el catecismo del padre Jerónimo Ripalda era co- 
mún a todos los niños que hablaban español; en 
1853 se volvió materia obligatoria en las escuelas 
del Distrito Federal y los territorios, indicio del 
creciente miedo a la influencia protestante. 

Sobre todo en las ciudades se habían multi- 
plicado las escuelas de primeras letras, sujetas al 
ayuntamiento correspondiente, que extendía la li- 
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cencia al maestro (con la aprobación del párroco, 
que certificaba los conocimientos de doctrina), 
conseguía los fondos para su sueldo, arrendaba al- 
gún edificio para la escuela (prácticamente no se 
había construido ninguna ex profeso), premiaba 
a los mejores alumnos y multaba o arrestaba a los 
padres de familia que no enviaban a sus hijos a la 
escuela. 

Los jesuitas fueron readmitidos por Santa 
Anna en su último periodo en el poder. Reabrie- 
ron colegios e intentaron, sin mucho éxito, recu- 
perar algunos bienes expropiados por el gobierno 
virreinal en 1767. Retomaron su antigua labor 
educativa que conservaría una gran continuidad 
hasta la fecha, a pesar de la expulsión decretada 
por Sebastián Lerdo de Tejada en 1874 a los jesui- 
tas extranjeros. Fueron, junto con las Hermanas de 
la Caridad, admitidas en 1843, punta de lanza 
de los religiosos extranjeros y nacionales dedicados 
a la enseñanza. Entre 1848 y 1857 se vivieron la 
reorganización del Colegio de San Gregorio, que 
intentó dedicarse, como antaño, exclusivamen- 
te a la educación de indígenas; el mejoramiento 
de San Ildefonso, del Colegio de Minería y de la 
Academia de San Carlos, todos en la ciudad de 
México; la reapertura del Colegio de San Nico- 
lás, convertida en Universidad de San Nicolás de 
Michoacán (gracias al esfuerzo del gobernador 
Melchor Ocampo); el fortalecimiento de los dis- 
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tintos institutos literarios, y la proliferación de 
academias comerciales y colegios regenteados por 
extranjeros, sobre todo franceses. El liberalismo 
llegó a su punto culminante en el mundo educa- 
tivo con el artículo tercero de la Constitución de 
1857, cuyas cuatro palabras fueron: la enseñanza 
es libre. Libre de reglamentos gremiales, de requi- 
sitos para enseñar, de planes de estudio obligatorio 
de religión. Favoreció a las corrientes innovadoras 
y escandalizó a los proponentes de una educación 
que siempre tuviera, por base, los valores religio- 
sos. Se perdió el consenso en cuanto al sentido de 
la educación, lo que condujo, entre otros factores, 
a una escisión tan dramática que se tuvo que diri- 
mir en el campo de batalla. 

Los hombres que tuvieron en sus manos las 
riendas del poder a partir de mediados de siglo, 
fueron en su gran mayoría blancos, citadinos y con 
suficientes recursos para mantener una apariencia 
de decencia. El más pobre, posiblemente, fue el 
huérfano Juárez, una excepción a la regla tanto 
por su ascendencia zapoteca como por el desam- 
paro de su niñez. Pero hasta Juárez, que llegó del 
campo sin hablar castellano, pudo beneficiarse de 
una educación liberal en el Instituto de Ciencias y 
Artes de Oaxaca. 

Los institutos fueron, tal vez, la novedad edu- 
cativa del siglo. Fundados en las capitales de los es- 
tados, atendían a una clientela deseosa de ingresar 
a la abogacía y a la política o al mundo de las letras 
y dar rienda suelta a las inspiraciones románticas 
tan en boga. Estos establecimientos, con tintes de 
la Revolución francesa y de modernidad, diferían 
de los antiguos colegios de los jesuitas o de las 
Órdenes religiosas en que promovían un ambiente 
más secular (sin olvidar por completo los ritos reli- 
giosos exigidos por las familias, sobre todo las ma- 
dres de los alumnos); las clases se daban en español 
y no en latín; por lo general no eran internados, de 
modo que no imponían una disciplina monacal a 
los alumnos; los maestros fueron, en ocasiones, de 
corrientes políticas radicales; intentaban conseguir 
textos modernos, sin tantos escrúpulos por la orto- 
doxia; en fin, ofrecían una modalidad de estudios 
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más moderna, sin tantos resabios virreinales. De 
reciente creación, no estaban atados a tradiciones, 
usos y costumbres. Por ejemplo, los alumnos no 
llevaban traje talar. Y sin embargo, no podían salir 
del contexto de una cultura católica. Al comparar 
la actuación política de los egresados de los insti- 
tutos con los de los seminarios diocesanos, cuya 
orientación era netamente clerical, no advertimos 
una diferencia ideológica clara entre ellos. 

Desde la fundación de los seminarios (tam- 
bién llamados tridentinos, por haber sido ordena- 
do su establecimiento en el Concilio de Trento), 
los jóvenes, con o sin vocación sacerdotal, habían 
encontrado en sus aulas la educación superior que 
faltaba, salvo en algunos colegios de los jesuitas y 
después de su expulsión en 1767, ni en ellos. Los 
alumnos podían ser internos o externos; los que se 
quedaban a dormir con sus familias escapaban de 
la pésima comida y del ambiente monástico tan 
criticado por los liberales del siglo xix. En ciertas 
épocas, algunos seminarios, como el de Morelia, 
contrataban a maestros laicos que enseñaban ma- 
terias seculares (como arquitectura civil), daban 
más clases de idiomas indígenas que en cualquier 
otra institución educativa y a veces llevaban la de- 
lantera en la innovación pedagógica. Sin embar- 
go, fueron pocas las épocas de libertad académica. 
A medida que aumentaba la romanización de la 
Iglesia mexicana, se iba estrechando la ideología 
educativa. Los miedos de Pío IX a la modernidad, 
al socialismo y al liberalismo provocaban cada 
vez mayor intolerancia hacia distintas maneras de 
pensar. No obstante, vale la pena insistir en la cali- 
dad de los estudios llevados a cabo en los semina- 
rios y la contribución que hicieron a la formación 
intelectual de los mexicanos que estarían en los 
puestos de mando, con la pluma o la espada en la 
mano, al frente de los negocios o como creadores 
de cultura, hasta el final del siglo. 

La nueva generación de abogados, políticos 
y literatos (quienes muchas veces ejercían las tres 
profesiones a la vez) tuvo la oportunidad de fa- 
miliarizarse con la ciencia y con la tecnología en 
mucho mayor grado que sus antecesores. Donde 


antes habían predominado los estudios humanís- 
ticos, ahora incluso los abogados llevaban cursos 
avanzados de matemáticas. La física y la quími- 
ca tampoco les eran desconocidas. No hubo un 
rompimiento entre la Ilustración y el positivismo 
en cuanto al método científico: llegar a la verdad 
mediante la experimentación y la observación. 
Estaba de moda cuantificar, enumerar, clasificar. 
Habían nacido la estadística y la geografía, y los 
hombres de esta primera generación de mexicanos 
se entregaron con entusiasmo a conocer su patria 
en números, en mapas y en descripciones geográ- 
ficas enciclopedistas. Como nunca antes, la gene- 
ración de medio siglo pudo tomar las decisiones 
necesarias con un cúmulo de información que ni 
soñaron tener quienes les habían precedido. Esto 
no quiere decir que tuvieran tantas opciones. Las 
circunstancias de un país pobre, recién mutilado 
por la guerra con Estados Unidos, con comuni- 
caciones interrumpidas, en mal estado o inexis- 
tentes, incapaz de sostener la paz interna ni evitar 
a los enemigos externos, pusieron cortapisas a las 
mejores intenciones. Una cosa es lo que esta gene- 
ración hubiera querido para el país y otra lo que 
realmente logró hacer. 

Una característica de los políticos y de los es- 
critores fue su apego a la vida citadina. La des- 
amortización de los bienes de comunidad es prue- 
ba fehaciente de su poca sensibilidad hacia la vida 
del campo, asociada al aislamiento, la miseria, la 
ignorancia, la barbarie. Aunque muchos hombres 
públicos nacieron en pequeños poblados, casi 
todos se educaron en las ciudades, muchas veces 
lejos de su núcleo familiar. No adquirieron un co- 
nocimiento del campo, no supieron cómo hacerlo 
rendir, ni cómo tratar sus recursos, tanto natura- 
les como humanos. Lo que no era “decente”, ur- 
bano, “civilizado”, no les interesaba. Su falta de 
miras provocó una mayor centralización: la sede 
del poder estaba en la ciudad de México o acaso 
en Guadalajara, Morelia, Oaxaca, Puebla, Gua- 
najuato o Zacatecas. Apenas salían de la oscuridad 
otras poblaciones como Monterrey o Saltillo. Las 
costas se veían con horror, como lugares de enfer- 
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medades crónicas, calor y tempestades. Faltarían dé- 
cadas para desterrar la idea de que las tierras bajas 
y húmedas eran lugares inhabitables. El desierto 
tampoco atraía a los colonos. La población estaba 
distribuida según la presencia o ausencia de agua. 
Donde había suficiente, como en el centro y sur, la 
población era densa. Donde no, como en el norte, 
uno podía caminar cientos de kilómetros sin en- 
contrar a un ser humano. 

El medio siglo marcó el momento de una exal- 
tación de los héroes de la patria y la manera de re- 
presentarlos. Había surgido una nueva generación 
de escultores y pintores, gracias a la Academia de 
San Carlos y a las tendencias artísticas que iban 
llegando de Europa. Se puso de moda hacer re- 
tratos de los padres de la patria y de Moctezuma y 
Cortés, como si fuera posible, por fin, hacer una 
amalgamación de la historia, combinando las épo- 
cas prehispánica, virreinal e independiente. Itur- 
bide fue tema de cuadros y esculturas; en 1853 
la Academia propuso un monumento ecuestre de 
Iturbide parecido al diseñado por Tolsá para con- 
memorar a Carlos TV, mejor conocido como El 
Caballito. La aparición de la Historia de Méjico 
de Alamán (1849-1852), con un punto de vista 
prohispano, dio lugar a polémicas que habrían de 
prolongarse por generaciones. 

Con la costosa paz lograda en 1848, se dio rien- 
da suelta al gusto por la ópera, por los conciertos, 
por el teatro. Ese mismo año se formó la Compa- 
ñfa Mexicana de Ópera, se presentaron mujeres de 
voz entrenada, comedias, bailes, los tradicionales 
saltimbanquis, y tuvieron lugar, como si no hubie- 
ra pasado el tiempo, los acostumbrados desórde- 
nes dentro del teatro por la cancelación de alguna 
función. El Gran Teatro, centro de la vida cultural 
de la ciudad de México, sufría como el resto del 
país el desvío de recursos al esfuerzo bélico, y le 
quedaba menos presupuesto para limpieza. Una 
noche, en plena función, una enorme rata recorrió 
los barandales de los primeros palcos, infundien- 
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do terror a las damas abonadas. Se representaron, 
durante esa década, óperas de Bellini, Verdi, Ros- 
sini y de muchos compositores extranjeros menos 
conocidos, no muy del agrado del público mexica- 
no. En cambio, la presencia de la actriz Enriqueta 
Sontag fue el punto culminante de la vida musical 
y dramática de esos años. Provocó una especie de 
locura lujuriosa entre los señores y un duelo na- 
cional a la hora de su muerte por cólera en 1854. 
Músicos y compañías teatrales europeas, circos y 
cómicos, en números siempre ascendentes, empe- 
zaron a recorrer las ciudades principales del país. 
Uno de los estrenos más sensacionales fue Los tres 
mosqueteros, que necesitaba cuatro noches para 
terminar de contar la historia. A pesar de la po- 
breza generalizada, hubo fondos suficientes para 
construir el Teatro Santa Anna, después conocido 
como Teatro Nacional. 

Si la vida tenía sus ratos de esparcimiento, 
también los tenía de enfermedad y muerte. El año 
1850 marca el regreso, para quedarse como enfer- 
medad endémica, del cólera. Como había hecho 
una generación antes, en 1833 provocó la muerte 
de hasta 5% de la población en algunos lugares; 
nadie sabía, entonces, que era un problema rela- 
cionado con el agua. Se iban poniendo de moda 
la higiene y la reforma sanitaria, con la esperanza 
de aminorar la mortandad. Surgió la convicción 
de que había que proteger a la gente de su propia 
ignorancia: prohibirles comer fruta, por ejemplo, 
en tiempos de epidemia. 

En cuanto a la historia urbana, hubo pocos 
cambios. Por ejemplo, en la ciudad de México las 
entradas por las garitas y los paseos eran los mis- 
mos que en la época borbónica. En 1851 sacaron 
El Caballito de su encierro en el patio de la Univer- 
sidad y lo instalaron en el Paseo de Bucareli. Se iba 
diferenciando la vida citadina de la rural: se prohi- 
bió el paso de ganado, carros y animales de carga 
por los espacios reservados para los peatones. In- 
cluso antes de la desamortización se derrumbaron 
capillas y acueductos, se ampliaron callejones y se 
abrieron calles en medio de huertas para facilitar 
el tránsito de carros y carruajes. Otra característica 


de este periodo fue el despertar de la conciencia 
obrera. Se formaron las primeras agrupaciones 
como una respuesta a la falta de trabajo, la ines- 
tabilidad laboral y una política fiscal desfavorable; 
los repetidos pronunciamientos e invasiones que 
hicieron que artesanos y vagos se confundieron, 
al estar desocupados ambos grupos. La mecaniza- 
ción empezó a afectar a los sectores tradicionales, 
sobre todo a la industria textil. 


Recuperaciones y recesión 

Durante las primeras décadas de la segunda mitad 
del siglo las innovaciones tecnológicas se fueron 
introduciendo poco a poco. Sobresale la insta- 
lación del primer telégrafo entre el Colegio de 
Minería y el Palacio Nacional. Este éxito motivó 
el establecimiento de una línea telegráfica entre 
México y Veracruz, una verdadera revolución en 
las comunicaciones. También se mejoró la ilumi- 
nación callejera tanto de la ciudad capital como 
de Veracruz. Pero los esfuerzos por comunicar el 
Atlántico con el Pacífico a través del Istmo de Te- 
huantepec, a pesar del interés por abreviar el tiem- 
po de viaje debido a la fiebre del oro en California, 
no fructificaron. 

Facilitar el transporte de personas y mercancías 
fue una prioridad de la política económica del go- 
bierno. Proyectos como las vías de comunicación, 
la habilitación de los puertos, las colonias agríco- 
las, el avío de minas y la construcción de puentes 
fueron asignados a la Secretaría de Fomento, esta- 
blecida en 1853, primera de América Latina. La 
falta de capital, tanto público como privado, im- 
pidió la realización de esos proyectos hasta la déca- 
da de 1880. Quedó en el tintero el deseo de reme- 


diar la fragmentación del territorio y reducir los 
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costos y las dificultades del transporte. 


Interior de la Real y Pontificia Universidad de México, Pedro 
Gualdi, ca. 1840, litografía. Colección particular. 


Páginas siguientes: Estación de Puebla. Inauguración del camino 
de fierro por el C. Presidente B. Juárez, el 16 de septiembre 

de 1869, Casimiro Castro, siglo xIX, litografía. 

Biblioteca Nacional de México, UNAM. 


se) 
55 

Ya 
e 


a 


Ñ 


E ON 


ls UANL 


ANDRÉS LIRA Y ANNE STAPLES 


El medio siglo se caracterizó por el auge de 
algunas zonas que entraron al circuito comercial. 
Un ejemplo sobresaliente fue Matamoros, donde 
se desarrolló el intercambio con Brownsville. Se 
estableció una ciudad-campamento de 20 000 al- 
mas que disfrutaba de las ganancias del comercio 
libre, pues desde 1851 se había exentado de im- 
puestos a los hilados y tejidos, la ropa, manufac- 
turas, algodón en rama y productos de consumo 
ordinario. En 1861 se declaró ilegal este comercio, 
pero se reanimó el puerto gracias al extraordinario 
movimiento de productos del sur de Estados Uni- 
dos, obstaculizado por el bloqueo de parte de la 
Unión. A su vez, este comercio llevaría a la forma- 


“Puerto de Tampico”, A. Garía Cubas, Atlas pintoresco e histórico 
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Mapoteca Manuel Orozco y Berra, SIAP, SAGARPA. 
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ción de grandes fortunas invertidas en tierras, em- 
presas mineras y pujantes industrias, dando origen 
a la riqueza del noreste del país. 

Dos puertos del Golfo desempeñaron papeles 
clave en el comercio exterior: Matamoros y Vera- 
cruz. El puerto jarocho se recuperó de la invasión 
norteamericana y disfrutó de 12 años de prospe- 
ridad. La plaza mercantil se vio reanimada con 
agentes comerciales, casas comisionistas, el creci- 
miento del puerto y el aumento de bodegas que 
servían para almacenar mercancías. En 1856 hi- 
cieron su entrada al puerto 108 embarcaciones eu- 
ropeas de gran calado; 80% del comercio exterior 
pasaba por sus muelles. Este consistía en bienes 
de consumo, en su mayor parte suntuarios: tex- 
tiles, abarrotes, vinos y licores. Las exportaciones 
eran, en su mayoría, plata acuñada (utilizada como 
moneda en el intercambio de las potencias co- 
merciales con Oriente) y en menor medida tintes 
(añil, grana cochinilla, urchilla, maderas tintó- 
reas), maderas finas, vainilla, pieles y cueros; es 


decir, el comercio abarcaba casi todo el suminis- 
tro nacional de bienes de consumo importados y 
casi todas las exportaciones. Esta intensa actividad 
mercantil disminuyó notablemente con la inter- 
vención francesa. 

A escala mucho menor, en contraste con el 
de los puertos volcados hacia el exterior, Tuxpan, 
Veracruz, tuvo ascendiente en el cabotaje y en el 
comercio río adentro. Varios cientos de canoas 
transportaban por el río o por la costa frutas y ma- 
deras tropicales, durmientes para el ferrocarril (de 
guayacán y de zapote) y productos agrícolas como 
zarzaparrilla, piloncillo, aguardiente, chicle, cera, 
miel y hule. El cabotaje con el puerto de Veracruz 
permitía el envío de panela, algodón, maderas, pi- 
mienta, frutas, tabaco en rama, vainilla, azúcar y 
sombreros. En las atarazanas de Tuxpan se cons- 
truyeron buques pequeños y un número mayor de 
lanchas para el servicio marítimo. En una situación 
semejante estaba el pueblo de Tlacotalpan, punto 
clave en el comercio de toda la trayectoria del río 
Papaloapan. Desde su muelle se llevaban comes- 
tibles y modestos artículos domésticos y agrícolas 
(machetes, por ejemplo) a las escasas poblaciones 
de la ribera. Coatzacoalcos fue el punto de articu- 
lación de la zona que llegaba hasta Tehuantepec; 
fue habilitado para el comercio exterior en 1857. 
Minatitlán tuvo durante algún tiempo una adua- 
na, cuando era el puerto de altura más importante 
de la región. Salían de allí barcos suecos, alemanes, 
franceses, canadienses y estadounidenses cargados 
de maderas preciosas, a cambio de ladrillos, teja, 
pizarra, mosaicos y otros materiales de construc- 
ción que habían llegado como lastre. Más al sur, 
Campeche y Ciudad del Carmen comerciaban 
con los mismos productos. Progreso reemplazaba 
a Sisal como el puerto más utilizado de Yucatán, 
gracias en parte al camino de ruedas entre Progre- 
so y Mérida. 

Así podría uno recorrer ambas costas, apun- 
tando los avances en infraestructura, aumento de 
la producción en cantidad y en variedad y movi- 
miento de mercancías que tuvieron lugar especial- 
mente durante la década de 1850, a pesar de la 
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guerra de Reforma. Ante el fracaso de los proyec- 
tos de mejorar el transporte terrestre, prosperó el 
transporte marítimo. El desarrollo de los puertos 
y de la tecnología marítima también influyó en el 
movimiento de personas y los tiempos necesarios 
para viajar. Se podía hacerlo, por ejemplo, de Ve- 
racruz a La Habana en tres días y 18 horas, o de 
Veracruz a Tampico en 23 horas; el recorrido des- 
de Southampton, Inglaterra, tardaba unos 25 días. 

Todavía predominaba el transporte animal 
sobre el de ruedas. Por ejemplo, en 1862 por la 
ciudad de México circulaban 640 carretas y 366 
carretones, pero un número mucho mayor de bes- 
tias; en la región queretana había 3 419 burros y 
mulas empleados en el transporte, y en la tierra 
caliente de Michoacán, por dar otro ejemplo, los 
arrieros tenían 3 800 mulas de carga. La arriería 
fue el medio más adecuado para mover mercancías 
de un lado al otro del escarpado, desértico o ane- 
gado territorio. Una mula no podía aguantar más 
de 150 o 200 kilos, así que esta limitante, más el 
carácter estacional de los caminos, intransitables 
en tiempos de lluvias, frenaba la modernización 
de este sector y de muchos otros. El mal estado de 
los caminos y los altos costos e incomodidades del 
transporte impedían la especialización y el aumen- 
to en la escala de la producción. 

El balance económico no fue positivo. Hubo 
un largo periodo de estancamiento y recesión, de- 
bido a los pronunciamientos, la invasión estado- 
unidense, la guerra de Reforma y la intervención 
francesa, uno tras otro, sin dar tiempo de recupe- 
rarse. La peor destrucción material y la pérdida de 
vidas humanas en todo el siglo XIX, ocasionadas 
por la guerra de Reforma, dieron como resultado 
un régimen de propiedad muy inseguro y ningún 
incentivo para invertir. La economía, en términos 
generales, fue de poco volumen, frágil y fragmen- 
tada. Incluso hubo casos de retrocesos, como el de 
la industria del hierro, en la que se vio que no era 
rentable la fundición en altos hornos y se retomó 
el procedimiento artesanal de ferrería y la refun- 
dición de hierro importado con técnicas metalúr- 
gicas cercanas a las medievales. Como la mayor 
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parte de la población habitaba en zonas rurales y 
aisladas, tampoco crecía la demanda interna. 


1858-1867 


Durante esta década la población apenas creció de 
8.2 a 8.7 millones de habitantes, lo cual se explica 
en buena medida por el estado de guerra que se 
prolongó desde la reacción conservadora hasta la 
caída del Segundo Imperio. 


La guerra civil, 1858-1860 

Comonfort, elegido presidente constitucional a me- 
diados de 1857, tomó posesión el 1 de diciembre. 
Consciente de los obstáculos que ponía la consti- 
tución al ejecutivo y al equilibrio de poderes, así 
como de la creciente oposición a las medidas que 
venían imponiéndose desde 1855, propuso algu- 
nas reformas, que no fueron aceptadas. Ante tal 
situación, y de acuerdo con notables liberales mo- 
derados, en diciembre de 1857 se adhirió al Plan 
de Tacubaya, proclamado por Félix Zuloaga, que 
desconocía la constitución “por ser contraria a los 
usos y costumbres de la sociedad” y prometía con- 
vocar a un nuevo congreso para que redactara una 
nueva constitución. Como el de Ayutla, el Plan de 
Tacubaya proponía una dictadura revolucionaria, 
pero de signo antirreformista. A él se adhirieron 
militares cercanos a Zuloaga, autoridades de la ca- 
pital y de Puebla, Tlaxcala y Veracruz. 

Poco después, el 11 de enero de 1858, los mi- 
litares desconocieron a Comonfort, quien tuvo 
que abandonar el país. Pero antes de salir al destie- 
rro puso en libertad al encarcelado Benito Juárez, 
presidente de la Suprema Corte de Justicia. Hubo 
entonces dos gobiernos, el del golpe militar, en- 
cabezado por Zuloaga en la capital, y el del pre- 
sidente Juárez, quien salió a Guanajuato, donde 
llamó a defender el orden constitucional. En esa 
disyuntiva, el papel de los gobiernos estatales sería 
determinante. Al Plan de Tacubaya se sumaron los 
estados de México, Puebla, San Luis Potosí, Chi- 
huahua, Durango, Tabasco, Tlaxcala, Chiapas, 


Sonora, Oaxaca y Yucatán; al gobierno constitu- 
cional de Juárez: Jalisco, Guanajuato, Querétaro, 
Michoacán, Nuevo León y Coahuila (unidos bajo 
el mando de Santiago Vidaurri), Tamaulipas, Co- 
lima y Veracruz, que originalmente había apoya- 
do el Plan, lo que resultó definitivo, pues en esa 
guerra contar con el principal puerto del país im- 
portaba tanto o más que ocupar la capital de la 
República. 

En el campo de batalla los militares golpistas 
tenían la ventaja. El 10 de marzo de 1858 Juárez 
salió de Guanajuato tras la derrota de sus fuerzas 
en Salamanca. Pasó a Guadalajara, que abandonó 
cuando sus fuerzas fueron vencidas en San Pedro 
Tlaquepaque; la guarnición de aquella ciudad se 
adhirió a la reacción y estuvo a punto de ejecutarlo. 
Logró embarcarse en Manzanillo para llegar, pa- 
sando por Panamá y Nueva Orleans, a Veracruz, 
donde estableció su gobierno hasta enero de 1861. 

La guerra de Reforma, como se conoce tam- 
bién a esta guerra de tres años, se desarrolló en 
todo el país y en ella desempeñaron un papel re- 
levante las relaciones diplomáticas. Los acreedores 
extranjeros reconocieron al gobierno que ocupaba 
la capital de la República. Para ellos era la posición 
correcta y conveniente, pues Zuloaga contaba 
con el apoyo de la iglesia y pensaban que recupe- 
raría su riqueza y garantizaría con ella la deuda. 
Los representantes de Francia, España, Inglaterra 
y Estados Unidos, al lado de los de otros países, 
mostraron su preferencia por este gobierno, que 
se apresuró a desconocer leyes y disposiciones del 
gobierno liberal que afectaban a la iglesia. El 28 de 
enero de 1858 derogó la ley de desamortización 
de 1856, en lo referente a los bienes de las corpo- 
raciones eclesiásticas, pero nada decía de las civi- 
les. También derogó la de obvenciones y derechos 
parroquiales de 1857 y las medidas que privaron 
de sus empleos a quienes no habían jurado la 
Constitución. Restableció los fueros eclesiástico y 
militar, y también la Suprema Corte de Justicia. 
Zuloaga contaba con el ejército de línea contra las 
fuerzas estatales de la guardia nacional, así que era 
previsible su triunfo. 
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Pero las cosas empezaron a cambiar cuando se 
vio que la resistencia iba para largo y que el gobier- 
no de Estados Unidos reconsideraba su posición 
ante la indiscreta actitud del representante de Es- 
paña que anunciaba la posible intervención de las 
potencias europeas. Además, la iglesia no perci- 


biría beneficio alguno mientras durara la guerra; 
por el contrario, asumiría su costo, proveyendo 
al ejército que combatía a “los constitucionales”. 
Los representantes extranjeros veían las pérdidas 
que causaba la guerra civil y procuraron el ave- 
nimiento de los contendientes, sin embargo, los 


Escena de mercado, Agustín Arrieta, siglo XIX, óleo sobre tela. Museo 
Nacional de Historia, Conaculta, INAH. 


gobiernos no se mostraron dispuestos a oír pro- 
puestas conciliatorias y extremaron las medidas. 
El de Juárez, en Veracruz, habiendo sido amagado 
en marzo de 1859 por las tropas que comandaba 
Miguel Miramón, presidente sustituto y el más jo- 
ven y aguerrido general de la reacción, dictó leyes 
radicales. Con ello mostró la posibilidad de ofre- 
cer garantías a los acreedores, pues comenzó decla- 
rando la nacionalización de los bienes del clero 
el 12 de julio de 1859 y siguió con el programa 
de secularización de la sociedad, arrebatando a la 
Iglesia prerrogativas de orden institucional y de 
importancia en la vida cotidiana. El 23 de julio 
promulgó la ley sobre el matrimonio civil y el 28 
el reglamento para los juzgados del Registro Civil. 


103 


Antes, en la ley de 1857, el matrimonio se recono- 
cía como sacramento administrado por la autori- 
dad eclesiástica, del cual había que informar a las 
autoridades civiles para que tuviera efecto oficial; 
ahora se le consideraba un contrato civil que debía 
celebrarse ante las autoridades gubernamentales. 
El 31 de julio se secularizaron los cementerios, ce- 
sando así la intervención del clero en camposan- 
tos, panteones y criptas; ahora, la encargada sería 
la autoridad civil, siguiendo normas de higiene 
pública. El 11 de agosto se estableció el calendario 
de días festivos y casi al fin de la guerra, el 4 de 
diciembre de 1860 se decretó de manera enfática y 
terminante la ley de libertad de cultos y separación 
de estado e iglesia, que significaba una condena a 
la injerencia eclesiástica en los asuntos de orden 
civil. Esta separación había sido anunciada el 12 
de julio en la ley de nacionalización, en la que se 
se hizo explícita la protección al culto católico y 
a los demás que se establecieran en el país, como 
expresión y efecto de la libertad religiosa. Cesaban 
así las prerrogativas que en la vida social tenía la 
Iglesia católica, entre ellas la convalidación de ac- 
tos públicos por medio del juramento religioso, 
que tantos problemas había ocasionado. De ahí 
a la efectiva aplicación de esos principios legales, 
propios de la república liberal democrática, había 
un abismo que se hizo evidente en la guerra civil. 

El triunfo no dependía de la superioridad 
militar, sino de la ocupación del territorio. Dos 
veces intentó Miguel Miramón adueñarse de Ve- 
racruz para acabar con el gobierno de Juárez y dos 
veces fracasó. Pero los constitucionalistas fueron 
derrotados en Tacubaya, y Miramón, general en 
jefe y presidente sustituto, ordenó la ejecución de 
los oficiales prisioneros, lo que Leonardo Márquez 
cumplió el 11 de abril, fusilando incluso a unos 
estudiantes de medicina, conocidos hoy como los 
Mártires de Tacubaya, que atendían a los heridos. 
El segundo intento de adueñarse de Veracruz tuvo 
lugar al año siguiente, en marzo de 1860: Mira- 


Miguel Miramón, Jesús Corral, 1859, óleo sobre tela. Museo 
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món había comprado a España dos buques de gue- 
rra para llevar a cabo la captura del puerto, pero 
el gobierno de Juárez, reconocido ya por el de 
Estados Unidos, consiguió que fueran intercep- 
tados por una fragata de guerra norteamericana, 
considerándolos como piratas. Miramón tuvo que 
levantar el sitio y volver al interior, donde las fuer- 
zas constitucionales iban ganando espacios im- 
portantes. Fue derrotado en Silao y, finalmente, 
en Calpulalpan, el 22 de diciembre de 1860, por 
Jesús González Ortega, quien entró a la ciudad de 
México el día 25. En enero de 1861 el gobierno 
del presidente Juárez se asentaba en la capital don- 
de enfrentaría discordias internas y una adversa 
situación internacional. 

Durante la guerra, los contendientes exigieron 
impuestos extraordinarios y préstamos forzosos y 
dispusieron de recursos destinados al extranjero. 
Manuel Doblado, gobernador de Guanajuato, se 
adueñó de la conducta inglesa en 1859 y el go- 
bierno de Juárez tuvo que devolver 400 000 pe- 
sos pertenecientes a súbditos británicos. En 1860, 
Leonardo Márquez entró en la legación británica 
y dispuso de 600 mil pesos, lo que costó el reco- 
nocimiento al gobierno de Miramón. 

Otros intentos se dieron por la vía diplomáti- 
ca tratando de conseguir el apoyo de los gobiernos 
extranjeros. En octubre de 1859, Juan Nepomuce- 
no Almonte, representante del gobierno de Mira- 
món, firmó con el gobierno español un tratado en 
virtud del cual México se comprometía a castigar 
a los culpables de las muertes de españoles perpe- 
tradas años atrás en Chiconcuac, en San Vicente 
y en Durango, a indemnizar a los perjudicados y 
a cumplir con los compromisos contraídos en la 
convención de 1853. Por su parte, el gobierno de 
Juárez firmó el 14 de diciembre un tratado com- 
prometiendo el derecho de paso de tropas norte- 
americanas por los estados del norte y por el Istmo 
de Tehuantepec. Este acuerdo, conocido como el 
Tratado Mac Lane-Ocampo, no fue aprobado por 
el Senado de Estados Unidos, pero al igual que 
el gobierno de la reacción, el constitucional tuvo 
que enfrentar las acusaciones de entreguista y las 
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reclamaciones diplomáticas por los daños causa- 
dos y compromisos contraídos durante la guerra. 
En 1860, Miramón celebró un ruinoso contrato 
con el banquero suizo Juan Bautista Jecker, reco- 
nociendo un préstamo de 15 millones de pesos, de 
los cuales sólo recibió 750 mil en efectivo. 


La intervención extranjera, 1861-1863 

Al llegar Juárez a la ciudad de México, desconoció 
los acuerdos y deudas del gobierno de Zuloaga y 
de Miramón y expulsó a los representantes de Es- 
paña, de Guatemala y de Ecuador, al nuncio papal, 
al arzobispo de México y al obispo de Michoacán 
por su abierta participación a favor del gobierno 
del Plan de Tacubaya. Con otros representantes 
y dignidades disimuló para no agravar la situa- 
ción. Enfrentó a quienes en el congreso exigían 
la entrega inmediata del poder y logró ser elegido 
presidente constitucional y tener las facultades ex- 
traordinarias que exigían las condiciones críticas 
del gobierno. La reacción seguía activa: bandas de 
guerrilleros recorrían el interior del país y asola- 
ban los caminos. En junio de 1861, las fuerzas de 
Márquez fusilaron a Melchor Ocampo, a Santos 
Degollado y a Leandro Valle. 

Había que responder a los gastos más urgen- 
tes, como el pago al ejército activo y a los emplea- 
dos. En julio de 1861 el gobierno declaró una 
moratoria disponiendo que se quedaría con los 
ingresos de las aduanas destinados al pago de la 
deuda extranjera. Los representantes de Francia e 
Inglaterra pidieron sus pasaportes, dando por ter- 
minadas las relaciones diplomáticas. A finales de 
octubre, Francia, España e Inglaterra celebraron 
la convención de Londres, de la que resultó un 
plan de ocupación para asegurar los derechos de 
sus ciudadanos residentes en México y el pago 
de las deudas contraídas por el gobierno de Méxi- 
co. Las tropas enviadas para tal efecto llegaron a 
las costas mexicanas en diciembre: España envió 
seis mil hombres, Inglaterra sólo 700 y Francia 
siete mil, que desembarcaron en Veracruz sin en- 
contrar resistencia. El gobierno mexicano expidió 
la ley del 25 de enero de 1862, en la que se decla- 


raba enemigos a los invasores y traidores a quienes 
secundaran sus acciones. Al mismo tiempo, el go- 
bierno se dispuso a negociar y envió al secretario 
de Relaciones, Manuel Doblado, para tratar con 
la comisión tripartita que presidía el general espa- 
ñol Juan Prim, liberal, casado con una mexicana 
sobrina del secretario de Hacienda, José González 
Echeverría, y con intereses comerciales en México. 
En España había manifiesta simpatía por la inter- 
vención política para apoyar el establecimiento de 
una monarquía con príncipe español, pero Prim 
se mantuvo firme contra la invasión. Llegó a un 
acuerdo con Doblado, por el cual se permitía a las 
tropas trasladarse de la costa a Orizaba y Córdoba 
para evitar los estragos del “vómito prieto” (fiebre 
amarilla), con el compromiso de que se retirarían 
en caso de no pactarse el arreglo del conflicto. Do- 
blado convenció a los comisionados de la disposi- 
ción del gobierno para pagar la deuda una vez su- 
peradas las urgencias que habían llevado a la mo- 
ratoria. Inglaterra y España respetaron el acuerdo 
y retiraron sus tropas, no así Francia, que hizo 
llegar refuerzos con ánimo de ocupar el país, pues 
el emperador Napoleón III deseaba establecer en 
México una monarquía con un príncipe católico, 
siguiendo planes que de tiempo atrás venían fra- 
guándose aquí y allá. El emperador de los france- 
ses se sentía llamado a salvar a la raza latina frente 
al expansionismo angloamericano y la oportuni- 
dad se ofrecía ahora que Estados Unidos entraba 
en una gran guerra civil, En 1861, 13 estados su- 
reños se confederaron para independizarse de la 
Unión. La lucha prometía ser prolongada, lo que 
dejaba libre el camino a las fuerzas europeas para 
intervenir en el continente americano. Los mexi- 
canos que animaban la intervención monarquista 
aseguraban en Francia que las tropas francesas se- 
rían aclamadas como libertadoras de la nación. 
Las cosas no resultarían tan fáciles. En 1862, 
con el control del camino que unía la costa con 
el Altiplano, los franceses atacaron la ciudad de 
Puebla, de donde fueron obligados a retirarse el 5 
de mayo por las tropas comandadas por el general 
Ignacio Zaragoza. La derrota no implicó mayores 
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pérdidas, pero sí fue un serio contratiempo para el 
mejor ejército del mundo, que se vio obligado a 
esperar refuerzos. Al año siguiente, cerca de 30 mil 
franceses y contingentes mexicanos avanzaron so- 
bre Puebla, defendida por el general Jesús Gonzá- 
lez Ortega, gobernador de Zacatecas y militar im- 
provisado, como tantos otros de la guerra civil. La 
ciudad cayó después de dos meses de sitio, el 17 
de mayo de 1863. La derrota sufrida por los fran- 
ceses el año anterior había sido, en realidad, una 
retirada, y su poderoso ejército volvió imponiendo 
su superioridad en un país que quince años atrás 
había mostrado debilidad y anarquía. La situación 
era distinta ahora: prevalecía el espíritu nacional 
que, como antes se dijo, faltaba en 1847. Pero lo 
había no sólo del lado constitucional republicano, 
sino también entre quienes con el auxilio extran- 
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jero trataban de establecer una monarquía. Así, en 
aquella intervención que llevó al establecimiento 
del Segundo Imperio se prolongaría, agravándose, 
la guerra civil que consumía al país desde 1858. 


El Segundo Imperio, 1863-1867 

Los franceses ocuparon los principales puertos del 
Golfo y del Pacífico. Juárez abandonó la capital a 
fines de mayo de 1863 y estableció el gobierno de 
la República en San Luis Potosí, desde donde lla- 


Nombramiento de Melchor Ocampo como ministro plenipotenciario 
autorizado para celebrar tratado con Estados Unidos, 1859. Archivo 


Histórico Genaro Estrada, Secretaría de Relaciones Exteriores. 


Páginas siguientes: Al centro, José María Gutiérrez Estrada, 
encabeza la Comisón que ofreció el gobierno de México a 
Maximiliano de Hasburgo, Malovich, 1864. Colección particular. 
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mó a organizar la guerrilla. El comandante Forey y 
sus aliados mexicanos entraron el 10 de junio a la 
ciudad de México y organizaron el gobierno provi- 
sional. La Asamblea de Notables, de 235 personas, 
votó por la monarquía moderada, hereditaria, con 
un príncipe católico, y la ofreció a Maximiliano 
de Habsburgo, archiduque de Austria. Mientras, 
gobernaría la regencia formada por tres notables: 
el recién nombrado arzobispo de México, Antonio 
Pelagio Labastida y Dávalos, quien se encontra- 
ba en Roma y cuyo lugar ocupó el obispo de Tu- 
lancingo, Juan Bautista Omachea, y los generales 
Juan Nepomuceno Almonte y Mariano Salas. 

Entre los partidarios de la monarquía había 
gente de distintas posiciones: reaccionarios, san- 
tanistas convencidos de la necesidad de una dicta- 
dura militar y liberales moderados, para quienes la 
monarquía era una forma de realizar los principios 
de libertad, propiedad y seguridad. Esa diversidad 
salió a la luz cuando Forey hizo saber que se res- 
petarían los derechos de quienes habían adquirido 
bienes de la Iglesia, lo que ratificó su sucesor en 
el mando, el mariscal Francisco Aquiles Bazaine. 
El arzobispo Labastida se opuso, mientras que 
Almonte y Salas estuvieron de acuerdo. El des- 
concierto era grande. Había que esperar a que el 
soberano decidiera. 

Maximiliano, hermano del emperador Fran- 
cisco José, nació en 1832. Era un hombre ilustra- 
do, partidario de los principios liberales. Casado 
con la hija del rey Leopoldo de Bélgica, Carlota 
Amalia, vivía en el castillo de Miramar, dedicado 
a sus afanes científicos y artísticos. Ahí recibió a 
la comisión que le ofreció el trono y condicionó 
su aceptación al llamado de la nación mexicana 
manifiesto en testimonios, lo que no fue difícil 
conseguir, y así, el 10 de abril de 1864, aceptó. 
Este paso fue acordado con Napoleón III, a quien 
había confiado el proyecto liberal de su gobierno. 
“No es con la libertad parlamentaria con la que 
se regenera un país —contestó el emperador de 


Batalla de Puebla, anónimo, 1870, óleo sobre tela. Museo 
Nacional de las Intervenciones, Conaculta, INAH. 
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los franceses a Maximiliano—. Lo que falta en 
México es una dictadura liberal, es decir, un po- 
der fuerte que proclame los grandes principios de 
la civilización moderna, tales como la igualdad, la 
libertad civil y religiosa, la probidad de la admi- 
nistración, la equidad y la justicia”. En esto mu- 
chos estaban de acuerdo, como se haría evidente 
una vez llegado Maximiliano al trono del Imperio 
mexicano. 

Maximiliano desembarcó en Veracruz el 29 
de mayo de 1864. Traía el proyecto liberal de go- 
bierno y obligaciones y deudas con las potencias 
europeas. En el Tratado de Miramar, Napoleón III 
prometía apoyarle con 25 mil soldados y ocho mil 
hombres de la Legión Extranjera y a otorgarle un 
préstamo de 184 millones de pesos, delos cuales 
Maximiliano sólo recibiría ocho. El resto se dedi- 
caría al gasto de las tropas francesas y a las que se 
reclutaran en el país, y al pago de la deuda extran- 
jera. En la inglesa, que era la más considerable, 
se incluía la generada por el préstamo de Jecker 
a Miramón. En los acuerdos secretos, Napoleón 
HI se comprometió a mantener 20 mil hombres 
en México hasta 1867, tiempo más que suficiente 
para la afirmación del Imperio. 

Antes de viajar, Maximiliano y Carlota visi- 
taron a Pío IX, de quien recibieron la bendición. 
El papa no ignoraba las inclinaciones liberales del 
príncipe, pero confiaba en que daría satisfacción a 
las demandas del clero mexicano, reintegrándole 
los bienes nacionalizados y protegiendo el catoli- 
cismo como culto de estado. En esa época la iglesia 
mexicana se encontraba en un proceso de reorga- 
nización episcopal. Desde el siglo xvi se señaló 
la necesidad de dividir los obispados de Nueva 
España pero no se hizo entonces. En 1855 se des- 
prendió del obispado de Michoacán el de San Luis 


Retrato de Don Maximiliano y Doña Carlota, Emperador y 
Emperatriz de México, ca. 1870. Museo Regional de Guanajuato 
Alhóndiga de Granaditas. 
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Potosí; en 1863 se creó el de Veracruz, y en 1864, 
con el apoyo de los obispos mexicanos exiliados 
en Roma, se hizo una división y se erigieron los 
arzobispados de Guadalajara y de Michoacán con 
nuevos obispados sufragáneos. 

Todo parecía favorable a la restauración del 
orden tradicional y en diciembre de 1864 llegó a 
la capital del nuevo Imperio el nuncio Pedro Fran- 
cisco Meglia, portador de una carta de Pío IX, en la 
que pedía la intolerancia de cultos y la restitución 
de los bienes nacionalizados como condición para 
la firma de un concordato. Por su parte, Maximi- 
liano pretendía el patronato y exigía la protección 
del culto, cuyos gastos debían correr por cuenta del 
erario, afirmaba la libertad religiosa y el respeto 
a los derechos legalmente adquiridos sobre los 
bienes nacionalizados, considerando que las recla- 
maciones debían ser revisadas por el Supremo 
Tribunal del Imperio. Esto provocó la renuncia 
de varios magistrados que se negaron a conocer de 
esos asuntos y, finalmente, la salida del nuncio en 
mayo de 1865. 

Ese año se dio a conocer la legislación del Im- 
perio, dictada por el emperador, sobre la base de 
un claro signo liberal. Se dividió el territorio en 
50 departamentos, trazados por Manuel Orozco 
y Berra, siguiendo el proyecto esbozado por Lu- 
cas Alamán en 1852. En cuanto a las autoridades, 
serían nombradas por el emperador. Sólo en los 
ayuntamientos municipales habría elecciones para 
renovar la mitad de sus miembros cada año. En los 
otros ámbitos no había órganos representativos, 
pero se crearon cuerpos consultivos que permitían 
el acercamiento a la sociedad y el conocimiento de 
sus problemas. Se estableció la Junta Protectora 
de las Clases Menesterosas, presidida por el juris- 
consulto nahuatlato Faustino Galicia Chimalpo- 
poca, para oír quejas y elaborar dictámenes. La 
mayoría de los casos atendidos correspondieron 
a pueblos afectados por la desamortización y el 
despojo de sus tierras. La visita a los pueblos de 
indios, encabezada por el mismo Galicia Chimal- 
popoca, buscaba resolver las injusticias. Se dicta- 
ron leyes sobre la reparación de daños causados 
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por los ganados en los sembradíos de los pueblos; 
sobre el arreglo de conflictos por tierras; sobre la 
restitución y respeto del fundo legal, y sobre los 
espacios de uso público y recursos comunales. Por 
una ley de 1866, el reparto de tierras otorgaba la 
propiedad a los vecinos de los pueblos, tratando 
de armonizar el interés de las comunidades y la 
propiedad individual. Esas disposiciones fueron 
publicadas en español y en náhuatl. 

Esta fue una novedosa política social para los 
indígenas, que no se había dado en los regímenes 
republicanos. Por lo que hace a ordenamientos ge- 
nerales, cabe mencionar la restauración de la Ley 
para el Arreglo de lo Contencioso Administrati- 
vo de 1853; del Código de Comercio de 1854; 
la promulgación de la Ley sobre Instrucción Pú- 


“Así como el Sr. Juárez anda por todas partes”, Doña Clara, 1865. 
Archivo General de la Nación. 
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blica, que recogía el plan comprensivo de 1854 al 
lado de disposiciones sobre museos, academias y 
fomento de la cultura y la educación más allá de 
las escuelas. 

Esfuerzo interesante fue el de la promulgación 
de los primeros artículos del Código Civil con in- 
novaciones como los derechos de la mujer sobre la 
patria potestad y el reconocimiento y legitimación 
de los hijos habidos fuera de matrimonio, puntos 
en los que se advierte la continuidad del proyecto 
liberal. Otro empeño fue el de las comunicacio- 
nes, particularmente la construcción del ferroca- 
rril México-Veracruz, obra iniciada por gobiernos 
anteriores e impulsada por el del Imperio hasta 
completar las dos terceras partes. 

Al tiempo que se expresaba en la legislación el 
proyecto de aquel imperio, cuyo lema era “Equi- 
dad en la justicia”, se definía su futuro en el apoyo 
militar de Francia. Confiando en los deseos de la 
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sociedad que buscaba la paz política, Maximilia- 
no procuró evitar rivalidades entre militares am- 
biciosos y protagónicos. Miramón fue enviado a 
Prusia y Márquez a Turquía y Tierra Santa para 
cumplir comisiones que eran, en realidad, destie- 
rro, y para dejar el mando al mariscal Bazaine. 30 
mil franceses y 20 mil mexicanos al servicio del 
Imperio fueron ocupando el territorio gracias a la 
superioridad de aquel ejército profesional y bien 
provisto, auxiliado por cuerpos especializados en 
el combate a la guerrilla, como el que mandaba el 
coronel Charles Dupin. 

Ante el avance del enemigo, la República per- 
dió los nueve estados que a principios de 1864 
habían declarado su lealtad (Guerrero, Nuevo 
León-Coahuila, Tamaulipas, Chihuahua, Sinaloa, 
Sonora, Colima, Tabasco y Chiapas), quedando 
reducida a los espacios que ocupaba en el norte 
y dependiendo de la buena voluntad de goberna- 
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dores, celosos de su autonomía y recursos. Juá- 
rez abandonó San Luis Potosí, llevando consigo 
el archivo nacional, para establecer el gobierno 
en Monterrey, pero se encontró con la mala dis- 
posición de Santiago Vidaurri, cacique y gober- 
nador de Nuevo León-Coahuila. Reaccionó el 
Presidente separando Coahuila de Nuevo León, a 
mediados de agosto, y disponiendo que los ingre- 
sos aduanales pasaran a la hacienda de la Repúbli- 
ca. Vidaurri salió al extranjero de donde volvería 
para unirse al Imperio, con el que vio su fin en 
1867. Mientras tanto, la suerte del gobierno re- 
publicano se iba haciendo más difícil. Las tropas 
comandadas por Jesús González Ortega fueron 
derrotadas en Majoma; Juárez salió de Monterrey 


Benito Juárez jugando cartas con Henry J. Coniffe y W. W: Mills, 
entre otros. Colección Recinto Homenaje a 
Don Benito Juárez, SHCP. 
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y estableció el gobierno en Chihuahua, donde fue 
bien recibido por el gobernador Luis Terrazas y 
donde permaneció cerca de un año, cuando tuvo 
que salir para refugiarse en la villa fronteriza de 
Paso del Norte. Se dijo entonces que Juárez había 
abandonado el territorio nacional y que, faltando 
el gobierno republicano, los cuerpos que luchaban 
en su nombre debían ser tratados como gavillas de 
bandidos y sus miembros como reos sometidos al 
fuero militar y, de encontrárseles culpables, debía 
aplicárseles la pena de muerte. Tal fue el decreto 
expedido por el Imperio el 3 de octubre de 1865, 
contraparte del que expidiera el gobierno de Juá- 
rez el 25 de enero de 1862. 

Con la rendición de las fuerzas confederadas 
del sur, en abril de 1865 terminó la guerra civil de 
Estados Unidos. El gobierno de la Unión queda- 
ba en posibilidad de enfrentar la intervención de 
Francia en América. La decisión la hizo pública el 
presidente Andrew Johnson en su informe inaugu- 
ral al congreso en diciembre, al declarar el retorno 
a la doctrina Monroe; el secretario de Estado Wi- 
lliam H. Seward presionó para lograr el retiro de 
las tropas que ocupaban México y el ministro 
francés, tratando de sacar ventaja de lo que no ad- 
mitía contradicción, indicó que su ejército saldría 
el otoño de 1866 si Estados Unidos reconocía al 
Imperio. Pero Francia no estaba en posibilidad de 
imponer condiciones y menos lo estuvo después 
de la derrota que sufrieron los austriacos en Sa- 
dowa, a manos de los prusianos en julio de ese 
año. El cambio en el equilibrio de fuerzas dejaba a 
Francia frente a un enemigo poderoso, por lo que 
decidió retirar sus tropas de México entre noviem- 
bre de 1866 y febrero de 1867. 

Si bien el segundo semestre de 1865 parecía 
favorable al gobierno de la República en lo relativo 
al acomodo de fuerzas en el exterior, la situación 
interna era muy difícil. El gobierno de Estados 
Unidos no autorizó la venta de armas y las que 


Batalla del 2 de abril. Díaz da instrucciones a sus tropas, José 
Cusachs, 1912, óleo sobre tela. Museo Nacional de Historia, 
Conaculta, INAH. 
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se consiguieron hubo que adquirirlas clandestina- 
mente y a un alto precio. El partido liberal daba 
muestras de agotamiento y de rivalidades internas. 


Después de la derrota de Majoma, la relación en- 
tre González Ortega y Juárez se deterioró; siendo 
aquél presidente de la Suprema Corte de Justicia 
y vicepresidente de la República, reclamó el cargo 
de presidente al acercarse diciembre en 1864. Se le 
hizo ver que el periodo de Juárez se había prorro- 
gado dada la situación de guerra y salió del país 
para radicar en Nueva Orleáns, alegando que pro- 
curaba recursos para continuar la lucha. El 8 de 
noviembre de 1865, previendo un reclamo seme- 
jante al del año anterior, Juárez expidió un decreto 
en el que declaraba que su mandato se prolongaría 
hasta que se normalizara la situación y fuera po- 


Últimos momentos del emperador Maximiliano de México, Jean Paul 
Laurens, 1882, óleo sobre tela. Museo de Orsay / Art Resource, 
N.Y. 


sible realizar elecciones. González Ortega intentó 
regresar al país para reclamar la presidencia pero 
fue detenido en Brownsville. Juárez le señaló co- 
mo desertor, pues había abandonado el país, sin 
previa licencia, teniendo el mando de las fuerzas 
armadas. Esta decisión de Juárez dividió al partido 
liberal. Lo justificaron y quedaron de su lado per- 
sonajes clave en la defensa militar; se alejaron de 
él civiles que le habían seguido lealmente durante 
décadas. Lo cierto es que Juárez obró políticamen- 
te en una situación de emergencia nacional. 

La salida de las tropas francesas se anunció 
en enero de 1866. En junio, Juárez estableció el 
gobierno de la República en Chihuahua y en di- 
ciembre ya estaba en Durango. El fin del Imperio 
era inevitable. En vano la emperatriz Carlota había 
viajado a Francia para reclamar a Napoleón III el 
cumplimiento de la promesa de apoyo militar. Vi- 
sitó a Pío IX cuando ya había perdido la razón y así, 
retirada en Europa, sobreviviría a Maximiliano se- 
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senta años (murió en 1927). Vanos fueron también 
los proyectos de ayuda al desvalido emperador. Es- 
tados Unidos estaba dispuesto a impedir cualquier 
intervención de las potencias europeas en América 
y, por lo demás, aquellas potencias tenían bastante 
en qué ocuparse ante el reacomodo de fuerzas al 
que llevaba la unificación del imperio alemán. 

En octubre de 1866 Maximiliano viajó a Ori- 
zaba, acompañado de su Consejo de Ministros. 
Quería ver la marcha de los trabajos del ferrocarril 
México-Veracruz y considerar la posibilidad de 
abdicar y regresar a Europa, dejando un gobier- 
no provisional que, como otros, debía convocar a 
un congreso para reconstituir la nación. Razones 
personales y el parecer del Consejo reunido el 8 
de noviembre (ocho votos contra 10), le.obligaron 
a permanecer en el país y a defender el Imperio 
con su ejército mexicano. Miramón y Márquez, 
ya de regreso, fueron los principales jefes de las 
fuerzas que en diciembre de aquel año mantenían 
cuatro plazas fuertes: Veracruz, Puebla, Querétaro 
y Morelia. La primera y la última las perdieron en 
febrero de 1867, cuando Maximiliano se atrinche- 
ró en Querétaro para defender un territorio que 
se limitaba sólo a las ciudades de Puebla y Méxi- 
co. Puebla cayó en poder de las tropas de Porfirio 
Díaz el 2 de abril; Querétaro, después de tres 
meses de sitio por las tropas que comandaba Ma- 
riano Escobedo, cayó el 15 de mayo, y México el 
21 de junio, dos días después de la ejecución de 
Maximiliano, Miramón y Mejía en el Cerro de las 
Campanas. Los tres fueron juzgados conforme a la 
ley del 25 de enero de 1862. 

Esa ley era una espada de Damocles que se le- 
vantaba sobre los habitantes del país que vivieron 
los años de la guerra en los territorios ocupados 
por el enemigo, sin ofrecer resistencia, particular- 
mente sobre los funcionarios que habían recibido 
nombramientos o que simplemente continuaron 
desempeños que ya ejercían, bajo la autoridad del 
Imperio. Llegaba la hora de los juicios y de la di- 
fícil reconciliación después de aquella guerra civil 
que se prolongó bajo la sombra y con el auxilio 
de la intervención militar extranjera. De ella había 
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salido un partido liberal triunfante y legitimado 
como nacional, pues había dado la batalla y derro- 
tado a la reacción extranjerizante. 


La vida cultural 

Ganar la guerra de Reforma significó, para los ven- 
cedores, la necesidad de evitar, por siempre, una 
mentalidad que propiciara el apego a principios 
de intolerancia e imposición de políticas favora- 
bles a la iglesia. Para lograrlo, había que cambiar 
el sistema educativo. Si no se podía reeducar a la 
población adulta, quedaba el remedio de instruir 
a los niños en un sano escepticismo respecto a la 
religión. Ignacio Ramírez llevó la delantera en este 
esfuerzo. Como el primer ateo oficial mexicano 
(había declarado su incredulidad en su discurso 
de ingreso a la Academia de Letrán en 1836), 
no le fue difícil decretar en el Distrito Federal y en 
los territorios, siendo ministro de Justicia e Ins- 
trucción Pública, que las clases de religión fueran 
ahora de moral, así a secas, y de urbanidad. Al mis- 
mo tiempo se impuso el uso del sistema métrico 
decimal (dejando atrás, oficialmente pero no en la 
práctica, cuartillos, arrobas, leguas, varas, etc.) y el 
catecismo político de Nicolás Pizarro. Con esto, 
el proceso de secularización daba otro paso hacia 
adelante. También se intentó llevar a la práctica 
las Leyes de Reforma ya mencionadas, más otras 
como la prohibición de las procesiones y el uso de 
las vestimentas religiosas en la calle. Pronto lle- 
garían los decretos de exclaustración de frailes y 
monjas, la destrucción de edificios eclesiásticos 
y de fondos culturales irreemplazables. Pieza no- 
table de estos años fue el plan de estudios de di- 
ciembre de 1854, en el que se dispuso el orden, la 
atención y los medios de un sistema que abarca- 
ba desde la educación primaria hasta la que debía 
impartirse en escuelas superiores, y lo relativo al 
ejercicio de las profesiones, pasando por los estu- 
dios secundarios y los preparatorios, todos ubi- 
cados en el Distrito Federal. En escala menor, se 
retomaba la estructura académica estipulada en 
1843 durante los años del centralismo para toda 


la República. 
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Los acontecimientos de la década propiciaron 
la publicación de obras que reflejaban las angus- 
tias políticas y también los gustos románticos. A 
pesar de las facciones en guerra, en 1858 salió a 
la luz el Atlas geográfico, estadístico e histórico de 
Antonio García Cubas, seguido poco después por 
el primer tomo de los Documentos para la historia 
de México de Joaquín García Icazbalceta. Circula- 
ron impresos los poemas de Manuel Carpio y el 
libro de Manuel Ramírez Aparicio, Los conventos 
suprimidos en México, que se refería a uno de los 
momentos que más repercutió en la imaginación 
popular. Además de las novelas costumbristas que 
aparecían para deleite del público lector y del au- 
ditorio que escuchaba la lectura en voz alta, siguió 
en aumento el número de periódicos, tanto del 
centro como de algunas ciudades de provincia. 


Teatro de San Luis Potosí, P. Romero, siglo XIX, acuarela sobre 
papel. Museo Regional Potosino, Conaculta, INAH. 


Los años setenta verían publicadas las obras histó- 
ricas de Niceto de Zamacois. 

Estuvieron en el poder, durante esta década, 
hombres que hicieron caso omiso de las piadosas 
enseñanzas de su juventud. Era una generación 
que todavía había nacido bajo el antiguo artículo 
tercero de la Constitución de 1824, que declaraba 
como religión oficial el catolicismo, mismo que 
el Estado protegería con leyes justas y sabias. En 
lugar de esto, para 1860, se separaron los asuntos 
de estado e iglesia y se le quitaron a ésta, por lo 
menos en el papel, los privilegios legales de que 
había disfrutado. Los actores de esta generación, 
abogados y militares sobre todo, se aferraban a 
una visión nostálgica del pasado o se apasionaban 
por una visión utópica del futuro. Ninguno fue 
capaz, con la posible excepción de Juárez, de na- 
vegar entre los dos y lograr un progreso material 
que redundara en mejores condiciones de vida y 
de trabajo para la gran mayoría de la población. 
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Las continuas revueltas, los ataques de gavillas y 
la intervención francesa significaron una década 
de guerra, inseguridad, robos, asesinatos, destruc- 
ción de la infraestructura del país y obstáculos 
para estudiar con calma, construir caminos y fá- 
bricas, sembrar, transportar mercancías, elevar la 
producción minera y llevar a cabo las actividades 
económicas que dieran de comer a la población y 
fueran un sostén viable para el gobierno. 

Maximiliano hizo posible, gracias a la fotogra- 
fía, vender la imagen de un gobernante que ne- 
cesitaba ganar la voluntad popular. El emperador 
también recurrió a la pintura, a las litografías y 
a la prensa periódica para dar a conocer su ima- 
gen, como ninguno lo había hecho anteriormente 
en México. Los habitantes de las ciudades, sobre 
todo la capital, siguieron la tradición de levantar 
arcos de triunfo para el paso de los emperadores, 
que fueron diseñados por los artistas o arquitectos 
del momento. Durante el Imperio se fundó una 
Comisión Científica, Literaria y Artística, con 
una sección dedicada a las bellas artes. Esta Comi- 
sión publicó, posteriormente, trabajos de impor- 
tancia para la investigación científica. Maximiliano 
promovió el mejoramiento de la infraestructura de 
la ciudad, el empedrado de las calles, el alumbrado 
de gas, los relojes eléctricos, la reparación de ca- 
ñerías y acequias, y la construcción de mercados 
y mataderos. 

El retrato alcanzó un gran desarrollo en la ciu- 
dad de México y también en provincia. En Vera- 
cruz el pintor José Justo Montiel y otro anónimo, 
en Xalapa, legaron retratos de la burguesía local 
que forman parte, actualmente, del tesoro artísti- 
co del estado. En Puebla trabajó Agustín Arrieta, 
pintando escenas costumbristas, bodegones y re- 
tratos. Perteneciente a la “Escuela de Guadalaja- 
ra”, José María Estrada hizo una enorme cantidad 
de retratos, bastante sombríos, con algunos datos 
del personaje retratado en el cuadro mismo, al es- 
tilo virreinal. El guanajuatense Juan Nepomuce- 
no Herrera pintaba retratos románticos, con más 
escuela que los de Estrada. Y un pintor que gusta 
mucho hoy día, de una ingenuidad encantadora, 
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fue Hermenegildo Bustos, “un hombre renacen- 
8 
tista en pleno siglo xIx”; él logró democratizar el 


retrato, ya que lo sacó de los grandes salones y lo 
instaló en la humilde sala del pequeño comercian- 
te. La gente le encargaba a Bustos algún retrato 
para adornar su casa, sin invertir más que si hu- 
biera sido una fotografía. Son representaciones de 
gran realismo, hechas de materiales económicos, 
que incluyen gran cantidad de retratos tanto de 
niños vivos como de muertos. 

Otros medios para expresar el arte se fueron 
desarrollando durante la segunda mitad del siglo. 
La litografía, en manos de extranjeros y después de 
mexicanos, se perfeccionó después de su introduc- 
ción en los años de 1820. Se agregó al arsenal re- 
productor de imágenes el daguerrotipo, antecesor 
de la fotografía. Se supone que una de las primeras 


Autorretrato, Hermenegildo Bustos, 1891, óleo sobre lámina. 
Museo Regional de Guanajuato, Conaculta, INAH. 


123 


ANDRÉS LIRA Y ANNE STAPLES 


124 


DEL DESASTRE A LA RECONSTRUCCIÓN REPUBLICANA, 1848-1876 


SE ES cámaras fotográficas la trajo Frances Calderón de 
la Barca, en 1839, cuando llegó acompañando a 
su marido, el primer ministro plenipotenciario de 
España en México. 

El teatro siguió siendo una pasión de los mexi- 
canos citadinos, sobre todo los de la capital. El 
Teatro Nacional tenía su propio pintor de esceno- 
grafías y perspectivas, el francés Eduardo Riviere. 
Tanto él como sus compatriotas y otros pintores 
europeos que trabajaban en México en esa época 
solían exponer en la Academia de San Carlos cua- 
dros de escenas nacionales y los socorridos temas 
religiosos y tradicionales. Eduardo Pingret, Pele- 
grín Clavé y Juan Cordero fueron nombres que so- 
naban en el universo de las exposiciones artísticas. 


La actividad económica 

El comportamiento de la economía fue muy dis- 
parejo. Después de una lenta recuperación, que en 
1856 permitió a las compañías mineras producir 
casi tanto como en el año culminante de 1810 
(26 millones de pesos frente a los 27 millones al 
comenzar la guerra de Independencia), la minería 
sufrió un estancamiento que se prolongó durante 
dos décadas, debido a la inestabilidad política. El 
mayor grado de bienestar que se había logrado en 
los años de 1850 también se perdió, al bajar el PIB 
per cápita a los niveles de principios de siglo. La 
agricultura, sobre todo la de subsistencia, siguió 
casi el mismo ciclo, así como el valor de las pro- 
piedades rurales, que estuvo a la baja entre 1860 y 
1875. Sin embargo, se cosechó lo suficiente para 
que el país no sufriera hambrunas de la magnitud 
de las virreinales. La escasa producción de bienes 
como la caña confirma la recesión en algunos sec- 
tores entre 1851 y 1875. Reflejo del mismo fenó- 
meno es el hecho de haber reducido el número de 
ingenios azucareros de 46 en 1851 a 26 en 1870. 
Y sin embargo, una región del país, Yucatán, vivió 
el incipiente crecimiento de su industria heneque- 
nera, lo que benefició a grandes propietarios, al 


La Colegiata de Guadalupe, Luis Coto, 1859, óleo sobre tela. 
Museo Nacional de Arte, Conaculta, INBA. 


125 


ANDRÉS LIRA Y ANNE STAPLES 


tiempo que agravó la situación de las comunida- 
des indígenas, golpeadas por la guerra de castas. 
La industria textil creció poco durante la recesión, 
después de avances irregulares a partir de la década 
de los cuarenta. 

El problema de la deuda pública externa no tuvo 
solución. Los gobiernos de Gran Bretaña, Francia 
y España insistieron en añejas reclamaciones y en 
1867, al asumir nuevamente la presidencia Beni- 
to Juárez, se rompieron las relaciones diplomá- 
ticas con los tres países y se volvió a suspender el 
pago de la deuda. No se alcanzaría a resolver este 
espinoso asunto hasta los gobiernos de Díaz y de 
Manuel González. 

Sin embargo, hubo logros. El ministerio de 
Fomento, durante el reinado de Maximiliano, 
procuró reparar los daños producidos por la gue- 
rra. Nuevamente se intentaron componer caminos 
y puentes, dedicándoles 60% del presupuesto, o 
sea 1 200 000 pesos. Si no se ejerció esta cantidad, 
por no tener las recaudaciones proyectadas, por lo 
menos se construyó el ferrocarril hasta Orizaba y el 
de la Villa de Guadalupe. Se programó continuar 
el tendido de líneas telegráficas y vías de ferrocarril 
e introducir el agua potable a las ciudades, pero no 
fue posible debido al continuo estado de guerra 
durante los tres años del Segundo Imperio. 


1867-1876 


La población creció ininterrumpidamente a partir 
de esta década. De 8 800 000 habitantes, llegó a 
los 9 400 000 en 1880 y rebasó los 12 millones 
a fines del siglo xix. Para entonces se había logrado 
restablecer el orden interior y normalizar las rela- 
ciones exteriores del país. La década que ahora nos 
ocupa fue el tramo más difícil en ese camino. 


Constitución y gobernabilidad: 

hacia el liberalismo conservador 

El presidente Juárez entró a la ciudad de México el 
15 de julio de 1867. A mediados de agosto convocó 
a elecciones para renovar los supremos poderes de 


la Unión, dando por terminada la irregularidad de 
los tiempos de guerra. En la convocatoria llamaba 
a la reconciliación, levantaba sanciones previstas 
en la ley para quienes habían desempeñado cargos 
ordinarios al servicio del Imperio, no así a los al- 
tos funcionarios, También restableció los derechos 
ciudadanos para los miembros del clero, quienes 
podían votar y ser votados como diputados pero 
no desempeñar cargos como funcionarios. 

Consciente de las limitaciones que imponía la 
Constitución de 1857 al gobierno, Juárez convocó 
a los ciudadanos para que en el mismo acto de la 
elección manifestaran su aceptación o rechazo a la re- 
forma de esa carta sin pasar por las legislaturas esta- 
tales, como exigía el artículo 127 de la misma. Las 
propuestas eran: 1) el legislativo federal integrado 
por dos cámaras (el restablecimiento del Senado); 
2) el veto presidencial; 3) que las relaciones entre 
el ejecutivo y el legislativo fueran por escrito y no 
verbales y sin obligación de comparecencia; 4) res- 
tricciones a la Comisión Permanente del Congreso 
para convocar a sesiones extraordinarias, y 5) sobre 
el modo de prever la sustitución del presidente, en 
caso de su falta y de ausencia del presidente de la 
Suprema Corte de Justicia. Eran medidas plantea- 
das desde tiempo atrás como inaplazables y que, 
en ese momento de competencia electoral, provo- 
caron el rechazo y se usaron como bandera de lu- 
cha por parte del rival de Juárez, el general Porfirio 
Díaz, quien perdió la elección. Juárez fue elegido 
para el periodo 1867-1871 por amplio margen, 
pero tuvo que valerse de facultades extraordinarias 
para atender los brotes proimperialistas surgidos en 
Yucatán y la inseguridad de los caminos asolados 
por gavillas de bandoleros. Se postergaba así la ple- 
na vigencia de la Constitución. 

En el campo legal hubo avances significativos. 
En diciembre de 1870 se promulgó el Código 
Civil y un año después el Código Penal para el 
Distrito y Territorios Federales, en los que se ins- 
piraron los de los estados. Fue un paso notable 
en la modernización institucional, cuyos frutos se 
verían posteriormente, en tiempos de paz, bájo el 
gobierno de Porfirio Díaz, cuando esos códigos 
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fueron reformados y seguidos con abundante y 
renovadora legislación. Cabe destacar el Código 
de Comercio y el nuevo Código Civil en 1884, así 
como la Ley Minera del mismo año. 

Mientras esa era llegaba, el problema presi- 
dencial volvió a plantearse en 1871. Juárez fue 
reelegido con menos votos que la vez anterior. En 
esta ocasión tuvo como rivales a quien fuera su se- 
cretario de Relaciones, Sebastián Lerdo de Tejada, 
y a Porfirio Díaz, quien se levantó con el Plan de 
La Noria, en Oaxaca, y que tras su derrota en el 
norte del país salió al exilio. Juárez insistió en 
la necesidad de reformar la constitución y mantu- 
vo ese empeño hasta el día de su muerte ocurrida 
el 18 de julio de 1872. Le sucedió Lerdo de Teja- 
da, presidente de la Suprema Corte de Justicia y 
vicepresidente de la República. Lerdo fue elegido 
presidente constitucional en octubre de ese año 
para el periodo que debía concluir en diciembre 
de 1876. Porfirio Díaz se presentó como candidato 
a presidente de la Suprema Corte, pero fue de- 
rrotado por José María Iglesias, reconocido por su 
preparación y mesura. 

En Lerdo se veía a un hombre apegado a prin- 
cipios moderados pero su gobierno resultó más 
radical de lo esperado. En noviembre de 1873 ele- 
vó las Leyes de Reforma a rango constitucional, 
con disposiciones específicas sobre la extinción 
de las comunidades religiosas, la abolición del ju- 
ramento, la prohibición del uso de hábitos y del 
traje talar, es decir medidas que hacían efectivo 
el programa de secularización de la sociedad y de 
separación de la iglesia y del estado propuesto en 
la ley de nacionalización de bienes eclesiásticos de 
1859. Esto provocó protestas y movimientos ar- 
mados, como el de los “religioneros” en Jalisco y 
Michoacán. De la misma manera que Juárez, Ler- 
do se vio en la necesidad de solicitar al congreso 
facultades extraordinarias y suspender las garan- 
tías individuales. 

Lerdo tuvo éxito en el establecimiento del Se- 
nado, logró la reforma constitucional que se pro- 
mulgó en noviembre de 1874 y que entró en vigor 
al año siguiente. También lo tuvo en la política ex- 
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terior, al establecer relaciones con Gran Bretaña y 


atraer capital inglés para concluir la construcción 
del ferrocarril México-Veracruz; reafirmó las rela- 
ciones que se habían ido restableciendo con otros 
países a partir del triunfo de la República, pero 
su éxito se vio frustrado cuando intentó reelegirse 
para un periodo más en 1876. En esta ocasión se 
enfrentó a dos rivales, Porfirio Díaz y José María 
Iglesias, el primero como candidato a la presiden- 
cia y el segundo como vicepresidente. Lerdo logró 
ser declarado triunfador en las elecciones, pero 
estas fueron impugnadas debido a que había sus- 
pensión de garantías en distritos donde él resultó 
ganador. Porfirio Díaz triunfó con las armas im- 
poniendo el Plan de Tuxtepec; Iglesias fracasó en 
su reclamo legal de la presidencia. 


lenacio Manuel Altamirano, Santiago Rebull, cz. 1870, óleo sobre 
tela. Museo Nacional de Historia, Conaculta, INAH. 
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Porfirio Díaz inició un periodo presidencial 
difícil. Como sus predecesores, hubo de echar 
mano de facultades extraordinarias. Pero con los 
años el ánimo de aceptación se fue imponiendo. 
Era necesario “trasmutar la libertad en orden” y 


dejar atrás principios extremos que hacían imposi- 
ble gobernar. Tal fue el programa de La Libertad, 
periódico liberal-conservador patrocinado por el 
gobierno de Díaz desde finales de 1877. En este 
diario se propuso la paulatina reforma de la cons- 
titución para acercarla a la dictadura —esto no se 
dijo— liberal que se había planteado como ne- 
cesaria desde la revolución de Ayutla. Ahora, en 
La Libertad, se hacían las propuestas sobre bases 
“científicas” que habrían de dar el tono a los años 
del llamado “Porfiriato”, que apenas empezaba. 


Un lado más amable de la vida 


Los periódicos, numerosos desde finales de la gue- 
rra contra Estados Unidos y más todavía en los 
años 1860, llegaron a altos grados de especializa- 
ción en los albores de la República Restaurada. 
Algunos ejemplos fueron £l Renacimiento, dedica- 
do a la literatura, junto con los de más larga vida 
como El Monitor Republicano y El Siglo XIX. El 
ambiente menos jacobino permitió la publicación 
de la Historia eclesiástica indiana de Gerónimo de 
Mendieta; el Libro rojo de Vicente Riva Palacio 
y Manuel Payno, y posteriormente, una gran pro- 
ducción de novelas costumbristas de ambos auto- 
res. Ignacio Manuel Altamirano e Ignacio Ramírez 
escribían cuentos y novelas que publicaban en 
la revista Álbum de Navidad; Manuel Payno nos 
legó su novela El hombre de la situación de 1861 
y posteriormente la más famosa del siglo xIx, Los 
bandidos de Río Frío; Luis G. Inclán entregó a 
la imprenta Astucia, el jefe de los Hermanos de la 
Hoja acerca del contrabando de tabaco en 1865 
(el único acontecimiento literario de la época de 
Maximiliano), y José Tomás de Cuéllar La linterna 
mágica, por mencionar sólo algunas. El gusto por 
la historia en el último cuarto del siglo es evidente 
en la publicación de los tres diálogos latinos de 
Francisco Cervantes de Salazar, que llevaba como 
título México en 1554. No faltaron impresos de 
importancia científica, como el relato de Francisco 
Díaz Covarrubias, Viaje de la Comisión Astronómi- 
ca Mexicana al Japón, y el de José Díaz Covarru- 
bias, La instrucción pública en México. 

La creación de asociaciones de ayuda mutua, 
de artesanos y obreros, es característica de la dé- 
cada de 1870, como el Gran Círculo de Obreros 
de México, fundado en 1872. Se establecieron 
cooperativas de producción y, en respuesta a una 


lenacio L. Vallarta, ca. 1880, tarjeta de visita. Archivo Histórico 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 


Enfrente: De pie, Manuel González; sentados: Porfirio y su hermano 
el “chato” Félix Díaz, ca. 1875. Museo Casa Juárez de Oaxaca, 
Conaculta, INAH. 
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naciente conciencia de clase, estallaron numerosas 
huelgas en las industrias minera y textil. 

El cambio más radical en la orientación educa- 
tiva de todo el siglo se dio en 1867 con la introduc- 
ción del positivismo, que no llegó a tiempo para 
formar a la generación en el poder, pero sí para in- 
fluir en la educación de sus hijos. Gabino Barreda, 
médico tabasqueño, impresionado por las confe- 
rencias de Augusto Comte que escuchó en París, 
propuso en un discurso cívico orientar la educa- 
ción en México de acuerdo con los principios po- 
sitivistas de orden y progreso. El propósito era im- 
poner una mentalidad ordenada a los mexicanos. 
Cada quien actuaba y hacía lo que quería. Había 
que uniformar, estructurar, jerarquizar la enseñan- 
za, de modo que los niños aprendieran a pensar 
de manera metódica. Para eso, había que ir de lo 
particular a lo general, de lo concreto a lo abstrac- 
to. Todo el conocimiento debía estar fundado en 
la experimentación y la observación, en lo sensi- 
ble, en lo positivo. Nada de metafísica, de teología 
ni de especulaciones filosóficas. Se creó la Escuela 
Nacional Preparatoria sobre esta base, con la espe- 
ranza de que los estados también adoptaran el po- 
sitivismo. En el Distrito Federal y en los territorios 
se declaró gratuita, laica y obligatoria la educación 
primaria y se aumentó como nunca antes su cober- 
tura. Sin embargo, Ignacio Ramírez denunció que 
México tenía unos 7 millones de habitantes en la 
más completa ignorancia; apenas 500 mil sabían 
leer y escribir, y tal vez otro medio millón tenía 
un nivel más alto de instrucción, pero era insufi- 
ciente para sacar adelante al país. Aumentaron el 
número y la especialización de las escuelas profe- 
sionales que, en 1910, se convirtieron en la nueva 
Universidad de México (extinguida varias veces, la 
última por Maximiliano en 1866). Los liberales de 
la República Restaurada, aunque nacidos en otra 
época, abrazaron el positivismo como tabla de sal- 
vación. Escribieron y actuaron en su favor Ignacio 
Ramírez, Ignacio Manuel Altamirano, Ignacio Va- 


Vista de la calle de San Francisco a un costado de la Alameda, ca. 
1880. Biblioteca Francisco Xavier Clavijero, UIA. 


DEL DESASTRE A LA RECONSTRUCCIÓN REPUBLICANA, 1848-1876 


llarta, juristas, legisladores y educadores. La reac- 
ción clerical fue igualmente decidida: Labastida y 
otros obispos dedicaron sus esclarecidas plumas a 
defender una causa que para ellos era la única po- 
sible, la del papel de la iglesia como rectora de la 
vida social. La tensión dentro de la sociedad, a pe- 
sar del resultado desfavorable a los conservadores 
en la guerra de Reforma (o tal vez por eso), hizo 
que los grupos en contienda pintaran de blanco y 
negro la lucha en favor y en contra de la seculari- 
zación y de la modernización del pensamiento, del 
sistema político, de la tenencia de la tierra, de los 
derechos y obligaciones de todos los habitantes, 
incluyendo mujeres e indígenas. 

En las tres décadas analizadas en este capítulo, 
los actores principales fueron de dos generacio- 
nes distintas. Como en los años inmediatamente 
anteriores, abogados, militares y clérigos, en ese 
orden, compartieron el escenario. Las diferencias 
entre una y otra generación eran de matiz. Am- 
bas habían sido educadas dentro de una cultura 
decididamente católica, más progresista en unos 
casos, menos en otros. Algunos hombres fueron 
anticlericales, pero pocos no fueron creyentes. Se 
dividían entre los que pensaban que la Iglesia no 
debía desempeñar ningún papel ni en la política 
ni en la economía, y quienes veían a la institución 
eclesiástica como necesaria rectora de todos los 
aspectos de la vida privada y pública. Ambas ge- 
neraciones buscaban mejorar las condiciones del 
país, cambiar lo que andaba mal y conservar lo 
que sí funcionaba bien. En la última categoría es- 
taba la familia. Se escuchaban pocas quejas acerca 
de los desvaríos de las mujeres o de los jóvenes 
(tendrían que esperar un futuro no muy lejano). 
Los hombres nacidos entre 1800 y 1820, la ma- 
yoría de ellos involucrados en la política y en la 
cultura, tuvieron más en común que las genera- 
ciones venideras. El consenso que todavía reinaba 
en cuanto a la importancia de la doctrina cristiana 
y aprenderse de memoria el catecismo del padre 
Ripalda creaba unos valores en común que trató 
de reproducir, en cierta medida, el positivismo. A 
pesar de haber estudiado distintas carreras en ins- 
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titutos, seminarios o universidades, los hombres 
que actuaron entre 1848 y 1878 tuvieron ba- 
ses religiosas comunes. Y sin embargo, eran claras 
las versiones antagónicas de muchos Méxicos, de 
intereses regionales, de odios raciales, de visiones 
seculares, de una apertura hacia el resto del mun- 
do o de un obstinado enterrarse en los provincia- 
lismos. Después de décadas de pronunciamientos, 
invasiones, bancarrotas, malas comunicaciones, 
gobernantes irresponsables y sueños irrealizables, 
México estaba más que listo para la siguiente etapa 
de su historia, la de un hombre que se hizo indis- 
pensable para el orden y el progreso: Porfirio Díaz. 
Juárez hizo posible la sobrevivencia de la Repú- 
blica. Le tocó a otra generación dedicar los recur- 
sos a la construcción de un estado moderno, de la 
industria, del transporte, de la seguridad pública, 
de la mucha administración y poca política. Los 
30 años anteriores resultaron ser, al fin y al cabo, 
la antesala de esa nueva época o, si se quiere, el 
último capítulo en la historia de un país que tardó 
casi 50 años en salir de la destrucción y desorden 
que causó la guerra de Independencia. 


Vida económica 

En casi todos los renglones, la llegada de la Re- 
pública Restaurada señaló una recuperación de la 
actividad económica y la expansión de los ferro- 
carriles, de la minería y de la industria. La relativa 
tranquilidad política, después de tantas turbulen- 
cias, permitió empezar a reparar los daños a la 
infraestructura y facilitar la inversión extranjera. 
Se volvió a hablar de la necesidad de conectar los 
puertos con las principales ciudades, aunque no 
hubo muchos avances en este sentido. Se gastaban 
unos 800 mil pesos anuales en la reparación y cons- 
trucción de puertos y se proyectaron seis rutas que 
atravesarían las sierras Madre Oriental y Occiden- 
tal; la Inspección General de Caminos tenía a su 
cargo 4 396 kilómetros de caminos construidos y 
2 740 kilómetros más en proceso de construcción. 
La importancia militar y comercial del telégrafo 
iba a la par con la de los caminos. Para princi- 
pios de los años 1870, había cuatro mil kilómetros 


de líneas en operación; cinco años después había 
11 mil; el funcionamiento del telégrafo daba tra- 
bajo a 323 empleados de la Secretaría de Fomento. 
Los ferrocarriles no se quedaban atrás en los pro- 
yectos. El gobierno tenía tres opciones: continuar 
con las líneas financiadas por el Estado (como 
Puebla-Tehuacán); otorgar subsidios a compañías 
privadas, como el Ferrocarril Mexicano (que iba 
de Veracruz a México), y promover iniciativas de 
los estados, que podrían concesionar nuevas líneas 
o entrar en su construcción como socios con la 
inversión privada. A pesar de tan grandiosos pla- 
nes, poco se logró. Siempre faltó dinero. Persistió 
el conflicto entre el gobierno federal y los estatales 
que impedía fortalecer y consolidar el Ejecutivo, 
ya que no les convenía a las élites locales. No se 
había ampliado la base fiscal, de modo que los in- 
gresos públicos dependían en gran medida de los 
derechos de importación. La constante lucha por 
eliminar las alcabalas, esa antigua ancla que arras- 
traba el comercio interestatal desde tiempos virrei- 
nales, no tendría éxito hasta, en algunos casos, el 
siglo xx, a pesar de su abolición estipulada en la 
Constitución de 1857. Se privilegiaba el indivi- 
duo sobre el gremio, las sociedades anónimas so- 
bre las cofradías, las relaciones impersonales sobre 
los antiguos lazos de clase y de familia. La justicia 
debía basarse en códigos, con sentencias aplicables 
a todo el mundo, sin excepciones, de acuerdo con 
lineamientos ya declarados, donde el criterio del 
juez y el peso de las costumbres y de la tradición 
perdían cada vez más terreno. Se quiso acabar con 
las leyes específicas de cada corporación. En cam- 
bio, habría una ley para todos, la esencia misma de 
un moderno estado de derecho. 

Apenas comenzaba la modernización indus- 
trial, con el establecimiento de plantas de benefi- 
cio para la minería y con la agricultura comercial. 
En las ciudades, la modernización se había con- 
vertido en tema obligatorio. Instruir, moralizar y 
obligar a llevar una vida más higiénica se convirtió 
en política de Estado. Los 200 mil habitantes de la 
ciudad de México en 1858 duplicarían su número 
para 1880, pero el promedio de vida citadina se 
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calculaba en 25.5 años (casi la mitad que en Pa- 
rís). El interés por la ciencia iba en aumento. En 
1877 se publicaba El Mundo Científico, periódico 
semanal en el que Justo Sierra escribía artículos 
denunciando la falta de higiene en la ciudad y de 
medidas para evitar una epidemia de tifo. Se em- 
pezaban a reunir estadísticas para tener una base 
firme sobre la cual recomendar medidas de higie- 
ne al gobierno. La teoría de los miasmas todavía 
dominaba, así que se buscaba ubicar los campo- 
santos y los basureros donde los vientos dominan- 
tes no llevaran los malos olores y las enfermedades 
a los centros de población. Estos habían cambiado 
radicalmente su estructura: de una ciudad donde 
convivían ricos y pobres, españoles e indios, se 
cambió a una donde había colonias ricas y colo- 
nias pobres. Entre 1858 y 1883 se crearon cinco 
colonias al noreste del Zócalo, una al oeste y otra 
al noroeste. Hubo, a partir de estas fechas, una 
ciudad nueva y una vieja. Como hubo también un 
México nuevo y uno viejo. Convivieron incómo- 
damente, su desarrollo no fue lineal, se pelearon 
en la revolución y en la cristiada y siguen existien- 


do hasta la fecha. 
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INTRODUCCIÓN 


Los años que van de finales de 1876 a mediados de 
1911 están marcados por la figura de Porfirio Díaz, 
que ha dado a este periodo el nombre con el que 
todos lo conocemos. El Porfiriato está, entonces, 
definido por dos límites propios de la historia po- 
lítica: comienza con el ascenso de Díaz a la presi- 
dencia y termina después de 34 años con su salida 
del país. Sin embargo, las fronteras se desdibujan 
cuando atendemos a otros aspectos de la propia 
historia política, así como a diferentes aspectos de 
la vida económica, social y-cultural, pues si bien 
en este periodo se presentaron novedades y rasgos 
peculiares, muchos otros elementos se heredaron y 
permanecieron, mientras que algunos persistieron 
después de la Revolución. 
El Porfiriato recibió legados varios. Por una 
parte, un país agotado por décadas de guerra ci- 
vil, acostumbrado al personalismo y al caciquis- 
mo, dividido y heterogéneo, con una economía 
poco desarrollada, caminos y mercados fragmen- 


Porfirio Díaz, José Obregón, 1883, óleo sobre tela. Palacio de 
Gobierno de Oaxaca. 


tados, y una sociedad de tradiciones y prácticas 
corporativas. Por otra parte, se heredaron también 
proyectos y leyes comprometidos con la corriente 
liberal y con el anhelo modernizador. México na- 
ció a la vida independiente como una república, 
con una constitución y principios de respeto a la 
ley y a las garantías individuales, que confiaba en 
la representación como expresión de la soberanía 
y dividía las funciones de gobierno para evitar la 
concentración de poderes. Todo ello se plasmó 
en la Constitución de 1857, vigente hasta 1917 
y convertida en símbolo del liberalismo y el na- 
cionalismo mexicanos. Además, desde los años 
anteriores había un anhelo por concluir la labor 
codificadora, por impulsar el desarrollo manufac- 
turero y ampliar las vías férreas y los mercados, por 
multiplicar la propiedad privada, por incrementar 
y vigorizar a la población, por sanear y embellecer 
las ciudades, por educar y crear valores patrios. 

El gobierno porfirista respetó el modelo cons- 
titucional e hizo suyas gran parte de las aspira- 
ciones de la Reforma, que plasmó en códigos y 
leyes que transformaron el marco institucional 
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de la nación; impuso una estabilidad política que 
México no conocía desde que se consumó la Inde- 
pendencia. En parte gracias a ello, la economía se 
desarrolló, la población aumentó, las ciudades cre- 
cieron y adoptaron muchos elementos del nuevo 
plan urbano, y se desplegaron los primeros esfuer- 
zos en salud y educación. Pero estos cambios no 
significaron la superación de problemas y resabios 
heredados del pasado, ni impidieron que surgie- 
ran nuevas dificultades y tensiones propias de toda 
transformación. Así, por ejemplo, lograr la esta- 
bilidad política no conllevó la consolidación de 
mecanismos y organismos para la participación; el 
inicio del crecimiento económico no significó que 
se redujeran las desigualdades sociales y regionales 
y sí, en algunos casos, su agudización; establecer 
la igualdad ante la ley no eliminó antiguos rasgos 
corporativos ni disolvió las tensiones y divisiones 
sociales. Esta paradoja no fue un fenómeno exclu- 
sivo de México, sino que caracterizó en mayor o 
menor medida a todas las sociedades del antiguo 
régimen en su proceso de transición hacia la mo- 
dernidad. En el caso que nos ocupa, probablemen- 
te la imagen que mejor describe este periodo es la 
de una transición desigual e incompleta, en la que 
se superaron muchos de los rasgos que definían al 
antiguo régimen sin que ello significara el arribo 
a un orden completamente nuevo. De este modo 
se explica que, con los años, se recrudecieran las 
tensiones y contradicciones propias de esta difícil 
convivencia y de esta transición inacabada. 


LA DIMENSIÓN POLÍTICA 


En el ocaso de 1876, tras su segundo levantamien- 
to contra el gobierno constituido, el general Por- 
firio Díaz alcanzó la presidencia de la República 
por la vía de las armas y bajo la bandera del Plan 
de Tuxtepec. Al hacerlo, desplazó a algunos de sus 
correligionarios liberales, a quienes acusó de per- 
petuarse en el poder. Lo hizo gracias a la alianza 
con antiguos compañeros de armas, forjados en las 
guerras de Reforma y contra la intervención fran- 


cesa, y con la colaboración de caciques regionales 
que resentían los intentos de centralización del ré- 
gimen liberal, así como con el apoyo de comuni- 
dades campesinas que se resistían a la desamortiza- 
ción. Tras la victoria militar vino la política, pues 
una vez que triunfó en el campo de batalla, Díaz 
convocó a elecciones y las ganó, aunque los con- 
servadores se quejaron de fraudes y la resistencia 
de los lerdistas fue reprimida. Al asumir el poder, 
sus aliados conformaron los cuadros políticos del 
gobierno tuxtepecano, y muchos permanecieron 
durante la administración siguiente del presiden- 
te Manuel González. Por otra parte, desde que se 
hizo cargo de la presidencia provisional en febrero 
de 1877, y tras asumir la constitucional el 5 de 
mayo siguiente, el general Díaz procuró cumplir 
con los compromisos adquiridos en el referido 
plan, incluidas la convocatoria a elecciones, la 
no reelección consecutiva y la no injerencia en la 
vida interna de los estados y municipios. Sin po- 
ner en juego aspectos sustantivos de las Leyes de 
Reforma, comenzó una política de tolerancia con 
la Iglesia y de conciliación con sus contrincantes 


políticos, lerdistas, iglesistas y hasta conservado- . 


res, a todos los cuales incorporó paulatinamente 
a su gobierno. Asimismo, el general tejió un com- 
plejo entramado de alianzas que le sería política- 
mente redituable en el corto y mediano plazos. La 
estrategia consistió en recompensar a los mandos 
del ejército con gubernaturas y otros cargos en la 
administración, y al mismo tiempo estrechar la 
colaboración con los personajes que poseían arrai- 
go en las regiones y controlaban redes clientelares 
de poder de las cuales podía servirse el gobierno 
central, a cambio de apuntalarlos frente a grupos 
rivales en su localidad. Estas medidas le permitie- 
ron mantener cohesionada a la nación y reagrupar 
los poderes regionales a su favor, minimizando la 
agitación que había prevalecido durante muchas 
décadas y sofocando los levantamientos que aún 
proliferaban en varias zonas del país. 


Manuel González, Antonio Esnaurrizar, 1881, óleo sobre tela. 
Museo Nacional de Historia, INAH. 
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Pero si frente a sus contrincantes pacíficos fue 
conciliador, Porfirio Díaz aplicó una política de 
mano dura en relación con quienes tomaban las 
armas contra su gobierno y contra los que amena- 
zaban el orden, como los bandoleros y salteadores 
de caminos, a quienes aplicó la suspensión de ga- 
rantías. La misma política se hizo sentir en las cam- 
pañas de pacificación de ciertos grupos indígenas 
nómadas del norte, algunos de los cuales asolaban 
las poblaciones y robaban cultivos y ganado, mien- 
tras que otros simplemente reivindicaban su auto- 
nomía y desconocían a las autoridades del centro, 
como los yaquis y mayos. 


Edificio del Banco Nacional de México, ca. 1900. O SINAFO, 
Conaculta, INAH. 


En su primer periodo de gobierno emprendió 
también el arduo proceso de reintegración a la co- 
munidad internacional: en abril de 1878 obtuvo 
el reconocimiento oficial del gobierno de Estados 
Unidos, lo que creó las condiciones para que, antes 
del término de su primera gestión, empresas de ese 
país recibieran las dos concesiones más importan- 
tes para construir ferrocarriles en México. Al mis- 
mo tiempo, promovió la reanudación de relaciones 
diplomáticas con algunas potencias europeas, rotas 
desde la época de la intervención: en el curso de 
los siguientes años se regularizaron las relaciones 
con Francia (1880) y con Gran Bretaña (1884), y 
se firmaron tratados comerciales que contenían la 
cláusula de la nación más favorecida. Las relaciones 
con los vecinos del sur, Guatemala y Belice, com- 
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plicadas por antiguas disputas sobre límites fronte- 
rizos, también empezaron a normalizarse a partir de 
entonces, aunque en ambos casos el acuerdo final 
se alcanzó tan sólo en las postrimerías del siglo. 

En atención al principio de no reelección con- 
tenido en el Plan de Tuxtepec e incorporado en 
1878 a la constitución, al terminar su primer pe- 
riodo presidencial en diciembre de 1880, Porfirio 
Díaz transmitió pacíficamente el poder al general 
Manuel González, un antiguo militar conservador 
convertido a la causa liberal durante la lucha an- 
tiintervencionista y fiel aliado suyo desde esa épo- 
ca. Durante su gestión, el general González conti- 
nuó con la política conciliatoria de su predecesor, 
combatiendo al mismo tiempo algunos cacicazgos 
regionales, y empezó a disfrutar los beneficios de 
la estabilidad. Fue probablemente la idea de que la 
libertad de que disfrutaba la prensa podía poner en 
riesgo la paz alcanzada lo que motivó la reforma al 
artículo 70 de la Constitución de 1857, relaciona- 
do con la libertad de expresión. Éste se modificó 
en 1883 en lo referente a los órganos competentes 
para juzgar los delitos de imprenta: conforme a la 
prescripción original, un juzgado popular se encar- 
garía de lidiar con este tipo de faltas, mientras que 
en la nueva redacción, tal facultad recaería en los 
tribunales comunes. 

González también compartía las aspiraciones 
de progreso económico del que estaban imbuidas 
las mentes liberales de la época, lo que lo impulsó 
a tomar algunas decisiones cruciales para el desa- 
rrollo del país, como el establecimiento de institu- 
ciones bancarias (entre ellas el Banco Nacional de 
México) y la expedición de la Ley de Colonización, 
que dio mayor impulso a la política de deslindes, 
así como de sendos códigos de comercio y de minas 
más acordes con el afán modernizador. Aunque su 
gestión no había sido mala, Manuel González co- 
metió dos graves errores, ambos relacionados con 
la economía. Por un lado, con el fin de aliviar la 
escasez de moneda fraccionaria, lanzó una mone- 
da de níquel que debía sustituir a la de plata, pero 
que, debido a su escaso valor, fue rechazada por el 
comercio, lo que provocó gran inquietud entre la 
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gente y desembocó en sonados motines hacia fina- 
les de 1883. Ese mismo año, envió secretamente a 
un emisario para negociar la reanudación del pago 
de la deuda inglesa, con vistas a obtener un prés- 
tamo que mitigara la crisis por la que atravesaban 
las finanzas públicas. El hecho provocó reacciones 
muy negativas no sólo porque se filtró a la prensa 
antes de que el gobierno lo hiciera público, sino 
porque la negociación comprendía solamente una 
parte de la deuda nacional y porque los términos 
del acuerdo eran muy desventajosos, lo cual des- 
pertaba sospechas de corrupción. Aunque la mo- 
neda de níquel se retiró y el pago de la deuda no se 
reanudó, ambos acontecimientos desprestigiaron 
la gestión gonzalista y prepararon el regreso del 
general Díaz, quien retornó a la presidencia gra- 
cias a su reelección no consecutiva en diciembre 
de 1884. 

A partir de entonces, el poder que Porfirio 
Díaz había alcanzado por la vía de las armas se 
consolidaría por el camino de la política. En la 
primavera de 1887 el congreso de Jalisco propuso 
la reelección del presidente por otros cuatro años, 
y la iniciativa fue retomada por buena parte de 
la prensa y por el congreso federal, el cual en ese 
año autorizó la reelección consecutiva por un solo 
periodo y en 1890 devolvió al artículo 78 de la 
constitución su redacción original, que no consi- 
deraba restricción alguna en materia de reelección. 
Ello abrió el camino para que, en medio de un 
consenso genuino y con apego a los procedimien- 
tos legales, en diciembre de 1888 Porfirio Díaz re- 
frendara su permanencia en la presidencia por un 
cuatrienio más. 

Comenzó entonces una segunda y nueva etapa 
dentro del Porfiriato, caracterizada al mismo tiem- 
po por la madurez en la administración, la cen- 
tralización de facultades y el reforzamiento de los 
rasgos autoritarios del régimen. Aunque no todas 
las reelecciones subsecuentes gozaron del mismo 
consenso, es preciso decir que tampoco se produ- 
jeron en medio de grandes sobresaltos, de manera 
que desde su regreso en 1884 y hasta su penúltima 
reelección (en 1904), cuando el mandato se exten- 
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dió a seis años, el general Díaz prolongó con un 
sosiego notable su estadía en la presidencia de la 
República. 


LA “PAZ FORZOSA” O EL FUNCIONAMIENTO 
DEL SISTEMA 


Desde la restauración de la República el estado 
mexicano había enfrentado un gran reto: desarro- 
llar mecanismos que conciliaran la existencia de 
actores políticos tradicionales (sujetos colectivos, 
como los pueblos) y modernos (individuos que se 


definían a sí mismos como ciudadanos), y que* 


permitieran dar viabilidad y fortaleza al gobierno 
nacional en el marco de un pacto federal que exigía 
grandes márgenes de acción y autonomía para los 
intereses locales y regionales. Este obstáculo se fue 
resolviendo a lo largo del Porfiriato, en los prime- 
ros años mediante la negociación, y más tarde por 
medio de la consolidación de un gobierno federal 
que concentró cada vez más facultades a costa de 
los estados, con un ejecutivo fuerte que tendió a 
predominar sobre el legislativo. No obstante estos 
rasgos, el régimen porfiriano no puede calificarse 
como una dictadura, por su apego a las reglas de la 
democracia formal y al constitucionalismo liberal 
en el que encontraba su origen. Años más tarde 
Porfirio Díaz se refirió a esta etapa como la “paz 
forzosa”, reconociendo de manera abierta que se 
trataba de un estado en el que se contenía la par- 
ticipación popular en espera de que la educación 
y el progreso material prepararan al pueblo para 
escoger libremente a sus gobernantes. 

Aun cuando el mantenimiento de la paz for- 
zosa exigía un ejercicio autoritario y en ocasiones 
represivo del poder político, en condiciones nor- 
males y a lo largo de todo el periodo aquélla se 


Entre colegas, una carta al zar de Rusia a propósito de la paz y el 
desarme, El Hijo del Ahuzote, 1892. Biblioteca Miguel Lerdo de 
Tejada, SHCP. 


Páginas siguientes: Rafael Altamira acompañado del gobernador de 
Yucatán, Olegario Molina, y empresarios, ca. 1908. Fototeca Pedro 
Guerra, UADY. 
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sustentaba en la aplicación de las reglas formales 
del juego contempladas en la constitución y en las 
leyes electorales. En ambos aspectos, el régimen 
político mexicano no se distanciaba de otros en 
América Latina y aun en Europa, pues, de acuer- 
do con los parámetros de la época, lo importante 
era apegarse a la legalidad establecida e integrar los 
poderes del gobierno a fin de garantizar la estabili- 
dad. Las elecciones se celebraban con regularidad, 
cada dos años para titulares y suplentes de la Cá- 
mara de Diputados y el Senado (que se renovaba 
por mitades), cada seis años para los magistrados 
de la Suprema Corte de Justicia, cada cuatro (y 
luego seis) años para la presidencia y cada cuatro 
para las gubernaturas de los estados. Al igual que 
en muchos otros países, las elecciones federales 
eran indirectas en primer grado, basadas en el voto 
universal masculino de los casados mayores de 18 
años y de los solteros mayores de 21, siempre y 
cuando contaran con un modo honesto de vivir. 
Dado el perfil demográfico de la sociedad mexica- 
na, en 1880 votaron unos 13 mil electores, de los 
cuales unos 12 mil sufragios fueron para Manuel 
González. En las de 1884, y en las seis que se ce- 
lebraron en los 20 años sucesivos, prácticamente 
todos los votos fueron para el candidato único, 
Porfirio Díaz. Resulta natural pensar que en ese 
lapso el número de votantes aumentó de mane- 
ra progresiva, aunque algunos testigos de la época 
sostenían que eran menos los que en realidad acu- 
dían a las urnas. 


GOBERNADORES Y JEFES POLÍTICOS: 
LOS PODERES REGIONALES 


En el terreno de la práctica, el paso inicial para el 
establecimiento de este sistema político consistió 
en colocar a antiguos aliados en las gubernaturas de 
los estados, al punto que durante la primera década 
del régimen, tres cuartas partes de los gobernado- 
res provenían de las fuerzas armadas. Se trataba de 
contar con cuadros leales que pudieran dar conti- 
nuidad y alcance nacional a las políticas federales, 


141 


a rd y 


Ud dll cc jr 


í 


Y 


SANDRA KUNTZ FICKER Y ELISA SPECKMAN GUERRA 


Transformación. 


quienes, sin embargo, no debían tener aspiraciones 
de suceder a Díaz, a riesgo de volver a la situa- 
ción de inestabilidad anterior. De ahí que, apro- 
vechando el principio de no reelección entonces 
vigente, las gubernaturas se renovaran durante el 
periodo de Manuel González con personajes co- 
nocidos localmente, aunque cercanos al gobierno. 
La relación entre los gobernadores y el poder cen- 
tral terminó de definirse al regreso de Díaz a la 
presidencia. Fue entonces cuando se consolidó su 
función de conciliación e intermediación con las 
élites locales, al mismo tiempo que se selló la ad- 
hesión de éstas a las directivas del gobierno federal 
y, particularmente, del propio Porfirio Díaz. 
Gracias a la reforma constitucional de 1887, 
que autorizó la reelección consecutiva del ejecu- 
tivo federal y de los estatales, y bajo la premisa de 
lealtad al presidente, muchos gobernadores tuvie- 
ron una larga trayectoria en su cargo: en Tlaxcala, 
Próspero Cahuantzi permaneció 26 años; Mucio 
Martínez, de Puebla, sumó 18, y Bernardo Reyes 
20 en Nuevo León. Muchos otros los emularon: 
Teodoro Dehesa en Veracruz, José Vicente Villada 


Transformación (Gobernador de Tlaxcala Próspero Cahuantzi), El 
Mundo Cómico, 1897. Biblioteca Miguel Lerdo de Tejada, sHcr. 


en el Estado de México, Luis Torres en Sonora. 
Y si en los años iniciales Díaz optó por los com- 
pañeros del ejército o los correligionarios para 
ocupar posiciones importantes dentro del aparato 
de gobierno, en los últimos cedió cada vez más a 
la tentación de abrir esos cargos a individuos con 
gran poder económico, como Luis Terrazas en 
Chihuahua y Olegario Molina en Yucatán, lo que 
contribuyó a minar su legitimidad. 

Los gobernadores aseguraban la estabilidad 
política debido a su manejo de las élites locales y a 
la posibilidad de controlar la elección de diputados, 
senadores y jueces afines al régimen. Investiga- 
ciones recientes han arrojado luz sobre el proce- 
dimiento que se fue estableciendo: el presidente 
de la República elaboraba una planilla que sólo 
incluía a quienes debían ser elegidos como titu- 
lares y dejaba en blanco las suplencias, que había 
de llenar la pluma del gobernador. El acuerdo era 
aceptable para los gobernadores porque no era raro 
que una suplencia deviniera titularidad en cual- 
quiera de las dos cámaras, dada la movilidad de los 
legisladores dentro del cuerpo político y la Ñexibi- 
lidad de la legislación electoral vigente, y en vista 
también de la avanzada edad de muchos titulares, 
que por esa razón solían no asistir a las sesiones. El 
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acuerdo entre el ejecutivo federal y los estatales se 
completaba con el considerable grado de autono- 
mía que el primero otorgaba a los segundos en la 
elección de los candidatos para ocupar puestos en 
el gobierno estatal, desde la magistratura hasta las 
jefaturas políticas, pasando por los integrantes del 
Congreso local. Naturalmente, el esquema admi- 
tía múltiples variaciones, e incluso había casos que 
escapaban a esta mecánica elemental, pero que por 
lo general respondían a principios similares de 
alianzas basadas en el intercambio de bienes polí- 
ticos mutuamente provechosos. 

No obstante lo anterior, desde el segundo pe- 
riodo presidencial de Díaz, el régimen se carac- 
terizó por una mayor centralización de la toma de 
decisiones y del ejercicio del poder. Por tanto, a 
partir de ese momento se acentuaron las tensiones 
entre un gobierno federal cada vez más autoritario 
y unas élites regionales que anhelaban más partici- 
pación en el ejercicio político. Si bien la autoridad 
de Díaz no fue seriamente cuestionada antes de 
1910, los políticos de los estados no siempre estu- 
vieron dispuestos a aceptar imposiciones del cen- 
tro en las gubernaturas, las jefaturas políticas y las 
autoridades municipales. Como los gobernadores 
podían permanecer én el poder durante varios pe- 
riodos constitucionales, su cargo se convirtió en el 
terreno más disputado entre los grupos regionales 
de poder en las dos últimas décadas del Porfiriato. 

En muchos estados se organizaron movimien- 
tos antirreeleccionistas contra los gobernadores 
designados desde el centro, y en varias ocasiones 
lograron imponer a sus propios candidatos o, por 
lo menos, evitar la reelección de los candidatos ofi- 
ciales. Por lo general, estos focos de descontento se 
canalizaban mediante la negociación y la incorpo- 
ración de los desafectos a algunas posiciones políti- 
cas, como presidencias municipales o diputaciones 
locales, sin excluir cierta dosis de represión selecti- 
va contra la prensa o las manifestaciones públicas 
de oposición. Como ejemplos típicos de esta diná- 
mica se puede mencionar el intento fallido de re- 
elección de José María Garza Galán, en Coahuila, 


O la salida forzada del general Martín González del 
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gobierno de Oaxaca, a pesar de que era amigo cer- 
cano y aliado incondicional de Porfirio Díaz. 

Otra de las prerrogativas de los gobernadores 
era nombrar y remover a los jefes o prefectos po- 
líticos que, como han mostrado investigaciones 
recientes, fueron piezas clave en el sistema políti- 
co mexicano del siglo XIX y hasta su desaparición 
definitiva en la Constitución de 1917. Los jefes 
políticos, que hacia el final del Porfiriato sumaban 
unos 300 en todo el país, actuaban como agen- 
tes del ejecutivo en municipios, rancherías y otras 
localidades dentro del estado. Concebidos como 
“enlaces” del gobernador, eran intermediarios in- 
dispensables en la realización de los programas pú- 
blicos, la resolución de conflictos, la canalización 
de peticiones y litigios, así como en la prevención, 
contención o sofocamiento del descontento local. 
Contra los afanes de modernización del aparato es- 
tatal, las jefaturas políticas concentraban amplias 
atribuciones legales, que comprendían el campo 
político, militar, fiscal y educativo, y abarcaban 
desde la organización de las elecciones hasta la apli- 
cación de las leyes de desamortización, a lo que se 
sumaban ciertas prerrogativas informales, como un 
ejercicio discrecional del poder y prácticas cliente- 
lares. La concentración del poder en estos funcio- 
narios contrasta con su falta de representatividad 
—y con frecuencia de legitimidad— entre los ha- 
bitantes de las localidades sobre las que lo ejercían, 
y la conjunción de ambos ingredientes fue en mu- 
chos casos fuente de resentimientos y reclamos que 
afloraron en la coyuntura crítica de la Revolución. 

Aunque por lo general los jefes políticos encau- 
zaban las políticas del régimen, muchas veces repre- 
sentaban a las élites y grupos regionales y sus aspira- 
ciones de autonomía, erigiéndose como barreras de 
contención frente a los esfuerzos de centralización 
desplegados desde los gobiernos estatal o federal. 
Esta compleja combinación de roles hacía de las je- 
faturas políticas piezas clave en el funcionamiento 
del sistema. El ejercicio de esta tarea solía ser un 
escalón para otros cargos políticos, desde presiden- 
cias municipales hasta magistraturas de la Suprema 


Corte. De hecho, el propio Porfirio Díaz había sido 
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subprefecto de Ixtlán en 1855 y posteriormente jefe 
político de Tehuantepec, lo que le había dado un 
conocimiento directo de la importancia de este car- 
go, sólo en apariencia modesto. 


Magistrados y legisladores 

Desde 1824, México adoptó el principio de di- 
visión de poderes, si bien a partir de entonces el 
equilibrio entre ellos se modificó en los distintos 
ordenamientos legales y los gobiernos asumieron 
actitudes diversas frente a ese marco legal. Como 
las anteriores, la Constitución de 1857 prescribía 
la división e independencia de los poderes ejecu- 
tivo, legislativo y judicial, y pretendía garantizarla 
mediante la elección indirecta de sus miembros, 
aunque otorgaba un peso menor al Ejecutivo, 
problema que habrían de enfrentar Juárez y Lerdo 
durante sus gestiones. En los inicios de la presi- 
dencia de Porfirio Díaz, el poder legislativo gozaba 
de gran autonomía, que se manifestó en el recha- 
zo a importantes iniciativas presidenciales. Díaz 
buscó modificar esa situación, que le dificultaba 
la gobernabilidad, aunque al hacerlo violentaba la 
letra de la Constitución. El principal mecanismo 
al que recurrió fue, como se explicó antes, inter- 
venir en la designación de los candidatos al con- 
greso, con lo cual fue minando la independencia 
y erosionando la capacidad de éste para legislar. 
En la fase de madurez del régimen se presenta- 
ron pocas iniciativas independientes y la presión 
del cuerpo desalentaba el desacuerdo de algunos 
de sus miembros; las iniciativas que no contaban 
con el respaldo del ejecutivo eran rechazadas en la 
Cámara de Diputados o postergadas indefinida- 
mente en la de Senadores. Esta última, que se ha- 
bía restaurado en 1874 como una representación 
directa de los estados, fue también cediendo sus 
facultades a un ejecutivo que gobernaba de mane- 
ra cada vez más personal. En fin, la reelección en 
ambas cámaras era tan común que, al finalizar el 
Porfiriato, muchos habían ocupado una curul más 
de 10 veces, ya fuera repitiendo como diputados, 


Justo Sierra con su esposa Luz Mayorga, 1874. SUE, UNAM. 
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ya turnándose entre esa cámara y la de senadores. 
Con todo, esta evolución propició también 
una suerte de “normalización” en el ejercicio de 
los poderes, pues, por ejemplo, el uso de atribu- 
ciones extraordinarias, tan común en la República 
Restaurada y en los inicios del Porfiriato, fue pro- 
gresivamente reducido y confinado a ciertas mate- 
rias (particularmente dentro del ámbito económico 
—como el otorgamiento de concesiones ferrovia- 
rias o de patentes—, el militar —como las reglas 
para el ingreso al ejército— o el de la política inter- 
nacional —como la firma de tratados con otros paí- 
ses—, mientras que el congreso preservó la facultad 
para legislar sobre materias políticas (como la orga- 
nización de las elecciones y las relaciones entre los 
estados), las reformas a la constitución y la elabora- 
ción del presupuesto. Además, el propio Congreso 
expidió una serie de códigos y leyes que normarían 
las esferas civil y penal, además de importantes ám- 
bitos de la actividad económica —como la minería 
y el comercio. En algunas materias, el desacuerdo 
entre ambos poderes se prolongó por muchos años, 
como lo prueba el caso de las alcabalas, que pese a 
los esfuerzos del ejecutivo no se eliminaron hasta 
1896. Los magistrados de la Suprema Corte eran 
elegidos mediante procedimientos similares por 
periodos de seis años. Los ministros del Tribunal 
Superior de Justicia y los jueces penales del Distrito 
Federal, cercanos al ámbito de influencia y de inte- 
reses de Díaz, eran también elegidos por voto po- 
pular en elecciones indirectas o bien designados por 
el propio presidente de la República. Para algunos 
autores de la época, como Justo Sierra, el resultado 
era similar: si los nombraba Díaz le debían lealtad 
(pues, además, al no ser inamovibles eran vulne- 
rables y debían garantizar la reelección); si eran 
votados bajo la influencia del presidente, le debían 
la misma lealtad. Como dijimos, la injerencia en 
las elecciones no era directa ni definitiva, pues se 
abrían diferentes resquicios a la negociación. Sin 
embargo, fueron varios los autores que compartie- 
ron y difundieron la preocupación de Sierra y que 
explican que agrupaciones como la Unión Liberal 
hayan buscado la inamovilidad de los jueces. 
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La anhelada independencia garantizaría la im- 
parcialidad en las decisiones judiciales. En cuanto 
a la justicia local, hay indicios de que el Tribu- 
nal Superior de Justicia trataba con benignidad y 


simpatía a funcionarios u hombres del régimen 
(policías, militares, diputados), pero lo hacía sin 
incurrir en prácticas ilegales y respetando los me- 
canismos procesales. Otra esfera a considerar es 
la intervención judicial ante actos inconstitucio- 
nales por parte de miembros del poder ejecutivo 
o Legislativo, es decir, ante violaciones de las ga- 
rantías o ante la promulgación de leyes contrarias 
a la constitución. La legislación no contemplaba 
un control de la constitucionalidad, es decir, no 
permitía al poder judicial calificar las leyes emiti- 
das por el legislativo, y tampoco calificar la legali- 
dad de las elecciones, pues de ello se encargaba el 
tribunal electoral. Sin embargo, permitía admitir 
demandas y aportar soluciones en casos particula- 


Cuerpo de rurales, ca. 1910. O 64128 sinaro, Conaculta, INAH. 


res mediante el recurso de amparo, que interpo- 
nían ante la justicia federal las personas que veían 
afectadas sus garantías. El amparo funcionó y se 
practicó a lo largo del periodo, aunque ciertas de- 
cisiones de la Suprema Corte restringieron la am- 
plitud que originalmente se le había concedido. 
No en lo tocante a la interposición de amparos 
contra decisiones de los jueces, pues si bien este 
tipo de amparos se había limitado en 1869 para 
impedir que la Suprema Corte se convirtiera en 
un tribunal de última instancia, algunos reclamos 
se admitieron en el Porfiriato. En cambio, se li- 
mitó en lo tocante a la posibilidad de calificar la 
legitimidad de autoridades y, con ello, la legalidad 
de su elección. Antes de que empezara el gobierno 
de Díaz, el presidente del máximo tribunal supuso 
que el examen de un acto violatorio de las garan- 
tías por parte de un funcionario permitía valorar 
también su competencia o legitimidad; durante 
el Porfiriato la tendencia cambió, se pensó que el 
amparo sólo debía examinar la violación de la ga- 
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rantía y no la legitimidad de la autoridad que la 
violaba. Por tanto, la Suprema Corte se abstuvo de 
calificar las elecciones, negando la entrada que el 
amparo podía haberle abierto y optando por una 
independencia que algunos vieron como muestra 
de su adhesión al ejecutivo. 

En general, los magistrados compartían con los 
parlamentarios tanto la permanencia como la mo- 
vilidad dentro de la clase política: muchos habían 
sido o llegaron a ser representantes ante el congreso 
y otros provenían de los gobiernos estatales, si bien 
muchos habían seguido una carrera judicial. Como 
los congresistas, envejecieron con el régimen y, en 
su mayoría, cayeron con él. 


Los apoyos y los allegados 

Como se ha demostrado, y contra lo que pudie- 
ra pensarse, el ejército porfirista era pequeño y se 
encontraba pobremente armado para los estánda- 
res internacionales. El ejército federal tenía entre 
24 000 y 30 000 efectivos, la tercera parte de lo 
que aconsejaban los militares franceses (un militar 
por cada 100 habitantes en tiempos de paz). Junto 
al ejército existían otros cuerpos armados, como 
la Guardia Nacional y las fuerzas auxiliares de los 
estados, que sumaban unos 70 mil efectivos. La 
Guardia Nacional constituía el núcleo originario 
del ejército mexicano, forjado en 1846 en el con- 
texto de la guerra con Estados Unidos y reflejo de 
la dispersión del poder entre los caudillos regio- 
nales, expresaba las aspiraciones federalistas y au- 
tonomistas, y de sus filas procedían tanto ciertos 
líderes tuxtepecanos —incluido el propio Porfirio 
Díaz— como algunos desafectos al régimen. A 
partir de 1880, cuando empezaron a graduarse los 
primeros cuadros profesionales del Colegio Mili- 
tar (reabierto en 1869), se procuró reemplazar ese 
grupo con el ejército auxiliar, que tenía un entre- 
namiento deficiente pero resultaba menos ame- 
nazante a los ojos del régimen. Completaban el 
cuadro los cuerpos paramilitares de la gendarme- 
ría fiscal (mil elementos) y los rurales, cuya fama 
provenía de su participación en actos represivos, 
pero cuya importancia se ha sobrestimado, pues se 
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trataba de apenas 1600 elementos apostados en 
algunas villas de los estados del centro. 

Había claras diferencias entre el ejército per- 
manente y el auxiliar, en parte por el origen social 
de sus miembros y en parte por sus funciones. El 
primero, más elitista, respondía al llamado de las 
autoridades estatales para hacer frente a perturba- 
ciones graves del orden público, como la rebelión 
de Tomóchic, en Chihuahua, que fue violenta- 
mente reprimida por esta agrupación. El segun- 
do, de composición más popular, se consideraba 
idóneo para controlar focos locales de oposición, 
pero como se involucró cada vez más en asuntos 
políticos de los estados perdió confiabilidad a los 
ojos del régimen, lo que, a partir de 1893, pro- 
vocó que se le fusionara con el cuerpo de rurales, 
dependiente de la Secretaría de Gobernación. De 
modo más general, a partir de entonces el gobier- 
no decidió disminuir el peso político del sector 


Teresita Urea, La Santa de Cabora, José Guadalupe Posada, 1893, 
grabado. Hemeroteca Nacional de México, UNAM. 
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castrense, lo que se manifestó en la reducción del 
número de gobernadores con trayectoria militar de 
21 a ocho en el curso de unos cuantos años. Esta 
tendencia se vio temporalmente contenida por la 
llegada de Bernardo Reyes a la Secretaría de Gue- 
rra y Marina en 1900. Reyes organizó la Segunda 
Reserva, un cuerpo de 20 mil ciudadanos armados 
inspirado en la Guardia Nacional cuya capacidad 
de convocatoria y movilización pareció un peligro 
potencial para el poder presidencial. Ello explica 
su disolución y el relevo de Reyes como secreta- 
rio de Guerra, tras lo cual sobrevino una etapa de 
corrupción y desmoralización del ejército que, al 
verse acompañada por una reducción ulterior en 
sus efectivos totales, terminó por debilitar al brazo 
armado del poder político. 

En forma aparentemente paradójica, al mismo 
tiempo que el ejército pasaba a segundo plano se 
acentuaba el endurecimiento del régimen, lo que 
se hizo notar en el automatismo de las prácticas 
electorales, en una vigilancia más estrecha sobre la 
prensa y en la represión de cualquier movilización 
opositora. Todo esto fue en parte resultado de la 
mayor capacidad del estado para controlar, admi- 
nistrar y hacer cumplir la ley: se había construido 
un aparato político eficaz que aplicaba el remedio 
que la situación reclamaba, ya fuera mediante la 
conciliación, la negociación O, en casos extremos, 
la represión. A ello contribuyó también que se in- 
corporara una nueva generación de políticos a la 
clase gobernante que, a partir de los años de 1890, 
desplazó en cierta medida a la anterior. Este grupo 
provenía de círculos de clase media urbana, osten- 
taba un nivel educativo más alto que el promedio 
y compartía una concepción de la historia y de la 
sociedad fundada en la filosofía positivista, la cual, 
como se verá después, buscaba aplicar los princi- 
pios y métodos de la ciencia a la resolución de los 


José Yves Limantour, ministro de Hacienda del gobierno de Díaz, ca. 
1910. O sinaro, Conaculta, INAH. 


Páginas siguientes: El general Porfirio Díaz acompañado de Ramón 
Corral, Justo Sierra, Olegario Molina, Justino Fernández y José Yves 
Limantour, 1910. O sINAFO, Conaculta, INAH. 
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problemas sociales. El grupo propugnaba por un 
orden “científico” de la política y la administra- 
ción que propiciara el progreso material, y de ahí 
que se les conociera, no sin cierto sarcasmo, como 
“los científicos”. 

Aunque nunca fue un grupo popular ni llegó a 
ser muy numeroso, algunos de sus integrantes ocupa- 
ron puestos clave en la administración, lo que les dio 
una gran influencia y visibilidad. Miembros promi- 
nentes del grupo se hicieron presentes en el gabinete 
(José Yves Limantour, Enrique Creel, Justo Sierra), 
en el congreso (Francisco Bulnes, Emilio Rabasa, 
Pablo Macedo), en el gobierno de los estados (Ra- 
món Corral, Emilio Pimentel, Alfredo Chavero) y 
algunos ocuparon varios de estos puestos. La im- 
portancia que otorgaban a la estabilidad y al pro- 
greso material los llevó a justificar la realización 
trunca del credo liberal, sobre todo en lo tocante 
a las libertades civiles y las prácticas democráticas. 
Su visión tecnocrática de la política pudo haber- 
les acarreado pocas simpatías, pero ciertamente le 
imprimió una mayor eficacia a la administración 
pública (que incluyó el establecimiento de nue- 
vas dependencias de gobierno y el registro de los 
principales indicadores económicos), les permitió 
alcanzar el largamente anhelado equilibrio presu- 
puestal —que durante varios años fue en realidad 
un holgado superávit fiscal— y consolidar el cré- 
dito internacional, lo que a su vez hizo posible uti- 
lizar un endeudamiento externo moderado como 
medio para promover el desarrollo económico. 
Pese a que algunas de sus iniciativas les ganaron 
la fama de beneficiar en- exceso los intereses forá- 
neos y a ciertos grupos empresariales, lo cierto es 
que sus decisiones reflejaban un creciente nacio- 
nalismo y hasta un antinorteamericanismo: en la 
primera década del siglo favorecieron a inversio- 
nistas europeos a fin de disminuir la presencia de 
Estados Unidos en México, lo que provocó cierto 
distanciamiento en las relaciones con el poderoso 
vecino. Asimismo, encabezaron el proceso de ad- 
quisición de las principales líneas ferroviarias que 
concluyó en la llamada “mexicanización” de los 
ferrocarriles en 1908, y al año siguiente impul- 
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saron una ley minera que revertía algunos de los 
principios liberalizadores que habían caracteriza- 
do a la de 1892. En opinión de muchos, los “cien- 
tíficos” ofrecieron a Díaz la ocasión de mantener 
dividida a la élite gobernante, lo que le permitía 
preservar su condición de mediador indispensable 
para la estabilidad política de la nación. 


Las oposiciones 
Pese a la incuestionable fortaleza del régimen, acaso 
no hubo un momento en el cual no aparecieran, aquí 


General Bernardo Reyes, ca. 1900. Archivo General de la Nación. 


Enfrente: La embajada yaqui, El Colmillo Público, 1904. Biblioteca 
Miguel Lerdo de Tejada, sHcp. 


o allá, corrientes críticas de opinión, movilizacio- 
nes reivindicativas o francas rebeliones. Las críticas 
más tenaces, aunque nunca realmente amenazan- 
tes, provenían de las filas de los liberales puros y 
de los representantes de la Iglesia. Estos grupos se 
expresaban a través de la prensa: los primeros en 
periódicos como £l Monitor Republicano y El Dia- 
rio del Hogar, los otros, en El Tiempo y La Voz de 
México. Sus directores y redactores padecieron con 
frecuencia cárcel y persecución, en tanto que perió- 
dicos más radicales fueron de plano suprimidos. 
La oposición liberal estaba formada por los 
herederos de la Reforma que se sentían desencan- 
tados por el incumplimiento de la Constitución 
de 1857 y no se resignaban a renunciar al ejer- 
cicio pleno de las libertades civiles y políticas en 
nombre del orden y la estabilidad, o que recha- 
zaban las justificaciones positivistas del régimen y 
demandaban que se respetara la Carta Magna. La 
iglesia en su conjunto, aunque no olvidaba las ar- 
bitrariedades y despojos de que había sido víctima 
por obra de los liberales, en atención a la política 
conciliadora tuvo un trato cordial con Díaz, pero 
algunos sectores lo criticaron tanto en lo político 
como en lo social. En el segundo ámbito se de- 
sarrolló una corriente de catolicismo social que 
cuestionó desde la forma en que el positivismo y el 
materialismo amenazaban los valores y el espíritu 
del catolicismo, hasta la opresión y los malos tra- 
tos de que eran víctimas los trabajadores a manos 
de hacendados abusivos. Junto a estos militantes 
católicos había grupos que en general compartían 
una visión conservadora y propugnaban por la 
persistencia de una sociedad corporativa, con co- 
tos y privilegios sociales claramente demarcados. 
Otros tropiezos en la senda de la estabilidad 
procedían de los levantamientos agrarios que, 
como se verá más adelante, se presentaron con 
impresionante frecuencia durante todo el siglo XIX 
y que respondían a motivaciones que iban desde 
la defensa de la autonomía política, de las tierras 
comunales o de la cultura tradicional, hasta el re- 
chazo a la imposición de autoridades o al aumen- 
to de los impuestos. Si bien frente a los reclamos 
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pacíficos el gobierno solía adoptar una actitud be- 
nevolente y Díaz podía intervenir en persona para 
dar un fallo a favor de las comunidades, ante las 
movilizaciones violentas era implacable: fusiló 
a dirigentes, encarceló a muchos participantes y 
combatió militarmente los movimientos armados. 
En el marco de esa continuidad, a principios de 
los años de 1890 se vivió una coyuntura muy seria 
debido a la combinación de una crisis económica, 
agravada por epidemias y condiciones climáticas 
que arruinaron las cosechas en muchas partes del 
país, por un lado, y por el otro, el deseo de apro- 
vechar la reforma a la constitución que permitía la 
reelección indefinida de los gobernadores para co- 
locar a los candidatos favoritos de las élites locales 
—pero no necesariamente del poder federal— en 
esos cargos. En el norte, donde la situación fue 
más crítica, el general Bernardo Reyes se convirtió 
en la figura clave, tanto para mediar y distribuir 
prebendas entre la clase política local, como para 
ejercer dosis variables de represión. Dentro de una 
lógica algo distinta debe mencionarse el combate 
contra los yaquis, una nación india que se resis- 
tía a la lógica integradora del estado nacional y 
contra la que se siguió una guerra sin cuartel, que 
continuó hasta el decenio de 1930. En la primera 
década del siglo xx, unos 6 500 yaquis (trabajado- 
res y sus familias) fueron deportados a Yucatán, 
donde se les forzó a trabajar en las haciendas he- 
nequeneras. 

La estabilidad del régimen enfrentaba aún 
otro reto: en las ciudades, los empleados y obreros 
fabriles se constituían en una fuerza con crecien- 
te capacidad de expresión. Una industrialización 
tardía y la inexistencia de derechos laborales mí- 
nimos consagrados por la ley retrasaron por algún 
tiempo la conformación de un movimiento obrero 
en sentido estricto. Los trabajadores industriales se 
asociaban en organizaciones de corte mutualista, 
a veces patrocinadas por el gobierno, y las autori- 
dades mediaban en forma paternalista en los con- 
flictos obrero-patronales, conteniendo los afanes 
de movilización de una clase asalariada cada vez 
más numerosa. En concordancia, las asociaciones 


mutualistas apoyaban al régimen y formaban par- 
te importante en los clubes, en los desfiles y en las 
proclamas a favor de la reelección. 

Este relativo sosiego no excluyó el estallido de 
huelgas a lo largo de todo el periodo, que por lo 
general se resolvieron pacíficamente con la inter- 
mediación de las autoridades o de la organización 
oficial de los trabajadores, el Congreso Obrero, o 
con la represión esporádica del radicalismo obre- 
ro, que aparecía aquí y allá bajo las banderas del 
anarquismo y vagas versiones del socialismo. Con 
todo, nada de eso se asemejaba a lo que sucedería 
en 1906, año en que las movilizaciones de traba- 
jadores ferroviarios, la aparición de organizaciones 
militantes entre los obreros de la industria textil 
(en particular el Gran Círculo de Obreros Libres) 
y las campañas de propaganda del Partido Libe- 
ral Mexicano confluyeron para crear un clima de 
creciente agitación. Este ambiente se tradujo en 
paros y movilizaciones laborales cuyas expresiones 
más estruendosas fueron la huelga que estalló en el 
norte de Sonora, en la Cananea Consolidated Co- 
pper Company, y la reacción de los trabajadores 
tras la publicación del laudo presidencial que pre- 
tendía solucionar el conflicto en la fábrica textil de 
Río Blanco, en Veracruz. La notoriedad de estos 
hechos no reside en el radicalismo de las deman- 
das de los trabajadores y ni siquiera en lo insoste- 
nible de su situación laboral, sino en que pusieron 
en evidencia las resquebrajaduras del régimen, su 
incapacidad para encontrar salidas pacíficas a con- 
flictos aislados, y el pasmo, si no la complicidad, 
con que consintió respuestas represivas totalmen- 
te desproporcionadas, en el primer caso por parte 
de la policía norteamericana y en el segundo de 
las fuerzas federales. A partir de entonces, el creci- 
miento inevitable de las plantillas de trabajadores 
en los sectores modernos de la actividad econó- 
mica y la creciente influencia del anarcosindicalis- 
mo en los núcleos más avanzados del movimiento 
obrero acentuaron los impulsos hacia la organiza- 
ción independiente y hacia la movilización reivin- 
dicativa, y ambas fueron recibidas por el gobierno 
con recelo o franca animadversión. 
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Prensa, clubes y partidos políticos; 

el fin del régimen 

Probablemente la mayor fragilidad del régimen 
porfirista radicó en no haber creado los mecanismos 
para la transmisión pacífica del poder político. 
La elección indirecta de los gobernantes buscaba 
garantizar la representación tamizando las dife- 
rencias, de manera que la lucha entre facciones se 
redujera al mínimo. A este mismo impulso debe 
atribuirse la falta de organizaciones políticas per- 
manentes durante buena parte del Porfiriato. Aun- 
que en épocas de elecciones proliferaban los “clu- 
bes”, por medio de los cuales solían encauzarse las 
candidaturas, su existencia era breve y se reducía a 
ese propósito; en cambio, las inquietudes de orden 
político se expresaban en la prensa periódica, que 
acaso por esta razón proliferó generosamente en 
estos años. Hubo periódicos oficiales que, como 
El Imparcial, contaron con el subsidio del régimen 
y se convirtieron en propagandistas de sus logros. 
Los hubo también independientes, opositores, ra- 
dicales; nacionales y estatales; católicos, liberales, 
anarquistas; de larga vida y de publicación efí- 
mera, ya porque tuvieran como único propósito 
promover alguna candidatura, ya porque fueran 
clausurados por lastimar la delicada sensibilidad 
del régimen. En cualquier caso, los periódicos ha- 
cían las veces de organizaciones políticas porque, 
en el fondo, se pensaba que los partidos alentaban 
la división y promovían el faccionalismo, y que 
éstos eran enemigos irreconciliables de la unidad 
y la paz. 

En 1892 los “científicos” fundaron la Unión 
Liberal, para apoyar la tercera reelección de Díaz 
y aceptando sin excesivo pesar el sacrificio de una 
democracia plena ante la necesidad de continuar la 
tarea de modernizar el país. Sin embargo, éste no 
fue el germen de una vida partidaria más amplia, 
por cuanto la iniciativa no fue secundada por otros 
grupos que mantenían posturas críticas —como 
los católicos o los liberales puros—, y porque el 
régimen, lejos de alentar el fortalecimiento de la 
oposición, reaccionaba contra cualquier atisbo de 
organización independiente aprehendiendo, des- 
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terrando o neutralizando de cualquier otra forma 
a sus dirigentes. Es difícil decir con qué mezcla 
exacta de genuino consenso, conformidad y te- 
mor ocurrían, pero el hecho es que los brotes de 
oposición tenían generalmente un tinte local y 
no cuestionaban el statu quo. Aunque hubo mu- 
chas asociaciones políticas, como clubes, círculos 
y “sociedades de amigos”, con enorme frecuencia 
encaminadas a apoyar la candidatura de Díaz y 
las de los gobernadores, se trataba casi siempre de 
agrupaciones semioficiales de dudosa representa- 
tividad. La ausencia de un sistema de partidos es 
quizá una de las grandes anomalías que marcaron 
la evolución política de México respecto a otros 
países, incluso dentro del contexto latinoamerica- 
no, durante este periodo. 

Entre los primeros clubes nacionales que no 
se formaron bajo la motivación exclusiva de pro- 
mover la siguiente reelección del presidente debe 
mencionarse el Club Liberal Ponciano Arriaga, 
fundado en 1901 en San Luis Potosí por inicia- 
tiva de Camilo Arriaga. Si bien en su origen sus 
reivindicaciones apenas iban más allá de pedir que 
se observaran los preceptos liberales, pronto se 
dividió y radicalizó, al grado de que, cuando en 
1905 se constituyó formalmente como Partido 
Liberal Mexicano, sus principales dirigentes, los 
hermanos Flores Magón, entonces en el exilio, 
profesaban ideas anarquistas y propugnaban por 
un amplio programa de reforma social. 

La aparición de las primeras agrupaciones po- 
líticas independientes anuncia el principio de la 
última fase del régimen porfirista, aunque el factor 
que desató su declive fue la creación de la vicepre- 
sidencia con vistas a las elecciones de 1904, debido 
al significado que ésta adquirió como el ámbito en 
que habría de dirimirse la futura sucesión de Porfi- 
rio Díaz. Los contendientes más visibles, el “cien- 
tífico” José Yves Limantour y el militar de brillante 
carrera Bernardo Reyes, renunciaron a manifestar 
públicamente sus ambiciones y se sometieron a los 


Páginas siguientes: Primer Congreso del Partido Liberal Mexicano, 
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designios del gran elector, quien se decantó por un 
personaje gris que difícilmente representaría una 
amenaza en el futuro: el sonorense Ramón Co- 
rral, miembro del grupo “científico”. La división 
en la élite gobernante debilitó al gobierno y creó 
un foco de inestabilidad que se volvería más difícil 
de manejar con el correr de los años: el de los se- 
guidores de Reyes, que se convirtieron en críticos 
acérrimos de la política de los “científicos” y en 
opositores potenciales del régimen. El quiebre en 
la clase política se produjo al tiempo que el gobier- 
no mexicano enfrentaba complejos desafíos en el 
contexto internacional. La actividad de “los cien- 
tíficos” en pos de un mayor acercamiento con Eu- 
ropa y la “mexicanización” de las principales líneas 
férreas generaron contrariedad entre grupos de in- 
terés económico y en círculos gubernamentales de 


Miembros del club antirreeleccionista tomando cerveza, ca. 1911. 
O SINAFO, Conaculta, INAH. 


Estados Unidos, misma que se acentuó debido a 
posturas encontradas en relación con Centroamé- 
rica y al supuesto tratado en el que México otor- 
gaba privilegios a Japón, potencia emergente que, 
a los ojos de Washington, parecía amenazar sus in- 
tereses. Aunque no se ha podido demostrar que el 
gobierno norteamericano hubiera “abandonado” 
al presidente Díaz, y mucho menos que hubiera 
actuado de alguna manera para favorecer su caída, 
es cierto que al finalizar la primera década del siglo 
XX las relaciones entre ambos no se encontraban 
en su mejor momento. 

A medida que se aproximaban las elecciones 
de 1910, y particularmente tras las declaraciones 
que emitiera Díaz en 1908 ante el periodista es- 
tadounidense James Creelman, asegurando que 
vería con buenos ojos la formación de partidos 
políticos y no aspiraría a una nueva reelección, los 
vientos de cambio cobraron ímpetu en muchas 
partes del país. Se publicaron numerosos folletos, 
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de autores jóvenes, y periódicos que hacían suyas 
las inquietudes políticas. A finales de ese mismo 
año se constituyó en Guadalajara el Partido Inde- 
pendiente, que apoyaba la candidatura de Bernar- 
do Reyes a la vicepresidencia. A su gran populari- 
dad entre miembros del ejército y la francmasone- 
ría se sumaba la que tenía entre las clases medias 
urbanas y la de muchos de los que se oponían a 
los “científicos”, ante quienes se presentaba como 
una opción nacionalista. En el curso de 1909 se 
organizaron otros clubes que apoyaban su candi- 
datura, como el Partido Democrático y el Club 
Soberanía Popular que, pese a no cuestionar las 
reglas del juego del sistema, fueron objeto de una 
represión selectiva y desarticuladora por parte del 
régimen. El movimiento reyista permaneció in- 
conexo y falto de liderazgo, pues el propio Reyes 
nunca asumió formalmente la candidatura y, an- 
tes bien, aceptó el camino del destierro que Díaz 
le impuso al encomendarle una misión militar en 
Europa en noviembre de 1909. 
A mediados de ese año hizo su aparición otra 
_ organización política cuyo nombre definitivo fue 
el de Partido Anti-Reeleccionista, en la que par- 
ticipaba media centena de individuos, algunos 
ya connotados en el medio político o intelectual, 
como José Vasconcelos, Filomeno Mata y Francis- 
co Madero, heredero de una próspera familia de 
empresarios coahuilenses y autor del libro La suce- 
sión presidencial de 1910. Acto seguido, los promo- 
tores del nuevo partido iniciaron giras por toda la 
república para divulgar su mensaje, que se resumía 
en el lema “Sufragio efectivo, no reelección”. En 
particular, Madero recorrió buena parte del país, 
realizando mítines y promoviendo la formación 
de clubes antirreeleccionistas. En abril del año si- 
guiente, los representantes de todos los clubes así 
formados se reunieron y eligieron como candidato 
a la presidencia al propio Madero, y a la vicepre- 
sidencia a Francisco Vázquez Gómez. En ese mo- 
mento sus posibilidades de éxito parecían nulas. 
Luis González afirma que el padre de Madero, don 
Evaristo, le advirtió que lo suyo era “el desafío de 
un microbio a un elefante”. 
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Fue así como el grupo gobernante envejeció 


sin sentirse obligado a prever su reemplazo. En 
1910, Porfirio Díaz cumpliría 80 años y 34 en el 
poder, mientras varios gobernadores lo seguían 
con una veintena de años en funciones y más de 
70 años cumplidos, y cuatro miembros de su gabi- 
nete rondaban las dos décadas de permanencia en 
sus cargos. No es de extrañar, entonces, que cuan- 
do los antirreeleccionistas iniciaron su movilización, 
el gobierno de Díaz, entumecido y mal preparado 
para enfrentar contrincantes reales, haya leído mal 
las señales del momento y haya activado una vez 
más los anquilosados mecanismos de la reelección. 
Contradiciendo su propia declaración al periodista 
James Creelman en el sentido de que no buscaría 
una vez más la presidencia, Díaz aceptó la candi- 
datura que le ofreció el Club Reeleccionista, persi- 


James Creelman, ca. 1908. Biblioteca del Congreso, 
Washington, DC. 
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guió o encarceló a sus opositores y se reeligió por 
un “último” —Porfirio Díaz dixit— periodo de 
seis años. Ni los resultados electorales que anun- 
ciaban un triunfo apabullante para el presidente, 
ni las vistosas conmemoraciones del Centenario de 
la Independencia convencieron al candidato anti- 
rreeleccionista, Francisco 1. Madero, de desandar 
sus pasos. Desde San Antonio, Texas, donde se 
había refugiado tras escapar de su encarcelamiento 
en San Luis Potosí, llamó al pueblo de México a 
levantarse contra lo que consideraba un gobierno 
emanado del fraude electoral. La respuesta a esta 
convocatoria marcó el comienzo de la revolución. 


LA ECONOMÍA 


Entre 1876 y 1910 tuvo lugar en México un notable 
proceso de desarrollo económico: se construyeron 
vías de ferrocarril que unieron el país y permitie- 
ron ampliar los mercados; se intensificó la produc- 
ción minera y agrícola y se consolidó un sector de 
la economía orientado a la exportación; la mayor 
acumulación de riqueza hizo posible el inicio de la 
industrialización. En ello influyeron varios factores, 
entre los cuales es preciso destacar la estabilidad 
política y la transformación del marco legal, que 
propiciaron la llegada de capitales extranjeros y una 
mayor apertura a la economía internacional. 


Estabilidad, recuperación y crecimiento 
económico 

El gran logro del régimen encabezado por Porfirio 
Díaz fue la reanudación del crecimiento econó- 
mico, que arrancó desde un nivel muy bajo tras 
décadas de estancamiento o franca depresión. Fue, 
además, una conquista conscientemente buscada 
por la élite gobernante y que se pensaba alcanzar 
con la estabilidad política, al punto que las reelec- 
ciones del presidente se justificaban, entre otras 
razones, para que pudiera realizar “el programa 
económico que nuestro estado social demanda”. 
La estabilidad, de hecho, hizo posible un amplio 
programa de reformas legales que atrajeron a los 


inversionistas extranjeros a desarrollar el potencial 
económico del país y crearon un ambiente de con- 
fianza que alentó también a los empresarios nacio- 
nales a invertir en actividades productivas. 

Entre los cambios institucionales más signifi- 
cativos se encuentran las leyes que transformaron 
la estructura de la propiedad raíz (aunque seis de 
ellas se expidieron antes de la llegada de Díaz al 
poder y solamente dos durante su mandato), las 
cuales contribuyeron a individualizar la propie- 
dad de las corporaciones indígenas y eclesiásticas, 
a privatizar enormes extensiones de tierras baldías 
y a perfeccionar los derechos de propiedad sobre 
la tierra, y al mismo tiempo procuraron obtener 
ingresos para la hacienda pública. En cambio, el 
propósito de colonizar el territorio con inmigran- 
tes laboriosos y emprendedores no se alcanzó, pues 
muy pocos respondieron a la convocatoria del go- 
bierno. También en el campo de la minería se in- 
trodujeron importantes cambios legales. Esta era 
una actividad muy importante, pues estimulaba 
los mercados regionales, proveía a la economía na- 
cional de dinero y aportaba asimismo la mercan- 
cía-medio de pago con la que México participaba 
en el mercado internacional para adquirir impor- 
taciones y saldar el déficit comercial: la plata. Las 
nuevas leyes sustituyeron la legislación colonial, 
muy anticuada para las necesidades de la minería 
moderna, e introdujeron innovaciones como la so- 
ciedad anónima, la libertad de explotación y una 
forma de concesión que se acercaba a la propiedad 
privada. Estas modificaciones abrieron la puerta 
para que se constituyeran, dentro y fuera del país, 
sociedades accionarias de grandes dimensiones 
que rehabilitaron la minería mexicana mediante el 
uso de tecnología avanzada y con la explotación de 
minerales industriales en gran escala. Otro cambio 
legal de consecuencias importantes fue la abolición 
de las alcabalas, lograda sólo tras vencer la resisten- 
cia de los estados, medida que representó el último 
toque en el largo proceso de consolidación políti- 
ca, administrativa y financiera del Estado federal, 
cuya contraparte económica fue la unificación del 
mercado nacional. 
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Junto con la transformación del marco insti- 
tucional se ampliaron las competencias del Esta- 
do, su capacidad administrativa y su presencia 
material, posibilitada en parte por el incremento 
en los ingresos públicos. El gasto público, antes 
concentrado en el pago del ejército y de la deuda 
pública, amplió sus alcances para abarcar la pro- 
moción económica, en particular los subsidios a 
la expansión ferroviaria. El fortalecimiento de las 
finanzas públicas fue resultado del auge econó- 
mico, la diversificación de las fuentes de ingreso 
y la regularización del crédito externo. Los ingre- 
sos del gobierno federal pasaron de 16 millones de 
pesos en 1870 a 111 millones en 1910, al mismo 
tiempo que disminuía su dependencia de los dere- 
chos de importación. Por su parte, si bien las finan 
zas de los estados padecieron por la abolición de 
las alcabalas y la centralización fiscal, también se 
vieron favorecidas por la bonanza general. Aunque 
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en medio de una gran disparidad, en conjunto sus 
ingresos aumentaron a más del triple, al pasar de 8 
a 28 millones de pesos entre 1881 y 1908. 

El restablecimiento del crédito público se pro- 
dujo gracias a la exitosa renegociación de la deuda 
externa entre 1886 y 1888, en lo que desempeñó 
un papel importante la creación del Banco Nacio- 
nal de México, que siendo un organismo privado 
actuó como intermediario en los tratos con los 
acreedores extranjeros e hizo préstamos de corto 
plazo al propio gobierno. La renegociación de la 
deuda redujo su monto total y mejoró las condi- 
ciones de pago. A partir de entonces, México pudo 
utilizar el endeudamiento externo como un instru- 
mento complementario para promover el desarro- 
llo económico. 


Viaducto en la Barranca de Metlac, A. Briquet, 18 de marzo de 
1908, Veracruz. Archivo General de la Nación. 
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De la reactivación de la economía 

al crecimiento económico moderno 

Desde finales de 1870, la estabilidad política, el 
nuevo marco legal y la mayor presencia estatal pro- 
piciaron cierta reactivación económica en- los 
ámbitos tradicionales, como la minería, la pro- 
ducción fabril de textiles y tabaco, las artesanías 
y el comercio. México seguía exportando plata y 
algunos productos agropecuarios como vainilla, 
tintes naturales, maderas finas, ganado y pieles. 
Estos signos de revitalización no anunciaban, sin 
embargo, cambios relevantes en el nivel, la estruc- 
tura o el emplazamiento geográfico de la actividad 
económica. La inmensa mayoría de la población 
habitaba en el medio rural y se dedicaba a la agri- 
cultura, y una parte considerable se encontraba 
vinculada a los pueblos o atada por coacciones 
extraeconómicas a las haciendas. Muchas de estas 
unidades productivas se relacionaban sólo espo- 
rádicamente con la economía de mercado, aun- 
que ello variaba de acuerdo con las características 
de cada región, del transporte y delos productos que 
se cultivaban. Los bajos salarios y el hecho de 
que una parte de ellos se pagara en especie reducía 
la capacidad de compra de la población, es decir, la 
profundidad del mercado. Por su parte, la falta de 
medios de transporte estrechaba sus dimensiones 
y alcance geográfico, y mantenía el territorio na- 
cional en un estado de severa fragmentación. 

Las cosas cambiaron a partir de la década de 
1880. El factor decisivo para transformar la es- 
tructura y el mapa productivo de la economía 
fue la construcción de ferrocarriles, que arrancó 
en ese año y continuó hasta el final del Porfiriato. 
Las líneas atravesaron el territorio nacional desde 
la capital hasta la frontera con Estados Unidos y 
desde las áreas del centro-norte hasta el Golfo de 
México, entrelazaron importantes regiones econó- 
micas y más tarde alcanzaron también la frontera 
con Guatemala. El estado impulsó decididamente 
la expansión ferroviaria como parte medular de su 


Interior de la Cananea Consolidate Cooper Company, ca. 1905. 
Museo Regional del Estado de Sonora, SINAFO, Conaculta, INAH. 
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proyecto económico, la cual fue financiada con re- 
cursos provenientes sobre todo de Estados Unidos 
y Gran Bretaña. El gobierno federal otorgó a las 
empresas contratantes concesiones para construir 
y explotar las vías durante 99 años, que incluían 
exenciones fiscales y, en muchos casos, subsidios 
por kilómetro construido, a cambio de lo cual 
pudo ejercer su influencia en la determinación del 
trazo y la política tarifaria. La presencia regulatoria 
del estado se reforzó con la Ley de Ferrocarriles de 
1899 y se consolidó con la adquisición de la ma- 
yoría accionaria de las principales empresas, en un 
proceso que concluyó en 1908 con la formación de 
- los Ferrocarriles Nacionales de México. 

Los ferrocarriles fueron el proyecto moderni- 
zador más importante del Porfiriato. Integraron 
materialmente a la nación: atravesaron la mayor 
parte de los estados, tocaron las principales ciuda- 
des y centros decomercioeimpulsaronlaocupación 
y el desarrollo del inmenso territorio norteño. 
Redujeron de manera considerable los costos del 
transporte, lo cual favoreció especialmente las ac- 
tividades que se veían en mayor medida obstacu- 
lizadas por su carestía, como los bienes básicos 
destinados al mercado interno, los combustibles 
y los minerales de baja ley. En esta medida, fue- 
ron el vehículo más poderoso para multiplicar los 
intercambios, fomentando una organización más 
eficiente de la actividad económica y la integra- 
ción de un mercado nacional. 

La construcción de ferrocarriles marcó el inicio 
de la apertura a la inversión extranjera, alentada 
por la consolidación de las instituciones y posibi- 
litada por la expansión internacional del mercado 
de capitales. Aunque frecuentemente cuestionada 
por la ideología surgida de la revolución, la inver- 
sión extranjera constituía un requisito indispensa- 
ble para el crecimiento, dadas las condiciones de 
atraso y la escasez de ahorro interno en la economía 
mexicana. En el sector minero, las incursiones tem- 
pranas de capital nortemericano en los yacimien- 
tos del norte del país se convirtieron en verdaderas 
oleadas de inversión cuando los ferrocarriles abrie- 
ron nuevas regiones mineras y aumentaron la ren- 


tabilidad de los minerales de baja ley. Junto a la 
plata se empezaron a explotar en gran escala el oro 
y los minerales industriales, como el plomo y el 
cobre, de gran demanda en el mercado internacio- 
nal. A partir de la década de 1890 las actividades 
extractivas se vieron enriquecidas con el estable- 
cimiento de una industria metalúrgica tecnológi- 
camente avanzada, de capital extranjero pero con 
la participación de empresarios mexicanos, y con 
grandes plantas de procesamiento en Monterrey, 
Aguascalientes, San Luis Potosí y otras ciudades 
del norte del país (véase el mapa 1). 

Las inversiones extranjeras abarcaron muchos 
otros campos de la economía. Capitalistas de Fran- 
cia, Gran Bretaña y Alemania, junto a la élite de 
comerciantes adinerados de la ciudad de México, 
protagonizaron en los años de 1880 la aparición de 
los primeros bancos, que en las siguientes décadas 
se multiplicaron para formar una red de dimen- 
siones limitadas pero de alcance nacional. Simul- 
táneamente, inversionistas foráneos organizaron 
compañías de deslinde y colonización, y más tarde 
participaron también en proyectos de infraestruc- 
tura portuaria y de servicios, como electricidad y 
drenaje. Aunque las estimaciones disponibles son 
imprecisas, se ha calculado el monto total de la in- 
versión extranjera hacia 1910 en 800 millones de 
dólares, de los cuales 38% era estadounidense, 29% 
británico, 27% francés y el resto de otros orígenes. 


Auge exportador, modernización económica 

e industrialización 

A partir de 1850 el crecimiento de las economías 
avanzadas y la reducción de los costos del trans- 
porte marítimo promovieron la expansión del 
comercio internacional. Para México, cuyo desa- 
rrollo se veía frenado por la estrechez del mercado 
interno, integrarse a la economía internacional se 
presentaba como la única oportunidad para dar 
un mejor uso a los recursos disponibles y arrancar 
un proceso de crecimiento económico. Sin em- 
bargo, sólo se pudo aprovechar esa oportunidad 
una vez que el país superó sus dificultades inter- 
nas, es decir, hacia el último cuarto del siglo XIX, y 
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MAPA 1. LA ACTIVIDAD MINERO-METALÚRGICA 
Y LOS FERROCARRILES HACIA 1910. 


Canahea 


Nacozari 
Cobre 
[o] 


¡Colorado 


O) ¿, San Javier 
O san Marcial 


Soledad 
(5) Meguarichic 


o Barranca 
Urique % del Cobre 


[o] 
José María 
nzas 


Parral 
O 


La Candelaria 


0 
O Centros mineros 


INS Vías férreas 


Fundiciones 


O 
San Dimas 


Piedras Negras 


Nueva 
Rogíta 


Palau 
ce Sabinas 
() 
1 Carrizal 


Sierra Mojada 


O; 
San Fernando Monclova 


oro FLA 
Saltillo 


T sil Mazapil 
¿o dá Concepción 
deljOro 


Villa de la Paz 
a) 


Mapimi 
o 
Peñoles 

(a) 


Mercadú 
Durango 


Matehuala 
O catorce 


Do najuato 
Irapuato (A 
alpujabaa 
ha 


(a) Pa 
e 


Cordonal 


El Chico 
82al del Monte 
e  OFeziutián 


Ne GS 


29) Tlacolula 
Ocotlán 


Morelia O N 
a) 1 Oro 
ato Angangur 


(e) 
Inguarán(S) Ochurupac ascá 


10) 
Churumuco do, 


Tepantitián 
[0] 


Tidla 


Fuentes: elaborado con base en Cuauhtémoc Velasco Ávila et al., Estado y minería en México (1767-1910), México, SEMIP-INAH-FCE, 1988, pp. 261-271; 
Marvin Bernstein, 7he Mexican Mining Industry, 1890-1950. A Study on the Interaction of Politics, Economics, and Technology, Nueva York, State University 
of New York, 1964, pp. 33-43; Francisco R. Calderón, “Los ferrocarriles”, en Daniel Cosío Villegas (coord.), Historia moderna de México, México, Hermes, 
1965, vol. vit, tomo 1, pp. 483-634; Atlántida Coll-Hurtado, Nuevo atlas nacional de México, México, Instituto de Geografía, UNAM, 2007, mapa HIV 12. 


lo hizo mediante el despliegue de viejas y nuevas 
actividades exportadoras, alentadas por el apogeo 
de la demanda externa y por la vecindad con el 
gran mercado estadounidense. Al auge de las ex- 
portaciones contribuyó también la devaluación de 
la plata, pues los exportadores pagaban sus costos 
en esta moneda en tanto que obtenían oro por la 
venta de sus productos en el exterior. Esta ventaja 
cesó, evidentemente, cuando el país adoptó el pa- 
trón oro con la reforma monetaria de 1905. 

Entre 1870 y 1910 no sólo aumentó significa- 
tivamente el valor total de las exportaciones (de 29 
a 157 millones de dólares), sino que su composi- 
ción se diversificó en forma considerable, como se 
ilustra en la gráfica 1. 


A los metales preciosos y los artículos tradi- 
cionales se sumaron los minerales industriales (co- 
bre, plomo, antimonio y zinc) y una gran variedad 
de nuevos productos agrícolas. La diversificación 
productiva implicaba, naturalmente, una mayor 
difusión geográfica, que llegó a abarcar casi todo 
el territorio nacional: ganadería, minería y meta- 
lurgia en el norte, maderas y resinas en el Golfo, 
café en Veracruz, Oaxaca y Chiapas, cobre en Baja 
California y Sonora y henequén en Yucatán. 

El capital extranjero controlaba muchas de 
las actividades exportadoras, y esto hacía que una 
parte de sus utilidades se enviaran al exterior. Aun 
así, su contribución a la economía del país fue 
significativa y variada: desde el aumento en el 
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nivel de la actividad económica y los beneficios 
directos en salarios, impuestos y otras derramas 
de riqueza que podían emplearse en nuevas em- 
presas productivas, hasta los beneficios indirectos 
que tenían las inversiones en infraestructura de 
transporte, energía eléctrica y servicios, que las 
empresas exportadoras realizaban como parte de 
su actividad. En particular, la derrama salarial 
contribuyó a ampliar y fortalecer el mercado in- 
terno y a crear una demanda para la producción 
agrícola e industrial. 

Así, el modelo de crecimiento sustentado en 
las exportaciones contribuyó a fortalecer un sec- 
tor de la economía orientado al mercado interno. 
No debe sorprender, entonces, que esa derrama de 
riqueza favoreciera el despegue de la industriali- 
zación. A diferencia de las actividades exportado- 
ras, en la producción industrial predominaban los 
empresarios mexicanos, que incursionaron tanto 
en las ramas productoras de bienes de consumo 
(textiles, cerveza, jabón, cigarros) como en las de 
bienes intermedios para la producción (papel, ce- 


mento, vidrio, hierro y acero). Las ciudades del 
centro (Puebla, Veracruz, Guadalajara, Querétaro 
y la capital), polos históricos de atracción de po- 
blación y recursos, concentraron una gran parte 
de la actividad industrial, aunque la expansión 
de las comunicaciones y la colonización del norte 
impulsaron el surgimiento de importantes centros 
industriales en Monterrey, Torreón y Chihuahua. 
Como era de esperar, la industrialización se vio 
acompañada por otros cambios estructurales, 
como la urbanización y la proletarización de una 
parte de la fuerza de trabajo, aunque en una escala 
aún insuficiente para transformar la naturaleza de 
la economía nacional. 

Bajo el impulso de la urbanización y el creci- 
miento de la demanda se desarrollaron también 
sectores de la agricultura y de la ganadería que 
producían para el mercado interno, y que en al- 
gunas ocasiones desplegaron importantes vincu- 
laciones con la industria, como en los casos del 
tabaco, el azúcar, el algodón, el trigo y los cueros. 
Mientras que la agricultura comercial prosperó, la 


GRÁFICA 1. CRECIMIENTO Y DIVERSIFICACIÓN DE LAS EXPORTACIONES, 1870-1910 
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Nota: la franja inferior de cada barra representa las exportaciones de oro y plata en forma de dinero. Las otras franjas repre- 
sentan mercancías que se fueron añadiendo a la canasta de exportaciones hasta comprender los siguientes artículos: productos 
tintóreos, ganado y pieles, maderas finas, vainilla, oro y plata no monetarios, plomo, cobre, otros minerales, fibras, café, 
chicle, caucho, guayule, garbanzo, algodón, plátano, petróleo y otros. 

Fuente: Sandra Kuntz Ficker, Las exportaciones mexicanas durante la primera globalización del mundo contemporáneo, 
1870-1929, México, El Colegio de México, 2009, cap. 2 y pássim. 
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agricultura de subsistencia, que hasta el final del 
periodo representó 80% de la producción agríco- 
la total, mantuvo rasgos productivos sumamente 
arcaicos, y su baja productividad detuvo el creci- 


miento del sector agrícola en su conjunto. Aun 
cuando la agricultura de exportación creció a una 
tasa de 5.8% anual entre 1895 y 1907, el produc- 
to agrícola total lo hizo apenas en 3.1%. Además, 
si bien sólo en algunos casos el cultivo de artícu- 
los comerciales sustituyó al de productos básicos, 
como el maíz, las contingencias climáticas creaban 
fenómenos periódicos de escasez. 

Pese a que las cifras disponibles no son del 
todo confiables, el cuadro 1 ofrece estos y otros 
indicadores del desempeño de la economía mexi- 
cana durante el Porfiriato. 

Además de los rasgos que ya se han mencio- 
nado, merece destacarse el hecho de que el PIB per 
cápita creció a más del doble entre 1877 y 1910, 
mientras que el valor agregado de la industria mi- 


nero-metalúrgica se multiplicó por seis. Notoria- 
mente, los sectores que funcionaban como motor 
del crecimiento eran los destinados a la exporta- 
ción, con el minero-metalúrgico a la cabeza. El 
sector manufacturero creció a lo largo de todo el 
periodo, en particular en los años de mayor cam- 
bio estructural, entre 1895 y 1907. 


La desigualdad del desarrollo 

El modelo de crecimiento impulsado por las ex- 
portaciones hizo posible tanto la recuperación 
económica como cambios estructurales que ini- 
ciaron el tránsito de una economía preindustrial 
a una moderna, capaz de un crecimiento sosteni- 
do. Lejos de impedir el desarrollo de una industria 
orientada al mercado interno, contribuyó a él al 
imprimir dinamismo a la economía en su con- 
junto. Esto no resolvió algunos problemas ances- 


Fábrica textil, ca. 1910. O SINAFO, Conaculta, INAH. 
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trales, que en algunos casos incluso se agudizaron 
o se complicaron con otros que traía consigo el 
propio modelo. El más grave de ellos fue la seve- 
ra concentración de la propiedad agraria, que se 
acentuó cuando la construcción de ferrocarriles, 
los deslindes y una mejor definición de los dere- 
chos de propiedad hicieron aumentar el valor de 
los terrenos. Muchas veces la propiedad privada 
se expandió a costa de la propiedad comunal de 
los pueblos, y aun cuando estos sobrevivieron, lo 
hicieron en continua pugna con las haciendas por 
la tierra y otros recursos naturales que habían sido 
de uso común, como el agua y los bosques. 

Con todo, la concentración de la propiedad 
era sólo el aspecto más visible de una generalizada 
concentración de la riqueza y el ingreso, que se for- 
taleció debido a que al crecimiento de la economía 
no fue seguido por una activación de mecanismos 
redistributivos, que por lo demás no se concebían 
en el marco de las atribuciones de un estado li- 
beral. Pese a esa concentración, el aumento en 
la producción de riqueza representó una mejoría 


para los que se integraron a la economía moneta- 
ria Oo que participaron en las nuevas actividades, 
aunque se trataba de un segmento relativamente 
pequeño de la población. En 1910, poco más de 
un tercio de los mexicanos (5.3 millones) confor- 
maba la población económicamente activa, y 68% 
de ellos (3.6 millones) se ocupaba en actividades 
agrícolas. La fuerza laboral empleada en el sector 
moderno de la economía (ferrocarriles, industria, 
minas y metalurgia, electricidad, gas y petróleo) 
ascendía a 800 mil trabajadores. Dentro de estas 
actividades, la mano de obra calificada era todavía 
más pequeña. La evidencia indica que los salarios 
reales se incrementaron en casi todas las ocupacio- 
nes en las dos últimas décadas del siglo XIX, pero 
esto sucedió en medio de una fuerte diversidad 
regional y sectorial. Los salarios más altos se obte- 
nían en las áreas del norte y el Golfo de México, 
y particularmente en la minería y la metalurgia, 
seguidas por las actividades industriales. Los más 
bajos se relacionaban con la agricultura de subsis- 
tencia, en tanto las actividades agropecuarias rela- 


CUADRO 1. INDICADORES DEL DESEMPEÑO DE LA ECONOMÍA MEXICANA, 1877-1910 


1. Valores reales per capita (pesos de 1900) 


Población PIB Producto agrícola Producto agrícola Producto Manufacturas, — Minería y 
(miles) mercado interno exportación agrícola total valor agregado metalurgia, valor 
agregado 
1877 9 170 50 8.2 2.9 
1895 12 632 71 11.2 1.9 13.1 9.5 7.7 
1907 14 222 13.4 3.3 16.7 14.5 15.0 
1910 15 160 106 3.6 13.5 17.8 
2. Tasa media anual de crecimiento de los valores reales totales (porcentaje) 
1877-1895 1.9 3.9 2.7 7.6 
1895-1907 1.0 2.5 5.8 3.1 4.6 6.7 
1895-1910 1.2 3.9 5.6 3.6 7.0 
1877-1910 1.6 3.9 3.1 7.3 


Fuentes: El Colegio de México, Estadísticas económicas del Porfiriato. Fuerza de trabajo y actividad económica por sectores, México, El Colegio de México, 
s.f., passim; John Coatsworth, Los orígenes del atraso. Nueve ensayos de historia económica de México. Siglos xvin y xix, México, Alianza Editorial Mexicana, 
1990, pp. 110-39; Sandra Kuntz Ficker, El comercio exterior de México en la era del capitalismo liberal, 1870-1929, México, El Colegio de México, 2008, 
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cionadas con la exportación solían ofrecer mejores 
salarios. Sin embargo, la participación en activida- 
des agrícolas de carácter comercial no garantizaba 
una elevación en el nivel de vida, e incluso podía 
tener efectos sociales regresivos, como lo prueban 
los cultivadores del tabaco en Valle Nacional o los 
cosechadores de henequén en la península de Yu- 
catán. Pero aun en los casos en que se produjera 
un mejoramiento absoluto de los niveles de ingre- 
so, en relación con la mayor cantidad de riqueza 
producida que se concentraba en muy pocas ma- 
nos, es probable que tuviera lugar un empeora- 
miento relativo en su distribución. Debe tenerse 
en cuenta, además, que, en la medida en que el 
crecimiento poblacional era un fenómeno recien- 
te, casi dos tercios de los mexicanos constituían 
una población inactiva —o no incorporada for- 
malmente a la fuerza laboral — y más de la mitad 
de esta tenía menos de 18 años. Esto reducía la 
generación de riqueza y provocaba que tan sólo un 
tercio de los habitantes tuviera sobre sus espaldas 
el sostenimiento de toda la población del país. 
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Por otra parte, mientras que en las primeras 
décadas de prosperidad económica los salarios rea- 
les tendieron a mejorar, en el último decenio del 
Porfiriato retrocedieron ante el avance de la infla- 
ción. La situación se tornaba más seria en épocas 
de recesión o crisis económica, que se sucedieron 
con implacable regularidad en 1885, 1892, 1901 y 
1907. La segunda y la última fueron las más graves; 
ambas se originaron en la economía internacional 
y se manifestaron en México mediante el cese de 
la inversión extranjera, la caída de las exportacio- 
nes y el consecuente declive en la producción y el 
empleo de las actividades exportadoras, en los in- 
gresos públicos y en la demanda. En 1907 la crisis 
afectó con particular fuerza la minería norteña de 
cobre y plata, dejó sin empleo a cientos de traba- 
jadores y golpeó severamente el sistema bancario, 


Tendederos de sosquil de henequén en una hacienda yucateca, 
ca. 1905. Fototeca Pedro Guerra, UADY. 


Páginas siguientes: Vista del primer cuadro de la ciudad de México, 
ca. 1900. Colección particular. 
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lo que perjudicó a los empresarios endeudados o 
necesitados de crédito. Ambas crisis coincidieron 
con sucesos internos que agravaron su efecto, des- 
de la pérdida de cosechas hasta las epidemias, y su 
repercusión fue tanto mayor cuanto más integrada 
se encontraba la economía mexicana al mercado 
internacional. De esta manera, la vulnerabilidad 
externa provocada por el modelo de crecimiento 
agravaba los problemas estructurales de la econo- 
mía nacional. 

No es posible completar este panorama sin 
destacar los agudos contrastes que se advertían en 
la economía mexicana en todos los niveles: entre 
sectores tradicionales y modernos, entre la agricul- 


Jóvenes paseando en la Alameda, ca. 1900. 
O SINAFO, Conaculta, INAH. 


tura de subsistencia y la comercial, entre la agri- 
cultura y la industria, entre el campo y la ciudad, 
entre el norte y el sur, entre los pueblos y las ha- 
ciendas, entre las pequeñas y las grandes propieda- 
des, entre los pobres y los ricos, entre la periferia y 


el centro del país, entre la capital y el interior. La 
profundidad de estos contrastes y la escasa medida 
en que se aminoraron a lo largo de este periodo, 
e incluso la probabilidad de que se hayan amplia- 
do en muchos casos, hace pensar en una transi- 
ción incompleta, que si bien transformó, no sin 
cierta dosis de violencia, algunos rasgos arcaicos 
de la economía, dejó que otros sobrevivieran en 
fuerte tensión con el impulso modernizador. Sin 
pretender definirlos como causas económicas de 
la revolución, puede afirmarse que estos contrastes 
y tensiones, agravados por las coyunturas de crisis 
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MAPA 2. LAS CIUDADES Y SUS HABITANTES. 
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y la escasa respuesta del gobierno ante las nece- 
sidades de la población, se encontraban entre las 
motivaciones subyacentes que aflorarían una vez 
que los acontecimientos políticos desencadenaron 
la rebelión. 


POBLACIÓN Y SOCIEDAD 


Durante el Porfiriato la población creció de 9 500 
millones a más de 15 millones de habitantes. En 
otros países de América la migración fue importan- 
te para el incremento poblacional, pero las ofertas 
salariales y las oportunidades que México ofrecía 
a los migrantes eran menos atractivas que las que 
otorgaban Argentina o Estados Unidos, y llegaron 
pocos extranjeros: en 1895 sólo habitaban en el 
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país alrededor de 50 mil y en 1910, 100 mil. La 
población aumentó gracias a la elevación de la na- 
talidad y la reducción de la mortalidad, a su vez 
logrados por la paz y, en algunas regiones, por la 
oferta de alimentos y los avances de la medicina. 
Dado ese aumento en la natalidad, la pobla- 
ción era joven: a partir de 1895 casi la mitad tenía 
menos de 15 años y otro porcentaje importante 
entre 16 y 30. Tampoco era homogénea la distri- 
bución geográfica. Los estados del norte abarcaban 
la tercera parte del territorio nacional pero sólo es- 
taban habitados por alrededor de 8% (en 1877) u 
11% (en 1910) de los mexicanos; en cambio, los 
estados del centro, que no ocupaban más de una 
décima parte del territorio, concentraban entre 
36% (en 1877) y 34% (en 1910) de la población. 


Otros estados densamente poblados eran Jalisco, 
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Michoacán y Oaxaca, que más o menos contaban, 
cada uno, con los mismos habitantes que en con- 
junto tenían los cinco estados del norte o los cua- 
tro del sureste, es decir, entre 7 y 10% del total. 

Sin embargo, no era una población estática. 
Los cambios económicos propiciaron movimien- 
tos migratorios que el ferrocarril facilitó. Ciudades, 
fábricas, puertos, cruces ferroviarios y cultivos de 
exportación ofrecieron trabajo a campesinos sin 
tierra, mineros de reales abandonados y obreros de 
fábricas clausuradas, pues la actividad industrial 
no lograba estabilizarse. La movilidad no trajo una 
redistribución en el territorio nacional, pero cam- 
biaron los porcentajes y se dieron acomodos re- 
gionales. Coahuila, Chihuahua, Nuevo León, Ta- 
maulipas y Durango estaban en pleno desarrollo 
económico y ganaban pobladores, lo mismo que 
los puertos comerciales (Veracruz y Tampico) y, en 
el centro, el Distrito Federal. En cambio, debido 
a su elevada densidad demográfica, a la concentra- 
ción de la propiedad rural y al atraso en las técni- 
cas de cultivo, los estados de México, Guanajuato, 
Jalisco, Puebla, Michoacán, Hidalgo, Zacatecas y 
San Luis Potosí expulsaban migrantes. 

También se produjo una redistribución entre 
el campo y la ciudad. En 1877 el país era básica- 
mente rural y lo siguió siendo: en 1900 cerca de 
80% de los mexicanos habitaban localidades con 
menos de 2 500 habitantes, todavía en 1910 vi- 
vían en ellas 70%. Sin embargo, los movimientos 
migratorios favorecieron a las urbes, que crecieron 
en regiones comerciales, mineras o industriales; en 
algunas se instalaban las autoridades federales o es- 
tatales, mientras que todas manejaban la economía 
de las zonas vecinas y se convirtieron en imán para 
sus pobladores. Rancherías como Torreón y Gómez 
Palacio, gracias al paso del ferrocarril hacia Ciudad 
Juárez, en 30 años atrajeron casi 50 mil habitan- 
tes. Monterrey quintuplicó su población; México, 
Guadalajara y San Luis Potosí la duplicaron. Si 
para 1877 sólo cuatro ciudades contaban con más 


Al rededor de la Ciudad, El Mundo Ilustrado, 1903. Biblioteca 
Miguel Lerdo de Tejada, SHCP. 
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de 50 mil habitantes y 28 con más de 20 mil (10 
eran ciudades capitales), después de 1900 ya eran 
cinco las que tenían más de 50 mil habitantes (siete 
en 1910) y el número de urbes habitadas por más 
de 20 mil habitantes rebasaba las 70 (casi la mitad 
eran capitales, pero cabe señalar que los datos varían 
enormemente según la fuente) (Véase el mapa 2). 


Los trazos sociales 

El individualismo no se impuso al corporativismo. 
Por décadas los liberales anhelaron una sociedad de 
pequeños propietarios, iguales en derechos, edu- 
cación e incluso cultura y raza. La ley consideraba 
esta igualdad, pero subsistían múltiples reminis- 
cencias corporativas, que se solían vincular con el 
ámbito indígena y campesino pero que también 
se manifestaban en las ciudades. Si algunas cor- 
poraciones resultaban contrarias al individualismo 
y la propiedad privada, a la secularización o a la 
modernidad económica (como las comunidades 
campesinas, las cofradías o los gremios), otras se 
ajustaban a la legislación liberal y no contradecían 
las reglas del juego, pero revelaban un sentido de 
cuerpo y un anhelo de agrupación que iba más allá 
de la simple asociación (como las sociedades mu- 
tualistas o de profesionistas, las comunidades de 
extranjeros y paisanos, los barrios). Numerosos 
individuos conservaban su espíritu de cuerpo y se 
sentían identificados con su grupo, más aun, se reco- 
nocían como parte de un grupo. 

Lejos se estaba de una concepción igualitaria, 
pues con criterios culturales, raciales o socioeco- 
nómicos se trazaron líneas divisorias. Los trazos 
no necesariamente eran nuevos, pero sí los instru- 
mentos con que se dibujaron. Se utilizaron herra- 
mientas de la ciencia y se realizaron estudios car- 
tográficos, estadísticos, médicos, lingiiísticos. Los 
mexicanos fueron medidos y fotografiados, y los 
resultados permitieron justificar, con nuevos argu- 
mentos, viejas divisiones o prejuicios. Estudios so- 
bre los criminales los presentaban como diferentes 
a los hombres honrados en razón a sus “anomalías 
orgánicas”, supuestamente transmitidas por heren- 
cia. Esto cuestionaba la idea —fundamental para 
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el liberalismo— de que todos los hombres nacen 
iguales y con libertad para decidir sobre sus actos. 
El supuesto de que la constitución física y 
mental congénita determinaba el carácter, la con- 
ducta y la moralidad se extendió al género y la raza. 
La división de espacios y tareas, que asignaba a la 
mujer el ámbito privado y el cuidado de la familia, 
mientras que al varón le tocaban el espacio públi- 
co y las tareas políticas, profesionales y laborales, 
se justificó con base en la debilidad de la mujer, 
su reducido volumen craneal, su disminuida ra- 
cionalidad y su natural propensión a la histeria, el 
sentimentalismo y la emotividad. Con ello se re- 
forzaba una línea que también definía los códigos 
éticos y normativos (incluyendo la legislación), y 
que contrastaba con la realidad, como lo muestra 
la cantidad de mujeres que poseían e intercambia- 
ban propiedades urbanas o rurales, privadas o co- 


Desfibradora de henequén en la Hacienda de Sacapuc, Yucatán, 
ca. 1905. Fototeca Pedro Guerra, UADY. 


munales, y se desempeñaban en fábricas u oficinas, 
o en sectores más tradicionales como la enseñanza, 
el campo, la venta de alimentos, el servicio domés- 
tico, y contrastaba también con su reducida pero 
creciente incorporación a la educación superior y 
el ámbito profesional. 

En esta disyuntiva entre la concepción iguali- 
taria, los prejuicios tradicionales y las conclusiones 
diferenciantes de la ciencia se insertaba la visión del 
indígena. Desde la Independencia se idealizó el pa- 
sado prehispánico, pero esta idealización contras- 
taba con la visión que se tenía entonces del indíge- 
na, descrito como indiferente, servil, desconfiado, 
taciturno, mentiroso, sanguinario, con poca incli- 
nación al trabajo, la higiene y la familia, y mucha a 
la vagancia y al alcoholismo. Algunos pensaban que 
se trataba de un problema de falta de educación y 
oportunidades (por tanto, podían creer en un mo- 
mento de auge del indígena seguido por una etapa 
de retraso, originado en la Conquista y explicado 
por la explotación y la ignorancia, pero que podría 
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superarse con la integración y la educación), pero 
otros sostenían que las características del indígena 
eran inherentes a la raza y, por tanto, insuperables 
(lo que justificaba su exclusión del proyecto políti- 
co y social, aunque fuera en contra de la exaltación 
del pasado prehispánico). 

Moralidad, género y raza no agotaron los trazos 
que dividieron a la sociedad. A ellos se sumaba, y 
poco a poco se sobreponía, la diferencia entre las 
clases sociales. La élite, integrada por hacendados, 
banqueros, industriales y comerciantes, representa- 
ba una porción mínima de la sociedad y concen- 
traba la mayor parte de la riqueza. Por lo general, 
sus miembros vivían en las ciudades, incluso los 
hacendados, cuyas propiedades crecieron conside- 
rablemente a expensas de las tierras desamortizadas 
o deslindadas. Además, los miembros de la élite 
tenían intereses en varias ramas; por ejemplo, en 
Chihuahua la familia Terrazas Creel poseía tierras 
y participaba en la industria, el comercio y la ban- 
ca. Algunos también ocupaban puestos políticos. 
Acciones e inversiones rebasaban el ámbito local, y 
puede hablarse de élites regionales, vinculadas por 
intereses económicos y lazos familiares, de compa- 
drazgo o amistad. 

Después de las élites encontramos un conjun- 
to de clases medias. La estructura social del campo 
fue variada, la desamortización y el deslinde no 
sólo favorecieron a los latifundistas y no se ter- 
minó completamente con la propiedad comunal. 
El sector medio estaba integrado por caciques o 
rancheros que compraron parcelas repartidas o de- 
nunciadas, con lo se creó la mediana propiedad. 
También formaban parte de ese sector antiguos 
comuneros, que no siempre fueron sujetos pasivos 
de la desamortización y lograron conservar par- 
celas en propiedad individual o fracciones de la 
propiedad colectiva, si se trataba de tierras fértiles 
o dedicadas al cultivo de productos comerciales; 
estos propietarios formaban parte de los sectores 
intermedios. Los acompañaban administradores o 
capataces de hacienda y profesionistas. Los profe- 
sionistas tuvieron una mayor presencia en las ciu- 
dades; en general, en ellas fueron más importantes 
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los sectores medios, representados por funcionarios 
del gobierno, pequeños comerciantes, artesanos 
prósperos y una amplia gama de empleados. 

La mayor parte de la población, se podría 
hablar incluso de 90%, estaba integrada por los 
sectores populares, que en el campo comprendían 
a los dueños de parcelas o los miembros de co- 
munidades cuyas tierras no habían sido reparti- 
das, pues la propiedad comunal subsistió en las 
regiones alejadas o poco fértiles; también, por 
campesinos sin tierra: medieros o aparceros, que 
trabajaban a cambio de una parte de lo cosecha- 
do, o asalariados que recorrían el país en busca de 
empleos temporales o laboraban para las hacien- 
das. Algunos estaban unidos al dueño de la tierra 
exclusivamente por vínculos salariales, otros lo es- 
taban por deudas, pues se comprometían a pagar 
una cantidad al enganchador, que nunca lograban 
cubrir con su salario, o se endeudaban en la tienda 
de raya y no podían abandonar la hacienda has- 
ta cubrir su adeudo. En general el norte del país 
ofrecía mejores condiciones de trabajo, pues exis- 
tía menos mano de obra y una mayor demanda, 
dada la oferta de trabajo en las minas o incluso 
en Estados Unidos, mientras que el peor escenario 
se encontraba en el sureste, específicamente en las 
haciendas henequeneras y tabacaleras, donde los 
peones estaban ligados por deudas y vivían en pé- 
simas condiciones. 

Muchos campesinos sin tierra emigraron a las 
ciudades, y engrosaron los grupos de trabajadores 
urbanos y los sectores populares. Ante la incapaci- 
dad de competir con los talleres de mayor exten- 
sión y con las nacientes fábricas, los artesanos fue- 
ron paulatinamente sustituidos por trabajadores 
fabriles: si en 1895 se contaron 41 mil artesanos y 
19 mil obreros, en 1910 se contaron 8 mil artesa- 
nos y 36 mil obreros. Como en otras naciones, los 
salarios eran bajos y no alcanzaban para mantener 
una familia. Los obreros calificados recibían entre 
2 y 5 pesos diarios en 1910, y los no calificados 
de 75 centavos a 1 peso por día; mujeres y niños 
obtenían todavía menos, 25 centavos las primeras 
y diez los segundos. Todos laboraban jornadas de 
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entre 12 y 14 horas diarias y podían ser despedidos 
sin justificación ni indemnización, aun cuando su- 
frieran accidentes de trabajo. 


El ordenamiento 
Igual que las de otros países occidentales, las élites 
mexicanas se esforzaron por modernizar espacios y 
educar a sus pobladores, para lo cual atrajeron in- 
versiones, expidieron leyes, escribieron manuales, 
realizaron campañas públicas. En el esfuerzo par- 
ticiparon autoridades y filántropos, quienes apo- 
yaron a abogados, médicos o ingenieros (con el 
subsecuente desplazamiento de personajes como 
los tinterillos, yerberos y parteras); también cola- 
boraron periodistas y literatos, quienes difundían 
los avances y aleccionaban a sus lectores. 

La campaña se centró en las ciudades, sobre 
todo en las capitales. Se construyeron jardines y 
avenidas semejantes a los Campos Elíseos —como 


Paseo de la Reforma, ciudad de México, ca. 1910. Colección 
particular. 


el Paseo de la Reforma en la capital o la avenida 
Montejo en Mérida—, se pavimentaron calles, 
se pasó del transporte animal y del alumbrado de 
gas al transporte y alumbrado eléctricos. Las élites 
abandonaron los viejos cascos urbanos que queda- 
ron destinados a la actividad comercial; se crearon 
fraccionamientos fuera del centro, cuya arquitectu- 
ra y servicios reflejaban las diferencias socioeconó- 
micas de los citadinos. 

No fue menos importante el esfuerzo dirigido 
a la población. La prosperidad y la riqueza de una 
nación se medían por el número y el vigor de sus ha- 
bitantes y, con este criterio, a México le faltaba mu- 
cho por hacer. Los índices de mortalidad eran muy 
elevados: en 1900, en Guanajuato fallecían 572 
de cada un mil niños antes de cumplir un año, 
en Querétaro 677 y en Puebla 491. Además, si la 
esperanza de vida en 1870 era de 25 años, para 
1910 sólo había aumentado a 30, siendo menor 
en cinco o diez años que en España, Londres o 
París. Según las estadísticas, la mayor parte de las 
muertes se producían por paludismo, viruela, tos 
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ferina, tuberculosis, tifoidea o sarampión, más co- 
munes en ciertas épocas, regiones o sectores socia- 
les. Entre 1882 y 1883 el cólera se expandió por 
Chiapas, Oaxaca y Tabasco, mientras que la fiebre 
amarilla se apoderó de Sinaloa; en 1889 cundió 
la viruela, causando más de 40 mil muertes; en 
1902 la peste bubónica atacó Baja California y 
Sinaloa. Resultaban más vulnerables las regiones 
densamente pobladas, con escaso desarrollo eco- 
nómico y carencia de alimentos, o bien las zonas 
de puerto y frontera por la entrada de personas y 
mercancías. Además, las enfermedades epidémicas 
se extendían en momentos de crisis y escasez de 
alimentos, y afectaban especialmente a los grupos 
más pobres. 

En general, con el fin de mejorar la raza, se 
luchó contra los factores que la debilitaban, según 
el degeneracionismo: la enfermedad y el alcohol. 
Para combatir las epidemias y las enfermedades 
se siguieron diversos caminos. Primero sanear el 
ambiente y eliminar los desechos, problemas que 
se presentaban en zonas rurales y urbanas. Basu- 
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ra y aguas negras contaminaban el agua potable, 
que escaseaba. Además, en la temporada de llu- 
vias, urbes como México o Puebla se convertían 
en “fétidas Venecias mexicanas”. Para solucionar 
el problema se pavimentaron las calles y se realiza- 
ron trabajos de desagiie y entubado; las obras de la 
ciudad de México fueron calificadas como las más 
monumentales de la época. 

También se fomentó el avance de la medici- 
na y la vacunación. Se trasladaba a los enfermos, 
se clausuraban sus viviendas, se incineraban sus 
pertenencias y se acordonaba su vecindario. Los 
vacunadores recorrían escuelas, mercados y sitios 
de trabajo, pero se encontraban con la resistencia 
popular, pues se creía que la vacuna podía traer 
la enfermedad. Por ello, hacia fines del Porfiriato 
la vacunación se hizo forzosa en la mayor parte 
del país y los padres que no vacunaban a sus hijos 
eran castigados con multas e incluso prisión. A las 


Sala de hospitalización, ca. 1900. O 64597 sINAFO, Conaculta, INAH. 


181 


campañas de vacunación se sumaron campañas de 
higiene, que promovían la asepsia en hospitales 
pero que también fomentaban el aseo corporal y 
doméstico. 

Por otra parte, se alentaban el trabajo, el aho- 
rro, la racionalidad. Por ello la obsesión por erra- 
dicar el alcoholismo, sobre todo en grupos popu- 
lares. El consumo del pulque no sólo se vinculó 
con la enfermedad y la degeneración, también 
con la locura y el crimen. De ahí que se restringie- 
ran los horarios de las pulquerías (de seis a seis, en 
días hábiles), se eliminaran las mesas o la música 
en el interior, y se prohibiera que la bebida se con- 
sumiera fuera del local. 


Ruptura y control 

Diversos grupos rompieron con los cánones de 
modernidad, progreso y orden. Entre ellos los 
mendigos, quienes según autores de la época empa- 
ñaban la imagen de las ciudades; los vagos, que con- 
travenían el ideal de trabajo, y los criminales que, 
según las estadísticas, aumentaban a la par que 
los habitantes de las ciudades, como aumentaba 
la atención que les concedían los redactores de 
obras especializadas, los periodistas o los “corri- 
distas”. A medio camino entre los rebeldes sociales 
y los delincuentes estaban los bandidos legenda- 
rios, vistos como vengadores o benefactores de la 
comunidad. A muchos —como “Chucho el Roto” 
o Jesús Malverde— se les atribuyó una trayecto- 
ria común: en la realidad o en el imaginario, se 
enamoraron de la hija de un hacendado o de un 
comerciante, sin permiso para casarse huyeron 
con su amada, fueron falsamente acusados de un 
delito o hasta de un asesinato y tuvieron que vi- 
vir al margen de la ley. Así empezaron su carrera 
delictiva que, sin embargo —y siguiendo con la 
imagen legendaria—, sólo perjudicaba a los opre- 
sores y a los ricos, y los frutos obtenidos, reales o 
simbólicos, eran repartidos entre la comunidad. 


Porfirio Díaz inaugura las instalaciones de la Penitenciaría de la 
ciudad de México, 29 de septiembre de 1900. O 35884 sInAFO, 
Conaculta, INAH. 
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Las palabras cantadas a Heraclio Bernal bien pu- 
dieron dedicarse a otros bandidos: 


Qué bonito era Bernal 
En su caballo joyero; 

Él no robaba a los pobres, 
Antes les daba dinero. 


Sin embargo, la protesta popular se encuentra, de 
forma más clara, en los continuos movimientos 
sociales urbanos, generalmente originados por 
alzas de precios o cambios de moneda conside- 
rados injustos o ilegítimos y que amenazaban la 
subsistencia de los sectores más vulnerables. En 
ellos participaban obreros, artesanos, pequeños 
comerciantes y vendedores, a veces apoyados por 
estudiantes o periodistas y también por mujeres. 
A ello habría que sumar las huelgas que, como ya 
se dijo, se realizaron durante todo el Porfiriato, así 
como las rebeliones agrarias, igualmente presen- 
tes entre 1876 y 1911. 

En las rebeliones agrarias el problema de la tie- 
rra era esencial. Tras agotar la lucha legal, diversas 
comunidades se alzaron en contra de la pérdida 
de tierras o de recursos que resultaban necesarios 
para completar los ingresos de la comunidad. Asi- 
mismo, se presentó una demanda de autonomía 
política o de rechazo a las autoridades impuestas 
y, en ocasiones, una lucha por preservar la cultura 
y la identidad. Esos componentes nos permiten 
establecer diferencias regionales y cierta periodi- 
zación. Se puede hablar, primero, de las rebelio- 
nes de grupos indígenas alejados del centro y que 
habían conservado mayor independencia, y en 
cuya lucha se nota una clara exigencia de auto- 
nomía, como los mayas en Yucatán y los yaquis 
en Sonora. Ambos movimientos empezaron en 
la primera mitad del siglo XIX pero fueron dura- 
mente reprimidos durante el Porfiriato. Diferente 
carácter tuvieron las rebeliones del centro del país 
que, además de los reclamos por la tierra, pugna- 
ron por el respeto al municipio y la elección de 
sus miembros, y por tanto defendían una demo- 
cracia agraria. Presentes en los primeros años del 
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Porfiriato, acaso se prolongaron hasta finales de la 
década de 1880, pero se vieron debilitados por la 
mayor capacidad de control estatal, la alianza del 
régimen con las oligarquías locales, la prosperidad 
económica y algunos decretos que aligeraron la 
presión sobre las comunidades a principios del si- 
glo xx. Con todo, los reclamos resurgieron en los 
últimos años, y tomaron cauces más claramente 
políticos. 

Se crearon múltiples leyes e instituciones con 
el fin de prevenir la delincuencia, capturar a los 
transgresores, castigar a los reincidentes y corregir 
a los sentenciados. En el campo y los caminos se 
creó la policía rural y en las ciudades se multipli- 
caron los gendarmes. Los bajos salarios y la de- 
ficiente formación no les permitieron estar a la 
altura de las exigencias y, pese a que se adaptaron 
modernos sistemas de identificación (como la 
antropometría o la huella dactilar), no tuvieron 
la eficiencia de policías modelo, como la inglesa 
o la francesa. Todo ello estuvo acompañado por 
la promulgación de leyes penales y la reorganiza- 
ción de la justicia. Al inicio del Porfiriato el Dis- 
trito Federal y 14 estados contaban con códigos 
penales, mientras que sólo Veracruz tenía un có- 
digo procesal; al concluir el periodo todas las en- 
tidades federativas contaban con ambos cuerpos, 
que fijaban una pena para cada delito, regulaban 
minuciosamente los procesos y consideraban los 
derechos de sospechosos, procesados y sentencia- 
dos. Se puso la justicia en manos de jueces pro- 
fesionales, aun cuando quedaran espacios para 
jueces no formados en el derecho (encargados de 
los delitos leves) o para ciudadanos comunes y 
corrientes, invitados a los jurados populares. 

Igual que en todo el mundo occidental, se crea- 
ron además establecimientos de control. Para los 
“mendigos verdaderos” (los ancianos, los lisiados 
y los niños) se fundaron asilos, muchos sosteni- 
dos por la beneficencia particular; para los vagos 
y criminales se construyeron cárceles que, al estilo 
de Lecumberri, adoptaron el sistema panóptico o 
con forma de estrella. Los establecimientos con- 
taban con escuelas y talleres en los que los niños 


o los transgresores aprendían un oficio y la dis- 
ciplina del trabajo. Capítulo aparte merecerían 
la tardía pena de deportación a las Islas Marías 
(adoptada en 1908) y la pena capital, restringi- 
da por la Constitución a un reducido número de 
delitos y, en teoría, a un cierto periodo, pues de- 
bía abolirse al adoptarse un sistema penitenciario 
eficaz; sin embargo, sólo algunos estados la su- 
primieron (como Veracruz). No obstante, ambas 
penas tuvieron una importancia menor frente a 
las prisiones, soberanas de un sistema de rupturas 
y controles que, en los años previos a la Revo- 
lución, presenciaba cada vez más fracturas y un 
endurecimiento que revelaban la debilidad del 
sistema en su conjunto. 


CULTURA 


El liberalismo fue una ideología triunfante, legi- 
timó el régimen y sirvió como base del programa 
gubernamental y reformista. Sin embargo, esta vi- 
sión racionalista, individualista y homogeneizante 
convivió con otras, así como con una sociedad re- 
ligiosa y poco acostumbrada a separar la vida es- 
piritual y la temporal, de tradición corporativista, 
estratificada y plural, y plena de prejuicios sociales 
y raciales. De ahí que el liberalismo se transforma- 
ra, se adaptara a las tradiciones y a la cultura locales 
y se tornara ecléctico. En general, como en otras 
épocas, corrientes culturales y artísticas originarias 
de Europa se modificaron al acoplarse a la realidad 
mexicana y adquirir elementos de otras corrien- 
tes. Intelectuales, artistas, arquitectos, tomaron un 
poco de propuestas diversas y las utilizaron de forma 
simultánea o alternativa, diferenciada o indistinta. 
Como resultado, surgió una cultura que, en sus 
partes o en conjunto, en convivencia o en enfren- 
tamiento, presenta elementos del conservaduris- 
mo o del catolicismo, del liberalismo radical o 


Alegoría de la educación, Real establecimiento de Babiera, EX, 
Zettle de Munich. Antiguo Colegio de San Idelfonso, UNAM. 
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moderado, del romanticismo y del nacionalismo, 
del positivismo y del cientificismo, del humanis- 
mo y de las tradiciones locales. Una cultura rica 
y plural que sintetizó lo extraño y lo propio, que 
osciló entre el cosmopolitismo y “lo mexicano”. 


Las ideas y los símbolos 

Porfirio Díaz participó en la lucha liberal y la hizo 
suya, dio a su gobierno la forma de un gobierno 
liberal, retomó los proyectos inconclusos y termi- 
nó de construir el edificio legal. Legitimado con 
esta bandera y amparado en este proyecto, buscó 
difundirlo entre los mexicanos. No lo hizo solo, 
del mismo esfuerzo —aunque no necesariamente 
con los mismos fines— participaron ideólogos, 
propagandistas, liberales convencidos, profesores 
de derecho, opositores al régimen. Se publica- 
ron obras, folletos y manuales. Algunos autores, 
como José Miguel Macías, copiaron el formato 
de los catecismos para explicar los principales 
elementos del modelo: “¿Qué es un gobierno de- 
mocrático? Aquél en que el pueblo se halla en el 
completo ejercicio de la soberanía que le corres- 
ponde. ¿Cuál es la única y verdadera fuente de la 
legitimidad gubernativa? El sufragio popular”. Se 
pensó también en el ejemplo: el juicio por jurado 
se equiparó con una escuela cívica que permiti- 
ría al público presenciar el ejercicio de la sobera- 
nía popular y constatar que la ley no se aplicaba 
(como tampoco se redactaba) para satisfacer a los 
poderosos, sino para respetar el anhelo de orden 
y seguridad por parte de la sociedad. 

Obras como México a través de los siglos (diri- 
gida por Vicente Riva Palacio y publicada entre 
1884 y 1889) y México: su evolución social (diri- 
gida por Justo Sierra y publicada en 1900) difun- 
dieron una visión unificada del pasado, entendido 
como una sucesión de hechos que condujeron al 
liberalismo y la libertad, o al menos, al progreso. 


Portada del tomo 11, México a través de los siglos, México, Ballesca, 
1887-1889. Biblioteca Ernesto de la Torre Villar, Instituto de 
Investigaciones Dr. José María Luis Mora. 
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En la primera, México fue visto como resultado de 
dos pasados y dos grupos, el indígena y el español. 
Ambos cabían en la visión armónica y evolucionis- 
ta. La Conquista había terminado con la libertad 
de los pueblos indígenas, pero los había incluido 
en una historia que les había permitido luchar por 
la verdadera libertad (la Independencia, las liber- 
tades consagradas en la Constitución de 1857) y 
que los haría progresar. Convirtió en héroes tanto 
a los emperadores que resistieron a Hernán Cortés 
como a los insurgentes, o a quienes, con Benito 
Juárez a la cabeza, se opusieron a los conservadores 
y alos invasores. La obra reunía al país en una sola 
historia y un solo proyecto, borraba las diferencias 
raciales y regionales, y creaba figuras y símbolos 
para todos los mexicanos, con lo que servía a la bús- 
queda de una identidad o al patriotismo. La se- 
gunda también hace un recorrido del pasado y de 
sus héroes, pero se centra en la historia reciente, en 
la etapa de la evolución. 

Además, se buscó crear lazos de identidad. 
Para ese momento los mexicanos tenían algo en 
común: la religión. Según los censos de pobla- 
ción, más de 99% eran católicos, los protestan- 
tes no representaban ni 0.5% de la población. La 
Iglesia no había perdido presencia en la sociedad. 
Las comunidades religiosas poseían escuelas y 
atendían enfermos y menesterosos. En esta labor 
destacan las congregaciones de vida activa que, 
siguiendo a las Hermanas de la Caridad, funda- 
ron numerosos establecimientos en el país y, en 
acuerdo con las autoridades, participaron en la 
evangelización de los yaquis. Por otra parte, a 
principios de la década de 1890, siguiendo la en- 
cíclica Rerum novarum, grupos católicos pugna- 
ron por reducir las desigualdades, se preocuparon 
por la situación de los trabajadores e incursiona- 
ron en las organizaciones laborales. A lo anterior 
se suma el peso que la Iglesia tenía en la familia 
y la moral pública. Sólo quienes deseaban pro- 
teger bienes y herencias se casaban en el Regis- 
tro Civil, pues la unión religiosa seguía siendo la 
más común y anhelada. Por otra parte, las fiestas 
religiosas seguían celebrándose, algunas con gran 
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pompa, como la coronación de la Virgen de Gua- 
dalupe en 1892, y otras circunscritas a los pueblos 
y los barrios, donde simbolizaban la unión de 
las comunidades y mostraban la respetabilidad 
de los donantes. Ello sin contar las múltiples ma- 
nifestaciones de religiosidad popular, algunas en- 
cauzadas pero otras rechazadas por la Iglesia. 
Fuera del catolicismo, quizá no podría decir- 
se que los mexicanos tuvieran mucho en común, 
sobre todo si pensamos en los habitantes de zo- 
nas apartadas. Si la integración prometía lograrse 
gracias al ferrocarril, la esperanza en la identifi- 
cación se depositaba en otro vehículo: la educa- 
ción. En 1891 sostuvo Guillermo Prieto: “en la 
escuela se respira la patria, se nace a la patria”. 
Una enseñanza uniforme se consideró el mejor 
recurso para crear una conciencia nacional. Las 
autoridades dieron continuidad y fuerza al proyec- 
to de educación gratuita, obligatoria, laica, unifor- 


me, patriótica e integral (pues buscaba desarrollar 
todas las dimensiones del alumno). Se realizaron 
congresos nacionales, se elaboraron programas 
cuya aplicación estaba vigilada por inspectores, se 
distribuyeron libros de texto. En nombre de la in- 
tegración se impuso el castellano y se prohibió la 
enseñanza en lenguas indígenas. Al mismo tiempo 
se construyeron escuelas: si, en números aproxi- 
mados, al inicio del periodo 140 mil niños asis- 
tían a 4 500 primarias sostenidas por el gobierno, 
para 1900, 9 mil establecimientos contaban con 
700 mil alumnos. La educación media era mino- 
ritaria y creció a menor ritmo; sin embargo, se re- 
gistra un aumento de los establecimientos oficiales 
—<ue alcanzaron su punto máximo en 1900 (44 
planteles contra 25 de 1878), pues durante todo el 
periodo la instrucción media se impartía también 
en los institutos— y de las normales para pro- 
fesores, escuelas técnicas y profesionales (34, en 
1878 y 57, en 1907). Falta considerar las escuelas 
particulares: en 1900 representaban poco más de 
20% de las primarias, mientras que las medias y 
superiores significaban alrededor de 40%, pero los 
porcentajes bajaron notablemente en los siguien- 
tes años. 

La educación fue el principal medio para la 
difusión de la historia, pero no el único. El pasa- 
do podía conocerse en fiestas cívicas, leerse en los 
nombres de las calles, constatarse en las esculturas 
de las avenidas, observarse en museos o centros ar- 
queológicos, pues se redobló el esfuerzo por con- 
servar los vestigios prehispánicos. 

Un pasado común debía reforzarse por un 
presente compartido o un paisaje característico, 
poblado por personajes, trajes, ritmos y comidas 
“típicamente” mexicanos. A su creación contribu- 
yó la literatura romántica, con autores como lIg- 
nacio Manuel Altamirano, y comprometida con 
la recreación de la vida cotidiana y la búsqueda de 


Guillermo Prieto, ca. 1867, tarjeta de visita. Museo Nacional de 
Historia, INAH. 


Enfrente: Canal de Santa Anita, Joaquín Clausell, s.f., óleo sobre - 
tela. Museo Nacional de Arte, Conaculta, INBA. 
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los orígenes. O el costumbrismo, con obras como 
la de Manuel Rivera Cambas, México pintoresco, 
artístico y monumental, con las pinturas de Satur- 
nino Herrán, con los paisajes de Joaquín Clausell, 
de Eugenio Landesio y de José María Velasco. 


El tren del progreso 

El Porfiriato apostó por el progreso y la moderni- 
dad, ambos vinculados con el cambio. Las noveda- 
des eran la tecnología, la ciencia, la razón, lo que 
llegaba de París. Se crearon institutos científicos y 
la medicina ocupó un lugar privilegiado. También 
lo ocupó el positivismo, que consideró el método 
científico como el único camino que permitiría 
encontrar las leyes que regían los fenómenos e in- 
fluían en sus efectos, para con ello lograr el progre- 


Los hermanos Bouvi promoviendo una función de cine, ca. 1910. 
Colección particular. 


so material y resolver los problemas sociales. Por 
tanto, lo importante era conocer la ciencia y su 


método. Con este afán se transformó la educación 
superior. Con el objeto de impartir una educa 
ción “racional” y laica se crearon planteles seme- 
jantes a la Escuela Nacional Preparatoria en todo 
el país y en sus programas se concedió un lugar 
importante a la ciencia. 

El positivismo influyó en la concepción de la 
sociedad. Ésta fue equiparada con un ser vivo y 
se le adjudicaron las mismas premisas que se apli- 
caban a los fenómenos naturales, como las ideas 
de Darwin, extrapolación que permitió hablar de 
grupos humanos “superiores” (aptos para la super- 
vivencia y acordes con el progreso) e “inferiores” 
(destinados a servir y obedecer para, gradualmen- 
te, sucumbir). También influyó ese criterio en la 
forma en que se representaba la sociedad. “Pinta y 
habla acerca de lo que veas y de lo que hayas vis- 
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to”. Así lo aconsejó Emilio Rabasa y así lo hicieron 
literatos como Rafael Delgado, Ángel de Campo 
o Federico Gamboa. En la última década del siglo 
XIX la realidad sustituyó a la imaginación y los li- 
teratos realistas y naturalistas se propusieron repre- 
sentar a la sociedad tal cual era; estaban interesados 
en escudriñar las causas y el efecto de acciones y 
situaciones, y mostraron especial inclinación por lo 
sórdido y lo chocante, lo patológico y lo anormal. 
Como sostuvo Federico Gamboa: “La condición 
esencial del arte legítimo es la verdad; la verdad im- 
placable, la que nos horroriza porque sale a contar 
en letras de molde lo que ha visto dentro de noso- 
tros, la que se torna en acusador de nuestros vicios 
y de nuestros defectos”. 

Sin embargo, los literatos no fueron críticos 
del sistema político o económico, ni tampoco de 
la moral. El más condenatorio fue Heriberto Erías 
al relatar los excesos en que incurrió el ejército 
contra los alzados de Tomóchic o los cometidos 
por los duelistas; lo siguió Emilio Rabasa con su 
reprobación a la prensa, y la lista no es extensa. 
Los males de la sociedad se atribuyeron al indivi- 
duo, al destino, a la suerte. Además de seguir el 
mismo método que los estudiosos de la sociedad, 
los escritores realistas llegaron a conclusiones si- 
milares: los individuos, los personajes, actuaban 
determinados por la herencia o por el ambiente. 
En su óptica, no se trataba de un problema social, 
sino individual. No simpatizaban con la revuel- 
ta ni con la movilidad social, mucho menos por 
parte de las mujeres. En las novelas, las que aban- 
donaban su barrio y a su familia, el deber ser y la 
moral, inevitablemente se topaban con la enfer- 
medad, el alcoholismo y la muerte. Así le sucedió 
a la Santa de Gamboa: 


continuó rumbo al abismo, a escape, desgraciada, 
despreciada, desamparada y doliente. Recorrió la 
escala, peldaño por peldaño y abrojo por abrojo, 
hasta que dio con sus huesos y su cuerpo enfermo 
en un fementido burdel de a cincuenta centavos; 
nido de víboras, trono del hampa, albergue de 
delincuentes, fábrica de dolencias y alcázar de la 
patulea. 
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No sólo hubo un cambio en la forma de represen- 
tar a la sociedad, también cambiaron los instru- 
mentos que permitían representarla. Si los litera- 
tos buscaban una fiel reproducción, la fotografía 
permitía lograrla. Se utilizó con fines de control de 
delincuentes y prostitutas, como tarjeta de presen- 
tación, para conferir veracidad al dibujo que los 
periodistas expresaban con palabras. De hecho, la 
fotografía fue un elemento más en la moderniza- 
ción de la prensa. Las comunicaciones cambiaron 
la noción del tiempo y permitieron difundir noti- 
cias con velocidad; la velocidad cobró importancia, 
la perdió la opinión. Los periódicos que se centra- 
ban en lo editorial (como El Monitor Republicano 
y El Siglo XIX) fueron sustituidos por los diarios 
centrados en los reportajes, como £l Imparcial. La 
tecnología permitió imprimir un gran número de 
ejemplares y reducir el costo de impresión, la no- 
ticia espectacular, la nota roja, los grabados y las 
fotografías atrajeron nuevos lectores, escuchas o 
espectadores. Antes de 1900 los diarios con mayor 
presencia imprimían alrededor de 10 mil ejempla- 
res; el salto que a partir de 1897 marcó El Im- 
parcial es impresionante: en enero de 1907, según 
notarios, se imprimieron 104 529 ejemplares, y a 
mediados de ese año la cifra aumentó a 125 mil. 
Pronto otros diarios le hicieron la competencia y 
a fines del Porfiriato el periódico católico El País 
tenía un tiraje y un impacto similares. Además se 
multiplicó la oferta de periódicos: en 1907 circu- 
laban más de 1 500, el mayor número en la ciudad 
de México, le seguían Jalisco, Michoacán, Vera- 
cruz, Chihuahua y Coahuila. 

A la fotografía se sumó el cine (con películas 
mudas que primero reproducían escenas reales y 
después breves episodios actuados), el fonógrafo, el 
teléfono (para 1880 México era la única nación de 
Latinoamérica que contaba con líneas telefónicas 
y, más tarde, con una red), el alumbrado eléctrico 
(que en la década de 1880 se instaló en el centro 
de México y Oaxaca). Teatros como el Abreu, el 
Hidalgo, el Principal, el Juárez, el Doblado, el de 
la Paz, acogían a compañías europeas, más aplau- 
didas que las nacionales. Y a estos teatros se su- 
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maban otros edificios, que combinaban diversos 
estilos arquitectónicos y ornamentales en un re- 
cargamiento muy al gusto del público mexicano. 
Todo ello hacía que se sintieran en el mismo nivel 
de las naciones modernas. Faltaba sólo mostrarlo 
al extranjero. Ese fue el objetivo que se persiguió 
en las ferias universales, en que el país exhibió su 
riqueza natural, sus fábricas, sus vías férreas y sus 
obras públicas. Según el periódico El Bien Social, 
la de 1889, celebrada en París, le había permitido 
lograr este objetivo, ponerse “en mejor concepto 
ante las naciones europeas, elevándolo en su con- 
sideración, como pueblo industrioso y civilizado”. 
En otras palabras, le había permitido ser reconoci- 
do como un vagón del tren del progreso. 


El otro vagón 

La homogeneidad se enfrentó a la heterogeneidad, 
la visión liberal a múltiples visiones y experiencias, 
el proyecto integrador a actores y prácticas que no 
querían o no podían ser incluidas, la modernidad 
a la tradición, la secularización a la religiosidad, el 
positivismo al humanismo. 

El esfuerzo por la integración, que exigía ter- 
minar con las culturas y las tradiciones indíge- 
nas, sólo prosperó en algunas regiones. Todavía 
en 1910 alrededor de medio millón de mexicanos 
hablaban náhuatl y la misma cantidad una lengua 
de la familia mixteco-zapoteca, mientras que casi 
400 mil se comunicaban en una lengua maya. 
En porcentajes, se comunicaba en sus “idiomas 
nativos” aproximadamente 16% de la población 
en 1895 y 13% en 1910, pero el promedio de la 
época rebasaba 33% en Chiapas, 50% en Oaxaca 
y 65% en Yucatán. 

Lo mismo sucedió con el esfuerzo educativo. 
El mayor número de escuelas y alfabetizados, en 
relación con el número de habitantes, se con- 
centró en el Distrito Federal; las mayores caren- 
cias se ubicaban en regiones de escaso desarrollo 
económico, como Chiapas, Guerrero o Oaxaca: 


Porfirio Díaz y Justo Sierra durante la inauguración de una escuela, 
ca. 1908. O 64597 SINAFO, Conaculta, INAH. 
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en números aproximados, el promedio nacional 
de alfabetos era en 1895 de 14.3% y en 1910 
de 19.7%; las cifras más altas correspondían al 
Distrito Federal (38% en 1895 y 50% en 1910), 
Baja California (30 y 38%) y Nuevo León (24 y 
33%), mientras que las más bajas se localizaban 
en Chiapas, Guerrero y Oaxaca (todos entre 6 y 
9% en 1895 y 1910). Además, si bien algunos 
gobernadores, como el del Estado de México, 
promovieron la educación rural, el campo estuvo 
abandonado o dejado a la buena voluntad de los 
hacendados. 

Si la educación básica estaba mal distribuida, 
peor lo estaban la media y la superior. Los plante- 
les se localizaban en las capitales de los estados, la 
ciudad de México concentraba a los alumnos de 
los estados vecinos; otros niños debían trasladarse 
aún más lejos, los del Pacífico norte buscaban se- 
cundarias en Estados Unidos. Y peor distribuida 
estaba la educación superior. La mayor parte de 
los individuos con formación universitaria vivían 
en la ciudad de México, Guadalajara, Puebla y 
Mérida. Por tanto, la atracción de migrantes se re- 
lacionaba con las oportunidades de empleo, pero 
también con las oportunidades de educación. 

Existió, por otra parte, una cultura popular, 
igualmente ecléctica pero inclinada a las concep- 
ciones o valores tradicionales, o que daba cabida 
a puntos de vista diferentes o a otras corrientes. 
Un teatro popular, pagado por tanda, con im- 
provisaciones y diálogos con el público, ofrecía 
temas escandalosos (como el baile en el que 41 
hombres, entre ellos el yerno de Porfirio Díaz, 
fueron sorprendidos vestidos de mujeres), bailes 
desenfrenados (como el can-can) y tiples españo- 
las (como María Conesa). De ahí que fuera visto 
como signo de la depravación moral, atribuida al 
crecimiento de las ciudades, las nuevas modas, el 
debilitamiento de los controles tradicionales —la 
Iglesia, la familia— y a la incorporación de la mu- 
jer al mundo profesional o laboral. 

La cultura popular no siempre admiraba la 
modernidad. De ello dan cuenta los impresos de 
Vanegas Arroyo, ilustrados por Manuel Manilla y 


José Guadalupe Posada y que eran muy variados: 
cuadernillos de canciones, cartas de amor, cuentos 
patrióticos, adivinanzas, fórmulas mágicas, recetas 
de cocina, y hojas que con llamativos encabeza- 
dos daban noticia de hechos y apariciones milagro- 
sas, de fenómenos o desastres naturales, de sucesos 
políticos y de crímenes sensacionales. Vendidos, 
narrados y cantados en ferias, plazas o mercados, 
contenían lo que los lectores querían escuchar o 
leer. Y si bien simpatizaban con el liberalismo y 
su historia, con Porfirio Díaz y con el régimen, 
plasmaban una realidad y un imaginario propio, 
dibujaban personajes característicos de los sectores 
populares, repudiaban los tranvías eléctricos y, en 
boca de “Don Simón”, lamentaban los cambios 
en las costumbres y las mentalidades. 

Surgieron también oposiciones o corrientes 
alternativas. Entre ellas el socialismo, en los pri- 
meros años representado por Plotino C. Rhodaka- 
naty y Juan de Mata Rivera, cercano al mutua- 
lismo y al cooperativismo, y en las postrimerías 
del Porfiriato por hombres como Ricardo Flores 
Magón, próximo al anarquismo. O el feminis- 
mo, que pugnaba por el derecho al voto de las 
mujeres y, en general, por la igualdad legal, en 
oportunidades y en educación. 

Por otra parte, se desplegó una embestida con- 
tra el racionalismo y el positivismo. A la llegada 
del siglo Xx, poetas modernistas como Salvador 
Díaz Mirón, Manuel Gutiérrez Nájera, Amado 
Nervo y José Juan Tablada rescataron el valor de 
los símbolos y cuestionaron la primacía de la ra- 
zÓn. Prosistas como Bernardo Couto o Rubén M. 
Campos se volcaron al burdel y la taberna, al ex- 
ceso y al desenfreno, a la descripción de la deca- 
dencia; sus relatos dan cuenta del hastío de la vida 
moderna, del aburrimiento del orden cotidiano, 
del lado oscuro del progreso. Por su parte, a partir 
de 1906, los fundadores de la revista Savia Moder- 
na y futuros miembros del Ateneo de la Juventud 
(Antonio Caso, José Vasconcelos, Alfonso Reyes y 
Pedro Henríquez Ureña) defendieron el humanis- 
mo y criticaron la Escuela Nacional Preparatoria 
y la educación cientificista, pues sostenían que el 
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conocimiento puede obtenerse por múltiples vías. 
Tuvieron cierta influencia en el establecimiento 
de la Universidad Nacional, creada en 1910 para 
agrupar las diferentes facultades, y que, según Jus- 
to Sierra, abriría un lugar a la filosofía. 

Por tanto, los años previos a la Revolución fue- 
ron testigos de una multiplicación de las corrientes 
alternativas y pusieron de manifiesto la existencia 
de un pluralismo cultural que al México posrevolu- 
cionario le tocaría desplegar. 
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INTRODUCCIÓN 


Después de la Revolución de 1910, el país mos- 
traba las huellas de la guerra, de la violencia, de 
la intensa disputa política e incluso de la lucha 
de clases. Miles murieron en las batallas pero mu- 
chos más murieron víctimas de la epidemia de in- 
fluenza española de 1918, y otros más abandonaron 
el país. La experiencia de los años de guerra tuvo 
profundas secuelas en el país. Es la única década 
del siglo xx en que la población registra un descen- 
so, de 15.1 millones en 1910, a 14.3 en 1921. 
Otra consecuencia del movimiento armado fue 
el ingreso de las masas a la vida política. Las clases 
bajas, pobres, hechas a un lado por el porfirismo 
y por los regímenes liberales anteriores, descubrie- 
ron que su movilización y organización podían in- 
fluir en la manera de conducir al país. Se hallaron 
de pronto con que sus demandas de mejoría, ya 
fuera en forma de tierras, aguas, salarios más altos, 
derecho a huelga y a la contratación colectiva, vi- 
viendas, educación, salud o participación política, 
no sólo eran legítimas sino que podían imponerse 


Plutarco Elías Calles, Álvaro Obregón, Adolfo de la Huerta y 
Miguel Alessio Robles, Jesús H. Abitia, ca. 1921. Colección 
particular. 


a todos los que buscaban con ansia ascender en su 
carrera política. 

No sin dificultades, aparceros, obreros, jor- 
naleros, vecinos de pueblos, así como maestros y 
arrieros hicieron valer su activa participación en 
el derrocamiento de Porfirio Díaz y Victoriano 
Huerta. Sus simpatías por la revolución eran un 
argumento de peso para alcanzar mejores condi- 
ciones de vida para ellos y sus hijos y para tratar 
de desterrar los abusos y agravios cometidos en su 
contra por los ricos y los poderosos. Y con ese pro- 
pósito muchos de ellos fundaron comités y ligas 
agrarias, sindicatos, partidos políticos, cámaras, 
uniones, federaciones. Pero no sólo los pobres y 
los trabajadores se organizaron, también los terra- 
tenientes y otros empresarios formaron sus orga- 
nizaciones, como el sindicato de propietarios o las 
cámaras de comerciantes e industriales, o la confe- 
deración patronal en 1929. 

En este capítulo pasaremos revista a un inten- 
so tramo de la historia de México cuya dinámica 
esencial puede resumirse como sigue: por un lado 
en el enfrentamiento entre una sociedad movili- 
zada y en buena medida organizada, y por otro 
un estado en construcción cuyo principal propó- 
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sito fue precisamente subordinar las organizacio- 
nes populares para ejercer pleno dominio sobre la 
sociedad entera. Lograr esa subordinación no fue 
tarea fácil, en parte por la oposición de las propias 
masas populares y en parte por las grandes difi- 
cultades con que toparon los grupos políticos en 
su esfuerzo por consolidar las nuevas instituciones 
del estado. Entre esas dificultades cabe mencionar 
la amenaza de rebeliones militares, el estallido de 
algunas de ellas, el peso de los caudillos regiona- 
les y los caciques y en general la debilidad del go- 
bierno nacional. Pero a mediados de la década de 
1940, como trataremos de mostrar, el “éxito” del 
Estado en la tarea de someter a los grupos popula- 
res organizados era más que evidente. 


EL ASCENSO DE OBREGÓN Y CALLES, 
1920-1928 


Después del triunfo del Plan de Agua Prieta en 
mayo de 1920, una de las prioridades de los mili- 
tares y políticos sonorenses que habían encabeza- 
do ese movimiento fue llegar a acuerdos con los 
numerosos jefes militares que contaban con man- 
do de tropa en distintos rumbos del país. Los más 
importantes eran los villistas, comandados por 
el propio Francisco Villa, pero también Manuel 
Peláez en la zona petrolera del norte de Veracruz, 
Saturnino Cedillo en San Luis Potosí y otros más. 
Por distintas razones todos eran enemigos de Ca- 
rranza y ansiaban su caída. La desaparición del 
presidente coahuilense favoreció a los grupos polí- 
ticos y militares encabezados por el general Álvaro 
Obregón. Durante su desempeño como presiden- 
te provisional (junio-noviembre de 1920), Adolfo 
de la Huerta dedicó sus esfuerzos a la pacificación. 
Así se inició la lenta tarea de los nuevos gober- 
nantes de imponer su dominio efectivo a lo largo 
y ancho del territorio nacional. Tal dominio era 
condición indispensable para garantizar su perma- 
nencia en el poder. No había mucho dinero y la 
mayor parte del presupuesto federal se destinaba 
al ejército (casi 70% en 1917). El breve gobierno 


del presidente De la Huerta dio pasos firmes en 
esa labor pacificadora. El logro más importante 
fue la rendición de Villa en julio de 1920; poco a 
poco otros grupos negociaron también su someti- 
miento a los nuevos gobernantes. 

Sin embargo, no todo era miel sobre hojue- 
las. Las relaciones con Estados Unidos atravesa- 
ron momentos de gran tensión. Por principio de 
cuentas, el gobierno estadounidense no reconoció 
al nuevo gobierno mexicano, alegando que ha- 
bía sido resultado de un levantamiento armado. 
Nutrían esta actitud los intereses de petroleros y 
mineros que rechazaban el artículo 27 constitu- 
cional, que establecía la propiedad originaria de la 
nación sobre el suelo y el subsuelo. Sus concesio- 
nes, en gran medida otorgadas durante el régimen 
porfiriano, tenían que ser modificadas para acatar 
la nueva disposición constitucional. Obviamente 
los intereses extranjeros aprovecharon la ocasión 
para atacar el radicalismo mexicano, en particular 
el artículo 27. Por otro lado, la jerarquía católica y 
grupos de católicos se mostraban más que incon- 
formes por el contenido, a su juicio anticlerical, 
de varios artículos de la Constitución de 1917: re- 
chazaban la prohibición de hacerse de propiedades 
y verse sometidos a la regulación gubernamental 
tanto en materia de culto como de educación. Por 
su parte, los terratenientes, nacionales y extran- 
jeros por igual, presionaban para lograr una in- 
demnización por los daños causados por la guerra, 
recuperar sus propiedades incautadas y, más tarde, 
para evitar la afectación de sus haciendas. 

En diversos lugares del país había grupos mo- 
vilizados, y otros armados, y muy poco dinero en 
las tesorerías de los gobiernos estatales y munici- 
pales. Los años de guerra cobraban la factura. En 
los estados que habían sido teatro de batallas y 
grandes movilizaciones de tropas, militares y fun- 
cionarios habían saqueado las arcas, y algunos ve- 
cinos se acostumbraron a no pagar impuestos. En 
Yucatán, un estado muy poco involucrado en la 
lucha militar, la herencia política del gobernador 
carrancista Salvador Alvarado (1915-1918) se ha- 
bía transformado en un movimiento radical más 
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extenso, encabezado por Felipe Carrillo Puerto, 
líder del Partido Socialista del Sureste, fundado en 
1916 con el nombre de Partido Socialista Obrero. 
Se impulsaba la dotación de ejidos (aunque no en 
las haciendas henequeneras), se formaban sindi- 
catos, se organizaban congresos sobre educación 
y feminismo. La escuela racionalista ganaba adep- 
tos, en especial en el sureste del país, siguiendo las 
ideas del español Francisco Ferrer Guardia, cuya 
pedagogía proponía una educación basada en la 
libertad y la razón, para formar una juventud libre 
de prejuicios y fanatismos. En Veracruz el gober- 
nador Adalberto Tejeda impulsaba el reparto de 
tierras. Los inquilinos del puerto de Veracruz, li- 
derados por Herón Proal, un sastre de ideas anar- 
quistas, ganaron fuerza por su lucha a favor del 
congelamiento de rentas. Los agraristas y los obre- 
ros presionaban a los gobernadores más conserva- 


Campo petrolero en la selva veracruzana, 1922. Editorial 
Archivo Gustavo Casasola. 


dores, como Ignacio Enríquez de Chihuahua. En 
la rica zona algodonera de La Laguna, los comu- 
nistas, cuyo partido había nacido en 1919, daban 
sus primeros pasos en la tarea de organizar a los 
trabajadores. En Michoacán el gobernador Fran- 
cisco J. Múgica estrechaba vínculos con agraris- 
tas, maestros y obreros. Sin embargo, en Chiapas, 
Oaxaca y Guerrero los políticos cerraron filas e hi- 
cieron hasta lo imposible por conservar el estado 
de cosas, por ejemplo en materia agraria. 

En 1920 México era un país mayoritariamen- 
te rural. Ni 15% de la población podía conside- 
rarse urbana, si por tal entendemos la que vivía 
en localidades mayores de 15 mil habitantes. La 
población rural vivía dispersa en cerca de 60 mil 
localidades de diversos tipos: pueblos, barrios, 
ranchos, rancherías, estaciones de ferrocarril, ha- 
ciendas; de esas localidades, casi 40 mil tenían me- 
nos de 150 habitantes. La capital del país era la 
ciudad más grande e importante. Según el censo 
de 1921, contaba con 615 mil habitantes, mien- 
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tras que la segunda ciudad, Guadalajara, apenas 
llegaba a 143 mil. Eran las únicas dos con más de 
100 mil habitantes. Había ocho núcleos urbanos 
cuya población se hallaba entre 50 mil y 100 mil 
habitantes: dos en el norte (Monterrey y Torreón), 
una en el sur (Mérida) y las cinco restantes en el 
centro del país: Puebla, San Luis Potosí, Tacubaya, 
Veracruz y León. Podemos considerar diez ciuda- 
des más cuya población oscilaba entre 30 mil y 
50 mil habitantes. Cuatro norteñas: Chihuahua, 
Tampico, Saltillo y Durango; ninguna en el sur y 
seis en el centro: Aguascalientes, Pachuca, Oriza- 
ba, Toluca, Morelia y Querétaro. En esas pobla- 
ciones la modernidad, según la entendemos ahora, 
avanzaba con cierta rapidez. Por ejemplo, las trans- 
misiones de radio daban sus primeras señales de 


El presidente Álvaro Obregón al salir de tomar posesión de la 
presidencia; a la derecha, el general Francisco Serrano, 
1 de diciembre de 1920. Archivo General de la Nación. 


vida. La primera estación propiamente dicha salió 
al aire en 1923. Disponer de electricidad hacía po- 
sible ampliar poco a poco el número de radioescu- 
chas. Muy pronto los gobernantes descubrieron las 
posibilidades de propaganda que ofrecía el nuevo 
medio de comunicación de masas. 

Al empezar la década de 1920, la situación 
política de la capital de la República era tensa. Va- 
rios partidos políticos habían surgido en los años 
recientes. Cuatro eran los más importantes: el Li- 
beral Constitucionalista, el Nacional Agrarista (de 
los antiguos zapatistas), el Laborista, encabezado 
por Luis N. Morones, y el Cooperatista. Más que 
de sus propios medios, estas organizaciones polí- 
ticas dependían en gran medida de la cercanía y 
protección de alguno de los caudillos. Los diputa- 
dos y senadores, que por igual atendían la política 
nacional que la disputa local por las municipali- 
dades del Distrito Federal, distaban de ser peones 
sumisos de la voluntad presidencial, aunque sí 
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buscaban aliarse con el ejecutivo federal para for- 
talecer sus posiciones políticas. Eran tiempos en 
que el presidente de la República no controlaba 
el Congreso de la Unión, pues tenía que negociar 
para que se aprobaran sus iniciativas de ley. El po- 
der presidencial apenas se estaba construyendo. 
No era para nada la poderosa institución en que 
se convertiría a fines de la década de 1940. En los 
años veinte era frecuente que las disputas políticas 
se resolvieran por medio de crímenes. La novela 
La sombra del Caudillo (1929), de Martín Luis 
Guzmán, ilustra la violencia política reinante. Los 
trabajadores electricistas y los tranviarios ganaban 
peso político, lo mismo los choferes y transportis- 
tas que rápidamente crecían conforme se multi- 
plicaba el camión urbano como nuevo sistema de 
transporte público. 


Esfuerzos gubernamentales 

En medio de ese denso escenario el gobierno fede- 
ral, encabezado por el presidente Álvaro Obregón 
(diciembre de 1920-noviembre de 1924), buscaba 
afianzarse en el poder y tratar de impulsar algún 
tipo de política gubernamental propiamente di- 
cha. En cuatro rubros obtuvo resultados satisfacto- 
rios: someter al ejército, impulsar el reparto agra- 
rio, echar a andar una política educativa y lograr el 
reconocimiento diplomático de Estados Unidos. 
Esos logros fortalecieron al gobierno federal frente 
a sus adversarios internos y externos. La influencia 
federal comenzó a extenderse en los estados y mu- 
nicipios, mediante el reparto de la tierra, aguas, 
bosques y más tarde por las campañas educativas 
y de salud. Poco a poco, en algunos lugares, los 
vecinos comprendieron que la burocracia federal 
podía convertirse en un valioso aliado para con- 
trarrestar la influencia de caciques que se oponían 
a cualquier cambio significativo en las formas de 
propiedad y de control político. Pero a veces el 
gobierno federal se aliaba con personajes podero- 
sos locales para sacar ventaja. Así puede explicarse 
el movimiento de las compañías petroleras y del 
gobierno de Obregón para despojar al gobierno 
veracruzano, en ese tiempo en manos del radical 
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Adalberto Tejeda, del impuesto petrolero. A partir 
de 1922 esta clase de gravámenes quedó en manos 
del gobierno federal. La maniobra del presidente 
Obregón tenía que ver con la bonanza petrolera 
que por entonces rendía grandes sumas al erario 
federal. En 1922 esos impuestos aportaban 88 mi- 
llones de pesos, más de un tercio del total de los 
ingresos federales, como ocurre hoy día. De esa 
recaudación se obtuvieron los fondos para los di- 
versos programas gubernamentales, en especial el 
del ramo educativo. 

Veamos ahora con detalle cada uno de estos 
cuatro aspectos fundamentales de la lenta y com- 
pleja construcción del nuevo Estado mexicano: 
ejército, reparto agrario, educación y reconoci- 
miento diplomático de Estados Unidos. 

El ejército es siempre un arma de doble filo: 
puede ser el principal bastión del gobernante o 
su principal enemigo. Si alguien estaba conscien- 
te de ese riesgo era Álvaro Obregón. Su ascenso 
a la presidencia de la República obedecía a una 
revuelta del ejército que había derrocado y asesi- 
nado al presidente constitucional. A Obregón y 
a cualquiera le podía ocurrir lo mismo. En con- 
secuencia, el ejército debía someterse al mandato 
del presidente en turno, así lo señalaba además la 
constitución. El ejército debía ser el único cuerpo 
armado del país, lo que significaba obligar a los 
jefes militares con mando de tropas y grupos de 
fuerzas irregulares (defensas sociales y agraristas, 
entre otros) a disolverse o bien a someterse a la 
cadena de mando de la jerarquía militar. Desde 
que quedó a cargo del despacho de la Secretaría 
de Guerra en 1924, el general zacatecano Joaquín 
Amaro tuvo la difícil encomienda de reducir y 
modernizar las fuerzas armadas. La tarea no fue 
sencilla, dada la persistencia de asonadas militares 
y enfrentamientos bélicos de gran envergadura. 
Sin embargo, hacia 1930 el ejército mostraba me- 
joras; por lo pronto su costo se redujo de 70% del 
presupuesto federal en 1917 y en 1930 a 40 por 
ciento. 

Durante la década de 1920 el reparto agrario 
se intensificó y, más importante aún, se consoli- 


201 


Luis ABOITES Y ENGRACIA Loyo 


202 


LA CONSTRUCCIÓN DEL NUEVO ESTADO, 1920-1945 


dó como uno de los principales componentes del 
México del siglo xx. Si bien se impulsaron diver- 
sas vías de cambio agrario, como la formación de 
colonias en algunos estados del centro-norte, el 
reparto por la vía ejidal ganó preponderancia en 
el escenario rural del país. A diferencia de Carran- 
za, que llegó a considerar la reforma agraria como 
un ardid para ganar el apoyo popular y debilitar 
al zapatismo y que como tal podía administrarse 
y aplicarse a cuentagotas, Obregón y Calles com- 
prendieron que poco podían avanzar si se resistían 
a la presión popular a favor de la entrega de tierras. 
Por lo pronto quedó atrás la idea de cobrar por las 
tierras ejidales dotadas: las tierras se entregarían al 
vecindario, al pueblo, no al ayuntamiento; serían 
gratuitas; podrían heredarse pero no hipotecarse, 
rentarse ni venderse, todo con el propósito de evi- 
tar futuros despojos y acaparamientos; la suprema 
autoridad agraria era el presidente de la República, 
a quien se subordinaban los gobernadores y demás 
autoridades locales; se compensaría a los propieta- 
rios afectados mediante indemnización y no previa 
indemnización, como señalaba el proyecto consti- 
tucional de Carranza. Tal cambio era significativo 
pues salvaba al gobierno federal de condicionar la 
dotación de ejidos a que hubiera fondos para ad- 
quirir las propiedades. De hecho muy pocos pro- 
pietarios de las tierras afectadas para constituir los 
ejidos recibieron indemnización. Más que impul- 
sar la agricultura o la ganadería, el reparto ejidal 
tenía el propósito de atraer el apoyo político de 
los agraristas. Así podemos comprender el notable 
aumento de la superficie dotada después de 1920. 
Carranza había entregado apenas 200 mil hectáreas 
de tierras ejidales, mientras que Obregón repartió 
poco más de un millón. El gobierno de Plutarco 
Elías Calles (1924-1928) elevó la cifra a casi tres 
millones. A pesar del aumento de las dotaciones 
ejidales, la gran propiedad rural, el latifundio, se 


mantenía prácticamente intacto, salvo en contadas 


Desfile militar realizado con motivo de la celebración del 
centenario de la consumación de la Independencia de México, 
septiembre 1921. IISUE, UNAM. 
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entidades como Morelos. Pero como ya se dijo, el 
reparto ejidal y más tarde las escuelas rurales po- 
sibilitaron el contacto estrecho y cotidiano de las 
autoridades federales con la población campesina 
a lo largo y ancho del país. Y ese vínculo era un 
fenómeno nuevo, pues antes de 1917 la actuación 
del poder federal se limitaba en gran medida a la 
ciudad de México y a los territorios federales. Y 
como muchos gobernadores y presidentes munici- 
pales se oponían al agrarismo y a los ejidatarios, los 
vecinos de los pueblos comenzaron a confiar más 
en los representantes del gobierno federal. Se tejió 
así una alianza que rendiría frutos inestimables a 
los gobernantes, porque, como se verá, éstos logra- 
ron someter y mediatizar al movimiento agrarista. 

Otro aspecto fundamental fue la educación. 
En 1921 el gobierno de Obregón logró que el po- 
der legislativo reformara la Constitución de 1917 
para cumplir el viejo anhelo de algunos porfiristas 
de hacer llegar la acción educativa del gobierno fe- 
deral a todos los estados. Tal sería la misión de la 
recién creada Secretaría de Educación Pública (SEP). 


El promotor de esta nueva función federal era José 
Vasconcelos, un oaxaqueño de militancia maderis- 
ta y convencionista. En 1920 el presidente De la 
Huerta lo había designado rector de la Universidad 
Nacional. Al año siguiente, una vez aprobada la 
reforma constitucional, se nombró a Vasconcelos 
secretario de Educación. Uno de los principales 
propósitos de la se? era combatir el analfabetismo 
que afectaba a 77% de la población del país. Se 
continuó con la vasta campaña de alfabetización 
iniciada en 1920, y también se fomentó la lectura 
mediante la creación de bibliotecas y la publicación 
de diversas obras clásicas, entre ellas la /líada, la 
Odisea, los Evangelios, además de otros 14 títulos 
de autores consagrados, y dos publicaciones perió- 
dicas: El Maestro, con un tiraje de 60 mil ejempla- 


Escuela rural en Xochimilco, ca. 1923. 
O) SINAFO, Conaculta, INAH. 


Enfrente: Diego Rivera en la Secretaría de Educación 
Pública, ca. 1927. O 6223 SINAFO, Conaculta, INAH. 
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res, y El libro y el pueblo, para orientar sobre qué 
y cómo leer. El maestro difundía a autores como 
León Tolstó1, Romain Rolland, Rabindranath Ta- 
gore, Miguel de Unamuno y a jóvenes talentos 
mexicanos y latinoamericanos. 

Vasconcelos argumentaba que el gobierno fede- 
ral contaba con más recursos y con mayor ilustra- 
ción. Si bien los estados mantuvieron sus propios 
sistemas escolares, la reforma constitucional permi- 
tió a la SEP organizar su propio sistema educativo 
en todo el país, como ocurre hasta la fecha. En un 
principio la labor de la SEP fue de mera colabora- 
ción con los estados (por medio de subsidios), pero 
después surgieron las escuelas federales. Esta labor 
se dirigió preferentemente al medio rural pues ade- 
más de que allí las carencias eran mayores y mayor 


Antonio Caso y el secretario de Educación, José Vasconcelos 
recorren exposición de carteles, ca. 1924. O 29830 sINAFO, 
Conaculta, INAH. 


también la desatención de los gobiernos locales, 
la presencia federal se aceptaba mejor que en las 
ciudades. La sEP atribuyó a la educación la respon- 
sabilidad de construir una identidad nacional y de 
forjar un hombre nuevo, sano, moral y productivo 
mediante la difusión de la lengua nacional y de un 
modo de vida homogéneo que pusiera fin a la di- 
versidad cultural. Vasconcelos proponía integrar a 
los indígenas al resto del país, civilizarlos bajo los 
postulados de una cultura humanista que se con- 
sideraba universal. También se formaron las misio- 
nes culturales, constituidas por expertos en diversas 
materias que por tres o cuatro semanas visitaban 
pequeños poblados o centros urbanos para ayudar 
a la formación de maestros y llevar el mensaje de 
la ser. Maestros y delegados federales ganaron es- 
pacios para el poder central. Destacó la labor de la 
Dirección de Extensión Universitaria de la SEP que 
reproducía la actividad de la Universidad Popular 
—creación del Ateneo de México en 1912— im- 
partiendo conferencias para los trabajadores. 
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En realidad, el gobierno federal intentaba po- 
ner en marcha una empresa cultural sin preceden- 
tes. La SEP contrató entre otros a Diego Rivera, 
José Clemente Orozco y David Alfaro Siqueiros 
para pintar los muros de algunos edificios públi- 
cos de la capital del país. En esos murales se insis- 
tía en diversos episodios de las luchas populares, 
entre ellos la Revolución de 1910, que se mostraba 
como la lucha de los más pobres y explotados por 
alcanzar la justicia social; asimismo se subrayaba el 
compromiso del nuevo régimen político con esos 
sectores mayoritarios. Los pinceles de esos pinto- 
res contribuyeron a la elaboración de un discurso 
sobre la nueva nación que dejaba atrás a aquélla 
sustentada en los caciques y privilegiados del ré- 
gimen de Porfirio Díaz. Aunque Vasconcelos re- 
nunció en julio de 1924, en algunos aspectos la 
labor educativa del gobierno federal se mantuvo e 
incluso se consolidó en los años siguientes. 

El cuarto y último aspecto fue el arreglo con 


el gobierno de Estados Unidos. A pesar de la opo- 


sición de los petroleros estadounidenses, el presi- 
dente Warren G. Harding concedió el anhelado 
reconocimiento diplomático al gobierno del pre- 
sidente Obregón. Eso ocurrió a fines de agosto de 
1923, una vez que se firmaron los mal llamados 
Tratados de Bucareli. Ese acuerdo bilateral, que no 
fue aprobado por los congresos de ambos países, 
obligaba al gobierno mexicano a indemnizar a los 
propietarios estadounidenses perjudicados duran- 
te la Revolución y a causa de las afectaciones agra- 
rias, y a garantizar las viejas concesiones petroleras 
y mineras, es decir, a dejar sin efecto el artículo 27 
constitucional. A cambio, con el reconocimiento 
diplomático, el gobierno mexicano recibió el res- 
paldo de su principal cliente comercial y cada vez 
más poderoso vecino, lo que significaba entre otras 
cosas el compromiso del gobierno de aquel país de 
no apoyar a exiliados ni a enemigos mexicanos del 


Cadáver de Francisco Villa, 20 de julio de 1923. 
O SINAFO, Conaculta, INAH. 
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gobierno obregonista. Este asunto era fundamen- 
tal. Durante la Revolución el gobierno estadouni- 
dense había mostrado su influencia en los aconte- 
cimientos mexicanos mediante dos instrumentos: 
aprobando o prohibiendo el comercio de armas, y 
con la tolerancia o intolerancia ante las actividades 
de mexicanos refugiados en su territorio. 

Sin embargo, la buena noticia diplomática 
proveniente del norte se ensombreció con el es- 
tallido a finales de 1923 de una extensa rebelión 
militar. Tal rebelión, la más grave de todas después 
de 1920 junto con la cristiada, mostró cuán frágil 
era todavía la posición del gobierno de Obregón y 
de hecho del estado en ciernes. La asignatura de la 
sucesión del poder —uno de los retos más delica- 
dos que enfrentan los sistemas políticos de todos 
los tiempos y lugares— distaba de estar superada. 
El asesinato de Pancho Villa, ocurrido en Parral en 
julio de 1923, se inscribió en la cerrada lucha de 
facciones políticas y sectores económicos y de opi- 
nión pública en vista de la sucesión presidencial de 
1924. Se temía que Villa apoyara a De la Huerta 
en contra del secretario de Gobernación, Calles, 
también general y también sonorense, quien desde 
entonces se perfilaba como el candidato oficial. En 
diciembre de 1923, más de la mitad de los efec- 
tivos del ejército y un selecto grupo de generales 
se alzaron en armas contra el gobierno del pre- 
sidente Obregón. Esta rebelión se conoce como 
“delahuertista”, en virtud del importante papel 
que tenía entre los alzados el ex presidente De 
la Huerta, hasta hacía poco tiempo secretario 
de Hacienda. El propio Obregón se hizo cargo de 
las operaciones militares cuyos principales escena- 
rios fueron Veracruz, Oaxaca, Puebla y Jalisco. En 
Yucatán, los enemigos del gobierno estatal y del 
Partido Socialista del Sureste aprovecharon la co- 
yuntura para descabezar y reprimir al movimiento 
socialista. Contando con las simpatías de la llama- 
da “casta divina”, varios oficiales se sumaron a la 
rebelión y apresaron y fusilaron a los principales 
líderes socialistas, entre ellos al gobernador Feli- 
pe Carrillo Puerto. Rápidas y hábiles maniobras 
militares de las tropas leales, así como el apoyo 


considerable de agraristas armados (como los ve- 
racruzanos y potosinos) y del gobierno estadouni- 
dense, permitieron a las fuerzas gubernamentales 
derrotar a los rebeldes. Por mucho, el saldo fue 
favorable al gobierno obregonista. Por lo pronto 
Calles vio allanado el camino para alcanzar la pre- 
sidencia de la república, una vez que triunfó en las 
elecciones de julio de 1924. Obregón y Calles no 
eran muy poderosos, pero lo eran más que sus ad- 
versarios. Además, lograron deshacerse de varios 
generales que murieron en la rebelión o que hu- 
yeron del país. Contaban asimismo con el recono- 
cimiento diplomático del conjunto de gobiernos 
latinoamericanos, europeos y del estadounidense, 
con el apoyo de grupos populares y milicias irre- 
gulares, con el presupuesto federal y con el respal- 
do del ejército. Por medio de los comandantes de 
las zonas militares, el presidente mantenía cierta 
influencia sobre gobernadores y presidentes mu- 
nicipales, un instrumento no muy distinto al que 
en su momento diseñó el régimen porfiriano. Este 
papel de los comandantes militares que se sostuvo 
en las décadas siguientes se ha estudiado poco. 
Después de la rebelión delahuertista y del 
triunfo electoral de Calles, el gobierno federal am- 
plió y diversificó su actuación. Por lo pronto en 
1925, haciéndose eco de un movimiento mundial 
favorable al fortalecimiento y modernización de 
las finanzas gubernamentales, creó el impuesto 
sobre la renta (income tax), un impuesto directo 
que gravaba de manera progresiva los ingresos de 
los contribuyentes. Entre 1925 y 1926 nacieron 
varias instituciones que mostraban el propósito de 
consolidar al propio estado pero también de hacer 
de éste una palanca de la modernización del país. 
Entre las instituciones que se fundaron destacan 
dos bancos, el Banco de México, que fungiría 
como banca central y emisor exclusivo de moneda 
corriente, y el Banco Nacional de Crédito Agríco- 
la y Ganadero, cuya función era apoyar la produc- 
ción rural, que en esa época se consideraba la base 
de la economía nacional. En 1926 se echaron a 
andar dos comisiones especializadas, de Caminos 
e Irrigación, que mostraban las prioridades de es- 
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tos gobernantes. Un discurso modernista, intere- 
sado en expandir los negocios privados, acompañó 
las ideas radicales derivadas de la Revolución de 
1910 pero también de la revolución bolchevique 
y del nacimiento de la Unión Soviética, país con 
el que se establecieron relaciones diplomáticas en 
1924. Más que contradictorias, esas fuentes ideo- 
lógicas dieron lugar a un peculiar discurso político 
que insistía en el legado popular de la Revolución 
mexicana (contra los terratenientes porfiristas), en 
el nacionalismo (contra los capitalistas de Estados 
Unidos y Gran Bretaña) y en el anticlericalismo 
(contra la iglesia católica). 


Crisis económica, conflicto religioso 

y lucha por la sucesión presidencial 

Si el lector observa la gráfica 1, que representa la 
marcha general de la economía nacional, se dará 
cuenta de que la curva, después de un ascenso a 
partir de 1921, empieza a declinar en 1926, para 
culminar con la grave caída de 1929-1932. Pue- 
de decirse que la hegemonía de Obregón y Calles 
siguió una tendencia muy parecida pues entró en 
graves dificultades en esos mismos años, en parte 
por la crisis económica derivada de la caída de las 
exportaciones petroleras y mineras, en parte por 
la tenaz resistencia de diversos grupos sociales y 
empresariales a la acción gubernamental federal, 
y en parte por el desarreglo y tensión que pro- 
dujo la ambición reeleccionista del ex presidente 
Obregón. A diferencia de Obregón, que había 
preferido al Partido Nacional Agrarista, Calles es- 
trechó lazos con la Confederación Regional Obre- 
ra Mexicana (CROM), fundada en 1918, y con el 
Partido Laborista, el instrumento político de la 
organización obrera. Incluso el líder de la CROM y 
del Partido Laborista, Luis N. Morones, se desem- 
peñaba como secretario de Industria, Comercio 
y Trabajo en el gabinete presidencial. Algunos de 
los llamados agraristas desconfiaban de ese acerca- 
miento, lo mismo que de las nuevas leyes agrarias 
que abrían paso a la parcelación individual de los 
terrenos ejidales. En eso se notaba el ideal de estos 
hombres de Sonora y del norte en general, que so- 
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ñaban con un mundo agrario al estilo liberal deci- 
monónico compuesto por pequeños propietarios; 
los ejidos debían ser, en todo caso, una transición 
a la pequeña propiedad privada. La idea colectivis- 
ta, pueblerina en el sentido de corporación, más 
propia del centro y sur del país, se veía amenazada. 
Liderados por el veracruzano Úrsulo Galván, los 
agraristas constituyeron la Liga Nacional Campe- 
sina (LNC) en 1926. Luchaban por intensificar la 
reforma ejidal y, de manera velada, por el retorno 
de su viejo aliado, Obregón. 

Las adversidades crecieron cuando el gobierno 
callista, en un mal cálculo, abrió dos frentes con 
rivales de gran poderío: por un lado, los capitalis- 
tas y el gobierno estadounidense, y por otro los 
católicos. En el primer caso, Calles dejó en cla- 
ro que los acuerdos pactados con el gobierno de 
Obregón no lo comprometían. Los asuntos que 
causaron mayores fricciones con el vecino del 
norte fueron la reforma agraria, la propiedad 
del subsuelo y el pago de la deuda externa. La 
economía mexicana continuaba dependiendo del 
exterior. Como exportador de materias primas 
dependía de las fluctuaciones del mercado, y las 
actividades estratégicas se hallaban en manos de 
extranjeros. El país resintió la caída del precio del 
petróleo, causada por la sobreproducción y por el 
descubrimiento de los yacimientos en Venezuela. 
La producción petrolera se redujo año tras año 
hasta llegar a apenas una quinta parte del volu- 
men de 1921. Miles de trabajadores perdieron sus 
empleos. La recaudación fiscal por concepto del 
impuesto al petróleo se redujo de 88 millones de 
pesos en 1922 a apenas 19 en 1927. La plata, 
otra importante fuente de ingresos, cayó estrepi- 
tosamente por el restablecimiento del patrón oro 
en varios países europeos. El descenso del precio 
del mineral afectó a varias minas en Guanajuato e 
Hidalgo. También se desplomaron los precios del 
cobre, el zinc y el plomo. 

El gobierno mexicano se propuso introducir 
cambios radicales en el trato con la inversión ex- 
tranjera. En diciembre de 1925 y enero de 1926 se 
emitieron las leyes reglamentarias de los párrafos 1 
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y Iv del artículo 27 constitucional. El primero afec- 
taba las posesiones extranjeras en una franja de 
100 kilómetros a lo largo de las fronteras y 50 
de las costas. Pero mayor oposición suscitó la ley 
reglamentaria del párrafo 1v, relativo a los derechos 
petroleros, que estipulaba que las empresas con 
derechos anteriores a 1917 debían cambiar sus tí- 
tulos de propiedad por concesiones con duración 
de 50 años. Las compañías petroleras, apoyadas 
por el gobierno de Washington, se negaron a acep- 
tar la nueva legislación y desafiaron al de México 
abriendo nuevos pozos. Calles amenazó con enviar 
al ejército. La tensión aumentó por la política del 
gobierno mexicano hacia Centro y Sudamérica, 
muy distinta de la política intervencionista esta- 
dounidense, y por su relación diplomática con el 
gobierno bolchevique. Pero ni los estadounidenses 
ni el gobierno mexicano deseaban una ruptura, y 
menos llegar a las armas. Calles tuvo que conci- 
liar y dar marcha atrás en su política petrolera. En 
ese cambio influyó el arribo en octubre de 1927 
del nuevo embajador estadounidense, Dwight 
W. Morrow, socio de la influyente casa bancaria 
J.P. Morgan. Morrow estaba convencido de que 
Calles no era bolchevique y de que la mejor estra- 
tegia era ayudar al gobierno mexicano a fortalecer- 
se. Así que Morrow —y detrás de él el gobierno 
de Estados Unidos— se convirtió en influyente 
protagonista de los acontecimientos mexicanos. 
El nacionalismo podía pintarse en murales (y 
también en el Rockefeller Center de Nueva York 


a cargo de Diego Rivera en 1933), pero a la hora 


decisiva tenía que llegarse a un entendimiento con 
Estados Unidos, y más si el gobierno mexicano se 
mostraba tan débil y asediado como ocurrió entre 
1926 y 1928. La solución del conflicto se debió 
a concesiones mutuas. En noviembre de 1927 el 
poder judicial declaró anticonstitucional la nueva 
ley reglamentaria de la fracción IV del artículo 27 


Mapa de las propiedades de las susbsidiarias de la Pan Ame- 
rican Petroleum and Transport Company, 1920. Archivo 
Histórico de PEMEX. 
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constitucional —la “ley petrolera”— por su carác- 
ter retroactivo y confiscatorio. Los derechos ad- 
quiridos por los petroleros antes de 1917 fueron 
reconocidos de manera absoluta, con lo que des- 
apareció el límite de 50 años. Los títulos de propie- 
dad se cambiaron por concesiones confirmatorias. 
El gobierno estadounidense dio por concluido el 
conflicto. Morrow también convenció a Calles de 
ir terminando con el reparto de tierras, e intervi- 
no en el problema del pago de la deuda externa, 
que sin embargo no se resolvió hasta 1942. Inclu- 
so aconsejó al nuevo secretario de Hacienda, Luis 
Montes de Oca, dejar de pagar la deuda externa 
para que así el país pudiera sanear sus finanzas. Por 
si fuera poco, Morrow intervino en las negociacio- 
nes que pondrían fin a la guerra cristera, junto con 
otros emisarios y agentes extranjeros. 

En buena medida el estallido de la guerra cris- 
tera, a fines de 1926, fue resultado de las tensiones 
crecientes entre la jerarquía católica y un sector 
de católicos con los nuevos gobernantes, en par- 
ticular con Calles. El malestar católico provenía, 
como se ha dicho, del rechazo a varios artículos 
de la Constitución de 1917 (3*, 5%, 24, 27 y 130) 
que se consideraban contrarios a los intereses de 
la iglesia que representaba la religión mayoritaria 
del país. Establecer la libertad de creencias y esti- 
pular prohibiciones como la de adquirir y poseer 
propiedades inmuebles, someterse a la regulación 
gubernamental en materia de cultos y de conteni- 
dos educativos, así como limitar la libertad de 
expresión y prohibir la participación política de los 
sacerdotes eran otros tantos ingredientes de un 
anticlericalismo que rondaba entre algunos secto- 
res de revolucionarios como reacción a lo que ellos 
consideraban una alianza de la iglesia católica con 
las dictaduras de Díaz y Huerta y por la necesi- 
dad de limitar su peso ideológico. Ejemplo de esas 
tensiones fue la ceremonia pública en el Cerro del 
Cubilete, muy cerca de Silao, Guanajuato, para 
bendecir la primera piedra del gigantesco monu- 
mento a Cristo Rey. Tal ceremonia, celebrada en 
enero de 1923, provocó la expulsión del delegado 
apostólico. 
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El gobierno callista negaba su anticlericalismo 
pero en 1925 apoyó la fundación de la cismática 
Iglesia Católica Apostólica Mexicana, con el pa- 
triarca José Joaquín Pérez a la cabeza. La reacción 
católica consistió en formar la Liga Nacional De- 
fensora de la Libertad Religiosa y en un boicot con 
el fin de paralizar la economía nacional. A princi- 
pios de febrero de 1926 el arzobispo de México, 
José Mora y del Río, ratificó unas declaraciones su- 
yas hechas nueve años antes en las que manifesta- 
ba su oposición a varios artículos constitucionales. 
La respuesta oficial fue la expulsión de sacerdotes 
extranjeros y la reglamentación de las escuelas pri- 
vadas. De ahí en adelante se intensificó el duelo 
de agresiones y desafíos: Calles respondió al boicot 
de la liga con la ley que reformaba el código penal 
para el Distrito Federal y territorios, mejor conoci- 
da como Ley Calles, que señalaba las penas para los 
delitos e infracciones en materia de culto e imponía 
límites al ejercicio del ministerio religioso y a la la- 
bor educativa. En algunos estados, como Jalisco y 
Tabasco, los gobernadores fueron más radicales que 
el propio gobierno federal. En respuesta, en julio 


de 1926, el episcopado suspendió el culto público 
e instó a los padres de familia a no enviar a sus 
hijos a las escuelas oficiales; a su vez, el gobierno 
prohibió el culto privado y desató una verdadera 
persecución contra las prácticas religiosas católicas 
y las escuelas clandestinas. Este conflicto se exten- 
dió por algunos estados de la República, sobre todo 
Jalisco, Guanajuato y Michoacán. En diciembre de 
1926 la liga convocó a un levantamiento armado 
bajo el lema “¡Viva Cristo Rey!”. La guerra se ini- 
ció en Jalisco encabezada por Victoriano Ramírez 
pero después la liga se negó a seguir al frente del 
movimiento. En ese contexto pidió a Enrique Go- 
rostieta, general de carrera, jacobino y masón pero 
enemigo de Calles y Obregón, que se pusiera al 
frente de las tropas rebeldes. En realidad, Gorostie- 
ta fungió como mercenario. Las hostilidades obli- 
garon al gobierno federal a movilizar gran cantidad 
de tropas hacia el occidente del país, donde cundió 
con mayor fuerza el llamado a las armas. Como en 
1923, el gobierno federal obtuvo el apoyo de nú- 
cleos agraristas de San Luis Potosí y Veracruz. Era 
una auténtica lucha popular (se estima en 50 mil el 
número de cristeros en armas) que involucró a una 
gran diversidad de grupos rurales y urbanos contra 
un gobierno considerado despótico. Los cristeros, 
que también se oponían a la entrega de ejidos por 
parte del gobierno, contaron con el apoyo de los 
vecinos de los pueblos del occidente del país. Sólo 
así se explican los tres años de guerra y la incapaci- 
dad del ejército (que los doblaba en número) para 
someterlos. Católicos de Estados Unidos y de otros 
países de Europa y América del Sur presionaron al 
gobierno mexicano para que cesaran el anticlerica- 
lismo y la guerra. 

En medio de estos conflictos, en junio de 
1926, Obregón manifestó su intención de volver 


Estandarte cristero bordado con el Escudo Nacional y el Sagra- 
do Corazón, ca. 1927. Colección particular. 


Enfrente: El general Joaquín Amaro y miembros del Ejército 
Federal en el interior de una iglesia, ca. 1927. 
O SINAFO, Conaculta, INAH. 
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a la silla presidencial. Los agraristas de Obregón y 
los laboristas de Calles se enfrentaron en las cáma- 
ras a propósito de la reforma constitucional a que 
obligaban las pretensiones del general Obregón. 
En enero de 1927, en coincidencia con la guerra 
cristera, fue aprobada la reforma del artículo 82 
constitucional, que permitía una sola reelección 
presidencial, después de un intervalo de un pe- 
riodo de gobierno. Calles pareció conformarse, 
mientras que Morones manifestó su oposición 
a Obregón y amenazó con impedir su arribo a 
la presidencia. En octubre y noviembre de 1927, 
los candidatos presidenciales de partidos mino- 
ritarios, los generales Francisco R. Serrano y Ar- 
nulfo R. Gómez, fueron fusilados, el primero sin 
formación de causa, en Huitzilac, Morelos, y el 
segundo en Teocelo, Veracruz. En enero de 1928 
se reformó de nuevo el artículo 82 para ampliar 
el periodo presidencial de cuatro a seis años, por 
lo que el mandato del nuevo presidente se exten- 
dería desde diciembre de 1928 hasta noviembre 
de 1934. De paso, los legisladores obregonistas 
también lograron extinguir los ayuntamientos del 
Distrito Federal, reducto de la CROM y de Moro- 
nes, lo que dio paso a la formación del Depar- 
tamento Central y de las delegaciones políticas 
con un titular impuesto por nombramiento. Po- 
cos podían dudar de que el país estaba realmente 
descompuesto, y de que el gobierno federal vivía 
acosado en diversos frentes. 

A Obregón, considerado por algunos como 
el poder tras el trono, se atribuía la responsabili- 
dad de los actos violentos del gobierno callista, en 
particular las medidas anticlericales. Los rebeldes 
católicos enfilaron sus baterías contra él. En no- 
viembre de 1927 Obregón sufrió un atentado en 
el Bosque de Chapultepec, en la ciudad de Méxi- 
co. Los responsables, miembros de la Liga De- 
fensora de la Libertad Religiosa, fueron fusilados. 
El fracaso no desanimó a los radicales católicos y 
pocos días después de las elecciones que le abrie- 


Casa de la familia Braniff en avenida Reforma, sede del PNR 
en el Distrito Federal, 1929. O SINAFO, Conaculta, INAH. 
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ron las puertas de la Presidencia de la República, 
Obregón fue asesinado por el militante católico 
José de León Toral. De inmediato los obregonistas 
responsabilizaron al presidente Calles, o en su de- 
fecto, al secretario Morones, cuya animadversión 
contra Obregón era más que sabida. Calles sorteó 
el temporal abriendo las puertas del gobierno a los 
agraviados obregonistas. Morones renunció y así se 
inició el desmoronamiento de la CROM y del Parti- 
do Laborista. Calles nombró secretario de Gober- 
nación a Emilio Portes Gil, gobernador de Ta- 
maulipas, quien por ley asumió la presidencia 
provisional el 1 de diciembre de 1928. Tres meses 
antes, en su último informe de gobierno, Calles 
había lanzado su iniciativa para “pasar de una vez 
por todas de la condición histórica de país de un 
solo hombre a la nación de instituciones y leyes”. 
En esa ocasión también invitó a los grupos con- 
servadores a incorporarse a los trabajos legislati- 
vos. Tal declaración dio inicio a la formación de 
lo que luego sería el partido oficial, el Partido Na- 
cional Revolucionario (PNR). 

En los últimos dos años del cuatrienio callista 
la hegemonía de Calles y Obregón vivió momen- 
tos de gran incertidumbre: una actitud oficial mal 
calculada había hecho estallar una nueva rebelión 
popular, muy onerosa en materia de vidas y recur- 
sos; paralelamente se había dispuesto de la vida de 
jefes importantes, al tiempo que se había dilapi- 
dado el prestigio y el crédito político del régimen, 
para imponer la reelección. Quizá algunos pensa- 
ron que la influencia de los generales sonorenses 
era cosa del pasado. Pero no. Después de todo, la 
muerte de Obregón dejó a Calles como el perso- 
naje político de mayor prestigio entre los grupos 
que se consideraban revolucionarios. 


El reparto de los libros por la maestra, Diego Rivera, 1923, 
mural al fresco. Secretaría de Educación Pública, 
Conaculta, INBA. 


Páginas siguientes: Manuel M. Ponce acompañado por un grupo 
de alumnas, ca. 1920. O 6310 sinaFo, Conaculta, INAH. 
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Educación, cultura y vida cotidiana 

Al despuntar los años veinte, los muy escasos lecto- 
res disfrutaban la poesía provinciana, costumbrista 
y nacionalista de Ramón López Velarde, José Juan 
Tablada, Francisco González de León, así como 
del poeta del modernismo y gran maestro Enrique 
González Martínez. Desde su exilio en España, 
Alfonso Reyes, antiguo ateneísta, practicaba el pe- 
riodismo, la poesía y géneros diversos, como las 
memorias y el ensayo, con prosa impecable, y saca- 
ba a la luz algunas de sus mayores obras, como Re- 
tratos reales e imaginarios (1920), El cazador (1921) 
y Huellas (1922). A solicitud de Vasconcelos, Reyes 
le enviaba a México obras esenciales de la literatura 
europea que aquél no podía encontrar en el país. 
Por su parte, Vasconcelos produjo una buena parte 
de su obra filosófica entre 1920 y 1927, imbui- 
da del espíritu redentor y mesiánico que exhibió 
al frente de la SEP: Estudios indostánicos, Prometeo 
vencedor, La raza cósmica e Indología. Su obra auto- 
biográfica, que escribió en los años treinta, estuvo 
marcada por su sangrienta y amarga derrota como 
candidato presidencial en 1929. 

Una vigorosa corriente indigenista, que daría 
sus mejores frutos en los años cuarenta, produjo 
en los veinte obras como La tierra del faisán y del 
venado, de Antonio Mediz Bolio, y Los hombres 
que dispersó la danza, de Andrés Henestrosa, un 
compendio de cuentos/y mitos zapotecas. Frente 
a esta tendencia, los llamados “colonialistas” trata- 
ban de recuperar la Nueva España y revivir tres si- 
glos denostados de la historia de México. En 1922 
el cronista de la ciudad, Luis González Obregón, 
publicó su célebre libro Las calles de México, y más 
tarde Artemio de Valle-Arizpe y Julio Jiménez 
Rueda evocaron en sus obras el romanticismo de- 
cimonónico de Vicente Riva Palacio. 

Los muralistas no fueron los únicos artistas 
que recibieron apoyo del Estado. También los 
Contemporáneos (o “extemporáneos”, según sus 
críticos) que junto con los Estridentistas domi- 
naron el escenario cultural de la década de 1920, 
gozaron de la protección de Vasconcelos y de su 
sucesor, el médico Bernardo Gastélum, después 
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jefe del Departamento de Salud. A los primeros, 
entre los que se contaban Salvador Novo, Xavier 
Villaurrutia, Carlos Pellicer, Jaime Torres Bodet, 
José Gorostiza, Jorge Cuesta, Bernardo Ortiz de 
Montellano, un “archipiélago de soledades”, como 
ellos mismos se definieron, los unía su juventud, 
su afición por la literatura y por el arte europeo, 
su rigor crítico, su obsesión por la forma más que 
por el contenido. Difundieron autores extranje- 
ros, tradujeron poesía, impulsaron el periodismo 
cultural, combatieron al nacionalismo revolucio- 
nario, escribieron crítica literaria, novelas, ensayos 
y obras de teatro. Se expresaron en revistas lite- 
rarias como La Falange y Prisma. Con el apoyo 
del secretario de Educación del gobierno callista, 
José Manuel Puig Casauranc, publicaron la revista 


Portada de Los de abajo de Mariano Azuela, México, 
Ediciones Botas, 1949. Colección particular. 


Ulises. En 1928, con la ayuda de Gastélum, ese 
grupo publicó otra revista, Contemporáneos, que 
osciló entre la promoción de lo mexicano y de las 
vanguardias extranjeras. El grupo de los Contem- 
poráneos se desbandó hacia 1932. Algunos conti- 
nuaron colaborando en altos puestos del gobierno 
federal, como Novo y Torres Bodet, futuro secre- 
tario de Educación en dos ocasiones, algunos op- 
taron por la diplomacia y otros más por el exilio 
voluntario. 

Por el contrario, el grupo de los Estridentistas, 
“la vanguardia más ruidosa de la cultura mexica- 
na”, buscaba renovar, modernizar, desacralizar y 
“dar testimonio de la transformación vertiginosa 
del mundo”, mediante un lenguaje provocador, 
lleno de giros verbales y metáforas. Formaban par- 
te del grupo escritores como Arqueles Vela, Ger- 
mán List Arzubide, Manuel Maples Arce; pintores 
como Leopoldo Méndez, Rivera, Jean Charlot, 
Germán Cueto, y músicos como Silvestre Revuel- 
tas y Manuel M. Ponce. La hoja volante Actual de 
Maples Arce expresó en 1921 el anhelo de mo- 
dificar el medio cultural a partir de “la urgencia 
de cosmopolitismo”. El estridentismo, definido 
como “la síntesis de una fuerza radical opuesta al 
conservatismo solidario de una colectividad an- 
quilosada”, se difundió en £l Universal Ilustrado, 
tribuna del movimiento cultural de la década. Los 
Estridentistas convirtieron el arte en un medio de 
combate y protesta y lo acercaron a grupos popula- 
res, a carpas y barriadas, “a donde asiste el pueblo, 
a donde debe llegar el arte”. Tuvieron su mayor 
brillo entre 1921 y 1928. También se expresaron 
mediante la revista Horizonte, publicada en Xala- 
pa, ciudad llamada “Estridentópolis”. Sostuvieron 
un duelo provocador con los Contemporáneos: 
criticaban su situación privilegiada y sus preben- 
das, su indiferencia por lo social, lo nacional o lo 
popular y sus tendencias literarias ajenas al espíritu 
revolucionario de la época. La embestida contra 
sus rivales, a quienes tachaban de “lamecazuelas”, 
degeneró en un ataque por sus preferencias sexua- 
les, por su poesía tildada de no viril” y “amane- 
rada”. A su vez, el trabajo de los Estridentistas fue 
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calificado por aquéllos de soez y banal. Un ensayo 
publicado en 1925 por Julio Jiménez Rueda, en el 
que expresaba su asombro por la falta de una lite- 
ratura nacionalista y popular, libre de influencias 
extranjeras y por el aislamiento de los escritores, 
desató una enconada polémica que sacó a la luz 
dos concepciones distintas sobre la cultura que 
despuntaron desde que los muralistas se convirtie- 
ron en objeto de ataques: por un lado, la revolucio- 
naria, ligada al entorno social y comprometida con 
las luchas del pueblo que, más allá de un objetivo 
estético, perseguía ser útil a la sociedad; y por otro, 
una visión que valoraba el significado implícito de 
la obra y la forma, antes que el contenido. Gracias 
a esta querella en 1925 fue redescubierta la novela 
Los de abajo, de Mariano Azuela, considerada la 
más “vasta pintura literaria de la Revolución”. Se 
había publicado por primera vez en El Paso, Texas, 
en 1915 como folletín y llegado a pocos lectores. 
Así se abrió paso a la novela de la Revolución, 
que ganó adeptos en los años veinte, inspirada 
en buena medida en los modos violentos del go- 
bierno callista. Otra novela de Azuela, La luciér- 
naga, contenía una virulenta crítica al gobierno. 
El Universal Ilustrado publicó por entregas di- 
versos relatos sobre luchas armadas, así como las 
memorias de Martín Luis Guzmán en forma de 
folletín en 1928, que poco después aparecieron 
como novela con el título de El águila y la ser- 
piente. El mencionado asesinato de los generales 
Serrano y Gómez, en el otoño de 1927, llevó a 
Guzmán a escribir La sombra del Caudillo, publi- 
cada en Madrid en 1929 y en México en 1938. 
Por su parte, la guerra cristera dio pie inspiró 
Héctor, de Jorge Gram, propaganda antirrevolu- 
cionaria de dudoso valor literario pero que logró 
gran difusión, y La virgen de los cristeros (1934), 
de Fernando Robles, una novela autobiográfica. 
Por medio de la ser el gobierno federal se con- 
virtió poco a poco en rector de un proyecto cultu- 
ral que apoyaba el mejoramiento colectivo y que 
pretendía normar la conducta de los mexicanos. A 
la difusión de los “clásicos”, siguió la publicación 
de folletos de utilidad inmediata para los trabaja- 
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dores, sobre industrias, higiene, cooperativismo. El 
secretario Puig Casauranc apoyó la publicación de 
Forma, revista de artes plásticas que daba a conocer 
la producción artística nacional y las manifestacio- 
nes populares. El arte que debería preparar a los 
trabajadores a ganarse la vida propició la instaura- 
ción de talleres de arte popular. En 1928 Carlos 
Chávez creó la Orquesta Sinfónica Nacional para 
un auditorio amplio, culto y moderno, y en el mis- 
mo año, convertido en director del Conservatorio 
Nacional, dependiente de la SEP, integró a músicos 
como Silvestre Revueltas y Luis Sandi. Por su parte, 
la Escuela Nacional de Música pasó a formar parte 
de la Universidad de México. En el ámbito popu- 
lar, Agustín Lara difundía el bolero, que compartía 
el gusto popular con el danzón y la trova yucateca. 


Director y camarógrafo en rodaje de película, ca. 1925. 
O SINAFO, Conaculta, INAH. 
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El gobierno de Calles buscó impulsar a los pe- 
queños productores agrícolas, así como moralizar a 


la población en general por medio de una religión 
cívica y de campañas diversas para fomentar nue- 
vos hábitos. El anticlericalismo callista fue secun- 
dado en varios estados como Tabasco y más ade- 
lante Sonora con violentas campañas antifanáticas. 
Calles atribuyó a la cultura escolar un sentido útil 
y pragmático y un papel decisivo en su programa 
de desarrollo del campo. Echó a andar las escuelas 
centrales agrícolas para formar pequeños agriculto- 
res prósperos y modernos, a la manera de los gran- 
jeros estadounidenses. Posteriormente integradas a 
una nueva institución, las Regionales Campesinas 
formaron maestros y trabajadores agrícolas. Moi- 
sés Sáenz, subsecretario de Educación, de religión 


Cartel publicitario de la película de Serguei Eisenstein El 
acorazado Potemkin, 1925. O Corbis. 


protestante, impulsó la pedagogía de la acción for- 
mulada por John Dewey, de quien fue discípulo. 
La escuela activa, como se la denominaba, buscaba 
unir el estudio, el trabajo, la cooperación y la liber- 
tad como base del aprendizaje. 

Influido por las políticas de salud de otros 
países, entre ellos la Unión Soviética, el régimen 
formuló el Reglamento de Salubridad Pública en 
1925 y, un año después, el Código Sanitario que 
reguló el ejercicio de la prostitución e introdujo el 
examen prenupcial y estipuló que se establecieran 
servicios sanitarios en los estados, sostenidos por 
el gobierno federal, mediante “delegaciones fede- 
rales de salubridad”. En 1934 se expidió la Ley de 
Coordinación y Cooperación de Servicios Sanita- 
rios en la República. 

El secretario de Educación de Calles, Puig Ca- 
sauranc, dejaba ver su gran preocupación por el 
“mejoramiento de la raza”. Creó el Departamento 
de Psicopedagogía de Higiene y puso en práctica 
en las escuelas federales pruebas antropométri- 
cas y de inteligencia. Las autoridades educativas 
alentaron dos experimentos: multiplicaron las es- 
cuelas de pintura al aire libre en localidades con 
población indígena para mostrar la sensibilidad y 
creatividad de la “raza” y exhibieron los trabajos 
de los alumnos con un despliegue de propaganda 
en México y el extranjero, a pesar de las críticas de 
los expertos. El subsecretario Sáenz impulsó otro 
ensayo, en este caso siguiendo modelos de Estados 
Unidos: para mostrar el vigor y la inteligencia de 
los indígenas, 200 jóvenes fueron separados de sus 
pueblos y concentrados en un internado en la ciu- 
dad de México a fin de transformar sus manifesta- 
ciones culturales y más tarde enviarlos de regreso 
con los suyos con la tarea de promover la “buena 
civilización”. El ensayo, perjudicial para estos jó- 
venes en varios aspectos, reveló, sin embargo, las 
posibilidades de la enseñanza bilingiie y el valor de 
las diferentes culturas. Un esfuerzo gubernamental 
en otra dirección fue una campaña antialcohólica 
nacional (inaugurada en 1929) que buscaba frenar 
lo que a juicio de las autoridades federales era una 
auténtica degeneración moral y física del país. 
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El lector no debe creer que la historia mexi- 
cana en estos años se reducía a los vaivenes po- 
líticos y los levantamientos armados, al ascenso 
y declive de grupos y personajes políticos, a las 
relaciones internacionales, en particular con Esta- 
dos Unidos, a la actividad artística vinculada con 
las causas revolucionarias y a las variaciones de la 
economía. Todo lo anterior era muy importante y 
según algunos historiadores lo más significativo. 
Puede que así fuera. Pero no era lo único. En la 
década de 1920 las clases adineradas tuvieron a su 
alcance un conjunto de innovaciones domésticas 
y de moda que poco a poco se difundieron a otros 
sectores de la sociedad. Al automóvil y al teléfono 
se sumaron artefactos como los excusados, refrige- 
radores, estufas, aspiradoras, planchas eléctricas. 
Los fonógrafos y radios se hicieron cada vez más 
comunes. Políticos y artistas podían ser muy na- 
cionalistas, pero los ricos y más tarde los claseme- 
dieros estaban pendientes de las novedades prove- 
nientes de Estados Unidos y Europa, miraban sus 
películas, adoptaban las modas, los nuevos cortes 
de pelo y los vestidos propios del charleston y con- 
sumían productos de aquellos países y regiones. 

El cine había conquistado un numeroso pú- 
blico desde su llegada a México en tiempos de 
don Porfirio. Ya había probado ser una atractiva 
distracción y a la vez un poderoso instrumento 
propagandístico de los gobernantes. Tanto Díaz 
como los caudillos revolucionarios se sirvieron del 
cine para mostrar su imagen y las bondades de su 
gobierno o de sus luchas. En las primeras décadas 
el cine fue predominantemente documental, re- 
trataba la realidad, escenas cotidianas o aconteci- 
mientos extraordinarios, pero procuraba evitar los 
hechos desagradables o conflictivos. El automóvil 
gris (1919), serie muda de 12 episodios sobre los 
desmanes de un grupo de ladrones que asoló la 
ciudad de México en el aciago año de 1915, había 
marcado un hito en la producción nacional pues 
conjugaba la ficción con el documental y elemen- 
tos costumbristas. Tras el fin de la lucha armada, 
la ficción y el cine de argumento comenzaron a 
ganar adeptos. 
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Los gobiernos posrevolucionarios también se 
sirvieron del cine para promoverse, fomentar un 


nuevo nacionalismo revolucionario y engrandecer 
a México a los ojos de los extranjeros. El gobier- 
no de Obregón produjo documentales y también 
recibió material fílmico de la Fundación Rockefe- 
ller y de la fabricante de automóviles Ford. Esos 
documentales tenían propósitos educativos, cívi- 
cos y moralistas, así como de difusión de métodos 
para combatir plagas, epidemias y enfermedades. 
Se exhibían en plazas públicas, escuelas, centros 
para analfabetos, cárceles. El gobierno de Calles 
vigiló de cerca la producción fílmica, buscando 
evitar críticas y promoviendo la que lo favorecía. 
En estos mismos años, el cine soviético hizo su 
aparición con El acorazado Potemkin y Octubre, 


Dolores del Río portando traje de china poblana, 1927. 
O John Springer Collection/Corbis. 
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de Serguei Eisenstein, gracias a las gestiones de la 
embajadora en México Alexandra Kollontái. Pero 
el cine estadounidense fue el que se impuso en el 
país, dictando formas de conducta y de consumo, 
valores y modas. Dolores del Río, Ramón Novaro 
y Lupe Vélez probaron suerte al otro lado de la 
frontera. En 1930 había ya 830 salas cinemato- 
gráficas en todo el país, 136 de ellas con sistema 
sonoro. Noventa por ciento de las películas exhibi- 
das era de manufactura estadounidense. 

En contraste con la vida holgada de grupos 
minoritarios, las condiciones de vida de los tra- 
bajadores y en general del grueso de la población 
no habían mejorado mayor cosa. Avances nota- 
bles, debe decirse, beneficiaban a algunos sectores 
obreros de empresas de electricidad, tranvías y de 
ferrocarriles. Pero continuaban las jornadas exte- 
nuantes y los bajos salarios, además del hacina- 
miento y la falta de higiene y de servicios médicos. 
Los frecuentes brotes de tifo y viruela eran un reto 
constante para el gobierno, que pretendía enfren- 
tarlos con campañas sanitarias y de vacunación, 
no siempre bien recibidas por la gente. A pesar 
de algunos avances organizativos, las leyes labo- 
rales distaban de cumplirse a cabalidad. Las más 
de las veces mujeres y niños carecían de contratos 
y se les impedía sindicalizarse. En algunas empre- 
sas los menores de 16 años representaban 80% 
de los trabajadores. Prevalecían los bajos salarios, 
tan bajos que la propia Secretaría de Trabajo, In- 
dustria y Comercio los consideraba insuficientes 
para adquirir la canasta básica. No obstante, en 
algunas entidades federativas y en septiembre de 
1925 en el Distrito Federal se había reglamentado 
el artículo 123 constitucional, con el propósito de 
hacer efectivos los derechos laborales. Si en el me- 
dio urbano se apreciaban algunas mejoras signifi- 
cativas, en el campo la situación laboral era más 
grave. Según la revista CROM, abusos y prácticas, 
como salarios muy bajos e incluso pagos con vales 
que sólo servían en las tiendas de raya, subsistían 


Manifestación en Querétaro en apoyo al PNR, 1929. 
O SINAFO, Conaculta, INAH. 
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hacia 1930 en lugares como Lombardía y Nue- 
va Italia. En La Laguna y el Soconusco persistían 
los castigos físicos contra los trabajadores y una 
violenta represión sobre los que se atrevían a sin- 
dicalizarse. 


CRISIS MUNDIAL Y ASCENSO DEL 
RADICALISMO, 1929-1938 


La crisis mundial de 1929 abrió paso a una nue- 
va época en la que México, como muchos otros 
países, quedó vinculado de manera más estrecha y 
directa a fenómenos mundiales. No es que antes 
no lo afectaran las guerras, los vaivenes de precios 
del mercado mundial o los intereses expansionis- 
tas de potencias extranjeras; no es que estuviera 
al margen de influencias ideológicas, artísticas y 
culturales. Por supuesto que no. Lo que ocurre 
después de 1929, sin embargo, es que la conexión 
con el mundo se expande, se fortalece, se diversi- 
fica y gana tal peso que la historia nacional desde 
entonces hasta nuestros días es cada vez más la 
historia del vínculo de México con el mundo. El 
ascenso del radicalismo —y del intervencionismo 
estatal— que caracterizó la década de 1930 no 
era un fenómeno singular de México; si bien se 
nutría de la experiencia revolucionaria de 1910, 
cada vez se identificaba más con un escenario 
mundial en el que destacaba el ascenso del fas- 
cismo italiano y del nacionalsocialismo alemán, 
la presencia de la Unión Soviética y el creciente 
poderío económico, político y militar de Estados 
Unidos. El estado mexicano trató de mantener 
una postura independiente, pacifista, siguiendo el 
principio de no intervención (de acuerdo con la 
llamada Doctrina Estrada, expresada por el canci- 
ller Genaro Estrada en el otoño de 1930), pero al 
inicio de la década de 1940, en gran medida por 
el estallido de la segunda guerra mundial, no tuvo 
más remedio que acercarse a Estados Unidos. Tal 
acercamiento fue ingrediente de un cambio polí- 
tico interno que puso freno al radicalismo tanto 
popular como gubernamental. 
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Dificultades domésticas 

Las muertes violentas de Serrano, Gómez y del pre- 
sidente electo Obregón mostraron las dificultades 
del nuevo estado para resolver sin violencia la suce- 
sión presidencial y en general para alcanzar la es- 
tabilidad política. A regañadientes los obregonistas 
habían aceptado la designación de uno de ellos 
como presidente provisional, el tamaulipeco Emi- 
lio Portes Gil (diciembre de 1928-febrero de1930). 
Pero la cuestión no se resolvía del todo porque ha- 
bía que designar al nuevo mandatario que debía 
gobernar durante el lapso que restaba del sexenio 
del extinto Obregón. En ese contexto el general Ca- 
lles y sus aliados tomaron la decisión de crear un 
partido político que uniera bajo una sola bandera 
a la gran diversidad de facciones que se ostentaban 
como revolucionarias. Fuera de ese grupo se halla- 
ban los “conservadores” y “reaccionarios”, térmi- 
nos con los que se designaba a todos los sectores y 
grupos opuestos al dominio callista. De esa manera 
se pretendía institucionalizar la lucha política y re- 
solver no sólo la sucesión presidencial sino regular 
de mejor manera la circulación de personal político 
en el Congreso de la Unión, las legislaturas loca- 
les, las gubernaturas y las presidencias municipales. 
La fundación del partido se fijó para los primeros 
días de marzo de 1929 en la ciudad de Queréta- 
ro, y ahí nació el Partido Nacional Revolucionario 
(PNR). Pero casi al mismo tiempo, los militares más 
identificados con Obregón se levantaron en armas 
contra el gobierno de Portes Gil, bajo el Plan de 
Hermosillo. El propósito era desplazar a Calles y 
al personaje que se perfilaba como candidato pre- 
sidencial del nuevo partido, el michoacano Pascual 
Ortiz Rubio. Esta nueva rebelión militar, conocida 
también como “la Renovadora”, estuvo encabeza- 
da por el general José Gonzalo Escobar. Una vez 
más, como en 1920 y 1923, la sucesión presidencial 
conducía a la guerra civil. La rebelión fue sofocada 
rápidamente, en menos de tres meses. 


Estudiantes de la Universidad Nacional de México entregan 
su pliego petitorio al presidente Emilio Portes Gil por la auto- 
nomía universitaria, 1929. Archivo General de la Nación. 
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Además de declararse un instrumento de la Re- 
volución de 1910 para unificar a los revoluciona- 
rios y fortalecer su ideología y programa de acción, 
uno de los rasgos más destacados del PNR era que 
estaba integrado por numerosos partidos regiona- 
les y locales. En esa medida era expresión fiel de la 
fragmentación de las fuerzas políticas en la amplia 
geografía del país, y por lo mismo mostraba el ca- 
mino a seguir, es decir, trabajar a favor de la unidad 
de los revolucionarios bajo una organización na- 
cional. Como en otros ámbitos, el remedio parecía 
ser la centralización. El PNR fundó su propio perió- 
dico, El Nacional, publicado en la ciudad de Méxi- 
co. Era el vocero del partido y del grupo callista. 
Ese periódico oficial hizo frente a las críticas que 
aparecían en otros diarios de la capital y de algu- 
nas otras ciudades. A tono con los tiempos, el PNR 
inauguró su propia estación de radio, la XEFO de 
la ciudad de México. A fines de 1933, una reforma 
estatutaria eliminó los partidos regionales. 

El gobierno de Portes Gil enfrentó al menos 
dos retos adicionales: el conflicto religioso y el uni- 
versitario. En el primer caso, las pláticas con la je- 
rarquía católica avanzaban ante la inconformidad 
de algunos grupos de cristeros y católicos a causa de 
la postura gubernamental, interesada en que los al- 
zados depusieran las armas y se cumplieran las leyes 
en materia religiosa. Su única oferta era el perdón 
o la amnistía y un margen mayor de tolerancia con 
la Iglesia. Los arreglos entre el gobierno federal y 
los representantes de la iglesia católica se firmaron 
en junio de 1929; algunos católicos, sobre todo los 
grupos alzados, se sintieron traicionados por la je- 
rarquía. Las hostilidades, si bien a mucha menor 
escala, continuaron incluso hasta 1938. 

Por su parte, el conflicto universitario surgió 
cuando afloraron viejas tensiones en la relación de 
la Universidad Nacional con el gobierno federal. 
El punto en cuestión era el lugar y el carácter de 
la institución. Puede decirse que en su mayoría los 
universitarios anhelaban una institución desligada 
de los vaivenes de la política, comprometida con 
el conocimiento y la cultura y no con el proyecto 
de los gobiernos revolucionarios. Ya desde 1914 se 


había demandado la autonomía, justamente para 
poner una mayor distancia entre ambos. En 1929, 
sin embargo, la autonomía no detonó el conflic- 
to sino la oposición estudiantil a diversas medidas 
académicas. La cerrazón del rector Antonio Castro 
Leal agravó la tensión. Pronto se organizó un co- 
mité de huelga en la Escuela Nacional de Jurispru- 
dencia y el movimiento cundió en otras escuelas. 
En ese movimiento participaron vasconcelistas 
como Alejandro Gómez Arias y Salvador Azuela. 
El ex secretario de Educación, Puig Casauranc, 
convenció al presidente Portes Gil de conceder la 
autonomía y desentenderse del asunto. Así se dio 
solución al problema en julio de 1929, cuando se 
expidió la ley de autonomía. Pero no fue sino has- 
ta 1933 cuando la Universidad ganó la autonomía 
plena y pudo nombrar a sus propias autoridades. 

Superados esos dos conflictos, cuya resolución 
debilitaba a los adversarios políticos del régimen, 
los esfuerzos oficiales se centraron en las elecciones 
presidenciales fijadas para finales de noviembre de 
1929. El candidato oficial Pascual Ortiz Rubio 
era visto como pelele de Calles. José Vasconcelos 
se lanzó como candidato presidencial, con el res- 
paldo, más estruendoso que numeroso, de grupos 
de profesionistas y estudiantes universitarios y de 
otros grupos predominantemente urbanos, todos 
contrarios a la hegemonía creciente de los callistas. 
En los comicios, el partido oficial y en general la 
maquinaria gubernamental allanaron el camino al 
candidato oficial Ortiz Rubio, quien resultó ven- 
cedor. Las protestas de los opositores vasconcelis- 
tas pronto se diluyeron. 


La gran depresión 

Tal era la situación política cuando el país se vio sa- 
cudido por un fenómeno económico mundial. En 
octubre de 1929 la Bolsa de Valores de Nueva York 
sufrió lo que se denomina un crack, una súbita caí- 
da de las cotizaciones de las acciones. El pánico 
financiero se extendió como reguero de pólvora, 
pronto rebasó fronteras y repercutió en el conjun- 
to de economías vinculadas al mercado internacio- 
nal. Los precios se desplomaron, por ejemplo los 
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de los productos mineros y agrícolas. Se iniciaba 
así lo que se conoce como la gran depresión, un 
periodo definido por la contracción de la econo- 
mía mundial, la disminución de las exportaciones 
e importaciones, el despido de millones de traba- 
jadores y la escasez de dinero. En Estados Unidos 
los efectos de la gran depresión se prolongaron a lo 
largo de la década de 1930. 

Al igual que otros países que basaban su eco- 
nomía en la exportación de minerales y productos 
agrícolas y ganaderos, México sufrió graves perjui- 
cios a causa de la depresión económica mundial. 
Por lo pronto el comercio exterior se redujo casi 
a la mitad; los ingresos gubernamentales, que de- 
pendían de ese comercio, se desplomaron en igual 
medida. Los mineros, sobre todo los del norte del 
país, perdieron su trabajo por el cierre de empresas. 
Unos siete mil ferrocarrileros quedaron también 
sin empleo. En Yucatán la caída del precio interna- 
cional del henequén causó desempleo y tensiones 
sociales. Se estima que para 1932 más de 350 mil 


trabajadores (6% de la población económicamente 
activa) había perdido su puesto de trabajo. Otro 
efecto significativo fue el retorno de unos 300 mil 
migrantes, es decir, mexicanos que abandonaron 
o fueron obligados a abandonar Estados Unidos. 
Paradójicamente México y otros países similares 
hallaron ventaja en su atraso, si como tal puede 
considerarse la fragmentación del mercado inter- 
no, el peso de las actividades de autosubsistencia y 
la amplitud de regiones económicas que mantenían 
débiles vínculos con el mercado internacional. Eso 
permitió atenuar las consecuencias desfavorables 
de la crisis y albergar a desempleados y repatriados, 
a pesar de las malas cosechas de esos años. 

La gran depresión tuvo secuelas muy conside- 
rables. Una de ellas fue la importancia que cobra- 
ron las luchas y organizaciones de los trabajadores, 


Corredor de bolsa de Wall Street vendiendo su automóvil por 
la crisis financiera de 1929, Nueva York, 30 de octubre de 
1929. O Bettmann/Corbis. 
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de los sindicatos y de su fuerza política, tanto en 
Europa como en América. Otra más fue el ascen- 
so del nacionalismo provocado por el derrumbe 
de las expectativas e ilusiones puestas antes en el 
mercado mundial. Era la hora del proteccionis- 
mo. Salir de la crisis obligaba a resguardarse de la 
competencia externa y a buscar nuevos modos de 
explotar los recursos disponibles en cada país. En 
cuanto a la economía mexicana, la crisis de 1929, 
al debilitar las exportaciones de productos mine- 
rales (plata, cobre) y agrícolas (henequén, café), 
reforzó las voces que insistían en el desarrollo del 
mercado interno y de la industria, en lugar de la 
alicaída actividad agroexportadora. De hecho, du- 
rante la década de 1930 la industria fue el mo- 
tor de la economía; poco a poco ganó fuerza la 
sustitución de importaciones. En estos años sur- 
gieron campañas de propaganda encaminadas a 


Partitura Vew Deal, ca. 1935. O David J. Frent/Corbis. 


promover el consumo de productos nacionales y 
la *mexicanización” de la economía. Como parte 
de este cambio general, los movimientos de pobla- 
ción mundial, las migraciones, se redujeron a su 
mínima expresión. Después de 1930 los extranje- 
ros quedaron en el olvido como apuesta demográ- 
fica. En su lugar se consideraba urgente impulsar 
el crecimiento de la población nacional. Entonces 
tomó vigor la postura poblacionista expresada en- 
tre otros por Gilberto Loyo, gran conocedor de 
las políticas del gobierno fascista italiano. En ese 
contexto apareció el importante ensayo de Samuel 
Ramos, antiguo colaborador de Vasconcelos en 
la ser, titulado £l perfil del hombre y la cultura en 
México (1934), en el que precisamente se analizan 
los componentes de la identidad nacional, entre 
ellos el complejo de inferioridad y la malsana ad- 
miración por la cultura europea. 

Poco podemos entender de los acontecimien- 
tos de la década de 1930 en México y en el mundo 
si se desatiende la crisis de 1929. Por lo pronto 
la antes dominante combinación de grandes la- 
tifundios y enclaves extranjeros como eje de la 
economía quedó sumamente debilitada. La gran 
depresión también exacerbó los ánimos, polarizó 
las posiciones políticas y obligó a los gobernantes a 
desplegar innovaciones en materia de conducción 
económica y política. En 1932 el Partido Repu- 
blicano de Estados Unidos perdió las elecciones 
presidenciales en gran medida por su incapaci- 
dad para encarar la crisis. Ascendió al poder un 
nuevo grupo político encabezado por Franklin D. 
Roosevelt, cuyo programa económico apuntaba 
hacia el reforzamiento de la intervención del Es- 
tado mediante la expansión del gasto público, el 
llamado “New Deal”. En México, como veremos, 
se ampliaría también la acción gubernamental. En 
Europa los regímenes de Alemania e Italia, con ese 
mismo intervencionismo, ganaron una fuerza ex- 
traordinaria y una influencia y simpatía crecientes 
de parte de la población; su influencia aumentó en 
diversos lugares del mundo. En 1933 Hitler, con 
un programa nacionalista a ultranza, se hizo del 
control del estado alemán y logró reducir el des- 


230 


E: rt 


empleo y volver al crecimiento económico como 
en ningún otro país. Es muy probable que sin la 
gran depresión Hitler no habría llegado al poder y 
menos se habría convertido en la referencia mun- 
dial de un modo de hacer política que contradecía 
a las democracias liberales, cuyo repliegue era más 
que notable en Europa. Del mismo modo, sin la 
crisis de 1929, que debilitó a las de por sí empo- 
brecidas haciendas, muy seguramente habría sido 
imposible el programa agrario del cardenismo. 


Radicalismo popular 

En el ámbito político mexicano ocurrió un fenó- 
meno paradójico. Una vez consolidada su posición 
después de aplastar la rebelión militar de 1929 y 
de triunfar en las elecciones presidenciales de ese 
año, los gobernantes radicalizaron su discurso, 
pero al mismo tiempo se volvieron más intoleran- 
tes con la diversidad política. Como nunca antes 
se usaban términos y expresiones como proleta- 
riado, lucha de clases, bolchevismo, imperialismo, 
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explotación del pueblo trabajador. Ese lenguaje no 
sólo era utilizado por los líderes y miembros de 


organizaciones radicales y algunos maestros, sino 
también por algunos gobernantes. En ese entor- 
no no sorprende el rumbo del gobierno de Portes 
Gil: por un lado, intensificó como nunca antes 
el reparto de tierras y dio cobijo al nicaragiiense 
Augusto César Sandino ante la amenaza interven- 
cionista de Estados Unidos, pero por otro desató 
una feroz persecución de comunistas y de paso, 
en enero de 1930, rompió relaciones diplomáticas 
con la Unión Soviética. En otros casos, como el 
del presidente Ortiz Rubio (1930-1932), el len- 
guaje moderado coincidía con una postura polí- 
tica caracterizada por su alejamiento de las clases 
populares y su interés creciente en favorecer a la 
clase empresarial. Muestra de ello fue el intento 
de poner fin al reparto agrario, alegando que ya 


Madres de familia protestan contra la educación sexual, 
ca. 1932. O 3308 SINAFO, Conaculta, INAH. 
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no había tierras ni solicitantes y que además esa 
medida era necesaria para dar garantías al capital 
privado. No obstante las demandas y la oposición 
de las organizaciones agraristas, el reparto de tie- 
rras se dio por terminado en el Distrito Federal, 
Morelos, Tlaxcala, Aguascalientes, Zacatecas, y a 
punto estaba de culminar en San Luis Potosí y 
Coahuila. Así lo anunció el presidente en su in- 
forme de 1931. Esta postura federal dividió a la 
llamada familia revolucionaria. 

La dividió porque grupos de obreros, campe- 
sinos, maestros y dirigentes sindicales se radicali- 
zaron, impulsados también por el difícil entorno 
económico. Muchos de ellos creían que la crisis 
de 1929 anunciaba la inminente caída del sistema 
capitalista y el advenimiento de un nuevo orden. 
En el mundo académico y literario proliferaron los 
trabajos que analizaban las causas del derrumbe fi- 
nanciero y que expresaban la necesidad de alcanzar 
una sociedad más justa. En México, las obras de 
Marx, Engels y Lenin se difundieron ampliamente. 
Al mismo tiempo, el discurso radical adoptado por 
ciertos gobernantes influyó en el sistema educativo. 
Las instituciones federales, en particular las escue- 
las normales, incorporaron el “socialismo científi- 
co” en sus programas de estudio. Las publicaciones 
periódicas y textos de la SEP se ocuparon de mos- 
trar las contradicciones sociales y la explotación del 
proletariado. El marxista Narciso Bassols fue desig- 
nado al frente de la sep en 1931. Bassols provocó a 
los padres de familia con el anuncio de la educación 
sexual y con la laicización de la enseñanza secunda- 
ria, y a los propios maestros con reformas a la ley 
de escalafón, además de acelerar la centralización 
educativa. En 1933 el gobierno chihuahuense en- 
tregó la administración de todas las escuelas a la 
SEP, medida que después imitaron otros estados, 
presionados por los propios maestros. 

Grupos de trabajadores del campo y la ciu- 
dad no se dejaron engañar por el malabarismo 
discursivo de los políticos encumbrados, algunos 
de ellos dedicados a lucrativos negocios privados, 
como el mismo Calles con el ingenio azucarero en 
el distrito de riego de El Mante, Tamaulipas. Insis- 


tieron en sus esfuerzos de organización y huelgas, 
y al hacerlo propiciaron la polarización política. 
Era frecuente que se toparan con autoridades que 
se mostraban más que dispuestas a respaldar a em- 
presarios y propietarios. Tal postura federal, vale 
decir, alentó a la mayoría de los gobernadores y a 
no pocos presidentes municipales a defender los 
intereses de terratenientes y empresarios. No eran 
raros los hechos como la matanza de 21 manifes- 
tantes comunistas a manos de la policía rural de 
Coahuila ocurrida el 29 de junio de 1930, o el 
asesinato de 11 agraristas de la región de Cuau- 
htémoc, Chihuahua, victimados por soldados a 
mediados de 1932. El periódico El Machete, del 
Partido Comunista Mexicano, daba cuenta de las 
dificultades que enfrentaban las organizaciones 
obreras y campesinas. 

Pero al mismo tiempo el PNRempezó a enfrentar 
dificultades precisamente a causa de la orienta- 
ción gubernamental que lo alejaba de sus bases po- 
pulares. Los conflictos laborales y la incapacidad 
manifiesta de los gobiernos locales para conciliar 
las relaciones obrero-patronales propiciaron la re- 
forma constitucional de 1929, que dio al Congreso 
de la Unión el monopolio para legislar en mate- 
ria laboral, así como facultades al gobierno federal 
para aplicar directamente la legislación en varias 
ramas económicas de alcance nacional, como elec- 
tricidad, cine, minería, petróleo, ferrocarriles y 
otras más. El debilitamiento de la CROM y de su 
líder Morones —una de las secuelas del asesinato 
de Obregón— hizo posible el surgimiento de nue- 
vas agrupaciones sindicales que mantenían mayor 
distancia con el gobierno o con el partido en el 
poder. En ese contexto se expidió la primera Ley 
Federal del Trabajo, en 1931, ley reglamentaria del 
artículo 123. De nuevo, los legisladores apostaban 
por una autoridad federal que tuviera capacidad 
para conciliar el denso y diverso mundo del tra- 
bajo. Algunos empresarios preferían tratar con el 
gobierno federal y no con los gobernadores. 

En materia agraria diversas organizaciones se 
enfrentaban al conservadurismo gubernamental. 
En Veracruz el segundo periodo de gobierno de 
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Adalberto Tejeda (1928-1932) era una referencia 
más que incómoda, pues su radicalismo agrario 
contrastaba con la política federal cada vez más 
moderada. Cosa similar ocurría en Michoacán, 
gracias al esfuerzo del antiguo gobernador Lázaro 
Cárdenas. Úrsulo Galván, dirigente de la comba- 
tiva liga agraria veracruzana y de la Liga Nacional 
Campesina, simbolizaba la poderosa inconformi- 
dad rural. Su propósito era conformar una organi- 
zación verdaderamente nacional. Pero el gobierno 
federal se opuso de diversas maneras. Una de ellas 
fue promover la división de las organizaciones 
agraristas, otra fue desarmar a los agraristas vera- 
cruzanos, labor en la que participó como secreta- 
rio de Guerra el propio general Lázaro Cárdenas. 
No importaba la amenaza de los pistoleros bajo las 
órdenes de los terratenientes. En mayo de 1933, ya 
con Tejeda fuera del gobierno veracruzano y sin su 
gran líder Galván (muerto en 1930), los dirigen- 
tes más cercanos a las altas esferas gubernamen- 
tales (Saturnino Cedillo, Portes Gil) formaron la 
Confederación Campesina Mexicana. Es irónico 
que uno de los propósitos del descabezamiento del 
agrarismo radical fuera apoyar la candidatura de 
Cárdenas a la Presidencia de la República. 

A inicios de la década de 1930 los gobernan- 
tes, en gran medida encabezados por los callistas, 
creyeron que el solo radicalismo discursivo, en 
particular el anticlericalismo, bastaba para gober- 
nar y conducir un estado que a fin de cuentas se 
debía a un movimiento popular armado. Se equi- 
vocaron. Los radicales de la izquierda se opusieron, 
los trabajadores insistieron en sus demandas, los 
católicos y otros grupos opositores de la derecha 
reaccionaron ante el anticlericalismo. Los revo- 
lucionarios en el poder distaban de gobernar en 
un escenario terso. 

Además, el desaseo institucional que implicaba 
la presencia avasalladora del general Calles daña- 
ba la legitimidad del estado posrevolucionario. Era 
evidente que tal presencia interfería con el fortale- 
cimiento de la figura presidencial, ya que entraba y 
salía del gabinete y con sus amigos organizaba lo 
que a veces parecía un gobierno paralelo. Calles 
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era el “Jefe Máximo”, como alguien lo apodó; por 
tal razón a este periodo (1929-1935) se le cono- 
ce como “Maximato”. El presidente Ortiz Rubio 
intentó poner remedio a esa situación anómala 
pero se vio obligado a renunciar en septiembre de 
1932. En su lugar fue designado Abelardo L. Ro- 
dríguez, otro general sonorense, también interesa- 
do en hacer negocios privados aprovechando los 
puestos públicos. Rodríguez concluyó el tortuoso 
sexenio 1928-1934 para el que había sido elegido 
el extinto Obregón. En la sucesión Ortiz Rubio- 
Rodríguez ya no hubo violencia militar pero sí un 
desprestigio creciente de la clase gobernante e in- 
cluso del propio Jefe Máximo. Pero su fuerza per- 
sistía. Además del PNR, de su ascendencia política 
y de su prestigio en el ejército, los callistas contro- 
laban gobiernos y congresos locales. 


La lucha por el intervencionismo estatal 

El año 1933 fue clave, en gran medida porque las 
organizaciones populares expresaron su oposición 
al grupo callista, y por lo mismo dieron pruebas 
de su independencia creciente frente al régimen. 
Destaca en este tiempo el ascenso de Vicente Lom- 
bardo Toledano, un universitario que además era 
líder radical, marxista, independiente, y como tal 
enfrentado a la vieja CROM de Luis N. Morones, de 
donde había surgido. En octubre de 1933 se formó 
la Confederación General de Obreros y Campesi- 
nos de México, que mantenía un mayor margen 
de autonomía ante el gobierno federal que la vieja 
central moronista. A pesar de haber combatido a 
zapatistas, villistas, yaquis, y desarmar a los agraris- 
tas veracruzanos, a Cárdenas se le consideraba un 
político progresista. Así lo había mostrado duran- 
te su periodo al frente del gobierno de Michoacán 
entre 1928 y 1932. La nueva organización se su- 
maría a la candidatura presidencial de Cárdenas. 
Ciertos grupos radicales influyeron en los trabajos 
de elaboración del Plan Sexenal mediante el cual 
Calles pretendía maniatar al nuevo presidente de 
la República. Además, en lugar de cumplir los de- 
seos de Calles, los delegados a la convención del 
PNR de diciembre de 1933 (la misma que elimi- 
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nó los partidos regionales y locales) establecieron 
un conjunto de políticas que pretendían otorgar 
una amplia injerencia al gobierno federal en la 
economía y en la atención urgente de las necesi- 
dades sociales de la población. Se demandaba la 
intensificación del reparto agrario, la creación de 
un departamento agrario y la dotación de créditos 
y otros apoyos a los ejidos. En la cuestión obrera se 
expresaba el compromiso de hacer respetar el dere- 
cho de huelga, la contratación colectiva, la libertad 
sindical, el pago regular del salario mínimo (ins- 
taurado en 1933) y por supuesto la jornada laboral 
de ocho horas. El gobierno federal debía ampliar 
su acción educativa, darle un contenido socialista 
y dirigirla preferentemente a los trabajadores. Al 
igual que ocurría en otros países, los redactores del 
Plan Sexenal buscaban hacer del estado una palan- 
ca del desarrollo económico y del cambio social y 


Protesta obrera, ca. 1932. O SINAFO, Conaculta, INAH. 


político. Ya no estaba a discusión si el estado debía 
involucrarse en la economía; más bien se discutía 
el rumbo y sentido de tal intervención. El radicalis- 
mo popular intentó imponer un rumbo favorable a 
sus intereses. En eso coincidió con algunos funcio- 
narios, políticos e intelectuales. 

También por otras razones es importante el 
año 1933. En marzo se creó el Banco Nacional 
Hipotecario y de Obras Públicas. Su propósito era 
contribuir a financiar las obras de infraestructura 
urbana, modernizar los servicios públicos y con 
ello mejorar la calidad de vida de los habitantes. 
Era una iniciativa novedosa que daba entrada al go- 
bierno federal en el manejo de ciertos aspectos de 
la vida local que antes eran materia exclusiva 
delosayuntamientos. Ante la creciente debilidad de 
las tesorerías de los gobiernos estatales y munici- 
pales, de nueva cuenta se hacía necesaria la inter- 
vención federal, en este caso por medio del finan- 
ciamiento y el conocimiento técnico que exigía la 
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nueva infraestructura urbana. En ese mismo año 


se aprobó la reforma constitucional que reservó al 
Congreso de la Unión y por ende al gobierno fe- 
deral la creación y manejo de todo impuesto a la 
industria eléctrica. A cambio de esa pérdida de in- 
gresos, los estados recibirían una participación de 
la Secretaría de Hacienda. Avanzaba así la centra- 
lización de los principales ramos tributarios, como 
había ocurrido antes con el petróleo (1922) y la 
minería (1927). Pero más allá de la cuestión fiscal, 
esa reforma constitucional se sumaba a la de 1921 
en materia educativa y a la de 1929 en materia 
laboral que dio paso a la mencionada Ley Fede- 
ral del Trabajo de 1931. Las facultades federales se 
ampliaban al tiempo que se reducían o limitaban 
las de los gobiernos estatales. Era una tendencia, 
iniciada en las últimas décadas del siglo XIX, que 
apuntaba hacia el fortalecimiento del gobierno 
federal, con sede en la cada vez más influyente y 
populosa ciudad de México. En los hechos se tra- 
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taba de la construcción de un nuevo concepto de 
lo nacional, muy identificado con las crecientes 
atribuciones federales. 

También en ese mismo 1933 se avanzó en la 
discusión de la nueva legislación agraria, impul- 
sada por grupos radicales. El Código Agrario de 
1934, expedido dos meses antes de la toma de po- 
sesión de Cárdenas, precisaba los procedimientos 
de la entrega de tierras y aguas. Además de crear el 
Departamento Agrario, que significaba dar mayor 
autonomía a los promotores del reparto de tierras 
y aguas, era fundamental la inclusión de los peones 
de las haciendas como sujetos de la acción agra- 
ria. Su exclusión había favorecido entre otros a los 
hacendados henequeneros yucatecos y a los pro- 
ductores algodoneros de La Laguna. 


Plutarco Eltas Calles durante sus años de exilio con su familia 
en San Diego, California, ca. 1937. Fideicomiso Archivos 
Plutarco Elías Calles y Fernando Torreblanca. 
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La complejidad de la vida política del país pue- 
de apreciarse en el episodio que dio paso a la refor- 
ma constitucional de octubre de 1934 en materia 
educativa. Se trataba de establecer la educación so- 
cialista. Como expresión del ambiente ideológico, 
en parte sostenido por sectores radicales y en parte 
por callistas, estudiantes, maestros, diputados y 
senadores impulsaron esa reforma, que despertó 
gran oposición en el país. Varios sectores expre- 
saron su temor y rechazo a tal reforma porque 
la consideraban un intento por imponer un solo 
punto de vista en el sistema educativo nacional y 
una continuación de los excesos anticlericales de 
gobiernos anteriores. Los periódicos de la ciudad 
de México, como Excélsior y El Universal, Omega 
y El Hombre Libre, se enfrentaron a El Nacional 
en esa batalla ideológica que se prolongó durante 
años. El gobierno federal, empero, continuaba ex- 
pandiéndose. En 1934 vieron la luz dos entidades 
fundamentales: Nacional Financiera, una institu- 
ción crediticia cuyo objeto era promover el desa- 
rrollo industrial de México, y el Fondo de Cultura 
Económica (FCE), una casa editorial que pronto 
ganó prestigio por sus publicaciones de economía, 
filosofía y literatura. Su programa editorial, inclu- 
yendo la traducción al español de obras clásicas 
(entre ellas de varios autores marxistas), fue, sigue 
siendo, inestimable. 


El conflicto Calles-Cárdenas 

En ese contexto tan agitado Cárdenas tomó pose- 
sión de su alto cargo el 1 de diciembre de 1934, 
luego de imponerse en las elecciones de julio an- 
terior por amplio margen a los otros tres candi- 
datos (Antonio I. Villarreal, Adalberto Tejeda y 
el comunista Hernán Laborde). Buena parte del 
nuevo gabinete presidencial quedó ocupado por 
funcionarios identificados con Calles, como Juan 
de Dios Bojórquez, Tomás Garrido Canabal, Ro- 
dolfo Elías Calles y Narciso Bassols. La apuesta 
callista era que el joven michoacano (de apenas 39 
años) no fuera más que otro presidente débil. Pero 
no fue así. Además de promover y lograr la refor- 
ma constitucional que acabó con la inamovilidad 


de los ministros de la Suprema Corte de Justicia, 
una de sus primeras medidas fue la remoción o 
sustitución de los mandos militares identificados 
con el Jefe Máximo. Contar con la lealtad del ejér- 
cito era crucial. 

A lo largo del primer semestre de 1935, el con- 
flicto entre Calles y el presidente Cárdenas, y más 
allá, entre dos amplios bloques de fuerzas políticas, 
no hizo más que agravarse. Las declaraciones del 
general Calles en las que criticaba la tolerancia y 
debilidad presidencial frente a los movimientos 
y huelgas obreras encendieron los ánimos. A la pos- 


tre, el antisindicalismo de los callistas fue un error, 


pues se ganó la animadversión de organizaciones 
obreras que además de apoyar al gobierno carde- 
nista avanzaron en la tarea de la unificación. En 
junio de 1935 nació el Comité de Defensa Prole- 
taria, en la que por igual participaban los restos de 
la CROM de Morones que los nuevos líderes radica- 
les como Lombardo Toledano y los comunistas; se 
convirtió en una de las primeras fuerzas cardenistas 
propiamente dichas. La tensión se agravó porque 
los callistas presionaron sin disimulo al presidente. 
A mediados de junio este decidió hacer cambios en 
su gabinete. Cárdenas sustituyó a los funcionarios 
callistas con personajes que, más que cardenistas, 
eran adversarios de Calles. Portes Gil, designado 
nuevo presidente del PNR, es quizá quien mejor 
simboliza este arreglo político, lo mismo que el 
cacique potosino Saturnino Cedillo. La alianza de 
Cárdenas con personajes enemistados con Calles 
sería patrón común. Así se explica también su acer- 
camiento con la jerarquía católica, olvidándose de 
las medidas anticlericales tan típicas de los callistas, 
y lo mismo la cordialidad con el gobierno estado- 
unidense, en gran parte por los buenos oficios del 
embajador Josephus Daniels (1933-1941), quien 
era fiel exponente de la política del “buen vecino” 
del presidente Franklin D. Roosevelt. 

Pero los mejores y más poderosos aliados del 
presidente Cárdenas no fueron los personajes 
del mundillo político enemistados o distanciados 
de Calles o los jerarcas de la Iglesia católica o el 
gobierno de Roosevelt. La fuerza de Cárdenas, y 
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él lo entendió a lo largo de 1935, residía en las 
diversas agrupaciones populares radicales que ve- 
nían oponiéndose al Jefe Máximo y a los callistas 
desde varios años antes, es decir, las organizacio- 
nes obreras lideradas por Lombardo Toledano, las 
organizaciones agrarias, en especial la encabezada 
por Graciano Sánchez, los comunistas que recibían 
línea de Moscú para formar frentes amplios ante el 
ascenso del fascismo en Europa, así como grupos 
de maestros y otros profesionistas. En realidad el 
radicalismo del gobierno federal fue impulsado 
por el radicalismo de los trabajadores del campo 
y la ciudad, postura que como vimos ganó fuerza 
después de la crisis mundial de 1929. Un ejemplo 
claro parece ser la lucha de los mineros y petroleros 
por constituir sindicatos nacionales. La oposición 
de empresarios y gobernadores había detenido ese 
avance, pero en abril de 1934 los mineros lograron 
formar su sindicato nacional, y en 1935 lo harían 
los petroleros. Del mismo modo que ocurría en 
el campo por medio de los ejidos y los maestros 
rurales, en las ciudades, minas y campos petrole- 
ros se abría paso una suerte de alianza de obreros 
y vecinos con el gobierno federal. Así se rompían 
gradualmente los paraísos laborales que antaño fa- 
vorecían a empresarios y terratenientes y que los 
callistas se habían empeñado en salvaguardar. 
Calles y sus partidarios se quedaban solos. 
Todavía en diciembre de 1935 hubo una nueva 
arremetida del jefe Calles contra el presidente 
Cárdenas, que fue enfrentada con paros y movili- 
zaciones multitudinarias en la ciudad de México. 
El gobierno cardenista empujó a fondo contra los 
callistas, promovió la desaparición de poderes en 
varios estados (Sonora, Durango, Guanajuato, Si- 
naloa), así como el desafuero de varios senadores. 
Los mandos militares callistas fueron removidos, 
y también varios políticos de esa filiación, entre 
ellos el propio Calles, quedaron fuera del PNR. 
Nada inocente, en enero de 1936 el gobierno es- 
tadounidense expresó su apoyo pleno a Cárdenas 
y repudió la postura del general sonorense, tal vez 
con ánimos de influir en el rumbo de las políticas 


gubernamentales. En abril de 1936, después del 
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atentado contra un ferrocarril en Orizaba, el Pre- 
sidente decidió expulsar a Calles del país. 

Con el general Calles volando hacia Los Án- 
geles, California, llegó a su fin la hegemonía de 
los sonorenses sobre el estado mexicano, iniciada 
con el triunfo del Plan de Agua Prieta en mayo 
de 1920. Dos conclusiones podemos apuntar. La 
primera es que con el exilio de Calles no sólo se 
impuso Cárdenas sino también la figura del pre- 
sidente. Nunca más en el siglo xx se tuvo duda de 
que el presidente era quien gobernaba a plenitud, 
y no un jefe alterno, máximo o superior. La se- 
gunda es que la expulsión de Calles mostró que 
el país había madurado puesto que ya no se nece- 
sitaba de las armas para resolver la sucesión presi- 
dencial ni de crímenes políticos para deshacerse de 
los adversarios. Después de todo, Cárdenas había 
recibido el poder de su antecesor en un ambiente 
pacífico. Y eso lleva a reconocer que durante los 15 
años de predominio de Obregón y Calles el nuevo 
estado mexicano logró hacerse de instituciones y 
prácticas políticas que lo alejaron de la guerra ci- 
vil. Y eso no es poca cosa. Resuelta la pugna con 
los callistas, Cárdenas quedó con las manos libres 
para recorrer, en alianza con sus partidarios, un ca- 
mino de radicalismo desconocido hasta entonces. 
El gobierno federal pudo desplegar acciones que 
dieron profundidad al radicalismo proveniente 
no sólo del movimiento revolucionario de 1910 
y de la lucha subsecuente de los trabajadores del 
campo y la ciudad, sino también de las ideas de- 
rivadas del marxismo, de la experiencia soviética y 
de la polarización provocada por la crisis mundial 
de 1929 así como por el ascenso nazifascista. Sin 
embargo, a la postre ese radicalismo fortaleció más 
al Estado posrevolucionario que a las clases popu- 
lares. Del mismo modo, ese radicalismo no evitó 
la expansión de las empresas privadas, en especial 
en el ramo industrial y bancario, algo que no debe 
perderse de vista. 


Radicalismo cardenista 
El gobierno de Lázaro Cárdenas empezó en un en- 
torno económico favorable. Desde fines de 1932 
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GRÁFICA 1. PRODUCTO INTERNO BRUTO, 1921-1945 
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la economía mexicana había empezado a recupe- 
rarse de la gran depresión y de hecho no dejaría 
de crecer en las siguientes décadas. En ello influyó 
la mejoría en los precios de algunos productos de 
exportación (plata, petróleo), así como el brusco 
cambio en la política económica decidido también 
a partir de 1932. La nueva política dio prioridad 
a la reanimación económica y al pleno empleo, en 
lugar de mantener las antiguas prioridades, como 
evitar a toda costa el déficit presupuestal y sostener 
la paridad cambiaria. Así, se incrementó el gasto 
para estimular la economía, lo mismo la oferta 
monetaria (monedas, billetes y cheques) y con 
ello, en los hechos, el Banco de México se hizo del 
monopolio de la emisión de dinero. Al abando- 
narse el patrón oro, con el arribo de Alberto Pani a 
la Secretaría de Hacienda por segunda ocasión, el 
gobierno mexicano dejó de sostener la paridad cam- 
biaria, que pasó de 2.54 pesos por dólar en 1932, a 
3.60 a fines de 1933, paridad que se mantuvo has- 
ta marzo de 1938, cuando se elevó a 4.52 pesos. 
A lo largo de 1932 el público comenzó a aceptar 
poco a poco los billetes del Banco de México (en 
1935 su circulación sería obligatoria), lo que dio 
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capacidad al banco central para influir en el monto 
del circulante, y lo mismo en la oferta del crédito 
mediante disposiciones de control de las reservas 
de los bancos privados. En suma, en el combate 
a la crisis de 1929 el estado mexicano se hizo de 
importantes instrumentos económico-financieros 
que le dieron mayor solidez, ya que amplió su ca- 
pacidad de influir en la economía nacional. Para 
1936 algunos indicadores (volumen de exporta- 
ciones, ingresos gubernamentales) mostraban que 
el país volvía al crecimiento. Entre 1932 y 1945 el 
tamaño de la economía se duplicó. (Véase grafica 
1.) En ese movimiento ascendente, que ante todo 
fue producto de actividades empresariales priva- 
das, sobre todo en el ramo industrial y bancario, 
hay que ubicar el cardenismo. 

Ya sin la carga que significaba sostener a un nu- 
meroso ejército, el gobierno federal pudo enfrentar 
mejor que antes los gastos sociales y de promo- 
ción económica, como educación y salud, crédito, 
carreteras, riego y energía. Esa posibilidad debía 
agradecérsela a Obregón y a Calles. Para 1940 el 
gasto militar se había reducido a 16% del presu- 
puesto federal. Pero las necesidades eran múlti- 
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ples. En materia eléctrica, el notable desinterés de 
las compañías extranjeras por ampliar y mejorar 
el servicio obligó al gobierno federal a retomar la 
idea de invertir directamente en el ramo; aunque 
había sido creada en 1933, en 1937 comenzó a 
funcionar de manera efectiva la Comisión Federal 
de Electricidad. Con los recursos provenientes de 
un impuesto aprobado en 1938, empezó a invertir 
por primera vez en la generación eléctrica. Eran 
frecuentes las protestas airadas de los usuarios del 
servicio eléctrico, al que calificaban de costoso y 
de mala calidad; lo mismo ocurría en materia de 
agua y alcantarillado. Los vecinos más pudientes 
fueron los que adoptaron primero estos servicios 
públicos, pero más tarde los siguieron los de la pe- 
queña clase media y de algunos grupos populares. 

La movilización de trabajadores y organiza- 
ciones obreras en apoyo al gobierno de Cárdenas 
durante 1935 allanó el camino para la unidad obre- 
ra. En febrero de 1936 surgió la Confederación 
de Trabajadores de México (CTM), encabezada por 
Lombardo Toledano junto con un grupo de líderes 
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del Distrito Federal conocido como los “cinco lo- 
bitos”, entre ellos Fidel Velázquez. A tono con los 
tiempos, el lema de la nueva organización era “Por 
una sociedad sin clases”. Así se alcanzaba una de 
las metas anheladas tanto por los líderes obreros 
como por el gobierno federal. La Crm nació como 
la central obrera más grande e influyente. Se es- 
tima que el número de afiliados iniciales fue de 
750 mil, cifra que incluía a mineros, ferrocarri- 
leros, maestros, petroleros, trabajadores textiles, 
azucareros, electricistas, así como a miembros de 
las federaciones regionales. La CTM y el gobier- 
no federal establecieron una estrecha relación de 
colaboración que permitiría por un lado avances 
sustanciales en la contratación colectiva, y por 
otro el respaldo obrero a las decisiones guberna- 
mentales. A diferencia de los gobiernos del maxi- 
mato, Cárdenas podría gobernar contando con el 
respaldo pleno de una organización obrera nacio- 


El presidente Lázaro Cárdenas se entrevista con campesinos, 
ca. 1937. O 52300 sINAFO, Conaculta, INAH. 
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nal. Cuando a principios de 1936 los empresarios 
de Monterrey se inconformaron con las medidas 
obreristas, el presidente se apersonó en la ciudad 
norteña y aclaró su postura. No era radicalismo 
ni comunismo sino simple justicia laboral. Frente 
a la amenaza de paro patronal, Cárdenas amena- 
zÓ a su vez con expropiar las fábricas con ayuda 
de los obreros; como se verá, pronto marcaría su 
distancia respecto a la CTM y a su líder Lombardo 
Toledano. 

En materia agraria Cárdenas llevó el reparto 
ejidal a extremos jamás imaginados, empezando 
con el célebre reparto de las propiedades de La 
Laguna en octubre de 1936. En mes y medio, 
447 516 hectáreas, entre ellas más de 100 mil hec- 
táreas de riego, pasaron a manos de 34 743 ejida- 
tarios constituidos en 296 ejidos. Para mantener 
la productividad del delicado cultivo algodonero 
se organizaron ejidos colectivos, contando con 
el apoyo del crédito rural gubernamental, otor- 
gado por el Banco Agrícola (creado por Calles en 
1926) y por el Banco Nacional de Crédito Ejidal, 
fundado apenas en enero de 1936. La mayor par- 
te de los recursos de esos dos bancos se canaliza- 
ron a los ejidos laguneros. No tardó en aparecer 
la corrupción a gran escala entre funcionarios y 
líderes. En vista de que el crédito oficial era muy 
escaso, se alentó la participación de capital pri- 
vado, nacional y extranjero en el financiamiento 
y comercialización de la fibra, por ejemplo por 
medio de empresas como Anderson Clayton. 
Después de La Laguna, en 1937 se efectuó el re- 
parto en el Valle de Mexicali, en la zona hene- 
quenera de Yucatán y en porciones de las ricas 
tierras irrigadas del Valle del Yaqui. En este caso 
también se entregaron más de 200 mil hectáreas 
a los yaquis y se comprometió la mitad del agua 
de la nueva presa La Angostura para el regadío 
de sus terrenos. Después de la invasión de enero 
de 1937 en terrenos de la Colorado River Land 
por parte de cientos de vecinos y peones, el go- 
bierno de Cárdenas procedió al reparto agrario 
en esa zona fronteriza. En Yucatán se repartieron 
500 mil hectáreas pero la maquinaria desfibra- 


dora de henequén permaneció en manos de los 
hacendados. Las oligarquías locales sobrevivieron 
e incluso prosperaron a costa del trabajo de los 
ejidatarios, que si bien se liberaron del pesado do- 
minio de las haciendas pasaron a depender desde 
entonces de la burocracia gubernamental, en par- 
ticular del Banco Ejidal. En noviembre de 1938 
tocó el turno a las ricas haciendas de Lombardía 
y Nueva Italia, propiedad del italiano Cusi, en el 
Valle de Apatzingán. Más adelante se afectaron 
las fincas cafetaleras del Soconusco y las tierras 
del distrito de riego de El Mante, donde Calles 
tenía diversas propiedades. El reparto del Valle de 
Mexicali formaba parte de un plan de largo plazo 
destinado a reforzar las fronteras mexicanas. Con 
ese mismo propósito dio inicio la construcción 
del ferrocarril que uniría Sonora con el distrito 
norte de Baja California. Así se explica también 
la refundación del territorio federal de Quintana 
Roo en 1935, suprimido en 1931. 

Las dotaciones ejidales en las zonas mencio- 
nadas son las más conocidas y significativas, pero 
la acción agraria se extendió a lo largo y ancho del 
país. Se entregaban tierras con mayor celeridad y 
tierras de mucha mejor calidad que antaño. Era el 
cumplimiento de un pacto político, más que un 
proyecto económico, aunque Cárdenas imagina- 
ba los ejidos plenamente vinculados al mercado 
nacional. Durante el sexenio cardenista se en- 
tregaron casi 18 millones de hectáreas entre más 
de 800 mil ejidatarios, pero más importante que 
ese monto fue que la mitad de la superficie irri- 
gada del país, la de mejor calidad, pasó a manos 
ejidales. Ante semejante panorama, ejidatarios y 
agraristas no dudaron en apoyar al gobierno fe- 
deral. A lo anterior había que sumar la expansión 
de la educación rural, de la salud y de las labores 
de orientación en trámites agrarios, créditos y for- 
mación de cooperativas. El gobierno de Cárdenas 
hizo suyos los propósitos anteriores de extender la 
educación federal. En 1939 tenía control parcial o 
total de los sistemas educativos de 13 estados y el 
número de escuelas federales se había elevado de 
200 en 1921, al crearse la ser, a 14 384. Tal expan- 


240 


sión, junto con la labor de los gobiernos estatales, 
contribuyó a reducir el analfabetismo en el país, 
de 77% en 1921 a 58% en 1940. 

Quizá como nunca antes la figura del presiden- 
te del gobierno federal se hizo presente en las zonas 
rurales más apartadas y pobres del país. En ese con- 
texto se explica la relativa facilidad con la que se 
logró dar paso a la formación de una central única, 
la Confederación Nacional Campesina (CNC) en 
agosto de 1938. La creación de la CNC significaba 
que el presidente Cárdenas se había impuesto sobre 
la crm, cuyo propósito de incluir a los trabajado- 
res del campo quedó finalmente derrotado. En ese 
duro conflicto con la Crm, Cárdenas se valió del 
PNR para promover la unificación campesina. De 
esa manera, el gobierno federal contaba con sóli- 
dos pilares en esas dos organizaciones populares, la 
CTM y la cnc. En materia indígena, la atención se 
centró más en aspectos económicos, por ejemplo 
en la tenencia de la tierra, que en aspectos cultura- 
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les. De cualquier modo, el gobierno federal tomó 
varias medidas “indigenistas”, entre ellas la mul- 
tiplicación de los centros de educación indígena, 
la creación del Departamento de Asuntos Indíge- 
nas para atender lo concerniente a sus intereses y 
problemas, y la convocatoria a varios congresos 
regionales con el propósito de servir de foro para 
exponer peticiones y quejas. En el Congreso Indi- 
genista Interamericano, celebrado en Pátzcuaro en 
abril de 1940, se reunieron representantes (en su 
mayoría no indios) de todo el continente; en gran 
medida en él se determinó la política de las tres dé- 
cadas siguientes, es decir, favorecer la rápida inte- 


León y Natalia Trotsky llegando al puerto mexicano de 
Tampico para ser recogidos por Frida Kahlo, 9 de enero de 
1937. O Hulton-Deutsch Collection/Corbis. 


Páginas siguientes: El presidente Lázaro Cárdenas con los 
niños de Morelia, ca. 1939. O 52300 SINAFO, 
Conaculta, INAH. 
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gración de las poblaciones indígenas a las diversas 
naciones, así se reconociera el valor de sus lenguas y 
de otros rasgos culturales. 

Por otro lado, la acción gubernamental se ex- 
tendió hacia diversos sectores de la economía, 
como los ferrocarriles, que fueron nacionalizados 
en 1937 y entregados a la administración obrera 
el año siguiente, o la construcción del ingenio de 
Zacatepec, en Morelos. Y era extraño que el go- 
bierno expandiera sus redes económicas, porque 
a partir de 1937 las buenas noticias económicas 
se diluyeron. El precio de la plata se desplomó de 
manera drástica. Pero el gobierno mexicano lo- 
gró, con una hábil gestión diplomática y práctica- 
mente a cambio de nada, que el gobierno estado- 
unidense acrecentara sus compras de plata, lo que 
dio un respiro al gobierno cardenista. Si se cree 
que México ha sido siempre víctima pasiva de la 
ambición de los vecinos del norte, este tipo de 
episodios muestra una posición mexicana mucho 
más desafiante y activa. 

Algunos gobernadores distaban de compartir 
las posturas del ejecutivo federal. En varios casos, 
como el del sonorense Román Yocupicio, recono- 
cían mayor cercanía con los grupos de Portes Gil y 
de Cedillo, o bien con tradiciones políticas locales 
que se oponían al fortalecimiento del gobierno na- 
cional por medio de la CrmM y los ejidos. En Puebla 
el gobierno estatal apoyó una y otra vez al dueño 
del ingenio de Atlixco, el estadounidense William 
Jenkins, y detuvo el intento de los ejidatarios por 
hacerse del ingenio. En Chihuahua el gobierno fe- 
deral hizo caso omiso de las actividades ilegales y 
el nepotismo escandaloso del gobernador Rodrigo 
M. Quevedo, mientras que el gobernador de Nue- 
vo León, Anacleto Guerrero, se echó en brazos de 
los grandes empresarios de Monterrey. Parecía que 
era la única manera de gobernar aquella entidad. 
Portes Gil saboteó hasta donde pudo las iniciativas 
del presidente Cárdenas, hasta que finalmente fue 
separado de la dirección del PNR. El hombre fuerte 
y cacique de San Luis Potosí, el general Cedillo, 
fue designado secretario de Agricultura, con la in- 
tención de vigilarlo. Pronto Cedillo abandonó el 


cargo y más tarde, en mayo de 1938, se alzó en 
armas contra el gobierno, pero fue rápidamente 
derrotado. 

En buena medida esas sombras obedecían a 
que el régimen cardenista distaba de gobernar una 
sociedad volcada en su apoyo. Amplios sectores de 
la población no ocultaban su inconformidad y opo- 
sición al rumbo adoptado. Y algunos de ellos se ins- 
piraban o se nutrían de acontecimientos y de perso- 
najes que actuaban en otras latitudes del planeta. 


El contexto internacional 

La guerra civil española (julio de 1936-abril de 
1939) sacudió al gobierno cardenista. La sacudida 
no sólo obedecía al rechazo del levantamiento mi- 
litar contra un gobierno legítimo, como lo era la 
República española presidida por Manuel Azaña. 
México mantenía relaciones diplomáticas más que 
cordiales con el gobierno español desde antes del 
gobierno cardenista. Más grave aún era el hecho de 
que desde un principio se hizo evidente el amplio 
respaldo de la Italia fascista y de la Alemania nazi 
al bando rebelde. Para el gobierno mexicano eso 
era inadmisible porque, además de significar una 
descarada intervención en asuntos internos de un 
país, la amenaza totalitaria en caso de resultar ven- 
cedora podría extenderse al continente americano. 
En su anotación de 17 de junio de 1937 el presi- 
dente Cárdenas expresaba que si no se le ponía 
freno “no estará lejano el día en que la escuela de 
Hitler y de Mussolini dé sus frutos, pretendiendo 
una agresión a los pueblos de América”. Y segura- 
mente Japón se uniría a tal alianza. No sólo era un 
problema de política exterior. Para nadie era un se- 
creto que varios grupos y sectores de la oposición 
en México simpatizaban con los rebeldes españo- 
les. El líder alzado, el general Francisco Franco, 
así como Mussolini y Hitler eran admirados por 
ciertos grupos y personalidades urbanos (como 
Luis Cabrera) que se oponían al rumbo guberna- 
mental, al que tildaban de bolchevique o de plano 
comunista. Además, algunos católicos aplaudían a 
Franco para reiterar su secular animadversión por 
Estados Unidos. Nazis, fascistas y franquistas ca- 
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tólicos podían poner en su lugar, según ellos, a los 
estadounidenses protestantes. 

El gobierno mexicano condenó el estallido de 
la guerra española en la Liga de las Naciones; tam- 
bién repudió la perversa neutralidad de Francia 
e Inglaterra, e incluso la de Estados Unidos; esos 
países eran no intervencionistas sólo cuando les 
convenía, denunció. El gobierno mexicano hizo lo 
que pudo: además del respaldo diplomático al go- 
bierno de la República española, le vendió armas, 
apoyó el envío de fuerzas de voluntarios y acogió 
a miles de refugiados españoles, entre ellos los fa- 
mosos “niños de Morelia”. Varios de esos exiliados 
se convertirían con los años en fecundos intelec- 
tuales y científicos. Con esa actitud, el gobierno 
mexicano parecía más cercano a la postura de la 
Unión Soviética, que envió aviones y pertrechos 
militares al gobierno legítimo español, que a la po- 
sición neutral estadounidense. 

Al mismo tiempo México sostenía su tradi- 
cional política de no intervención en los asuntos 
de otros países. Y por igual la manifestaba contra 
Italia por invadir Etiopía en 1935, contra la Unión 
Soviética cuando esta invadió Finlandia o cuando 
Alemania se anexó Austria en marzo de 1938 y 
Checoslovaquia en enero de 1939. El principio de 
no intervención era, como sabemos, una postura 
esencialmente dirigida a contrarrestar el expansio- 
nismo estadounidense, como había ocurrido en la 
década anterior cuando México dio refugio al ni- 
caragiiense Sandino. Así se manifestó de manera 
reiterada en las reuniones continentales celebradas 
en Buenos Aires (1936), Lima (1938), Panamá 
(1939) y La Habana (1940). Obviamente, en esa 
postura, el gobierno cardenista contó con el apoyo 
de organizaciones obreras y campesinas oficialistas, 
de maestros, ingenieros y demás profesionistas. Sin 
duda, el antiimperialismo era uno de los compo- 
nentes esenciales del radicalismo mexicano de esos 
años. Otro signo de independencia fue la decisión 
del gobierno mexicano de conceder asilo al revolu- 
cionario ruso León Trotski, quien llegó a México 
en enero de 1937 invitado por Diego Rivera. En 
agosto de 1940 fue asesinado por un agente sovié- 
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tico, hecho que fue visto con simpatía por algunos 
mexicanos de izquierda que tildaban a Trostki de 
reaccionario, como Lombardo Toledano. 

Pero el tono subido de los discursos y manifes- 
taciones antiimperialistas no significaba una mala 
relación con el gobierno estadounidense, a pesar 
de los conflictos por indemnizaciones y dere- 
chos petroleros. Al contrario, la administración de 
Roosevelt pronto hizo pública su política del “buen 
vecino”, que pretendía mejorar sus relaciones con 
los países de América Latina, propósito que se fue 
haciendo cada vez más evidente conforme se oscu- 
recía el panorama político-militar europeo. Méxi- 
co aceptó el guiño aunque sin dejar de manifestar 
su oposición al intervencionismo estadounidense 
de nuevo en Nicaragua, ante el derrocamiento 
del presidente Juan Sacasa y el ascenso del primer 
Anastasio Somoza de la historia de la presidencia 
de aquel país. El embajador estadounidense Da- 
niels, muy cercano a los dos presidentes, insistía 
en que Roosevelt y Cárdenas compartían propósi- 
tos y estrategias a favor de las clases trabajadoras y 
la democracia. No había lugar al enfrentamiento 
sino a la cooperación y al acuerdo entre los dos 
países. En este mismo plano de entendimiento 
pueden ubicarse los contratos que capitalistas e 
instituciones estadounidenses otorgaron a Rive- 
ra, Siqueiros y Orozco para que pintaran murales 
en edificios en Nueva York o Chicago; y de igual 
modo, hay que entender el hecho de que varios ar- 
tistas e intelectuales de aquel país miraron a Méxi- 
co con admiración, lo estudiaron y difundieron 
los avances de su movimiento revolucionario. A lo 
largo de las décadas de 1920 y 1930 destacaron, 
entre otros, John Dewey, Ernest Gruening, Frank 
Tannenbaum, Anita Brenner, Carleton Beals y 
Robert Haberman, algunos de ellos de ideas anar- 
quistas y socialistas. 


Debate cultural, ideológico 

Durante la década de 1930 fue más que claro que 
la confrontación político-ideológica se libraba den- 
tro y fuera del país. Así como la crisis de 1929 pro- 
pició el ascenso del radicalismo en México, mismo 
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que minó el dominio del jefe Calles y apuntaló el 
radicalismo cardenista, también provocó la reac- 
ción y la organización creciente de los opositores 
al radicalismo popular y gubernamental. 

La educación y en general la cultura fueron ám- 
bitos en los que tal confrontación adquirió una de 
sus manifestaciones más claras. El proyecto guber- 
namental de promover la educación socialista cau- 
só gran división en la sociedad mexicana. Si para 
algunos el propósito de ese tipo de educación era 
impulsar una escuela comprometida con los prin- 
cipios revolucionarios y dar una lucha sin cuartel 
contra las fuerzas retardatarias y los explotadores 
del pueblo, para otros, como las organizaciones 
católicas y de padres de familia, representaba un 
atentado inadmisible contra la libertad de creen- 
cias y los valores cristianos. Era abierto el rechazo 
al monopolio del estado educador, al ateísmo. En 
algunas regiones como La Laguna la educación so- 
cialista fue bien recibida, pero en otras como en 
el Bajío y Durango fue repudiada con violencia. 
Los numerosos casos de mutilación y asesinatos de 
maestros rurales (243 según un experto) revelan el 
grado de confrontación y división. 

La polarización no detuvo a la SEP, que reanu- 
dó las campañas contra el analfabetismo, compro- 
metiendo en ello a diversas organizaciones en todo 
el país. Copió y adaptó métodos pedagógicos de 
la Rusia soviética, multiplicó las escuelas secun- 
darias, nocturnas y técnicas, incorporó programas 
radicales en las normales e instituciones de ense- 
ñanza media superior y creó el Departamento de 
Educación Obrera para promover entre los traba- 
jadores “un criterio revolucionario” y prepararlos 
para metas tan ambiciosas como asumir la con- 
ducción del aparato productivo. Un buen número 
de maestros se convirtieron en organizadores de 
los trabajadores en la lucha por sus derechos. A 
partir de 1937 el Departamento Autónomo de 
Prensa y Propaganda (DAPP), nueva dependencia 
del gobierno federal, publicó textos de lectura con 
tirajes de más de un millón de ejemplares, en los 
que alentaba la emancipación de los trabajadores. 

La apertura del Instituto Politécnico Nacio- 


nal en enero de 1937 debe ubicarse precisamente 
en este contexto de división ideológica, que in- 
cluía la oposición de autoridades y estudiantes de 
la Universidad Nacional Autónoma de México a 
sumarse a los designios del gobierno federal en 
turno. En estos años, la autonomía universitaria 
permitía oponerse al radicalismo gubernamental. 
Décadas más tarde la defensa de la autonomía 
cambiaría de signo ideológico. 

Varios artistas se sumaron al radicalismo. En 
1933 se fundó la Liga de Escritores y Artistas Re- 
volucionarios (LEAR), siguiendo el ejemplo de una 
organización similar de la Unión Soviética. Estaba 
integrada entre otros por Leopoldo Méndez, Juan 
de la Cabada, Pablo O”Higgins, Alfredo Zalce, 
Silvestre Revueltas, varios de ellos miembros del 
Partido Comunista. Se pronunciaban por la uni- 
dad de la clase obrera y contra el imperialismo, 
el fascismo, la guerra y el sindicalismo oficial. El 
Taller de la Escuela de Artes Plásticas, abierto en 
1935 por la propia LEAR, se convirtió en 1937 
en el Taller de Gráfica Popular. Sus carteles, man- 
tas, folletos y volantes denunciaban la explotación 
del obrero y la miseria del campo. Sus integrantes 
apoyaron la labor propagandística del DAPP y la di- 
fusión de la educación socialista, y varios de ellos 
(Méndez, Raúl Anguiano, Luis Arenal, Zalce y el 
indigenista Julio de la Fuente) ilustraron las publi- 
caciones y textos de lectura de la sE. 

De otro lado, revistas y medios de comunica- 
ción expresaban la oposición al radicalismo, a la 
educación socialista, a los excesos “socializantes” 
que se apreciaban por ejemplo en la colectiviza- 
ción ejidal. La revista Hoy era una de ellas, en la 
que además se manifestaban las simpatías por el 
franquismo y por Hitler y Mussolini. En 1937 los 
hermanos Alfonso y Gabriel Méndez Plancarte, 
ambos sacerdotes católicos, comenzaron a publi- 
car Ábside, una revista de signo conservador 
enemistada con el nacionalismo exacerbado y 
el jacobinismo. Luis Cabrera y José Vasconcelos 


Exhibición de carteles revolucionarios, 1 de diciembre de 


1934. Archivo General de la Nación. 
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eran figuras de esta postura ideológica, de por sí 
muy heterogénea. 

En el mundo de las letras predominó la litera- 
tura de tendencias proletarias como nueva forma 
de combate y de demostración del mundo de las 
luchas de los trabajadores del campo y la ciudad. 
Sobresalieron La ciudad roja de José Mancisidor 
sobre la huelga inquilinaria de Veracruz de la déca- 
da de 1920, cuya portada ilustró Méndez, y Cam- 
pamento, de Gregorio López y Fuentes. El mismo 
autor en El indio (1935) abordaba la urgente nece- 
sidad de impulsar la unidad nacional. Mancisidor, 
miembro de la LEAR, popularizó las ideas revolu- 
cionarias en varios folletos, y Jorge Ferretis rechazó 
filosofías ajenas a la realidad mexicana en Cuando 
engorda el Quijote (1937). En El resplandor, Mau- 
ricio Magdaleno incursionó en la problemática del 
indígena, mientras que Azuela exhibió los aspectos 
negativos de la lucha revolucionaria en El camara- 
da Pantoja (1937), Regina Landa (1939) y Nueva 
burguesía (1941). En los años del cardenismo des- 
tacaron las memorias de personajes involucrados 
en la revolución y que ya para entonces eran poco 
indulgentes con ella, como Se llevaron el cañón 
para Bachimba, de Rafael Muñoz; los cuatro volú- 
menes de Las memorias de Pancho Villa, de Martín 
Luis Guzmán, publicados entre 1938 y 1940, y 
los seis volúmenes autobiográficos de Vasconcelos, 
inaugurados por Ulises criollo, escritos entre 1936 
y 1939. Apuntes de un lugareño y La vida inútil de 
Pito Pérez, de José Rubén Romero, hacían gala de 
humor cínico, no exento de tintes macabros. Estas 
obras tuvieron tantos lectores como Los de abajo y 
El águila y la serpiente. 

Las películas de Hollywood continuaban ocu- 
pando las carteleras, aunque el cine mexicano pa- 
recía vivir mejores épocas. En este predominaban 
el espíritu nacionalista y las miradas retrospecti- 
vas a la revolución, como en ¡Vámonos con Pancho 


Villa!, de Fernando de Fuentes. Allá en el Ran- 


Cárdenas informa al pueblo, Pablo O“Higgins, 1939, 
grabado en linóleo. Fundación Cultural María y Pablo 
O Higgins. 
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cho Grande, del mismo director, marcó el inicio 
de varias películas que representaban el México 
rural idealizado, sin fracturas ni conflictos, y di- 
fundían el estereotipo del charro alegre, cantor y 
jactancioso. A finales de la década de 1930, cintas 
como Mientras México duerme y otras del mismo 
género daban una visión de la vida nocturna de la 
capital. Serguéi Eisenstein, el cineasta ruso, dejó 
inconclusa ¡Que viva México!, una serie de estam- 
pas costumbristas del país. 

El flamante Palacio de Bellas Artes, inaugura- 
do en 1934, se convirtió en la sede de la Orquesta 
Sinfónica Nacional de México. Además de invitar 
a prestigiosos directores extranjeros, las actividades 
musicales organizadas en ese inmueble sirvieron 
de plataforma a varios músicos mexicanos. A fina- 
les de la década Blas Galindo daba a conocer sus 
Sones de mariachi y en 1941 José Pablo Moncayo 
compuso su famoso Huapango y Ponce su poema 
sinfónico Ferial. Al mismo tiempo la música de 
Lara sobre amores y mujeres de los bajos fondos 
escandalizaba a las buenas conciencias y se difun- 
día por todo el país y más allá de las fronteras por 
medio del radio y la industria disquera. En 1940 
había ya 100 radiodifusoras en el país, 43 más que 
en 1934. Destacaban las capitalinas XEW, XEB y 
XEQ, que transmitían programas en vivo con ar- 
tistas como Pedro Vargas, Toña la Negra, Los Ca- 
laveras, Lucha Reyes. En 1937 el DAPP inauguró la 
Hora Nacional que enlazaba a todas las radiodifu- 
soras para enviar mensajes oficiales. 

Si el gobierno publicaba mediante el FCE, la 
SEP y el DAPP, varios empresarios vieron con buenos 
ojos el negocio editorial. A finales de la década na- 
cieron la editorial UTEHA y el diario Novedades, así 
como una revista de origen estadounidense que de 
inmediato captó a miles de lectores: Selecciones del 
Readers Digest. Sin embargo, los populares “pa- 
quines” Paquito y Pepín, historietas ilustradas por 
mexicanos y editadas por Juventud, de José García 
Valseca, desplazaron a cualquier otro género. El 
tiraje del primero alcanzó 320 mil ejemplares dia- 
rios. Pepín rebasó esa cifra. De cualquier modo, el 
consumo de mercancías estadounidenses se incre- 
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mentó a lo largo de la década. Las estufas de gas, 
lavadoras, refrigeradores, rasuradoras eléctricas, 
máquinas de escribir y radios portátiles, tractores 
y automóviles, cada vez más automóviles, comen- 
zaban a llenar las calles de las principales ciudades. 
En la capital del país circulaban ya 25 mil vehícu- 
los aunque apenas un tercio de las calles estuvieran 
pavimentadas. En 1937, la planta armadora de la 
General Motors se había sumado a la Ford, insta- 
lada en 1925, y ambas promovían la venta masiva 
de vehículos con motores de gasolina y diésel. Por 
lo pronto la carretera México-Nuevo Laredo (de 
1 200 kilómetros), comenzada en tiempos del pre- 
sidente Calles, fue inaugurada en estos años. 


Expropiación petrolera y fín del radicalismo 

Pese a todo, la fuerza política dominante en el país 
era el Estado posrevolucionario, en especial la del 
gobierno federal con sede en la ciudad de México. 
Había bastante camino recorrido en ese sentido. 
El episodio de la expropiación petrolera lo muestra 
en toda su complejidad. Desde 1935 las relacio- 
nes entre trabajadores y dueños de las empresas 
petroleras se habían ido deteriorando. Los traba- 
jadores pretendían mejorar sus condiciones con- 
tractuales pero las empresas petroleras extranjeras, 
sobre todo las estadounidenses, se oponían. El 
conflicto llegó a la Suprema Corte de Justicia a 
fines de 1937. A principios del año siguiente la 
máxima instancia judicial del país falló a favor de 
los trabajadores. Los empresarios, de nuevo con 
los estadounidenses al frente, se negaron a acatar 
la resolución del más alto tribunal del país. Y en- 
tonces se abrió el camino de la expropiación pe- 
trolera, para lo cual el gobierno federal disponía 
de la ley de expropiación, aprobada en noviembre 
de 1936. Tal medida se anunció por radio en ca- 
dena nacional la noche del 18 de marzo de 1938. 
Fue el momento cumbre del radicalismo carde- 
nista e incluso del radicalismo mexicano del siglo 
Xx. La medida de inmediato se ganó el respaldo 
de los más diversos sectores del país, incluida la 
jerarquía católica. A pesar del intenso cabildeo de 
los petroleros extranjeros ante el gobierno de Es- 


tados Unidos y de la Gran Bretaña, el gobierno de 
México no sufrió represalias extremas aunque sí 
rompió relaciones con Gran Bretaña. El entorno 
internacional cada vez más tenso parecía cobijar la 
decisión mexicana. Tal era el cálculo del presiden- 
te Cárdenas, según escribió en su diario una sema- 
na antes del anuncio de la expropiación. De cual- 
quier modo, hubo fuga de capitales y los dueños 
de las compañías petroleras dificultaron el nuevo 
camino con el retiro del personal especializado y 
algunos equipos. Pero los trabajadores mexicanos 
lograron salvaguardar la producción, refinación y 
distribución, no obstante el boicot a las exporta- 
ciones petroleras mexicanas. Ante eso, el gobierno 
federal diversificó sus ventas, entre otros lugares 
a Alemania, con quien el intercambio comercial 
no era cosa nueva y se acrecentaría después de la 
expropiación. En agosto de 1940 se creó la actual 
empresa Petróleos Mexicanos (Pemex), fusionan- 
do varias instituciones que se habían creado a raíz 
de la expropiación de 1938, e incluso antes. Era 
un intento más por mejorar la pésima situación 
financiera de la industria nacionalizada, en la que 
destacaba el duro enfrentamiento entre los trabaja- 
dores petroleros y el propio gobierno cardenista. 
Doce días después de la expropiación petro- 
lera, Cárdenas procedió a reorganizar al partido 
oficial, el PNR. Lo principal, además del cambio 
de nombre a Partido de la Revolución Mexicana 
(PRM), fue su integración con base en cuatro sec- 
tores: agrario, obrero, popular y militar. Tanto la 
crm como las diversas organizaciones agraristas 
cercanas al cardenismo pasaron a formar parte del 
partido. Incluir a los militares significaba el do- 
minio del gobierno sobre el ejército pero también 
mostraba el temor de verlo dividido; y además 
mostraba la vigencia de la idea, muy común en esa 
época, de que más que por ciudadanos el partido 
y en general la vida política debía organizarse en 
cuerpos o sectores sociales, lo que se conoce como 
corporativismo. El PRM nació subordinado al pre- 
sidente de la República, a diferencia del PNR que 
surgió como instrumento de un grupo político. 
En una época en que los regímenes autoritarios 
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ganaban más y más terreno en el mundo, Cárde- 
nas se sumaba a la desconfianza que despertaba la 
democracia liberal. A final de cuentas, según él, 
esa democracia acababa favoreciendo a las mino- 
rías poderosas. Era preferible la alianza del estado 
con las masas organizadas, así fuera de manera au- 
toritaria, para combatir la desigualdad económica 
y las injusticias reinantes. 

La expropiación petrolera marcó la cúspide del 
radicalismo cardenista e incluso del nacionalismo 
derivado de la Revolución de 1910. Contó con un 
amplio apoyo interno y una sorprendente com- 
prensión o indiferencia internacional, derivadas de 
la incertidumbre dominante en el mundo entero. 
Sin embargo, a partir de entonces el rumbo guber- 
namental cambió de manera gradual pero signifi- 
cativa. El principal indicio de ello fue la decisión 
de Cárdenas de no apoyar al radical Francisco ]. 
Múgica, su correligionario e incluso su mentor po- 
lítico durante años, como candidato a la presiden- 
cia. En su lugar, dispuso que el gobierno federal y 
el partido oficial apoyaran al general poblano Ma- 
nuel Ávila Camacho —hermano del gobernador 
de Puebla, Maximino, que de radical cardenista no 
tenía ni la fama. Hasta entonces el general Ávila 
Camacho fungía como secretario de la Defensa 
Nacional, según la denominación aprobada en no- 
viembre de 1937. 
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Al reparar en la profunda división que habían pro- 
vocado las medidas de su gobierno en la sociedad 
mexicana, el presidente Cárdenas no tuvo más 
opción que moderar el rumbo y tratar de conso- 
lidar los logros alcanzados hasta entonces. Ante 
un entorno mundial cada vez más sombrío y en 
un país con crecientes dificultades económicas 
—por ejemplo la inflación, que redujo el poder 
adquisitivo de los salarios, y la fuga de capitales, o 
bien los conflictos con grupos otrora cercanos—, 
el gobierno de Cárdenas y con él el radicalismo 
mexicano iniciaron su repliegue, su decadencia. 
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Una franja de la oposición que podemos calificar 
de conservadora y católica acrecentaba su presen- 
cia y beligerancia. En 1937 había nacido la Unión 
Nacional Sinarquista, integrada por grupos del 
occidente del país vinculados con los cristeros. 
Buscaban cobrar la factura de esa guerra y de los 
arreglos con la jerarquía católica de 1929, pero 
también con la educación socialista y el repar- 
to agrario. Otros opositores ponían el énfasis en 
la existencia del partido oficial. ¿Cómo podía el 
ejército, una institución de Estado, formar parte 
del partido gubernamental? La política exterior 
también generaba inconformidad. Recelaban de 
la cercanía con la Unión Soviética e incluso con 
Estados Unidos, y lamentaban la animadversión 
hacia Hitler y Mussolini. Más aún, proponían que 
México reconociera al gobierno franquista. Cár- 
denas entendió que había tocado los límites, la 
frontera de lo posible, y que mal haría en acrecen- 
tar la división. Tal vez tenía en mente la suerte de 
la República española. 


Las elecciones de 1940 

Podría pensarse que Cárdenas intentó debilitar a la 
oposición pareciéndose lo más posible a ella, apo- 
yando como candidato oficial al moderado Ávila 
Camacho. Y es que enfrente se movían numerosas 
fuerzas opositoras que buscaban a un candidato 
capaz de darles unidad y coherencia. Lo encon- 
traron en el general Juan Andreu Almazán, en ese 
entonces jefe de la zona militar con sede en Mon- 
terrey y, como muchos otros políticos, muy intere- 
sado en los negocios privados. En julio de 1939 su 
candidatura se hizo pública y atrajo las simpatías 
de diversas fuerzas opositoras al gobierno carde- 
nista. También se sumaron a la oposición algunos 
sectores obreros (ferrocarrileros), distanciados del 
gobierno cardenista y de la crm. Un nuevo parti- 
do político, creado en septiembre de 1939, Acción 
Nacional (PAN), encabezado por el abogado Ma- 
nuel Gómez Morín, no se sumó explícitamente a 


Páginas siguientes: Palacio de Bellas Artes, Jesús H. Abitia, 
ca. 1940. Colección particular. 
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Almazán, pero tampoco ocultó sus coincidencias 
con el candidato independiente. 

En las elecciones de 1940 fue más que claro 
que las líneas de mando del presidente de la Re- 
pública todavía no eran tan firmes como lo serían 
años después. Al menos en Chihuahua y Puebla 
hubo serios desacuerdos con la postura del Presi- 
dente y del partido oficial. Pese a ello el candidato 
Ávila Camacho, no sin marrullerías como acarreos 
y robo de urnas, se impuso en las elecciones presi- 
denciales. Los almazanistas denunciaron el fraude 
electoral, así como el asesinato de varios simpati- 
zantes en la ciudad de México. Para desconcierto 
de sus seguidores, Almazán abandonó el país des- 
pués de las elecciones. Se dijo que buscaba el apoyo 


El presidente Manuel Ávila Camacho pasa revista a los 
miembros del Escuadrón 201, 1944. Archivo General 
de la Nación. 


del gobierno estadounidense, pero el gobierno de 
Roosevelt confiaba mucho más en Cárdenas y en 


Ávila Camacho que en Almazán, a quien algunos 
consideraban simpatizante de la Alemania nazi. La 
incertidumbre reinante en el entorno mundial en 
el año 1940 tenía más peso en México del que 
comúnmente se reconoce. 

Cárdenas entregó el poder a Ávila Camacho 
en diciembre de 1940. Una vez más la transmi- 
sión del poder se llevó a cabo sin levantamientos 
armados, aunque sí ante la extendida inconformi- 
dad de opositores y de parte de la opinión pública. 
El sistema político se perfeccionaba y ganaba ex- 
periencia para lidiar con la sucesión presidencial. 
Cárdenas entregó una presidencia más consolida- 
da y con mayores facultades legales y extralega- 
les (como el mismo partido oficial, el PRM) para 
conducir el gobierno de la nación. Una vez en la 
silla presidencial Ávila Camacho reforzó el discur- 
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so de la unidad nacional, que se convirtió en el 
valor supremo, mucho más que el cumplimiento 
de promesas revolucionarias. Atrás quedaban el ra- 
dicalismo agrario, el educativo, el obrero. Antes de 
tomar posesión admitió su fe católica, cosa que fue 
vista como un guiño a la oposición. Lejos quedaba 
el anticlericalismo callista. 


Guerra mundial y cercanía con Estados Unidos 
Un aspecto que ilustra bien el rumbo del país al 
inicio de la década de 1940 fue el acercamiento 
con Estados Unidos. El gobierno de ese país veía 
cada vez más inevitable su incorporación a la se- 
gunda guerra mundial, a la que ingresó en diciem- 
bre de 1941 después del ataque japonés a Pearl 
Harbor. Ese mismo mes el general Cárdenas fue 
nombrado comandante de la región militar del 
Pacífico, una hábil maniobra del gobierno mexi- 
cano para detener las pretensiones estadouniden- 
ses de establecer una base militar en la península 
de Baja California. Después de todo, los estado- 
unidenses no podían dudar del antifascismo de 
Cárdenas, pero tampoco olvidar su papel como 
baluarte del nacionalismo mexicano. Para ellos era 
imprescindible mejorar la defensa de su propio 
territorio y su posición militar en el continente 
americano, por lo que México era crucial en ese 
sentido. Cuando submarinos alemanes hundieron 
varios buques mercantes mexicanos, en mayo de 
1942, México declaró la guerra a las potencias del 
Eje: Alemania, Italia y Japón. A diferencia de la 
neutralidad mexicana durante la primera guerra 
mundial, México se involucraba en la nueva gue- 
rra alineándose con uno de los bandos. Cárdenas 
fue nombrado secretario de la Defensa Nacional. 
Algunas voces, como la del PAN, proponían la neu- 
tralidad. El acercamiento con Estados Unidos, 
cada vez mayor, se veía con recelo por estos grupos 
que, por otro lado, insistían en establecer relacio- 
nes diplomáticas con la España franquista. En esos 
años de guerra se creó el servicio militar nacional. 
El gobierno estadounidense entregó armamento 
para mejorar la capacidad del ejército mexicano. 
Los ciudadanos alemanes, japoneses e italianos 
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fueron recluidos y sus propiedades incautadas. 

En este contexto bélico tuvieron lugar nego- 
ciaciones con Estados Unidos en materia militar, 
de deuda externa, comercio, aguas y trabajadores 
migratorios. México aprovechó la ocasión. Por lo 
pronto logró reducir la deuda total a una cantidad 
mínima y se suscribió un tratado comercial de vi- 
gencia muy breve. También se llegó a un acuerdo 
para el envío legal de trabajadores mexicanos que 
sustituirían a la mano de obra de aquel país dedi- 
cada a la guerra. En materia de aguas, se firmó un 
tratado que incluía la distribución del agua de las 
cuencas de los ríos Colorado y Bravo. A diferencia 
de los acuerdos en materia comercial y de braceros, 
que fenecieron en 1950 y 1964 respectivamente, 
el tratado de aguas continúa vigente en nuestros 
días. La cercanía diplomática con Estados Unidos 
sería perdurable. Expresión de lo anterior fue que 
en 1945, al nacer la Organización de las Naciones 
Unidas, México figuró como miembro fundador. 
No hay que olvidar que por su neutralidad duran- 
te la primera guerra México no había sido invita- 
do a participar en la fundación de la Sociedad de 
las Naciones en 1919. 

El estallido de la segunda guerra en septiembre 
de 1939 y el ingreso de Estados Unidos a la con- 
flagración a fines de 1941 tuvieron una profunda 
y positiva repercusión en la economía mexicana. 
El esfuerzo bélico de los países beligerantes pro- 
movió el crecimiento económico general; también 
propició la entrada a México de capitales repatria- 
dos y de capitales extranjeros que buscaban pro- 
tegerse de los vaivenes provocados por la guerra. 
La contienda también aumentó la demanda de las 
exportaciones mexicanas de bienes y servicios y al 
mismo tiempo impuso la necesidad de producir 
en el país mercancías que antes se importaban del 
extranjero. El gobierno mexicano aprovechó esas 
condiciones favorables para impulsar la industria- 
lización, mediante diversos estímulos oficiales. En 
su mayoría las nuevas fábricas se establecieron en 
la ciudad de México. El gobierno federal utilizó 
Nacional Financiera para financiar la instalación 
de nuevas industrias. En 1943 nació el Instituto 
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Mexicano del Seguro Social (IMSS), cuyo propósito 
era brindar atención médica y jubilaciones a los 
trabajadores y a sus familias, con base en las apor- 
taciones de patrones, trabajadores y gobierno. La 
unidad nacional que se expresaba en la forma de 
integración del imss quedaba lejos del radicalismo 
proletario de la década anterior. Ahora la unidad 
se juzgaba indispensable no sólo por el estado de 
guerra sino por la necesidad de promover la in- 
dustrialización del país, es decir, generar riqueza 
de un modo distinto al agrario y minero preva- 
leciente antes de la crisis de 1929. Esa manera de 
impulsar la industrialización, que también ocurría 
en Brasil y Argentina, se conoce como modelo de 
sustitución de importaciones. Debe destacarse que 
en 1942 el gobierno federal tomó la decisión de 
apropiarse de una parte mayor del auge económi- 
co que beneficiaba a la clase empresarial, mediante 
la elevación de tasas del impuesto sobre la renta. 
La ventaja de este impuesto era doble: por un lado 
como impuesto progresivo cobraba tasas más al- 
tas a los ingresos más altos, lo que lo convertía 
en un mecanismo de redistribución del ingreso, y 
por otro era una fuente tributaria más estable que 
los impuestos al comercio exterior. La situación 
hacendaria del gobierno federal mejoró a lo largo 
de la década, no así la de gobiernos estatales y mu- 
nicipales que empeoró de manera sostenida. 

Al moderarse el rumbo del gobierno federal, 
se hizo más evidente que los revolucionarios ha- 
bían creado un formidable aparato de dominación 
sobre las clases trabajadoras del campo y la ciu- 
dad mediante organizaciones nacionales, y sobre 
la ciudadanía con capacidad de voto (en esa épo- 
ca sólo votaban los varones mayores de 21 años) 
por medio del partido oficial. Signo de los nuevos 
tiempos fue la drástica disminución del reparto de 
tierras tanto en cantidad como en calidad (de 18 
millones de hectáreas repartidas por Cárdenas, a 
apenas siete millones repartidas por Ávila Cama- 
cho); de igual manera se redujeron los créditos y 
demás apoyos a la producción ejidal. El arribo de 
Fidel Velázquez al frente de la CTrm, en febrero de 
1941, puede verse como el tránsito de una central 


obrera que nació al calor de la movilización radical 
contra el callismo, a un organismo más interesado 
en someter a los obreros y en preservar las prerro- 
gativas políticas de sus líderes. Las duras condicio- 
nes de vida de los trabajadores y en general de las 
clases populares durante los años de la guerra (en 
gran medida por la inflación) fueron el bautizo de 
las organizaciones obreras de este nuevo tipo. 

Por otro lado, una nueva reforma constitucio- 
nal en 1945 eliminó el adjetivo “socialista” de la 
educación en el artículo tercero. Con esa reforma 
se satisfizo una de las demandas más sentidas de 
los opositores al cardenismo, y con ello se consu- 
mó el viraje hacia la moderación política, mismo 
que se consolidó con el nombramiento de Jaime 
Torres Bodet al frente de la sep. Poco antes, en 
1943, había nacido el Sindicato Nacional de Tra- 
bajadores de la Educación. El sNTE unificó a los 
maestros y los convirtió en aliados del gobierno fe- 
deral contra intereses locales. También en 1943 se 
creó el Instituto Tecnológico y de Estudios Supe- 
riores de Monterrey, patrocinado por empresarios 
regiomontanos interesados en formar personal ca- 
lificado para las empresas mexicanas. 

Pese a todo hubo aspectos que no cambiaron 
un ápice, no sólo con respecto al cardenismo sino 
incluso en relación con el periodo dominado por 
los sonorenses. Uno de ellos fue la orientación 
norteña de la inversión en obras de riego. Durante 
el sexenio de 1940-1946 se llegó a destinar 13% 
del presupuesto federal a este rubro, cifra sin pa- 
rangón en el mundo entero. El auge algodonero 
de varias zonas del norte del país parecía justificar 
con creces el tamaño de la inversión gubernamen- 
tal. Tampoco cambió en ese tiempo el empeño de 
expandir las facultades y funciones del gobierno 
federal a costa de los estados y municipios. La gue- 
rra mundial, el acercamiento con Estados Unidos 
y la industrialización eran ahora las principales 
preocupaciones. Puede decirse que el auge econó- 
mico, expresado en un creciente número de expe- 
riencias individuales y familiares de ascenso social, 
dio motivos suficientes a buen número de mexica- 
nos para olvidarse de la política y de la precariedad 
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democrática. Había otras tareas que parecían más 
urgentes que la democracia, por ejemplo moder- 
nizar la sociedad. A finales del sexenio cardenista 
apenas 25% de la población de la ciudad de Méxi- 
co contaba con luz eléctrica y 5% con teléfono. 
Si tal era el panorama en la ciudad más grande 
y rica, habrá que imaginar la situación en otras 
ciudades y sobre todo en el campo. Una pesada 
continuidad de antiguos modos de vida mostraba 
que la Revolución había modificado poco al país 
en todos estos años. Pero de cualquier modo hubo 
cambios que conviene registrar. 


EPÍLOGO 


Hacia 1945 quizá el cambio más espectacular fue 
el aumento de la población, de 14 millones en 
1921, a 20 en 1940 y a 26 en 1950, casi el doble 
en 30 años. Menos visible pero también de gran 
profundidad era un fenómeno rural, consistente 
en el despoblamiento de las haciendas y el surgi- 
miento y crecimiento de pueblos, rancherías y 
ejidos. Aunque algunas contaban con escuelas 
y con frecuencia las brigadas médicas o culturales 
las visitaban, esas localidades carecían por lo ge- 
neral de luz eléctrica, agua entubada y carreteras 
pavimentadas. Eso significaba que en buena medi- 
da la manera de vivir de antaño no había variado. 
Sólo había cambiado porque ahora los campesi- 
nos contaban con tierras y porque ya no vivían o 
trabajaban en las haciendas; tenían su propia or- 
ganización agraria, con base en el ejido, pero de- 
pendían del agiotista o del cacique para vender la 
cosecha. Ante la generalidad del reparto ejidal, los 
latifundios languidecían. El despoblamiento de las 
haciendas simbolizaba la transformación del cam- 
po pero también del país entero. La vieja clase go- 
bernante del porfiriato y sus beneficiarios habían 
sido desplazados del poder político y del escenario 
rural. Ese fue uno de los principales resultados de 
la Revolución de 1910. Y no era cualquier cosa. 
La decadencia y fragmentación de las grandes pro- 
piedades rurales significaba romper no sólo con el 
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México porfiriano sino con la vieja estructura ru- 
ral que se mantuvo vigente durante siglos. 

Otro cambio importante era la nueva prepon- 
derancia de la ciudad de México, a la vez demográ- 
fica, económica y política. El crecimiento urbano 
de la capital y la fuerza del gobierno federal pare- 
cen haber ido de la mano en estos 25 años. Entre 
1921 y 1950 la población de la ciudad de México 
pasó de 615 mil a 2.8 millones. Durante la década 
de 1940 tuvo lugar el mayor crecimiento de la po- 
blación urbana del siglo xx. Entre 1921 y 1950 la 
proporción de población urbana se duplicó, de 14 
a 28% del total, lo mismo el número de ciudades, 
de 39 a 84. En ellas se expandían poco a poco la 
clase media y los sectores de obreros calificados. 
Al mediar el siglo, la capital del país era más im- 
portante que en 1921. Mientras que en este año 
su población era cuatro veces y media mayor que 
Guadalajara, la segunda ciudad, en 1950 era sie- 
te veces mayor. Eso significaba una jerarquía que 
parecía coherente con el propósito general de los 
gobernantes referido al fortalecimiento del centro 
político de la nación. Ese entorno urbano, que rá- 
pidamente se convertía en la zona industrial más 
rica del país y que atraía grandes sumas de inver- 
sión pública, era la sede de los poderes federales. 
Y éstos, como ha tratado de mostrarse, eran cada 
vez más solventes en cuanto a su alcance nacional, 
no obstante la feroz resistencia y oposición de go- 
bernadores y grupos de interés regionales. Cómo 
habrían deseado los gobernantes del siglo xIX con- 
tar con semejante capacidad. La prosperidad que 
trajo aparejada la segunda guerra mundial abonó 
en ese sentido, principalmente por medio del cre- 
cimiento industrial y de los servicios en la ciudad 
de México, y por la creciente recaudación del im- 
puesto sobre la renta. La capital era bastión del 
estado posrevolucionario, y por lo pronto era su 
principal fuente de ingresos tributarios. Así como 
en la cuestión agraria hubo una clara ruptura con 
el porfiriato, en el impulso a la ciudad de México 
se dio una notable continuidad entre el régimen 
del general Díaz y las primeras décadas de la época 
posrevolucionaria. La historia del Palacio de Bellas 
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Artes expresa tal continuidad: su construcción se 
inició en 1910 y fue concluida en 1934. Al co- 
mentar su inauguración, algunos expresaron que 
el palacio era una burla al espíritu original de la 
revolución, una “resurrección de la magnificencia 
cortesana del porfirismo, extraña y refractaria a la 
necesidad social”. 

A la vuelta de 25 años otro cambio significati- 
vo tuvo que ver con la organización política. Los 
vencedores de la Revolución impusieron un férreo 
dominio sobre la sociedad, especialmente sobre 
los sectores populares que o bien participaron en 
el movimiento armado o bien se nutrieron de la 
experiencia de la movilización y organización po- 
pulares bajo distintos signos ideológicos. Asimis- 
mo las instituciones políticas mostraban mayor 
solidez, en particular la presidencia y en general el 
gobierno federal, incluyendo por supuesto la sub- 
ordinación plena de las fuerzas armadas. Reflejo 
de ello fue que en adelante la sucesión presidencial 
se resolvió de manera pacífica, un rasgo destacado 
de México durante buena parte del siglo Xx. 

Calles, uno de los principales protagonistas 
de esta historia, murió en el verano de 1945. Se- 
guramente murió en paz, rodeado de su familia. 
Después de todo el país que lo veía morir se pa- 
recía mucho al que había soñado en sus años de 
gloria política. Aunque el anticlericalismo había 
quedado atrás, el radicalismo cardenista también 
era cosa del pasado. La propiedad privada recibía 
mayores garantías, sobre todo en el campo, lo mis- 
mo que la floreciente clase empresarial. La conso- 
lidación del Banco de México como banca central, 
las inversiones millonarias en obras de riego y en 
carreteras y la expansión de la educación pública 
(ya no socialista) mostraban la pesada herencia de 
su proyecto de nación. Habría sido terrible para él 
morir en el exilio entre la primavera de 1936 y el 
final del invierno de 1938, justo cuando predomi- 
naba el radicalismo cardenista. 
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EL PROCESO ARMADO Y SUS ACTORES 


La Revolución mexicana fue un amplio y complejo 
movimiento sociopolítico que se desencadenó por 
causas de largo, mediano y corto plazos y que luego 
fue determinante en la evolución del país durante 
todo el siglo xx. Su estallido se debió, entre otras 
razones, al agotamiento del modelo porfirista de 
gobierno, a su incapacidad para lograr la renova- 
ción política pacífica durante la coyuntura de la 
sucesión presidencial de 1910 y a la ineficacia del 
sistema para satisfacer las aspiraciones de las clases 
medias y de los sectores populares. La crisis econó- 
mica de 1907 había golpeado amplias capas de la 
población y el entorno internacional se había vuel- 
to desfavorable debido a la rivalidad entre las gran- 
des potencias por el recién descubierto petróleo 
mexicano. Las esperanzas de cambio que Porfirio 
Díaz propició desde febrero de 1908, en la famosa 
entrevista con el periodista norteamericano James 
-Creelman, se vieron frustradas al ponerse en mar- 
cha los mecanismos de la reelección, lo que desató 
una ola de movimientos opositores. 


Entrada de Francisco l. Madero a la Ciudad de México, 1911. 
O 37451 sINAFO, Conaculta, INAH. 


Páginas siguientes: Pearsons Magazine, marzo de 1908. 
Colección particular. 


CRISIS Y OPOSICIÓN 


Al declarar a Creelman que vería con simpatía el 
surgimiento de partidos políticos y que no se postu- 
laría a una nueva reelección, Porfirio Díaz abrió la 
contienda sucesoria, creando un ambiente de inde- 
finición política y alentando la aparición de varios 
aspirantes al poder. Los primeros en movilizarse 
fueron los seguidores del general Bernardo Reyes, 
quienes empezaron a proponerlo como vicepre- 
sidente para las elecciones de 1910, en lugar del 
“científico” sonorense Ramón Corral. También se 
organizaron algunos jóvenes miembros del apa- 
rato político, todos ellos destacados —como Be- 
nito Juárez Maza, hijo del héroe nacional—, que 
aseguraban defender principios antes que persona- 
lidades: fue así como fundaron el Partido Demo- 
crático a principios de 1909. Los últimos en movi- 
lizarse fueron los antirreeleccionistas, encabezados 
por el hacendado coahuilense Francisco 1. Ma- 
dero. A diferencia de los dos grupos anteriores 
—reyistas y demócratas—, los antirreeleccionistas 
provenían mayoritariamente de clases medias aje- 
nas al ámbito político. De otra parte, el primer 
grupo opositor a Díaz, el de los magonistas, se fue 
marginando en este proceso como resultado de 
su radicalización durante el exilio al que fueron 
sometidos. Bajo la influencia de grupos anarquis- 
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RECEPCION A MADERO EN El AYUNTAMIENTO DEC JUAREZ. 
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tas y socialistas de Estados Unidos, y por el nuevo 
contexto en que vivía, entre 1908 y 1910 el mago- 
nismo propuso, desde el exterior, la lucha armada, 
mientras que los grupos opositores que se estaban 
desarrollando en México exigían reformas políti- 
cas pacíficas. Como era de esperarse, el respaldo 
que obtuvieron los magonistas fue mínimo. 

El movimiento reyista también declinó pron- 
to, al quedarse acéfalo a finales de 1909, cuando el 
general Reyes aceptó una comisión oficial de Díaz 
en Europa en lugar de encabezar la lucha electo- 
ral alternativa. Sin embargo, buena parte de sus 
numerosos seguidores —como Francisco Vázquez 
Gómez, Venustiano Carranza y Luis Cabrera, en- 
tre muchos otros— se afilió entonces al antirreelec- 
cionismo, aportándole a este grupo su experiencia 
política y su prestigio. También se sumaron los ex 
magonistas inconformes con la radicalización de 
su líder —como Antonio 1. Villarreal—, lo que 
convirtió al antirreeleccionismo en el mayor gru- 
po opositor al continuismo reeleccionista de Díaz 
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y Corral. El movimiento maderista creció también 
por otros factores, como el temor generalizado de 
que Corral pudiera suceder a Díaz y la motiva- 
ción que la campaña de Madero produjo entre nu- 
merosos sectores de la sociedad mexicana urbana 
(véase el mapa 1). 
Porfirio Díaz no sólo volvió a postularse para 
la presidencia sino que obstaculizó cuanto pudo 
los esfuerzos del candidato opositor, y llegó al ex- 
tremo de encarcelar a Madero poco antes de que 
se verificaran las elecciones en las que, como era 
previsible, se declaró triunfadora a la mancuerna 
Díaz-Corral. Con la dura actitud de Díaz quedó 
cancelada toda posibilidad de una democratiza- 
ción pacífica. Madero huyó de la prisión y se refu- 
gió en San Antonio, Texas. Aunque hasta ese mo- 


Recepción a Madero en el Ayuntamiento de C. Juárez, H. J. 
Gutiérrez, 1911. Archivo General de la Nación. 


Enfrente: Manifiesto a la Nación, San Luis Potosí, octubre 5 de 
1910. Centro de Estudios Históricos de México, CARSO. 
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Los pueblos, en su esfuerzo constante . por 
que triunfen los ideales de libertad y justicia, 
se ven precisados en determinados momentos 
históricos á realizar los mayores sacrificios. 

Nuestra querida patria ha llegado á uno de 
esos momentos: una tiranía que los mexicanos 
no estábamos acostumbrados á sufi desde 
que conquistamos nuestra independencia, nos 
oprime d e tal manera, que ha llegado á hacer- 
se intolerable. En cambio de esa tiranía se 
nos ofrece la paz, pero es una paz vergonzosa 
para el Pueblo Mexicano, porque no tiene por 
base el derecho, sino la fuerza; porque no tie- 
ne por objeto el engrandecimiento y prospe- 
ridad de la patria, sino enriquecer á un peque- 
ño grupo que, abusando de su influencia, ha 
convertido los puestos públicos en fuente de 
beneficios exclusivamente personales, explo- 
tando sin escrúpulos todas las concesiones y 
contratos lucrativos. 

Tanto el poder Legislativo como el Judi- 
cial están completamente supeditados al Eje- 
cutivo; la división de los poderes, la soberanía 


Estados, la libertad de los Ayuntamie 
emm yo dan doo «del ciudadano, 0ólo 


escritos en nuestra Carta Magna: pero de he- 
cho, en México casi puede decirse que reina 
constantemente la Ley Marcial; la justicia en 
vez de impartir su protección al débil, sólo 
sirve para legalizar los despojos que comete 
el fuerte s, en vez de ser los repre- 
sententes de la Justicia, son agentes del Eje- 
cutivo, cuyos intereses sirven fiielmente; las 
as de la Unión no tienen otra voluntad 
1 del Dictador; Los Gobernadores de los 
Estados son designados por él y ellos á su vez 
designan é imponen de igual manera las auto- 
ridadés municipales. 

De esto resulta que todo el engranaje ad- 
ministrativo, judicial y legislativo obedece á 
ura sola voluntad, al capricho del General 
Porfirio Díaz, quien en a administra- 
ción ha demostrado que el principal móvil que 
lo guía es mantenerse en el poder á toda costa. 

Hace muchos años se siente en toda la 
República profundo malestar, debido á tal ré- 
gimen de Gobierno, pero el General Díaz, con 
gran astucia y erseverancia, había logrado 
aniquilar todos los elementos independientes, 
de manera que no era posible ¡organizar nin 
guna clase de movimiento: para quitarle el po 
der de que tan mal'uso había. El mal se a 
gravaba constantemente, y el decidido empe- 
ño del General Díaz de, imponer á la Nación 
un sucesor y siendo este el Sr, Ramón Corral, 
llevó mal á su colmo y determinó que mu- 
chos mexicanos, aunque carentes de reconoci- 
da personalidad política, puesto que había si- 
do imposible labrársela durante 36 años de 
dictadura, nos lanzásemos á la lucha inten- 
tando reconquistar la soberanía del pueblo: y 
sus derechos en el terreno netamante demo- 
crático. 

Entre otros partidos que tendían al mismo 
fin, sa organizó el Partido Nacional Antiros 
leccionista proclamando los principios de SU- 
FRAGIO EFECTIVO y NO RE "EL El 0C 1ÓN, 
como únicos capaces de salvar ¿ 
del inminente pelig e Jl la 
prolongación de una dictadura cada día más 
onerosa, más despótica y más inmoral. 

El Pueblo Mexicano secundó eficazmente 

ese partido y respondiendo al llamado que 

e le hizo, mandó representantes á un: 
Convención, en la que también estuvo repre- 
entado el Partido Nacionalista Democrático, 
que así mismo interpretaba los anhelos popu- 
lares. Dicha Convención desigr candi- 
datos para la Presidenc Vice-Presidencia 
de la República, recayendo esos nombramien- 
tos en el Sr. Dr. Francisco Vázquez Gómez y 
en mí, para los cargos respectivos de Vice- 
Presidente y Presidente de la República 

Aunque nuestra situación era sumamente 
desventájosa porque nuestros adversarios con 
taban con todo el elemento oficial, en el que 
se apoyaban sin escrúpulos, creímos de nues- 
tro deber, para mejor servir la causa del pue 
blo, aceptar tan honrosa designación Imi- 
tando das sabias costumbres de los países re 
publicanos, recorrí parte de República ha 
ciendo un llamamiento ,4 compatriotas. 
Mis giras fueron verdaderas marchas triun 
fales, pues por doquiera el pueblo, electrizado 
por las palab as mágicas de Sufragio Efectivo 
y No Reelección, daba pruebas evidentes de 
su inquebrantable ¡resolución de obtener el 
triunfo de tan salvadores principios. Al fin, 
Jlegró un momento en que el General Díaz se 
dió cuenta de la verdadera situación en la Re- 
pública y comprendió que no podría luchar 
ventajosamenté conmigo en el campo de la 
Democracia y me mandó reducir á prisión an- 


tes de las elecciones, las aue se llevaron á ca 
La saul am $ 2 StOn pus 


medio de la violencia, llenando las prisiones 
de ciudadanos independientes y cometiéndose 
los fraudes más desvergonzados. 

En México, como República democrática, 
el poder público no puede tener otro origen ni 
otra base que la voluntad nacional y ésta no 
puede ser supeditada á fórmulas llevadas á ca- 
bo de un modo fraudulento. 

Por este motivo el Pueblo Mexicano ha 
protestado contra la ¡legalidad de las últimas 
elecciones, y queriendo emplear a 
te todos los recursos que ofrecen las Je ss de 
la República, en la debida forma pidió la nu- 
lidad de las elecciones ante la Cámara de Di- 
putados, á pesar de que no reconocía en dicho 

cuerpo un origen legítimo y de que sabía de 


de los 
enioten 


los j 


su 


sus 


) sus 


mis 


Conciudadanos: 


MANIFIESTO A LA NACIÓN 


ndo sus miembros repre- 
arían la volur 
clusivamente 


antemano que no sie: 
sentantes del pueblo, sólo aca 
tad del General Díaz á quien < 
deben su investidura. 

En tal estado las cosas, Pueblo, que es 
también protestó de un mo- 
do enérgico contra las elecciones, en imponen- 
tes manifestaciones llevadas á c: bo en diver: 
sos puntos de la Repúbics y si estas no se ge- 
neralizaron en todo el territorio nacional, fué 
debido 4 la terrible presión ojercida por el go- 
bierno, que siempre ahoga en sangre cualquier 
democrática, como pasó en 
Tlaxcala, México y otras 


el único soberano, 


manifestación 
Puebla, Veracruz, 
partes. 

Pero esta situac 
puede subsistir más 

Yo he comprendido muy que si el 
Pueblo me ha designado como candidato 
para la Presidencia, no es porque haya tenido 
oportunidad de descubrir en mí las dotes del 
estadista 6 del gobernante, sino la virilidad 
del pS resuelto á sacrificarse, si es preci- 
so, con tal de conquistar la libe ayudar 
al pueblo á librarse de la odiosa tiranía que lo 
oprime. 

Desde que me ncé á la lucha democrí 
ES sabía muy bien que el General Díaz no 

ataría la voluntad de lz Nación, y el noble 

Pue blo Mexicano, al seguirme á los comicios, 
sabía también perfectamente el ultraje que le 
esperaba; pero á pesar de ello, el pueblo dió 
para la causa de la Libertad un numeroso con- 
tingente de mártires cuando estos eran nece- 
sarios, y con admirable estoicismo concurrió 
á las casillas á recibir toda clase de vejaciones 

Pero tal conducta era indispensable para 
demostrar al mundo entero que el Pueblo Me 
xicano está apto para la democracia, que está 
sediento de libertad y que sus actuales gober- 
nantes no responden á sus apiraciones 

Además, la actitud del pueblo antes y du- 
rante las elec como después de ellas 
demuestra claramente que rechaza con € 
gía al gobierno del General Díaz y que 
hubieran respetado sus derechos” electorales 
hubiese sido yo el electo para Presidente de 
la República 

En tal virtud, y haciéndome eco de la vo- 
luntad nacional, declaro ilegales las pasadas 
elecciones y quedando por tal motivo la Repú- 
blica sin gobernantes legítimos, asumo provi- 
sionalmente la Presidencia de la República, 
mientras el pueblo designa, conforme á la ley, 
sus gobernantes. Para lograr este objeto es 
preciso arrojar del poder á los audaces usur 
padores que 'por todo título de legalidad osten- 
tan un fraude escandaloso é inmoral 

Con toda honradez declaro que considera: 
ría una debilidad de mi parte y una traición 
al pueblo que en mí ha depositado su confian- 
74, no ponerme al frente de mis conciudada- 
nos, quienes ansiosamente me llam:un, de to- 

5 partes del país, para obligar 3. Genera: 

Díaz, pur medio de las arms, d que respete ll 
voluntad nacional 

El Gobierno actual 
gen la violencia y el fraude, 
que ha sido tolerado por el 
ner para las naciones extranjeras ciertos títu- 
los de legalidad hasta el del mes entrante 
en que expiran sus pode pero como es ne- 
cesario que el nuevo gobierno .dimanado del 
último fraude, no pueda recibirse ya del po- 
der, Ó por lo menos se encuent con la ma 
yor parte de la Nación protestando con las 
armas en la mano, contra esa usurpación, he 
designado el DOMINGO 20 del entrante 
viembre, para que de la; sis de la tarde en 
adelante, todas las poblaciones de la Repúbli 
ca se levanten en armas bajo el 


PLAN: 


10 Se declaran nulas las elecciones para 
Presidente y Vice-Presidente de la República 
Magistrados á la Suprema Corte de . sticia 
de la Nación y Diputados y Senadores, cele- 
bradas en Junio y Julio del corriente año. 

20 Se desconoce al actu gobierno 
General Díaz, así como á todas las autoridades 
cuyo poder debe dimanar del voto popular 
porque además de no haber sido electas por el 
pueblo, han perdido los pocos títulos que 
dían tener de legalidad, cometiendo y apoyan- 
do con los elementos que el pueblo puso á 
disposición para la defensa de sus inte: 
el fraude electoral más escandaloso que re- 
gistra la historia de México. 

30 Para evit 
los trastornos inherentes á 


AUS mer 


ín violenta é ilegal no 
bien 
su 


tad y 


aunque tiene por ori- 
desde el momento 
Pueblo, puede te- 


res; 


siguiente 


r hasta donde sea posible 
todo movimiento 


FOVILDIUAL IS, De “IBERO, A LIC 


de reformar oportunamente por Jos medios 
constitucionales, aquellas que requieran refor 
ma, todas las leyes promulgadas por la Actua! 
administración y sus reglamentos respectivos. 
á excepción de aquellas qué manifiestame 
se hallen en pugna “on los principios proc 
mados en este plan. Igualmente se exceptí 
las leyes, fallos de tribunales y decretos 
hayan sancionado las cuentas manejos 
fondos de todos los funcionariós de la admj- 
nistración porfirista en todos sus ramos; pue 
tan pronto como la revolución triunfe se in 
ciará la formación de comisiones de investiga 
ción para dictaminar acerca de las ri 
bilidades que hayan podido incur 
funcionarios de la Federación, de los Estado: 


No vaciléis pues un momento: tomad las arm 


de hombres libres y recordad que nuestros antepasados nos lega: 
ellos fueron: invencibles en la guerra, magnánimos en la victoria 


Sufragio Efectivo. 


NOTA—El Arpa: esente plan solo cireulará entre los coreligionarios de más e 


hasta el 15 de Noviembre, 


E ME 


ya fecha se podrá relmiprimir; sh divulga: 
de el 18 y profusamente desde 2 200 én Y adela : 


e 


No- 


y de los Municipios. 

En todo caso serán 
promisos contraídos 
pertrisla con gobiernos y « 
tranjeros antes del 20 del ent 

Abusando de la ley de terrenos baldíos, 
numerosos pequeños propietarios, en su ma- 
yoría indígenas, han sido despojados de sus 
terrenos, ya por acuerdos de 'la Secretaría de 
Fomento, 6 por fallos de los tribunales de la 
República. Siendo de toda justicia restituir á 
sus antiguos poseedores los terrenos de que 
se les despojó de un modo tan arbitrario, se 
declaran sujetas á re visión tales disposiciones 
y fallos y se exigirá á los que los adoniidon 
de un modo tan inmoral, 6 a sus herederos, que 
los restituyan á sus primitivos propietarios, á 
quienes pagarán tambien una indemnización 
por los perjuicios sufridos. Sólo en el caso de 
que esos terrenos hayan pasado á tercera per- 
sona antes de la promulgación de este plan, 
los antiguos propietarios recibirán indernniz 
ción de aquellos en cuyo beneficio se verificó 
el despojo. 

40 Además de la Constitución y leyes 
sigentes, se declara ley suprema de la Repú- 
vlica el principio de No-REELECCIÓN del Pre- 
sidente y Vice —Presidente de la República, 
Gobernadores de los Estados y Presidentes 
Municipales, mientras se hagan las reformas 
constitucionales respectivas. 

_50 Asumo el carácter de Presidente Pro- 

visional de los Estados Unidos Mexicanos, con 

s facultades necesar para hacer la guerra 
al Gobierno usurpador del Gral. Díaz. 

Tan pronto como la capital de la Repúbli- 

y más de la mitad de los Estados de la Fe- 
deración estén en poder de las fuerzas del 
Pueblo, el Presidente Provisional' convocará 
á elecciones gengrales extraordinarias para 
un mes después y entregará e) poder al Presi- 
dente qué resulte electo, tan' pronto como sea 
conocido el resultado de'la elección 

00 El Presidente Provisional antes de an- 
tregar el poder, dará cuenta al Congreso de 

2 Unión del uso que haya hecho de las facul- 
tades que le confiere el presente plan 

70 El día 20 del mes de Noviembre, de 
las seis de la tarde en adelante, todos los ciu- 
dadanos de la República tomarán las armas 
para arrojar del poder á las autoridades que 
actualmente la gobiernan. (Los pueblos que 
retirados de las vías de comunicación lo 
harán desde la víspera.) 

80 Cuando las autoridades presenten re- 
sistencia armada, se les obligará por la fuerza 
de las armas á respetar la voluntad popular; 
pero en este caso las leyes de la guerra serán 
rigurosamente observadas, llamándose espe- 
cialmente la atención sobre las prohibiciones 
relativas á no usar balas expansivas, ni fusi- 
lar á los prisioneros. También se llama la a- 
tención respecto al deber de todo mexicano 
de respetar á los extranieros en sus 
€ intereses, 

90 Las autoridades que opongan resisten- 
cia á la realización de este plan, serán reduci- 
das á prisión para que juzgue por los 
tribunales de la República cuando la revolu- 
ción haya terminado. Tan pronto como cada 
ciudad 6 pueblo recobre su libertad, se reco- 
nocerá como autoridad legítima provisional, 
al principal Jefe de las armas, con facultad 
para delegar sus funciones en algún otro ciu- 
dadano caracterizado, quien será confirmado 
en su cargo ó removido por Gobernador 
Provisional. 

Una de las primeras medidas del gobier 
no provisional será poner en libertad á todos 


los com- 
ración 


ex- 


respetados 
la adminis 
rporaciones 


por 


est 


DETSONAS 


se les 


los presos 


Jolíticos. 
100 E 


nombramiento Gobernador 
Provisional de cada Estado que haya sido o- 
cupado por las fuerzas de la revolución, será 
hecho por el Presidente Provisional. Este 
Gobernador tendrá la estricta obligación de 
convocar á elecciones para Gobernador Cons 
titucional del Estado tan pronto como sea po 
sible, á juicio del Presidente Provisional. Se 
exceptúan de esta reglalos Estados que de dos 
años á esta parte han sostenido campañas de 
mocráticas para cambiar de gobierno, pues en 
éstos se considerará como Gobernador Provi- 
sional al que fué candidato del pueblo, siem- 

bre adhiera activamente 4 este plan 
En caso de que el Presidente Provisional 
hecho el nombramiento de Goberna- 
jor, que este nombramiento no hubiera llega- 
do á su destino ó bien que el agraciado no a- 
ceptare por cualquiera iscunstancia entonces 
rá designado 


de 


no haya 


Gobernador á 
entre todos los Jefes de las Armas que operen 
en el territorio del Estado re: vo, á reser- 

va de que su nombramiento sea ratificado por 


<1 Desaidonte Des pruntu CU Sea 
posible, 


110 Las nuevas autoridades dispondrán 

le todos los fondos que se encuentren, en las 
cinas públicas, para los gastos ordinarios 
administración y para los gastos de la 
guerra, llevando las cuentas con toda escrupy- 
losidad. En caso de que esos fondos no sean 
suficientes para los gastos de la guerra, con- 
tratarán empréstitos, ya sean voluntarios 6 
forzosos. Estos últimos sólo con ciudadanos 
6 instituciones nacionales. De estos emprés- 
titos se llevará también cuénta escrupulosa y 
se otorgarán recibos en debida forma á los in- 
teresados, á fin de que al triunfar la revolu- 
ción s restituya lo prestado, 
TRANSITORIO. Lo fes de fuerzas 


arrojad del poder á los usurpadores, recobrad 


wa herencia de gloria que no podemos mancillar. 


voluntar tomarán el gra 

número de fuerzas 4 su mando. 
de operar fuerzas militares y du 
unidas, tendrá el mando de ellas el 
mayor graduación, pero en caso de que 
jefes tengan el mismo grado, el man 
del jefe militar. 

Los jefes civiles disfrutarán de 
grado mientras dure la guerra, y una Y 
minada, esos nombramientos, á solicitud dl 
los interesados, se revisarán por la Secretarí: 
de Guerra que los ratificará en su grado 6 
rechazará, según sus méritos. 

B.—Todos los jefes, tanto civiles como 
militares, harán guardar á sus tropas la más 
estricta disciplina; pues ellos serán respons: 
bles ante el Gobierno Provisional de los d 
manes que cometan las fuerzas á su mando, 
salvo que justifiquen no haberles sido posible 
contener á sus soldados y haber impuesto á 
los culpables el castigo merecid: 

Las penas más severas serán aplicadas á 
los soldados que saqueen algunz población 
que maten á prisioneros indefens: 3. 

C.—Si las fuerzas y las aut 
sostienen al Gral. Díaz fusilan 4 | 
ros de guerra, no por eso y comi 
se hará lo mismo con los de ellos que ca 
en poder nuestro; pero en cambio, serár 
lados dentro de las veinticuatro horas 1 
pués de un juicio sumario, las autoridades 
viles ó militares al servicio del Gral. Díaz 
una vez estallada la revolución hayan ordena- 
do, dispuesto en cualquier forma, trasmitido 
la orden ó fusilado á algunos de nuestros sol 
dados. 

De esta'pena no se eximirán 
altós funcionarios; la única excepción se 
Gral. Díaz y sus ministros, á quienes en 
de ordenar dichos fusilamientos ó permitir 
se les aplicará la misma pena, pero después 
haberlos juzgado por los tribunales de l: 
pública, cuando haya terminado la revoluc 

En el caso de que el Gral. Díaz dis 
que sean respetadas las leyes de le 
que se trate con humanidad 4 los 
que caigan en sus manos, tendrá la 
pero de todos modos deberá resj 
los tribunales de cómo ha mane) 
dales de la Nación y de cómo ha cun 
la Ley 

D. —Como requisito 
las leyes de la guerra que. las 
rantes lleven algún uniforme 6 
como sería difícil uniformar 4 las 
fuerzas del pueblo que van á tomar pe 
la contienda, se adoptará como distir 
todas las fuerzas libertadoras, ya sea: 
luntarias ó militares, un listón tricolor 
tocado, 6 en el brazo. 


vez ter- 


idades 
3 pri 
repres: 


es indispe 


CONCIUDADANOS 
séis las armas y derré 
Díaz, no es sola 

que cometió durante las últimas eleccio: 
sino por salvar á la patria del porvenir s 
brío que la espera continuando bajo su d 
dura y bajo al gobierno de la nefanda olig 
quía científica, que sin escrúpulos y á 
prisa están absorviendo y dilapidand 
cursos nacionales, y si permitim $ que 
núen en el poder, en un plazo m eve 
brán completado su obra: habrán llevad 
pueblo á la ignominia y lo habrán envilec 
le habrán chupado todas sus riquezas y de 
dolo en la más absoluta miseria: habrí 
sado la bancarrota de nuestras finan 
deshonra de nuestra patria, que débi 
brecida y maniata se encontrará 
para defender sus fronteras, su hono: 
instituciones. 

Por lo que á mí respecta, tengo la concie 
tranquila y nadie podrá acusarme de pr 
ver la revolución por miras ; 
está en la conciencia nacior 
posible por llegar á un arr 
ve dispuesto hasta á renunci 
a siempre que el 
tido á la Nación designar : 
ce-Presidente de la Rey 
por incomprensible orgullo inaudita so: 
berbia, desoyó la voz de la Patria y pre: 
precipitarla en una revolución antes de cec 
un ápice, antes de devolver al pueblo un áf 
mo de sus derechos, antes de cumplir aunq 
fuese en las postrimerías de su vida, part 
de las promesas que hizo en la Noria y T 
tepec. 

El mismo justificó la presente revolución 
cuando dijo: “Que ningun ciudadano 
ponga y porpetás on el ejervicio del puder 
ta se la última revolución.” 


$ CONVOCO par 
éis al gobiern 


ente por el atente 


rsonales, 8 
| que hice todo lo 
lo pacífico y estu 
r mi candida 

1% hubiese 


1086 
ica; pero dor 
por 


Gral. D' 
1nque 


dl 
inado 


Si en el ánimo del General Díaz hubiesen 
pesado más los intereses de la Patria que los 
sórdidos intereses de él y de sus consejeros, 
hubiera evitado esta revolución haciendo al- 
gunas concesiones al pueblo; pero ya que no 
lo hizo... ¡tanto mejor! el cambio será más 
rápido y más radical, pues el pueblo mexicano 
en vez de lamentarse como un cobarde, acep- 
tará como un valiente el reto, y ya que el 
General Díaz pretende apoyarse en la fuerza 
bruta para imponerle un yugo ignominioso, el 
pueblo recurrirá á la misma fuerza para $ 
dir ese yugo, para arrojar á ese hombre fu 
Eee del poder y para reconquistar su lib 
tad. 


vuestros derechos 
Sed como 


No-Reelección. 


onfianza 


rá prutlentemente des- 


San Luis Potosí, Octubre 5 de 1910, 


JAVIER GARCIADIEGO Y SANDRA KUNTZ FICKER 


MApA 1. GIRAS ELECTORALES DE FRANCISCO I. MADERO (1909-1910) 
REBELIÓN MADERISTA (1910-1911) 


Primera gira 


Segunda gira 


»»r»r»»r» Tercera gira 
Lucha armada 
(noviembre de 1910-mayo de 1911) 


Elaboración de María del Rayo González Vázquez. 


mento era contrario a la violencia política, se vio 
obligado a cambiar de estrategia. Así, mediante el 
Plan de San Luis Potosí, promulgado el 5 de octu- 
bre, convocó a las armas para el 20 de noviembre 
de 1910. El oposicionismo electoral se convertiría 
en rebeldía y, posteriormente, en revolución. 

El llamado de Madero no fue atendido por sus 
partidarios antirreeleccionistas, casi todos miem- 
bros de la clase media urbana y por lo mismo úti- 
les para el oposicionismo electoral pero no para 
la lucha armada. En cambio, sí lo fue por otro 
sector de la sociedad mexicana, el de los grupos 
populares rurales de algunas regiones del país, 
como Chihuahua, Sonora, Coahuila, Durango, 
Guerrero y Morelos. Fue en estas regiones donde 
hubo alzamientos contra el ejército porfirista. Al 


principio —hasta febrero de 1911— los grupos 
armados fueron pocos y débiles, pero aumenta- 
ron en número y crecieron en volumen durante 
los meses de marzo y abril, y concluyeron la lucha 
a mediados de mayo con la toma maderista de la 
plaza fronteriza de Ciudad Juárez (véase el mapa 
1). Resulta significativo que en muy pocos casos 
los levantamientos armados coincidieran con las 
rutas que Madero había recorrido durante sus gi- 
ras en 1909 y 1910. 

La lucha armada implicó la transformación 
radical del proceso, pues al pasar de oposición elec- 
toral a rebelión tuvieron que cambiar los participan- 
tes y los escenarios: el movimiento de clases medias 
urbanas se transformó en uno con bases populares 
rurales. Surgieron nuevos líderes, más aptos para la 
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MANIFESTANTES, PIDIENDO LA RENUNCIA DEL GRAL. DIAZ 


lucha armada que para las contiendas electorales. 
Los más destacados fueron el arriero chihuahuense 
Pascual Orozco; Pancho Villa, nacido en Durango 
pero radicado en Chihuahua, donde había des- 
empeñado una amplia gama de oficios y labores, 
incluyendo el abigeato y el bandolerismo, y Emi- 
liano Zapata, domador de potros que encabezaba 
los reclamos agrarios de su pueblo natal, San Mi- 
guel Anenecuilco, del estado de Morelos. 

Estos grupos populares, tan distintos de los con- 
tingentes antirreeleccionistas originales, participaron 
en la lucha en su calidad de contrarios al gobierno 
porfirista y no porque hubiera entre ellos una alian- 
za programática sólida. Eran poco afines a Madero, 
lo que hizo que este diera por terminada la lucha tan 
pronto como le fue posible. Ni las autoridades por- 
firistas, ni Madero y sus principales colaboradores 
vieron con simpatía la participación popular, pero 
lo cierto es que estos sectores se involucraron inde- 
fectiblemente en el proceso revolucionario. 


ES PROP 19 


MENSE 


H.JGUTIERALA 


EL NUEVO GOBIERNO: CAMBIOS Y 
LIMITACIONES 


En los Acuerdos de Ciudad Juárez, firmados el 
21 de mayo de 1911, se pactó la suspensión de 
hostilidades, las renuncias de Díaz y Corral y la 
sustitución del presidente por el secretario de Re- 
laciones Exteriores, según lo disponía la Constitu- 
ción de 1857. Su nombre era Francisco León de la 
Barra y sus principales responsabilidades fueron el 
licenciamiento de las fuerzas revolucionarias y la 
organización de nuevas elecciones presidenciales 
antes de seis meses. La desmovilización de los casi 
60 000 rebeldes reconocidos no fue fácil: 16 000 
se reorganizaron como nuevos cuerpos de “rura- 
les”, especie de policía que patrullaría los campos 
norteños y las entidades del centro y sur del país 


Manifestantes pidiendo la renuncia del Gral. Díaz, H. J. Gutiérrez, 
1911. Archivo General de la Nación. 
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FRANCISCO L.DE LA BARRA 
PRESIDENTE PROVICIONAL DE LA REPUBLICA MEXICANA, 


A "9 
Es prop. ion mexico... 13239 


LA REVOLUCIÓN MEXICANA 


El Sr. Presidente Madero acompañado del Ministro 

de Fomento Lic. Rafael L. Hernández y del Prefec- 
to de la Villa de Guadalupe, D. Mauricio Gómez * asis 
te a una prueba de un nuevo explosivo.- 


donde hubiera habido las mayores actividades re- 
beldes. El resto volvió a la vida civil, luego de reci- 
bir unas reducidísimas gratificaciones. Las fuerzas 
de Pascual Orozco, decisivas en la caída de Díaz, 
quedaron insatisfechas pues se sintieron relegadas 
por la dirigencia política nacional. A su vez, los za- 
patistas se negaron a entregar sus armas antes de 
recuperar las tierras que consideraban les habían 
sido usurpadas. La alianza de los meses anteriores 
amenazaba convertirse pronto en enfrentamiento. 

Con respecto a las nuevas elecciones, que de 
acuerdo con la ley serían indirectas y tendrían 
lugar en octubre de 1911, Madero decidió trans- 
formar su Partido Nacional Antirreeleccionista en 
uno llamado Partido Constitucional Progresista. 


El presidente Madero asiste a la prueba de un nuevo explosivo, 
ca. 1911. Archivo General de la Nación. 


Enfrente: Francisco León de la Barra, presidente provisional de la 
República Mexicana, H. J. Gutiérrez, 1911. Archivo General 
de la Nación. 


Páginas siguientes: Entrada de Francisco I. Madero a la ciudad de 
Cuernavaca, Morelos, 1911. O 36269 sINAFO, Conaculta, INAH. 


Decidió también que su mancuerna electoral fue- 
ra José María Pino Suárez, un abogado y periodis- 
ta nacido en Tabasco pero radicado en Yucatán, en 
lugar del doctor Francisco Vázquez Gómez, quien 
había sido su compañero de fórmula en la con- 
tienda presidencial contra Díaz. Aunque Madero 
obtuvo un triunfo arrollador en esas elecciones, lo 
cierto es que el nuevo partido nunca logró el pres- 
tigio que había tenido el Antirreeleccionista ante 
buena parte de la opinión pública. Sobre todo, la 
sustitución de Vázquez Gómez significó el final de 
la alianza con los ex reyistas. Así, en lugar de con- 
tar con su experimentada colaboración, el nuevo 
gobierno habría de sufrir la oposición reyista. 

La presidencia de Madero comenzó a principios 
de noviembre de 1911 y concluyó violentamente a 
mediados de febrero de 1913. A diferencia de su 
exitosa lucha contra Díaz, su gestión presidencial 
resultó fallida. Acaso su mayor mérito fue la apre- 
ciable transformación de todo el aparato guberna- 
mental porfirista. Empezó con la integración de 
un gabinete formado por hombres de un sector 
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social inferior al de los secretarios porfiristas, y si- 
guió con el cambio de gobernadores en todos los 
estados, lo que a su vez dio lugar al cambio de 
los jefes políticos, que antes solían ser designados 
por los gobernadores como sus representantes en 
las distintas regiones de cada entidad, y ahora sus- 
tituidos en muchos casos por autoridades locales 
elegidas. Por último, a mediados de 1912 habrían 
de elegirse nuevos diputados y parte de los senado- 
res, mientras que los diputados locales habrían de 
cambiar conforme hubiera nuevas elecciones es- 
tatales. En resumen, con Madero se conformó un 
nuevo aparato gubernamental, social e ideológica- 
mente distinto del porfirista, pero peligrosamente 
inexperto. Además, con Madero llegaron también 
nuevas prácticas políticas. Para comenzar, hubo 
elecciones competidas y libertad de prensa, y des- 
aparecieron la concentración de poder en el Ejecu- 
tivo y el centralismo, lo que se manifestó en una 
gran fuerza y notoriedad de la XXVI Legislatura y 
en varios desafíos políticos regionales. Con todo, 
puede decirse que durante la breve presidencia de 
Madero fueron más los problemas políticos que 
los cambios. 

También en los ámbitos agrario y laboral hubo 
actitudes y propuestas novedosas, que reflejaban 
los orígenes socioeconómicos de las nuevas auto- 
ridades. Madero, por ejemplo, era un hacendado 
algodonero partidario de la propiedad privada de 
la tierra y contrario a la explotación comunal, que 
deseaba un país con una estructura agraria más 
equitativa y eficiente. Para ello dispuso fraccio- 
nar y vender terrenos nacionales, y destinar los 
recursos de esa venta a otorgar créditos agrícolas 
en favor de los pequeños y medianos propietarios. 
Obviamente hubo otras propuestas de solución al 
problema de la desigual estructura de la propiedad 
agraria, como la del diputado poblano Luis Cabre- 
ra, que ya consideraba restitución de las propieda- 
des usurpadas o la dotación de nuevas tierras a las 
comunidades que las necesitaran. Si bien los avan- 
ces legislativos en esta materia fueron moderados y 
escasos, hubo un cambio real de enorme significa- 
do: mientras los hacendados perdieron buena par- 


te de su influencia política, los campesinos vieron 
por primera vez aumentar la suya, como resultado 
de su participación en la lucha armada. 

Igualmente moderadas fueron las propuestas 
en materia laboral. Como buen liberal y demócra- 
ta, Madero era respetuoso de los derechos orga- 
nizativos de los obreros y partidario de que éstos 
mejoraran sus condiciones laborales y salariales. A 
su vez, como buen capitalista, Madero pretendía 
que estos cambios no afectaran mucho los intere- 
ses de los empresarios, por lo que procuró encami- 
nar los conflictos por el sendero de la negociación, 
para lo cual creó el Departamento del Trabajo. El 
resultado fue que durante 1912 aumentaron nota- 
blemente las huelgas y las organizaciones obreras. 
Algunas de éstas eran abiertamente contrarias al 
gobierno, como la Casa del Obrero Mundial, de 
clara orientación anarcosindicalista. 

Todas estas transformaciones políticas y socia- 
les tuvieron enormes consecuencias. Para comen- 
zar, parte de la élite política buscó recuperar el 
poder; a su vez, los hacendados y empresarios ad- 
virtieron que los cambios agrarios y laborales, aun- 
que moderados, implicaban riesgosos precedentes; 
por último, los campesinos y obreros quedaron 
insatisfechos por lo tibio de las propuestas made- - 
ristas, que consideraban un pago insuficiente a su 
participación en la lucha contra Díaz. Todas estas 
inconformidades se expresaron de diversas mane- 
ras: desde la crítica periodística y la oposición 
parlamentaria hasta la rebelión armada. En efec- 
to, Madero fue tratado con rudeza por la prensa 
porfirista, padeció gran oposición parlamentaria y 
tuvo que enfrentar cuatro importantes rebeliones, 
dos encabezadas por miembros de la élite políti- 
ca porfirista y dos sostenidas por grupos popula- 
res que habían luchado contra Díaz pero que se 
habían desilusionado muy pronto del gobierno 
maderista. 

Las dos primeras fueron la rebelión reyista, 
de finales de 1911 y que tuvo como escenario la 
frontera noreste del país, y la encabezada por Félix 
Díaz, sobrino de don Porfirio, que se desarrolló en 
Veracruz en octubre de 1912. Ninguna de las dos 
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recibió apoyos suficientes y pronto fueron derro- 
tadas, quedando sus jefes presos en la ciudad de 
México. Las dos rebeliones populares, la de Emilia- 
no Zapata y la de Pascual Orozco, tuvieron sus res- 
pectivas particularidades, pero también compartie- 
ron similitudes. Lo más importante de ambas fue 
que con ellas se incorporaron plenamente al debate 
nacional los reclamos sociales, pues hasta entonces 
se había concentrado en temas políticos, como la 
aptitud o incapacidad para la democracia de la so- 
ciedad mexicana, el antirreeleccionismo o la con- 
tinuidad de Díaz, y en la aparición de las nuevas 
autoridades, con la polémica sobre la conveniencia 
de la novedad o lo preferible de la experiencia. 

El contingente zapatista fue el primero que 
transitó de la lucha política a la social, de carác- 
ter agrarista. Los campesinos del estado de More- 
los y de otras entidades vecinas —como Guerre- 


Pascual Orozco y sus tropas, H. J. Gutiérrez, 1911. Archivo General 
de la Nación. 
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ro, México y Puebla— que lucharon contra Díaz 
durante la primera mitad de 1911 no aceptaron 
el desarme pactado entre los líderes maderistas y 
las autoridades porfiristas, desarme que debía im- 
poner el presidente interino Francisco León de la 
Barra. Alegaron que antes debían devolvérseles las 
tierras que les habían sido usurpadas por los hacen- 
dados locales en connivencia con las autoridades 
porfiristas. Su postura dio lugar a que León de la 
Barra los tratara como rebeldes, con lo que empezó 
una campaña militar contra ellos en el verano de 
1911, encabezada por el general porfirista Victo- 
riano Huerta, y ya durante la presidencia de Ma- 
dero, en 1912, a cargo del severo general Juvencio 
Robles, y poco después al del conciliador general 
Felipe Ángeles. Si bien Madero les prometió que 
revisaría sus reclamos tan pronto llegara a la presi- 
dencia a cambio de que depusieran las armas, los 
zapatistas formalizaron y radicalizaron su lucha 
con la promulgación del Plan de Ayala, de finales 
de noviembre de 1911. 
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A todo lo largo de 1912 la guerra contra Za- 
pata fue de reducida intensidad, pero la poca im- 
portancia militar del zapatismo no se corresponde 
con su enorme relevancia histórica, que radicó 
en introducir el factor agrario en la Revolución 
mexicana. En cambio, la importancia militar de la 
rebelión encabezada por Pascual Orozco fue ma- 
yúscula. Los contingentes orozquistas, que habían 
sido los más influyentes en la derrota militar de 
Díaz, tomaron las armas contra Madero en marzo 
de 1912, amparados en el Plan de la Empacadora. 
Su reclamo era doble: los líderes y cabecillas es- 
taban insatisfechos con las retribuciones recibidas 
por su participación en la lucha antiporfirista; las 
bases, por su parte, consideraban que las reformas 
sociales del gobierno maderista eran insuficientes 
por tibias y lentas. 

El escenario de la rebelión orozquista abarcó 
los estados de Chihuahua, Coahuila y Durango 
—la Comarca Lagunera— y fue militarmente muy 
intensa, al grado de que muchos temieron que 
llegara a derrocar al gobierno de Madero. Otra 
diferencia con la lucha zapatista fue que la de 
Orozco fue una rebelión pluriclasista, con numero- 
sos contingentes populares, como campesinos, 
vaqueros, mineros, ferrocarrileros y proletarios 
agrícolas, con buena parte de la clase media chihu- 
ahuense e incluso con algunos miembros de la éli- 
te local, contrarios a los cambios promovidos por 
las nuevas autoridades, en particular por algunas 
medidas tomadas por los gobernadores de Chihu- 
ahua y Coahuila, Abraham González y Venustiano 
Carranza, respectivamente. 

Durante las primeras semanas de lucha los 
alzados orozquistas obtuvieron varios triunfos re- 
sonantes, que incluso provocaron el suicidio del 
secretario de Guerra, general José González Sa- 
las, quien había asumido el mando directo de las 
fuerzas gobiernistas. Para poder controlar la situa- 
ción, en marzo de 1912 Madero puso al frente de 
la campaña al general Victoriano Huerta, a quien 


Emiliano Zapata, anónimo, siglo Xx, óleo sobre tela. 
Museo Nacional de Historia, Conaculta, INAH. 
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asignó numerosos elementos y recursos. Además, 
para contrarrestar la táctica del orozquismo, cuyos 
contingentes tenían pleno conocimiento de las re- 
giones donde operaban, gran capacidad militar y 
abundantes redes sociales regionales, el gobierno 
dispuso que los gobernadores y presidentes mu- 
nicipales norteños organizaran fuerzas militares 
propias, tanto para rechazar las incursiones de los 
orozquistas como para prevenir potenciales alza- 
mientos locales. Asimismo, muchos de los nuevos 
cuerpos de “rurales”, organizados después del li- 
cenciamiento de las fuerzas antiporfiristas, parti- 
ciparon en el combate contra Orozco. Hubo una 
gran discusión entre las autoridades maderistas 
sobre si estos elementos debían ser asimilados al 
Ejército Federal o si debían operar a las órdenes de 
las autoridades civiles locales. 

Con la suma de todos estos elementos y con 
la diestra y severa dirección de Huerta, los oroz- 
quistas fueron vencidos en dos o tres meses; en 
su derrota también influyó su acceso reducido a 
las armas y municiones del mercado norteameri- 
cano, seguramente una represalia del gobierno de 
ese país contra el nacionalismo popular de que los 
orozquistas habían dado muestras. Con todo, la 
rebelión de Orozco dio inicio a un doble proce- 
so de grandes consecuencias: por un lado el Ejér- 
cito Federal recuperó la confianza perdida en la 
lucha de 1910 y 1911, obtuvo un nuevo caudillo 
—Huerta— y aumentó su capital político al que- 
dar como responsable de la sobrevivencia del go- 
bierno de Madero. Por otra parte, el norte del país 
se militarizó, pues además de soldados federales 
y orozquistas operaron fuerzas estatales, “irregu- 
lares” y de “rurales”. En otras palabras, quedaron 
armados y movilizados los futuros actores del con- 
flicto que comenzaría en febrero de 1913. 

Como era previsible, todos estos alzamientos 
golpearon las finanzas públicas, pues además de 
que la propia violencia y la toma de algunas adua- 
nas fronterizas afectaron la recaudación fiscal, se 
tuvieron que destinar grandes recursos para sofo- 
car las rebeliones. En efecto, en 1912 se dedicó 
31% del presupuesto de egresos al renglón militar 
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y 12% a la Secretaría de Gobernación, responsable 
de los cuerpos de “rurales”. Dado que también de- 
bía pagarse la deuda externa, resulta comprensible 
que durante el gobierno de Madero se recurriera a 
utilizar parte de las reservas del tesoro, se decreta- 
ran aumentos a los impuestos en los textiles, bebi- 
das alcohólicas, tabaco y petróleo, y se elevaran los 
derechos a la importación; además, se contrató un 
préstamo externo por 10 millones de dólares. En 
el caso del sector textil, las necesidades del erario 
cedieron ante los afanes de mejoramiento social, 
de manera que los impuestos eran menores para 
los empresarios que accedían a elevar los salarios 
de sus trabajadores. 

De otra parte, el desempeño de la economía 
fue aceptable, a pesar de que el sistema ferroviario 
se empezó a utilizar con fines militares y de que 
algunas cosechas se perdieron por causas climá- 
ticas en varias regiones del país. Por ejemplo, en 
el sector industrial muchas empresas (de textiles, 
cerveza y cigarros) pagaron dividendos, lo mismo 
que las compañías ferroviarias; las huelgas en la 
industria textil disminuyeron tras prolongadas ne- 
gociaciones que desembocaron en la aprobación 
de un reglamento que establecía la jornada de 10 
horas (en lugar de las 14 y hasta 16 anteriores) y 
salarios mínimos fijos y obligatorios para todo el 
sector, y en el ámbito bancario aumentaron tan- 
to los préstamos hipotecarios como los depósitos. 
Aunque la minería empezó a resentir los efectos de 
la violencia, las exportaciones de plata y cobre fue- 
ron cuantiosas, y junto con las de café, fibras (ixtle 
y henequén) y ganado, y con el inicio del auge pe- 
trolero, el valor total de las exportaciones en 1912 
fue similar al promediado en el último lustro del 
Porfiriato (145 millones de dólares). Por su parte, 
las importaciones empezaron a verse afectadas por 
las perturbaciones internas y por algunas dificulta- 
des en el transporte, de manera que su valor cayó 
en casi 20 millones de dólares (de 97 a 77 millones 
entre 1912 y 1913), lo que explica que hubiera un 
superávit considerable en la balanza comercial. 

Por lo que se refiere a la política internacional, 
si bien en un primer momento el gobierno y los 


grandes capitalistas de Estados Unidos simpati- 
zaron con la llegada de Madero a la presidencia, 
pues les inquietaba el creciente acercamiento de 
Díaz a Europa y les preocupaba el envejecimiento 
de don Porfirio, a los pocos meses el gobierno de 
Washington comenzó a distanciarse de Madero. 
Le molestaba el aumento en los impuestos a la ex- 
tracción del petróleo, la politización de los cam- 
pesinos y la radicalización de buen número de los 
trabajadores industriales. Conforme avanzó el año 
de 1912, las élites gubernamental y empresarial 
estadounidenses se desilusionaron de la incapaci- 
dad gubernativa de Madero: las rebeliones reyista, 
zapatista, orozquista y felicista eran prueba feha- 
ciente de la amenaza de ingobernabilidad que se 
cernía sobre el país. 

Sin embargo, el peligro era otro: el nuevo cau- 
dillo militar, Victoriano Huerta, un reyista cono- 
cido como capaz, duro y ambicioso. No fue hasta 
que él asumió el mando del cuartelazo de febrero 
de 1913 cuando el presidente Madero pudo ser fa- 
talmente derrocado. Organizaron el movimiento 
los generales Bernardo Reyes y Félix Díaz desde sus 
respectivas prisiones, encarcelados como estaban 
tras la derrota de sus levantamientos. El contexto 
no favorecía a Madero: las oposiciones simultá- 
neas de Washington, del Ejército Federal, de los 
grupos políticos porfirianos y de los hacendados y 
empresarios, molestos por las medidas reformistas 
de Madero, junto con la desintegración del frente 
antirreeleccionista original, el desencanto de las cla- 
ses medias con su administración y la pérdida del 
respaldo popular zapatista y orozquista terminaron 
por hacer insostenible su gobierno. En rigor, Made- 
ro fracasó porque fue incapaz de crear un gobierno 
nuevo que pudiera alcanzar la estabilidad median- 
te un proyecto adecuado para el país: su propuesta 
política —la democratización— y su proyecto so- 
cioeconómico —liberal— resultaron prematuros. 

El cuartelazo sumió a la ciudad de México en 
la violencia, el desorden y el desabasto entre el 9 
y el 19 de febrero de 1913. Por eso se le conoce 
como “la decena trágica”. El resultado del proceso 
no fue el que se planeó originalmente. Su líder, 
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Reyes, fue muerto en el intento de tomar Palacio 
Nacional; posteriormente se aliaron Félix Díaz, 
Victoriano Huerta y el embajador estadounidense 
Henry Lane Wilson, quien a su vez contaba con 
el respaldo de casi todos los otros representantes 
diplomáticos. El triunfo fue consumado en el edi- 
ficio de la Ciudadela, donde se habían parapetado 
las fuerzas de Félix Díaz, y en la embajada nor- 
teamericana, donde se firmó el pacto con el que 
nacía el nuevo proyecto gubernamental. Madero 
y Pino Suárez, que habían sido aprehendidos por 
el general Aureliano Blanquet, fueron asesinados 
frente a la Penitenciaría de la ciudad de México el 
22 de febrero de 1913. 


EL GOBIERNO HUERTISTA 


De acuerdo con la alianza triunfadora que sus- 
tentaba al nuevo gobierno, Huerta tomaría inte- 
rinamente la presidencia y se abocaría a organizar 
unas elecciones en las que Félix Díaz debía resultar 


triunfador; por su parte, el embajador Henry Lane 
Wilson se comprometió a conseguirles el apoyo 
de Washington. El nuevo gobierno contaba, sobre 
todo, con el respaldo total del Ejército Federal, la 
clase política conservadora, la prensa antimade- 
rista, la iglesia católica, los empresarios y los ha- 
cendados; incluso contó con el apoyo del ejército 
orozquista, de origen popular pero decididamente 
antimaderista. En resumen, el primer gobierno 
huertista fue producto de varias alianzas. Si nos 
limitamos a analizar su gabinete, éste contaba con 
reyistas —Rodolfo Reyes—, “científicos” —Fran- 
cisco León de la Barra—, “evolucionistas” —Jorge 
Vera Estañol— y felicistas —el general Manuel 
Mondragón. También tuvo el respaldo inicial de 


Habitantes de la ciudad de México se movilizan para evitar los 
enfrentamientos producidos durante la Decena Trágica, 
febrero de 1913. O sinaro, Conaculta, INAH. 


Páginas siguientes: Lugar donde fueron asesinados Francisco 1. 
Madero y José María Pino Suárez, 22 de febrero de 1913. 
Archivo General de la Nación. 
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los miembros del Partido Católico, en particular 
en el Congreso y en algunas gubernaturas. 
Seguramente Huerta y sus principales colabo- 
radores comenzaron a gobernar con optimismo. 
Confiaban en obtener el reconocimiento norteame- 
ricano, en el poderío que alcanzaría la amalgama 
de soldados federales con orozquistas y en la ex- 
periencia y capacidad gubernamentales de los po- 
líticos antimaderistas. Sobre todo, empezaron con 
optimismo su gestión porque lograron maniatar a 
varios de los principales políticos maderistas (e in- 
cluso algunos fueron asesinados, como Abraham 
González, líder del maderismo en Chihuahua); 
porque otros declararon que no pretendían rebe- 
larse, como el gobernador de Sonora, José María 
Maytorena, y porque los jefes de los grupos que 
se mostraban contrarios a Huerta parecían tener 
una fuerza militar limitada, como Francisco Villa, 
quien se había refugiado en Estados Unidos; como 
Zapata, que mantenía una débil rebelión en Mo- 


Gabinete del general Victoriano Huerta, 1913. O 38774 sINAFo, 
Conaculta, INAH. 
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relos, y como Venustiano Carranza, gobernador 
de Coahuila, cuya capital —Saltillo— podía ser 
atacada desde Monterrey o desde Torreón, ambas 
plazas fuertes del Ejército Federal. 

Contra su optimismo inicial, pronto aparecie- 
ron los problemas. Para comenzar, en marzo hubo 
cambio presidencial en Estados Unidos —de Wi- 
lliam H. Taft a Woodrow Wilson—, que trajo una 
actitud enérgica de Washington contra Huerta. 
Además, en el norte de México empezó a surgir 
una airada movilización contra el nuevo gobierno. 
La inmensa mayoría de los que se rebelaron había 
tomado las armas contra el régimen porfirista, y 
luego contra los orozquistas. Algunos eran autori- 
dades locales que buscaban defender las posiciones 
que habían alcanzado durante el maderismo; mu- 
chos eran parte de alguna de las fuerzas militares 
organizadas durante el gobierno derrocado —nue- 
vos cuerpos de “rurales” o “irregulares”—, por lo 
que a la llegada de Huerta estaban organizados y 
con las armas en la mano. Este doble factor: la par- 
ticipación de autoridades estatales y la estructura 
militar previa, explica la rápida profesionalización 
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de las emergentes fuerzas norteñas. Además, pron- 
to se adhirieron numerosos elementos de los secto- 
res populares y de las clases medias locales, reacios 
a que volviera a imponerse un modelo de domina- 
ción basado en los políticos conservadores y en el 
Ejército Federal, para beneficio de los hacendados 
y las clases altas. 


LA LUCHA CONSTITUCIONALISTA 


La rebelión norteña contra Huerta tendría desde 
un principio tres escenarios principales. El primero 
fue Coahuila, cuyo liderazgo recayó en su gober- 
nador, Venustiano Carranza; comprensiblemente, 
sus principales colaboradores se convirtieron en 
los mandos superiores del movimiento. Su natu- 
raleza explica su actitud: la facción coahuilense se 
caracterizó por su postura legalista y por su capaci- 
dad política y administrativa, pues su experiencia 
se remontaba a los años de dominio porfirista y 
reyista en el estado. El aparato militar estaba com- 
puesto sobre todo por “irregulares”, quienes antes 
de 1910 habían sido vaqueros, mineros, ferroca- 
rrileros o agricultores. 

Otro escenario fue Sonora, donde el goberna- 
dor maderista, José María Maytorena, se rehusó a 
encabezar la lucha. El mando estatal fue tomado 
entonces por algunas autoridades locales, como Ig- 
nacio Pesqueira, Álvaro Obregón, Benjamín Hill, 
Adolfo de la Huerta y Salvador Alvarado, miem- 
bros de las clases medias constreñidas durante el 
Porfiriato pero que habían logrado acceder al apa- 
rato gubernamental durante el maderismo. Si bien 
tenían menos experiencia política que los coahui- 
lenses que acompañaban a Carranza, contaban 
con una mayor capacidad militar, pues además 
de haber peleado contra el porfirismo y contra el 
orozquismo, muchísimos sonorenses se habían 
forjado en la lucha contra los indios hostiles. Igual 
que en Coahuila, en Sonora se integraron a la lu- 
cha vaqueros, mineros, ferrocarrileros y agriculto- 
res; además, algunos jefes lograron alianzas con los 
indios yaquis y mayos. Así, los sonorenses apor- 
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taron su gran capacidad militar y su experiencia 
en el establecimiento de alianzas con los sectores 
populares, como con los trabajadores del mineral 
de Cananea. 

El tercer escenario fue Chihuahua, notoria- 
mente distinto a los otros dos. Si allí habían enca- 
bezado la lucha contra Díaz dos miembros de las 
clases medias locales, Abraham González y Pascual 
Orozco, en 1913 el primero fue asesinado y el otro 
se adhirió al gobierno huertista. Esto explica que el 
liderazgo lo haya alcanzado un miembro del sector 
popular, Pancho Villa. Comprensiblemente, sus 
lugartenientes principales —como Tomás Urbi- 
na y Maclovio Herrera— también eran de origen 
popular. Lo mismo sucedía con sus soldados, en- 
tre los que predominaban los vaqueros, mineros, 
ferrocarrileros y agricultores pobres, aunque tam- 
bién fue notoria la participación de los vecinos de 
las antiguas colonias militares. 

Las particularidades de Chihuahua son obvias: 
si los ejércitos de Coahuila y Sonora estaban enca- 
bezados por las autoridades estatales, en este caso 
el líder era un rebelde típico, pues la vida de Villa 
había oscilado entre la marginalidad y la delincuen- 
cia. La gran capacidad guerrera de los contingentes 
villistas era obvia: experimentados algunos por 
su lucha contra los apaches, en todos ellos había 
recaído el peso de las guerras contra los ejércitos 
porfirista y orozquista. Además de su experiencia 
militar, los villistas imprimieron al movimiento su 
carácter popular. Gracias a ellos la lucha política 
de las autoridades locales de Coahuila y Sonora 
contra las autoridades nacionales huertistas pudo 
convertirse en una revolución social norteña. 

De ninguna manera fueron éstos los únicos 
escenarios bélicos del norte del país. Pronto hubo 
movilizaciones en Durango, donde los principales 
líderes —los hermanos Arrieta, Orestes Pereyra y 
Calixto Contreras— eran igualmente de origen 
popular, habían combatido a Díaz y luego fueron 
“irregulares” antiorozquistas. También las hubo en 
Sinaloa, con jefes como Ramón F. Iturbe y Ángel 
Flores; en Zacatecas, bajo las órdenes de cabecillas 
que habían luchado como maderistas —recuérde- 
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se a Pánfilo Natera—, y en Tamaulipas y San Luis 
Potosí, sobre todo en sus colindancias, donde des- 
tacaron como rebeldes los hermanos Cedillo y los 
hermanos Carrera Torres, quienes a diferencia de 
todos los anteriores se habían opuesto con las ar- 
mas al gobierno de Madero, lucha que continua- 
ron contra Huerta. En resumen, en contraste con 
la lucha de 1910 y 1911 contra Porfirio Díaz, que 
se concentró en Chihuahua, la que estalló en 1913 
contra Huerta tuvo desde sus inicios una dimen- 
sión mucho más amplia, pues abarcaba casi todo 
el norte del territorio nacional. 

También hubo respuestas inmediatas contra el 
gobierno huertista en la región centro-sur del país, 
en particular en el estado de Morelos y las zonas 
adyacentes de Guerrero y Puebla. Los zapatistas 
estaban levantados en armas contra el gobierno de 


Madero desde finales de 1911 —con el Plan de 


Eufemio y Emiliano Zapata acompañados de su estado mayor, 
ca. 1914. IISUE, UNAM. 


Ayala—, pero la llegada de Huerta al poder hizo 
que su lucha se ampliara y radicalizara, porque su 
modelo de gobierno para la región descansaba en 
el binomio hacendados y Ejército Federal y por sus 
violentos procedimientos represivos. Gracias a los 
zapatistas la lucha revolucionaria contra Huerta no 
fue meramente norteña, y debe reconocerse que 
se inició al menos como una rebelión birregional. 
Otra aportación de los zapatistas fue el reclamo 
agrario, que no era lo más importante en el norte, 
región caracterizada por una mayor disponibili- 
dad de tierras y una menor densidad demográfica. 
El principal rasgo sociopolítico del zapatismo era 
su componente campesino, diferente del villista 
que, además de agricultores pobres —aparceros, 
medieros y jornaleros— incluía, como se ha se- 
ñalado, a vaqueros, mineros, ferrocarrileros y ex 
colonos militares; otro de sus rasgos particulares 
era que la estructura de su ejército dependía de 
las fuerzas defensivas que cada pueblo tenía desde 
siempre, pero que en los últimos decenios habían 


282 


LA REVOLUCIÓN MEXICANA 


crecido contra la expansión de las haciendas y la 
llegada de fuereños a partir de la introducción de 
los ferrocarriles. 


Las diferencias sociales que caracterizaban cada 
región dieron como resultado diferentes procedi- 
mientos militares y distintas posturas político- 
ideológicas. En Coahuila la lucha comenzó con 
un decreto del gobierno local que negaba el reco- 
nocimiento a Huerta y que invitaba a las autori- 
dades políticas y militares del país a proceder de 
igual manera. Semanas después —el 26 de marzo 
de 1913— los jefes coahuilenses proclamaron un 
plan —en la hacienda de Guadalupe, situada entre 
Saltillo y Monclova— en el que asignaban el lide- 
razgo del movimiento a su gobernador, Venustia- 
no Carranza, y fijaban como objetivo de la lucha 
el derrocamiento de Huerta y la restauración de la 
legalidad. Algunos de aquellos jefes, como Lucio 
Blanco, se inconformaron ante la falta de propues- 
tas sociales. El resultado fue agregar al documento 
unos considerandos en los que se prometía que, 


luego de la victoria, se harían las reformas sociales 
que el país requiriera. El doble objetivo es obvio: 
atraer a grupos populares sin aterrorizar a los sec- 
tores medios y altos o al gobierno estadounidense, 
factor estratégico en una lucha fronteriza. 

La jefatura que le asignaba a Carranza el Plan 
de Guadalupe era nominal, pues se la otorgaban 
sus antiguos colaboradores, civiles y militares, 
ahora convertidos en sus lugartenientes. Para con- 
vertirse en el líder de todo el movimiento —-lla- 
mado “constitucionalista”, por buscar restablecer 
el orden constitucional roto— debía lograr el re- 
conocimiento de los otros estados protagonistas: 
Sonora y Chihuahua. Esto lo consiguió en un 
cónclave que tuvo lugar en Monclova a mediados 
de abril. En realidad el reconocimiento sólo fue, 
en principio, formal. Por ello procedió a enviar 
algunos elementos armados suyos a los estados 


Venustiano Carranza con jefes del Ejército Constitucionalista, 
24 de febrero de 1913. O siNAFO, Conaculta, INAH. 
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vecinos —Nuevo León y Tamaulipas, Zacatecas y 
San Luis Potosí—, a pesar de que con ello reducía 
su propia capacidad militar. Así, Carranza pasó de 
jefe estatal a jefe regional. 

La debilidad del ejército coahuilense, origina- 
da en su carácter gubernamental y en su decisión 
de enviar parte de sus elementos a los estados veci- 
nos, explica que en el verano de 1913, entre julio 
y septiembre, el ejército huertista les haya arreba- 
tado el control de Coahuila, obligando a Carranza 
a buscar refugio en otra entidad y forzando a sus 
fuerzas a operar en el extremo noreste del país y 
en la franja fronteriza con Estados Unidos. Ca- 
rranza eligió Sonora como su refugio, adonde lle- 
gó después de una ardua travesía que lo llevó por 
campamentos de revolucionarios de origen popu- 
lar, muy distintos de sus colaboradores, por lo que 
el concepto que Carranza tenía de la Revolución 
se modificó radicalmente. Si para él y sus colabo- 
radores más cercanos el objetivo de la lucha era 
esencialmente político, para los jefes populares de 
la Comarca Lagunera y de Durango el objetivo era 
principalmente socioeconómico. 

Su decisión en favor de Sonora era compren- 
sible. Se trataba de una entidad en la que gober- 
naban, incluso legalmente, los revolucionarios con 
los que tenía más afinidades sociales, políticas e 
ideológicas. La economía local no había sufrido 
alteraciones de consideración, lo que serviría para 
financiar su gobierno. Además, dado que los sol- 
dados huertistas habían sido expulsados de Sonora 
desde un principio, Carranza no corría allí ma- 
yores peligros. Sobre todo, don Venustiano pasó 
a ser el jefe real de los ejércitos rebeldes de dos 
regiones, la noreste y la noroeste. La alianza que 
estableció con los sonorenses habría de serle muy 
útil a lo largo de los siguientes seis años. 

A diferencia de Coahuila y Sonora, Chihuahua 
tuvo la gran particularidad de que allí el Ejército 
Federal se unió a los orozquistas, antes sus enemi- 


Venustiano Carranza acompañado por Álvaro Obregón en la 
inauguración de las sesiones de la Convención de Aguascalientes, 
1914. O 38774 sINAFO, Conaculta, INAH. 
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gos, conformando una poderosa maquinaria mili- 
tar. Al comenzar la lucha contra el gobierno usur- 
pador, Pancho Villa estaba prófugo en Estados 
Unidos. Regresó al país en marzo, prácticamente 
solo, y luego de seis meses de agotadora campaña 
en las zonas donde tenía mayor respaldo social, en 
septiembre conquistó el liderazgo estatal villista- 
constitucionalista, y construyó su célebre División 
del Norte. A partir de entonces su capacidad cas- 
trense le permitió ir controlando el estado. A fina- 
les de 1913 y principios de 1914, después de una 
cruenta guerra regional, Villa dominó su entidad. 

Las diferencias económicas fueron tan impor- 
tantes como las políticas, sociológicas y militares. 
Cada facción financió de distinta manera sus ad- 
quisiciones de armas y pertrechos y el pago de los 
salarios de sus soldados. Los villistas impusieron 
préstamos forzosos, expropiaron ganado y cultivos 
de la oligarquía regional, y confiscaron sus hacien- 
das, las que pasaron a ser administradas por una 
oficina dirigida por políticos civiles afines a Villa. 
Los sonorenses aprovecharon la continuidad gu- 
bernamental y la reducida destrucción física que 
la localidad padeció, para financiarse con la activi- 
dad económica normal; más aún, al no reconocer 
al gobierno huertista pudieron disponer de los de- 
rechos aduanales y de los impuestos federales. En 
Coahuila el movimiento no podía acudir a expro- 
piaciones o confiscaciones pues estaba encabezado 
por el gobernador del estado, quien debía respetar 
la legalidad y cuya familia era propietaria de tierras 
y ganado. Su opción consistió en emitir de forma 
generalizada papel moneda. Obviamente, para no 
entorpecer su acceso al mercado estadounidense 
de armas y pertrechos, ninguno de los tres contin- 
gentes afectó intereses estadounidenses durante la 
lucha contra Huerta, que se prolongó de princi- 
pios de 1913 a mediados de 1914. 

Por su parte, en el centro-sur del país el zapa- 
tismo ocupó buen número de ingenios y hacien- 
das; a otras les cobraban determinadas cuotas a 
cambio de no ser perjudicadas. También ocupó, 
a partir de abril de 1914, las minas de Taxco, lo 
que le proporcionó ciertos recursos económicos, 
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MAPA 2. CAMPAÑAS Y AVANCE DEL EJÉRCITO CONSTITUCIONALISTA 
HACIA LA CIUDAD DE MÉxICO (1913-1914) 
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nunca suficientes. Su escasez crónica de armas y 
pertrechos se explica también por su lejanía de la 
frontera estadounidense. Con todo, su estructura 
menos profesional y su carácter defensivo, sin ne- 
cesidad de largos desplazamientos desde su región 
de origen, requerían recursos menos cuantiosos. 
A principios de 1914 los tres ejércitos rebel- 
des norteños dominaban toda esa extensa zona del 
país, con excepción de Baja California. Además, 
a lo largo de la segunda mitad de 1913 se habían 
desarrollado importantes movimientos contra el 
huertismo en Jalisco y Michoacán, así como en Ve- 
racruz, Tlaxcala, Puebla e Hidalgo. El movimiento 
estaba dejando de ser sólo norteño; ahora también 
tenía presencia en el centro del país y en ambas 
costas. Por diferentes razones, y con las obvias ex- 
cepciones de Morelos y Guerrero, el sur y el su- 


An 
Chihuahua ¿£ 


Ojinaga 


Monclova 
. 


reste estaban menos involucrados en la lucha. Ello 
explica que, mientras que la actividad productiva 
en el norte comenzaba a sufrir los estragos de la 
guerra, en el sur y sureste se siguiera exportando 
café, caucho y henequén. 

Hacia marzo y abril de 1914, luego de reorga- 
nizarse y aprovisionarse, los tres ejércitos norteños 
iniciaron su avance al centro del país, decididos a ex- 
pulsar a Huerta del Palacio Nacional. Moviéndose 
simultáneamente, los tres ejércitos eran inconte- 
nibles (véase el mapa 2). Para empeorar sus difi- 
cultades, el ejército huertista estaba en muy malas 
condiciones: desmoralizado, con una estrategia 
defensiva y estática, y sin recursos económicos, lo 
que le impedía adquirir armas y pertrechos y con- 
seguir nuevos reclutas que no fueran producto del 
cruel —<e ineficiente— procedimiento de la leva. 
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El gobierno de Victoriano Huerta no sólo te- 
nía graves problemas militares, también enfren- 
taba severas dificultades políticas, diplomáticas y 
económicas. Por ejemplo, disolvió el Congreso en 
el mes de octubre luego de recibir severas críticas 
por el asesinato del legislador chiapaneco Belisario 
Domínguez, que lo había condenado expresamen- 
te. Además, las elecciones fueron pospuestas has- 
ta finales de ese mes, desplazando de ellas, a pesar 
del compromiso inicial, a su ex aliado Félix Díaz. 
Proclamarse ganador le acarreó a Huerta la ruptura 
definitiva con aquél y sus partidarios, así como con 
cualquier miembro del gabinete que tuviera aspira- 
ciones presidenciales. La disolución del Congreso 
y los cambios en el gabinete acabaron con la alian- 
za gobernante inicial, lo que dio como resultado 
que su gobierno terminara siendo personalista, con 
poca representatividad y gran ineficiencia. Por otra 
parte, la llegada —en marzo de 1913— del mora- 
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lista Woodrow Wilson a la presidencia estadouni- 
dense y el creciente dominio rebelde norteño sobre 
las regiones donde se encontraban las mayores in- 
versiones norteamericanas provocaron un creciente 
distanciamiento del gobierno de Washington, que 
terminó en franco enfrentamiento. Por último, en 
enero de 1914 Huerta suspendió el pago de la deu- 
da externa, lo que cerró la posibilidad de contratar 
un nuevo crédito del exterior. Todo esto tuvo trá- 
gicas consecuencias para su gobierno, que perdió 
los ricos estados norteños, junto con las aduanas 
fronterizas y el aprovisionamiento de armas desde 
Estados Unidos. 

La derrota definitiva era previsible: a finales de 
abril de ese año la marina norteamericana ocupó 
Veracruz para impedir que un envío de armas eu- 


Trenes villistas y vagón del Gral. Francisco Villa en la estación de 
Aguascalientes, diciembre de 1914. O sinaro, Conaculta, INAH. 
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ropeas llegara al gobierno de Huerta. Éste, deses- 
perado por la falta de armas y por la pérdida de los 
ingresos que le proporcionaba la principal adua- 
na del país, aumentó varios impuestos y forzó al 
Congreso para que autorizara un endeudamiento 
interno hasta por 100 millones de pesos, impo- 
niendo préstamos forzosos a empresas y depósitos 
bancarios. Además, obligó a los hacendados a que 
cooperaran con los gastos militares, armando y 
pertrechando a sus trabajadores. Aunque logró re- 
caudar casi la mitad de esa cantidad de los grandes 
bancos y casas comerciales, el resultado de tales 
medidas fue desfavorable: Huerta perdió el apoyo 
político del sector social que más lo había respal- 


dado a su llegada al poder. 


Venustiano Carranza con su guardia de honor ante el paso del 
Ejército Constitucionalista por el zócalo, México, D.E, 1914. 
O SINAFO, Conaculta, INAH. 


A pesar del derrumbe del gobierno huertista, 
el arribo al centro de los ejércitos norteños dis- 
tó de ser un paseo triunfal. Los conflictos entre 
Carranza y Villa eran abiertos y constantes. Lue- 
go de algunos meses de residir en Sonora, don 
Venustiano se trasladó a Chihuahua a finales de 
marzo de 1914, para tratar de imponer su auto- 
ridad sobre Villa. Los desacuerdos provenían de 
sus diferencias socioeconómicas: tenían distintas 
razones para participar en la Revolución y sus pro- 
cedimientos eran radicalmente distintos; lo mis- 
mo podría decirse de sus propuestas para resolver 
los problemas nacionales. El dilema de Carranza 
era que necesitaba a Villa para emprender la cam- 
paña final contra Huerta, pero no quería que en- 
trara triunfante en la ciudad de México. Para ello 
comenzó a obstaculizar su avance hacia el centro 
del país: dejó de surtirle carbón, imprescindible 
para mover sus ferrocarriles; trató de escindir la 
División del Norte, asignándole dobles objetivos, 
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y dispuso que ese ejército permaneciera en el nor- 
te, que era su responsabilidad geográfica; para ello, 
don Venustiano decidió que, de Zacatecas al sur, 
la recuperación de esa zona del país le correspon- 
día al Ejército del Centro, jefaturado por Pánfilo 
Natera. Todas estas disposiciones casi provocaron 
la separación de Villa, amenaza que se resolvió 
en el Pacto de Torreón, de principios de julio de 
1914: Carranza y Villa seguirían reconociéndose 
mutuamente, y este último no pasaría de Zacate- 
cas; al momento de triunfar se convocaría a una 
convención de generales constitucionalistas para 
que, juntos, propusieran las reformas políticas y 
sociales que el país requería. 

La llegada al centro de los ejércitos norteños 
trajo importantes secuelas políticas, económicas y 
sociales. Provocó la huida —o el ocultamiento— 
de las autoridades huertistas regionales y de los pro- 
pietarios de haciendas y otros negocios. Las auto- 
ridades militares carrancistas y obregonistas, junto 
con algunos políticos maderistas locales, tomaron el 
control de las instituciones gubernamentales, para 
lo que fueron apoyados, a cambio de varias conce- 
siones agrarias y laborales, por los sectores populares 
de cada lugar. Muchas regiones del centro conocie- 
ron entonces, a mediados de 1914, la violencia re- 
volucionaria. El abandono de las haciendas por sus 
propietarios y capataces, junto con la politización 
de los campesinos o su incorporación a alguna de 
las fuerzas carrancistas u obregonistas, provocaría 
una grave escasez alimentaria el año siguiente. 

En términos generales, la guerra contra Huer- 
ta había dañado gravemente la agricultura y casi 
había hecho desaparecer la ganadería norteña; asi- 
mismo, la destrucción de ferrocarriles —o su uso 
para fines militares— había afectado la industria 
y la minería por la dificultad para abastecerse de 
insumos y para distribuir sus productos. Además, 
las desordenadas y profusas emisiones de papel 
moneda, hechas por cada facción rebelde, a las 
que se deben agregar las emisiones gubernamenta- 
les, provocaron el colapso del sistema monetario, 
lo que a su vez trajo la inflación y la devaluación 
como consecuencias inevitables. 
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Las alternativas revolucionarias 


El proceso revolucionario comenzó una nueva eta- 
pa cuando los ejércitos del Noreste y del Noroeste 
tomaron la ciudad de México a mediados de 1914, 
tras derrotar al gobierno y ejército huertistas; esa 
victoria se plasmó en los Acuerdos de Teoloyucan, 
firmados el 13 de agosto, que disolvieron el Ejér- 
cito Federal. A partir de ese momento los ejércitos 
rebeldes se convirtieron en gobierno, para lo que 
carecían de capacidad y experiencia. Los retos eran 
enormes: pacificar al país; satisfacer los reclamos 
socioeconómicos de los sectores que habían hecho 
la Revolución, y extender su dominio a todo el te- 
rritorio, lo que implicaba imponer autoridades y 
su proyecto en regiones donde no contaban con 
cuadros y donde las élites no se habían debilitado. 


Francisco Villa firma la bandera durante la Convención 
de Aguascalientes, diciembre de 1914. 
O 38774 SINAFO, Conaculta, INAH. 
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Sin duda el problema mayor era que las faccio- 
nes revolucionarias estaban profundamente dividi- 
das, sin posibilidad de llegar a un acuerdo, pues sus 
diferencias eran esenciales, de origen socioeconó- 
mico y con claras expresiones político-ideológicas. 
Comprensiblemente, cada facción pretendió que 
prevaleciera su proyecto de nación. Cierto es que se 
intentó llegar a un acuerdo pacífico, y algunos op- 
timistas creyeron que ésa era la función primordial 
del Pacto de Torreón, pero rápidamente quedó en 
evidencia la verdadera naturaleza de ese compro- 
miso: era el intento de crear un gobierno alterna- 
tivo al de Carranza. 

Las sesiones iniciales tuvieron lugar en la ciudad 
de México durante los primeros días de octubre. Los 
villistas se habían negado a asistir y los zapatistas no 


Francisco Villa y Emiliano Zapata entrando a la ciudad de México, 
1914. O 6131 sinaFO, Conaculta, INAH. 


habían sido invitados. Sin ellos el objetivo recon- 
ciliador y unificador no podría cumplirse. Todavía 
motivados por el objetivo original, los delegados, 
todos constitucionalistas pero no necesariamente 
carrancistas, acordaron trasladarse a la ciudad de 
Aguascalientes, población equidistante entre la ca- 
pital del país y el territorio dominado por los vi- 
llistas. Éstos no sólo asistieron sino que lo hicieron 
en gran número, lo que les permitió imponer la 
propuesta de invitar al zapatismo. Cuando llega- 
ron los delegados surianos se unieron al bloque an- 
ticarrancista, conformado, a pesar de sus grandes 
diferencias, por algunos delegados independientes 
y por los representantes del villismo. Declarada 
“soberana”, la Convención exigió que Carranza le 
entregara el mando gubernamental. A principios 
de noviembre don Venustiano abandonó la ciudad 
de México, pero sin renunciar al poder, y se tras- 
ladó a Veracruz, población que consideraba menos 
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vulnerable que la capital del país, y además auto- 
suficiente: era la primera aduana. 

Carranza comenzó inmediatamente a prepa- 
rarse para la nueva contienda. Por su parte, Villa, 
al frente de las fuerzas de la Convención, se lanzó a 
ocupar la ciudad de México, donde se encontró a 
principios de diciembre con Emiliano Zapata. Los 
dos caudillos se comprometieron a una alianza po- 
lítica y militar mediante el Pacto de Xochimilco, 
que establecía la colaboración entre sus respectivos 
ejércitos y la aceptación del Plan de Ayala por parte 
del villismo. El estallido de una nueva guerra —la 
“guerra de facciones”— era inminente. Los pro- 
nósticos iniciales favorecían a la Convención. Los 
partidarios de Carranza, ahora únicos constitucio- 
nalistas, sólo dominaban el estado de Veracruz y 
sus ejércitos estaban conformados por las fuerzas 
de Álvaro Obregón y Pablo González: el primero 
hábil pero de cuya lealtad se dudaba; el segundo 
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leal pero de reconocida torpeza. En cambio, los 
convencionistas dominaban casi todo el norte y 
el centro del país y contaban con la poderosísima 
División del Norte y con el ejército zapatista, del 
que se desconocía su dimensión y capacidad, pero 
que inspiraba en el común de la gente un temor 
generalizado. 

El resultado contrarió diametralmente el vati- 
cinio. En menos de un año el ejército villista fue 
vencido de manera rotunda. Las causas de su de- 
rrota fueron políticas, sociales, económicas y mi- 
litares. En principio, en unas cuantas semanas los 
dos grupos populares, el villista y el zapatista, se 
enfrentarón con el gobierno convencionista, inte- 
grado por ex constitucionalistas como Eulalio Gu- 
tiérrez, Eugenio Aguirre Benavides, Lucio Blanco 


Francisco Villa y Emiliano Zapata en Palacio Nacional, 6 de 
diciembre de 1914. O 5656 siNaFO, Conaculta, INAH. 
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MArpa 3. EJÉRCITOS REBELDES (1916-1920) 
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y José Vasconcelos, pertenecientes a las clases me- 
dias. Con esa separación, Villa y Zapata perdieron 
a los pocos elementos que tenían con capacidad 
gubernamental y visión nacional, únicos que ha- 
brían podido atraer para la Convención el apoyo 
de algunos sectores de las clases medias y altas. La 
facción convencionista sufrió siempre un caos gu- 
bernamental, pues sus tres sucesivos encargados 
del Poder Ejecutivo —Roque González Garza y 
Francisco Lagos Cházaro, además de Eulalio Gu- 
tiérrez— dependían de los dos grandes caudillos 
populares, y constantemente tuvieron conflictos 
con los principales delegados a las asambleas de la 
Convención o con algunos miembros notables de 


El presidente Venustiano Carranza acompañado de Álvaro Obregón y 
Luis Cabrera, mayo de 1917. O sINAFO, Conaculta, INAH. 


sus gabinetes. En cambio, los constitucionalistas 
contaban con un solo líder máximo, con facultades 
en lo político y lo militar; además, Carranza era un 
líder con capacidad, experiencia y legitimidad. 
Igualmente grave resultó que no se cumpliera 
el Pacto de Xochimilco, pues los villistas pelearon 
duramente en varios frentes —el Bajío, el occiden- 
te, el Ébano y el norte— a lo largo de la primera 
mitad de 1915, mientras los zapatistas estaban de- 
dicados a reorganizar la estructura agraria more- 
lense y a reanimar los gobiernos locales a partir 
de las autoridades tradicionales de los pueblos. Es 
indiscutible que la alianza convencionista no llegó 
a fructificar, pues los zapatistas nunca obstaculiza- 
ron la línea de abastecimiento constitucionalista 
que surgía de Veracruz y se dirigía por varios ca- 
minos al centro del país. La alianza entre villistas y 
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zapatistas fue tardía y considerablemente artificial. 
Sus diferencias sociales se reflejaban en sus aspira- 
ciones y proyectos, y también en sus distintos pro- 
cedimientos bélicos. Si bien ambos pertenecían a 
los sectores populares, unos, la gente de Zapata, 
eran campesinos tradicionales, mientras que los 
otros, la de Villa, incluían mineros, ferrocarrileros 
y vaqueros, más dispuestos a enfrentar una guerra 
distante que los surianos, de mentalidad defensiva. 
Conocer esas disparidades permitió a los constitu- 
cionalistas programar su estrategia militar: primero 
dedicarían todos sus esfuerzos a luchar contra los 
villistas, a sabiendas de que los zapatistas preferían 
dedicarse a labores sociopolíticas regionales. 

El contexto internacional también tuvo reper- 
cusiones en el conflicto mexicano. En agosto de 
1914 estalló la primera guerra mundial, que trajo 
enormes consecuencias en el mercado internacio- 
nal de armas y municiones. Hasta entonces los tres 


Toma de Columbus, 1916. Biblioteca del Congreso, 
Washington, DC. 


ejércitos norteños habían dependido de la produc- 
ción estadounidense, pero ahora ésta se destinaría 
a los países aliados. Los más afectados fueron los 
villistas, pues los carrancistas habían trasladado a 
Veracruz la fábrica de cartuchos y el taller de ar- 
mas que encontraron a su llegada a la capital del 
país. El villismo tuvo que buscar el mercado clan- 
destino, considerablemente limitado y muy caro. 
Lo grave fue que la carestía sobrevino justo 
cuando los recursos de Villa comenzaban a redu- 
cirse. En Morelos se había optado por entregar las 
tierras de las haciendas a los pueblos en lugar de 
establecer una organización estatal que las explo- 
tara para proporcionar recursos al ejército zapa- 
tista, para lo cual sólo contaban con las minas de 
Taxco. A su vez, en Chihuahua habían terminado 
por consumirse los productos agropecuarios que 
antes se cambiaban por dólares o armas. De otra 
parte, al principio del conflicto los villistas con- 
taban con las aduanas de Piedras Negras, Nuevo 
Laredo y Matamoros, así como algunas otras en 
las fronteras chihuahuense y sonorense, pero las 
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perdieron en la segunda mitad de 1915. Las li- 
mitaciones económicas no sólo complicaron la 
adquisición de armas en un mercado que se ha- 
bía encarecido en poco tiempo, sino que también 
dificultó pagar los salarios de la tropa y conseguir 
nuevos reclutas. En cambio, los constituciona- 
listas se establecieron en regiones del centro, del 
oriente, del sur y del sureste que no habían sido 
escenarios de la violencia revolucionaria, por lo 
que sus cultivos y zonas industriales se mantenían 
en buenas condiciones. Más aún, los constitucio- 
nalistas disponían de la importante aduana de 
Veracruz y controlaban las zonas donde se extraía 
petróleo, lo que les proporcionaba considerables 
divisas. Lo mismo podría decirse del henequén 
yucateco y, desde finales de 1915, del algodón 
que se cultivaba en la Comarca Lagunera. 

Pueden consignarse otros renglones en los 
que las ventajas de los constitucionalistas fueron 
significativas como, por ejemplo, su expansión al 
centro, oriente, sur y sureste, que les dio, además 
de recursos económicos y bienes de consumo, 
contingentes humanos para hacerse de reclutas. 
Su expansión por el país también les dio legiti- 
midad y una creciente perspectiva nacional. Para 
poder realizar esta expansión, y para luego benefi- 
ciarse debidamente de ella, desde agosto de 1914 
los constitucionalistas confiscaron la empresa Fe- 
rrocarriles Nacionales, lo que les permitió atender 
sus propias exigencias militares, comerciales y de 
abastecimiento alimentario. Los constituciona- 
listas adoptaron también una atinada estrategia 
sociopolítica: buscando evitar que la Convención 
consiguiera el respaldo de los elementos populares 
del país, a principios de 1915 promulgaron una 
ley agraria —el 6 de enero— y firmaron —el mes 
siguiente— un convenio de colaboración con la 
Casa del Obrero Mundial, que federaba varias or- 
ganizaciones obreras, las que a cambio de deter- 
minadas concesiones organizaron algunos “bata- 
llones rojos”. 

Durante la mayor parte de la guerra entre las 
dos grandes facciones revolucionarias, la ciudad de 
México estuvo controlada por los convencionistas. 
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Paradójicamente, si bien esto aparentaba superio- 
ridad, lo cierto es que ocupar la capital del país era 
muy costoso y problemático. Implicaba alimentar 
la mayor concentración demográfica nacional en 
un momento en el que escaseaban los productos 
agropecuarios. También les creó enormes dificul- 
tades establecer la vigilancia policial y el cuidado 
sanitario adecuados, pues el hambre y la guerra 
provocaron la aparición de un par de epidemias y 
los varios cambios de gobierno de los últimos años 
habían afectado a las corporaciones responsables 
de la seguridad. 

Más consecuencia que causa de la victoria 
constitucionalista, en octbre de 1915 el gobier- 
no estadounidense otorgó su reconocimiento di- 
plomático al gobierno de Carranza, y lo mismo 
hicieron Alemania y Gran Bretaña en los meses 
siguientes, lo que lo ayudó en forma sustantiva a 
consolidar su triunfo. 


Hacia el nuevo Estado 


Después de vencer a las fuerzas villistas el carran- 


cismo pudo iniciar su etapa gubernamental, lo que 
no significa que esta estuviera exenta de gravísimas 
dificultades. Muchos ámbitos de la actividad eco- 
nómica seguían estando muy afectados, al grado 
de enfrentar una severa escasez alimentaria y una 
fuerte inflación. Los problemas sociales eran igual- 
mente dramáticos: desde finales de 1915 y por los 
siguientes dos años se padecieron epidemias; sobre 
todo, la de tifo causó estragos en varias regiones del 
país. Con toda seguridad, el problema militar fue 
el predominante: era necesario seguir reduciendo 
al villismo, controlar la región dominada por el 
zapatismo y combatir las rebeliones de Manuel Pe- 
láez y su ejército mercenario en la zona petrolera; 
de Félix Díaz, en la región central de Veracruz; 
de los “soberanistas” oaxaqueños, contrarios a la 
llegada del constitucionalismo a su estado; de los 
finqueros chiapanecos, también conocidos como 
“los mapaches”; la lucha del bandolero michoa- 
cano José Inés Chávez García, así como los mo- 
vimientos armados en San Luis Potosí y Tlaxcala, 
que tenían como jefes a los hermanos Cedillo y 
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a los hermanos Arenas, respectivamente (véase el 
mapa 3). 

El problema más grave en 1916 fue, además de 
militar, diplomático. Puede resumirse así: en ven- 
ganza por el reconocimiento diplomático de Esta- 
dos Unidos a Carranza, Villa hizo una breve pero 
violenta incursión contra el pueblo de Columbus, 
en Nuevo México, a la que el gobierno estadouni- 
dense respondió con una “expedición punitiva” 
que persiguió —infructuosamente— a Villa por 
cerca de un año, a partir de marzo de 1916, en el 
extremo norte del país. La “expedición punitiva” 
agrió las relaciones entre Washington y el gobierno 
de Carranza: se suspendió cualquier tipo de ayuda 
estadounidense —financiera o de armamento— 
y aumentó el nacionalismo entre las autoridades 
constitucionalistas, como lo reflejaron algunas 
posturas asumidas en el Congreso Constituyente, 
que comenzó sus sesiones a finales de 1916. 

Pese a todo, el año de 1916 implicó mejorías 
en varios renglones. El gobierno superó la situa- 
ción de bancarrota en que se encontraban sus fi- 
nanzas gracias a los ingresos provenientes de algu- 
nos productos de exportación que gozaban de am- 
plia demanda en el mercado internacional debido 
a la primera guerra mundial, como el petróleo y el 
henequén, y también al cobro de algunos impues- 
tos interiores. Además, buscó reordenar el sistema 
bancario y acabar con el caos monetario, retirando 
las emisiones anteriores y lanzando a la circulación 
un billete con dos pretensiones: ser nacional y ser 
“infalsificable”. Desafortunadamente, este billete 
también redujo su valor, y la estabilización de la 
moneda tardó un par de años en consolidarse, no 
obstante lo cual desde finales de 1916 la inflación 
empezó a disminuir. Por último, tratando de re- 
mediar la muy baja producción agrícola, a fines 
de 1915 se creó la Dirección General de Bienes 
Intervenidos, para administrar y poner a producir 
las propiedades rurales incautadas durante la lucha 


Don Venustiano Carranza, Álvaro Obregón, Pablo González y jefes 
de la Revolución en la hacienda de Guadalupe, donde se firmó el 
Plan, ca. 1917. Archivo General de la Nación. 
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armada. Algunas haciendas fueron devueltas a sus 
propietarios, aunque ello no los hacía inmunes al 
proceso de reparto agrario legal que por entonces 
comenzaba. Todas estas medidas son prueba con- 
tundente de que el constitucionalismo había de- 
jado de ser una facción revolucionaria y se había 
convertido en gobierno. 

La principal expresión del triunfo de la fac- 
ción constitucionalista fue la elaboración una nue- 
va constitución, la que debía normar y orientar al 
nuevo Estado mexicano, producto de ese gran reen- 
cauzamiento del proceso histórico nacional que 
era la Revolución. A pesar de que los que se defi- 
nieron como constitucionalistas se habían lanzado 
a la lucha contra Huerta con el objeto de restau- 
rar el orden legal emanado de la Constitución de 
1857, las limitaciones que ésta había mostrado 
desde que fue promulgada y su falta de considera- 
ción a las comunidades campesinas, que eran uno 
de los grupos más activos en la lucha revolucio- 
naria, obligaron a que se optara por transitar a un 
nuevo texto constitucional. Además, era preciso 
incorporar las concesiones hechas a los campesi- 
nos y obreros mediante los muchos decretos de 
contenido social dictados desde los años de la lu- 
cha contra Huerta. 

Para alcanzar este propósito se convocó un 
congreso constituyente para finales de 1916. Los 
diputados serían elegidos en todas las regiones 
del país. Así, a diferencia de los delegados a las 
sesiones de la Convención, que eran o represen- 
taban a los jefes de los ejércitos revolucionarios, 
los constituyentes de 1916 y 1917 representaban 
a los habitantes de la República, lo que les daba 
mayor legitimidad. Había una restricción insal- 
vable: no podían ser elegidos diputados quienes 
fueran o hubieran sido enemigos del constitu- 
cionalismo. El mensaje era elemental: se buscaba 
que los vencedores en el proceso revolucionario 
diseñaran el México del futuro. Si ellos habían 
destruido el “antiguo régimen”, a ellos les corres- 
pondía construir el nuevo estado. Esto no impli- 
ca que entre los diputados hubiera una completa 
homogeneidad, pues la facción constitucionalista 
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estaba conformada por una abigarrada variedad 
de grupos y corrientes de diferentes característi- 
cas socioeconómicas y, por lo tanto, con distintos 
proyectos de país. Fue por esto que hubo varias 
polémicas entre diputados de corte progresista y 
otros de tendencia más moderada. 

La nueva constitución no fue la propuesta más 
radical del decenio. Lo que es incuestionable es que 
fue el único planteamiento que contemplaba una 
reorganización nacional completa. Comprendía los 
principales temas políticos, diplomáticos, econó- 
micos, sociales y culturales. Además, los abarcaba 
desde la más amplia perspectiva geográfica, con 
alcance nacional. Si los estados más activos en la 
lucha revolucionaria, o sea en la destrucción del 
“antiguo régimen”, fueron Chihuahua, Sonora, 
Coahuila y Morelos, el diseño del nuevo Estado 
lo hicieron las entidades con mayor número de di- 


Sepelio de Zapata, 10 de abril de 1919. O 4709 sinaFo, 
Conaculta, INAH. 


putados, lo que dependía del número de habitan- 
tes —como Jalisco, Guanajuato o Veracruz, entre 
otros—, aunque su influencia en el conflicto arma- 
do hubiera sido menor. 

En términos políticos, la Constitución de 
1917 otorgó más facultades al Poder Ejecutivo que 
al Legislativo. Otra característica fue el predominio 
que confirió al gobierno federal sobre los poderes 
estatales y locales; o sea, resultó una constitu- 
ción presidencialista y centralista. También fue una 
constitución estatista, pues daba al gobierno facul- 
tades en materia de propiedad y en temas econó- 
micos, sociales y culturales, buscando construir un 
estado fuerte, incluso intervencionista. En efecto, 
varios de sus preceptos implicaban un gran giro 
en las condiciones institucionales de la actividad 
económica. En primer lugar, el artículo 27 reivin- 
dicaba a la nación como propietaria de la tierra 
y del subsuelo, transformando la propiedad pri- 
vada en una mera concesión estatal. Esta nueva 
postura trajo enormes conflictos con los hacen- 
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dados —nacionales o extranjeros— pues obligaba 
al gobierno a modificar la estructura de la propie- 
dad agraria, expropiando a los hacendados y res- 
tituyendo o dotando de tierras a los campesinos. 
También dio lugar a constantes y severos conflic- 
tos con las compañías petroleras. 

Otro cambio fundamental, con hondas reper- 
cusiones económicas, políticas y sociales, fue el que 
produjo el artículo 123, que significó varios cam- 
bios en el ámbito laboral, como la legalización de 
los sindicatos y del derecho de huelga, así como el 
establecimiento de una jornada máxima de labo- 
res —ocho horas— y de un salario mínimo. Estas 
disposiciones, así como asignar la responsabilidad 
de los accidentes laborales al empleador, provoca- 
ron claros rechazos entre el empresariado, por lo 
que el gobierno trató de aminorar las tensiones 
mediante el inicio de una política de fomento a la 
actividad industrial. Obviamente, los cambios pro- 
metidos en ambos artículos sólo pudieron llevarse 
a la práctica varios años después, cuando el gobier- 


no alcanzó la fuerza suficiente para imponerlos y 
pudo expedir las leyes reglamentarias necesarias. 

La puesta en vigor de la Constitución y el ini- 
cio de la presidencia constitucional de Carranza, 
en mayo de 1917, fueron el arranque formal del 
Estado posrevolucionario. Sin embargo, no fue 
hasta 1920 cuando cesó la lucha armada y se deli- 
nearon las características que realmente marcarían 
al Estado mexicano por varios decenios, cuyo ele- 
mento esencial fue el liderazgo de una clase media 
revolucionaria no radical, sustentado en un gran 
pacto con los sectores populares. 

La presidencia de Carranza enfrentó varios pro- 
blemas graves. Los principales en el ámbito políti- 
co consistieron en el intento de implementar prin- 
cipios y procedimientos poco usados en el país. 
Para comenzar, después de más de treinta años de 
Porfiriato y de siete de guerra revolucionaria, en 


Firma del Plan de Agua Prieta, 23 de abril de 1920. O 33332 
SINAFO, Conaculta, INAH. 
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los que los procesos electorales padecieron irregu- 
laridades de diversa índole, se tenía que empezar 
a elegir desde presidente de la República hasta 
presidentes municipales, además de gobernadores, 
senadores y diputados —nacionales y locales—, a 
pesar de que se carecía de la cultura electoral y de 
las instituciones partidistas adecuadas. Además, las 
autoridades militares, tan poderosas durante los úl- 
timos años, tenían ahora que supeditarse a las 
autoridades civiles. Sobre todo, debían ponerse en 
práctica las libertades de expresión y asociación 
que garantizaba la nueva Carta Magna. Aplicar los 
preceptos llamados jacobinos de la Constitución 
(los artículos 3” y 130) habría de crear graves con- 
flictos en algunas regiones. 

Aunque la problemática militar no era tan 
grave como en los años previos, Carranza tenía 
que continuar la lucha contra las fuerzas villistas 
y zapatistas, contra los ejércitos llamados contra- 
rrevolucionarios y contra un par de movimientos 
armados regionales. Para colmo, no eran pocos los 
grupos de bandoleros que asolaban el país, pro- 
ducto de la desintegración de los grandes ejérci- 
tos y de la crítica situación económica. Lo que se 
logró en esta materia fue insuficiente debido a la 
diversidad y amplitud geográfica de las campañas 
que debían organizarse, a la indisciplina y corrup- 
ción reinantes en el ejército carrancista y a su es- 
casez de armas, pues el ingreso de Estados Unidos 
al conflicto bélico en Europa, en abril de 1917, 
afectó gravemente al ejército carrancista. Aun así, 
si bien Carranza no acabó con todos los ejércitos 
rebeldes, sí obtuvo avances apreciables en cuanto a 
la pacificación nacional: Chávez García murió en 
1918; Zapata fue víctima de una celada en abril de 
1919; a finales de ese año fue fusilado el ex villis- 
ta Felipe Ángeles; también fallecieron Aureliano 
Blanquet, principal colaborador de Huerta y lue- 
go lugarteniente de Félix Díaz, y José Inés Dávila, 
líder del movimiento “soberanista” de Oaxaca. 

Los conflictos militares se vinculaban con los 
problemas económicos, pues la producción de 
alimentos siguió deprimida, continuaron las difi- 
cultades de abasto y buena parte del presupuesto 


gubernamental debía dirigirse al renglón militar 
en lugar de asignarse a revitalizar la economía. El 
país llevaba ya siete años de perturbaciones que 
perjudicaban las actividades productivas, en es- 
pecial en las zonas agrícolas y mineras del norte. 
Muchas propiedades fueron confiscadas y otras 
padecieron exacciones constantes por diversas fac- 
ciones revolucionarias. Asimismo, muchos nego- 
cios fueron abandonados por sus dueños, gerentes 
y capataces, y un número enorme de trabajadores 
se incorporó a alguna fuerza armada. Por su parte, 
el colapso del sistema ferroviario, ya fuera por la 
destrucción de vías o trenes o por su uso para fines 
militares, asestó severos golpes a la distribución de 
productos agropecuarios de consumo y a la activi- 
dad industrial. La crisis del sistema bancario, que 
había empezado con los préstamos forzosos du- 
rante el huertismo, alcanzó su culminación con la 
incautación de los bancos en diciembre de 1916. 
Al mismo tiempo, la primera guerra mundial im- 
puso cambios significativos en las relaciones eco- 
nómicas con el exterior: por un lado, obstaculizó 
las inversiones y los flujos comerciales europeos, 
y provocó que éstos se concentraran en Estados 
Unidos; por el otro, alentó cierto crecimiento del 
comercio latinoamericano, particularmente con 
Argentina y, en menor medida, con Chile, países a 
los que se exportó petróleo. Pese a las restricciones 
al comercio por el Atlántico, las necesidades de la 
marina de Estados Unidos y de Inglaterra impul- 
saron el auge de la industria petrolera. 

La primera guerra mundial provocó también 
serios problemas diplomáticos. Para comenzar, 
el gobierno norteamericano presionó para que el 
mexicano actuara en favor de los países aliados, a 
lo que Carranza respondió que México permane- 
cería neutral en el conflicto. A su vez, Alemania 
buscó provocar un enfrentamiento entre Estados 
Unidos y México mediante la alianza militar que 
ofreció en secreto el canciller Arthur Zimmer- 
mann, para que buena parte de las fuerzas milita- 
res estadounidenses se tuvieran que emplear en un 
hipotético frente mexicano en lugar de ser envia- 
das a Europa. Aunque Carranza rechazó el proyec- 
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to de apoyo alemán para recuperar los territorios 
perdidos en 1848 a cambio de que atacara a los 
estadounidenses, su gobierno fue considerado ger- 
manófilo, lo que le acarreó conflictos y presiones 
de Washington por el resto de su mandato. 

Sin embargo, más que buscar un castigo para 
Carranza, pues ello podría generar un clima nacio- 
nalista contraproducente para los cuantiosos inte- 
reses estadounidenses, Woodrow Wilson prefirió 
esperar al proceso electoral, que debía tener lugar 
a mediados de 1920, para influir en él y lograr que 
fuera elegido como presidente mexicano alguien 
más favorable a su país. Las elecciones enfrenta- 
rían al general Álvaro Obregón, como candidato 
independiente con fuertes apoyos en el ejército y 
entre los políticos revolucionarios, con el candi- 
dato de Carranza, el ingeniero Ignacio Bonillas, 
embajador suyo en Washington, poco conocido 
entre los políticos y soldados revolucionarios o la 
opinión pública. Además de que el gobierno nor- 
teamericano prefería a Obregón, éste contaba con 
la institución de mayor organización, presencia 
territorial e influencia política del país: el Ejérci- 
to Nacional. Además, Carranza perdió los apoyos 
que podría haber tenido en la milicia al no esco- 
ger al general Pablo González como sucesor. Por si 
esto fuera poco, el mayor de los partidos políticos 
existentes, el Partido Liberal Constitucionalista, 
optó por respaldar también a Obregón y lo mismo 
haría el Partido Laborista, fundado en 1919. 

y Ante la debilidad de la campaña en favor de 
Bonillas y la fuerza creciente de la candidatura 
de Obregón, el presidente y sus allegados recurrie- 
ron a tácticas autoritarias. Por ejemplo, se nombró 
un jefe de Operaciones Militares en Sonora muy 
leal a Carranza, para tratar de prevenir cualquier 
rebelión estatal, y se trató de anular la candidatu- 
ra de Obregón involucrándolo con las actividades 
de un jefe rebelde que operaba en Veracruz. En 
respuesta, a finales de abril de 1920 los seguidores 
de Obregón lanzaron el Plan de Agua Prieta, en 
el que se desconocía el gobierno de Carranza. La 
revuelta fue breve e incruenta, pues, seguramente 
por la popularidad de Obregón y el antimilitaris- 
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mo de Carranza y de Bonillas, el Ejército Nacio- 
nal se pasó masivamente al lado de los insurrectos. 
A pesar de su brevedad, el movimiento de Agua 
Prieta fue muy importante, pues no sólo condujo 
al poder a un nuevo grupo gobernante, el de los 
sonorenses, sino que dio inicio al verdadero estado 
posrevolucionario. 
tistas se estableció un gobierno encabezado por la 
clase media revolucionaria —Obregón, Plutarco 
Elías Calles y Adolfo de la Huerta, entre otros—, 
que no tenía mayores vínculos con el “antiguo ré- 
gimen”, como sí los tenía Carranza. Además, la re- 
vuelta de Agua Prieta fue una lucha unificadora, 
integradora. Así, villistas, zapatistas y demás gru- 
pos de ex revolucionarios a quienes el gobierno de 
Carranza había tratado como rebeldes, ahora fue- 
ron incorporados al nuevo aparato gubernamental 
o pudieron volver tranquilamente a la vida pacífi- 
ca. Asimismo, el nuevo régimen estableció rápida- 
mente fuertes alianzas con los principales sectores 
populares, representados por ligas agrarias locales y 
agrupaciones obreras como la Confederación Re- 
gional Obrera Mexicana —CrROM—, fundada en 
1918. Dicha alianza aseguraba el respaldo político 
a cambio de concesiones sociales que Carranza no 
había estado dispuesto a otorgar. | 

La naturaleza del nuevo régimen no puede ser 
definida como radical. Sin embargo, fue el resulta- 
do lógico del proceso conocido como Revolución 
mexicana, misma que se puede sintetizar como un 
proceso bélico y sociopolítico de casi diez años de 
duración, que implicó la movilización y el ascenso 
de los sectores medios y populares, y también la 
sustitución de las élites porfirianas. La Revolución 
comenzó encabezada por miembros disidentes de 
esas élites, como Madero, apoyados por numerosos 
grupos de clase media y algunos elementos po- 
pulares. Posteriormente la clase media asumió el 
control y el liderazgo, y creció en importancia la 
participación popular, encauzada por el villismo y 
el zapatismo. El nuevo Estado no resultó demo- 
crático, objetivo que sólo había planteado el gru- 
po maderista. Resultó, en cambio, un Estado con 


>, En efecto, a partir del triunfo de los aguaprie- 
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GRÁFICA 1 


COMPOSICIÓN DE LAS EXPORTACIONES MEXICANAS DE MERCANCÍAS, 1910-1920 
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Nota: elaborada con base en las estadísticas oficiales de México y de sus principales socios comerciales, a apartir 
de una muestra de productos que suma alrededor de 90% del valor total de las exportaciones en cada año. 


una clara identidad nacionalista, autoritario pero 
ampliamente legitimado y estable, ya que contó 
con grandes apoyos populares y con la conduc- 
ción de un grupo político-militar hábil y flexible, 
procedente de la clase media. Aun cuando la nue- 
va dirigencia no era radical, entendió la necesidad 
de satisfacer los principales reclamos de los grupos 
populares que habían participado decisivamente 
en la lucha revolucionaria. La conformación que 
este grupo daría al régimen político se prolongaría 
hasta cerca de 1940, pero marcó para siempre el 
futuro del país, por lo que resulta incuestionable 
afirmar que la Revolución mexicana fue el aconte- 
cimiento nacional más importante del siglo Xx. 


BALANCES DEL DECENIO 


El impacto económico de la Revolución 

La repercusión que la Revolución tuvo sobre la 
economía mexicana no fue la de una destrucción 
generalizada que provocara la destrucción del apa- 
rato productivo o que imposibilitara la realización 


de cualquier tipo de actividad económica. Aunque 
el estado de inestabilidad política, movilización so- 
cial y violencia afectó la economía durante la ma- 
yor parte del decenio, hubo algunos años, algunos 
sectores y algunas regiones en que se concentraron 
sus más graves efectos. En términos cronológicos, 
los efectos de la lucha revolucionaria en la econo- 
mía mexicana deben dividirse en antes y después 
de 1913. En el primer periodo, de finales de 1910 
a principios de 1913, el daño se limitó a tres regio- 
nes. Para comenzar, la lucha maderista contra el 
gobierno de Díaz fue breve y con pocos combates 
mayores. Además, se concentró en Chihuahua, la 
Comarca Lagunera y tardíamente en Morelos, lu- 
gares que sufrieron los pocos destrozos que hubo. 
Además, estas mismas regiones fueron los princi- 
pales escenarios de las rebeliones orozquista y zapa- 
tista contra el gobierno de Madero. Si bien algunos 
ámbitos de la economía —como los ferrocarriles y 
el comercio de importación— empezaron a sufrir 
las consecuencias de la guerra, la actividad produc- 
tiva siguió su marcha; de hecho, muchas empresas 
industriales pagaron dividendos hasta 1912. 
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El periodo de mayor violencia sobre la eco- 
nomía empezó con el estallido de la lucha cons- 
titucionalista en el norte del país, a principios de 
1913, y se mantuvo hasta el avance de los ejércitos 
revolucionarios hacia la ciudad de México duran- 
te el segundo tercio de 1914, cuando medio te- 
rritorio nacional quedó físicamente ocupado por 
los ejércitos norteños. La fase de impacto agudo 
se prolongó durante todo el año de 1915, debido 
a la guerra entre las facciones constitucionalista y 
convencionista, y continuó durante el siguiente 
año, aunque la situación comenzó a mejorar con 
la paulatina institucionalización del nuevo régi- 
men a partir de 1916. 

Aun cuando se puede hablar de actos de sa- 
queo y vandalismo por parte de algunos ejércitos, 
el proceso revolucionario no tuvo entre sus propó- 
sitos la destrucción de la propiedad. Más aún, ni 
la estrategia ni la tecnología militares desplegadas 
durante la contienda entrañaban un efecto des- 
tructivo severo sobre la riqueza material del país. 
Al contrario, los revolucionarios de cualquier ban- 
do tenían plena conciencia de la importancia de 
los recursos económicos, y antes que buscar ani- 
quilarlos intentaron generalmente adueñarse de 
ellos para hacerlos útiles a sus propósitos, some- 
tiéndolos a una racionalidad económica que be- 


neficiara a su facción, ayudándola a pagar haberes 
y a adquirir armas, pertrechos, alimentos y medi- 
cinas. Así, por ejemplo, Pablo González ocupó la 
Cervecería Cuauhtémoc, de Monterrey, en abril 
de 1914; los zapatistas operaron la fábrica textil 
de Miraflores desde agosto de 1914 hasta 1919; 
los villistas se dedicaron a vender ganado propie- 
dad de los hacendados del clan Terrazas, tanto en 
Estados Unidos, para hacerse de dólares con los 
cuales pagar salarios y comprar armas, como en 
los mercados de las poblaciones norteñas que iban 
conquistando, para ganar la simpatía de sus po- 
bladores por los ventajosos precios de venta; a su 
vez, Venustiano Carranza confiscó los Ferrocarri- 
les Nacionales a partir de 1915. Todo ello perjudi- 
caba la buena marcha de la actividad productiva, 
pero —salvo excepciones— sólo en forma tran- 
sitoria. Obviamente, esto no significa que la vio- 
lencia no haya tenido en determinados momentos 
graves efectos sobre algunas actividades, como la 
producción y comercialización de artículos agro- 
pecuarios, lo mismo que sobre la minería. 

La Revolución mexicana tuvo repercusiones di- 
ferenciadas sobre la economía, en términos geo- 


Billete de un peso del Gobierno Provisional de México, 1914. 
Colección particular. 
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GRÁFICA 2 


ESTRUCTURA DE LAS IMPORTACIONES, 1910-1920 
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Nota: elaborada con base en las estadísticas comerciales oficiales de México y sus principales socios comerciales. 


gráficos y sectoriales. Desde el punto de vista geo- 
gráfico es fácil identificar las distintas rep ercusiones 
de la guerra civil que fueron, por ejemplo, más 
severas en el campo que en la ciudad, lo que sig- 
nifica que la agricultura sufrió más daños que la 
actividad industrial. De igual forma puede reco- 
nocerse un efecto inmediato y considerable en los 
escenarios mismos de la guerra, por las incursiones 
de los ejércitos, las ocupaciones de poblaciones y 
propiedades y por la imposición de contribucio- 
nes forzosas. Asimismo, la radicalización política 
de los trabajadores se expresó en huelgas, paros y 
otras formas de movilización en las regiones del 
país donde hubo militares o políticos revolucio- 
narios. En términos generales, las zonas del norte 
sufrieron consecuencias directas más prolongadas, 
salvo la Península de Baja California. Por su parte, 
en la zona central del país se hicieron sentir los 
efectos de la violencia sobre la economía conforme 
al ritmo del avance y la confrontación de los ejér- 
citos entre 1914 y 1915. En la región centro-sur, 
escenario de las actividades zapatistas, también se 
padeció una actividad militar constante durante 
casi toda la década, lo que originó el desplome de 


las actividades agrícolas en el estado de Morelos y 
en las zonas adyacentes de Guerrero y Puebla. 

En cambio, las costas del Pacífico y del Golfo 
se vieron menos perjudicadas, y en el sur y sureste 
prácticamente no se sufrieron hechos de guerra. 
Las actividades de los grupos rebeldes de Tamau- 
lipas y Veracruz no impidieron que continuara la 
explotación petrolera ni la exportación de ciertos 
productos agrícolas. Asimismo, en regiones perifé- 
ricas no involucradas en la guerra siguieron verifi- 
cándose con regularidad las actividades económi- 
cas, como la producción de café en Chiapas y de 
henequén en Yucatán, o de cobre en la parte sur de 
la península bajacaliforniana y de algodón en su 
extremo norte. Sin embargo, incluso las áreas que 
se mantuvieron al margen de la contienda armada 
experimentaron cambios por la llegada de nuevas 
autoridades y de mandos militares diferentes. So- 
bre todo, aparecieron nuevos impuestos y leyes 
dictadas desde el centro de la República por la fac- 
ción triunfante, aplicables en todo el territorio. 

Aunque pueda parecer paradójico, incluso en 
el norte del país —el escenario bélico por excelen- 
cia— hubo una actividad económica permanente 
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a lo largo del decenio, aunque ésta padeció tan- 
tas adversidades que lo correcto sería considerarla 
como una economía “de guerra”. Así, los productos 
que se confiscaba a los hacendados se exportaban 
y se convertían en recursos para los revoluciona- 
rios: piénsese en el ganado de Chihuahua, Sonora 
y Coahuila, en el algodón de La Laguna y en la 
candelilla de las zonas áridas de Coahuila y Nuevo 
León, todo ello destinado masivamente al merca- 
do norteamericano, donde se realizaron grandes 
ventas entre 1913-1916. Acaso otra expresión de 
los cambios traídos por la violencia revolucionaria 
fue la reubicación geográfica de ciertas actividades: 
por ejemplo, la caída de la producción azucarera de 
Morelos —donde sí se experimentó una gran des- 
trucción de la planta productiva— propició el au- 
mento del cultivo de caña en la costa noroccidental 
del país, particularmente en el estado de Sinaloa. 
La guerra tampoco impidió que aumentaran 
las exportaciones de jitomate, garbanzo y otras 
leguminosas de la costa occidental del país, con 
jugosos beneficios para los revolucionarios que 
controlaban esa región. De hecho, algunos de 
ellos pronto se convirtieron en empresarios, pues 
sus actividades exportadoras fueron exitosas en 
la medida en que disponían de la red ferroviaria 
interna para transportar sus productos. Por esto 
mismo, y contra lo que muchas veces se ha dicho, 
la variedad de las exportaciones no disminuyó res- 
pecto a los parámetros del Porfiriato. Si a ello se 


suma el aumento de precios que tuvo lugar en el - 


mercado internacional entre 1914 y 1918, debido 
a la primera guerra mundial, se puede entender el 
aumento en el valor de las exportaciones durante 
los años más intensos de la guerra civil. En efecto 
(véase la gráfica 1), los productos agrícolas y mi- 
nerales siguieron siendo componentes fundamen- 
tales de la canasta de exportaciones, incluso en los 
años de mayor violencia revolucionaria. A su vez, 
las exportaciones de petróleo alcanzaron un gran 
auge en los últimos años del decenio. 

En contraste con las exportaciones, el comercio 
de importación experimentó con mayor rigor los 
efectos de la guerra civil. Por un lado, su valor no- 
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minal cayó precipitadamente, de 105 millones de 
dólares en 1910 a tan sólo 40 millones en 1914 
(sin contar el contrabando, que sin duda aumentó 
en esos años), para recuperarse lentamente en los 
dos años siguientes. Como aconteció con las ex- 
portaciones, hacia el final del decenio las importa- 
ciones adquirieron también un impulso inusitado 
al llegar a los 282 millones de dólares en 1920. Por 
otro lado, su composición varió a lo largo de la 
década: mientras que al principio predominaron 
las importaciones de bienes de producción, lo que 
reflejaba el proceso de modernización económica 
e industrialización que se venía llevando a cabo 
en el Porfiriato, en los años centrales de la guerra 
aquéllas fueron desplazadas por bienes de consu- 
mo, que pasaron de menos de 40 a 70% del valor 
total de las importaciones. Si en 1914 y 1915 un 
componente importante fueron los pertrechos de 
guerra, a partir de 1916 destacaron las adquisicio- 
nes de alimentos y manufacturas textiles, las cuales 
fueron eximidas temporalmente del pago de dere- 
chos de importación a fin de aliviar su escasez en 
el mercado interno (véase la gráfica 2). 

En conjunto, resulta claro que la composición 
de las importaciones refleja el impacto de la gue- 
rra, con la desarticulación del comercio interior, la 
falta de alimentos y, en ciertos momentos, el pre- 
dominio de las necesidades militares sobre las acti- 
vidades productivas. Otro cambio en el comercio 
exterior tiene que ver con su distribución geográ- 
ficaí desde 1914, a causa del estallido de la pri- 
mera guerra mundial, disminuyó abruptamente el 
comercio de Europa con México, lo que propició 
una mayor presencia estadounidense en la econo- 
mía mexicana: mientras que en 1910 poco más de 
50% de las importaciones procedían de Estados 
Unidos, para 1920 la proporción había crecido a 
tres cuartas partes de su valor total. 

Los ámbitos de la economía más gravemente 
dañados por el movimiento armado fueron el siste- 
ma financiero y monetario y la red ferroviaria, con 
amplias repercusiones en el resto de la actividad 
económica. Los efectos sobre las finanzas fueron 
graves y duraderos. En 1914 se suspendió el pago 
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de la deuda externa, y en septiembre de 1916 el 
gobierno carrancista decretó la incautación del sis- 
tema bancario. Ambas decisiones acentuaron el cli- 
ma de desconfianza y agudizaron la grave escasez de 
crédito que padecía la economía mexicana. Ningu- 
no de estos problemas se había resuelto en 1920. 
El problema monetario fue aún más serio en 
sus efectos, aunque menos duradero. Las dificul- 
tades empezaron cuando el gobierno de Huerta 
redujo el monto de las reservas legales de los ban- 
cos y aumentó la circulación de billetes de 117 a 
222 millones de pesos, entre noviembre de 1913 
y abril de 1914. Además, desde el comienzo de la 
lucha antihuertista, Venustiano Carranza decretó 
varias emisiones de billetes (entre ellos los llama- 
dos “bilimbiques”) y algunos gobiernos estatales 
realizaron también emisiones irregulares de papel 
moneda, como Ignacio Pesqueira en Sonora. Poco 


Refinería de la Compañía Mexicana de Petróleo El Águila, en 
Tampico, ca. 1914. Archivo Histórico de PEMEX. 


más tarde Francisco Villa hizo lo propio, por lo 
que puede decirse que el mercado estaba inunda- 
do con papel moneda de escaso valor y cuya acep- 
tación era impuesta a la población en la zona de 
influencia de cada uno de los ejércitos. Se estima 
que todas las emisiones irregulares juntas rebasa- 
ron los 1000 millones de pesos. Ello sucedía al 
mismo tiempo que una gran cantidad de moneda 
metálica abandonaba la circulación, ya porque se 
le atesorara o porque saliera del país —pese a que 
desde agosto de 1913 se prohibió esta práctica—, 
y cuando México se apartaba del patrón moneta- 
rio que había asumido en 1905, basado en el oro. 
El resultado de todo esto fue una devaluación que 
hizo caer la cotización del peso de 49.5 centavos 
de dólar en febrero de 1913 a siete centavos para 
julio de 1915, y una severa inflación, que tuvo ás- 
peros efectos sobre la capacidad de compra de la 
población. 

Se dice que en la ciudad de México el precio 
de los alimentos se multiplicó por 15 entre me- 
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diados de 1914 y mediados de 1915. Los salarios 
reales cayeron estrepitosamente, y en el segundo 
semestre de ese año se desató una ola de protestas 
sindicales por el alza de precios. Ante los reclamos 
de los trabajadores, muchas empresas prefirieron 
añadir al pago en efectivo raciones de maíz y frijol 
en vez de conceder aumentos salariales. En reali- 
dad, los únicos que se mantenían a salvo de esta 
situación eran quienes tenían acceso al dinero me- 
tálico o a las divisas, como era el caso de los que 
se dedicaban a actividades orientadas a la exporta- 
ción, que por lo mismo eran el blanco preferido de 
los ejércitos revolucionarios. “Tras varios intentos 
fallidos y gracias a un esfuerzo sostenido por parte 
del gobierno, la situación monetaria empezó a es- 
tabilizarse hacia finales de 1916, con el retiro pro- 
gresivo de los billetes devaluados (billetes caducos, 
o de distintos bancos, de bancos comarcanos y 
lugareños que habían quebrado, de gobiernos de 
facciones revolucionarias diversas y contrarias, de 
gobiernos provisionales de algún estado o región, 
incluso derrocados o sustituidos). 

Por lo que se refiere al sistema ferrocarrilero, 
los daños que sufrió fueron severos, ya por la des- 
trucción de infraestructura y equipo, ya por el uso 
de los trenes para fines militares. En la medida en 
que la guerra civil afectó la principal red de trans- 
porte del país, los sectores que sufrieron estragos 
mayores fueron los que dependían del abasto de 
insumos a mediana o larga distancia, o los que en- 
viaban su producción a mercados lejanos; esto es, 
los que tenían vínculos estrechos con el mercado 
interno o debían recorrer parte del territorio antes 
de llegar al mercado exterior. En muchas regiones 
la desarticulación del mercado provocó un retro- 
ceso en términos de la especialización productiva 
alcanzada, pues las unidades agrícolas debieron 
volver al cultivo de alimentos básicos ante la si- 
tuación de escasez y la imposibilidad de comer- 
cializar su producción en mercados distantes. En 
algunos casos la producción que antes se destina- 
ba al mercado interno se reorientó temporalmente 
hacia la exportación, como sucedió con una parte 
de la producción de café en Veracruz o de algo- 
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dón en La Laguna, debido a las dificultades en el 
transporte interior y al atractivo que representaba 
obtener divisas extranjeras. En el caso de la indus- 
tria, el efecto fue menor para los establecimientos 
cuya localización les permitía abastecerse de insu- 
mos y combustibles cercanos, o vender en mer- 
cados ubicados a corta distancia. En cambio, el 
impacto fue mucho mayor para las industrias que 
dependían de materias primas o semielaboradas 
que había que traer de lejos o que producían para 
mercados remotos. Tanto la producción como los 
rendimientos de la industria sufrieron los mayores 
estragos entre 1913 y 1916, y no empezaron a re- 
cuperarse hasta 1917. 

Otro sector gravemente perjudicado por las 
dificultades para abastecerse de insumos y encau- 
zar sus productos fue el minero: muchas minas 
cerraron temporalmente y las plantas metalúrgi- 
cas debieron disminuir el ritmo de su actividad o 
suspenderla debido a las limitaciones en el sumi- 
nistro de minerales y carbón. La minería también 
fue afectada por las dificultades existentes para 
tener acceso a la dinamita, por los asaltos o por la 
ocupación de fuerzas rebeldes, por confiscaciones 
y contribuciones de guerra, así como por paros y 
huelgas de los trabajadores. Obviamente, el efecto 
sobre la actividad minera dependió de la inten- 
sidad de la violencia. Aun cuando los minerales 
industriales hicieron su aparición durante el Por- 
firiato, la demanda extraordinaria relacionada con 
la primera guerra mundial aumentó sus precios, lo 
que fue un estímulo para mantener la producción 
durante los años de la guerra civil. Si bien antes 
de 1914 la Revolución no había tenido un efecto 
muy grave sobre la minería, salvo en el caso del 
plomo y el zinc, el mayor quebranto tuvo lugar, 
para casi todos los minerales, entre 1914 y 1916, 
y a partir del año siguiente los índices de produc- 
ción empezaron a elevarse, exponencialmente en 
el caso del zinc, en forma notable en el del cobre y 
más lentamente en el caso del plomo y los metales 
preciosos, particularmente el oro. Por lo demás, los 
altos precios que alcanzaron los metales en el mer- 
cado internacional hicieron que la caída en el vo- 
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lumen producido durante los años más agudos de 
la guerra fuera menos catastrófica para las empre- 
sas (véase el cuadro 1). 

. Acaso el verdadero problema de la economía 
mexicana durante los años de la Revolución no 
fue que la guerra civil provocara su total paráli- 
sis, ni mucho menos su destrucción, sino que una 
parte desproporcionadamente grande de la riqueza 
generada no se reinvirtiera en forma productiva, 
sino que se desvió a satisfacer las necesidades de la 
guerra o terminó fuera del país. ¡Piénsese tan sólo 
en las dimensiones de las fuerzas armadas, cuyo 
mantenimiento constituía una pérdida constante 
de recursos en usos improductivos: se ha estimado 
que en 1914 había 60 000 hombres en los ejércitos 
del Noreste y el Noroeste; 30 000 en la División del 
Norte y otros 10 000 guerrilleros en el ejército za- 
patista, todo ello sin contar a las tropas del Ejér- 
cito Federal, cuyos soldados pasaron de 50 000 a 
150 000 durante el régimen huertista. Aunque los 
efectivos gubernamentales se redujeron después 
de los Acuerdos de Teoloyucan, volvieron a su- 
mar 125 000 hombres en 1916, al término de la 
“guerra de facciones”, cuando Obregón ocupó la 
Secretaría de Guerra y Marina. 

Es sabido que los ejércitos villistas se financia- 
ron en buena medida con las incautaciones de tie- 
rras, ganado y otros bienes de los hacendados de 
Chihuahua, Coahuila y Durango. A su vez, los 
zapatistas sufragaron el costo de su rebelión con 
los productos confiscados a los ingenios azucare- 
ros y a las minas de plata en el estado de Gue- 
rrero, así como con las pequeñas colaboraciones 
de las comunidades campesinas vecinas y con las 
contribuciones impuestas a algunos hacendados. 
Por su parte, la Oficina de Bienes Intervenidos fue 
tanto una fuente de financiamiento militar como 
de enriquecimiento personal para los oficiales ca- 
rrancistas. Por último, los jefes rebeldes de todas 
las facciones y las autoridades locales de todos los 
gobiernos especularon con el abasto de alimentos y 
obtuvieron provecho pecuniario de su control so- 
bre los trenes y vagones ferroviarios. Asimismo, las 
autoridades de mayor nivel otorgaron discrecional- 


mente licencias y permisos especiales para exportar 
artículos destinados al mercado interno, y los re- 
volucionarios de todo rango impusieron diversas 
exacciones a los productores, ya fueran mayores o 
pequeños, nacionales o extranjeros. Además, tales 
ingresos se disipaban rápidamente en forma de 
beneficios personales, en el pago a la tropa, en la 
compra de alimentos o en la adquisición de armas 
y pertrechos, a veces en el mercado externo y otras 
a los elevados precios del comercio ilegal. 

Por su parte, había productores y comercian- 
tes que acaparaban los cultivos agrícolas para ven- 
derlos a precios exorbitantes en los momentos de 
mayor escasez, o que adquirían bienes confiscados 
pagándolos con billetes devaluados para revender- 
los después en dólares. Las empresas petroleras y 
mineras que siguieron operando obtuvieron enor- 
mes ganancias gracias a los altos precios ocasio- 
nados por la primera guerra mundial, y si bien 
una parte de los beneficios se iba al exterior, o por 
lo menos se colocaba temporalmente en cuentas 
bancarias extranjeras, esperando que pasara la 
tempestad revolucionaria, lo cierto es que Carran- 
za obtuvo cuantiosos ingresos de los impuestos a 
las empresas petroleras y a muchas otras activida- 
des productivas, lo mismo que del control sobre 
un número creciente de aduanas, de administrar 
los bienes intervenidos y de las comisiones regula- 
doras, especialmente la del henequén, que transfi- 
rió continuamente fondos al gobierno federal para 
ayudarlo “en la pacificación de la República”. Tan 
sólo las contribuciones impuestas a este produc- 
to rindieron al erario federal 17 millones de pesos 
entre 1915 y 1918. De toda la riqueza manejada 
por los constitucionalistas quedó poca huella, sal- 
vo la que dejó la marcha, acaso por ello triunfante, 
de sus ejércitos. 

Como todo proceso histórico, la contienda 
produjo resultados contrarios o notablemente dis- 
tintos de los que sus promotores y participantes 
deseaban. Muchas empresas pequeñas y media- 
nas, incapaces de soportar la escasez, la carestía, 
las huelgas, las dificultades de transporte, las con- 
tribuciones forzosas o las confiscaciones, debieron 
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CUADRO 1. PRODUCCIÓN MINERA, 1910-1920 
(ÍNDICE DE VOLUMEN, 1910 = 100) 


Plata Oro Cobre Plomo Grafito Zinc 
1910 100 100 100 100 100 100 
1911 109 100 108 97 119 93 
1912 110 87 110 87 137 74 
1913 95 70 101 57 173 56 
1914 37 23 51 5 166 46 
1915 53 20 46 17 163 339 
1916 40 32 55 17 18 2186 
1917 57 63 98 53 16 2638 
1918 84 68 135 82 241 1208 
1919 89 64 100 59 156 675 
1920 90 62 94 68 125 914 
Volumen en el año 
base (ton) 2 306 37 52 116 120 525 2571 1713 


Fuente: Jenaro González Reyna, Riqueza minera y yacimientos minerales de México, México, Banco de México, 3a. ed., 1956. 


suspender sus operaciones y muchas fueron vendi- 
das, mientras que los grandes establecimientos pu- 
dieron sobrellevar mejor la situación. Ello elevó el 
nivel de concentración industrial, de manera que 
al término de la década sólo las compañías más 
grandes, mejor equipadas y con mayor acceso al 
crédito y a otras ventajas, como la protección mi- 
litar, derivadas de su influencia política, habían so- 
brevivido. Algo similar sucedió en el sector mine- 
ro, aunque éste, a diferencia del industrial, estaba 
controlado por el capital extranjero. Numerosas 
compañías —pequeñas y medianas— debieron 
cerrar transitoria o definitivamente sus explotacio- 
nes debido a los golpes que les propinaron la caída 
del precio internacional de la plata en 1913 y los 
disturbios que se extendieron en la región norteña 
desde finales de 1910 hasta 1916. En cambio, las 
grandes corporaciones, muchas de ellas de origen 
estadounidense, como la Asarco o la Consolida- 
ted Copper Company, se encontraban en mejores 


condiciones para resistir los embates de la rebelión, 
e incluso aprovecharon las circunstancias para ad- 
quirir fundos abandonados o absorber empresas 
modestas, lo que las llevó a dominar el panorama 
de la industria minero-metalúrgica durante la dé- 
cada siguiente. 

En el escenario rural la repercusión de la gue- 
rra civil fue muy compleja y se reflejó en la incor- 
poración de peones y jornaleros en los diferentes 
ejércitos, lo que redujo la fuerza laboral de las ha- 
ciendas; en la politización de los campesinos de los 
pueblos; en las constantes exacciones padecidas 
por los ranchos y las haciendas; en la huida masi- 
va de propietarios, administradores y capataces, y 
desde 1915, en la amenaza de las expropiaciones 
agrarias que provocaron el declive y la deprecia- 
ción de las explotaciones agrícolas. Fueron pocos 
los que se arriesgaron a adquirir más tierras, apro- 
vechando su bajo precio, pues precisamente sólo 
las grandes propiedades agrícolas eran objeto de 
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e 


las expropiaciones contempladas por la reforma 
agraria, a la que eran inmunes las pequeñas y me- 


dianas propiedades rurales. Esto confirma que la 


Revolución mexicana fue agrarista pero no con- 
traria a la propiedad privada en general, llámese 
propiedad urbana o industrial. La Constitución 
de 1917 sólo era contraria a las grandes haciendas. 
Este hecho, y el que no se hubiera padecido una 
destrucción masiva de la planta productiva, hizo 
posible una reactivación relativamente rápida de 
la economía nacional al término de la contienda. 


La reestructuración de la sociedad 

Así como la Revolución tuvo efectos inmedia- 
tos en los ámbitos políticos y económicos, tuvo 
también, como toda guerra, graves repercusiones 
sociales y demográficas. Considérese que uno de 


Traslado de un enfermo de influenza, Ciudad de México, 1918. 
O 75735 SINAFO, Conaculta, INAH. 


los “dichos” más extendidos sobre la Revolución 
sostiene que en ella hubo “un millón de muertos”. 
Si bien la cantidad es incorrecta, permite suponer 
las consecuencias enormes del proceso revolucio- 
nario en la sociedad mexicana. En rigor, lo que 
debe decirse es que los muertos fueron como la 
mitad del millón, pero la pérdida de población 
fue de más de dos millones: por los que murieron, 
los que no nacieron y los que emigraron. El censo 
de 1910 consigna una población de 15 160 369 
habitantes, mientras que el de 1921 registra una 
población de 14 334 780, lo que supondría un 
descenso de poco más de 825 000 habitantes. Si 
bien se cuenta con un par de cálculos de la pobla- 
ción en 1920 —uno de ellos de Gilberto Loyo—, 
que argumentan que el censo de 1921 contenía 
una subestimación de hasta medio millón de per- 
sonas, de cualquier modo tendría que aceptarse 
que hubo un decrecimiento poblacional real du- 
rante los años revolucionarios. Aunque también 
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Cuadro 2 


COMPARACIÓN DE CIFRAS “REALES” Y “VIRTUALES” 
DE LOS COMPONENTES DEMOGRÁFICOS 1910-1921 


Año o periodo Concepto Total “real” 
(millones) 
1910-1921 Nacimientos 6.3 
1910-1921 Defunciones 6.7 
1910-1921 Emigración 0.4 
1921 Población 14.3 


Total “virtual” 


Diferencia (millones) 


(millones) 
7.4 1.1 
5.3 1.4 
0 0.4 
17.2 2.9 


Fuente: Manuel Ordorica y José Luis Lezama, “Consecuencias demográficas de la Revolución mexicana”, en El poblamiento de México. Tomo IV. México 
en el siglo xx. Hacia el nuevo milenio: el poblamiento en perspectiva, México, Secretaría de Gobernación/CONAro, 1993, p. 52. 


existe la posibilidad de que el censo de 1910 haya 
sobreestimado el número de habitantes del país, 
debido a que el gobierno de Porfirio Díaz quería 
mostrar el progreso nacional, o que los cálculos 
de 1921 realmente lo hayan subestimado, resulta 
innegable que durante el decenio revolucionario 
la población no sólo no creció lo que naturalmen- 
te debió haber crecido —alrededor de 1 430 000 
nuevos habitantes—, sino que incluso hubo un 
descenso en números absolutos. O sea que, de 
haber continuado con el patrón de crecimiento 
de los primeros años del siglo, para 1920 México 
debió haber tenido poco más de 17 millones de 
habitantes. Por lo tanto, las pérdidas real y virtual 
de población rebasan los 2 500 000 de personas 
(véase el cuadro 2). 


¿Cuáles fueron las causas de este descenso po- | 


blacional? La respuesta debe tomar en cuenta tres * 


elementos: la mortalidad producida directamente 


por la guerra; la que provocaron las epidemias (y : 
las endemias y pandemias), y el aumento en el : 
rubro de las emigraciones, sobre todo a Estados - 


Unidos. Obviamente, las muertes causadas por 


la guerra misma se concentraron en las regiones 
donde tuvo lugar el mayor número de combates, 
destacando los estados de Chihuahua y Morelos, 
así como en los años de mayor violencia, que 


fueron los de 1913 a 1916, durante las llamadas 
“etapa constitucionalista” y “guerra de facciones”. 
Previsiblemente, en los censos de 1910 y 1921 se 
consigna una disminución mayor de los varones, 
entre quienes la violencia se cobró más víctimas 
que en las mujeres. Asimismo, los que en 1910 
tenían entre 10 y 14 años eran más que los que en 
1921 llegaron a la edad de 20 a 24 años, lo que 
prueba que los varones jóvenes fueron los más 
golpeados por la guerra. 

Por lo que se refiere a las muertes produci- 
das por las enfermedades colectivas, debe decirse 
que aumentó el efecto de las enfermedades llama- 
das endémicas, como la fiebre amarilla y la viruela, 
pues los constantes cambios gubernamentales hi- 
cieron que se debilitaran los aparatos sanitarios y 
los programas públicos de salud, en particular los 
esfuerzos de vacunación. Las epidemias que más se 
padecieron fueron dos: la de tifo y la llamada “in- 
fluenza” española. La epidemia de tifo, asociada 
con la proliferación de piojos en los campamentos 
militares, fue especialmente severa entre 1915 y 
1916, luego de las batallas de Zacatecas —finales 
de junio de 1914—, Celaya y el Bajío —abril a 
junio de 1915—, y azotó sobre todo las ciudades 
de México, Chihuahua, León, Guadalajara, Que- 
rétaro y San Juan del Río, lo que permite suponer 
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que ahí los soldados infectados buscaron curarse, 
con lo que el mal se multiplicó. 

La “influenza” española fue en realidad una au- 
téntica pandemia, responsable de un enorme nú- 
mero de muertes en todo el mundo. Para México 
algunos cálculos rondan la cifra de 300 000 falle- 
cimientos, aunque otros aseguran que la cifra real 
lindó los 100 000 muertos, cantidad de cualquier 
modo aterradora. Surgida en Europa durante la 
primera guerra mundial, asoló México de septiem- 
bre de 1918 a mediados de 1919, sobre todo el 
norte (Chihuahua, la Comarca Lagunera y Nuevo 
León), el centro (Querétaro, Puebla y Morelos), así 
como la zona del Golfo, particularmente Veracruz. 
En términos más precisos, la ciudad de México 
tuvo en 1915 una mortalidad 30% superior a la 
del año anterior, y volvió a alcanzar estas desastro- 
sas cifras en 1918, años de tifo y de “influenza”, 
respectivamente. De Chihuahua podría decirse lo 
mismo: sus peores años fueron 1915 y 1918. 

Tanto en la disminución real como en el hecho 
de que la población no creciera influyó también la 
migración internacional, sobre todo a Estados Uni- 
dos. El flujo de mexicanos al vecino país del norte 
no era un fenómeno nuevo. Proceso constante des- 
de los últimos dos decenios del siglo xIx, motivado 
por el atractivo que implicaba el crecimiento de 
la economía estadounidense, aumentó notable- 
mente durante la lucha revolucionaria a causa del 
deterioro económico, la inestabilidad política y la 
violencia, aunque también se debió a la demanda 
de trabajadores agrícolas, pues Estados Unidos de- 
bía alimentar a los países amigos enfrascados en 
la primera guerra mundial. Comprensiblemente, 

los que migraron fueron más varones que mujeres. 
- Si bien se ignora el lugar de origen, la fecha y el 
número real de los individuos que partieron hacia 
el país vecino, los censos estadounidenses registran 
en 1910 poco más de 200 000 mexicanos estable- 
cidos en Estados Unidos, mientras que en 1920 
la cifra se acercaba al medio millón distribuido 
en los estados fronterizos de Texas, Nuevo Méxi- 
co, Arizona y California. Así, resulta incuestiona- 
ble que el decenio revolucionario fue un periodo 


de expulsión de habitantes en las regiones donde 
hubo desempleo, hambre, inseguridad o violencia. 
Además, las pérdidas de población por la violencia, 
las epidemias y la emigración hicieron descender el 
índice de natalidad: la población en 1920 de niños 
menores de 10 años fue inferior a la de 1910, en 
lo que obviamente influyó la baja nupcialidad y la 
separación de las parejas. 

Las consecuencias sociodemográficas de la Re- 
volución mexicana no se redujeron al descenso de 
la población. También fue notable la migración 
interna, proceso de intensidad considerable que 
terminó por modificar la distribución poblacional 
del país. A diferencia de otras revoluciones, en la 
mexicana hubo poca violencia urbana: la violen- 
cia se concentró en la zona rural, por lo que allí 
hubo mayor mortalidad vinculada con la guerra. 
Por esta razón, durante los peores años de la lucha 
armada buena parte de la población rural buscó 
seguridad en las ciudades. Se calcula que cerca 
de 15 000 hacendados abandonaron sus grandes 
propiedades. Obviamente, el número de campesi- 
nos que huyó de las vulnerables zonas rurales fue 
mucho mayor: a lo largo del decenio arribaron 
100 000 inmigrantes a la ciudad de México, en 
tanto que Tampico, ciudad que resultaba especial- 
mente atractiva por el auge de la industria petrole- 
ra, pasó de 12 500 habitantes en 1900 a cerca de 
60 000 en 1919. 

Los procesos de crecimiento poblacional rápi- 
dos e intensos suelen ser desordenados. Así, en la 
ciudad de México y en Veracruz, lugar que también 
recibió un número enorme de nuevos habitantes, 
sobre todo en 1915 por la llegada de la adminis- 
tración carrancista, se experimentaron crecimien- 
tos anárquicos y se sufrió por la falta de servicios. 
Sobre todo, se padeció desabasto alimentario, in- 
suficiencia sanitaria y escasez de casas habitación 
para arrendamiento, lo que propició abusos de los 
propietarios —muchos de ellos españoles— y las 
consecuentes respuestas sociales, expresadas en dos 
movimientos inquilinarios. Como síntesis, podría 
decirse que la Revolución mexicana, realizada bá- 
sicamente por campesinos en escenarios rurales, 
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aceleró la urbanización del país: si en 1910 sólo 
8% de la población vivía en las capitales estatales, 
al término de la lucha armada el porcentaje había 
ascendido a casi 12%, es decir, un crecimiento de 
50 por ciento (véase el cuadro 3). 

Además de la apreciable urbanización, la lucha 
revolucionaria produjo otra gran modificación so- 
cial: un enorme número de campesinos —ciertos 
cálculos alcanzan el medio millón— se incorporó 
en determinado momento de la guerra a alguno 
de los ejércitos en pugna, y muchos de ellos nunca 
volvieron a sus ocupaciones agrícolas, al hacerse 
definitivamente militares o al encontrar nuevas 
ocupaciones una vez dejadas las armas. Este pro- 
ceso, junto con el de la migración de los campesi- 
nos a las ciudades, colaboró al despoblamiento del 
México rural. La incorporación de los campesinos 
a los distintos ejércitos revolucionarios también 
dio lugar a un doble y complejo proceso de moder- 
nización y de integración de la sociedad mexicana. 
Tómense como ejemplo dos casos paradigmáticos: 
fuerzas armadas sonorenses terminaron operando 
—bajo el mando de Salvador Alvarado— en el su- 
reste, y pusieron en contacto no sólo a sonorenses 
y sinaloenses con yucatecos, sino a indios yaquis 
con mayas (como antes había sucedido con la de- 
portación yaqui a las plantaciones henequeneras 
en tiempos de Díaz). Asimismo, fuerzas armadas 
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provenientes del noreste fueron enviadas a Oaxa- 
ca —piénsese ahora en Jesús Agustín Castro y su 
División 21. Los ejemplos podrían multiplicarse, 
como el del zacatecano Joaquín Amaro operando 
en Michoacán o el del michoacano Lázaro Cárde- 
nas en la Huasteca. Los revolucionarios no sólo 
atravesaron el país, sino que atravesaron también 
la pirámide social: cada ascenso en el escalafón 
militar equivalía a un ascenso en la estratificación 
social. La Revolución mexicana modificó, incues- 
tionablemente, la estructura social del México 
porfiriano. 


¿Obreros revolucionarios? 

Si bien la Revolución fue un movimiento campe- 
sinista, el movimiento obrero, aunque no siempre 
se encaminó por cauces revolucionarios, experi- 
mentó un importante auge durante los años de la 
guerra civil. La clase obrera era un sujeto colectivo 
surgido tardíamente de la modernización porfiria- 
na, y estaba conformada sobre todo por trabajado- 
res de la industria en general, destacando la textil, 
el sector minero-metalúrgico, los ferrocarriles y el 
petróleo. Se estima que hacia 1910 el sector se 
componía de unos 800 000 individuos, que por lo 
general habitaban en las ciudades y centros mine- 
ros, tenían mejores niveles de calificación laboral y 
de alfabetización que el promedio de la población 


CUADRO 3 
DISTRIBUCIÓN DE LA POBLACIÓN SEGÚN TAMAÑO DE LOCALIDAD, 1900-1921 
(PORCENTAJES) 
Tamaño 1900 1910 1921 
100 000 y más 3.3 3.8 S.6 
50 000 a 99 999 2.0 2.4 3.8 
15 000 a 49 999 5.2 5.5 5.3 
5 000 a 14 999 8.3 8.3 8.3 
Menos de 5 000 81.2 80.0 77.0 


Fuente: Manuel Ordorica y José Luis Lezama, “Consecuencias demográficas de la Revolución mexicana”, en El poblamiento de Méxi- 
co, Tomo IV. México en el siglo xx. Hacia el nuevo milenio: el poblamiento en perspectiva, México, Secretaría de Gobernación, CONAPO, 
1993, p. 43, con base en Luis Unikel, Crescencio Ruiz Chiapetto y Gustavo Garza, El desarrollo urbano de México: diagnóstico e impli- 


caciones futuras, México, El Colegio de México, 1976. 
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rural, y percibían remuneraciones más elevadas 
que las de los trabajadores del campo, sobre todo 
en el norte, el centro y la zona del Golfo. A ellos 
habría que agregar los trabajadores empleados en 
los servicios urbanos (tranvías, telégrafos, correos, 
teléfonos), los muchísimos artesanos —como car- 
pinteros, panaderos, tipógrafos o zapateros— y los 
numerosos grupos de trabajadores temporales o 
semiproletarizados, a medio camino entre el taller 
o la fábrica y el trabajo agrícola. 

Estos grupos en transición alimentaron de una 
u otra forma los ejércitos revolucionarios, sumán- 
dose a la movilización campesina en el centro o a 
las filas villistas en el norte, mientras que los arte- 
sanos y los empleados públicos o privados prota- 
gonizaban motines en las ciudades como respuesta 
a la inflación o la escasez de alimentos. En cambio, 
los auténticos obreros siguieron líneas propias de 
organización y movilización, y optaron general- 
mente por la huelga, que se iniciaba a partir de 
reivindicaciones más pragmáticas que ideológicas, 
e incluso por la participación política de corte 
electoral. Si alguna generalización es pertinente, 
cabe afirmar que lo suyo no era la lucha armada, a 
pesar de que participaron en la llamada “guerra de 
facciones”, en 1915, en los “batallones rojos”, del 
lado de los constitucionalistas. 

El movimiento obrero mexicano de entonces 
contaba con influencias ideológicas y organizati- 
vas diversas, como el mutualismo, el liberalismo, 
el socialismo, el catolicismo social y el anarquis- 
mo. El sindicalismo, que hizo su aparición en los 
últimos lustros del porfiriato, cobró gran ímpetu 
con la caída de ese régimen, al punto de que en 
1911 se fundó la Unión Minera Mexicana, y en 
1912 la primera gran organización obrera nacio- 
nal, la Casa del Obrero Mundial, la cual confe- 
deraba organizaciones de distintos sectores y de 
apreciable amplitud geográfica, ostentaba una 
ideología anarcosindicalista y competía con la 
Gran Liga Obrera de la República Mexicana, que 


Manifestación de la CROM, ca. 1920. O 5211 sINAFO, 
Conaculta, INAH. 
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respaldaba al gobierno. El régimen de libertades 
establecido por el maderismo aceptó no sólo la 


asociación obrera sino también su movilización. 
Durante estos años proliferaron las huelgas en to- 
das las actividades económicas y en todas las regio- 
nes del país, y si bien generalmente perseguían ob- 
jetivos limitados, como la reducción de la jornada 
laboral o la homologación de los salarios (el caso 
típico fue el de la industria textil), en los sectores 
más avanzados se pugnaba también por la equidad 
salarial entre trabajadores mexicanos y estadouni- 
denses y por la progresiva sustitución de éstos por 
aquéllos, lo que en el caso de los ferrocarrileros dio 
un gran paso tras la huelga de 1912. 

Contra lo que cabría esperar, Victoriano 
Huerta no reprimió desde el principio la actividad 


Escuela rural, ca. 1920. O SINAFO, Conaculta, INAH. 


obrera ni los esfuerzos organizativos de los traba- 
jadores. De hecho, la Casa del Obrero Mundial 
vivió un cierto auge en los primeros meses de su 
gobierno, cuando se toleraron algunas manifesta- 
ciones en contra de la usurpación, quizá porque 
en realidad no pretendía escalar a una confronta- 
ción directa ni resultaba amenazante para Huerta, 
o porque éste no quería tener conflictos en el es- 
cenario urbano, como los tenía en el ámbito rural. 
Sólo desde mayo de 1914, cuando Huerta se vio 
acorralado por los ejércitos revolucionarios, la cre- 
ciente agitación obrera le resultó intolerable, por 
lo que la Casa del Obrero Mundial fue clausurada 
y sus líderes arrestados o perseguidos. Con el de- 
clive del huertismo se multiplicaron las huelgas en 
muchas partes del territorio, sobre todo en busca 
de reivindicaciones económicas, que ahora solían 
incluir el pago de salarios en oro (y no en billetes 
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de escaso valor). En la zona petrolera del Golfo y en 
algunas minas que continuaban en operación solía 
atenderse esa petición, no así en las actividades que 
no tenían lazos con el mercado externo —en el que 
se generaban las divisas—, como la industria textil 
y de alimentos o los servicios urbanos. 

La relación entre el constitucionalismo y el 
movimiento obrero estuvo marcada por una fuer- 
te ambivalencia hecha de recelo y colaboración. El 
primer acercamiento lo propició la mutua descon- 
fianza por los movimientos campesinos: la Casa 
del Obrero Mundial no sólo celebró la entrada 
triunfal de los constitucionalistas a la ciudad de 
México —gracias a la cual pudo reabrir sus puer- 
tas— en agosto de 1914, sino que a principios 
del siguiente año firmó con ellos un acuerdo para 
combatir a villistas y zapatistas mediante la forma- 
ción de los “batallones rojos”, en los cuales mili- 
taron unos 8 000 obreros, adición apreciable a las 
filas del constitucionalismo, ya fuera como solda- 
dos o como propagandistas. La agitación obrera 
estuvo determinada por el acicate de la inflación y 
el desempleo, con la novedad de que ahora la Casa 
del Obrero Mundial se sentía con pleno derecho 
para afiliar bajo sus banderas al mayor número de 
sindicatos del país, lo cual hizo con notable éxito. 
El pacto resultó utilísimo para Carranza en el mo- 
mento en que debía sumar fuerzas para enfrentar a 
los ejércitos campesinos, pero se volvió incómodo 
a medida que iba consolidando su posición frente a 
ellos y cuando trató de avanzar a una etapa de es- 
tabilización política y social. 

En estas circunstancias, la persistencia de los 
tra-bajadores en sus huelgas, con sonados triunfos 
entre los obreros textiles, y su actitud crecientemen- 
te reivindicativa frente a las autoridades, a las que 
exigían ceder a los obreros el control de la produc- 
ción, los precios y los salarios, colmaron la escasa 
paciencia del nuevo gobierno, lo que precipitó la 
ruptura de su efímera alianza a principios de 1916. 
Primero se produjo la disolución de los “batallo- 
nes rojos” y, ante las protestas a que eso dio lugar, 
el gobierno mandó ocupar las sedes de la Casa del 
Obrero Mundial en todo el país. Las tensiones si- 
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guieron creciendo y, tras el triunfo aparente de los 
trabajadores en la huelga general convocada en la 
ciudad de México en mayo de 1916, ellos mismos 


sufrieron una dramática derrota cuando una se- 
gunda huelga general, programada para finales de 
julio, fue sofocada inmediatamente. En los meses 
siguientes la Casa del Obrero Mundial fue clausu- 
rada y declarada fuera de la ley. De hecho, la inclu- 
sión del artículo 123 en la Constitución, que conte- 
nía importantes reivindicaciones laborales como el 
derecho a huelga, el salario mínimo y la jornada de 
ocho horas, se produjo como una concesión en un 
momento de repliegue de la movilización obrera, a 
sabiendas de que su plena ejecución quedaría a la 
espera de que se expidiera la ley correspondiente. 


Félix E Palavicini, secretario de Instrucción Pública, y el rector de la 
Universidad inauguran la Escuela de Química, ca. 1917. 
O 5339 SINAFO, Conaculta, INAH. 
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La experiencia de la huelga general de 1916, la 
incapacidad de la Casa del Obrero Mundial para 


dirigir el movimiento obrero nacional y las nuevas 


condiciones en materia laboral avaladas por la re- 
ciente Constitución de 1917 impulsaron a algu- 
nos líderes a formar una nueva organización. El 
proyecto se materializó en mayo de 1918 al fun- 
darse la Confederación Regional Obrera Mexica- 
na (CROM), bajo el mando de Luis N. Morones, 
quien ascendió en el liderazgo sindical desde los 
días de la alianza con Carranza. A diferencia de su 
antecesora, esta organización no actuó en bloque 
en su relación con el gobierno, sino que muy tem- 
pranamente se dividió entre los defensores y los 
detractores del régimen; estos últimos formaron 
el Gran Cuerpo Central de Trabajadores (Gccr). 


Miembros de El Ateneo, ca. 1910. Casa Museo Alfonso Reyes, 
Conaculta, INBA. 


Mientras que la CROM propugnaba por una polí- 
tica realista, el GCCT expresaba las corrientes más 
radicales y se dedicó de inmediato a sindicalizar 
a los grupos obreros más politizados, como los 
telegrafistas y los tranviarios. De este mismo im- 
pulso provino la fundación, en 1919, del Partido 
Comunista Mexicano. Mientras tanto, el clima 
de agitación continuó en todo el país, lo cual dis- 
tanció a Carranza incluso de los líderes sindicales 
que en un principio lo apoyaron, quienes pasa- 
ron a respaldar al grupo de Obregón y de Plutar- 
co Elías Calles. Cuando se lanzó el Plan de Agua 
Prieta, en abril de 1920, Morones envió trabaja- 
dores a combatir contra el Ejército Nacional y en 
favor de Obregón y de los otros líderes sonoren- 
ses. Fue así como en el seno de la CROM se fue 
fraguando una larga y fructífera alianza entre el 
movimiento obrero organizado y el régimen sur- 
gido de la Revolución. 
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Nuestra revolución cultural 

Así como la Revolución tuvo graves repercusiones 
en la política, la economía y la estructura social de 
México, también las tuvo en los ámbitos educa- 
tivo y cultural. En el terreno de la educación los 
cambios deben analizarse desde tres perspectivas. 
La primera considera el grado de participación y 
la tendencia político-ideológica que los diferentes 
componentes del sector tuvieron a lo largo de la 
lucha revolucionaria. La segunda debe examinar 
las vicisitudes que las instituciones e instalaciones 
educativas enfrentaron a lo largo de esos años, to- 
mando en cuenta consideraciones temporales y 
geográficas para evaluar correctamente qué con- 
secuencias sufrieron las actividades y labores edu- 
cativas. Por último, también debe compararse la 
política educativa sostenida por cada uno de los 
grupos y gobiernos de la década. 

Es un lugar común asegurar que fue nutrida 
la participación de los profesores en el conflicto 
revolucionario. Entre sus causas podrían referirse 
las duras condiciones laborales del magisterio, así 
como su clara conciencia del contraste existente en- 
tre los valores ideológicos del liberalismo —al que 
se debía el sistema de educación pública organiza- 
do por el Estado central — y la realidad política del 
país a finales del Porfiriato. Esto también explica el 
muy significativo hecho de que prácticamente to- 
dos los grupos revolucionarios, desde el magonista 
hasta el aguaprietista, lo mismo que el maderismo 
y el carrancismo o el zapatismo y el villismo, hicie- 
ron promesas sobre la educación. Su participación 
se entiende, asimismo, porque el magisterio era el 
grupo social más adecuado para servir como inter- 
mediario entre los mensajes ideológicos y políticos 
de los grupos revolucionarios y las diferentes co- 
munidades y sectores sociales del país. 

De hecho, la participación del magisterio en 
el conflicto fue muy diferente, dependiendo de las 
etapas, los escenarios geográficos y los componen- 
tes sectoriales en turno. Por ejemplo, numerosos 
normalistas y maestros de educación primaria en 
provincia participaron desde un principio en fa- 
vor del cambio, pero lo hicieron más con instru- 
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mentos políticos que armados: se afiliaron a los 
clubes o asociaciones políticas liberales, magonis- 
tas, reyistas y antirreeleccionistas. En cambio, a 
los profesores de la ciudad de México la Revolu- 
ción les fue impuesta desde fuera, y los de nivel 
universitario tendieron a apoyar a los gobiernos 
porfirista y huertista. Por otro lado, al margen de 
sus simpatías políticas, lo cierto es que los maestros 
eran empleados gubernamentales, por eso la mayo- 
ría de ellos continuó laborando con los regímenes 
que se sucedieron a lo largo de aquellos años. A 
esta participación se sumó otra al término de la 
lucha: ante la incapacidad de los campesinos para 
asumir algunos puestos públicos luego de expul- 
sar a las autoridades del “antiguo régimen”, fue- 
ron los profesores quienes los ocuparon, ya fueran 
cargos de representación popular, administrativos 


Ezequiel Chávez, ca. 1900. 1ISUE, UNAM. 
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o de conducción cultural e ideológica. Los ejem- 
plos podrían ser numerosísimos: Alfonso Cravio- 
to, Valentín Gama, José Natividad Macías, Félix 
E Palavicini, Alberto J. Pani, Alfonso Pruneda y 
José Vasconcelos, entre otros intelectuales que al- 
canzaron posiciones influyentes en los gobiernos 
revolucionarios. Piénsese también en su participa- 
ción en la prensa nacional o regional, en cuyas pá- 
ginas muchos maestros se convirtieron en líderes 
de opinión, al analizar los principales problemas 
sociales y políticos del país desde las más diver- 
sas posiciones. 

En relación con los varios proyectos de educa- 
ción planteados por los distintos grupos y gobier- 
nos revolucionarios, hubo tanto continuidades 
como rupturas con la educación impartida duran- 
te el régimen porfiriano. Por ejemplo, la naturale- 
za laica de nuestra educación no sólo se preservó 
sino que se radicalizó en algunos aspectos, pues 
la Constitución de 1917 adoptó un acento más 
anticlerical e incluso antirreligioso. Podría decirse 
también que la propuesta educativa de las diver- 
sas facciones revolucionarias tenía un carácter más 
nacionalista, igualitario y democrático que la por- 
firista, ya que se comprometía abiertamente con 
una ambiciosa ampliación de la cobertura educa- 
tiva y privilegiaba las enseñanzas básica, técnica y 
rural sobre la universitaria. Recuérdese que desde 
1911 fueron cuestionados los presupuestos de la 
Universidad Nacional en general, y de la Escue- 
la de Altos Estudios en particular, criticándoseles 
su elitismo y hasta su inutilidad social en un país 
con 80% de analfabetos. Acorde con esta crítica la 
propuesta educativa de los grupos revolucionarios 
constitucionalistas no sólo buscaba una sociedad 
más igualitaria sino que descansaba en una orga- 
nización más regionalista. En efecto, el proyecto 
porfiriano —el impulsado por Justo Sierra— as- 
piraba a conformar un sistema nacional uniforme, 


Representación de Martín Luis Guzmán, Diego Rivera, 1914, óleo 
sobre tela. Colección particular. 


Páginas siguientes: La fraternidad, Diego Rivera, 1922, mural al 
fresco. Secretaría de Educación Pública, Conaculta, INBA. 
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administrado por el gobierno central; en cambio, a 
partir de 1917 predominó la perspectiva regional: 
los Congresos Nacionales de Educación Primaria 
fueron sustituidos por diversos congresos estatales, 
y con igual propósito se suprimió la Secretaría de 
Instrucción Pública y se entregó a los municipios 
y ayuntamientos el manejo de la educación. 

Respecto a las vicisitudes por las que pasó la 
educación, resulta comprensible que la ingoberna- 
bilidad y las carencias financieras de aquellos años 
provocaran una grave inestabilidad en todo el sis- 
tema escolar público, incluidos varios momentos 
—por ejemplo durante 1915— en los que funcio- 
nó en forma mínima. La violencia y la insalubridad 
provocaron mermas en la matrícula, y la caída en el 
gasto educativo o las actividades militares obligaron 
al cierre o al mal uso de numerosas instalaciones; 
también hubo despidos de maestros por motivos 
ideológicos y políticos, así como una enorme irre- 
gularidad en los pagos de los salarios magisteriales, 
lo que orilló a muchos a cambiar de oficio. 

Un par de ejemplos sobre las consecuencias de 
la Revolución en dos instituciones educativas y 
culturales puede resultar suficiente: la Universi- 
dad Nacional fue fundada en septiembre de 1910, 
apenas dos meses antes de que estallara la lucha 
revolucionaria. Así, para sobrevivir tuvo que em- 
prender un largo proceso de renovación, pasan- 
do de institución porfiriana, de “élite”, diseñada 
por Sierra, a institución para las clases medias y 
de gran compromiso y sensibilidad sociales, redi- 
señada por Vasconcelos. Por su parte, el Ateneo 
de la Juventud también atravesó por un proceso 
de cambio provocado por la Revolución. Funda- 
do a finales de 1909 por jóvenes que se habían 
beneficiado de la educación positivista porfiriana, 
ahora ellos mismos proponían una renovación que 
incluyera las humanidades y la cultura. Dichos jó- 
venes —Antonio Caso, Pedro Henríquez Ureña, 
Alfonso Reyes y José Vasconcelos, entre otros— 
también representaban un reclamo generacional, 
pues exigían un relevo en el ámbito cultural, al 
que consideraban envejecido y excluyente. El Ate- 
neo cambió su nombre en 1912 al de Ateneo de 
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México; sobre todo, cambió de actitud: algunos 
de sus miembros constituyeron una institución no 
elitista ni culturalista, la Universidad Popular, me- 
diante la cual se ofrecerían ciclos de conferencias 
con públicos y temas populares durante el resto del 
decenio. Sus críticas al positivismo han dado lugar 
a que se considere el Ateneo como un elemento 
precursor de la Revolución en el ámbito cultural, 
lo que ratificarían con su conducta jóvenes como 
José Vasconcelos, Isidro Fabela, Alberto J. Pani y 
Martín Luis Guzmán, luego revolucionarios. Sin 
embargo, debe reconocerse que la mayoría de sus 
miembros colaboró con el gobierno de Huerta, y 
que no lo hicieron con el de Madero. Por ello, el 
triunfo constitucionalista en 1914 forzó la disolu- 
ción del grupo. 

Con todo, deben hacerse dos precisiones. La 
primera, que el funcionamiento o las transformacio- 
nes en el sector educativo durante la lucha armada 
dependieron de las condiciones de cada región. Un 
ejemplo lo puede ilustrar: en lo que respecta a la 
orientación ideológica de la política educativa fue 
más radical el laicismo en algunos estados, como 
Sonora, Veracruz y Yucatán, mientras que en otras 
entidades, como Guanajuato y Jalisco, se mantuvo 
el laicismo moderado, propio de la época porfiria- 
na. La segunda precisión consiste en que en térmi- 
nos educativos y culturales los años de la violencia 
revolucionaria fueron más bien de transición. Esto 
es, desaparecieron —física o políticamente— los 
grandes educadores porfirianos, pero no llegaron a 
consolidarse sus sustitutos. Ejemplos: Justo Sierra 
se fue a España como representante diplomático 
del gobierno maderista, después del derrumbe del 
régimen porfiriano, y allí murió en 1912; Porfi- 
rio Parra, discípulo directo de Gabino Barreda, 
también murió en 1912; Pablo Macedo, último 
director porfiriano de la Escuela de Jurisprudencia 
y notable “científico”, murió en España en 1918, 
y Eduardo Liceaga, postrer director de la de Medi- 
cina, falleció en 1920. Cierto es que algunos pro- 
fesores porfiristas pudieron ser útiles para el nuevo 
régimen: Ezequiel Chávez es el mejor ejemplo. Al 
mismo tiempo, Antonio Caso, alegando ser apo- 


lítico, pudo convertirse en uno de los principales 
profesores universitarios durante los años revo- 
lucionarios. Sin embargo, es obvio que no hubo 
actividades docentes constantes durante los años 
de lucha armada. En cuanto a cambios, el más im- 
portante fue el desmantelamiento de la pedagogía 
positivista y la instauración de la enseñanza del 
humanismo moderno, del humanismo revolucio- 
nario. Si bien ello se facilitó con la desaparición de 
los maestros porfiristas, resulta paradójico consta- 
tar que el mayor golpe al positivismo educativo se . 
asestó durante el gobierno de Huerta, entre 1913 
y 1914, gracias a las trasformaciones propuestas 
por el secretario de Instrucción, Nemesio García 
Naranjo, con la colaboración de los profesores An- 
tonio Caso y Pedro Henríquez Ureña. 

Algo parecido puede decirse del ámbito de 
la literatura, pues varios escritores porfiristas im- 
portantes murieron junto con el régimen: Juan de 
Dios Peza en 1910, Amado Nervo en 1919 y José 
López Portillo y Rojas en 1923. Otros simplemen- 
te desaparecieron de los espacios públicos: dado 
que Porfirio Díaz otorgó canonjías a los escritores 
que le eran favorables, al triunfo de la Revolución 
éstos perdieron sus prebendas, tuvieron que salir 
al exilio y sobrevivir de su oficio en el extranjero: 
tales fueron los destinos de Salvador Díaz Mirón, 
Federico Gamboa, Amado Nervo, Victoriano Sa- 
lado Álvarez y Luis G. Urbina, entre otros. 

Las transformaciones culturales no corres- 
ponden mecánicamente a los cambios políticos. 
Si bien la cultura está en última instancia deter- 
minada por el contexto sociohistórico, tiene su 
propia lógica, su propia dinámica. En este caso, 
los escritores e intelectuales porfirianos fueron 
relevados, por razones biológicas y políticas, por 
otra generación. Los nuevos escritores surgieron 
con la Revolución mexicana. Este contexto hizo 
que su temática fuera nueva; sus personajes, dis- 
tintos; su ritmo, intenso; el cambio en el lenguaje, 
y su uso, fue enorme. Se acabaron las pretensiones 


La trinchera, José Clemente Orozco, 1923-1926, mural al fresco. 
Antiguo Colegio de San Ildefonso, UNAM. 
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academicistas del Porfiriato, así como los afanes 
esteticistas del modernismo. Se rescató el lenguaje 
popular, pero sin las distorsiones pintoresquistas 
del costumbrismo. Además de una nueva estéti- 


ca, surgió una ética nueva. Fue así como apareció 
entonces la literatura de la Revolución. Si bien 
los nuevos literatos, los que vendrían a sustituir a 
los escritores porfirianos, produjeron sus mayores 
obras durante los siguientes dos decenios, es inne- 
gable que algunos publicaron libros importantes 
durante la lucha armada: el jalisciense Mariano 
Azuela se afilió como médico en las filas villistas 
de Julián Medina y publicó su gran novela, Los de 
abajo, por entregas en un periódico carrancista de 
El Paso, Texas, hacia 1916; Martín Luis Guzmán y 
José Vasconcelos, ejemplos relevantes de la nueva 
generación y las nuevas tendencias, comenzaron 
entonces a publicar sus primeras obras. 


Vicente Lombardo Toledano, ca. 1922. O 20113 sinaro, 
Conaculta, INAH. 


Un caso difícil de ubicar dentro de la nueva 
corriente literaria es el de Ramón López Velarde, 
quien simpatizó con el maderismo y al radicarse en 
la ciudad de México en 1914 ocupó varios pues- 
tos docentes y administrativos; además, colaboró 
en diversas revistas literarias, todas efímeras —ex- 
plicable por las condiciones sociopolíticas preva- 
lecientes—, y publicó sus poemarios La sangre 
devota y Zozobra en 1916 y 1919, respectivamen- 
te. Lejos de simpatizar con la literatura revolucio- 
naria que ensalzaba la participación épica de los 
sectores populares, López Velarde era un escritor 
de íntima religiosidad, contrario a la moderniza- 
ción de principios del siglo xx y en cierto sentido 
nostálgico de la estabilidad y la placidez provincia- 
na. Son igualmente difíciles de ubicar dentro del 
contexto de la literatura revolucionaria las obras 
de Enrique González Martínez y Alfonso Reyes. 
El primero, colaborador de los gobiernos de Díaz 
y Huerta, ardua y penosamente continuó duran- 
te esos años la construcción de su admirable obra 
poética. Alfonso Reyes, hijo de uno de los más im- 
portantes políticos porfiristas —el general Bernar- 
do Reyes—, inició en 1913 una larga ausencia de 
25 años, comenzando en el extranjero la edifica- 
ción de su vasta obra, espiritual y temáticamente 
ajena a la corriente revolucionaria. Sin embargo, 
sus temas, valores morales y filiaciones estéticas no 
son propios del periodo anterior; ambos encarnan 
el proceso de transición, de cambio cultural. 

En la pintura sucedió el mismo proceso. Esto 
es, a finales del porfiriato y durante los años vio- 
lentos desaparecieron los principales pintores por- 
firianos. Aunque sus relevos despuntaron durante 
aquellos mismos años, las principales aportaciones 
de éstos serían posteriores: Santiago Rebull, repre- 
sentante de la pintura académica, murió en 1902; 
Julio Ruelas, modernista e hijo de un influyente 
político zacatecano, falleció en 1907, y el paisajis- 
ta José María Velasco murió a principios de la lu- 
cha, en 1912. Saturnino Herrán, que cronológi- 
camente debió pertenecer a la pintura del periodo 
revolucionario, pues fue coetáneo de Diego Rivera 
y de Roberto Montenegro, falleció en 1918, pre- 
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cisamente cuando se iniciaba la transformación 
de la pintura mexicana. El tapatío Montenegro y 
el guanajuatense Rivera vivieron los años violen- 
tos en Europa: el primero pintó sistemáticamen- 
te desde su regreso al país; el segundo enfrentó a 
finales del Porfiriato las últimas expresiones del 
“academicismo”; pasó en Europa el segundo de- 
cenio del siglo xx, donde predominaban el tardío 
postimpresionismo y el naciente cubismo, entre la 
primera guerra mundial y la Revolución rusa, y 
regresó a México al terminar la lucha revolucio- 
naria, cuando pintó los espléndidos murales de la 
Secretaría de Educación Pública. Si bien realizada 
a partir de los años veinte, la pintura mural tuvo 
como tema la lucha revolucionaria, con sus causas 
y consecuencias sociales. 

La transformación de la pintura mexicana 
fue técnica, temática y estética; esto es, de forma 
y contenido. Sin embargo, los cambios artísticos 
y morales no se lograron fácilmente. Por ejemplo, 
la primera exposición personal de José Clemente 
Orozco se montó en 1916, pero tuvo poca aten- 
ción por las condiciones sociopolíticas del país. 
Por su parte, Gerardo Murillo, mejor conocido 
como “Dr. Atl”, militó en las filas constituciona- 
listas, ilustró periódicos revolucionarios y sirvió 
de mediador con el movimiento obrero. Su obra 
ilustra claramente las diferencias entre la pintura 
porfiriana y la revolucionaria: muchos de los pai- 
sajes de Velasco incluyen unos distantes y tranqui- 
los volcanes del Valle de México; en cambio, los 
volcanes del Dr. Atl suelen reflejar toda su furia 
eruptiva. A su vez, el chihuahuense David Alfaro 
Siqueiros abandonó sus estudios en la Academia 
de San Carlos para incorporarse a los ejércitos re- 
volucionarios; como en la pintura de Rivera, sus 
protagonistas son los sectores populares —cam- 
pesinos, obreros y soldados revolucionarios—, el 
contexto es político y el discurso estético es épico. 
Sin embargo, es preciso recalcar que el proceso 
revolucionario acabó con la académica pintura 
porfirista, si bien las principales obras de Oroz- 
co, Rivera, Siqueiros y Atl se elaborarían después 


de 1920. 
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Las vicisitudes de la guerra también dificulta- 
ron el desarrollo normal del arte musical. Algu- 
nos de los músicos que habían sido beneficiados 
o que tenían puestos de responsabilidad a finales 
del Porfiriato, como Julián Carrillo, director del 
Conservatorio, y Manuel M. Ponce, becado en 
Europa a principios del siglo Xx, prefirieron radi- 
car en el extranjero durante la lucha armada. No 
fue hasta que se consiguió mayor estabilidad en las 
principales ciudades, una vez terminada la “guerra 
de facciones”, cuando se reanudaron las activida- 
des musicales: Carrillo dirigió el Conservatorio 
después de 1917, y Ponce la Orquesta Sinfónica 
Nacional. Con todo, como compositores la pro- 
puesta de ambos era culta —Ponce— y vanguar- 
dista —Carrillo. Igual que en la literatura y la pin- 
tura, la Revolución produjo en los músicos una 
profunda renovación estética, tanto en los temas 
como en los estilos: surgió la música nacionalista, 


Manuel Gómez Morín, ca. 1915. Colección particular. 
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con compositores en los que fue característica la 
recuperación de las tradiciones y melodías popu- 
lares. Para la música popular —corridos, “bolas” 
y canciones— también fue decisiva la lucha revo- 
lucionaria, pues la proveyó de nuevos personajes y 
numerosos acontecimientos, trágicos unos, épicos 
otros. Comprensiblemente, igual que sucedió en la 
literatura y la pintura, fue en los decenios siguientes, 
cuando se pudo contar con el respaldo económico 
y político de un Estado sólidamente establecido, 
con un proyecto cultural propio y definido, que la 
música mexicana entró en un proceso de cambio 
y desarrollo claramente identificable como nacio- 
nalista y de inspiración popular. Para el posterior 
desarrollo de la música debe considerarse la tras- 
cendencia que tuvo la invención del fonógrafo, de 
la radio y del cine sonorizado. 

En el aspecto ideológico, parte esencial de los 
ámbitos educativo y cultural, la Revolución tam- 
bién tuvo una repercusión definitiva, aunque las 
nuevas expresiones ideológicas tardarían algunos 
años en manifestarse. No es de extrañar que la de- 
rrota del Porfiriato haya provocado la desaparición 
física o política de sus intelectuales: Justo Sierra 
moriría lejos en 1912; Francisco Bulnes tuvo que 
salir exiliado del país, lo mismo que Emilio Raba- 
sa, y murieron el primero en 1923 y el segundo en 
1930, tras dedicar los últimos años de su vida a so- 
brevivir con un puesto docente, alejado totalmente 
del poder político. Entre los nuevos ideólogos so- 
bresalieron Andrés Molina Enríquez, Antonio Díaz 
Soto y Gama, Luis Cabrera y José Vasconcelos, to- 
dos ellos intelectuales de alguna facción, todos ellos 
revolucionarios. El periódico en el que descansaba 
la justificación del régimen porfiriano, El Imparcial, 
fue clausurado en 1914, a la caída de Huerta, lo 
mismo que £l País, el principal periódico católico. 
Durante el decenio revolucionario hubo dos mo- 
mentos claramente distinguibles en lo que respecta 
al periodismo: hasta 1915 proliferaron los periódi- 
cos faccionales y a partir de 1916 comenzaron a 
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fundarse periódicos de alcance nacional y sin una 
definición política explícita. Entre los primeros 
destacaron Regeneración, de los hermanos Flores 
Magón, de tendencia anarquista; México Nuevo, 
reyista; El Diario del Hogar, liberal; El Mañana, 
antimaderista, y La Vanguardia, constitucionalista. 
Entre los segundos fue significativa la fundación 
de El Demócrata, Excelsior y El Universal, este úl- 
timo dirigido por Félix E Palavicini, otro notable 
intelectual revolucionario. 

Uno de los procesos ideológico-culturales 
más importantes de aquellos años fue la aparición 
de la Generación de 1915, en la que sobresalió el 
grupo de “Los Siete Sabios” al que debe agregarse 
un grupo más, el de “Los Resabios”. A diferencia 
del Ateneo de la Juventud, activo entre 1909 y 
1914, con claros intereses culturalistas, la Gene- 
ración de 1915 estuvo marcada por la violencia 
revolucionaria, lo que explica que se haya fijado 
tres objetivos: comprometerse con la urgente e 
inaplazable reconstrucción del país; participar en 
ella mediante propuestas técnicas, rigurosas, y no 
con planteamientos faccionales e ideologizados, 
incluso románticos, y abocarse a la construcción 
de instituciones, única forma de resolver autén- 
ticamente los enormes problemas sociopolíticos 
del país. Los más destacados entre “Los Siete Sa- 
bios” fueron Alfonso Caso, Antonio Castro Leal, 
Manuel Gómez Morin y Vicente Lombardo To- 
ledano, quienes frisaban los veinte años cuando se 
constituyeron como grupo y al ponerse como ob- 
jetivo participar activamente en la reconstrucción 
nacional. Entre el grupo extendido de aquella 
generación —“Los Resabios”— destacaron Mi- 
guel Palacios Macedo, Luis Enrique Erro, Nar- 
ciso Bassols y Daniel Cosío Villegas, entre otros. 
A diferencia del grupo de intelectuales porfiristas 
conocido como los “científicos”, quienes también 
buscaron soluciones técnicas —“científicas”— a 
los problemas nacionales de finales del x1x, los jó- 
venes de 1915 no se convirtieron en plutócratas 
ni justificaron siempre a los gobiernos emanados 
de la Revolución. Al contrario, muchos de ellos 


caso, sus creaciones institucionales tuvieron lugar 
en el segundo tercio del siglo Xx. 

Igual que en los ámbitos educativo, cultu- 
ral e ideológico, a lo largo de la lucha armada 
se venció al “antiguo régimen” en términos so- 
ciopolíticos y aparecieron los nuevos actores so- 
ciales, las clases medias y los sectores populares. 
No obstante, fue a partir de 1920 cuando surgió 
el estado posrevolucionario, basado en un nue- 
vo pacto político —la Constitución de 1917— y 
con un nuevo objetivo social. También durante 
la lucha armada se cuestionó el proyecto educati- 
vo y cultural del “antiguo régimen”, se desplazó a 
sus artistas e intelectuales, los que perdieron toda 
legitimidad e influencia, y entraron en escena los 
nuevos actores y protagonistas en estos campos. 
Sin embargo, no fue hasta que se desarrolló el es- 
tado posrevolucionario cuando se pudo crear una 
nueva cultura, lo que se hizo a partir de 1920, 
con Vasconcelos y el amplio grupo de artistas, 


educadores e intelectuales que respaldaron dicha 
. misión. En resumen, 1920 debe verse como un 
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parteaguas”: fin del proceso revolucionario e 


: inicio de la reconstrucción posrevolucionaria. 
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MODERNIZACIÓN AUTORITARIA 
A LA SOMBRA DE LA SUPERPOTENCIA, 
1944-1968 


Soledad Loaeza 
El Colegio de México 


INTRODUCCIÓN 


La inauguración en Chapultepec en febrero de 1945 
de la “Conferencia interamericana sobre proble- 
mas de la guerra y de la paz” fue la campanada que 
anunció una nueva era para México. Ahí, los repre- 
sentantes de 20 repúblicas latinoamericanas y de 
Estados Unidos discutieron temas del nuevo orden 
internacional. En las semanas que duró el encuen- 
tro, México proyectó la imagen de un país moderno 
comprometido con la democracia y el desarrollo, ca- 
paz de desplegar un activo liderazgo diplomático. 
Estas percepciones positivas se mantuvieron du- 
rante casi un cuarto de siglo. En ese lapso, el país 
experimentó una acelerada modernización que fue 
celebrada como el “milagro mexicano”, porque des- 
pués de tres convulsionadas décadas, alcanzó una 
estabilidad política general que fue el contexto de 
profundos cambios sociales y económicos. 


Torre de Rectoría de Ciudad Univesitaria, 1956. 
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En 1945 también comenzó una nueva relación 
de México con el mundo. La imagen del país sin 
leyes, dominado por la violencia revolucionaria y 
la xenofobia, quedó atrás y fue sustituida por la 
de un país de orden, tolerante y confiable. La di- 
plomacia mexicana amplió sus horizontes; Estados 
Unidos era el principal interlocutor y el eje de sus 
relaciones con el exterior, pero intensificó sus in- 
tercambios con otros países y se hizo presente en 
los foros internacionales. Acontecimientos y proce- 
sos mundiales repercutieron en la vida interna del 
país como nunca antes. El crecimiento económico 
sostenido tuvo lugar en una coyuntura excepcional 
de expansión de la economía mundial (1945-1973), 
y la consolidación de un estado centralizado, que era 
también un agente fundamental de modernización, 
ocurrió cuando el estado benefactor se desarrollaba 
en Europa y en Estados Unidos; al igual que en es- 
tos países, en este periodo se profundizó y llegó a su 
límite la acción transformadora del estado. 
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SOLEDAD LOAEZA 


La relación de cooperación que se había es- 
tablecido con Estados Unidos durante la guerra 
fue incorporada al proyecto de modernización. 
Esta discontinuidad histórica definió el rumbo 
de México en la segunda mitad del siglo xx, al 
igual que muchas otras decisiones que tomaron 
los gobiernos de Manuel Ávila Camacho y de su 
sucesor, Miguel Alemán Valdés. Por su posición 
geográfica el país no podía sustraerse al orden que 
se construyó en el hemisferio en la inmediata pos- 
guerra, a la formación de esferas de influencia ni 
a las restricciones de la vecindad con la superpo- 
tencia, líder de las democracias y del mundo ca- 
pitalista. La contigitidad geográfica ha sido una 
condición de la relación bilateral entre Estados 
Unidos y México que no comparten los demás 
países latinoamericanos, y de ahí sus particulari- 
dades. La cercanía intensifica entre los mexicanos 
reacciones ambivalentes frente a un vecino que, 
por una parte, ejerce un poderoso atractivo, y, por 
otra, produce sentimientos defensivos y un deseo 
imperioso de diferenciación. 

Desde 1944 la élite política mexicana buscó 
los potenciales beneficios de la geografía para apro- 
vechar oportunidades de comercio, inversiones, así 
como créditos y apoyos financieros de agencias 
internacionales. En el contexto de la época esta 
vinculación con Estados Unidos trajo consigo la 
reproducción del antagonismo ideológico mun- 
dial democracia/comunismo como eje de organi- 
zación de las fuerzas internas. De suerte que aun 
cuando México estuviera en la periferia del conflicto 
entre Estados Unidos y la Unión Soviética, la histo- 
ria del periodo estuvo profundamente marcada por 
la división del mundo en dos bloques adversarios y 
por el liderazgo ideológico de Washington. 

Al finalizar la década de los sesenta estas con- 
diciones habían cambiado: la guerra fría se había 
regionalizado y se había convertido en un factor 
de desestabilización interna; el crecimiento ex- 
cepcional de la posguerra había llegado a su fin 
en todo el mundo y en México aparecieron sín- 
tomas de agotamiento del modelo económico; el 
intervencionismo estatal empezó a perder apo- 


yo; la desconfianza se instaló en la relación con 
Estados Unidos, y amplias franjas de la sociedad 
que se había formado en este periodo rechazaron 
el autoritarismo, la limitación de las libertades y 
la desigualdad. 

El ominoso presagio de que esa era excepcional 
terminaba fue el vigoroso movimiento estudian- 
til que en 1968 amenazó la exitosa celebración de 
los XIX Juegos Olímpicos, cuya sede era la ciudad 
de México. La Olimpiada fue la última imagen de 
las glorias del proyecto modernizador de la Revolu- 
ción. Hacia 1971 su recuerdo había sido opacado 
por la balacera que estalló en la Plaza de las Tres 
Culturas, en Tlatelolco, la tarde del 2 de octubre 
de 1968, en la que cayeron decenas de muertos 
y heridos. Las movilizaciones políticas y las crisis 
económicas de los setenta consagraron esa fecha 
como el traumático final de una época que se había 
iniciado con la entrada triunfal de México del bra- 
zo de Estados Unidos al mundo de la posguerra. 

En ese cuarto de siglo asumieron la Presiden- 
cia de la República Miguel Alemán (1946-1952), 
Adolfo Ruiz Cortines (1952-1958), Adolfo Ló- 
pez Mateos (1958-1964) y Gustavo Díaz Ordaz 
(1964-1970). Todos ellos gobernaron, salvo ajus- 
tes contextuales y variaciones de énfasis y de esti- 
lo, convencidos de que al estado correspondía un 
papel central en la promoción del desarrollo y en 
la organización de la sociedad y de la política, y 
que la ampliación de su autoridad era una clave 
de progreso. 

En este lapso la noción de que a más estado más 
democracia, era fuente de consenso entre las élites 
y la gran mayoría de la población, que entendía la 
democracia como desarrollo económico y cambio 
social. De suerte que el gran protagonista de este 
tramo de la historia del siglo XX es el estado, es decir, 
el presidente como jefe del gobierno y del Poder 
Ejecutivo, en una relación de marcada asimetría con 
el Poder Legislativo y el Poder Judicial, y las fuerzas 
armadas. La pieza complementaria de este arreglo 
institucional fuertemente centralizado era un parti- 
do dominante sujeto a la autoridad presidencial: el 
Partido Revolucionario Institucional (PRI). 
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El primer apartado de este capítulo abarca 
los años 1944-1948, cuando se reorganizaron las 
fuerzas políticas a partir del contexto internacio- 
nal y en torno a la fundación del PRI. El segun- 
do cubre desde 1949 hasta 1957. Es la época de 
oro del estado que se instaló como el protagonis- 
ta inapelable de la transformación del país. Estos 
son también los años del despegue económico, del 
vertiginoso cambio social y la mejor época de un 
presidencialismo modernizado gracias al desarro- 
llo de dos largos brazos: la administración pública 
y el pri. El tercer momento se inició en 1958 con 
una ola de insurgencia sindical que terminó con 
la represión del movimiento estudiantil en 1968. 
Igual que en los años anteriores, en este periodo 
el contexto hemisférico fue decisivo. La Revolu- 
ción cubana desestabilizó el orden regional y fue 
un catalizador de descontentos y tensiones que 
en México cimbraron el statu quo construido en 
1944-1948. Las protestas de esa década pusieron 
al descubierto las fracturas internas de la sociedad 
hasta entonces disimuladas por el nacionalismo y 
la presunta continuidad revolucionaria. 


1944-1948, EL CUATRIENIO FUNDACIONAL 


La experiencia de la segunda guerra mundial había 
mostrado las ventajas de las alianzas internaciona- 
les para el desarrollo nacional. La cooperación con 
Estados Unidos se vio como parte de un modelo 
de industrialización vinculado con el exterior. No 
obstante, la consolidación de la relación bilateral 
demandaba superar el radicalismo revoluciona- 
rio. Los primeros pasos en esa dirección se habían 
dado desde 1939, cuando en nombre de la unidad 
nacional se inició la gradual liquidación de la coa- 
lición cardenista, formada por diversas corrientes 
que se identificaban con las políticas del gobierno 
de Lázaro Cárdenas, entre ellas los comunistas. La 
elección presidencial de 1946 fue la oportunidad 
para concluir esa tarea. 

El proceso electoral tenía que ser distinto al 
de seis años antes, que había estado plagado de 
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abusos, enfrentamientos y denuncias de fraude. 
La expansión económica que había propiciado la 
guerra había inyectado en las élites actitudes fa- 
vorables al cambio y un sentimiento «de urgencia 
por la modernidad. Además, se había integrado al 
personal político y administrativo una generación 
de jóvenes profesionistas que habría de desplazar 
a los militares, y que prometía transformar el país 
mediante reformas institucionales. 

La nueva relación de México con el exterior 
obligaba a ajustes institucionales y políticos. Es- 
tados Unidos se había convertido en una super- 
potencia industrial y militar. Sus dimensiones 
ocasionaban un mal disimulado nerviosismo en 
un vecino pobre, con una población relativamente 
reducida (20 millones de habitantes frente a 160 
millones de norteamericanos) y dispersa en un 
inmenso territorio, cuyo proceso de industrializa- 
ción era todavía modesto. El reto que planteaba 
este nuevo poderío fue un vigoroso estímulo para 
que el gobierno mexicano se propusiera acelerar 
el crecimiento económico y fortalecer el estado, 
pensando que con ello no solamente cumpliría 
el viejo anhelo de integrar a la nación, sino que 
aumentaría la capacidad de negociación con la 
superpotencia vecina. Una mayor fortaleza estatal 
era condición necesaria para aminorar los riesgos 
que entrañaba la política de cooperación con un 
país más fuerte. 

En su calidad de líder mundial Estados Uni- 
dos esperaba que sus aliados adoptaran el credo 
y las instituciones de la democracia liberal —por 
oposición a la Unión Soviética. En un primer mo- 
mento, esta postura significó el abandono de la 
política del “buen vecino” y el compromiso con la 
promoción de la democracia en América Latina. 
Así, entre 1944 y 1946 en muchos países de la 
región se vivió una breve “primavera democrática” 
que derrumbó dictaduras militares. Se formaron 
gobiernos constitucionales, elegidos en comicios 
limpios y competidos, por ejemplo en Brasil, 
Ecuador, Cuba y Perú. En el optimismo de la vic- 
toria y el ánimo de reconstrucción de la posguerra, 
el presidente Ávila Camacho hizo a un lado a los 
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militares en la competencia por la Presidencia de 
la República, e impulsó una reforma electoral y 
la creación de un nuevo partido para reemplazar 
al Partido de la Revolución Mexicana, (PRM), la 
organización del cardenismo. 

Su proyecto setopó con la resistencia de sindica- 
tos y gobernadores que se opusieron a cambios que 
les arrebataban el control de los procesos electora- 
les: primero, el partido propuesto eliminaba los me- 
canismos corporativos de selección de candidatos 
a cargos de elección popular (a excepción de la 
presidencial) y, segundo, la nueva legislación de- 
positaba en una Comisión Federal de Vigilancia 
Electoral (CFvE), la responsabilidad de organizar y 
administrar los comicios. 

La Confederación de Trabajadores de Méxi- 
co (cTM) emprendió una enérgica batalla contra 
el proyecto presidencial. No era la única central 
sindical, pero sí la más numerosa, y su calidad de 
bastión cardenista le aseguraba una considerable 
influencia. El motivo fundamental de su desacuer- 
do era la propuesta del voto individual en la elec- 
ción de los candidatos del partido. El voto corpo- 
rativo favorecía al sector obrero geográficamente 
concentrado y muy disciplinado, mientras que la 
propuesta del Presidente beneficiaba al sector cam- 
pesino, que era mayoritario, y a la Confederación 
Nacional de Organizaciones Populares (CNOP), 
una miscelánea de agrupaciones e individuos que 
incluía a pequeños comerciantes, industriales, in- 
telectuales, universitarios, taxistas y colonos, entre 
otros. Además, la centralización de estos procesos 
fortalecía a la dirigencia partidista. 

El apoyo de la Crm quedó condicionado a que 
la designación del candidato presidencial se hiciera 
en los términos de la convocatoria de 1939. Ávila 
Camacho hubiera preferido empezar la campaña 
con el nuevo partido, pero a cambio de esta conce- 
sión obtuvo el respaldo del sector obrero para su se- 
cretario de Gobernación, el universitario Alemán, 
quien fue aclamado candidato de los trabajadores 


Manifestación de apoyo a la candidatura de Miguel Alemán Valdés, 
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en junio de 1945, y abanderado del PRM el 28 de 
diciembre de ese año. La fundación del partido de 
la nueva era se pospuso hasta enero de 1946, una 
vez que se acordó la firma de un “pacto” entre las 
corporaciones que se anexó a los estatutos del PRI, 
que estipulaba que todo acto electoral interno se 
regiría por el derecho de las mayorías que radicaba 
en cada uno de los sectores. El nuevo partido se 
presentó como una organización nacionalista, que 
no antiimperialista, pluriclasista y comprometida 
con el sistema democrático de gobierno. Ante la 
opinión pública el cambio fue introducido como 
una exitosa transformación del PRM en PRI, pero en 
realidad la fórmula de compromiso fue un duro 
golpe para el proyecto avilacamachista. 

El prM se oponía a la reforma electoral por- 
que, según su dirigencia, la ley vigente aseguraba 
la limpieza de las elecciones, pero este argumento 
provocaba escepticismo. Hasta entonces la respon- 
sabilidad de los comicios recaía en los municipios, 
lo cual se prestaba a un sinfín de abusos por parte 
de los presidentes municipales y de los gobernado- 
res. Según la nueva ley la única autoridad electoral 
era la CFVE, integrada por representantes del Poder 
Legislativo, de los partidos y del gobierno en la 
persona del secretario de Gobernación; la refor- 
ma también establecía los partidos nacionales y el 
requisito de registro en la Secretaría de Goberna- 
ción. Estas medidas tenían varios objetivos: debi- 
litar los cacicazgos locales, frenar la fragmentación 
de las fuerzas políticas, estabilizar los comicios y 
poner fin a la violencia que con mucha frecuencia 
provocaban. 

La reforma recibió el apoyo involuntario del 
gobernador de Guanajuato. El 2 de enero de 1946 
—cinco días antes de que fuera expedida la nueva 
ley electoral— policías municipales y fuerzas fe- 
derales dispararon contra una manifestación de la 
Unión Cívica Leonesa (UCL), una coalición de 
em-presarios locales y campesinos miembros de 
la ultracatólica Unión Nacional Sinarquista (UNS), 
que había apoyado a un candidato opositor a la 
presidencia municipal. En el ataque murieron 26 
personas, hubo decenas de heridos y encarcelados. 
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Sorpresivamente, el 8 de enero el Congreso de la 
Unión declaró la desaparición de poderes en el es- 
tado y el gobernador fue destituido con el argu- 
mento de que se había violado “la libre emisión de 
la voluntad popular”, y el 12 de febrero, el candi- 
dato de la UCL quedó instalado como presidente 
municipal. A partir de estos sucesos se estableció 
que los resultados electorales en los estados tam- 
bién eran asunto del presidente de la República. 

Este episodio fue parte de una política general 
de centralización; pero la decisión de Ávila Cama- 
cho también se explica porque el incidente podía 
dañar la nueva imagen internacional de México. 
Además, la elección presidencial que se avecinaba 
demandaba una atmósfera de tranquilidad, y ha- 
bía que conjurar el riesgo de que se reanimara el 
sinarquismo o de que la protesta se extendiera a 
otros estados. 


LA INCERTIDUMBRE DE LA ELECCIÓN 
PRESIDENCIAL 


El PRI debía neutralizar tres áreas de conflicto: la 
electoral, la sindical y la agraria, pero su primera 
tarea era asegurar el triunfo de Miguel Alemán, 
cuya elección no estaba exenta de riesgos. Había 
por lo menos tres fuentes de incertidumbre: los 
militares podían rebelarse contra la exclusión de la 
contienda presidencial de que habían sido objeto; 
los sindicatos podían oponerse a una candidatura 
que confirmaba la desconfianza que les inspiraba 
la reconciliación con los empresarios y con la igle- 
sia; por último, el candidato tenía que desactivar 
la hostilidad del embajador de Estados Unidos 
que promovía la candidatura del secretario de Re- 
laciones Exteriores, Ezequiel Padilla. 

Entre mayo y julio de 1945 Alemán logró 
apagar dos de los focos rojos: primero, Vicente 
Lombardo Toledano, el líder más distinguido de 
la coalición cardenista, avaló ante la CTM la candi- 
datura de quien llamó “el hijo de la Revolución”, 
“cachorro de Lázaro Cárdenas y de Ávila Cama- 
cho”; luego, el general Miguel Henríquez Guz- 


mán, afín al ex presidente Cárdenas, anunció que 
no participaría en la contienda. 

El contexto internacional era favorable a que un 
civil ocupara la presidencia; en esos momentos 
un militar en el Poder Ejecutivo podía evocar las 
dictaduras derrotadas en Europa. Aun así es sor- 
prendente que el relevo de los militares por los civi- 
les haya ocurrido sin grandes resistencias. Algunos 
explican la relativa docilidad con que el ejército 
aceptó este cambio como resultado de la profesio- 
nalización que había propiciado la guerra; otros, 
en cambio, señalan las divisiones internas como 
el obstáculo para una reacción coordinada. Sea 
como sea, tan pronto llegó al poder, Alemán llevó 
a cabo un relevo generacional de la alta oficialía, 
reorganizó las fuerzas armadas y su distribución 
territorial. También hizo un esfuerzo notable por 
mejorar su condición económica, en particular de 
los altos mandos, al mismo tiempo que disminuía 
considerablemente el gasto militar. La política de 
incremento del gasto destinado al bienestar de los 
oficiales y de reducción del presupuesto para equi- 
po militar se mantuvo hasta 1970. 

En 1939 el presidente Cárdenas se había in- 
clinado por el moderado Ávila Camacho para su- 
cederlo en la Presidencia de la República. Su deci- 
sión decepcionó al ala radical del PRM, pero fue una 
manera de reconocer la importancia del apoyo, o 
al menos de la neutralidad de Washington, para el 
triunfo electoral de un candidato presidencial y, 
una vez elegido, para la estabilidad de su gobierno. 
En 1945 el peso de esa condición había aumen- 
tado en forma considerable. Por consiguiente, en 
septiembre de ese año Alemán se acercó a la emba- 
jada de Estados Unidos y se comprometió a man- 
tener las políticas moderadas del avilacamachismo 
y a excluir del gobierno a Lombardo Toledano y a 
los comunistas. 

Los empeños de Alemán, que era un hombre 
de habilidad y de suerte, se vieron recompensados 
por razones que le eran ajenas. Ciertamente, el res- 


Manuel Ávila Camacho jugando al destape, revista Mañana, 30 de 
junio de 1945. Biblioteca Miguel Lerdo de Tejada, sHcr. 
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paldo que tenía del presidente Ávila Camacho era, 
a ojos de Washington, un tanto a su favor; pero los 
norteamericanos no tenían muchas opciones. En 
esos momentos en México la oposición más fuerte 
y mejor organizada era la Unión Nacional Sinar- 
quista, que para Estados Unidos era inaceptable, 
en vista de sus afinidades con el franquismo; por 


esta última razón y por su cercanía con el catolicis- 
mo tampoco simpatizaban con el Partido Acción 
Nacional (PAN). Más todavía, la intervención re- 
ciente de Washington en las elecciones de Brasil y 
de Argentina había provocado violentas reacciones 
antinorteamericanas, de suerte que, ante el riesgo 
de enardecer a los mexicanos, optó por dejar el 
proceso en sus manos. El éxito de la elección, que 
transcurrió sin violencia, y la eficacia de la solución 


Salvador Abascal Infante, líder sinarquista, ca. 1940. 
Colección particular. 


autoritaria en que derivó el gobierno alemanista, 
fueron un feliz precedente para que en el futuro se 
mantuviera esa misma política de no intervención 
en los asuntos internos mexicanos. 

Muchos aplaudieron la jornada electoral de ju- 
lio de 1946 que Alemán ganó con 78% del voto, 
frente a 19% de Padilla, pero se tornó amarga en el 
proceso de calificación, cuando los diputados priis- 
tas se negaron a reconocer las victorias de las opo- 
siciones y se erigieron en mayoría absoluta. El PAN, 
el Partido Fuerza Popular (PFP), formado por la 
UNS en febrero, y el Partido Comunista Mexicano 
(pcm) habían presentado candidatos a diputacio- 
nes, al igual que otras dos pequeñas organizaciones 
efímeras. De un total de 147 curules, las oposicio- 
nes, a excepción del PCM, conquistaron nueve. Aun 
así, la elección fue notable porque por primera vez 
la contienda presidencial se había dirimido entre 
dos civiles y había concluido sin tropiezos. 
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La victoria de Alemán fue en cierta forma 
sancionada por el presidente Harry S. Truman, 
durante la visita oficial que hizo a la capital mexi- 
cana en marzo de 1947. Más allá de representar 
el acercamiento entre los dos países, el encuentro 
fortaleció la posición interna del nuevo presidente 
mexicano que afianzaba su autoridad ante la opi- 
nión pública nacional, dando muestras de capa- 
cidad para dialogar con Washington. Para realzar 
el espíritu de cooperación que animaba a ambas 
naciones, Truman colocó una ofrenda en el Mo- 
numento a los Niños Héroes, caídos en la guerra 
contra la invasión norteamericana de 1847. A esta 
visita le siguió en abril la del presidente mexicano 
a la capital de Estados Unidos y a Nueva York. 

En sus encuentros los presidentes hicieron es- 
pecial hincapié en la coincidencia ideológica en- 
tre ambos países, ahora aliados en la defensa de 
la democracia. En el contexto internacional de la 
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época, para Estados Unidos la geografía imprimía 
a la relación con México un renovado valor es- 
tratégico porque muchos pensaban que la guerra 
fría podía tornarse caliente, y una relación bila- 
teral armoniosa era indispensable para la defensa 
hemisférica. De ahí que los militares norteameri- 
canos fueran los más insistentes en mantener la 
prioridad de esta cooperación. 

Superadas las discrepancias políticas entre 
los dos países, las posibles diferencias entre ellos 
serían de orden comercial y financiero, o deriva- 
rían de temas fronterizos como los trabajadores 
indocumentados. El acuerdo ideológico no es- 
crito tuvo repercusiones inmediatas en la política 
interna mexicana; por ejemplo, durante la visita 
de Truman, el entonces presidente del PRI, general 


Excélsior, 5 de marzo de 1947. Hemeroteca Nacional 
de México, UNAM. 
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Rodolfo Sánchez Taboada, denunció el comunis- 
mo como una influencia perniciosa y a Lombardo 
Toledano como agente de Moscú. 


La reorganización de las fuerzas políticas 

La guerra fría y la fundación del PRI obligaron al 
reacomodo de las fuerzas políticas. La unidad na- 
cional de Ávila Camacho fue un buen punto de 
partida para su sucesor. Las relaciones con la igle- 
sia se habían estabilizado y ésta se concentró en 
un proceso de reconstrucción interna. Su actitud 
general de apoyo al gobierno le aseguró la tole- 
rancia oficial, y su propia campaña anticomunis- 
ta, diseñada por el Vaticano, amplió las bases del 
acuerdo con los gobiernos de la posrevolución. En 
el sector educativo prevalecía la calma después de 
la reforma al artículo tercero y de la unificación 
de los maestros en el Sindicato Nacional de Tra- 
bajadores de la Educación (SNTE). Los grupos em- 
presariales habían sido apaciguados por las ven- 
tajas que obtuvieron de la expansión económica 
que trajo la guerra. 

La estabilización política exigía desactivar la 
militancia sindical y las inquietudes en el cam- 
po; sin embargo, este objetivo y la estrategia que 
adoptó el gobierno para alcanzarlo fracturaron la 
unidad nacional de los años de la guerra. Por una 
parte, al inicio de su sexenio el presidente Alemán 
impulsó la reforma del artículo 27 constitucional 
para modificar las dimensiones de la pequeña pro- 
piedad e introducir el juicio de amparo en esa ma- 
teria; y, por otra, ordenó la ocupación y operación 
por el ejército de oleoductos e instalaciones petro- 
leras en Azcapotzalco, Minatitlán y Veracruz para 
poner fin a un paro sindical. Estas dos decisiones 
fueron un asalto a las bases de apoyo de la coali- 
ción cardenista y provocaron una prolongada rup- 
tura en el seno de la élite política entre cardenistas 
y alemanistas, que el discurso nacionalista apenas 
disimulaba, y que se mantuvo vigente hasta fina- 
les de los sesenta. 


Vicente Lombardo Toledano, Miguel Alemán Valdés y Fidel 
Velázquez, mayo de 1945. Archivo General de la Nación. 
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La derrota de las izquierdas y del sindicalismo 
independiente 
Durante la segunda guerra mundial la UNS era el 
principal enemigo del gobierno mexicano que la 
consideraba la “quinta columna” del fascismo in- 
ternacional. Incluso los primeros documentos del 
PRI denuncian a la “reacción” como el más peligro- 
so adversario del progreso nacional. Después de 
1945 la ultraderecha católica fue reemplazada por 
el comunismo, que se convirtió en el nuevo ene- 
migo. Este viraje conmocionó el ámbito sindical 
y causó conflictos que lo transformaron profun- 
damente. 

A principios de 1947 la CTM ya no era la po- 
derosa organización que dos años antes había im- 
puesto sus condiciones a las reformas promovidas 


Jesús Díaz de León, apodado “El Charro” levantando una demanda, 
2 de febrero de 1951. Archivo fotográfico de El Nacional. 


Fidel Velázquez, secretario general de la CTM, ca. 1943. Colección 
particular. 


por el presidente. Estaba dividida por luchas in- 
testinas y debilitada por el descontento de muchos 
trabajadores con el autoritarismo y la corrupción 
de los líderes, así como por las acciones de Lom- 
bardo Toledano, que pretendía atraer a los tra- 
bajadores a un nuevo partido. Su estrategia sólo 
contribuía a la confusión pues no era fácil explicar 
su empeño en mantenerse como aliado del PRI, 
aunque la vía de “frente popular” que proponía 
era la misma que impulsaba Moscú en los países 
que había liberado en el este de Europa. 

Entre febrero y marzo de 1947 la central obre- 
ra perdió agremiados y recursos. Ferrocarrileros 
y petroleros comenzaron un éxodo que siguieron 
muchos otros. La CTM pasó a ser minoritaria en Ja- 
lisco, Puebla, Querétaro y Veracruz, aunque seguía 
siendo hegemónica en el Distrito Federal. Esta si- 
tuación empeoró cuando los sindicatos de indus- 
tria fundaron, también en marzo, la Central Única 
de Trabajadores (CUT), a la cual se adhirieron elec- 
tricistas, telefonistas y tranviarios, entre otros. A fi- 
nales de año, en un movimiento defensivo, la CrM 
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votó la afiliación corporativa al PRI y la prohibición 
a todos sus miembros de pertenecer a otro partido. 
Esta decisión estaba dirigida a detener el proyecto 
de Lombardo, quien, confiado en el respaldo de los 
trabajadores, había defendido la afiliación indivi- 
dual. A pesar de este descalabro, en 1948 fundó el 
Partido Popular, y el año siguiente su organización 
de apoyo, la Unión General de Obreros y Cam- 
pesinos de México (UGOCM), con una importante 
base campesina que aportó el pcm. 

La insurgencia obrera se agudizó a finales de 
1947, al mismo tiempo que los partidos comu- 
nistas en todo el mundo abandonaron la política 
de cooperación con los partidos burgueses. Sin 
embargo, las movilizaciones también estaban mo- 
tivadas por la carestía —ese año la tasa de infla- 
ción fue de 7%— y por la consecuente pérdida de 
poder adquisitivo del salario. Desde 1945 la eco- 
nomía había mantenido una tasa de crecimiento 
anual superior a 4%, pero a costa de la expansión 
inflacionaria del gasto público y de un gran défi- 
cit comercial, resultado de la liberación de precios 
en Estados Unidos al fin de la guerra, y del incre- 
mento casi al doble del valor de las importaciones 
mexicanas; además, muchos de los capitales que se 
habían refugiado en México, en la paz salieron del 
país en busca de mejores oportunidades. En julio 
de 1948, el Banco de México se retiró del mercado 
cambiario y dejó flotar el peso, cuyo valor era de 
4.85 por dólar; el tipo de cambio se estabilizó a 
mediados de 1949 en 8.65 pesos por dólar. 

Las dificultades económicas exacerbaron los 
conflictos intersindicales que el gobierno apro- 
vechó para intervenir en la vida interna de las 
organizaciones y llevar a cabo depuraciones anti- 
lombardistas y anticomunistas. La Secretaría del 
Trabajo declaraba la inexistencia de las huelgas y la 
ilegalidad de los paros, manipulaba y corrompía a 
los dirigentes, modificaba los contratos colectivos 
y, en casos extremos, recurría a la policía y al ejér- 
cito para reprimir a los recalcitrantes. 

El tratamiento que recibió el sindicato ferroca- 
rrilero es un ejemplo de estas tácticas. En octubre 
de 1948 el gobierno impuso en la dirigencia sindical 


a Jesús Díaz de León, conocido como “El Charro”, 
con el apoyo de la policía, pese a que había sido 
destituido por el comité directivo. Desde entonces 
las expresiones “charrismo” y Mderes charros” em- 
pezaron a utilizarse para referirse a dirigentes sindi- 
cales que eran incondicionales del gobierno. 

La “Caravana del hambre” confirmó la repu- 
tación de represor de obreros del presidente Ale- 
mán. El 20 de enero de 1951, después de más de 
dos meses de huelga, los mineros de Nueva Rosita, 
Coahuila, muchos de ellos miembros de la UGO- 
CM, emprendieron una marcha hacia la ciudad de 
México para, con la mediación del ex presiden- 
te Cárdenas, pedir justicia ante la intransigencia 
de la Secretaría del Trabajo. Recorrieron a pie 
1 400 kilómetros; durante la travesía organizaron 
mítines en Saltillo, Monterrey y Tamazunchale, 
entre otras ciudades. Llegaron a la capital el 1 de 
marzo, y un poco más de dos semanas después re- 
cibieron el fallo adverso de las autoridades; el pre- 
sidente Alemán nunca los recibió. De los 3 000 
trabajadores que participaron en el movimiento, 
sólo 800 fueron recontratados por la empresa. 

En los años siguientes, con el apoyo del go- 
bierno, la CTM logró restaurar su posición hege- 
mónica e incluso recuperó a los petroleros. En este 
proceso Lombardo Toledano perdió el liderazgo 
que había ejercido entre los trabajadores porque 
en varios casos promovió las medidas del gobierno, 
con el argumento de que el enemigo a vencer era 
el imperialismo, y que a este objetivo debían su- 
bordinarse las demandas obreras. Para entonces el 
experimentado político se encontraba en el ocaso 
de su carrera, muchos de sus planteamientos eran 
irrelevantes y él mismo era una reliquia. En 1950 
Fidel Velázquez fue elegido secretario general de 
la central obrera, posición que mantuvo hasta su 
muerte en 1997. 

Al mismo tiempo que cerraba el puño en tor- 
no a los sindicatos, el gobierno se propuso estabili- 
zar el campo donde se multiplicaban los conflictos 
entre pequeños propietarios y ejidatarios. El ob- 
jetivo prioritario de Alemán era atraer inversión 
privada para aumentar la producción agrícola. A 
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pesar del descontento de muchos campesinos, la 
Confederación Nacional Campesina (CNC) no re- 
accionó ante la disminución del reparto de tierras, 
ni ante la reforma constitucional de 1946 que fa- 
vorecía a los empresarios agrícolas. Esta pasividad 
buscaba prevenir la movilización de los campesi- 
nos, pero también reflejaba las dificultades de or- 
ganización de los trabajadores del campo, cuyas 
actividades están dispersas y son estacionales. Por 
esta razón, los principales agentes de control de 
la participación campesina fueron los comisarios 
ejidales que tenían a su cargo las relaciones con 
las instituciones de crédito y de comercialización 
de los productos agrícolas. La reforma al artículo 
27 acentuó la heterogeneidad de la sociedad rural 
y la diferenciación de los intereses de agricultores, 
ejidatarios, jornaleros y pequeños propietarios. 

La política agraria, las purgas en el movimien- 
to obrero y en el gobierno, el apoyo estatal a la em- 
presa privada y la política de puertas abiertas a la 
inversión extranjera profundizaron la fisura de la 
élite política entre quienes se identificaban como 


cardenistas y quienes apoyaban las decisiones del 
presidente Alemán. Este antagonismo sostenía la 
oposición entre izquierda y derecha, y se mantuvo 
vigente mientras duró el “milagro mexicano”. En 
coyunturas internacionales críticas como la que 
provocó la caída del presidente guatemalteco Ja- 
cobo Árbenz en 1954 y la radicalización de la Re- 
volución cubana en 1961, esta fractura se acentuó 
y dio forma a corrientes nacionales de opinión que 
se movilizaron al margen del partido oficial. 


EL AUGE DEL ESTADO DE LA REVOLUCIÓN, 
1949-1957 


Una vez estabilizada la política, la élite guberna- 
mental concentró los recursos del estado en la 
promoción de la industria y en la modernización 
de las actividades agropecuarias, así como en la 


CIEMSA, tienda de menudeo no. 202, Ciudad de México, ca. 1952, 
O SINAFO, Conaculta, INAH. 
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consolidación del empresariado local y del mer- 
cado interno. También se pusieron en pie polí- 
ticas sociales que modificaron la fisonomía de la 
sociedad; la expansión de los servicios de salud 
favoreció el crecimiento de la población, y la ur- 
banización fortaleció el proceso de transformación 
de valores y actitudes sociales. El impacto de estas 
políticas combinado con la mayor complejidad de 
la estructura productiva y del empleo desencade- 
nó un proceso de movilidad social que, a su vez, 
promovió la expansión y el fortalecimiento de las 
clases medias. 

Entre 1950 y 1970 la población pasó de casi 
26 a 49 millones de habitantes. Este crecimien- 
to fue el resultado del descenso de la mortalidad; 
nacían siete niños por mujer, pero en el primer 
año de vida se morían siete de cada 100, y ya no 
25 como antes; también aumentó la esperanza de 
vida de 40 a 60 años entre los hombres y de 42 
a 64 años entre las mujeres. El mejoramiento de 
la salud pública podía atribuirse a la expansión 
de redes de agua potable y de alcantarillado, a la 
construcción de hospitales públicos, como el cen- 
tro hospitalario La Raza del Instituto Mexicano 
del Seguro Social (1mss), en la ciudad de México, 
y a las campañas nacionales de erradicación del 
paludismo, la parálisis infantil, la viruela, el tifo y 
la tuberculosis. El crecimiento poblacional provo- 
caba una mayor demanda de alimentos, de tierras, 
de educación, de atención médica, de vivienda y 
de empleo. Aun así, fue visto con optimismo pues 
se consideraba un factor de riqueza nacional. 

Más allá del control que ejercía el PRI, varios 
fueron los elementos que se conjugaron para sos- 
tener la estabilidad política de estos años, entre 
ellos el crecimiento económico y el desarrollo ins- 
titucional que acarreó la acción estatal. Todo ello 
generó entre amplios grupos sociales una adhesión 
al arreglo político, que era vaga pero efectiva. 

La piedra angular de la modernización auto- 
ritaria fue la centralización del poder político que 
se tradujo en mayor autonomía del estado, cuyas 
decisiones solamente respondían a su propia lógi- 
ca de funcionamiento y expansión. En este arreglo 


la Presidencia de la República se fortaleció a ex- 
pensas del Poder Legislativo y del Poder Judicial, 
y gracias al desarrollo administrativo y al control 
que ejercía el PRI sobre la participación política. 
El fortalecimiento del Poder Ejecutivo federal y 
el aumento de los recursos a su disposición nu- 
trieron el poder del presidente, que podía utilizar 
discrecionalmente la ley y, en general, los recursos 
del Estado, incluido, desde luego, el ejército. 

Autoridades eclesiásticas complacientes, em- 
presarios prósperos y clases medias en ascenso 
también formaban parte de un arreglo que com- 
binaba castigos y recompensas, que toleraba mal 
las oposiciones y frenaba los intentos de partici- 
pación y de organización política independien- 
te. Más todavía, el discurso oficial nacionalista 
alentaba el abstencionismo político, insistía en 
los riesgos de desunión que provocaban las dife- 
rencias ideológicas y la competencia por el poder. 
En cambio, hizo de la estabilidad y de la conti- 
nuidad virtudes republicanas. 

El exitoso arreglo político que había concluido 
Alemán se vio amenazado en 1952 por la candi- 
datura presidencial del general Miguel Henríquez 
Guzmán. En el México de entonces, la huella de 
los militares en el poder aún estaba fresca, y na- 
die sabía a ciencia cierta si el gobierno civil había 
sido un paréntesis; además, esta campaña des- 
mentía las pretensiones de unidad del grupo en el 
poder. Con el apoyo de la Federación de Partidos 
del Pueblo Mexicano (FPPM), Henríquez Guzmán 
proponía “reencauzar” la Revolución. Se decía que 
su movimiento tenía el respaldo del ex presidente 
Cárdenas, y entre sus aliados se encontraban dis- 
tinguidos generales como Francisco J. Múgica y 
Marcelino García Barragán, el periodista Francis- 
co Martínez de la Vega y el líder zapatista Rubén 
Jaramillo, quien mantenía una oposición activa en 
el estado de Morelos. El movimiento henriquista 
tuvo presencia significativa en Nuevo León, y en- 
tre grupos campesinos en Jalisco y Michoacán. 

Los resultados oficiales de la votación favore- 
cieron al priista Adolfo Ruiz Cortines, ex secretario 
de Gobernación, con 74% del voto; a Henríquez 


348 


Guzmán se le reconoció 16%; Efraín González 
Luna del PAN obtuvo casi 8%, y Lombardo Toleda- 
no del PP, 0.98%. Al día siguiente de la elección, el 
7 de julio, policías y granaderos disolvieron en la 
Alameda Central de la capital un mitin en el que 
los henriquistas pretendían celebrar su victoria; 
cayeron varios muertos, hubo decenas de heridos 
y cientos de detenidos que fueron liberados unos 
días después. 


El pacto industrializador y el crecimiento 
económico 

En el discurso de toma de posesión del 1 de di- 
ciembre de 1946, el presidente Alemán afirmó: 
“El país entero reclama la industrialización de 
México”. Sus palabras hubieran podido ser cues- 
tionadas por más de 18 millones de habitantes del 
campo, que representaban 70% de la población 
total. La mayoría vivía en localidades pobremente 
comunicadas, al margen del mercado, no tenía ac- 
ceso a la educación ni a los servicios públicos y es- 
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peraba todavía los beneficios de la reforma agraria. 
En cambio, la propuesta encontró apoyo en las 
ciudades: en la capital de la República, en Monte- 
rrey, Guadalajara y Puebla, y entre los empresarios 
y obreros que serían los principales beneficiarios 
del proyecto. 

No obstante, en los primeros años del sexenio 
el campo fue la fuente de recursos más importan- 
te para el desarrollo de la industria. El gobierno 
construyó grandes obras de irrigación, canales y 
presas. La superficie de tierra cultivada se exten- 
dió gracias a las mejoras en los sistemas de riego 
y de distribución del agua. Entre 1949 y 1958 la 
agricultura registró una tasa de crecimiento de 6% 
anual. También hubo cambios en la producción, 
se redujo el cultivo de maíz y creció la superficie 
dedicada a cultivos comerciales como el trigo, la 
alfalfa, el sorgo y el jitomate, y de productos para 
la exportación como algodón y café. 


Planta de automóviles Ford, ca. 1958. Archivo General de la Nación. 
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GRÁFICA 1. INVERSIÓN PÚBLICA Y PRIVADA, 1945-1970 
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Fuentes: Enrique Cárdenas, La política económica en México, 1950-1994, México, El Colegio de México, 1996; Nacional 


Financiera La economía mexicana en cifras, México, 1966. 


La piedra angular de la política de industriali- 
zación fue una relación armoniosa entre el gobier- 
no, los sindicatos y los industriales de la Cámara 
Nacional de la Industria de Transformación (Ca- 
nacintra), que agrupaba a empresarios medianos y 
pequeños; la Confederación de Cámaras Industria- 
les (Concamin), y los comerciantes miembros de la 
Confederación de Cámaras Nacionales de Comer- 
cio (Concanaco). Entre ellos había diferencias, por 
ejemplo, la Canacintra aplaudía la participación del 
estado en la economía que las otras organizaciones 
miraban con desconfianza. No obstante, en tér- 
minos generales durante todo el periodo prevaleció 
la armonía. De hecho funcionarios y empresarios 
entablaron una relación de consultas regulares e 
intercambio de opiniones. La acción estatal estaba 
orientada a crear condiciones propicias para la in- 
versión privada, ya fuera con infraestructura, me- 
canismos fiscales o créditos. Además, el gobierno 
mantuvo una política de bajos impuestos y bajos 


salarios, y de subsidios a los servicios públicos, 
mientras las centrales obreras garantizaban la paz 
sindical y demandas salariales modestas. 

El intervencionismo estatal de entonces se 
apoyaba en el paradigma de la política de desa- 
rrollo que después de 1945 adoptaron los países 
más avanzados de América Latina. En este modelo 
de economía mixta, los recursos públicos se desti- 
naban, por ejemplo, a la construcción de grandes 
obras hidráulicas y de electrificación, mientras que 
la inversión privada se orientaba a las manufacturas 
y a los bienes intermedios como cemento, vidrio y 
papel, y artículos de consumo como alimentos y be- 
bidas, calzado y ropa. 

Después de 1946 el gobierno adoptó explícita- 
mente el proteccionismo del modelo de sustitución 
de importaciones. En consecuencia, México no 
ingresó al Acuerdo General sobre Aranceles Adua- 
neros y Comercio (GATT en sus siglas en inglés) de 
liberalización comercial que se originó en La Haba- 
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GRÁFICA 2. COMERCIO EXTERIOR, 1945-1970 
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Fuente: INEGI, Estadísticas históricas de México, México, 1999, t. 1. 


na en noviembre de 1947, promovido por Estados 
Unidos. El gobierno integró un conjunto de medi- 
das —aranceles y permisos de importación— para 
proteger a la industria nacional de la competencia 
extranjera. Así, el mercado mexicano quedó casi 
cerrado a productos del exterior, pero las empresas 
locales tenían muchas facilidades para la importa- 
ción de maquinaria y equipo. El mercado cautivo 
también fue aprovechado por numerosas filiales de 
grandes corporaciones extranjeras, asociadas con 
capital nacional, por ejemplo, General Electric, 
Ford y General Motors. 

Nacional Financiera, el banco estatal de desa- 
rrollo, desempeñó un papel muy importante en la 
canalización de fondos para la industria, y en la 
captación de créditos extranjeros. El gobierno tam- 
bién recurrió al Eximbank y al Banco Internacio- 
nal de Reconstrucción y Fomento (BIRF), antecesor 
del Banco Mundial, para adquirir préstamos que se 
destinaban a obras públicas y a nuevas industrias. 
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El comportamiento de la inversión privada en 
esos años da prueba del acuerdo de los empresa- 
rios con el modelo de crecimiento; por ejemplo, 
en 1950 aportaron 58% del total de recursos de 
inversión. Durante el gobierno de Adolfo Ruiz 
Cortines la inversión privada fue todavía más im- 
portante: en 1956 su participación en la inversión 
total fue de 72%; durante los años del “milagro 
mexicano” registró algunas variaciones, pero la 
inversión pública nunca superó a la privada. Más 
aún, el aumento constante de la inversión total y 
la evolución de la relación entre los dos tipos de 
inversión refutaba la acusación de que el interven- 
cionismo estatal inhibía al capital privado; de he- 
cho, era prueba de que el efecto era exactamente 
el contrario: la inversión pública alentaba la inver- 
sión privada (véase la gráfica 1). 

El crecimiento de la empresa privada da cuen- 
ta del éxito de la política de promoción del em- 
presariado. Entre 1941 y 1965 se formaron 486 
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grandes empresas nacionales, y un gran número de 
empresas medianas y pequeñas. En consecuencia, 
las organizaciones empresariales crecieron en ta- 
maño, recursos y funciones; por ejemplo, en 1946 
la Concamin representaba a 36 cámaras de indus- 
tria y en 1967 el número había aumentado a 64 
y 14 asociaciones civiles. Asimismo, se fortalecie- 
ron la Asociación de Bancos de México (ABM) y la 
Asociación Mexicana de Instituciones de Seguros 
(amis). En virtud de este crecimiento aumentó la 
influencia de estas organizaciones de élite en las 
decisiones gubernamentales. 

Entre 1949 y 1958 el PIB creció en términos 
reales a una tasa anual promedio de 6.6%, y el cre- 
cimiento per cápita fue de 3.5% anual, uno de los 
más altos del mundo en ese entonces, aun cuan- 
do la población aumentaba a una elevada tasa de 
3.1% al año. Los diferentes sectores económicos 
crecían en forma equilibrada y a ritmos similares, 


Primera Reunión Nacional de la Banca, en el Teatro Degollado, 
23 de julio de 1984. O Francisco Daniel / Archivo Procesofoto. 


y se combinaban para lograr una fuerte expansión 
del empleo y de la producción, sobre todo en la 
manufactura, gracias a lo cual la economía pudo 
absorber el crecimiento poblacional. 

Al iniciarse la década de los cincuenta la in- 
dustria nacional satisfacía la demanda interna de 
textiles, comestibles, bebidas, calzado, jabón y 
productos intermedios como el hule, el alcohol 
y el vidrio. Según algunos especialistas, éste hu- 
biera sido un buen momento para que los pro- 
ductos mexicanos compitieran con la producción 
extranjera; sin embargo, la protección les había 
restado competitividad. De suerte que las exen- 
ciones fiscales y los subsidios no fueron revisados 
una vez que las empresas se consolidaron, sino 
que se mantuvieron como factores permanentes de 
la actividad económica. La continuidad e incluso la 
profundización del proteccionismo, que ocurrió 
en los años sesenta, se justificaba con el argumen- 
to de que abrir las fronteras o eliminar los apoyos 
estatales podía precipitar la bancarrota de muchas 
empresas y el desempleo de miles de trabajadores. 
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Las consecuencias de largo plazo de esta decisión 
fueron catastróficas para la propia empresa mexi- 
cana porque limitó su potencial de expansión. 

Los primeros síntomas de que el crecimien- 
to económico perdía dinamismo se manifestaron 
en 1954. El 17 de abril, Sábado de Gloria, el go- 
bierno anunció sorpresivamente la devaluación 
del peso y la modificación del tipo de cambio de 
8.45 pesos por dólar a 12.50. Según el secretario 
de Hacienda, Antonio Carrillo Flores, se trataba 
de “una medida defensiva” para evitar una con- 
tracción, efecto de la recesión en Estados Unidos, 
que ya en esos años era el destino de 75% de las 
exportaciones mexicanas y el origen de 90% de 
las importaciones. 

La principal preocupación del gobierno era 
la agricultura, en la que habían aparecido signos 
de estancamiento después del aumento en las 
exportaciones que acarreó la guerra de Corea en 
1950. La pequeña propiedad se había expandido, 
pero la productividad de los ejidos era baja, y el 
crecimiento de la población rural generaba pre- 
siones sobre la tierra que dieron lugar a los mini- 
fundios, propiedades de menos de 5 hectáreas de 
muy bajo rendimiento. La pobreza de este sector 
y de los jornaleros y campesinos sin tierra con- 
trastaba con la prosperidad de los empresarios, 
establecidos mayoritariamente en los distritos 
de riego del noroeste del país, cuya producción 
también estaba orientada a la exportación, y de 
los productores que aprovecharon la “revolución 
verde”. La Fundación Rockefeller financió la in- 
troducción de técnicas modernas de explotación 
intensiva basada en el uso de fertilizantes, herbi- 
cidas y plaguicidas. A resultas de estos cambios 
la producción de trigo aumentó de 750 kilos por 
hectárea en 1950, a 3 200 kilos por hectárea 20 
años después. 

La devaluación no frenó la disminución de las 
exportaciones agrícolas, y no se recuperaron los ni- 
veles de años anteriores. En consecuencia, los in- 
gresos públicos por concepto de exportación se 
redujeron de 20% en 1955, a 9% en 1959 y a 
5% en 1963; estos datos apuntaban ya la tenden- 
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cia a la pérdida de importancia del sector externo 
que registró el PIB en los años sesenta. Este cambio 
estructural de la economía imprimía una notable 
fragilidad a los equilibrios políticos en el campo, 
porque al deterioro de la agricultura se sumaban las 
denuncias de los campesinos que eran víctimas de 
despojos, de abusos de autoridad y de la represión. 


El estado modernizador 
El éxito del modelo de crecimiento dependía de 
normatividades, leyes y reglamentos, de créditos 
y subsidios, así como de empresas paraestatales y 
organismos descentralizados, con los que el estado 
promovía y orientaba el desarrollo del país. El en- 
tramado que resultó de este proceso de institucio- 
nalización afianzó la centralización de las decisiones 
y, por esa vía, el presidencialismo. Por ejemplo, en 
1950 el Congreso votó modificaciones a los artícu- 
los 49, 52 y 131 constitucionales para ampliar las 
facultades económicas del Ejecutivo en actividades 
industriales y comerciales, y en materia de aranceles. 

Las funciones de promoción del crecimiento 
impulsaron el desarrollo administrativo del estado 
y una expansión institucional que se convirtió en 
una tendencia de largo plazo. Se crearon nuevas 
secretarías, por ejemplo, en 1946 la de Recursos 
Hidráulicos, Agricultura y Ganadería, y la de Sa- 
lubridad y Asistencia; en 1958 la Secretaría de la 
Presidencia, cuya función era la planeación general 
del gasto público y el desarrollo de regiones y lo- 
calidades “que le señale el presidente de la Repú- 
blica”. En 1965 el presidente Gustavo Díaz Ordaz 
promovió la Ley para el Control de los Organis- 
mos Descentralizados y Empresas de Participación 
Estatal. En 1955 había un conjunto heterogéneo 
de 100 organismos descentralizados, que en 1969 
habían aumentado a 166, entre los que se contaban 
ingenios, inmobiliarias, cooperativas, institutos de 
investigación, comisiones, fideicomisos, bancos, 
instituciones de asistencia pública, siderúrgicas y 
hasta una fábrica de bicicletas (Cóndor). 

El estado se hizo presente en todo el territo- 
rio nacional mediante la extensión y aplicación 
de leyes y reglamentos, con la apertura de oficinas 
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públicas o con la participación de los maestros de 
la Secretaría de Educación Pública (SEP) y los em- 
pleados de Salubridad en las campañas nacionales 
de vacunación o con los ingenieros de Recursos 
Hidráulicos y de Comunicaciones involucrados 
en la construcción de presas y carreteras. La or- 
ganización del PRI, apoyada en sindicatos, en ligas 
agrarias o en asociaciones de pequeños comercian- 
tes, taxistas y habitantes de colonias populares, fue 
también un canal de interacción entre la población 
y el gobierno, relación que se nutría en la escuela 
pública y en la celebración periódica de campañas 
electorales y de comicios municipales, estatales y, 
desde luego, nacionales, pese al fraude sistemático 
que aseguraba las victorias avasalladoras del partido 
oficial. El estado se convirtió en el eje de organiza- 
ción de una sociedad de élites y grandes desigual- 
dades sociales, que fundaba su legitimidad en la 
continuidad revolucionaria, en la estabilidad insti- 
tucional y económica y en un discurso que exaltaba 
el valor de la continuidad y de la reconciliación so- 
cial que subyacía bajo el nacionalismo mestizo que 
había reemplazado al nacionalismo revolucionario 
del cardenismo. La inspiración fundamental era la 
unidad entre todos los mexicanos que resultaba de 
una feliz combinación de razas y culturas. El éxito 
económico y sus beneficios tangibles para muchos 
reforzaban actitudes conservadoras y alimentaban 
un consenso amplio que se traducía en adhesión al 
orden establecido. En 1963 en Estados Unidos se 
publicó un estudio pionero sobre cultura política 
en cinco países, entre ellos México, que mostraba 
que los mexicanos estaban muy orgullosos de su 
sistema político y convencidos de que la suya era 
una democracia en construcción. 

El presidente de la República era el líder real 
del PRI, y desde esta posición ejercía una enorme 
influencia sobre el personal político, al cual en 
más de un caso elegía personalmente, por ejem- 
plo, cuando “palomeaba” las listas de candidatos 
a diputados. La obra pública era ampliamente di- 
fundida como parte integral de la responsabilidad 
del presidente que así proyectaba la imagen del 
constructor y del padre que llevaba empleos a las 


comunidades y colmaba a sus gobernados de rega- 
los. Además, el presidente, en su calidad de jefe de 
gobierno, era el árbitro supremo entre intereses en 
conflicto. Así, al margen incluso del PRI, resolvía 
las disputas en el seno de la élite política, pero tam- 
bién las diferencias entre el gobierno y los empre- 
sarios, y hasta entre ellos mismos. Con frecuencia 
las decisiones en este terreno escapaban a leyes y 
reglamentos, y su único apoyo era la autoridad del 
presidente de la República, quien podía hacer un 
uso discrecional de la ley. La decisión presidencial 
era definitiva, y las fuerzas políticas y empresariales 
la aceptaban como tal. 

En estos años la importancia del PRI aumentó 
considerablemente, porque adquirió la doble fun- 
ción de movilizar apoyo para el presidente y des- 
movilizar protestas contra el gobierno. Las elec- 
ciones se celebraban escrupulosamente cada tres 
y seis años para dar un toque de legitimidad a de- 
cisiones tomadas de antemano; pero además eran 
la oportunidad para que el presidente ejerciera su 
calidad de jefe político de la nación. El partido 
dominaba la casi totalidad de los puestos de elec- 
ción popular gracias al fraude y a la manipulación 
del voto, de las credenciales, del padrón y de los 
órganos electorales. A partir de 1950 la elección 
interna de candidatos procedió por votaciones en 
asamblea, cuyos delegados eran designados por los 
tres sectores. Las corporaciones afiliadas, la CNOP, 
la crm, la cnc, fueron clave para el control de los 
grupos populares. Por ejemplo, en 1953 se formó 
el Bloque de Unidad Obrera (BUO), en un nuevo 
intento de unificación y autonomía sindical. Se 
adhirieron la crm, la Confederación General de 
Trabajadores (CGT) y los sindicatos nacionales de 
ferrocarrileros, electricistas, telefonistas, mineros y 
cinematografistas. Muchos de ellos desertaron dos 
años después, cuando el BUO se incorporó al PRI. 

En la década de los cincuenta el partido creció 
y se extendió por todo el territorio nacional. En 
1954 reportaba una militancia de 3.5 millones, 
entre los que se incluía a las mujeres, a quienes ese 
año se les reconoció el derecho al voto en elecciones 
federales, pues desde 1948 podían votar en comi- 
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cios municipales. En 1958 la oposición partidista 
estaba integrada por el pCM, el PAN, el PP y el Parti- 
do Auténtico de la Revolución Mexicana (PARM), 
fundado en 1954 para dar cabida a viejos militares 
revolucionarios que reclamaban un espacio en el 
seno de la élite política, aunque se mantenían lea- 
les al arreglo vigente. Sólo excepcionalmente se les 
reconocían victorias. El partido oficial se convirtió 
en la columna vertebral de los equilibrios políticos 
nacionales, la arena donde se libraban las batallas 
por el poder, se ajustaban las demandas sociales y 
se reconciliaban intereses contradictorios. 

La fuente de poder del PRI era, primeramente, 
el apoyo que recibía del estado, que era de dife- 
rentes órdenes: simbólico, pues lo reconocía como 
el vínculo del presente con los ideales de la Revo- 
lución, así como financiero y material, mediante 
la satisfacción de las demandas de sus afiliados, al 
constituirse en un eficaz gestor de servicios públi- 
cos. El partido era el terreno privilegiado de reclu- 
tamiento del personal político y, en algunos casos, 
también vía de acceso a los altos niveles de la admi- 
nistración pública. El alcance nacional del PRI hizo 
de él un poderoso agente de socialización, que creó 
una identidad común a la mayoría de los mexicanos, 
cuyos componentes eran los valores de independen- 
cia nacional, la continuidad y la estabilidad. 

El ejército tenía un papel muy importante en la 
vida política del país y en el mantenimiento del or- 
den público. Desde diciembre de 1946 se estableció 
la costumbre de que los presidentes del PRI fueran 
generales: Rodolfo Sánchez Taboada, 1946-1952; 
Gabriel Leyva Vázquez, 1952-1956; Agustín Ola- 
chea Avilés, 1956-1958, y Alfonso Corona del Ro- 
sal, 1958-1964. El primer civil, Carlos A. Madrazo, 
fue nombrado ese último año por el presidente Díaz 
Ordaz, y a partir de entonces todos han sido civiles. 

La presencia de un militar a la cabeza del PRI 
simbolizaba el compromiso del ejército con el arre- 
glo institucional; también sujetaba a esos oficiales 
a la autoridad del presidente de la República que 
los designaba. La misión fundamental del presi- 
dente del partido era la misma que la del secretario 
de Gobernación: preservar la disciplina y asegurar 
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el control político de la población; por ejemplo, 
en coyunturas electorales locales, el PRI contaba 
con el respaldo de los jefes de zona militar. 

El ejército contribuyó a la centralización: do- 
blegó a caciques y gobernadores. En ocasiones los 
jefes de zona militar intervenían para asegurarse 
que los gobernadores cumplieran las decisiones 
presidenciales; así sucedió en mayo de 1954, cuan- 
do luego de un periodo de disturbios públicos en 
Guerrero, el presidente Ruiz Cortines solicitó al 
Senado la desaparición de poderes en el estado y 
la destitución del gobernador, por “incapacidad e 
ineptitud”. El jefe de zona y sus tropas supervisa- 
ron el cumplimiento de la decisión porque el go- 
bernador, con el respaldo del Legislativo local, se 
negó a solicitar licencia, como se lo había sugerido 
la Secretaría de Gobernación. 


Un país en construcción 
Entre 1946 y 1958 el país vivió años de optimis- 
mo y de febril actividad constructora en los que 
se difundió la creencia de que recorría la vía se- 
gura a la democracia y al desarrollo. Este ánimo 
se prolongó hasta 1968, aunque con titubeos. El 
“milagro mexicano” alteró la fisonomía del territo- 
rio: se construyeron gasoductos, zonas industriales, 
sistemas hidroeléctricos, obras portuarias, áreas re- 
sidenciales, colonias obreras. Se trató de rehabilitar 
los ferrocarriles y de incrementar la producción de 
combustibles, principalmente carbón y petróleo. 
En 1946 la red nacional de caminos era de 
más de 18 000 kilómetros, en 1960 era de más 
de 44 000 y 10 años después se había expandido 
a 70 000 kilómetros. Se construyeron carreteras y 
autopistas. En 1960 todas las capitales estatales es- 
taban comunicadas por carretera, se podía viajar de 
Yucatán a Sonora, y de Tamaulipas a Chiapas. Este 
sistema favoreció el mercado nacional y propició la 
formación de regiones económicas, aunque tam- 
bién alentó la migración del campo a la ciudad. El 
contacto de localidades antes aisladas con los cen- 
tros urbanos ampliaba el horizonte de los jóvenes 
que entonces emigraban a la ciudad de México o a 
Estados Unidos en busca de fortuna. 
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No obstante, el imán de recursos públicos y 
de inversiones industriales era la capital de la Re- 
pública, que experimentó una sorprendente trans- 
formación. En 1954 Salvador Novo se admiraba 
de los cambios que habían convertido a su México 
“quieto y aburrido” en una “metrópoli tan ebu- 
llente, tan internacional”. Se construyeron los pri- 
meros rascacielos, edificios cúbicos y multitudina- 
rios como los multifamiliares Presidente Alemán 
(15 edificios para 1 000 familias) — en la colonia 
del Valle, y Presidente Juárez en la colonia Roma. 
Se entubaron los ríos Churubusco y Mixcoac para 
evitar las tremendas inundaciones que sufría la 
ciudad cada año en la temporada de lluvias. En 
noviembre de 1952 el presidente Alemán inaugu- 
ró la Ciudad Universitaria, en el sur de la ciudad, 
y en mayo de 1954, aun cuando había terminado 
su mandato, el Aeropuerto Internacional Benito 
Juárez de la ciudad de México. En 1957 el pre- 
sidente Ruiz Cortines cortó el listón del viaduc- 
to Miguel Alemán y de la avenida Manuel Ávila 


Camacho que conectaba Ciudad Satélite con el 
Distrito Federal. En 1961 se inauguró el primer 
tramo del Anillo Periférico; en 1964 el Museo de 
Antropología; el año siguiente la unidad habita- 
cional Nonoalco- Tlatelolco y en ella la Plaza de las 
Tres Culturas, y en junio de 1967 comenzaron los 
trabajos de la primera línea del Metro. 

También se construyeron mercados como el de 
Jamaica, La Merced, La Viga, Mixcoac, para aco- 
ger al comercio callejero en espacios organizados 
y con buenas condiciones sanitarias. Gigantescas 
obras de piedra y concreto, como la fuente de Pe- 
tróleos Mexicanos a los pies de las Lomas de Cha- 
pultepec y el Monumento a la Madre en el cruce de 


Cargas de carbón de la Fundidora Monterrey, ca. 1958. 
Archivo General de la Nación. 


Enfrente: Construcción de un carro del Sistema de Transporte 
Colectivo, Metro, 1972. Archivo General de la Nación. 


Páginas siguientes: Unidad Nonoalco-Tlatelolco, 1962. 
Colección particular. 
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Reforma e Insurgentes, contribuyeron al aspecto de 
ciudad moderna de la capital, igual que colonias de 
clase media como Narvarte, Del Valle y Satélite. Al 
mismo tiempo se multiplicaban los cinturones de 
miseria donde se hacinaban los migrantes del cam- 
po, que tan magistralmente retrató Luis Buñuel en 
la película Los olvidados, de 1950. 

Pulquerías y cantinas fueron sustituidas por 
bares, centros nocturnos y salones de baile, y el 
cine desplazó al teatro de revista y a los toros. La 
calidad de los servicios públicos en la ciudad de 
México era muy superior a la del resto del país. 
En 1960, en ella se concentraban 40% de los es- 
tudiantes de secundaria y 65% de los de educa- 
ción superior. Al inicio de la sexta década del siglo 
la capital era un polo urbano-industrial, símbolo 
nacional del poder y de la modernidad. Las insta- 
laciones deportivas y los edificios que se constru- 
yeron para los XIX Juegos Olímpicos, muchos de 
ellos espectaculares muestras del vigor de la arqui- 
tectura mexicana, le imprimieron a la ciudad un 
sello triunfalista: la Villa Olímpica, el Palacio de 
los Deportes. En este esfuerzo destacaron las obras 
de Pedro Ramírez Vázquez y de Félix Candela. 


La alianza ideológica con Estados Unidos 
En los años cincuenta se profundizó la rivalidad 
de la guerra fría. Esta evolución hizo de la conten- 
ción del comunismo la prioridad de Estados Uni- 
dos en América Latina; en consecuencia Washing- 
ton apoyaba a cualquier régimen que fuera eficaz 
en ese combate. La firmeza del compromiso del 
gobierno mexicano con la lucha anticomunista 
amplió su margen de autonomía frente a Estados 
Unidos en decisiones diplomáticas y económicas. 
Entre los dos países surgieron importantes 
desacuerdos en el ámbito comercial y económico, 
y en relación con temas fronterizos; por ejemplo, 
el creciente proteccionismo norteamericano o las 
regulaciones a la inversión extranjera que intenta- 
ban introducir los mexicanos. En 1947-1948 el 
ganado mexicano se vio afectado por una epide- 
mia de fiebre aftosa; el gobierno de Washington, 
temeroso del contagio, exigió que se frenara de 


manera radical. En consecuencia, miles de cabezas 
de ganado fueron sacrificadas con el “rifle sanita- 
rio”, lo que causó graves pérdidas a muchos cam- 
pesinos. Entre 1952 y 1958 un promedio anual de 
340 000 trabajadores legales cruzaron la frontera; 
sin embargo, eran muchos más los “espaldas mo- 
jadas” que ingresaban ilegalmente a Estados Uni- 
dos. En 1954 el gobierno norteamericano puso 
en marcha la Operación Wetback y deportó a un 
millón de trabajadores ilegales, a pesar de las pro- 
testas del gobierno mexicano. 

En cambio, la más completa armonía reinó en 
las relaciones políticas. Los presidentes Eisenhower 
y Ruiz Cortines se reunieron en dos ocasiones; en 
ellas reiteraron su compromiso con el combate an- 
ticomunista. El presidente norteamericano pensa- 
ba que la pobreza y la inestabilidad favorecían la 
influencia comunista, y que había que apoyar el 
desarrollo mexicano. En los dos periodos de Eisen- 
hower, entre 1952 y 1960, los gobiernos mexicanos 
pudieron llevar a cabo nacionalizaciones, mantener 
la protección comercial y las restricciones a la inver- 
sión extranjera sin que hubiera represalias por parte 
de Estados Unidos, y nada impidió que México re- 
cibiera créditos del Eximbank y de bancos comer- 
ciales como Bank of America y Chemical Bank. 

En los años cincuenta el combate anticomunis- 
ta dominó las relaciones hemisféricas. Este contex- 
to indujo a la diplomacia mexicana a la duplicidad: 
por una parte, el gobierno defendía en los foros 
internacionales los principios de no intervención 
y autodeterminación, pero, por la otra, profun- 
dizaba discretamente la cooperación con Estados 
Unidos en la lucha contra la influencia soviética o 
todo aquello que pudiera ser percibido como tal. 
Así, por ejemplo, en marzo de 1954 México se abs- 
tuvo de votar en la X Conferencia Interamericana 
en Caracas la resolución presentada por la delega- 
ción norteamericana que preveía la intervención 
“defensiva” de los países miembros del Tratado 
Interamericano de Asistencia Recíproca (TIAR), en 
caso de que un gobierno comunista llegara al po- 
der en alguno de ellos. Unas semanas después la Cia 
(Agencia Central de Inteligencia) provocó la caída 
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del presidente guatemalteco Jacobo Árbenz, con el 
argumento de que pretendía establecer un régimen 
comunista. Entonces Ruiz Cortines inició una se- 
rie de reuniones “informales y personales” en la re- 
sidencia de Los Pinos con el embajador de Estados 
Unidos, Francis White. Según éste, después de es- 
tas entrevistas el mandatario mexicano solicitó una 
colaboración más estrecha con su embajada para 
combatir la subversión; también pidió que este 
arreglo se mantuviera privado, pues hacerlo públi- 
co podía suscitar una reacción antinorteamericana. 
Entre 1954 y 1955 ocho misiones de alto rango del 
ejército de Estados Unidos visitaron México. 

La cooperación no impidió que el gobierno 
otorgara asilo político al depuesto Árbenz, pero en 
mayo de 1954 se celebró en la ciudad de México el 
Primer Congreso contra la Intervención Soviética 
en América Latina, con el apoyo de la Secretaría 
de Gobernación. El 25 de julio, Andrés Iduarte, 
director de Bellas Artes, fue cesado en forma ful- 
minante porque el día anterior, en la ceremonia 
fúnebre en honor de Frida Kahlo en la gran sala de 
recepción de ese edificio, permitió que la bandera 
del PCM cubriera el féretro ante el cual él también 
hizo guardia. 

Acciones y propósitos anticomunistas se in- 
tegraron con naturalidad al discurso oficial para 
reforzar la fórmula nacionalista e interclasista 
que promovía el estado. El anticomunismo pene- 
tró con facilidad en la sociedad también porque 
se presentaba como defensa de la fe religiosa, un 
tema que para los mexicanos era más importante 
que la propiedad y la libertad que, en cambio, era 
el corazón de la campaña anticomunista en otros 
países. El mensaje tuvo alcance nacional gracias a 
obispos y párrocos que lo difundieron por todo el 
país y entre todas las clases sociales. La elevación 
al cardenalato del arzobispo de Guadalajara, José 
Garibi Rivera, en diciembre de 1958 contribuyó 
al resurgimiento del fervor del pueblo católico. La 
participación de la iglesia en la organización de 
acciones “defensivas” de la religión y de los valo- 
res nacionales, como distribución de propaganda, 
jornadas de oración, procesiones y misas multitu- 
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dinarias significó también su plena reintegración a 
la vida pública. 

Los temores de los anticomunistas se veían re- 
forzados por el nuevo activismo de las izquierdas. 
La crisis guatemalteca de 1954 galvanizó a la des- 
falleciente coalición cardenista. El ex presidente 
Cárdenas anunció su solidaridad con “el gobierno 
y el pueblo de Guatemala”. Estudiantes e intelec- 
tuales organizaron comités de apoyo y actos de re- 
pudio al intervencionismo de Estados Unidos. La 
causa del antiimperialismo empezó a cobrar fuerza 
como factor aglutinador de las izquierdas, y se for- 
mó una amplia corriente de opinión, una “nueva 
izquierda” cuyo principal referente de acción ya 
no era la Revolución mexicana. 


Los DILEMAS DEL DESARROLLO, 1957-1968 


En 1957 dos acontecimientos, uno político y otro 
telúrico, vaticinaron el fin de la autocomplacencia 
en que vivía la sociedad mexicana. En mayo el ex 
presidente Cárdenas abandonó el silencio de “la 
esfinge de Jiquilpan” y criticó públicamente las 
“desviaciones de la reforma agraria”, las “defor- 
maciones del sindicalismo”, y a los hombres que 
“desde posiciones oficiales” hacían “la contrarrevo- 
lución pacífica”. Estas declaraciones de quien en 
febrero del año anterior había recibido en Moscú 
el Premio Stalin de la Paz, reanimaron las tensiones 
en el seno de la élite gobernante. También tuvieron 
efecto entre quienes compartían las críticas del ex 
presidente contra el charrismo sindical, la miseria 
en las ciudades, la pobreza y la desigualdad en el 
campo y la corrupción de muchos funcionarios. 

En la madrugada del domingo 28 de julio de 1957, 
un violento sismo de 7 grados en la escala de Mer- 
calli originado en Guerrero, sacudió durante dos 
minutos Chilpancingo, Acapulco y la ciudad de 
México, donde habitaban más de cuatro millones 
de personas. El Ángel de la Independencia que co- 
ronaba la capital de la República desde el Paseo 
de la Reforma, se vino abajo y quedó hecho añi- 
cos. También se desplomaron varios edificios de 
reciente construcción. Ante la catástrofe el gobier- 
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no se puso a la defensiva. La revista Tiempo, que 
bajo la dirección del escritor Martín Luis Guzmán 
era una suerte de portavoz oficial, apuntó que la 
ayuda que muchos espontáneos ofrecieron en la 
Cruz Roja “era innecesaria”, porque “organismos 
tan importantes como el Departamento del D.E, 
la Sría. de Comunicaciones, el Ejército Nacional y 
Petróleos Mexicanos la [pueden] proporcionar sin 
límites”. En la emergencia el gobierno temía que 
la gente saliera a las calles sin control y emprendie- 
ra acciones de consecuencias imprevisibles. 

Su inquietud se materializó en unos meses. En 
febrero de 1958 la capital sufrió nuevos estreme- 
cimientos. Después de cuatro años de tregua, un 
grupo importante de ferrocarrileros bajo el lideraz- 
go de Valentín Campa y Demetrio Vallejo, miem- 
bros del Partido Obrero-Campesino de México 
(POCM), una escisión del PCM, inició paros parciales 


Columna de la Independencia luego del temblor del 28 de julio de 
1957. Archivo Editorial Gustavo Casasola. 


y escalonados en la ciudad de México, Veracruz y 
Guadalajara, en demanda de un incremento salarial 
y en protesta contra la dirigencia sindical. Telegra- 
fistas, petroleros y secciones del SNTE los apoyaron 
y hubo varios enfrentamientos con la policía en las 
calles de la capital. Los líderes Campa y Vallejo fue- 
ron encarcelados y permanecieron en prisión más 
de una década. 

La inquietud también se manifestó en el cam- 
po. Al mismo tiempo que se desarrollaba la huelga 
ferrocarrilera, en Torreón un grupo de ejidatarios 
estuvo a punto de linchar al secretario de Recur- 
sos Hidráulicos; en marzo, la Unión General de 
Obreros y Campesinos de México reanimó la cau- 
sa agrarista en una convención masiva en Los Mo- 
chis, y el ejército desalojó a miles de jornaleros que 
habían ocupado tierras en La Laguna y en el Valle 
del Yaqui. 

Las movilizaciones se extendieron por el país 
como una amplia ola que reventó en 1968. Los 
grupos que protestaron fueron distintos, al igual 
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que los motivos del descontento: obreros que se 
declaraban en huelga y reclamaban autonomía sin- 
dical; ejidatarios y agricultores que invadían tierras 
o tomaban oficinas gubernamentales para exigir 
créditos o mejores precios de garantía; estudiantes 
que secuestraban camiones y organizaban paros y 
marchas en repudio a reformas universitarias; co- 
merciantes que dejaban de pagar impuestos; em- 
presarios que no invertían o sacaban su dinero del 
país porque temían el avance de los comunistas; 
médicos y maestros que suspendían labores en de- 
manda de mejores salarios. Los antagonismos tam- 
bién surgieron entre católicos y comunistas, entre 
simpatizantes de la Revolución cubana y sus adver- 
sarios. Aparecieron brotes guerrilleros en Morelos, 
Guerrero y Chihuahua. 

Las movilizaciones se desarrollaron en el con- 
texto de la Revolución cubana que sacudió el 
orden hemisférico de la posguerra. El triunfo de 
Fidel Castro y del Che Guevara en enero de 1959 


tuvo el efecto de una descarga eléctrica en toda 
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América Latina. La irrupción de estos carismáti- 
cos líderes reanimó el mito de la acción revolu- 
cionaria, y puso fin al monopolio mexicano sobre 
el modelo de la revolución exitosa. La experiencia 
cubana se erigió en un referente de comparación 
que ponía en entredicho los avances de México o 
sus pretensiones de independencia frente a Esta- 
dos Unidos, y era motivo de inquietud y división. 
Al igual que en otros países de la región, se genera- 
lizó la idea de que era urgente poner fin a las con- 
diciones de injusticia en que vivía la mayoría de la 
población. En los medios universitarios y políticos 
se discutía cuál era el mejor camino para cambiar 
esa situación: ¿reforma o revolución? 

Las movilizaciones eran un reflejo de fracturas 
políticas que habían permanecido latentes prime- 
ro, bajo el amplio manto del nacionalismo mestizo 
consagrado en la ideología oficial, y, segundo, al 


Edificio del Sindicato Ferrocarrilero, 1958. 
Colección particular. 
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cobijo de instituciones nacionales como el PRI y la 
iglesia, que imponían una apariencia de homoge- 
neidad, reforzada por el centralismo que asfixia- 
ba y desfiguraba los intereses y las especificidades 
locales. Nunca como entonces se creyó que todo 
México era la ciudad de México. Por último, la 
prosperidad creaba la ilusión de que la igualdad 
de oportunidades era una realidad que ofrecía un 
piso común a todos los mexicanos. 

Las protestas exhibieron la irrelevancia de los 
partidos y de los comicios como mecanismos de 
solución de conflictos. Su impacto en el ámbito 
electoral y en el debate legislativo fue mínimo. En- 
tre 1958 y 1970 la hegemonía electoral del PRI se 
mantuvo intacta. En las elecciones presidenciales 
de 1958, Adolfo López Mateos obtuvo 90% del 
voto, y en 1964 Gustavo Díaz Ordaz, 89%; en am- 
bos casos sólo el PAN presentó candidato opositor. 


Indocumentados cruzando el Río Bravo. O 69254 sINAFO, 
Conaculta, INAH. 


Además, el partido oficial controlaba la mayoría de 
los cargos de elección popular en congresos, guber- 
naturas y municipios. Acción Nacional era el único 
partido de oposición que tenía credibilidad, aun- 
que en elecciones federales nunca obtuvo más de 
12% del voto. En 1964 llevó a la Cámara 20 repre- 
sentantes, el mayor número de diputados panistas 
en la historia, gracias a la reforma electoral de 1963 
que introdujo las diputaciones de partido; en todo 
el periodo conquistó 20 presidencias municipales. 
El PP en 1958 se convirtió en el Partido Popular 
Socialista (PPS), pero siguió siendo considerado 
como un adlátere del PRI, al igual que el PARM. 

Las movilizaciones pusieron al descubierto la 
vigorosa tendencia asociativa de la sociedad que 
había sobrevivido al virtual monopolio del PRI so- 
bre la representación, y forzaron el surgimiento a 
la lucha política de organizaciones de índole so- 
cial. Por ejemplo, entre 1961 y 1962 asociaciones 
de ex alumnos de escuelas religiosas, los Rotarios y 
los Leones y organizaciones como la Unión Nacio- 
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nal de Padres de Familia y el Movimiento Familiar 


Cristiano formaron un frente anticomunista que 
lanzó una amplia campaña de propaganda contra 
la Revolución cubana y en defensa de la religión. 
También alentó el rechazo a los libros de texto 
gratuitos que empezó a distribuir el gobierno en 
1960. Esta movilización obligó al presidente Ló- 
pez Mateos a moderar su simpatía por Cuba. 

Una corriente de opinión encabezada por los 
empresarios y la Iglesia sostenía que la cercanía de 
la experiencia cubana era la causa primera de la 
inestabilidad política y se oponía a cualquier refor- 
ma; otros, pensaban que las transformaciones so- 
ciales exigían cambios políticos, pero enfatizaban 
la necesidad de reformar el modelo económico. 
Por último, la coalición cardenista minimizaba los 
cambios ocurridos y concentraba la mirada en la 
pobreza y la desigualdad que, en su opinión, eran 
producto del abandono de los caminos de la Revo- 
lución y proponían volver a las políticas populares 
de los años treinta. 


En estas circunstancias de crisis internacional 
y división interna, la defensa del statu quo se con- 
virtió en una preocupación para López Mateos y 
en una obsesión para Díaz Ordaz. No obstante, 
tenían pocas armas para defenderlo: las institucio- 
nes no estaban diseñadas para acoger la diversidad 
política que empezaba a cobrar forma, y tampoco 
había canales efectivos de comunicación entre el 
gobierno y los gobernados: los partidos políticos 
eran más instrumentos de la autoridad que de la 
sociedad, el Congreso era una casa sin ventanas 
y los medios transmitían información limitada, 
cuando no falsa. La multiplicación de los conflic- 
tos políticos era prueba de que los mecanismos 
de solución existentes, la cooptación priista o la 
intervención presidencial, eran obsoletos o insu- 
ficientes; en ausencia de ámbitos de negociación 


El presidente Gustavo Díaz Ordaz acompañado de los líderes de 
oposición, Juan Barragán, Lombardo Toledano, Adolfo Christielb y 
Alfonso Martínez Domínguez, Tiempo, 22 de diciembre 

de 1966. Colección particular. 
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cada vez era más frecuente la intervención de la 
policía o, peor aún, del ejército. 

Los acontecimientos de la década planteaban 
serios dilemas al gobierno: defender el statu quo 
sin más, podía agravar las tensiones; pero intro- 
ducir reformas también podía tener consecuencias 
disruptivas. López Mateos y Díaz Ordaz impulsa- 
ron tímidas modificaciones institucionales. El pri- 
mero amplió el intervencionismo estatal y reforzó 
la figura presidencial con una política internacio- 
nal de prestigio; el segundo, intentó fortalecer la 
vía electoral. Estas propuestas fueron insuficientes 
ante la magnitud de los efectos desestabilizadores 
del cambio social. 


El desarrollo estabilizador, 1958-1970 

En 1958 las huelgas obreras y la incertidumbre 
que causaba la sucesión presidencial provocaron 
una fuga de capitales que ejerció fuertes presiones 
sobre el peso. Según Antonio Ortiz Mena, que en 
diciembre fue designado secretario de Hacienda 
por el presidente López Mateos, ese año el país 
fue “objeto de un importante intento de desesta- 
bilización”. 

En esas circunstancias y para responder a las 
crecientes dificultades del modelo económico, Or- 
tiz Mena puso en marcha una política económica, 
que denominó “desarrollo estabilizador”, que con- 
sistía en lograr la estabilidad de precios y del tipo 
de cambio, para estimular el ahorro y la inversión 
privada, nacional y extranjera. Los objetivos eran 
los mismos que en el pasado: avanzar en la indus- 
trialización e impulsar las industrias básicas, pero 
se pospusieron cambios que muchos consideraban 
urgentes en el régimen fiscal, en el aparato de pro- 
tección comercial y en los subsidios que recibía 
la empresa privada vía precios y tarifas del sector 
público; esto es, no proponía soluciones a la es- 
casez de recursos públicos y a la insuficiencia del 
mercado interno. En palabras de Ortiz Mena, la 
prioridad fue “generar un flujo de recursos finan- 


Antonio Ortiz Mena, secretario de Hacienda y Crédito Público, en 
conferencia de prensa, ca. 1962. Archivo General de la Nación. 
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cieros mundiales”. Su permanencia al frente de la 
secretaría de Hacienda entre 1958 y 1970 garanti- 
zÓ la continuidad de la política económica. 

Según Ortiz Mena, desde las primeras sema- 
nas del sexenio sus recomendaciones al presidente 
quedaron sujetas a consideraciones políticas; por 
ejemplo, cuando propuso devaluar la moneda para 
impulsar las exportaciones y fortalecer las finanzas 
públicas, López Mateos tomó “la decisión política” 
de no hacerlo porque “hubiera generado descon- 
tento y debilitado al gobierno”. Según el entonces 
secretario de Hacienda, al menos hasta 1964, “la 
estabilidad macroeconómica se convirtió en un pi- 
lar no sólo de la política económica, sino también 
de la estrategia política y social del gobierno”. 

Entre 1961 y 1962 se registró una importante 
fuga de capitales y la inversión privada se contrajo 
como reacción a unas declaraciones del presidente 
López Mateos. El 1 de julio de 1960, en Guay- 
mas, definió la orientación ideológica de su gobier- 
no como “dentro de la Constitución, de extrema 
izquierda”. Estas palabras y su negativa a romper 
relaciones con el régimen revolucionario cubano, 
como exigía Washington, provocaron nerviosis- 
mo entre los empresarios. A partir de entonces, el 
gobierno se sintió obligado a reiterar su respeto a 
la iniciativa privada, y su compromiso con la eco- 
nomía mixta. Sin embargo, la desconfianza había 
quedado instalada. Fue necesario recurrir al Fondo 
Monetario Internacional para obtener un finan- 
ciamiento compensatorio y aplicar una política 
de gasto para contrarrestar la caída de la inversión 
privada. 

La estabilidad política consistía en mantener la 
relación de cooperación con el sector privado na- 
cional y extranjero, así como el apoyo de obreros 
y clases medias, y constreñir a las fuerzas políti- 
cas que el cambio económico había impulsado. 
La defensa del statu quo aumentó la capacidad de 


Cartel de la nacionalización de la Industria eléctrica en México, 6 de 
octubre de 1960. Hemeroteca Nacional de México, UNAM. 


Páginas siguientes: Unidad Habitacional Villa Olímpica, 1968. 
Archivo General de la Nación. 
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influencia de los empresarios y de los liderazgos 
sindicales. Así, en 1960 el gobierno diseñó un pro- 
yecto de reforma fiscal que ampliaba la base grava- 
ble, mismo que la Canacintra y la Concamin con- 
denaron al fracaso. En alianza circunstancial con 
los sindicatos, se opusieron a la apertura comercial. 
Los empresarios también estuvieron detrás de la 
“mexicanización” que obligaba a los inversionis- 
tas extranjeros a asociarse con capital local, en una 
proporción de 49/51 por ciento. 

López Mateos y Díaz Ordaz incrementaron la 
proporción del presupuesto público destinada a 
educación y salud; la inversión pública en fomen- 
to agropecuario disminuyó, pero la reducción fue 
compensada por créditos de la banca privada y por 
fondos de la Alianza para el Progreso, el progra- 
ma de ayuda al desarrollo para América Latina que 
lanzó el presidente John E. Kennedy para frenar la 
influencia de la Revolución cubana. 

Pese a las dificultades económicas, los dos go- 
biernos del periodo mantuvieron la política de 
construcción de infraestructura. En 1960 se anun- 
ció la adquisición por parte del Estado de la indus- 
tria eléctrica; en 1963 se obtuvo la licencia de una 
empresa alemana para producir, en asociación con 
capital regiomontano, automóviles Borgward; en- 
tre 1967 y 1969 la participación estatal se extendió 
a siderurgia, cemento, vidrio, celulosa, aluminio y 
fertilizantes. Como ya se dijo, el gobierno de Díaz 
Ordaz también hizo importantes erogaciones para 
la construcción de instalaciones deportivas y edifi- 
cios para los Juegos Olímpicos. 

Para financiar esta etapa de la industrialización 
el estado recurrió a inversiones y créditos en el ex- 
terior que incrementaron el déficit y el endeuda- 
miento públicos. Así, entre 1960 y 1968, la deuda 
externa aumentó de 813 a 2 500 millones de dó- 
lares. Aun sin reformas, gracias a la prosperidad de 
la economía internacional, entre 1963 y 1971 la 
economía mexicana creció 7% anual; la inflación 
se mantuvo en 2.8%; aumentó el empleo, y el PIB 
per cápita se incrementó en más de 3% al año; el 
tipo de cambio se mantuvo constante en 12.50 pe- 
sos por dólar. 
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Marcados contrastes entre riqueza y pobreza 
ensombrecían los aspectos exitosos de un modelo 
de crecimiento que había favorecido a la indus- 
tria frente a la agricultura, a las ciudades frente 
al campo, donde en 1970 vivían 20 millones de 
habitantes —casi 45% de la población— en con- 
diciones muy inferiores a las del medio urbano. 
También había pronunciadas diferencias entre el 
Distrito Federal y los estados del norte (Baja Ca- 
lifornia, Sonora, Baja California Sur, Chihuahua, 
Nuevo León, Coahuila y Tamaulipas), que se 
habían beneficiado más que el centro, el sur y el 
sureste (Hidalgo, Guanajuato, Oaxaca, Chiapas 
Oo Guerrero). El Valle de México era la concen- 
tración urbana más grande del país. En la capital 
vivía uno de cada cinco mexicanos, ocho millones 
de habitantes; centros industriales como Guada- 
lajara y Monterrey, ciudades fronterizas como Ti- 
juana, Mexicali, Ciudad Juárez; y zonas turísticas 
como Acapulco crecían con gran vitalidad. Había 
notables desigualdades de ingreso y de acceso a 
los servicios públicos. En 1968 el PIB per cápita 
en el Distrito Federal era de 13 000 pesos y en 
Nuevo León de 11 000, mientras que en Tlaxcala 
era de 1 300 y en Oaxaca de 1 400 pesos. 


La sociedad fracturada 
Las movilizaciones de los años sesenta fueron 
un reflejo de la diversificación social y de la di- 
ferenciación de intereses que había acarreado el 
cambio económico. El creciente número de em- 
presarios de todas tallas, el florecimiento del co- 
mercio, de la burocracia y del personal priista, la 
expansión del empleo industrial, la heterogénea 
sociedad rural, formaban un cuadro social com- 
plejo. Las divergencias políticas que se manifesta- 
ron en estos años se sobreponían a las divisiones 
de clase, y en muchos casos las profundizaban. 
Al igual que en otros países de América Lati- 
na, las clases medias, cerca de 40% de la población, 
habían sido las principales beneficiarias de la redis- 
tribución del ingreso que produjo el crecimiento 
económico, pues de 41% del PIB que recibían en 
1950, su participación aumentó a 56% en 1963. 


En cambio, en ese mismo lapso la participación en 
el PIB del 30% de la población situado en los niveles 
más bajos de ingreso, pasó de 14 a 12%; mientras 
que la del 10% más rico disminuyó de 40 a 26%. 
La tendencia redistributiva que favorecía a las clases 
medias se mantuvo hasta mediados de los setenta. 

La urbanización y la expansión del comercio, 
la banca, la educación y la burocracia promovieron 
el crecimiento de las clases medias y su influen- 
cia en las costumbres, los comportamientos y los 
valores sociales, porque estaban simbólicamente 
asociadas con el progreso. No obstante, su creci- 
miento se vio limitado por las restricciones del 
sistema educativo: en 1969 la matrícula de la se- 
cundaria era de 786 000 alumnos, y en la educa- 
ción media superior estaban inscritos 146 000; ese 
año el grupo de edad entre 10 y 19 años sumaba 
más de 11 millones de jóvenes. En el nivel profe- 
sional había 116 171 estudiantes inscritos en todo 
el país, sólo Jalisco y Nuevo León tenían más de 
10 000, pero menos de 15 000. El grueso de ellos 
provenía de las clases medias. Los profesionistas 
eran una minoría privilegiada, que ascendió a la 
cúspide del poder político, a la dirigencia del PRI, a 
las curules en el Congreso, a la dirección de las em- 
presas privadas o de las instituciones educativas. 

Las ventajas de la vida moderna estaban reser- 
vadas a las clases altas y medias, que tenían teléfo- 
no, radio y televisión en casa. Pocas familias tenían 
automóvil —había apenas más de dos millones 
de vehículos particulares en el país—, la mayoría 
de los mexicanos iba a pie; en el campo se utiliza- 
ban los medios tradicionales, y en las ciudades un 
transporte público muy deficiente. En 1970 toda- 
vía eran muchos los hogares que carecían de drena- 
je; menos de la mitad de los mexicanos disponía de 
agua entubada en su vivienda, y millones de amas 
de casa cocinaban con leña o carbón. 

La creación de empleos en la industria y en los 
servicios, que en 1970 absorbían a 60% de la po- 
blación económicamente activa, trajo la formaliza- 
ción de la actividad económica, el incremento de 
derechohabientes del Imss y del 1sssTE (Instituto 
de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajado- 
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res del Estado) y del número de trabajadores sin- 
dicalizados. El poder del PRI aumentó porque las 
centrales obreras se fortalecieron, en particular la 
CTM, y porque la expansión de la burocracia nu- 
trió a la Federación de Sindicatos de Trabajadores 
al Servicio del Estado (FSTSE). 

En 1959 la sep anunció el Plan de Once Años, 
cuyo objetivo primordial era atender la educación 
primaria. El problema fundamental de este ciclo 
era la deserción escolar, cuya principal causa era 
la pobreza. En 1956 de mil alumnos inscritos en 
primer año, sólo 134 llegaban a sexto. Para atacar 
al menos parcialmente este problema se introdu- 
jeron los desayunos escolares, y Jaime Torres Bo- 
det, secretario de Educación Pública, anunció un 
ambicioso programa de construcción de escuelas. 
Se fundó la Comisión Nacional de Libros de Tex- 
to Gratuitos, con la intención de dotar a todos 
los alumnos de primaria con libros y cuadernos 
de ejercicio gratuitos. Esta política causó inquie- 


tud entre las clases medias que desconfiaban de 
la educación pública y que, en el contexto de la 
Revolución cubana, se opusieron terminantemen- 
te a que los manuales elegidos y producidos por 
la SEP fueran únicos, temerosas también de que la 
intención del estado fuera *socializante”. A pesar 
de esta oposición, entre 1960 y 1970 se distribu- 
yeron cerca de 375 millones de textos escolares. 
No obstante el esfuerzo, en ese último año 35% 
de la población de más de seis años nunca había 
recibido instrucción; sólo 13% había terminado 
la primaria; 5% la secundaria, y únicamente 1.5% 
había llegado a la educación superior. En esta dis- 
tribución a las mujeres les tocaba la peor parte: 
30% de las mayores de 15 años no sabía leer ni es- 
cribir, frente a 22% de los hombres de ese mismo 


grupo de edad. 


Primeros desayunos escolares distribuidos por el gobierno de López 
Mateos, 1962. Colección Avecita López Mateos. 
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La Revolución cumple cincuenta años 

El cincuentenario de la Revolución se celebró a lo 
largo de 1960 con la inauguración de obras pú- 
blicas en todo el país. En esas ceremonias el presi- 
dente López Mateos hablaba de transformaciones 
sociales y económicas, de la originalidad de la Re- 
volución y de su vigencia. Implícitamente aludía 
a la naturaleza excepcional de la exitosa combi- 
nación de crecimiento económico y estabilidad 
política, en el contexto latinoamericano entonces 
aquejado por el surgimiento de antagonismos irre- 
conciliables y radicalizados, dictaduras militares y 
sobresaltos económicos. López Mateos buscó toni- 
ficar las raíces revolucionarias del sistema político 
mediante el reconocimiento del compromiso del 
Estado con el bienestar social y con la defensa de 
la soberanía nacional, de ahí el aumento del gasto 
y los renovados acentos nacionalistas en política 
económica y en política exterior. 

Contrariamente a lo que hubiera podido espe- 
rarse, la efeméride de 1910 exacerbó las diferen- 
cias en el seno de la élite política, que se habían 
manifestado durante la sucesión presidencial de 
1957-1958. Ruiz Cortines designó al candidato 
presidencial sin tomar en cuenta la opinión de los 
grupos políticos. Esta ausencia de acuerdos produ- 
jo tensiones que contribuyeron a la relativa ines- 
tabilidad del sexenio y debilitaron al gobierno del 
elegido del presidente, Adolfo López Mateos, que 
había sido su secretario del Trabajo. 

En agosto de 1961 se anunció la formación 
del Movimiento de Liberación Nacional (MLN) 
en torno a Lázaro Cárdenas, quien nuevamente 
congregaba a las izquierdas: desde los fieles a los 
postulados de la Revolución en su versión de los 
años treinta, hasta los renovadores del pcm. La 
reaparición pública de Cárdenas era inquietante, 
pues el ex presidente mantenía relaciones con la 
disidencia sindical, el Movimiento Revoluciona- 
rio del Magisterio y el Comité Revolucionario 
Ferrocarrilero. El MLN nació de la crítica a la an- 


Recepción de John E Kennedy en la Ciudad de México, 29 de junio de 
1962. Archivo Héctor García. 
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tidemocracia sindical, al control de los ejidatarios 
y a la corrupción, pero la Revolución cubana era 
el motor de su organización y también su prin- 
cipal debilidad. La solidaridad con Cuba y con 
las luchas antiimperialistas que cobraban fuerza 
en las antiguas colonias europeas le valió al MLN 
acusaciones de antipatriotismo, pero, sobre todo, 
subordinó la discusión de los problemas naciona- 
les a debates en torno a la situación internacional. 
El activismo de Cárdenas cuestionaba el liderazgo 
del presidente López Mateos y le disputaba los ti- 
tulares de política exterior. Asimismo, el MLN re- 
animó el anticardenismo latente en empresarios y 
clases medias. No obstante su ímpetu inicial, el 
movimiento cardenista desapareció en 1963 por- 
que las distintas corrientes que lo integraban no 
pudieron construir una candidatura común para 
las elecciones presidenciales del año siguiente. La 
ruptura fue definitiva cuando Cárdenas apoyó al 
candidato del PRI, Díaz Ordaz. 

Desde el inicio de su gobierno, López Mateos 
trató de limitar la alianza con Estados Unidos al 
menos en el ámbito internacional. En consecuen- 
cia adoptó decisiones en muchos casos contrarias 
a las de Washington y recurrió al contrapeso de los 
organismos multilaterales. La diplomacia mexica- 
na se acercó a las posiciones de países con proble- 
mas afines, en particular al Movimiento de Países 
No Alineados que promovían India, Yugoslavia e 
Indonesia, con los que coincidía en la necesidad 
de estabilizar los precios de las materias primas, 
el desarme y la defensa de la autodeterminación. 
El tema más sobresaliente de esta era diplomáti- 
ca fue la terca negativa mexicana a romper con el 
gobierno cubano, aun cuando la mayoría de los 
gobiernos latinoamericanos lo había hecho, a ins- 
tancias de Estados Unidos. México tampoco votó 
la expulsión de Cuba de la Organización de los 
Estados Americanos (OEA) en 1962. 

López Mateos viajó a Estados Unidos y Ca- 
nadá, visitó casi todos los países de América del 
Sur y Europa Occidental, así como Indonesia y 
Filipinas. El activismo diplomático le dio un to- 
que narcisista a su presidencia. Al regreso de cada 
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una de sus giras, una multitud organizada por el 
PRI le daba la bienvenida en el Zócalo de la capi- 
tal. México fue anfitrión de muchos dignatarios 
extranjeros: desde el presidente cubano Osval- 
do Dorticós, hasta el presidente francés Charles 
de Gaulle. Estos años fueron el cenit del milagro 
mexicano, de ahí que el gobierno haya buscado, y 
obtenido, la sede de los Juegos Olímpicos de 1968 
y de la Copa Mundial de Futbol de 1970. 

La visita del presidente John E Kennedy y 
de su esposa a la ciudad de México a mediados de 
1962 fue apoteósica. Según datos oficiales, más 
de millón y medio de personas los recibió a lo lar- 
go del paseo de la Reforma y en el Zócalo. El go- 
bierno y los empresarios otorgaron el día libre a 
burócratas y empleados, las centrales sindicales ase- 
guraron la asistencia de sus afiliados, las tiendas en- 
galanaron sus escaparates. El regente de la ciudad, 
Ernesto P. Uruchurtu, “echó la casa por la ventana”; 
cientos de miles de carteles celebraban a la joven pa- 
reja, banderitas de los dos países adornaban las ca- 
lles, la comitiva presidencial desfiló bajo una lluvia 
de papel picado. En diferentes puntos del recorrido 
la comitiva era recibida con música de organillos y 
de mariachis estratégicamente colocados. 

La visita de los Kennedy fue motivo de au- 
téntico entusiasmo popular. El presidente de Es- 
tados Unidos representaba la posible generosidad 
del poderoso, era el líder del “mundo libre”, y no 
fueron pocos los que se identificaron con los vi- 
sitantes porque eran católicos. El domingo 1 de 
julio la joven pareja asistió a misa en la Basílica de 
Guadalupe, para “hincarse codo a codo con el más 
humilde de los mexicanos”, diría la prensa. 

El comunicado conjunto que se firmó al tér- 
mino de la visita subrayaba las coincidencias ideo- 
lógicas y el compromiso de ambos países con el 
fortalecimiento de las instituciones democráticas 
contra “las instituciones totalitarias y las activida- 
des que sean incompatibles con los principios de- 
mocráticos”. Durante la crisis de octubre siguiente, 
cuando la instalación de misiles nucleares soviéticos 
en Cuba puso al mundo al borde de la guerra nu- 
clear, el gobierno mexicano apoyó sin titubeos el 


bloqueo de Washington a los buques soviéticos y la 
exigencia de que el armamento fuera retirado. Unas 
semanas después, el presidente López Mateos repu- 
dió a la “extrema izquierda” en México. 

La intención del gobierno mexicano de mo- 
derar la alianza ideológica con Estados Unidos 
sucumbió ante el conflicto de Cuba con Washing- 
ton y ante los cambios de su política exterior hacia 
América Latina. Estos acontecimientos agravaron 
el dilema entre la autodeterminación y la necesidad 
de mantener una relación armónica con Estados 
Unidos. Después de 1964 el presidente Lyndon 
Johnson abandonó la diplomacia que había inspi- 
rado la Alianza para el Progreso y dio preferencia 
al combate contrainsurgente en América Latina. 
Muchos fueron los países del área que padecieron 
el intervencionismo norteamericano, fundado en 
la desconfianza hacia cualquier reforma o postura 
internacional medianamente independiente, y casi 
todos sufrieron rupturas internas y conflictos en- 
tre minorías radicalizadas que eligieron la revolu- 
ción y grupos conservadores igualmente radicales. 
Estas confrontaciones fueron devastadoras para la 
vida política y el tejido social de países que como 
Argentina, Brasil, Uruguay y Bolivia vivieron la 
inestabilidad de la lucha guerrillera y la violencia 
de las dictaduras militares. México logró mante- 
nerse al abrigo de esta tormenta, aunque más a 
costa de represiones que de reformas. 

Díaz Ordaz llegó al poder en el clímax de la 
popularidad hemisférica de Fidel Castro y del Che 
Guevara; también le tocó lidiar con algunos de los 
episodios más dramáticos de la política de Johnson 
hacia América Latina. En 1964 en Panamá se pro- 
dujo un enfrentamiento a balazos entre estudian- 
tes y marines de la Zona del Canal; ese mismo año 
cayó el presidente brasileño, Joáo Goulart, víctima 
de un golpe militar respaldado por Washington, 
y en 1965 20 000 marines desembarcaron en Re- 
pública Dominicana para impedir el regreso del 
presidente reformista, Juan Bosch. 


Vista de la Plaza de las Tres Culturas desde una ventana baleada por 
el ejército mexicano el 2 de octubre de 1968. 
Archivo General de la Nación. 
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El temor al intervencionismo norteamericano 


condicionó muchas de las decisiones del presiden- 
te Díaz Ordaz en materia de orden público y en 
relación con las izquierdas, así como la voluntad 
de demostrar al enervado e intimidante vecino que 
podía mantener la estabilidad interna sin necesi- 
dad de ayuda. Entre 1964 y 1970 hubo cinco en- 
cuentros entre los presidentes de los dos países, en 
los que reiteraron su compromiso con el combate 
anticomunista; pero México también condenó el 
golpe militar en Brasil y la invasión de República 
Dominicana. Asimismo, Díaz Ordaz denunció el 
desequilibrio de los términos de intercambio en la 
Cámara de Representantes de Washington, donde 
pronunció un vigoroso discurso contra el protec- 
cionismo de Estados Unidos. En la búsqueda de 
un nuevo equilibrio bilateral Díaz Ordaz renunció 
a la diplomacia de prestigio de su antecesor, aun- 


Rubén Jaramillo, ca. 1960. O 610654 sINaFO, Conaculta, INAH. 


que fortaleció los lazos con los países centroameri- 
canos y promovió la Asociación Latinoamericana 
de Libre Comercio (ALALC). 

Sometida la disidencia sindical, la paz reinó en 
las relaciones entre el gobierno y los sindicatos obre- 
ros, y su alianza se fortaleció gracias a importantes 
reformas laborales: en 1962 se creó la Comisión 
Nacional de los Salarios Mínimos para supervisar 
su cumplimiento, la repartición de utilidades y la 
reinstalación obligatoria; en 1969 una nueva Ley 
Federal del Trabajo instauró el contrato colectivo de 
observancia obligatoria y el derecho a la vivienda, 
que fue el origen del Instituto del Fondo Nacional 
de Vivienda para los Trabajadores (Infonavit). La 
lucha por la autonomía sindical continuó. En 1960 
nació el Frente Auténtico del Trabajo (FAT), en es- 
trecha asociación con la Juventud Obrera Católica 
y con el Secretariado Social Mexicano, un centro de 
estudios sociales dependiente del Episcopado. En- 
tre 1963 y 1971 su influencia se extendió en la anti- 
gua zona cristera: Guanajuato, Jalisco, Michoacán y 
Querétaro y también en Chihuahua; además, pene- 
tró el medio rural en Hidalgo y el Estado de Méxi- 
co. En un nuevo intento de unificación, en 1966 la 
cTM impulsó la formación del Congreso del Traba- 
jo, que reunía a centrales y sindicatos nacionales. 

A ojos de los gobiernos de López Mateos y 
Díaz Ordaz, la inquietud en el campo era la prin- 
cipal amenaza a la estabilidad del país. Por esa 
razón la intervención del ejército en la solución 
de conflictos agrarios era casi obligada, y la re- 
presión, feroz. Normalmente, los líderes de estos 
movimientos no iban a la cárcel, sino que morían 
asesinados en parajes solitarios, lejos del escruti- 
nio de la opinión pública. 

En 1959 miles de campesinos invadieron tie- 
rras en Sinaloa, Baja California, Sonora, Colima 
y Morelos, con el apoyo de la ucocm. El año si- 
guiente, más de 3000 campesinos guerrerenses 
tuvieron que devolver tierras que había distribuido 
el presidente municipal de Acapulco. En Morelos, 
Rubén Jaramillo, al frente de 5 000 campesinos 
ocupó 24 000 hectáreas y fue desalojado por el 
ejército. En julio de 1962 un destacamento militar 
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lo acribilló a él y a su familia cerca de Xochicalco; 
este crimen nunca fue esclarecido. En 1963, con 
el respaldo del ex presidente Cárdenas y la parti- 
cipación del pcm, se fundó la Central Campesina 
Independiente (CCI) en una asamblea que congre- 
gó a 600 delegados que representaban a más de 
medio millón de campesinos. En abril de 1964 la 
CIA reportó con alarma a su gobierno que la nueva 
organización preparaba un gran levantamiento en 
el norte. El deterioro de la situación en el campo 
explica que Díaz Ordaz haya distribuido 24 millo- 
nes de hectáreas, tres veces más que su antecesor y 
seis millones más que Cárdenas, aunque mucha de 
esa tierra no era cultivable. 


Una ola de protesta de diez años de duración 

En 2002 se realizó una encuesta en la que se pe- 
día asociar la fecha 2 de octubre de 1968 con un 
acontecimiento: 36% de los entrevistados respon- 
dió “matanza de estudiantes”, 25% “Tlatelolco” y 
sólo 5% recordó que ese año tuvo lugar la Olim- 


piada en México. La tragedia de ese día marcó en 
forma indeleble el gobierno de Díaz Ordaz y su 
trayectoria personal. Por ejemplo, no se recuerda 
que desde la Secretaría de Gobernación impulsó 
la reforma electoral de 1963 y, ya en la presiden- 
cia, la reducción de la mayoría de edad a 18 años, 
aprobada en 1969. Durante su gobierno México 
asumió el liderazgo en el diseño del “Tratado de 
No Proliferación Nuclear en América Latina, llama- 
do de Tlatelolco, que le valió al diplomático Alfonso 
García Robles el Premio Nobel de la Paz en 1982. 
El conflicto fue el sello de la segunda mitad de 
los años sesenta y el orden público la prioridad del 
gobierno. A unos cuantos días de la toma de po- 
sesión, el presidente Díaz Ordaz tuvo que respon- 
der a las exigencias de la Asociación Mexicana de 
Médicos, Residentes e Internos de las instituciones 
públicas de salud que realizaban un paro por mo- 
tivos salariales. La inconformidad de los médicos 


Manifestación de médicos, 1965. Colección particular. 
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tomó un giro diferente en marzo de 1965, cuando 
el líder de la FsTSE, Alfonso Martínez Domínguez, 
y el secretario de Gobernación, Luis Echeverría, 
propusieron que las organizaciones médicas se in- 


tegraran a la central de los burócratas. El rechazo 
fue contundente; el conflicto se prolongó, los mé- 
dicos suspendieron labores intermitentemente has- 
ta agosto, cuando el ejército desalojó al personal 
médico civil en paro en el Hospital 20 de Noviem- 
bre y lo sustituyó con personal médico militar. 

El descontento político se extendió. El 23 de 
septiembre de 1965, al frente de una célula gue- 
rrillera, Arturo Gámiz asaltó el cuartel de Ciudad 
Madera, Chihuahua. En el ataque murieron varios 
soldados y guerrilleros. En 1966 fueron arrestados 
comunistas y trotskistas acusados de asociación 
delictuosa. En 1967 los maestros Genaro Vázquez 


Presencia del ejército en la Universidad Michoacana de San Nicolás de 
Hidalgo, Morelia, 1961. Colección particular. 


y Lucio Cabañas formaron el grupo armado Par- 
tido de los Pobres en la zona de Atoyac, Guerrero, 
que se mantuvo activo durante muchos años. 

Entre 1966 y 1968 estudiantes universitarios 
organizaron huelgas y protestas en Michoacán, 
Puebla, Nuevo León, Durango y la ciudad de 
México. Algunos de estos conflictos fueron asfixia- 
dos con la intervención del ejército, como ocurrió 
en Morelia en 1966 y en Hermosillo en 1967. 

El 30 de julio de 1968, en la ciudad de Méxi- 
co, un grupo de granaderos disparó una bazuca 
contra el portón labrado de San Ildefonso que en- 
tonces albergaba la Preparatoria 1, para controlar 
una reyerta estudiantil. La desmesura de la acción 
policiaca abrió un enorme boquete en el zaguán 
del edificio colonial y en el statu quo, aunque este 
último efecto se hizo patente mucho después. A 
raíz de este episodio se inició el movimiento es- 
tudiantil que fue el de mayor trascendencia en el 
panorama de las movilizaciones de la década. Su 
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alcance da prueba de la influencia política y social 
que habían alcanzado las clases medias cuyos hijos 
protagonizaban la protesta. 

A raíz del ataque a la preparatoria, los estu- 
diantes de la Universidad Nacional Autónoma de 
México y del Instituto Politécnico Nacional co- 
menzaron una huelga a la que después se unieron 
universidades privadas, en torno a un pliego peti- 
torio en el que se demandaba la destitución del jefe 
de la policía de la ciudad, una indemnización a las 
familias de los estudiantes afectados, la supresión 
del delito de disolución social que consignaba el 
Código Penal desde 1942 y la libertad a los presos 
políticos. Los estudiantes prácticamente tomaron la 
capital que durante dos meses vivió un clima lúdico 
de libertad e irreverencia, pero por momentos de 
intensa crispación. Los asistentes a las marchas se 
calcularon entre 100 000 y 300 000 personas, y 
algunas manifestaciones fueron impresionantes 
y memorables, como la que encabezó el rector 
Javier Barros Sierra el 1 de agosto, para protestar 
contra la violación de la autonomía universitaria, o 
la del 13 de septiembre cuando miles de manifes- 
tantes marcharon en silencio hasta el Zócalo. 

La atmósfera de tensión que provocó la pre- 
sencia del ejército en las calles de la ciudad y la 
ocupación militar de Ciudad Universitaria entre 
el 18 y el 30 de septiembre, hizo crisis el 2 de oc- 
tubre en Tlatelolco. Durante décadas se habló de 
cientos de muertos y miles de heridos como resul- 
tado de la balacera; sin embargo, investigaciones 
realizadas a fines de la hegemonía priista permi- 
tieron precisar en 46 el número de los primeros 
y en menos de 100 los segundos; más de 1 000 
personas fueron arrestadas, y 276 permanecieron 
en la cárcel hasta que fueron amnistiadas por el 
presidente Echeverría en 1971. Una consecuencia 
muy importante de estos acontecimientos fue la 
ruptura de la relación privilegiada entre el poder y 
los universitarios. 

Los XIX Juegos Olímpicos se inauguró como 
estaba programado el 12 de octubre, en una ciu- 
dad aparentemente tranquila, donde el entusiasmo 
por las competencias deportivas y el ajetreo de los 
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visitantes extranjeros, corrió un tupido velo sobre 
los acontecimientos recientes. Los estudiantes re- 
gresaron a clases el 4 de diciembre. En apariencia 
el gobierno había logrado mantener el statu quo; 
pasaron por lo menos dos años y la campaña presi- 
dencial de Luis Echeverría, iniciada en 1969, antes 
de que los acontecimientos de 1968 adquirieran la 
dimensión de discontinuidad histórica que tienen 
hoy día. 

Sólo la incapacidad para resolver el conflicto 
por las vías institucionales y el miedo explican la 
violencia de las reacciones del gobierno; o bien, 
el temor a una desestabilización generalizada, a la 
articulación de los diferentes movimientos de pro- 
testa en uno solo, o a la activación de los reflejos 
intervencionistas del presidente Johnson. 


LA TRANSFORMACIÓN DE LA CULTURA 


El estado cultivaba el conformismo político, pero 
una de sus grandes paradojas era que éstos también 
eran tiempos de notable creatividad artística, y de 
innovación en las letras y en el pensamiento, gra- 
cias en buena medida al mecenazgo estatal. A par- 
tir de los años cuarenta, el nacionalismo cultural 
del cardenismo pasó a nutrir la ideología oficial; en 
cambio, artistas y escritores miraban hacia el exte- 
rior. Así se abrieron paso escuelas y corrientes de ex- 
presión, de las que había desaparecido la intención 
pedagógica característica del pasado inmediato. 

Se produjo una división entre la alta cultura y la 
cultura popular. La primera se cultivaba en la UNAM, 
en los suplementos culturales de los periódicos. Bajo 
la dirección de Fernando Benítez la Revista Mexica- 
na de Cultura de El Nacional en 1947, La Cultura 
en México de Novedades (1949-1961) y México en la 
Cultura de la revista Siempre! (1962-1970), dieron 
entrada al mundo de las letras a noveles escritores y 
poetas, sin distingos de orientación política. 

La UNAM se colocó en el centro de la vida cul- 
tural de la capital, y también del país, dada su im- 
portancia en la formación de las élites nacionales. 
Su Coordinación de Difusión Cultural fomentó la 
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poesía, la literatura, el teatro, la música y el cine. La 
Revista de la Universidad, la Casa del Lago en Cha- 
pultepec, la red de cineclubes de las facultades, la 
Orquesta Sinfónica —que en 1966 se convirtió en 
Filarmónica, bajo la dirección de Eduardo Mata—, 
asumieron la función de promover el arte entre los 


universitarios y en un público más amplio. 

En 1946 se fundó el Instituto Nacional de Be- 
llas Artes (INBA), dependiente de la SEP, que desa- 
rrolló amplias actividades de promoción en las que 
destacaron personajes como Fernando Gamboa 
y José Luis Martínez. En estos años el Fondo de 
Cultura Económica se convirtió en la editorial más 
importante de habla hispana, que traducía a los clá- 
sicos de la economía y de la sociología, y a partir 


José Clemente Orozco, David Alfaro Siqueiros y Diego Rivera. Archivo 
Fotográfico El Universal. 


de los años cincuenta se abrió a la literatura con- 
temporánea. Sus libros se exportaban a toda Ibe- 
roamérica. En 1962 se fundó la editorial Joaquín 
Mortiz, que también fue central en la promoción 
de autores jóvenes. 

Entre 1958 y 1964 el imss construyó 70 espa- 
cios teatrales en todo el país, por ejemplo, el Teatro 
Xola y el Teatro Hidalgo en la capital, que, gracias 
a un muy importante subsidio gubernamental pu- 
sieron al alcance de un público amplio obras clá- 
sicas del teatro griego y español, al igual que obras 
de dramaturgos mexicanos: Hugo Argúelles, Luis 
G. Basurto, Emilio Carballido, Rodolfo Usigli, 
Vicente Leñero. En la dirección teatral destacaron 
Héctor Azar, Juan Ibáñez, Salvador Novo y Julio 
Prieto, y en la actuación Rafael Banquells, María 
Douglas, Ofelia Guilmáin, Ignacio López Tarso y 
Mercedes Pascual. 
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Por otra parte, la cultura popular quedó en ma- 
nos de los medios masivos, casi todos privados: el 
radio, el cine y la televisión, que llegó en 1950 y se 
instaló gradualmente en los hogares mexicanos. El 
1 de septiembre de ese año se transmitió el primer 
programa televisado: la lectura del IV Informe de 
Gobierno del presidente Miguel Alemán. Los cines 
siguieron exhibiendo las cintas de la edad de oro 
del cine mexicano de los años de la guerra, como 
María Candelaria y Enamorada, que transmitían 
imágenes románticas de la Revolución. Se filmaron 
nuevas películas, pero de menor calidad. Muchas 
de ellas intentaban retratar el choque entre las tra- 
diciones y la vida moderna, o la transición de la so- 
ciedad rural, como la pinta la serie de melodramas 
urbanos de Ismael Rodríguez que empezó con No- 
sotros los pobres. También se produjeron comedias 
que imitaban al cine de Hollywood de la época. 
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En 1961 y 1962, dos películas mexicanas, Ma- 
cario y Ánimas Trujano de Roberto Gavaldón e 
Ismael Rodríguez, respectivamente, fueron nomi- 
nadas para el Óscar a la mejor película extranjera. 
En 1961 Emilio García Riera, Jomí García Ascot 
y José de la Colina, entre otros, lanzaron la revista 
Nuevo Cine que promovía el cine independiente; 
la UNAM se unió a este esfuerzo con la creación en 
1963 del Centro Universitario de Estudios Ci- 
nematográficos (CUEC) y con la organización de 
Concursos de Cine Experimental, donde se pre- 
sentaron producciones que buscaban una nueva 
calidad cinematográfica. Entre ellas destacan En 
este pueblo no hay ladrones, de Alberto Isaac, y La 
fórmula secreta, un dramático retrato de la miseria 
de los campesinos mexicanos, de Rubén Gámez, 
ambas de 1965. En 1969 el documental Olimpia- 
das en México, de Isaac, fue nominada para el Ós- 
car en su categoría. 

La Revolución perdió su atractivo como tema 
literario; se publicó la última gran novela del gé- 
nero: Al filo del agua (1949) de Agustín Yáñez; 
surgió una narrativa crítica con Pedro Páramo de 
Juan Rulfo (1955) y Los recuerdos del porvenir de 
Elena Garro (1963). En el mismo tono jóvenes 
escritores retrataban la vida urbana y la posrevo- 
lución. En 1958 Carlos Fuentes publicó La región 
más transparente; en 1965 Jorge Ibargijengoitia, Los 
relámpagos de agosto, que lanzaba una mirada iróni- 
ca a la historia revolucionaria que el estado había 
monumentalizado; el año siguiente salió a librerías 
De perfil, de José Agustín, y en 1967 Morirás lejos, 
de José Emilio Pacheco. Estas obras inauguraron 
la novela de la clase media urbana, de sus contra- 
dicciones. Días de guardar, de Carlos Monsiváis 
(1971), impulsó la crónica social y cultural. 

Las transformaciones sociales echaron por tie- 
rra las certezas a propósito del ser del mexicano 
como si la modernización traicionara su esencia. 
Empezó a buscarse una “filosofía de lo mexicano”. 
El laberinto de la soledad de Octavio Paz (1950) 
ilustra este tipo de reflexión, que también estimu- 
laba la cultura norteamericana, cuya influencia en 
México al término de la guerra era —según Daniel 
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Cosío Villegas— “como la del Dios de los cristia- 
nos: todopoderosa y omnipresente”. 

En 1948 Rufino Tamayo y Carlos Mérida en- 
tablaron una polémica con Diego Rivera, David 
Alfaro Siqueiros y José Clemente Orozco, a quie- 
nes acusaron de ahogar el muralismo “en los temas 
de una Revolución que dejó de serlo” y de olvidar 
lo esencial en la pintura: la plástica. La pintura de 
caballete cobró nuevo ímpetu con Jesús Guerrero 
Galván; las formas geométricas con Rufino Tama- 
yo, Gunther Gerszo y Pedro Coronel, y el simbolis- 
mo con Juan Soriano y Remedios Varo. En poesía, 
Octavio Paz, Efraín Huerta, Eduardo Lizalde, 
Rubén Bonifaz Nuño, Jaime García Terrés, incur- 
sionaron en temas y formas poco convencionales; 
otros poetas enriquecieron expresiones tradiciona- 
les, por ejemplo, Rosario Castellanos, Jaime Sabi- 
nes, Alí Chumacero, José Emilio Pacheco. 

El movimiento estudiantil de 1968 fue una 
poderosa protesta política, pero su trascendencia 
se explica porque tuvo una vigorosa dimensión 
cultural que sostenían las obras de arte, la literatu- 
ra, la poesía y el cine que hablaban de independen- 
cia y se enriquecían en la crítica. Para los jóvenes 
hijos del milagro mexicano, la libertad tenía un 
significado diferente al que le daban sus padres, el 
que les había enseñado la vida en la ciudad, la Re- 
volución cubana, el cine europeo, las series norte- 
americanas en la televisión, el turismo extranjero, 
la música de protesta. Para ellos el futuro iba más 
allá del desarrollo económico. 


RECAPITULACIÓN 


El historiador inglés Eric Hobsbawm apunta que 
entre 1945 y 1973 el mundo vivió un periodo ex- 
cepcional de crecimiento económico y de transfor- 
maciones sociales, las cuales “con toda probabilidad 
cambiaron a la sociedad humana más profunda- 
mente que cualquier otro periodo de comparable 
brevedad”. México fue parte de este amplio mo- 
vimiento histórico. El país crecientemente plural, 
urbano y secularizado del último tercio del siglo 


XX era muy distinto de aquel que se sumergió en 
las corrientes internacionales que desató la segunda 
guerra mundial, cuando surgió la oportunidad para 
que México intentara superar problemas ancestra- 
les: la pobreza, el atraso económico, la inestabilidad 
política, las profundas diferencias sociales. 

Hasta finales de los sesenta, la experiencia re- 
volucionaria fue un referente central para la so- 
ciedad y para el estado: la épica de la Revolución 
contribuyó a formar una identidad común para los 
mexicanos de la segunda mitad del siglo, y los ob- 
jetivos enunciados de justicia y democracia de los 
revolucionarios fijaron los lineamientos de largo 
plazo de la acción pública. También fueron fuente 
de legitimidad para los gobernantes, que decían 
obedecer a la lógica implacable del progreso. Al 
igual que en otros países, incluidas las democra- 
cias liberales, el Estado participó activamente en el 
cambio económico, en la organización de la vida 
política y en la articulación de la sociedad que se 
formaba al ritmo de esta transición. 

La modernización de la sociedad trajo un cam- 
bio cultural que quebrantó la relativa unanimidad 
que había sostenido las referencias revoluciona- 
rias. Gracias a las demandas de participación en 
las ciudades, los valores de la democracia se fueron 
abriendo paso en la cultura y en la imaginación. 
El impacto de las movilizaciones de clase media 
nos da una medida de esta transformación, pues 
fue mucho mayor al que alcanzaron las protestas 
de los campesinos, pese a que éstas fueran más 
sostenidas y mayor el número de víctimas de la 
represión. De ahí la importancia que se atribuye 
al movimiento estudiantil de 1968 como partea- 
guas del siglo xx mexicano. La Revolución pasó a 
ser historia cuando el ideal democrático se impuso 
como la principal demanda de la sociedad y tam- 
bién como la oferta más prometedora del estado. 

Los cambios de estas décadas generaron nue- 
vos problemas, algunos de ellos similares a los del 
pasado: por ejemplo, los desequilibrios del desa- 
rrollo económico acarrearon pobreza y desigual- 
dad, pero ya no eran las mismas que aquellas que 
quiso combatir la Revolución de 1910. Más cam- 
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bios eran necesarios; sin embargo, se toparon con 
las resistencias que había creado la prosperidad. 
Los desacuerdos entre quienes exigían el fin del 
autoritarismo y quienes defendían la continuidad 
se profundizaron sin resolverse, sobre todo en el 
seno de las clases medias, que habían sido las prin- 
cipales beneficiarias del crecimiento económico. 
No obstante estos desacuerdos, los mexicanos si- 
guieron mirando hacia delante, confiados en que 
estaban parados en la tierra firme del país próspero 
que habían construido en las décadas anteriores. 
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El objetivo de este capítulo es señalar las articu- 
laciones del crecimiento de la población y su dis- 
tribución en el espacio nacional, de un lado, y el 
desarrollo económico, social y cultural, del otro. 
Se intentará describir, además, algunas relaciones 
de esos fenómenos con los cambios y las perma- 
nencias en el sistema político autoritario. Se ha he- 
cho especial énfasis en las décadas de 1970 y 1980, 
aunque por la naturaleza de algunos procesos la 
. historia debe remontarse a décadas previas. En este 
periodo México tuvo experiencias similares —no 
idénticas— a las de otras muchas naciones. No hay 
nada sorprendente al respecto. Más de un historia- 
dor ha considerado que en la segunda posguerra 
mundial tuvo lugar una verdadera revolución cul- 
tural en sociedades de América, Europa y Asia. En 
México esa revolución cultural alteró la vida de 
millones de personas en varios planos: dónde vi- 
vir (campo o ciudad), en qué trabajar (agricultura, 
industria o servicios), cuántos hijos tener, cómo 
valorar la educación escolar y la cultura, cómo or- 
ganizarse para defender derechos o participar en 


Casas de interés social, serie México de día, Nacho López, 
ca. 1964. O 382683 sINaFO, Conaculta, INAH. 


política, qué tipo de relaciones establecer con los 
gobernantes, la política o las iglesias, qué esperar 
de la economía. Para que todo esto fuera posible, 
los medios masivos de comunicación y entreteni- 
miento (prensa escrita, cine, radio, televisión) se 
establecieron como catalizadores, vehículos y, con 
frecuencia, beneficiarios de una serie de cambios 
tecnológicos y empresariales. 


LA POBLACIÓN Y EL CRECIMIENTO 
ECONÓMICO 


Tres rasgos caracterizaron el comportamiento y 
distribución de la población en México entre 1950 
y 1990: el incremento acelerado de la población 
total del país, el aumento del número de perso- 
nas que vivían en las ciudades y, al mismo tiem- 
po, el aumento absoluto de la población rural. La 
superposición de estas realidades demográficas y 
espaciales tuvo una influencia extraordinaria en el 
desempeño económico y en la política nacional, 
pues el volumen, la intensidad del crecimiento y 
la distribución de la población constituyen de por 
sí un problema de gobierno. 
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México pasó de una población de poco más 
de 25 millones en 1950 a unos 81 millones de 
habitantes en 1990. En 40 años el país más que 
triplicó su población. Las tasas de incremento son 
contundentes para la época dorada del poblamien- 
to mexicano: 3.08% por año para la década 1950- 
1960 y 3.40% (la más alta de la historia mexicana) 
para 1960-1970; en los siguientes decenios la ten- 
dencia empezó a revertirse: 3.20% por año para 
1970-1980 y un incremento más moderado aún 
de 2% para 1980-1990. Pero nótese el verdadero 
significado de estas tasas: en 1974 el promedio de 
hijos por mujer era de 7.6 en zonas rurales y de 5 
en zonas urbanas; en 1980, de 7 y 5; en 1990, 4.7 
y 2.9, respectivamente. 


Comerciantes ambulantes en la calle de Corregidora, 
ciudad de México, 16 de noviembre de 1989. 


O Tomás Martínez /Cuartoscuro. 


La población no creció ni se distribuyó de ma- 
nera homogénea en el territorio nacional; entre 
1950 y 1970 seis de las ocho regiones mantuvieron 
o disminuyeron su participación en el total nacio- 
nal y sólo el noroeste (que incluye Baja California, 
Baja California Sur, Sonora, Sinaloa y Nayarit) y 
el Valle de México aumentaron su peso específico, 
al pasar de 6.7 a 8.1% y de 17.2 a 22.4%, respec- 
tivamente. 

El incremento de la población nacional tuvo 
entonces un doble efecto. Porque de una parte es 
necesario reconocer lo que significa para el go- 
bierno y las administraciones nacional y locales 
enfrentarse a un mundo urbano en crecimien- 
to acelerado. En 1950, 84 localidades en el país 
podían calificarse como ciudades (pues cada una 
de ellas tenía 15 mil o más habitantes); en 1970 
eran ya 174 ciudades, y en 1990 eran 416. Si en 
1950 esas 84 ciudades albergaban poco más de 
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7200000 habitantes (28% de la población na- 
cional), en 1970 tenían casi 23 millones de per- 
sonas (47% de la población total). En 1990 unos 
51500000 personas formaban el mundo urbano 
mexicano (poco más de 63% del total). 

Sin embargo, la urbanización mexicana ha 
sido fuertemente asimétrica. La ciudad de México 
representaba en 1950 poco más de 11% de la po- 
blación total del país, pero también casi 40% de la 
población que vivía en ciudades; en 1970 (inclu- 
yendo su área metropolitana) concentraba ya 18% 
de la población total aunque su participación en 
la población urbana empezaba a declinar al pasar 
a 38%; para 1990 su participación en el total na- 
cional era muy similar a la de 20 años antes (poco 
más de 18%), pero su contribución a la población 
urbana había declinado notablemente, al situarse 
en 29.5%. Por lo demás, si en 1950 sólo la ciu- 
dad de México estaba por arriba del millón de 
habitantes (en realidad casi tres millones ese año), 
para 1970 Guadalajara y Monterrey habían en- 
trado al club (con 1400 000 y 1200 000 respec- 
tivamente) y sólo en 1990 se agregaría otra urbe: 
Puebla y su zona metropolitana (con 1 700 000). 

El crecimiento de la población urbana no debe 
ocultar el fenómeno contrario. Las ciudades eran 
cada vez más importantes pero la población rural 
creció en términos absolutos. Si en 1950 unos 18 
millones de mexicanos vivían en comunidades me- 
nores de 15 mil habitantes (y de éstos más de 16 
millones lo hacían en comunidades menores de 
2 500 habitantes), en 1970 eran más de 25 millo- 
nes de personas las que habitaban en el campo (de 
los cuales 23 millones lo hacían en comunidades 
menores a los 2 500 habitantes). Para 1990 ya eran 
casi 30 millones de mexicanos los que habitaban en 
comunidades menores de 15 mil habitantes (de los 
cuales 23 millones vivían en comunidades menores 
de 2 500 habitantes). 

Si la imagen primera de la urbanización en un 
país como México genera la idea de una concentra- 
ción espectacular de la población, paradójicamen- 
te lo contrario también es verdadero: la dispersión. 
En 1970 las localidades con menos de 2 500 habi- 
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tantes sumaron 95 mil, pero en 1990 esa categoría 
alcanzó poco más de 154 mil. La dispersión de un 
número muy importante de la población obedecía 
a razones de índole política, social y propiamente 
geográfica. Como antropólogos y geógrafos mos- 
traron en sus estudios de las décadas de 1950 y 
1960, el impacto de la reforma agraria en buena 
parte del México central, oriental y occidental con- 
solidó a los pueblos y comunidades como agentes 
sociales y políticos capaces de resistir y convivir 
con las fuertes presiones centrípetas de la urbaniza- 
ción. Así, en un área muy amplia que comprende 
el Valle de México y el de Toluca, Morelos, el norte 
y oriente del Estado de México, Puebla y Tlaxcala, 
el Bajío michoacano y guanajuatense, el centro de 
Veracruz, parte de Guerrero y el área de influencia 
de Guadalajara, pudieron convivir algunas de las 
ciudades más grandes del país con un entramado 
de pueblos bien estructurados que no sucumbie- 
ron ni se debilitaron (aunque por supuesto debie- 
ron adaptarse) en medio de la ola urbanizadora. 

Pero la proliferación de localidades en el mapa 
mexicano también obedece a los difíciles equili- 
brios entre las identidades culturales (a veces pero 
no siempre reductibles a la etnia), las modalida- 
des de propiedad de la tierra y el control de los 
recursos agrarios (agua, tierra, pastos, bosques), las 
formas de defensa y gestión políticas (los gobier- 
nos municipales) y la extensión del territorio y sus 
densidades de ocupación. En el caso de los estados 
con mayor número de localidades probablemente 
se combinan todos esos factores: Chihuahua tenía 
más de 10 mil localidades en 1980 y aumentó lige- 
ramente en 1990; Chiapas, por otra parte, tendría 
algo más de 8 300 en 1980 pero las duplicó en 
1990 cuando superó las 16 mil localidades. Vera- 
cruz hizo también una contribución muy impor- 
tante a la dispersión de la población: poco más de 
9 000 localidades en 1980 y casi 17 400 en 1990; 
Oaxaca registró otro incremento importante: más 
de 4 500 en 1980 a más de 7 200 en 1990. 

Doble horizonte entonces en el paisaje de la 
sociedad mexicana: mundo urbano en expansión 
en cuanto al número de habitantes y en cuanto 


389 


ARIEL RODRÍGUEZ KURI Y RENATO GONZÁLEZ MELLO 


al número de ciudades que los conforman. Ade- 
más, y de manera simultánea, crecimiento absoluto 
del número de los habitantes en el campo, cuya 
inmensa mayoría vivía dispersa en comunidades 
pequeñísimas. Mediando entre ambas, realidades 
geográficas, sociales y económicas, las migraciones. 
Entre 1940 y 1970 se desplazaron unas 6 200 000 
personas de las zonas rurales a las ciudades mexi- 
canas. En 1970, 14.5% de la población registrada 
en el censo había nacido en una entidad distinta a 
donde vivía; ese porcentaje aumentó a 17.2% en 
1990. La mexicana era (y es) una sociedad en mo- 
vimiento. No puede considerarse a los migrantes 
como una masa indiferenciada. Sabemos que el 
perfil económico y cultural del migrante cambió 
a lo largo del tiempo. Sobre todo antes de 1950 
migraban personas con niveles de educación su- 
periores al promedio y no necesariamente los más 
pobres de las comunidades. Después de 1960, en 
cambio, se detectó que emigraban los más pobres 
de las comunidades y, en muchos casos, desde las 
comunidades más pobres del país. 

Pero el horizonte migratorio siempre fue más 
amplio que los flujos campo/ciudad en el territorio 
nacional. En 1964 terminó el convenio migrato- 
rio denominado Plan Bracero entre los gobiernos 
de Estados Unidos y México. Hacia fines de la dé- 
cada de 1960, unos 200 mil mexicanos estaban en 
calidad de “deportables” en Estados Unidos; la ci- 
fra era similar al promedio anual de contratos fir- 
mados durante la vigencia del Plan. Sin embargo, 
al inicio de la década de 1970 la cifra de mexicanos 
deportables en Estados Unidos ascendía ya a unos 
500 mil y al final de la década se acercaba al millón; 
al promediar los años ochenta había 1 500 000 
mexicanos ilegales en Estados Unidos. 


ÉXITOS Y LÍMITES DEL CRECIMIENTO 
ECONÓMICO 


En ese mundo donde se incrementaba la población 
de manera acelerada, el desempeño de la economía 
debe ser evaluado atendiendo no sólo a supuestos 


criterios de ortodoxia sino de eficacia. Propone- 
mos un matiz para entender con mayor precisión 
las continuidades e inflexiones de la economía 
nacional: el observatorio no debe estar monta- 
do de manera necesaria en las terrazas, familiares 
y cómodas pero engañosas, de los sexenios, sino 
emplazado en horizontes más extensos, que sirvan 
para identificar detalles y tendencias más claras. 
Un ejemplo: vista la economía desde la perspecti- 
va del ritmo de incremento de la riqueza nacional, 
hay una marcada continuidad en el periodo com- 
prendido entre los años 1961 y 1981 y una clara 
ruptura a partir de 1982 (véase el cuadro 1). 

El incremento del producto interno bruto (PIB) 
para el periodo 1961-1981 alcanzó un promedio 
anual de 6.7%, y es notable que el incremento del 
producto por habitante fuera de 3.4% anual para 
el mismo periodo, lo que evidencia que la creación 
de riqueza pudo asimilar —al menos nominal- 
mente— el crecimiento de la población, uno de los 
más altos del mundo. Resulta claro por lo demás 
que entre 1982 y 1988 se revierte esa tendencia; la 
economía casi no crece (apenas un incremento de 
0.1% anual) y por supuesto el producto por habi- 
tante se retrae espectacularmente: -2.5% por año. 

El comportamiento de los precios es asimismo 
ilustrativo. Su aumento entre 1961 y 1972 fue de 
un dígito (en ningún año fue superior a 6%), y 
con un importante crecimiento del producto; en- 
tre 1973 y 1981 el promedio de los incrementos 
de precios fue de 20.5% anual, pero aún con un 
importante crecimiento de la economía; a partir 
de 1982 se perfila uno de los peores escenarios: 
nulo crecimiento del producto con inflaciones 
anuales de 88% en promedio. A lo largo de la dé- 
cada de 1960 la prioridad gubernamental y em- 
presarial fue que la economía creciera, y lo hizo 
en un contexto de estabilidad de precios al menos 
hasta 1972. La prioridad se mantuvo como polí- 
tica de Estado en la década siguiente (con excep- 
ción de la atonía de 1971), aunque se sacrificó la 


Indocumentados cruzando el Río Bravo, ca. 1970. 
O sINAFO, Conaculta, INAH. 
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CUADRO 1. T'RES INDICADORES DEL CRECIMIENTO ECONÓMICO, 1961-1988 


Incremento Incremento Incremento Incremento 
Año porcentual del PIB Inflación Año porcentual del P18 Inflación 
del p18 por persona del PIB por persona 
1961 4.3 1.0 1.6 1975 5.7 2,5 15.1 
1962 4.5 1.2 11 1976 4.4 1.4 15.7 
1963 7.5 4.2 0.5 1977 3.4 0.4 29.0 
1964 11.0 7.5 2.3 1978 9.0 5.9 17.4 
1965 6.1 2.8 3.5 1979 9.7 6.7 18.1 
1966 6.1 2.7 4.2 1980 9.2 5.9 26.3 
1967 39 2.4 3.0 1981 8.8 6.2 27.9 
1968 9.4 5.9 2.3 1982 -0.6 -2.9 58.9 
1969 3.4 0.1 3.3 1983 -4.2 -10.3 101.7 
1970 6.5 3.1 5.2 1984 3.6 1.4 65.5 
1971 3.8 0.4 5.2 1985 2.6 0.4 57.7 
1972 8.2 4.7 4.9 1986 -3.8 -2.0 86.2 
1973 7.9 4.4 12.0 1987 1.9 -4.1 131.8 
1974 5.8 2.4 23.7 1988 1.2 -0.6 114.1 


Fuente: INEGI, Sistema de cuentas nacionales. Oferta y demanda global y producto interno bruto anual a precios corrientes de 1980, serie 1960-1993 (puede 


consultarse en <www.inegi.org.mx>). 


estabilidad de precios en el altar del crecimiento. 
Aunque hoy sabemos que esto generó inequida- 
des y distorsiones, no fue una alternativa irracio- 
nal. Con un crecimiento de la población como el 
mexicano, con los rezagos acumulados y con las 
tensiones políticas en ascenso, el crecimiento del 
producto (con baja o alta inflación) era social y 
políticamente manejable; no así el estancamiento. 

En México la contribución de las distintas ra- 
mas de la economía al producto total varió dramá- 
ticamente en tres décadas. En 1960 la actividad 
agropecuaria representaba 15.2% de la riqueza na- 
cional; en 1970 aportaba sólo 11.2%; para 1980 
era 8.2%, y a mediados de la década de 1990 ape- 
nas un magro 5%. Entre 1961 y 1965 las activi- 
dades agropecuarias crecieron en promedio 3.8% 
por año, apenas por arriba del incremento demo- 
gráfico pero muy por debajo del crecimiento glo- 


bal de la economía. Entre 1966 y 1970 las cosas 
empeoraron: las actividades agropecuarias crecie- 
ron apenas 2.1% por año, claramente por debajo 
del incremento de población y con mucho rezago 
respecto al desempeño de la economía. 

Es imposible subestimar el impacto económico 
y político de este comportamiento de las actividades 
agropecuarias. En 1970 casi 42% de la población 
económicamente activa del país se ocupaba en el 
sector agropecuario (en 1990 todavía un muy alto 
24% de la población económicamente activa seguía 
ocupada en ese campo); en otras palabras, el pobre 
desempeño de las actividades agropecuarias tenía 
un impacto directo en una proporción enorme de la 
población nacional. Esta realidad explica, al menos 
en parte, por qué el campo mexicano experimenta- 
rá una reactivación de la insurgencia campesina en 
demanda de tierra a lo largo de las décadas de 1960 
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y 1970 (aunque también contribuyó el aumento en 
las restricciones para emigrar a Estados Unidos). 

Pero había otra mala noticia: desde la década 
de 1940 el sector exportador de la agricultura y la 
ganadería era una de las fuentes de divisas indis- 
pensables para comprar en el extranjero las máqui- 
nas, herramientas e insumos que la industria nece- 
sitaba; con el abatimiento de las actividades agro- 
pecuarias, esas divisas iban a tener que buscarse, al 
menos por un tiempo, en otra parte. Mientras en 
1970 los productos agropecuarios representaban 
48% del valor total de las exportaciones, en 1980 
contribuían con menos de 10% y en 1990 con 
menos de 5%. No obstante estos datos, es necesa- 
rio establecer que la actividad agrícola y ganadera 
conservó islotes de alta productividad y capacidad 
exportadora, provistos de crédito y agua, que ex- 
plotaron sobre todo las necesidades alimentarias 
del mercado estadounidense. 
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Entre 1961 y 1988 la industria manufacture- 
ra nunca aportó al producto nacional menos de 
20%, y hubo momentos (1970) en que su partici- 
pación llegó a 23%. En ese mismo periodo el sec- 
tor manufacturero creció 5.3% por año, aunque 
con importantes diferencias decenales: 7.8% entre 
1961 y 1970; 6.3% entre 1971 y 1980, y por de- 
bajo de 1% entre 1981 y 1988. La contribución 
de la industria manufacturera al sector externo de 
la economía, contra lo que usualmente se piensa, 
no era deleznable: en 1970 representó 35% del va- 
lor de las exportaciones, bajó a 19.5% en 1980 y 
repuntó espectacularmente en 1990 para alcanzar 
casi 80%. Con toda seguridad, la industrialización 
es el fenómeno más característico de todo el pe- 
riodo y su impacto no puede ser ponderado sólo 


Planta de refuerzos de Vitro Fibras, S.A., ca. 1976. 


Colección particular. 
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en términos de su peso en la economía. En buena 
medida indujo una revolución sociocultural y, más 
allá, determinó prácticas y maneras de gobernar. 

El horizonte industrial mexicano estaba hecho 
de múltiples vertientes. Para entender su historia, 
sin embargo, es imprescindible reconocer que casi 
desde cualquier perspectiva o indicador (número de 
empresas, capacidad de crear empleos o contribu- 
ción al crecimiento del producto), el ensanchamien- 
to del parque industrial estuvo siempre vinculado a 
una política de fomento deliberada y prolongada 
en el tiempo. Coyunturas globales extraordinarias, 
que dejaron una profunda huella en el pensamiento 
económico y en los hábitos de los políticos y plani- 
ficadores, como las secuelas de la depresión de 1929 
y los efectos económicos de la segunda guerra mun- 
dial, mostraron las posibilidades del crecimiento 
endógeno como producto virtuoso del proteccio- 
nismo, de la disrupción de los circuitos comercia- 
les internacionales o, como en el caso mexicano, 
del establecimiento de un virtual tratado de libre 
comercio, como el firmado entre Estados Unidos 
y México en 1943. 

A partir de 1960 el comercio (categoría que 
incluye hoteles y restaurantes) fue el rubro más 
importante de la economía mexicana; entre 1960 
y 1985 el comercio representó, poco más o menos, 
25% del valor de toda la actividad económica 
nacional. Si al comercio sumamos otro tipo de 
servicios como los financieros (que representa- 
ron alrededor de 10% de la actividad) o los ser- 
vicios personales (18%), estaremos ante lo que 
los historiadores y economistas han considerado 
un fenómeno típico del subdesarrollo: la tempra- 
na preeminencia —respecto a otras experiencias 
históricas— de los servicios en la economía. Sea 
o no del todo correcta esta caracterización, en la 
experiencia mexicana hubo una asociación mental 
entre la urbanización y el crecimiento de los servi- 
cios. Como en muchas economías subdesarrolla- 


Vendedores ambulantes en el centro de la Ciudad de México, 1983. 
O Pedro Valtierra / Cuartoscuro. 
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das o atrasadas, es difícil juzgar la real significación 
del llamado sector de servicios en México. Dado 
que éste incluye desde los grandes bancos, hote- 
les y comercios hasta pequeños negocios de baja 
inversión y productividad, el tamaño relativo del 
sector puede decir mucho y ocultar mucho de una 
economía y de una sociedad. Sabemos que ha sido 
por décadas el sector más importante de la econo- 
mía. Sin embargo ha sido también el gran cajón 
de sastre del desempleo, el subempleo y el empleo 
informal. El comercio callejero, fenómeno típico 
de las ciudades mexicanas casi sin excepción, ha ex- 
presado todas las potencialidades y limitaciones del 
espíritu empresarial mexicano. Por una parte, esos 
negocios de baja intensidad de capital han resulta- 
do una salida para subsanar el acceso y la perma- 
nencia en el empleo formal, dificultoso sobre todo 
luego de las grandes crisis económicas como las de 
1976 y 1982. Esos negocios, además, han contri- 
buido a mantener las tasas de desempleo abierto 
muy por debajo de los niveles que se esperarían en 
los momentos más bajos del ciclo económico. Pero 
ese enmascaramiento ha hecho poco por elevar la 
productividad de la economía, por elevar los nive- 
les de ingreso de las familias, por mantener niveles 
adecuados de captación fiscal, por promover reglas 
sensatas de competencia económica y por innovar 
el mundo de los negocios. 

Pero las consecuencias y las representaciones 
ideológicas del desempeño económico siempre 
son complejas. Es cierto que la economía mexi- 
cana creció durante más de 20 años a tasas muy 
elevadas, superiores al incremento de la población. 
Es cierto también que en el periodo se consolidó 
la idea de que la economía habría de ser industrial 
y, sobre todo, de servicios. Pero no debe olvidarse 
que la industrialización, la urbanización y el des- 
pliegue de una economía de servicios se dieron en 
el contexto de un campo poblado y, en algunas 
regiones, superpoblado. 

Entre la década de 1960 y principios de la de 
1980 se crearon las condiciones de posibilidad del 
crecimiento, es decir, el primer momento de un 
círculo virtuoso. El desempeño económico fue 
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acompañado y seguramente propiciado por la 
creación de infraestructura en una escala descono- 
cida. La provisión de energía eléctrica, gas y agua 
creció 13.1% al año en promedio entre 1961 y 
1970; 9.1% entre 1971 y 1980, y un todavía acep- 
table 6.1% entre 1981 y 1988. Hay años, como 
1963, en que la producción de electricidad, gas y 
agua creció 22.3% respecto al año anterior; 1968 
fue asimismo un año espectacular, con un incre- 
mento de 18.3% en ese rubro. 

En las últimas dos décadas se ha interpretado 
la política de sustitución de importaciones que 
llevó a la industrialización de México como un 
modelo que tendía a la autodestrucción, debi- 
do sobre todo a sus limitaciones estructurales, es 
decir, a su nula o débil proclividad para exportar 
(y proporcionar divisas) y para producir bienes de 


Hugo B. Margáin, David Rockefeller y Luis Echeverría Álvarez, 
ca.1972. Archivo Editorial Gustavo Casasola. 
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capital. Ese diagnóstico fue apresurado y conlle- 
vaba ciertos componentes ideológicos, pues dejó 
de lado el impacto positivo, en términos de de- 
sarrollo social y humano, del proceso en su con- 
junto y la posibilidad de revisar y ajustar un mo- 
delo económico que generó empleo, crecimiento 
y bienestar. La evidencia disponible muestra que 
los niveles de vida más altos en la historia de la 
sociedad mexicana se alcanzaron a principios de 
la década de 1980, después de cuatro décadas de 
industrialización y urbanización. Así por ejemplo, 
1982 es el punto de convergencia más alto en los 
ingresos salariales de los trabajadores mexicanos y 
estadounidenses. 

No ha terminado aún el debate sobre el des- 
empeño y las disyuntivas en la conducción de la 
economía mexicana, sobre todo para el periodo 
comprendido entre 1970 y 1982. Sin embargo, 
y si nos atenemos sólo al aumento del producto 
nacional y al comportamiento del ingreso por per- 
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sona (véase el cuadro 1), en realidad se trató de 
una década estupenda, más todavía si se compa- 
ra con el estancamiento o el avance muy lento de 
esos indicadores en los 20 años siguientes. Mejor 
aún, durante las décadas de 1970 y 1980 aumentó 
la equidad en la distribución del ingreso (que en 
1984 alcanzó un índice de Gini de 0.456, proba- 
blemente el más equitativo en la historia del siglo 
XX mexicano). Sin embargo el indicador más visi- 
ble del progreso social tuvo que ver con el bienestar 
general; la esperanza de vida dio un salto notable: 
pasó de 60.9 años en 1970 a 66.2 años en 1980 
y a 70.8 en 1990. Y la tasa de mortalidad infantil 
disminuyó notablemente: de 90.3 por mil nacidos 
vivos en 1960 a 76.8 en 1970 y a 36.2 en 1990. 

No obstante, los límites para la economía mexi- 
cana estaban a la vista ya desde la segunda parte de 
la década de 1960. El retraimiento del producto 
agrícola, de una parte, y los problemas crecientes 
en la balanza comercial, de la otra, eran algunos 
de los más importantes. Era cada vez más obvio 
que se estaba comprando en el extranjero más de 
lo que se vendía; todavía a principios de la década 
de 1970 los ingresos por turismo y las llamadas 
transacciones en la frontera con Estados Unidos 
ayudaban a resarcir, de manera parcial, el déficit 
comercial. Pero existía un problema crónico para 
financiar el crecimiento, y ésta sería una obsesión 
y a la larga una asignatura pendiente de los go- 
biernos de Luis Echeverría (1970-1976) y José 
López Portillo (1976-1982). 

Hacia 1970 aceptar el estancamiento o retro- 
ceso en la economía no era una opción. Para el 
gobierno mexicano era obligatorio que la econo- 
mía creciera y que además se redistribuyera el in- 
greso. Se tenía además la certeza, muy extendida 
en muchos círculos políticos e intelectuales, de 
que el crecimiento de la población y ciertas for- 
mas de descontento social amenazaban el orden 
político. Debido a un mayor debate público y a 
la paulatina democratización de ciertos espacios 
de la sociedad, los gobiernos de Echeverría y de 
López Portillo fueron observados al detalle por in- 
telectuales y académicos, sus medidas económicas 
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diseccionadas desde varios ángulos y la evidencia 
de sus fracasos (la grandes devaluaciones del peso 
frente al dólar de 1976 y 1982 y el estancamien- 
to económico de la década de 1980, atribuidos a 
sus políticas) extrapolada para cuestionar aspectos 
esenciales del régimen político. No obstante, la 
gran paradoja del periodo fue que se alcanzaron 
dos de las metas más preciadas por todo gobierno 
moderno: crecimiento de la economía y redistri- 
bución del ingreso. 

¿Por qué el éxito se convirtió en fracaso? Los 
dirigentes más avezados y el público más informa- 
do sabían que las supuestas fortalezas del Estado 
mexicano estaban ancladas más en imágenes que en 
realidades materiales. En 1970 el gobierno ejercía 


como presupuesto de gasto el equivalente a 13% 
del PIB. Los gobiernos de Chile (22%), Venezue- 


José López Portillo se prueba la banda presidencial, ca.1980. 


Colección particular. 
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la 21%), Brasil (20%), Perú (17%), Costa Rica 
(17%), Uruguay (15%) y Argentina (14%) tenían 
mayor disponibilidad relativa de recursos. Esa de- 
bilidad puede medirse de otra manera: en 1971 la 
recaudación fiscal del gobierno era equivalente a 
7.2% del PIB, porcentaje tres veces menor a la re- 
caudación de Estados Unidos o Venezuela, y apenas 
la mitad de países como Kenya, Sudáfrica, Perú o 
Turquía. El gobierno mexicano era débil no sólo 
para financiar con divisas el crecimiento de la eco- 
nomía, sino para captar, vía impuestos, los recursos 
necesarios para inversión y desarrollo. 

Dada esa circunstancia se recurrió a dos herra- 
mientas para financiar el crecimiento: el manejo 
deficitario del presupuesto y los préstamos interna- 
cionales. Ambas opciones eran asequibles por razo- 
nes político-institucionales: la más importante, que 
la representación política encargada de regularlas, 
el Congreso de la Unión, estaba sujeta a un partido 
oficial y casi único. Sin embargo, no debe suponer- 
se que el empleo de esos instrumentos haya sido 
desde el principio una decisión fundada sólo en una 


“El peso”, Proceso, 13 de noviembre de 1976. Biblioteca Miguel 
Lerdo de Tejada, sHcr. 


“ideología” y asumida sin más; durante el gobierno 
de Echeverría, en los años 1971-1972, se trató de 
reducir el ritmo de endeudamiento externo y, como 
veremos, de implantar una reforma fiscal. Por razo- 
nes políticas no se alcanzaron esos objetivos. 

La política de endeudamiento y déficit encon- 
tró sorpresas. Sin previo aviso, en agosto de 1971, 
el gobierno de Estados Unidos aumentó en 10% 
todos los aranceles a sus importaciones. Luego, a 
raíz del conflicto árabe-israelí recrudecido por la 
guerra de octubre de 1973, se desató el embargo 
petrolero a los grandes consumidores y con ello la 
recesión más o menos generalizada en Estados Uni- 
dos, Europa Occidental y Japón. La disminución o 
estancamiento en el crecimiento económico global 
afectó las exportaciones, el precio de algunas mate- 
rias primas y el turismo. Las circunstancias econó- 
micas internacionales son una explicación parcial, 
pero importante, del aumento del ritmo del endeu- 
damiento externo, del incremento del déficit fiscal, 
sobre todo en 1975 y 1976, y de un giro (como 
veremos) en la política exterior del gobierno. 

Es claro que el año 1976 favoreció todas las 
mitologías antioficialistas de las clases medias y 
las élites económicas en dos procesos traumáti- 
cos: la devaluación del peso frente al dólar (que 
en agosto de aquel año pasó de 12.50 a casi 25 
pesos por dólar) y el enfrentamiento del presi- 
dente Echeverría y su gobierno con los empre- 
sarios, que alcanzó intensidades inusitadas; más 
aún: se debió aceptar un programa de ajuste del 
Fondo Monetario Internacional. Pero en los dos 
años siguientes —ya en la administración de Ló- 
pez Portillo— la percepción de la realidad mexi- 
cana cambió en los mismos círculos políticos y 
sociales que abominaron de Echeverría. De una 
manera un tanto sorpresiva, México tenía una 
de las reservas de petróleo más importantes del 
mundo, justo antes de que los precios de los hi- 
drocarburos comenzaran un proceso de ajuste al 
alza. En 1976 las reservas de petróleo se encon- 
traban en el rango de los 6 300 millones de ba- 
rriles; en 1983 alcanzaron los 72 500 millones de 
barriles. La capacidad exportadora de la indus- 
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CUADRO 2. DÉFICIT PRESUPUESTAL Y DEUDA PÚBLICA, 1971-1982 


Alco ds 
1971 23 
1972 45 
1973 63 
1974 6.7 
1975 93 
1976 9.1 
1977 63 
1978 62 
1979 7.1 
1980 7.5 
1981 14.1 
1982 169 


Deuda pública Deuda privada 
externa en dólares externa en dólares 
(millones) (millones) 
4546 2095 
5 064 2 632 
7 071 3182 
9975 4 549 
14 449 5 645 
19 602 6 294 
22 912 6 800 
26 264 7200 
29 737 10 500 
33 813 16 900 
52 961 21 900 
58 874 23 907 


Fuentes: Nacional Financiera, La economía mexicana en cifras, México, Nacional Financiera, 1990, pp. 620 y 632; Carlos Marichal, 
“La deuda externa”, en Francisco Alba et al., Una historia contemporánea de México: transformaciones y permanencias, México, Océano, 


2003, p. 465. 


tria petrolera se multiplicó por cinco en menos 
de cuatro años; mientras en 1978 se vendieron 
365 000 barriles de petróleo mexicano por día en 
el mercado internacional, en 1982 se exportaron 
1 500 000 barriles diarios; fue asimismo notable 
el crecimiento de la producción total (consumo 
interno más exportaciones): 810000 barriles 
diarios en 1975 y 2 750 000 en 1982. Los incen- 
tivos para el aumento de la producción y, sobre 
todo, de las exportaciones, eran extraordinarios; 
el barril mexicano se vendió en 13.30 dólares en 
1978 (promedio del año), para llegar a 32.30 dó- 
lares en 1981 (y bajar a 28 dólares en 1982). 
Los problemas estructurales para el desarrollo 
parecían solucionarse de pronto, a pesar de que la 
política económica era intensamente debatida en 
los medios periodísticos, intelectuales y universi- 
tarios. Y así por ejemplo, el flujo de capitales del 
extranjero parecía paliar las deficiencias crónicas 
en la captación fiscal y en la capacidad exportado- 
ra de la economía. La inversión extranjera directa 
pasó de 540 millones de dólares en 1977 a 3 075 
millones en 1981, un nivel este último que no se 


recuperaría hasta 1989. El volumen de recursos 
disponibles permitió incrementar el gasto y la in- 
versión pública en infraestructura de comunica- 
ciones e industrial, así como en salud y educación. 
El gobierno pudo además subsidiar el consumo de 
alimentos y combustibles y ensayar una enorme 
gama de incentivos (créditos blandos, subsidios, 
permisos de importación) para el fomento de los 
negocios privados. 

Pero la estabilidad de todo el modelo de finan- 
ciamiento de la economía dependía de una serie 
de variables que no estaban en manos del gobier- 
no nacional. El precio del barril de petróleo y las 
tasas de interés de los préstamos se definían en otra 
parte. En cambio, sí estuvieron en manos del go- 
bierno decisiones cuyas consecuencias no fueron 
positivas: permitir la preeminencia de las exporta- 
ciones petroleras sin alentar el intercambio de otro 
tipo de mercancías con el exterior y contratar una 
parte sustancial de la deuda en el extranjero con 
periodos de vencimiento de muy corto plazo. 

Como se puede observar en el cuadro 1, entre 
1983 y 1988 la economía tuvo uno de los peores 
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desempeños de su historia en el siglo xx. En rea- 
lidad el periodo debe interpretarse también, más 
allá de los problemas heredados del modelo ante- 
rior, como un conjunto de ensayos y errores para 
reorientar la economía mexicana. A la larga preva- 
lecieron dos medidas: la apertura comercial inicia- 
da en 1986 con el ingreso de México al Acuerdo 
General sobre Aranceles Aduaneros y Comercio 
(GATT) y la venta a particulares de empresas y en- 
tidades de propiedad pública. Aunque los precios 
disminuidos del petróleo mexicano y los intereses 
de la deuda externa afectaban de manera cotidiana 
las finanzas del gobierno, no hubo intentos serios 
por realizar una reforma fiscal, aunque sí hubo un 
replanteamiento de la manera de gastar el dinero 
público por conducto de los gobiernos estatales y 


Refinería de Tula, Hidalgo, ca. 1980. O Bob Schalkwijk. 


Páginas siguientes: Ceremonia de inauguración de los Juegos 
Olímpicos de 1968, Estadio Olímpico Universitario, 12 de octubre 
de 1968. Archivo Fotográfico El Universal. 
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municipales. La prioridad del gobierno de Miguel 
de la Madrid (1982-1988) fue reducir el déficit pú- 
blico (que en 1982 alcanzó casi 17% como porcen- 
taje del PIB) por la vía del recorte del gasto. Evaluada 
la economía con los datos duros del crecimiento del 
producto y el comportamiento de los precios, las 
conclusiones no son halagiieñas: de los seis años 
comprendidos entre 1983 y 1988, en dos hay un 
decrecimiento del producto total, en cuatro un de- 
crecimiento del producto por persona y en tres una 
inflación superior a 100% (en los otros tres la infla- 
ción fue superior a 50% por año). 


EDUCACIÓN Y CULTURA 


La cultura mexicana se caracterizó, en la segunda 
mitad del siglo Xx, por la centralidad que adquirió 
la televisión. Esto ocurrió en todo el mundo: el 
pequeño cine portátil invadió la estancia, el come- 
dor, la recámara, la cocina, y unió la vida privada 
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con el mercado. En México había un régimen de 
partido que monopolizaba las representaciones 
políticas (particularmente los puestos de elección) 
y las otras representaciones: las que corresponden a 
la imaginación e incluyen las explicaciones o imá- 
genes acerca de la sociedad, la cultura, el mundo y 
la política. El PRI, durante el siglo xx, buscó en va- 
rias ocasiones implantar una cultura de Estado or- 
todoxa y nacionalista; pero fue más frecuente que 
buscara establecer los márgenes de la disidencia, 
incluso abrirle espacios y construirle herramientas 
de expresión, con la finalidad de administrarla. En 
estas circunstancias, la televisión y la radio hicie- 
ron algo más que vender tónicos para el cabello, 
lavadoras y candidaturas presidenciales. 

La hegemonía cultural que propician los lla- 
mados “medios masivos de comunicación” (la te- 
levisión, la radio y la prensa industrial) crece de 
la mano del esplendor priista. Recorre la cultura 
popular y las balbucientes certidumbres de las cla- 
ses medias urbanas. No escatima nada: explora el 
arte de vanguardia, la pintura mural, los cómics, 
los institutos oficiales de cultura y la educación su- 
perior. El estado también busca alcanzar la nueva 
conformación territorial y demográfica, estable- 
ciendo agentes e instituciones culturales en los 
nuevos centros urbanos. El estado no es el único 
que tiene una política sobre la nueva demografía. 
También la tienen la iglesia católica, que funda 
nuevas diócesis, y los gobiernos estatales. La insur- 
gencia estudiantil de los años sesenta lleva al go- 
bierno a aumentar el tamaño y número de las uni- 
versidades públicas. Hay universidades e institutos 
tecnológicos en numerosas ciudades medianas, y 
algunos institutos de investigación expresamente 
dedicados al estudio de las identidades regionales 
o parroquiales. 

Al inaugurar Los Juegos Olímpicos de 1968, 
Gustavo Díaz Ordaz recibe una rechifla en el Es- 
tadio Universitario. No pasa mucho más. Al inau- 
gurar el campeonato mundial de futbol de 1986, 
Miguel de la Madrid recibe otra rechifla en el Es- 
tadio Azteca. Sólo que esta vez sí pasa mucho más. 
Aquí vamos a señalar dos espacios —no sólo es 
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metáfora— de esa ruptura: por una parte, la cre- 
ciente importancia de manifestaciones y prácticas 
culturales en los márgenes; por la otra, la redistri- 
bución geográfica del poder simbólico. Ni una ni 
otra serían comprensibles sin el crecimiento de los 
medios electrónicos de comunicación. Hay que 
ver el crecimiento de la radio y la televisión en una 
suerte de “larga duración”, más allá de los sexenios 
y las décadas concretas, porque éstos se articulan 
con un problema señalado por los estudios demo- 
gráficos que obsesionan a los gobernantes priistas: 
con la dispersión poblacional. 

La televisión cumple las promesas que había 
hecho la pintura mural. En cada uno de los cua- 
tro censos nacionales de población, entre 1960 y 
1990, seis millones de personas se declaran analfa- 
betas. Esta cifra no incluye a quienes, sabiendo leer 
y escribir, tienen con la palabra escrita una relación 
instrumental y poco frecuente. Las “industrias cul- 
turales” mexicanas se dirigen deliberadamente a ese 
público. La pintura mural se describió a veces como 
una especie de gran biblia pintada para los que no 
sabían leer, supuestamente descifrable sin necesidad 
de instrucción básica. La realidad fue distinta: los 
murales de Diego Rivera y José Clemente Orozco, 
y también los de sus seguidores en la segunda mitad 
del siglo, fueron con frecuencia complejos y has- 
ta indescifrables. Exigían, para una interpretación 
elemental, capacidades y herramientas mucho más 
sofisticadas que el mero dominio del alfabeto: exi- 
gían una cultura general. Esto no significa que las 
grandes masas campesinas no hayan pensado nada 
sobre las imágenes de los muralistas, pero sí quiere 
decir que aquellos pintores crearon una expecta- 
tiva que ellos mismos no pudieron satisfacer: una 
cultura útil para la propaganda política del estado, 
capaz de sobreponerse a las diferencias culturales e 
incluso anularlas. 

La televisión se vuelve importante porque su 
discurso, verbal y en imagen, rebasa los límites de 
la élite cultural, que infructuosamente se propone 
controlarla o infiltrarla. La eficacia de la televisión 
es explicable: se debe a su capacidad para expandir 
sus alcances más allá de la capital y los grandes 
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centros urbanos, hasta crear redes de transmisión 


y repetición de sus propios contenidos que abar- 
can vastos espacios del territorio nacional. Las bu- 
rocracias y las élites políticas desarrollan con este 
vigoroso sistema una relación de odio y amor. Las 
cadenas nacionales de televisión y radio resuelven, 
mucho mejor que los carteles, grabados y mura- 
les, las necesidades de propaganda del estado. Pero 
esos mismos agentes son vistos con miedo, en la 
medida en que alcanzan con facilidad a una pobla- 
ción que se moderniza, pero lejos de los aparatos 
de control propios de los centros urbanos. 

Los intelectuales de la posrevolución cons- 
truyeron sus alianzas, entre ellos mismos y con el 
estado, frente a dos adversarios. Uno de ellos, la 
Iglesia católica; el otro, las industrias culturales. 


Emilio Azcárraga Vidaurrieta recibe reconocimiento por parte de 
empresarios, ca. 1956. Archivo General de la Nación. 


Páginas siguientes: Tele-espectadores en sala de cine, ca. 1955. 
Archivo General de la Nación. 


Intelectuales y artistas compartieron con el estado 
expectativas bastante halagiieñas sobre el poder de 
la prensa, y al mismo tiempo temores desorbita- 
dos sobre los periódicos, publicaciones, cromos 
y otros impresos. Esta ambivalencia se trasladó a 
los medios electrónicos de comunicación. Los go- 
biernos posrevolucionarios aspiraron a utilizarlos 
y controlarlos. El estado estableció estaciones de 
radio y las usó intensamente para la propaganda, 
y también se inmiscuyó en la producción cinema- 
tográfica. Quizá en ningún ámbito fue tan inten- 
so el intercambio como en el cine, donde poetas, 
artistas, políticos y directores construyeron una 
especie de caldo de cultivo de la cultura que fue 
reemplazado, durante las décadas finales del siglo 
XX, por un nacionalismo cristalizado y desprovisto 
de toda posibilidad de innovación (como lo pu- 
so en evidencia el programa radiofónico de Carlos 
Monsiváis en los años sesenta: El cine y la críti- 
ca). Era la repetición ad nauseam de los clichés. 
Es posible que el ascenso de la televisión fuera im- 
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pulsado por la intrascendencia general, durante el 
periodo que cubre este capítulo, de la producción 
cinematográfica. Pero en ello también es determi- 
nante una política que trasciende los sexenios. 

Al mismo tiempo que reorganiza el partido 
oficial, Miguel Alemán planea, con el Instituto 
Nacional de Bellas Artes, una serie de políticas de 
la cultura que pueden comprenderse mejor al re- 
lacionarlas con las políticas oficiales sobre la radio 
y la televisión. El naciente INBA comisiona a Salva- 
dor Novo para que estudie el funcionamiento de 
la B8C, con el fin implícito de establecer en Méxi- 
co un sistema de televisión semejante al modelo 
británico, en el que los medios son de propiedad 
pública. El propio INBA publica el informe de Sal- 
vador Novo, que simpatiza abiertamente con la 
televisión pública y no con el modelo estadouni- 
dense de televisión privada. Las palabras de Novo 
son inequívocas: “El monopolio actuará de modo 
distinto frente a la pirámide social. Su reconoci- 
miento del hecho de que 50% de la población es 
ignorante; de que 40% posee cierto grado de cul- 
tura, y de que 10% representa la cultura superior, 
lejos de inducirlo a fundirles en una sola cifra, le 
persuadirá de la necesidad de imprimir a estas tres 
capas un gradual movimiento de ascensión que 
permita reducir el porcentaje máximo inferior en 
beneficio del segundo y con tendencias a fortalecer 
el tercero.” El Estado no debía dejar un instrumen- 
to tan valioso al arbitrio de las fuerzas del mercado. 
Curiosamente, a Novo no le parecía que los consu- 
midores tuvieran importancia entre las fuerzas del 
mercado: “En fin de cuentas, todos prosperan: los 
dueños de las transmisoras, los locutores, los artis- 
tas, los anunciantes, los vendedores de aparatos de 
recepción. El dueño del aparato es lo de menos”. 

Pero las cosas tomaron otra dirección. En el 
medio siglo siguiente, se ensayaron modelos de te- 
levisión pública, pero en la realidad y, de manera 
muy especial, en la ley, prevaleció el modelo esta- 
dounidense: televisión privada, dedicada al entre- 
tenimiento. Las investigaciones de Fernando Mejía 
Barquera han mostrado que la política del estado 
frente a los medios de comunicación electrónica se 
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había definido décadas antes, con respecto a la ra- 
dio. El estado posrevolucionario había monopoli- 
zado la programación política en las estaciones de 
la Secretaría de Educación Pública, de la Secretaría 
de Gobernación y del Partido Nacional Revolu- 
cionario. Los emisores privados tenían prohibido, 
ya fuera en forma implícita o explícita, incursionar 
en la programación política. Este silencio tenía sus 
recompensas. El estado garantizaba la permanen- 
cia de las concesiones establecidas desde la Ley de 
Comunicaciones Eléctricas, de 1926. 

Tal vez más importante que lo anterior, cuan- 
do llega la televisión había ya una importante ex- 
periencia en el sistema de cadenas nacionales. La 
empresa Radio Programas de México estableció en 
1940 una red que distribuía a las pequeñas emiso- 
ras locales los programas que éstas no habrían po- 
dido producir, y además les garantizaba el acceso 
a las refacciones, escasas durante la guerra. Emilio 
Azcárraga era uno de los socios principales en esta 
empresa. Aunque la televisión se inicia en los años 
cincuenta, para 1960 se había establecido la pri- 
mera red nacional y un par de décadas después sus 
herederos incursionaron en las comunicaciones 
satelitales. En 1956 se fundieron los canales 2, 4 y 
5 en la empresa Telesistema Mexicano, anteceden- 
te de Televisa —surgida en 1972, tras una nueva 
fusión con Televisión Independiente de México. 

Nadie como Emilio Azcárraga Vidaurreta para 
conjuntar los buenos contactos con el gobierno y 
la alianza con el capital estadounidense. Desde 
tiempos de Manuel Ávila Camacho, Azcárraga 
había comenzado a afianzar una red de relaciones 
políticas. Prominentes funcionarios de las empre- 
sas radiofónicas o líderes de la industria (cuya cá- 
mara se había fundado en 1941) ocuparían puestos 
públicos importantes: subsecretarías y secretarías, 
ya fuera en el ramo de comunicaciones o en los 
departamentos encargados de la propaganda. Az- 
cárraga negoció exitosamente con Miguel Alemán 
para evitar los proyectos de establecer un modelo 
de televisión pública semejante al que operaba en 
Gran Bretaña. Hacia 1952 se habían otorgado ya 
30 concesiones para canales de televisión en toda 
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la República, casi todas en el norte del país (aun- 
que una de ellas en Mérida). Sólo una, sin em- 
bargo, había entrado en funciones regularmente, 
desde luego en la ciudad de México. Se trataba del 
canal 2, que comenzó sus emisiones en 1951. 

Los concesionarios mexicanos más importantes 
participaban, además, en la Asociación Interameri- 
cana de Radiodifusión. La AIR era una organización 
que buscaba defender, en la región, el modelo esta- 
dounidense de televisión comercial, manejada por 
una industria privada. En el programa de la AIR ha- 
bía la intención explícita de influir en las distintas 
legislaciones nacionales, con el fin de garantizar los 
derechos de la industria privada de las telecomuni- 
caciones, estrategia que culminó exitosamente en 
México con la Ley Federal de Radio y Televisión, 
publicada en 1960. No todo, sin embargo, fue 
miel sobre hojuelas. En 1969 Gustavo Díaz Ordaz 
propuso una ley que habría obligado a la industria 
a pagar impuestos de 25%. La alternativa, plan- 
teada en la propia ley, era poner a la disposición 
del público certificados de participación y ceder el 
control de sus empresas a fideicomisos controlados 
en instituciones públicas. Era tarde. La presión de 
los industriales fue suficiente para conmutarla por 
la cesión al gobierno federal de 12.5% del tiempo 
de transmisiones. 

Los nombres que aparecen en los archivos 
de la historia temprana de la televisión llaman la 
atención por su futura articulación política. Luis 
M. Farías, dirigente de los locutores de televisión, 
dirigió la Cámara de Diputados en el sexenio de 
Díaz Ordaz, y repitió esta importante función en- 
tre 1979 y 1982, en la primera legislatura poste- 
rior a la reforma política. Se creó un sistema de 
circulación de élites que aún permite a los locu- 
tores de futbol convertirse en senadores o a los 
comediantes en diputados, y a los funcionarios 
de las televisoras en secretarios, subsecretarios o 
gobernadores. Aunque no le está vedado el Poder 
Ejecutivo (Farías llegó a ser gobernador de Nuevo 
León), es significativo que este circuito de trans- 
ferencias funcione sobre todo en las instancias de 
representación: en el Poder Legislativo. 


Durante este periodo, el estado mantiene una 
modesta red paralela de televisión y radio. En 
1968 el secretario de Educación Pública, Agustín 
Yáñez, que en los años treinta había sido jefe de la 
Oficina Radiotelefónica de la SEP, reinaugura Ra- 
dio Educación, la estación de la propia Secretaría 
que había quedado, desde los años cuarenta, sub- 
sumida entre las de la Secretaría de Gobernación, 
en particular Radio México. A Radio Educación 
la acompañan varias emisoras universitarias en la 
capital y en los estados. Radio Universidad había 
comenzado sus transmisiones en 1937 con un dis- 
curso inaugural de Alejandro Gómez Arias: la nue- 
va estación serviría, en primer lugar, para “transmi- 
tir todas las tendencias, todas las ideologías”, pero 
además, para contrarrestar los efectos de las otras 
estaciones, pues la radio “se vuelve contra el hom- 
bre al transmitir música que degenera y envilece”. 
En 1958 comienza sus transmisiones el canal 11, 
del Instituto Politécnico Nacional, primera televi- 
sora propiamente estatal. En 1972, el canal 13 es 
adquirido por el estado debido a sus problemas fi- 
nancieros y se convierte en el origen de un sistema 
de televisión gubernamental que sería convertido, 
en 1983, en el Instituto Mexicano de Televisión. 
De corta vida, esta empresa estatal fue privatizada 
en 1993 y convertida en Televisión Azteca. En esa 
misma oportunidad, el canal 22 quedó en manos 
del Estado como segunda televisora cultural. 

El uso de la televisión con fines educativos tiene 
mejor fortuna. En 1967, después de un año de ex- 
perimentos con grupos piloto, la SEP pone en mar- 
cha el sistema de Telesecundaria, inspirado en un 
modelo italiano. La Telesecundaria tiene éxito en la 
medida en que, a los pocos años de su inicio, revi- 
sa el modelo original, en el que el aparato receptor 
se concebía como una especie de multiplicador del 
maestro, cuya imagen en vivo se transmitía a aulas 
que no tenían profesores sino “monitores”: docentes 
encargados de complementar la información. En los 
años setenta, esta orientación cambia para hacer de 
las transmisiones un complemento de la labor do- 
cente, semejante a los libros de texto, y no un mero 
sistema de repetición de un mensaje centralizado. 
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Con casi 17 000 planteles y 500 000 alumnos en 
el año 2008, el sistema tiene éxito por razones ob- 
vias: puede hacer llegar la oferta educativa a lugares 
remotos, reduciendo los costos del material didácti- 
co pero, mucho más importante, proponiendo una 
forma de administrar racionalmente la diversidad de 
los espacios educativos, la formación de los profe- 
sores y las características locales con la unidad de la 
propuesta educativa. Algo semejante ocurre con la 
arquitectura escolar. 

La televisión queda configurada como un sis- 
tema mixto: la mayor parte del espectro lo ocupa 
la televisión privada. La pública será, la mayor par- 
te del tiempo, marginal: estará destinada a y será 
producida por ese 10% de la población que, según 
Novo, “representa la cultura superior”. El estado 
no aspirará a disputar el público masivo directa- 
mente, sólo buscará la administración de sus már- 
genes. Posiblemente esta política se derive de una 
conciencia sobre la importancia de esa franja, pe- 


queña, pero con gran poder de representación pú- 
blica. Es en ese margen donde se pone en peligro la 
hegemonía del sistema político, y donde una y otra 
vez se vuelve a negociar su vigencia. Las estaciones 
del Estado tienen el propósito de administrar las 
categorías y géneros que interesan a los intelectua- 
les: la identidad, la sátira, la vanguardia, la narrati- 
va, la comunicación, la variedad de los espacios. 
Esta concesión marginal no disminuye las ex- 
pectativas de los intelectuales sobre el potencial 
educativo de la televisión, la radio e incluso de 
las revistas ilustradas. Los estudios revelan que los 
jóvenes que tienen televisión (más de tres millo- 
nes de receptores hacia 1970, según las encuestas) 
prefieren, sobre cualquier otro programa, Dis- 
neylandia, y además que la población en general 
aprecia los comerciales de automóviles (aunque no 


Agustín Yáñez, Salvador Novo y Lola Álvarez Bravo, 6 de 
noviembre de 1976. O Archivo Procesofoto. 
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pueda comprar uno). Al comenzar la década de 
los setenta el público dice, por lo menos a quie- 
nes hacen las encuestas, que detesta el programa de 
variedades de Raúl Velasco. En cambio, el conduc- 
tor de noticieros Jacobo Zabludovsky atrae simpa- 
tías de la mayor parte de los espectadores. En los 
años sesenta, los estudiantes de secundaria del Dis- 
trito Federal prefieren, sobre todas las publicacio- 
nes, la lectura de £l conejo de la suerte, al que le 
siguen, relativamente lejos, Selecciones del Readers 
Digest y Mecánica Popular (aunque ésta sólo es in- 
teresante para el público masculino). El público 
adolescente detesta dos cosas: las revistas porno- 
gráficas y las ideológicas. De estas últimas, los es- 
calones más bajos en la popularidad los ocupan £/ 
Popular, de Vicente Lombardo Toledano, La Voz 
de México, del Partido Comunista, y El Hombre 
Libre, ligado a grupos de ultraderecha. 


Jacobo Zabludovsky en transmisión del noticiero 24 Horas, 1976. 
Archivo General de la Nación. 


En este panorama, algunos intelectuales ambi- 
cionan disputar al gran público con propuestas de 
vanguardia, pero no ideologizadas. El editor Gui- 
llermo Mendizábal publica, en la Editorial Posa- 
da, la revista Duda, dedicada a las naves interpla- 
netarias, la versión del origen extraterrestre de las 
pirámides de Egipto y los fenómenos paranorma- 
les. Él mismo edita Los agachados y otros proyectos 
del historietista Rius, que intentan la crítica y la 
divulgación ideológica desde la izquierda. Mendi- 
zábal fue el conductor de un programa cultural en 
el canal 11 (Confrontación) y también el primer 
editor de las revistas Proceso y Vuelta. Alexandro 
Jodorowsky, que colaboraba en el suplemento de 
historietas de El Heraldo de México con unas muy 
notables Crónicas pánicas (1967), participó acti- 
vamente en la revista sensacionalista Sucesos para 
Todos, al final de los años setenta. 

Para mantener el control sobre los contenidos 
de la programación, y en general sobre las diversas 
ramas de la producción cultural, el Estado mexica- 
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no cuenta en esos años con un instrumento muy 
eficaz: la comisión calificadora. En 1939 desapa- 
reció el Departamento Autónomo de Publicidad y 
Propaganda, cuyo objetivo había sido centralizar 
toda la propaganda oficial. La Cámara de Diputa- 
dos abandonó toda idea de autonomía en los órga- 
nos de cultura del Estado y aprobó la Ley General 
de Vías de Comunicación en la que se estableció 
la Comisión Consultiva de Radio, como un or- 
ganismo para negociar con la iniciativa privada. 
Durante el gobierno de Ávila Camacho, y con el 
propósito de abrir espacios de negociación a una 
arrinconada Acción Católica, se crea la Comisión 
Calificadora de Publicaciones y Revistas Ilustradas 
(1944). En 1949 se establece el Consejo Nacional 
Cinematográfico, que sirve como regulador de las 
relaciones entre los productores privados y el go- 
bierno. En 1960, la Ley General de Radio y Tele- 
visión contempla una comisión, de la que forman 
parte tanto el gobierno como los radiodifusores, 
para calificar los contenidos de los programas, y 
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atribuye a la Secretaría de Gobernación la facul- 
tad de castigar a quienes propaguen contenidos 
inapropiados, contrarios a las “buenas costum- 
bres” y otras expresiones igualmente ambiguas, 
que en último término dan un amplio margen 
de negociación a los censores. Las comisiones de 
monumentos arqueológicos, artísticos o históricos 
consagradas en la ley de 1972, con amplia parti- 
cipación de los especialistas, están facultadas para 
proponer al Ejecutivo los objetos, edificios o do- 
cumentos objeto de la protección federal, pero la 
facultad de hacer las declaratorias se reserva, con 
gran celo, al presidente de la República. 

Los intelectuales lamentan la eficacia de la te- 
levisión comercial, cuya programación detestan, 
pero a los funcionarios les interesa apropiarse de 
sus contenidos. El modelo de telenovela “aspira- 
cional” que inaugura Miguel Sabido es utilizado 


Cabina de transmisión de Canal 11, ca. 1975. 
Archivo General de la Nación. 
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primero por la Secretaría de Educación Pública 
para promover la educación abierta, y después ha 
sido empleado por la UNESCO para objetivos loa- 
bles, como el uso del condón para prevenir el sida. 
Pero el entusiasmo de funcionarios y activistas por 
el “modelo Sabido” no sería suficiente para avalar 
la conclusión, que durante este periodo sostienen 
algunos especialistas, de que la televisión reempla- 
za a la escuela como medio de educación masiva. 
La televisión se vuelve la fuerza hegemónica de 
la cultura, como antes lo había sido la educación 
elemental; pero de ninguna manera renuncia el 
estado al control y reforma de su propio sistema 
educativo, y algunas de sus iniciativas más exitosas 
tienen lugar en forma paralela al aumento de los 
canales de televisión, las transmisiones por satélite 
y las cadenas nacionales. 

Durante la gestión de Jaime “Torres Bodet 
(1958-1964) se inicia la publicación de los Libros 
de Texto Gratuitos, que permiten al estado con- 
vertirse en el principal agente editorial (o después 
cliente de las editoriales), decidir los contenidos 
en comisiones de expertos e incluso utilizar el 
diseño de los libros como herramienta de propa- 
ganda. La portada de la segunda edición (1962), 
obra de Jorge González Camarena, se dejó de usar 
en los años setenta, pero se retomó en los noven- 
ta y sigue empleándose hasta la fecha. Ninguna 
imagen del muralismo mexicano logra la difusión 
e impacto de esa alegoría, académica y bastante 
conservadora, de la patria. El estado conserva o 
aumenta otros instrumentos importantes de he- 
gemonía en la cultura. Bajo la dirección de Pedro 
Ramírez Vázquez (1958-1964), el Comité Admi- 
nistrador del Programa Federal de Construcción 
de Escuelas abandona el regionalismo de sus pri- 
meros proyectos y promueve un diseño modular 
con el que es posible dotar de una escuela prefabri- 
cada, que puede transportarse incluso a lomo de 
burro, a los pueblos peor comunicados del país; la 


El secretario de Educación, Jaime Torres Bodet, distribuye entre 
la población infantil los primeros libros de texto gratuitos, 1964. 
Archivo General de la Nación. 
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estructura que se levanta puede revestirse con los 
materiales disponibles en cada localidad. Ganador 
de la Trienal de Venecia, este proyecto se reprodu- 
ce y multiplica en toda la República, estableciendo 
una imagen generalizada de futuro que consigue, 
por otro lado, convocar a la participación comu- 
nitaria e incorporar técnicas locales. 

En 1973 se promulgó la Ley Federal de Edu- 
cación, que reemplazó a la Ley Orgánica de la 
Educación vigente desde 1941. Aunque esa nueva 
ley recibió algunas críticas, fueron los nuevos li- 
bros de texto gratuitos, promovidos por el subse- 
cretario Roger Díaz de Cossío, los que provoca- 
ron una verdadera polémica y pusieron en juego 
la capacidad del estado para efectuar una reforma 
significativa. Esa capacidad quedó refrendada y los 
libros estuvieron vigentes durante años. El objeto 
central de las discordias fueron los libros de Cien- 
cias naturales y Ciencias sociales correspondientes 
al sexto año de primaria. El primero incluía algu- 
nas nociones de educación sexual y en su contra 
se desató una campaña sumamente agresiva por 
parte del episcopado y la Unión Nacional de Pa- 
dres de Familia. A diferencia de los años treinta, 
cuando Narciso Bassols renunció a la Secretaría de 
Educación Pública por la oposición a su proyecto 
de educación sexual, esta vez no renunció el secre- 
tario, no renunció el subsecretario y los libros se 
distribuyeron. El texto de Ciencias sociales fue obje- 
tado por las organizaciones patronales, en particular 
las de Nuevo León, porque su relato y análisis se 
referían ampliamente a las revoluciones socialistas 
y a los gobiernos de esa tendencia en los capítulos 
correspondientes al siglo Xx. Parece haber sido la re- 
presentación del mundo contemporáneo, más que la 
narración o análisis de su historia, lo que irritó a las 
organizaciones empresariales y a la iglesia. Aunque 
en este caso el gobierno sí hizo algunas concesiones, 
es significativo que muchas de ellas estuvieran en las 
ilustraciones del libro, que yuxtaponían (por cier- 
to, con calidad) las consabidas imágenes del mura- 


Portada de libro de texto gratuito en sistema Braille, diseño Jorge 
González Camarena, 1996. Conaliteg, SEP. 
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lismo mexicano con fotografías de época, timbres 
postales, ejemplos de propaganda y documentos. 
Es posible que haya sido este empleo del montaje, 
este diseño muy vanguardista y lleno de paradojas, 
lo que atrajo la ira de esas organizaciones, con las 
que el gobierno de Echeverría tenía además otros 
problemas. El libro de Español introdujo el método 
global de análisis estructural para la enseñanza de 
la lectoescritura. En este caso, la resistencia no fue 
tan escandalosa, pero probablemente tuvo mayores 
consecuencias. Los maestros siguieron usando los 
métodos fonéticos, a veces onomatopéyicos, des- 
confiando abiertamente de cualquier innovación 
“metodológica” en este campo, al que consideraban 
regulado sobre todo por su propia experiencia. En 
términos generales, los libros de texto moderniza- 
ron el discurso educativo e implantaron, además, 
un punto de vista universalista, si se los compara 
con los que se habían venido usando desde tiempos 
de Torres Bodet. Su influencia en el aula, sin embar- 
go, está todavía por estudiarse. 

La matrícula en la educación primaria creció. 
En 1970 había poco más de nueve millones de 
alumnos; para 1980 eran 14 500 000. Este creci- 
miento fue mayor en la secundaria, que pasó de 
poco más de un millón a tres millones en el mis- 
mo periodo, y aún más espectacular en el bachille- 
rato, donde había menos de 300 000 estudiantes 
en 1970 y un poco más de un millón en 1980. 
Sólo en la educación secundaria continuó el cre- 
cimiento en la siguiente década: para 1990 había 
poco más de cuatro millones de estudiantes. Sin 
embargo, no todas las cuentas eran tan alegres: a 
principios de los noventa, terminaban la primaria 
62% de los que la comenzaban. 

La política cultural, de la mano de la política 
educativa, se desarrolla de forma paralela al creci- 
miento de la población, el cual por cierto es bastan- 
te disperso y provoca el surgimiento o la visibilidad 
de nuevas identidades regionales. Y en este proce- 
so, el rezago del nacionalismo oficialista es notable. 
A partir de 1962, una Iglesia católica en franca re- 
cuperación funda numerosas diócesis sufragáneas 
para los arzobispados, quedando las tradicionales, 


415 


ARIEL RODRÍGUEZ KURI Y RENATO GONZÁLEZ MELLO 


como México y Guadalajara, como metropolita- 
nas. La nueva territorialización es extensa y comple- 
ja, pero su magnitud es impresionante: se crean o 
recatalogan 57 sedes principales entre 1950 y el 
año 2007. De ellas, 14 en la década de 1950, 18 
en la de 1960 y 13 en las dos décadas siguiente. 
Muchos focos de tensión política coinciden con las 
nuevas sedes: una diócesis en Ciudad Altamirano, 
Guerrero, se funda en 1964, y otra más (calificada 
de “territorial”) en Madera, Chihuahua, en 1966. 
La jurisdicción de estas prelaturas “rerritoriales” 
coincide con el mapa de las comunidades indias, y 
tienen nombres como “del nayar” o “mixes”. Esta 
estructura permite a la Iglesia tener, ante las comu- 
nidades, una flexibilidad inexistente en las estruc- 
turas constitucionales. En otras regiones, como la 
Sierra Tarahumara, se erige una diócesis hecha y 
derecha en 1993. Una más, en Atlacomulco, Esta- 
do de México, centro de un importante grupo de 
poder priista, se funda en 1984. 

Algo semejante ocurre con las universidades. 
A partir de los años cuarenta, se crean numerosas 
universidades estatales, o bien se reforman sus le- 
yes internas para dar estatuto de “universidad” a 
colegios e institutos que ya existían. También se 
establecen instituciones privadas. Así, en los años 
cuarenta se fundan El Colegio de México, la Uni- 
versidad Veracruzana y la Universidad de Gua- 
najuato; se reforma la Ley Orgánica de la UNAM 
y se fundan tanto el Instituto Tecnológico Autó- 
nomo de México como el Instituto Tecnológico y 
de Estudios Superiores de Monterrey y el Mexico 
City College, futura Universidad de las Améri- 
cas. En los cincuenta se modifican las leyes de las 
universidades de Tabasco, Oaxaca y el Estado de 
México. También en esa década se fundan la Uni- 
versidad Iberoamericana y el Instituto Tecnológi- 
co de Estudios Superiores de Occidente. En las 
siguientes dos décadas, el gobierno federal apoya 
la creación o reforma de universidades e institutos 
técnicos: la antigua Escuela Industrial de Orizaba 
es transformada en Instituto en los años cincuen- 
ta, le siguen Celaya, Morelia, Ciudad Guzmán, el 
Istmo de Tehuantepec y otros. 


Aunque este proceso de modernización es con- 
siderable, el aumento de la población estudiantil 
provoca una crisis en las universidades públicas. En 
1970 había 218 000 estudiantes de educación su- 
perior, en 1980 eran 731 000 y en 1990 un millón. 
Las universidades tecnológicas, aunque había ante- 
cedentes, se promueven con vigor a partir de los años 
noventa. En la década de los setenta se inaugura la 
Universidad Autónoma Metropolitana, con tres se- 
des en la ciudad de México; se crean cinco campus 
de la UNAM en la zona metropolitana de la capital, y 
se funda la Universidad Pedagógica Nacional. 

Desde las décadas anteriores, y muy a pesar de 
los graves conflictos con la UNAM y su autonomía en 
1968, parece haber habido un verdadero frenesí de 
leyes orgánicas y gobernadores que prodigan auto- 
nomías, con frecuencia a raíz de graves conflictos, 
o de universidades que añaden la palabra “autó- 
noma” a su nombre, para refrendar una condición 
previa. Son los casos de Guerrero (1960), Coli- 
ma (1962), Universidad Autónoma del Carmen 
(1967), Chihuahua (1968), Nuevo León (1971), 
Aguascalientes (1974), Yucatán (1984), Universi- 
dad Autónoma Agraria Antonio Narro (1975) y 
Campeche (1989). Como ocurre con las diócesis, 
el mapa de estas reformas universitarias a veces se 
traslapa con el de los conflictos políticos, y es bas- 
tante probable que el recurso fuera visto como vál- 
vula de escape para las tensiones y el activismo. 

Los institutos de investigación, aunque tienden 
a concentrarse en la ciudad de México, también ex- 
perimentan un cierto grado de descentralización: 
se fundan El Colegio de Michoacán y sedes fuera 
de la capital del Centro de Investigaciones y Estu- 
dios Superiores en Antropología Social. Los centros 
de cultura, aunque con mayor lentitud, también se 
descentralizan a partir de los años ochenta (sin to- 
mar en cuenta la proliferación de museos arqueo- 
lógicos, casi siempre diseñados para el turismo). 
En esa década, Monterrey y Oaxaca se convierten 
en polos del campo de las artes plásticas. El prime- 


Escudo de la Universidad Autónoma de Nuevo León, s.£. Biblioteca 
Capilla Alfonsina, UANL. 
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ro, organizado alrededor de un proyecto empresa- 
rial, busca reciclar el viejo nacionalismo populista y 
al mismo tiempo generar una cultura cosmopolita. 
El Museo de Monterrey se inaugura en 1977, aun- 
que cierra sus puertas en 2000; el Museo de Arte 
Contemporáneo de Monterrey comienza sus acti- 
vidades en 1991. En Oaxaca se intenta establecer 
un centro de promoción cultural cuyo discurso 
haga énfasis en lo regional. Aunque las colecciones 
del Instituto de Artes Gráficas de Oaxaca (1988) 
tienen una orientación internacional, el discurso 
creado a su alrededor y, posteriormente, del Museo 
de Arte Contemporáneo de Oaxaca (1992), tiende 
a la afirmación de una identidad estética regional. 
El proyecto oaxaqueño tiene vertientes de disi- 
dencia y crítica de lo oficial, y su relación con los 


Francisco Toledo frente al Instituto de Artes Gráficas de Oaxaca, 24 
de enero de 2006. O Ezequiel Leyva / Archivo Procesofoto. 
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gobiernos estatal y federal es también crítica. En 
los años ochenta, y a partir de una experiencia en 
Aguascalientes, se establecen numerosas “casas de 
la cultura” regionales. 

Este proceso crea polos de crecimiento cultural 
en algunas capitales estatales (como lo reseña so- 
carronamente Jorge Ibargiiengoitia en Estas ruinas 
que ves), pero el fortalecimiento de las identidades 
y de la sociedad civil es problemático. Llama la 
atención la remodelación de los espacios del poder. 
En los años cuarenta, durante el gobierno de Jesús 
González Gallo, se adopta el proyecto de Ignacio 
Díaz Morales para remodelar el centro histórico de 
Guadalajara, creando la llamada “cruz de plazas” 
(pues en efecto, libera cuatro plazas que asemejan, 
alrededor de la catedral, una cruz latina). Es de 
destacarse que González Gallo, primero callista y 
luego alemanista, tuviera sensibilidad política para 
un proyecto que no ocultó nunca su simbolismo 
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católico. En los ochenta, se da forma a una vie- 
ja fantasía de la élite local, con la creación de la 


Plaza Tapatía, para cuya construcción el gobierno 
destruye varias manzanas. En Tabasco, en los años 
ochenta, se remodela el Centro de Gobierno y el 
parque Tomás Garrido Canabal, ambos con pro- 
yectos de Teodoro González de León que enfatizan 
la transparencia, la visibilidad y la accesibilidad 
como metáforas de un poder cuyos orígenes histó- 
ricos son múltiples (aunque el poder que consigue 
poner en práctica dichas obras públicas no siem- 
pre tiene esos matices). Los ejemplos abundan: la 
Macroplaza, en Monterrey, la plaza de Tuxtla Gu- 
tiérrez, amén de oficinas de gobierno surtidas en 
todo el territorio nacional. Sin embargo, y siempre 
en la década de los ochenta, en la cúspide de su 
autoridad, el presidente López Portillo no consi- 
gue llevar a cabo un proyecto para remodelar la 
Plaza de la Constitución, con una réplica gigante 


del Códice mendocino y un astabandera monumen- 
tal. Fue un indicio claro de que el poder de los 
presidentes comenzaba a declinar. Y parecería que 
surge una nueva clase política descentralizada, que 
consigue establecer, en cada centro regional o esta- 
tal, el monopolio simbólico de la modernización, 
antes concentrado en la capital. 

El Instituto Nacional de Bellas Artes (1946) 
sigue parcialmente el modelo del Instituto Na- 
cional de Antropología e Historia (1938), pero a 
diferencia de éste no aspira a concentrar la pro- 
ducción artística, sino a administrar su difusión. 
Se somete al control vertical del Poder Ejecutivo, 
y tanto su decreto de creación como los proyectos 
de su primer director, Carlos Chávez, le asignan 


La mafia en La Ópera: Carlos Monsiváis, José Luis Cuevas, 
Fernando Benítez y Carlos Fuentes, Ciudad de México, 16 de 
diciembre de 1969. O Héctor García. 
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la tarea de promover el arte nacional y filtrar, en 
cambio, las artes procedentes de otros países. Mar- 
ginado de la televisión, las tareas más modestas que 
se le encomiendan lo convierten en un actor más 
bien chovinista y conservador. Sin embargo, en los 
años cincuenta y sesenta se convierte en el espacio 
natural para la discusión entre los muralistas, sus 
partidarios y los artistas jóvenes de la “ruptura”. 
A partir de los años cincuenta, el nacionalismo 
estético sobrevive porque cumple, para la diploma- 
cia mexicana, una importante función. En las artes 
plásticas, Fernando Gamboa se convierte en el ad- 
ministrador de las relaciones entre el modernismo 
internacional, el nacionalismo y el modernis- 
mo mexicano. Organizador, desde 1952, de la 
mayor parte de las exposiciones itinerantes de 


Vendedora de fruta, Olga Costa,1951, óleo sobre tela. Museo de 
Arte Moderno, Conaculta, INBA. 


arte mexicano en el extranjero, y también de las 
participaciones mexicanas en las ferias mundiales, 
Gamboa es uno de los actores importantes en las 
disputas de la diplomacia cultural durante la guerra 
fría. El recorrido museográfico de sus exposiciones, 
aunque cambió considerablemente a lo largo de 
los años, solía presentar un discurso de continui- 
dad entre el arte precolombino y el arte moderno. 
Gamboa llegó incluso a encargar específicamente 
cuadros para sus exposiciones (como La vendedo- 
ra de frutas, de Olga Costa), siempre teniendo en 
mente el impacto que causarían, como imágenes de 
propaganda y como objetos artísticos, en una cul- 
tura mundial monopolizada por la confrontación 
entre la Unión Soviética y Estados Unidos. 
Posiblemente se deba a esa funcionalidad como 
arte de Estado que la primera ruptura seria del 
discurso nacionalista se diera en las artes plásticas 
(y no en la radio o en la televisión, como temían 
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las burocracias estatales). Amén de lo anterior, un 
nuevo grupo de pintores se vuelve visible a partir 
del manifiesto de José Luis Cuevas, “La cortina de 
nopal” (1956), y se organiza como grupo de pre- 
sión para lograr una apertura en las políticas oficia- 
les de promoción de las artes. Los artistas de lo que 
vendría a llamarse “la ruptura” no compartían un 
estilo (algunos eran abstractos y otros figurativos) 
y rechazaban explícitamente las doctrinas obligato- 
rias respecto de las artes plásticas. A largo plazo, se 
propusieron (y consiguieron) modificar las políti- 
cas oficiales de patrocinio de las artes. A partir de 
la exposición Confrontación 66, en el Palacio de 
Bellas Artes, fue claro que el gobierno federal no 
tomaría partido por una u otra corriente pictórl- 
ca, y declinó su apoyo a la pintura mural (que sin 
embargo se mantuvo con todo vigor en ámbitos 
provincianos, o muy tardíamente en otros poderes 
federales que fueron ganando notoriedad a costa 
del Ejecutivo). 

Ese éxito señala también una de sus limitacio- 
nes. La “ruptura” no rechaza, como tal, el sistema 
de las artes. Se plantea como un movimiento de la 
sociedad civil, de los jóvenes, para volver más flexi- 
ble la política del estado. Puede hablarse de una 
“segunda ruptura”, a partir de 1969, con caracte- 
rísticas distintas (aunque a veces tuviera a los mis- 
mos protagonistas). Las tres ediciones del Salón 
Independiente (entre 1968 y 1970) se proponen 
articular una ruptura radical con la cultura oficial 
y, en general, con “el sistema”. No es ya una política 
oficial más flexible lo que se busca, sino una políti- 
ca no oficial, no partidaria, que ponga en cuestión 
el sistema mismo de las artes y, en última instan- 
cia, del poder. Es a partir del Salón Independiente 
que se comienzan a articular búsquedas afines al 
arte conceptual y a los distintos neodadaísmos en 
boga en todo el mundo. Al final de los años seten- 
ta y principios de los ochenta, una primera oleada 
de artistas conceptuales organizados en grupos de 
creación colectiva, como Suma, Proceso Pentágo- 
no, Marco y Mira, propone acciones politizadas, 
interviene én una crítica del lenguaje y traslada el 
teatro de sus acciones de las galerías a la calle. 
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A la par de este proceso, y con una paciencia 
que rara vez se aparta de su objetivo, las institu- 
ciones del Estado tejen una complicada maraña 
para negociar con los irreductibles. Desde los años 
sesenta se instauran, primero, el Concurso Nacio- 
nal para Estudiantes de Pintura, que se convertiría 
en el Encuentro Nacional de Arte Joven. También, 
en los años setenta se inician los “salones nacio- 
nales”, que incluyen desde 1979 una rama para 
“experimentación” o “espacios alternativos”. En 
1988, esta experiencia concluye cuando un grupo 
de extrema derecha consigue el cierre del Salón de 
Espacios Alternativos y la “renuncia no voluntaria” 
del director del Museo de Arte Moderno, Jorge Al- 
berto Manrique. Este desenlace muestra los alcan- 
ces, y por lo tanto los límites, de la cultura oficial. 
Siendo un sistema diseñado minuciosamente para 
administrar las diferencias en las franjas radicales, 
el INBA y la SEP no tienen la capacidad para dete- 
ner la confrontación entre la comunidad artística 
y el grupo Pro Vida. En el peor escenario posible, 
el episodio desata una campaña internacional de 
solidaridad con el director depuesto y aparece en 
los populares telenoticieros nocturnos. El Museo 
de Arte Moderno queda seriamente afectado du- 
rante años. En 1989, el gobierno de Carlos Sali- 
nas de Gortari inaugura en Nueva York, en el Me- 
tropolitan Museum of Art, la exposición Mexico: 
Splendors of Thirty Centuries. Dicha exposición 
restaura, aunque sea brevemente, los mitos del na- 
cionalismo oficial. 

La relación de la literatura con lo público apa- 
rece como una tensión entre modelos y géneros 
distintos: la crónica y la crítica, la narrativa y la 
poesía. La política de los escritores es la políti- 
ca, no la política literaria. No hay en la narrativa 
mexicana una ruptura análoga a la de los debates 
entre poetas y pintores durante casi medio siglo. 
Aunque la aparición de La región más transparen- 
te, de Carlos Fuentes (1958), provoca una intensa 
polémica, los participantes no buscan convertir 
sus posiciones literarias en políticas públicas obli- 
gatorias. Fuentes pertenece a grupos de intelec- 
tuales mexicanos, pero se significa sobre todo por 
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su ubicación en el boom literario hispanoamerica- 
no, junto con Julio Cortázar, Gabriel García Már- 
quez y Mario Vargas Llosa, entre muchos otros. 
Fenómeno propio de una suerte de “big bang” de 
la literatura en español, el boom reivindica una 
narrativa que se liga igualmente a la realidad so- 
cial que a la experimentación vanguardista. Como 
se ha señalado, con La región más transparente se 
inicia una literatura modernista (pues abarca las 
innovaciones de las vanguardias) cuyas deudas 
con la tradición mexicana son débiles. En ese 
sentido, se trata de una literatura que se adhiere 
al mito modernista de la ruptura radical y no al 
relato nacionalista del progreso. La siguiente ge- 
neración de narradores mexicanos es reunida en 
la antología Onda y escritura en México (1971), de 
Margo Glantz. Estos seguidores del underground 
permanecen en el contexto mexicano, a diferencia 
de los narradores que los precedieron, y también 
a diferencia de los artistas plásticos de su gene- 
ración. Esto no significa que sus intereses más 
importantes estuvieran en el nacionalismo. Por el 
contrario: los caracteriza su pasión por el rock, la 
literatura beaz, la cultura de las drogas y el mundo 
de los hippies. 

Pero tal vez por estas mismas contradiccio- 
nes, la narrativa mexicana del último tercio del 
siglo xx parece dedicada a la demolición de las 
alegorías modernizantes típicas de las novelas de 
Fuentes, los murales de los pintores mexicanos 
y el cine de la llamada “Época de oro”. En Las 
batallas en el desierto (1981), José Emilio Pacheco 
tiene un párrafo lapidario que señala una dife- 
rencia no generacional ni política, sino cultural: 
“Se acabó esa ciudad. Terminó aquel país. No hay 
memoria del México de aquellos años. Y a nadie 
le importa. De ese horror, quién puede tener nos- 
talgia”. La cultura mexicana de algo que podría 
llamarse “el priísmo tardío” describe su pasado 
inmediato como si se tratara de un refrigerador 
descompuesto de los años cuarenta. No en vano 
Gazapo (1965), de Gustavo Sainz, ocurre en el 
multifamiliar Miguel Alemán, y Se está haciendo 


tarde (final en la laguna) (1973), de José Agustín, 


es una historia más bien decadentista de hippies 
en Acapulco. La mayor parte de los narradores 
en esta línea atienden a la crítica del lenguaje, 
pocos tan radicales como Federico Campbell en 
Pretexta (1979), donde describe la curiosidad por 
las palabras como una obsesión policiaca. 


POLÍTICA Y SOCIEDAD 


Uno de los grandes malentendidos para comprender 
la historia contemporánea es la sobrevaloración del 
presidencialismo. Es un hecho que la Constitución 
de 1917 es presidencialista en cuanto a su dise- 
ño y doctrina, en la medida en que el gobierno 
de la nación se ejerce desde la Presidencia de la 
República, sin subordinación a los otros poderes 
del Estado. El sistema político fue asimismo pre- 
sidencialista dados los poderes metaconstituciona- 
les de los que se benefició el titular del Ejecutivo 
federal, todos ellos vigentes antes de mediados la 
década de 1990: control o gran ascendiente sobre 
los medios masivos de comunicación, jefatura de 
facto del partido oficial y control de las cámaras 
federales, uso discrecional de la acción penal y ar- 
bitraje incontestado en la distribución de favores y 
castigos en la política y los negocios. 

Sin embargo, es necesario reconocer que los 
poderes de hecho (grandes grupos empresariales 
nacionales y extranjeros, los jefes del sistema cor- 
porativo sindical y agrario, la iglesia católica, cier- 
tos núcleos de intelectuales) y las propias fronteras 
ideológicas y culturales de la sociedad, señalaban 
importantes limitaciones para un ejercicio desbo- 
cado del poder del presidente. En otras palabras, 
es difícil demostrar que los presidentes mexicanos 
se hayan aproximado siquiera a alguna forma de 
omnipotencia. La historia de las décadas de 1970 
y 1980 muestra que la experiencia presidencial es- 
tuvo hecha también (y a veces principalmente) de 
limitaciones constitucionales (la prohibición de la 
reelección del presidente, la más importante), po- 
líticas (qué corresponde al partido oficial y qué a la 
sociedad), materiales (una fiscalidad anémica, por 
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ejemplo) y, naturalmente, de incapacidades perso- 
nales y de grupo. 

Gustavo Díaz Ordaz designó como sucesor 
en la Presidencia de la República al secretario 
de Gobernación Luis Echeverría Álvarez (1970- 
1976). Este fue el primer presidente de la posre- 
volución que jamás ocupó un cargo de elección 
popular antes de ser el candidato presidencial del 
PRI. Su carrera la hizo en ese partido, y luego en 
las secretarías de Marina, Educación y Gober- 
nación. Durante la crisis de 1968 se mantuvo 
irremediablemente cerca del Presidente, al con- 
trario de otros políticos del régimen que habrían 
tratado de hacer su propio juego para apaciguar 
y conciliar con los estudiantes insurrectos. En 
todo caso, investigaciones recientes muestran que 
Echeverría estuvo comprometido en los sucesos 
del 2 de octubre en Tlatelolco mucho más de lo 
que él mismo ha estado dispuesto a reconocer. 

Gustavo Díaz Ordaz eligió a Echeverría como 
sucesor porque la intensidad del conflicto social 


y las secuelas de la represión de 1968 parecían 
exigir un hombre procedente de las esferas del 
control político y la represión; ayudó asimismo 
una cierta ambigiiedad de Echeverría en cuanto 


a su adscripción a las grandes familias políticas 
del oficialismo. Pero no bien fue investido con la 
candidatura del PRI, Echeverría buscó formas de 
acercamiento con estudiantes y campesinos; a ve- 
ces, esos acercamientos traían aparejada una fuerte 
carga simbólica: en un acto de campaña guardó 
un minuto de silencio por los estudiantes muertos 
en la represión gubernamental de 1968. Algunos 
testimonios afirman que el presidente Díaz Ordaz 
estuvo a punto de defenestrar al candidato. No se 
atrevió. No podía. 

Es usual en la literatura especializada, y más 
aún en la crónica y el comentario en los medios 
de comunicación, asociar a Echeverría con una 


Gustavo Díaz Ordaz y Luis Echeverría Álvarez, 19 de octubre de 
1970. Archivo General de la Nación. 
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suerte de refundación del populismo. Echeverría 
habría llevado al extremo una tendencia latente en 
el sistema político mexicano, en el sentido de que 
los recursos del gobierno nacional se habrían uti- 
lizado sin orden ni concierto para crear un creci- 
miento económico y un desarrollo social ficticios. 
Echeverría fue un populista en la medida en que 
fue un demagogo (y viceversa): un irresponsable 
en la conducción económica del gobierno, un po- 
lítico que no tuvo nada —o muy poco— detrás 
de las palabras. Fue tan poderosa la imagen que 
como presidente transmitía Echeverría que llevó 
a Daniel Cosío Villegas a escribir un libro memo- 
rable, El estilo personal de gobernar, utilizando una 
categoría, el “estilo”, prestada de la teoría de las 
artes plásticas, en la que el estilo suele entenderse 


El presidente Luis Echeverría Álvarez saluda al catedrático Daniel 
Costo Villegas, revista Proceso, 6 de noviembre de 1976. 
Biblioteca Miguel Lerdo de Tejada, sHcr. 


como la forma sin contenido. Sin embargo, la uti- 
lización laxa y reiterativa del término populismo 
en el estudio de la política ha aportado poco al 
entendimiento de las prioridades de acción de los 
actores individuales o colectivos en las décadas de 
los setenta y ochenta. Se olvida con facilidad la 
existencia de fortísimas determinaciones socioeco- 
nómicas, como vimos antes, en las prácticas ex- 
pansivas del gasto gubernamental. 

Es claro que en el transcurso del gobierno de 
Echeverría hubo una especie de innovación en la 
manera de hacer política en México: el Presiden- 
te tomaba acuerdos y despachaba asuntos durante 
sus giras por el campo y las ciudades, rodeado de 
un equipo de secretarios de Estado y burócratas 
más jóvenes que su jefe. Sus discursos hacían refe- 
rencia al agotamiento del modelo económico del 
“desarrollo estabilizador” y a la necesidad de ajus- 
tarlo a imperativos de justicia social. Todo esto es 
cierto, pero los juicios tajantes sobre su presidencia 
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usualmente expresan una confusión entre la forma 
y el fondo. No hay duda de que Echeverría fue un 
demagogo, casi un predicador como lo han llama- 
do algunos de sus críticos, con pocos precedentes 
en la política mexicana. Pero debe intentarse una 
interpretación más estricta y atrevida de su gobier- 
no; de no hacerlo se corre el riesgo de incurrir en 
una historia sólo signada por la voluntad de los 
personajes notabilísimos. 

La presidencia de Luis Echeverría estuvo ja- 
lonada con intensidad desde abajo y desde afuera 
del partido oficial por grandes actores colectivos 
(obreros, campesinos, estudiantes y empresarios). 
Más aún, la sensación oficial de acechanza y peli- 
gro para la estabilidad política no era sólo, como 
ocurrió en 1968, una fantasía paranoica ante la 
inconformidad. La inseguridad del grupo hegemó- 
nico era mayor y se originaba en procesos objetivos 
de gran envergadura: un muy alto crecimiento de 
la población, con sus correlativas presiones sobre el 
sistema de salud, la educación y el empleo; rendi- 
mientos decrecientes del modelo económico; dis- 
tribución inequitativa del ingreso, y un desarrollo 
regional desequilibrado. 

Esos apremios se convirtieron en prioridades 
del gobierno, pero también en obsesiones polí- 
ticas. Una de ellas tenía que ver con el financia- 
miento gubernamental y su papel en el desarrollo 
económico. El diagnóstico era fácil de establecer: 
el gobierno enfrentaba una muy baja recaudación 
fiscal, de tal suerte que estaba limitado en térmi- 
nos de disponibilidad de recursos para gastar e in- 
vertir. El gobierno intentó reformar la hacienda 
pública en dos momentos distintos: en diciembre 
de 1970, apenas a unos días de iniciado el sexenio 
de Echeverría, funcionarios del gobierno propu- 
sieron gravámenes a bienes suntuarios o de lujo; 
luego, en 1972, se planteó en la prensa y en re- 
uniones con empresarios la acumulación de los 
ingresos, la desaparición del anonimato de accio- 
nes y de ciertos títulos, la ampliación de la base 
gravable y el aumento de la tasa en el impuesto 
sobre la renta. Ambas propuestas fracasaron y en 
cierta forma definieron un síndrome para todo el 
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sexenio: algunas organizaciones empresariales de- 
nunciaron que la manera de emprender la reforma 
por parte del Ejecutivo estaba rompiendo el pacto 
tácito según el cual toda modificación a las reglas 
del juego entre los grupos de interés y el gobier- 
no debería pasar por consultas previas y negocia- 
ciones, tal vez informales pero siempre decisorias. 
Los desencuentros crecieron en el vocabulario: al- 
gunos grupos empresariales dijeron que la reforma 
atentaba contra la propiedad privada (argumento 
luego recuperado para atacar una ley de asenta- 
mientos humanos). 

El fracaso de la reforma fiscal de Luis Echeve- 
rría tiene varias aristas, pero ejemplifica muy bien 
las fortalezas y límites del sistema político auto- 
ritario. De hecho, la economía creció de manera 
importante en los seis años, a un promedio de casi 
6% anual (véase el cuadro 1). Sin reforma fiscal 
y en litigio con los empresarios, el gobierno en- 
contró a rajatabla la manera de que el producto 
nacional no se estancara. Esto fue posible a costa 
del desequilibrio de las finanzas públicas, en la do- 
ble modalidad de endeudamiento externo y déficit 
presupuestario, y con crecientes presiones sobre el 
nivel de precios. Un dato: el número de empresas 
públicas ascendió de 86 a 740 en ese sexenio. La 
devaluación del peso frente al dólar de agosto de 
1976 fue el precio pagado por un gobierno que, 
ante la necesidad ineludible de expandir el gasto, 
fracasó muy pronto en la reforma fiscal. 

La reforma política fue instrumentada en 
un nivel casi simbólico. En la elección presiden- 
cial de 1970 Luis Echeverría obtuvo poco más 
de 11700 000 votos contra un 1 900 000 de su 
más cercano perseguidor (el candidato del Par- 
tido Acción Nacional); es decir, 85% contra casi 
14%, con una concurrencia a las urnas de 65% de 
los ciudadanos empadronados. Es probable que se 
haya hecho una lectura optimista o interesada de 
esos resultados, que no estaban sujetos a ninguna 
forma de escrutinio independiente, de tal suerte 
que se propuso una reforma que tocaba sólo as- 
pectos de la integración de la representación en el 
Congreso, pero se omitían los controles oficiales 
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sobre el sistema electoral y una definición moder- 
na del régimen de partidos propiamente dicho; 
en otras palabras, sólo disminuyó el porcentaje 
de votos para acceder al sistema de diputados de 
partido. De hecho, ningún partido nuevo quedó 
legalmente registrado en la Comisión Federal Elec- 
toral entre 1970-1976 (e incluso se endurecieron 
las condiciones), a pesar de cierta tendencia hacia la 
organización política en la sociedad; en este mismo 
periodo aparecieron cinco nuevos partidos, todos 
los cuales quedaron sin registro ante la autoridad 
electoral. En el gobierno de Echeverría se expresa- 
ron en toda su plenitud el principio y el límite de 
las reformas políticas del oficialismo mexicano de la 
segunda posguerra mundial: que los opositores pu- 
dieran tener un acceso mínimo a la representación 


Luis Echeverría Álvarez, presidente de la república, es aclamado por 
campesinos en Ciudad Obregón, Son., ca. 1972. Archivo Editorial 
Gustavo Casasola. 


nacional (siempre en la Cámara de Diputados) sin 
que se pusiera en riesgo el control gubernamental, 
pleno y autoritario, del proceso electoral. 

Aquella reforma electoral se hizo sobre las lí- 
neas establecidas en la de 1963, que creó en Méxi- 
co la figura de diputados de partido. Éstos eran 
una especie de diputados de representación pro- 
porcional a los que tenían derecho los partidos 
que alcanzaran 2.5% de la votación nacional; la 
reforma de 1973 redujo el porcentaje de votos 
a 1.5% para que los partidos tuvieran curules en 
la Cámara de Diputados. No parece haber habido 
ninguna modificación de fondo en la correlación 
de fuerzas en la Cámara de Diputados. En 1970 
los partidos de oposición con registro consiguie- 
ron 35 diputados de partido en la cámara y ningu- 
no de mayoría, contra 178 diputados de mayoría 
del oficialismo; para 1973, la oposición alcanzó 36 
diputados de partido contra 194 de mayoría del 
PRI (en esta ocasión el PAN obtuvo dos diputados 
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de mayoría). En 1976 se mantuvo la cota de di- 
putados de partido (41); no obstante, el PRI estaba 
seguro en su control de la Cámara baja pues con- 
taba con 194 diputados. 

La reforma política de Echeverría fue deli- 
beradamente limitada. Esto es más sorprendente 
dadas las circunstancias políticas generales. Des- 
de muy temprano en su campaña y luego en su 
administración, Echeverría dijo pugnar por una 
apertura democrática de la política en México; 
después de los conflictos de la década anterior (re- 
sueltos con represión no disimulada y a veces pu- 
blicitada) parecía una promesa que muchos, sobre 
todo en la izquierda política, estaban dispuestos a 
creer. Pero Echeverría no quiso conceder un papel 
de interlocución a las oposiciones partidarias, lo 
que él mismo habría de necesitar en los momen- 
tos más álgidos de sus disputas con los grupos de 
interés. Al menos desde 1973 las confrontaciones 
entre el gobierno y sectores empresariales habían 
estado presentes, y no sólo por cuestiones como la 
política fiscal o económica, sino por la expedición 
de leyes como la de asentamientos humanos o la 
política exterior. El asesinato en Monterrey del 
empresario Eugenio Garza Sada en 1973, duran- 
te un intento de secuestro por un grupo guerri- 
llero, llevó el distanciamiento entre un sector del 
empresariado nacional y el gobierno a un límite 
del cual sería imposible volver. No es improbable 
que algunas organizaciones empresariales hayan 
derivado hacia sucedáneos de la militancia políti- 
ca e ideológica. Las grandes discusiones públicas 
se daban entonces entre personeros del gobierno 
(o el mismo presidente) y organizaciones como el 
recién creado Consejo Coordinador Empresarial 
(una entidad de coordinación política de los em- 
presarios, fundada en 1975) o la Confederación 
Patronal de la República Mexicana. 

Pero las disidencias en la década de 1970 fueron 
mucho más amplias —política, social e ideológica- 
mente hablando— que las de los empresarios. De 
ahí la trascendencia indudable de que el gobierno 
federal no haya intentado establecer nuevas reglas 
para la vida pública. Además de los movimientos 
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de protesta pacífica de los estudiantes de distintas 
universidades, una de cuyas expresiones fue dura- 
mente reprimida en el Jueves de Corpus de 1971 


en la ciudad de México, grupos de jóvenes se or- 
ganizaron para derrocar al régimen en distintos 
puntos de la República. Hacia 1970 había unos 
15 grupos que trabajaban en la clandestinidad y 
reivindicaban la lucha armada como camino o 
catalizador del cambio social. Pero en realidad, 
tomando en cuenta sus orígenes organizativos 
(sobre todo a partir de 1965) y sus escisiones y su 
desarrollo posterior, que llega incluso a la década 
de 1990, es posible hablar de unos 30 grupos gue- 
rrilleros actuando en el campo y las ciudades entre 
mediados de la década de los sesenta y mediados 
de la de los noventa. 

El origen social de los insurrectos era variado. 
En la guerrilla rural los militantes provenían de 
organizaciones campesinas legales (como la Unión 


Eugenio Garza Sada, empresario regiomontano, ca. 1973. 
Colección particular 
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General de Obreros y Campesinos de México), de 
partidos (como el Popular Socialista o el Comu- 
nista) y del gremio de maestros rurales (son los 
casos de Arturo Gámiz y Pablo Gómez en Chi- 
huahua y de Lucio Cabañas y Genaro Vázquez 
en Guerrero). En la guerrilla urbana su origen 
era más diverso: estudiantes universitarios con 
experiencia en organizaciones radicales como la 
Juventud Comunista o la Liga Espartaco; jóvenes 
universitarios educados en escuelas confesionales 
como las de los jesuitas, o bien jóvenes de los ba- 
rrios populares de las grandes ciudades, como el 
de San Andrés en Guadalajara, algunos de los cua- 
les participaron en la fundación de la Liga Comu- 
nista 23 de Septiembre. La represión del ejército 
y la policía política contra las diversas formas que 
adquirió la guerrilla en México dejó una cauda de 


Genaro Vázquez Rojas, líder campesino, en la sierra de Guerrero, 
1966. Colección particular. 


ilegalidades y violaciones de los derechos huma- 
nos: desapariciones forzadas, torturas, asesinatos. 

Echeverría quiso en los inicios de su sexenio 
replantear las relaciones entre el gobierno nacional, 
el partido oficial y las centrales obreras y sindicatos 
nacionales de industria. Para nadie era un secreto 
que una revisión de las relaciones corporativas entre 
el gobierno y los trabajadores pasaba por la defenes- 
tración o al menos la marginación del gran cacique 
de la Confederación de Trabajadores de México, 
Fidel Velázquez. Esa sospecha parece reafirmarse 
por contraste: la burocracia sindical respondió con 
la militancia renovada de los sindicatos oficiales 
alrededor de temas como las reformas al artículo 
123 constitucional que crearon el Instituto Nacio- 
nal de la Vivienda para los Trabajadores (1972), las 
reformas a la Ley Federal del Trabajo (1973) que 
permitían las revisiones anuales de los salarios y los 
ajustes salariales de emergencia (como el decretado 
en septiembre de 1973), en momentos en que la 
inflación parecía integrarse orgánicamente a la vida 
diaria de las personas comunes. De manera simul- 
tánea se introdujeron demandas que gravitaban so- 
bre el bienestar general de la población trabajadora, 
como la exigencia de la semana laboral de 40 horas 
con pago de 48. Y si bien la tasa de sindicación 
disminuyó ligeramente entre 1970 y 1976, al pasar 
de 15.2 a 14.1% de la población económicamente 
activa, el número de emplazamientos a huelga en 
las jurisdicciones local y federal se disparó: en 1970 
hubo poco más de 9 900 y en 1976 se registraron 
más de 38 300 emplazamientos. 

Todo parece haberse conjuntado para que la 
historia política del periodo abriera un apartado a 
los trabajadores organizados: ante las intenciones 
gubernamentales de desplazar a los líderes oficialis- 
tas, llamados “charros”, éstos respondieron hacien- 
do sentir su poder con demandas de coyuntura o 
programáticas; ante los acosos y maniobras de los 
grupos de presión y de interés del empresariado, el 
gobierno permitió una movilización más o menos 
controlada de la burocracia sindical y de sus bases 
sociales, con demandas que no carecían de legiti- 
midad; y en medio de las disputas de las élites em- 
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presariales y políticas, algunos sindicatos, nuevos y 
viejos líderes marginados, y trabajadores comunes 
aprovecharon las circunstancias para aumentar su 
capacidad de gestión y de movilización. Tal fue el 
caso de la Tendencia Democrática de los electricis- 
tas (trabajadores de la Comisión Federal de Electri- 
cidad), quienes disputaron el control del sindicato a 
la dirigencia oficialista apoyada por Fidel Velázquez 
y quienes lograron, entre 1975 y 1976, las moviliza- 
ciones populares más grandes de la década alrededor 
del problema de la autonomía sindical; así también 
los trabajadores de la industria automotriz, que or- 
ganizaron algunos de los sindicatos de empresa más 
autónomos y combativos que se recuerden en los 
anales del sindicalismo mexicano (a lo que contri- 
buyó, y no en grado menor, que las empresas de 
automóviles pasaran de ser simples ensambladoras 
a verdaderos fabricantes sobre una base tecnológica 
moderna y sofisticada, pero que generaba fuertes 
presiones en las líneas de producción). 


La presión demográfica y el estancamiento 
económico convirtieron el campo mexicano en 
una arena de alta conflictividad política y social 
en la década de los setenta. Sobre todo después de 
1973 el gobierno de Echeverría enfrentó una re- 
novada actividad de las organizaciones oficiales y 
no oficiales de campesinos, que solicitaban reparto 
de tierras. Ya en 1971 el gobierno había promul- 
gado la Ley de Reforma Agraria, y en 1974 elevó 
de departamento a secretaría de estado el rango de 
la entidad gubernamental encargada del reparto. 
Más aún, el gobierno aumentó significativamente 
los recursos para la inversión en infraestructura hi- 
dráulica y fomento agropecuario. Debido a que en 


Organizaciones campesinas independientes marchan en protesta 
contra el juicio a la ley de la Reforma Agraria, 31 de julio 1983. 
O Archivo Procesofoto. 


Páginas siguientes: Rafael Galván en un mitin del Sindicato Único 
de Trabajadores Electricistas de la República Mexicana (SUTERM), 
20 de marzo de 1976. Colección particular. 
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1975 y 1976 el gobierno federal expropió, para su 
reparto entre miles de solicitantes, tierras de riego 
de alta calidad en Sinaloa y Sonora, propiedad de 
prósperas élites agrarias, se tiende a encasillar la 
militancia campesina del periodo como una faceta 
más del conflicto entre sectores empresariales y el 
presidente Echeverría. Hubo algo de eso, pero la 
presión desde abajo era real, y el número de inva- 
siones de predios probablemente se pueda contar 
por miles. A partir de 1973 la movilización por 
el reparto de tierras se convirtió en un fenóme- 
no nacional, que si bien no tuvo una clara arti- 
culación política, adquirió un tono amenazante 
para el control oficial del mundo rural. Y eso en 
el entendido de que el acceso a la tierra no era el 
único componente del descontento. Los precios 
de garantía de algunos productos del campo y las 
condiciones salariales y de vida de los jornaleros 
agrícolas también colaboraron en el aumento de 
la efervescencia. 

Quizá fue la política exterior lo que mejor ilus- 
tra cómo el sexenio de Luis Echeverría estuvo deter- 
minado no sólo por convicciones ideológicas sino 
por imperativos de la realidad. Hasta el segundo se- 
mestre de 1971 los pronunciamientos del Presiden- 
te eran de bajo perfil, como asumiendo la realidad 
geopolítica y económica dictada por la dependencia 
de Estados Unidos; de hecho, una de las primeras 
medidas de su gobierno fue declarar no gratos a 
funcionarios de la embajada soviética acusados de 
colaborar en el entrenamiento de grupos guerrille- 
ros. Pero la sobretasa arancelaria de 10% impuesta 
en 1971 por el gobierno estadounidense a las im- 
portaciones, incluyendo las mexicanas, fue un gol- 
pe muy importante para el gobierno, pues afectaba 
la de por sí vulnerable balanza comercial del país. 
Al respecto, el tono de la respuesta mexicana no fue 
muy diferente a la de Canadá, el otro gran afecta- 
do. Ambos países pensaban que merecían un trato 
diferente pues eran socios comerciales leales (y en el 
caso mexicano, deficitario) de Estados Unidos. 

El gobierno dio un giro y pasó a una inten- 
sa actividad en el plano internacional. Echeve- 
rría visitó 32 países (incluyendo el Vaticano y la 


Unión Soviética) y recibió a 30 jefes de Estado o 
de gobierno (o a líderes políticos controvertidos 
como Yasser Arafat), participó en dos asambleas 
de la Naciones Unidades y propuso documentos 
normativos como la Carta de los Derechos y De- 
beres Económicos de los Estados. Aunque algunas 
de las posiciones mexicanas tuvieron también usos 
políticos internos (por ejemplo, su acercamiento 
al gobierno de Salvador Allende en Chile), o fue- 
ron precipitadas y mal comunicadas, en general 
podría decirse que Echeverría fue convencido por 
una realidad que juzgó, no sin razón, cambian- 
te y amenazante, sobre todo en términos del in- 
tercambio comercial y de los arreglos financieros 
internacionales. No obstante, la política exterior 
de su gobierno sería uno de los puntos más cues- 
tionados por la oposición no formalizada de los 
grupos de interés. 

En las elecciones presidenciales de 1976 el 
principio democrático de competencia entre enti- 
dades política e ideológicamente distintas se vació 
de contenido. La gran paradoja es que esto sucedió 
en medio de una acerba disputa entre facciones del 
empresariado y el gobierno nacional y cuando los 
saldos de una fuerte insurgencia obrera y campesina 
(dentro y fuera de las organizaciones del oficialis- 
mo) estaban a la vista. Más aún, ese vaciamiento 
se dio cuando no se habían aplacado por comple- 
to las expresiones de la disidencia armada en el 
campo y la ciudad, a pesar de la represión poli- 
ciaca y militar implacable. Los fortísimos niveles 
de conflicto político en la sociedad mexicana no 
encontraron correspondencia en el diseño y fun- 
cionamiento de las instituciones concebidas preci- 
samente para dirimirlo, es decir, las elecciones y la 
constitución de la representación política nacional. 

El candidato oficial José López Portillo ob- 
tuvo casi 15 500 000 votos (que representaron 
poco menos de 88% de los votos emitidos), en 
una contienda donde habrían votado 68% de los 
empadronados. Cifras llamativas en todo senti- 


Salvador Allende, presidente de Chile, acompañado de Luis 
Echeverría Álvarez durante su visita a México, 1972. Archivo 
Editorial Gustavo Casasola. 
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dos, porque López Portillo no contendió contra 
nadie; la oposición electoral histórica, la del Par- 
tido Acción Nacional, no presentó candidato pre- 
sidencial en virtud de pugnas internas. El Partido 
Comunista, que sí lo hizo, no tenía registro ante ; : 
la Comisión Federal Electoral y el nombre de su 
candidato no apareció en la boleta electoral. Ló- 
pez Portillo ganó la presidencia de la República 
como candidato único, en medio de una polari- 
zación notable entre los círculos empresariales y el 
gobierno de Echeverría, y en medio de una severa 
crisis devaluatoria y financiera, que generó un am- 
biente de pesimismo y frustración en la sociedad. 

Como su amigo de la niñez Luis Echeverría, 
José López Portillo tampoco fue diputado, sena- 
dor o gobernador antes de alcanzar la candidatura 
presidencial; pero a diferencia de su antecesor, no 
transitó por los pasillos del control y la represión 
política, es decir, por la Secretaría de Goberna- 
ción. Secretario de Hacienda en el momento de su 
designación como candidato del oficialismo, tam- 
poco era un economista consagrado; en realidad, 
estudió derecho en la Universidad Nacional, y se 
veía a sí mismo como un hegeliano que enseñaba 
teoría del estado. Culto, aunque retórico, se mi- 
raría a sí mismo como el último presidente de la 
Revolución mexicana hecha gobierno. 

Su gobierno respondió al vacío político de las 
elecciones de 1976 con la reforma electoral más im- 
portante desde la de 1945. La nueva ley que regu- 
laría los comicios federales abrió posibilidades para 
el registro de partidos políticos dispuestos a com- 
petir electoralmente y estableció una doble repre- 
sentación en la Cámara de Diputados: diputados 
de mayoría relativa (los que obtuvieran el mayor 
número de votos en cada uno de los 300 distritos 
electorales) y 100 diputados de representación pro- 
porcional (los partidos tendrían derecho a un deter- 
minado número de diputados según la proporción 
de votos obtenida en una circunscripción). 

Mientras que en 1976 estaban registrados 
ante la autoridad electoral cuatro partidos (Parti- 


Excavaciones en el Templo Mayor, 1978. Colección particular. 
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do Revolucionario Institucional, Partido Acción 
Nacional, Partido Popular Socialista y Partido Au- 
téntico de la Revolución Mexicana), en 1979, en 
virtud de la reforma electoral, pudieron competir 
siete en las elecciones federales y nueve en 1982. Y 
mientras que en 1976 la fórmula de diputados de 
partido proporcionó 42 escaños a la oposición, la 
reforma política permitió que los partidos de opo- 
sición sumaran más de 100 diputados en 1979. 
Aunque el control de la Cámara de Diputados por 
el presidente y su partido no estuvo propiamente 
en riesgo (el PRI tuvo en ese año 295 diputados y 
299 en los comicios de 1982), un juego político 
electoral más amplio tenía visos de establecerse en 
México. Más aún, la reforma política de José Ló- 


Anuncio de precios de alimentos sin aplicación del Impuesto al Valor 
Agregado (1VA), Siempre!, 14 de enero de 1981. Biblioteca Miguel 
Lerdo de Tejada, sHcr. 


pez Portillo y Jesús Reyes Heroles (su secretario de 
Gobernación) permitió que dos partidos de oríge- 
nes añejos (el Comunista y el de los sinarquistas) 
participaran en elecciones constitucionales, luego 
de décadas de estar casi proscritos. 

Desde la campaña electoral, López Portillo 
definió una estrategia para recuperar la confianza 
de los sectores empresariales más importantes del 
país. La llamó Alianza para la Producción y era una 
propuesta que aprovechaba los modos y encantos 
corporativos del régimen con el fin de atenuar el 
conflicto, redefinir las relaciones del poder públi- 
co con los empresarios y reorganizar la economía 
después del descalabro de 1976. Y tuvo éxito. Al 
menos hasta mediados de 1981, el gobierno de 
López Portillo colmó, y con creces, las expecta- 
tivas de los empresarios nacionales y de los re- 
presentantes de los inversionistas extranjeros. 
Por eso Manuel Espinosa Yglesias, un banque- 
ro notable, expresó en 1979 que “entre las muy 
claras virtudes de estadista que se le reconocen 
al licenciado José López Portillo, presidente de 
la República, figura señaladamente la de ser un 
excelente administrador”, y acorde con ese en- 
tusiasmo financió las excavaciones arqueológicas 
del Templo Mayor en la ciudad de México, uno 
de los proyectos favoritos del mandatario. 

El desempeño general de la economía y la 
renta petrolera crearon una impronta política pe- 
culiar: la ilusión de que los recursos disponibles 
serían suficientes para perpetuar una suerte de pa- 
tronazgo y mediación presidencial con todos los 
sectores sociales. La imagen del presidente como 
fiel de la balanza —que el propio López Portillo 
difundió— no estaba errada, y describe bien los 
límites y alcances de su gobierno: quiso mediar 
entre las facciones de la burocracia hacendaria y 
financiera (esto es, entre los estructuralistas y los 
liberales); entre los partidarios del incremento de 
las exportaciones petroleras y los que exigían un lí- 
mite preestablecido; entre los partidarios de ingre- 
sar al Acuerdo General de Aranceles Aduaneros y 
Comercio y los que pretendían dejar como estaba 
la protección arancelaria. 
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Otra vez el campo mexicano expresó los alcan- 
ces y limitaciones del voluntarismo presidencial. 
Como vimos, era importante el conflicto social y 
político en el agro, al menos desde 1973. Entre 
1977 y 1978 es probable que López Portillo haya 
tratado de moderar el giro agrarista de Echeverría, 
reprimiendo o tratando de controlar las solicitu- 
des de tierras. Pero la presión fue suficientemente 
fuerte para que a partir del segundo semestre de 
1978 el gobierno hiciera concesiones a quienes 
exigían tierra. A las demandas por reparto de tie- 
rras se agregaba, claramente, la disminución de la 
capacidad de autosuficiencia alimentaria. México 
se estaba convirtiendo en un importador neto de 
alimentos (granos básicos, leche). López Portillo 
decidió inyectar recursos extraordinarios al cam- 
po, como también lo había hecho Echeverría, y 
se planteó además alcanzar la autosuficiencia pro- 
moviendo un complejo modelo de apoyos y sub- 
sidios llamado Sistema Alimentario Mexicano, 
que resultó oneroso e ineficaz, y que sólo tuvo un 
año de gloria: 1981. 

Es cierto que el monto de las reservas de petró- 
leo, el precio del barril, la publicidad internacional 
y la disponibilidad de créditos externos fomentaron 
la ilusión de una presidencia sobrepuesta al conflic- 
to y de una sociedad plena de futuro. Pocas veces se 
reconoce que esa ilusión fue ampliamente compar- 
tida en la sociedad mexicana al menos entre 1977 
y 1981 (aunque con excepciones notables como 
las de los intelectuales Heberto Castillo y Gabriel 
Zaid), y generó uno de los momentos de euforia 
colectiva más importantes en la historia contempo- 
ránea de México. Este asunto es crucial a la hora de 
tratar de entender la futura animadversión de am- 
plios sectores sociales hacia el gobierno, su política 
y la personalidad del presidente después de 1982. 
No se trató de un desencuentro sino de un desen- 
gaño, casi de una traición; tal imagen fue, además, 
convenientemente alimentada por los gobiernos 
que sucedieron al de José López Portillo. 

Sin embargo, es erróneo suponer que el go- 
bierno federal, incluso en los mejores años del 
sexenio, dejó las cosas como estaban con tal de 
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no tener problemas ni en la política interior ni 


en la exterior. En 1980 se estableció el impues- 
to al valor agregado, una de las reformas fiscales 
más importantes en la historia de los impuestos 
en México. Si bien muchos analistas considera- 
ron entonces que los impuestos al consumo de 
bienes básicos eran regresivos (es decir, que aca- 
ban pagando más los pobres que los ricos), debe 
subrayarse que dicha reforma era la primera en 
casi 20 años en México. Como presidente, López 
Portillo hizo lo que tres predecesores suyos en Pa- 
lacio Nacional no se atrevieron. 

Riesgos igualmente importantes asumió López 
Portillo en la política exterior de México. El resta- 
blecimiento de relaciones diplomáticas con España, 
una vez iniciada la transición de la dictadura a la 
democracia en aquel país, debe más a la historia y a 


José López Portillo durante su último informe de gobierno, 1982. 
O Foto APRO. 
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la biología (la muerte de Francisco Franco) que a 
una idea geopolítica estructurada. Pero en otras 
áreas la cosa fue más compleja. Podría decirse 
que el petróleo cambió, en términos modestos 
pero significativos, la inserción del país en el esce- 
nario internacional, sobre todo en Norteamérica, 
Centroamérica y el Caribe. Entre 1977 y 1978 las 
relaciones con Estados Unidos fueron en lo esen- 
cial de bajo perfil y con una conducción ortodoxa, 
en parte debido a los compromisos adquiridos con 
motivo de la recuperación económica luego del 
descalabro de 1976. Una vez reconocidos el mon- 
to e importancia de las reservas de petróleo, López 
Portillo creyó ver una oportunidad para realizar al- 


José López Portillo en Managua, 24 de enero de 1980. 
Archivo Editorial Gustavo Casasola. 


gunos ajustes. No fue ajeno a esta reconsideración 
el proyecto de construir un gasoducto a Texas que, 
una vez garantizado el financiamiento internacio- 
nal, se vio truncado por las exigencias del gobierno 
de Washington (no de las empresas) respecto al pre- 
cio del pie cúbico de gas, lo que anunciaba además 
los peligros de tener un solo cliente. México renun- 
ció al gasoducto, al menos en su trazo original. 

A partir de 1979, el avance de la revolución 
sandinista en Nicaragua permitió reelaborar el 
posicionamiento de México en política exterior. 
Por lo pronto rompió relaciones con el gobierno 
de Anastasio Somoza, aduciendo la violación ma- 
siva y sistemática de los derechos humanos, un 
quiebre notable en la tradición mexicana sobre 
el reconocimiento de los gobiernos extranjeros; 
pasó, por decirlo así, de una pasividad con susten- 
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to doctrinario a una militancia obvia. En 1981, 
en un comunicado conjunto con el gobierno so- 
cialista francés de Francois Mitterrand, solicitó a 
la comunidad internacional el reconocimiento de 
la guerrilla izquierdista de El Salvador como parte 
beligerante en la guerra civil. Menos en el primer 
caso que en el segundo, estas medidas planteaban 
una competencia evidente con respecto a la hege- 
monía estadounidense en la región. 

Cuando el precio del barril de petróleo empe- 
zÓ a bajar a mediados de 1981 y cuando se cerró la 
llave del financiamiento relativamente abundante 
y barato en el extranjero (y, más aún, cuando los 
vencimientos en el pago de la deuda comenzaron 
a acumularse en un periodo muy breve) el fiel de 
la balanza dejó de serlo. López Portillo debió to- 
mar decisiones que, sin el amortiguamiento de los 
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recursos, tendrían costos políticos importantes. 
Restringir el gasto del gobierno y devaluar el peso 
parecía una salida obvia en el segundo semestre 
de 1981. Ambas medidas seguramente habrían 
puesto en tensión a todo el aparato de gobierno 
y habrían provocado un gran debate público e in- 
cluso resistencias de distinta índole en sectores del 
mundo político. De todas formas, tales respuestas 
estaban en el terreno de lo políticamente maneja- 
ble para cualquier gobierno bien establecido. 

No fue así. Durante largos meses críticos (so- 
bre todo entre febrero y agosto de 1982) el gobier- 
no pospuso aplicar medidas de fondo o bien tomó 


Fachada de una sucursal de Banamex una vez consumada la 
nacionalización de los bancos por José López Portillo, 1982. Archivo 


Fotográfico El Universal. 
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decisiones contradictorias, como restringir el gas- 
to gubernamental y al mismo tiempo decretar 
aumentos de salarios. La ambivalencia de López 
Portillo estaba fundada en dos motivos: la inmi- 
nencia de las elecciones presidenciales ese verano, 
las primeras con una amplia concurrencia de par- 
tidos y candidatos después de la reforma política 
(se registraron siete candidatos presidenciales), y 
el cálculo de que sería muy complicado tener una 
explicación razonable a una crisis profunda de la 
economía después de prometer durante casi cinco 
años tiempos de abundancia. 

A la larga, 1982 sería un año crucial en la 
historia contemporánea de México. La crisis eco- 
nómica devino en otra cosa. José López Portillo 
decretó la expropiación de los bancos privados 
nacionales y el control de cambios el 1 de sep- 
tiembre, ciertamente una de las operaciones en- 
cubiertas más exitosas de los gobiernos mexicanos 
del siglo xx. Casi todas las interpretaciones de este 
acto lo consideran un ajuste de cuentas casi per- 
sonal de un presidente paranoico con sus aliados 
apenas unos meses antes (los banqueros) o bien 
una vindicación tardía e ineficaz de unos tamba- 
leantes principios del estado de la Revolución. 

Estimaciones conservadoras calculan en más 
de 8 000 millones de dólares los recursos trans- 
feridos por mexicanos al extranjero en aquellos 
meses (otras multiplican ese monto por tres o por 
cuatro). De otra suerte, el cambio en las reglas 
del juego implicó que unos 6 000 millones de dó- 
lares depositados en bancos mexicanos por aho- 
rradores locales fueran en adelante pagados en su 
equivalente en pesos (en medio de devaluaciones 
e inflación), lo que supuso un profundo agravio 
para los sectores medios y altos de la sociedad. 
La nacionalización de la banca fue bien recibida 
por la población en general, pero fue el detonante 
para el divorcio de sectores medios y empresaria- 
les del oficialismo histórico en México. Es nece- 
sario señalar que incluso un sector importante de 
la burocracia financiera y hacendaria del gobierno 
tomó su distancia respecto a la medida, y se ads- 
cribió, sin renunciar y con frecuencia profundi- 


zando en sus hábitos autoritarios, a un proyecto 
de redefinición de las funciones y metas del estado 
mexicano. En ese grupo se encontraba Miguel de 
la Madrid. Sin duda, él fue el hijo predilecto de la 
crisis económica de 1981 y 1982. 

Miguel de la Madrid Hurtado, presidente de 
la República entre 1982 y 1988, aparece desde la 
intimidad de sus memorias políticas como un po- 
lítico profundamente avergonzado de sus orígenes 
partidarios e ideológicos. Escribió, a propósito de 
José López Portillo: “Hay un gran peligro en el en- 
loquecimiento de los presidentes. Los locos hacen 
enloquecer al presidente, porque la locura es con- 
tagiosa.” De la Madrid no enloqueció; en cambio, 
fracasó en cuatro temas y momentos cruciales: la re- 
cuperación económica, la renegociación de la deuda 
externa, el manejo de la crisis después de los sismos 
de 1985 y la conducción imparcial de las elecciones 
presidenciales de 1988. 

Nacido en Colima en 1934, estudió derecho 
en la Universidad Nacional y luego hizo una maes- 
tría en administración pública en la Universidad 
de Harvard. Prácticamente toda su carrera como 
funcionario transcurrió en el Banco de México 
y la Secretaría de Hacienda. Compartía con sus 
dos predecesores inmediatos no haber ocupado 
nunca un cargo de elección popular anterior a 
la presidencia. Cuando López Portillo lo desig- 
nó candidato en el otoño de 1981, era el titular 
de la Secretaría de Programación y Presupuesto, 
es decir, el encargado de programar, distribuir y 
ejercer el presupuesto público. 

En la elección constitucional de 1982 De la 
Madrid obtuvo poco más de 16 millones de votos, 
algo así como 68% de la votación efectiva; tal por- 
centaje representó una caída de 20 puntos porcen- 
tuales respecto a los resultados de los candidatos 
del PRI en las elecciones de 1970 y 1976. Fenóme- 
no nada extraño, por otra parte, porque ésta fue 
la primera elección después de la reforma política 
de 1978 y tuvo lugar justo cuando asomaban en el 


“horizonte los nubarrones del huracán económico 


y fiscal de 1982. Que la oposición se haya llevado 
más de 30% de los votos (sólo el Partido Acción 
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Nacional obtuvo 15%) era un producto natural 
de la apertura en las reglas de la competencia polí- 
tico-electoral y de la coyuntura misma. 

Con una cómoda superioridad en el Poder Le- 
gislativo (298 de 400 diputados y los 64 senadores 
de la Cámara alta), De la Madrid ensayó una serie 
de reformas a la Constitución, que llegaron a 19. 
Una de las prioridades de De la Madrid, y pieza 
clave en su marketing político desde la campaña, 
fue lo que llamó la “renovación moral” de la socie- 
dad. Ésta pretendió ser una respuesta a la percep- 
ción generalizada de corrupción e impunidad en 
la administración anterior. Entre unos pocos más, 
dos personajes de renombre fueron juzgados y en- 
carcelados por corrupción: el ex director de Petró- 


Recorrido de Miguel de la Madrid Hurtado después de haber rendido 
protesta como presidente de la república, 1 de diciembre de 1982. 
Archivo Editorial Gustavo Casasola. 
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leos Mexicanos, Jorge Díaz Serrano, y el ex jefe de 
la policía de la ciudad de México, Arturo Durazo. 

Sin embargo, De la Madrid fue más que 
prudente al modificar las reglas de la competen- 
cia político-electoral; como saldo final, su refor- 
ma fue insuficiente en cuanto a los mecanismos 
de calificación de las elecciones y a la creación de 
un tribunal eficaz, y avanzó poco en el tema del 
control político y jurídico del gobierno en los co- 
micios: el secretario de Gobernación siguió pre- 
sidiendo la Comisión Federal Electoral. Aunque 
se creó por vez primera desde 1929 un órgano de 
representación popular en el Distrito Federal (la 
Asamblea de Representantes), éste sólo tuvo atri- 
buciones reglamentarias, no legislativas. El fracaso 
de la reforma fue mayúsculo si nos atenemos al 
proceso electoral de 1988, única prueba empírica 
pertinente para juzgarla. 
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Si se contrastan las reformas a la Constitución 

y las certezas que exhibe De la Madrid en todos 

los documentos respecto al tipo de desarrollo eco- 

nómico deseable para el país, de un lado, y los re- 

sultados netos del desempeño de la economía y 

del desarrollo social, por el otro, nos encontramos 

ante un enigma sobre el tipo de referencias. del 

presidente. Recordemos que entre 1983 y 1988 la 

economía creció apenas 0.1% anual en promedio 

y que el producto por habitante se retrajo la friole- 

ra de 2.5% por año. Ni siquiera las consecuencias 

dramáticas de los sismos de 1985 convencieron al 

gobierno nacional de una negociación más agresi- 

va para manejar la deuda externa y México debió 

a esperar la iniciativa de otros países con problemas 
similares (Brasil, por ejemplo). 


e Para entender la timidez mexicana en la crisis 
pes de deuda, es necesario reconocer que el escena- 
rio internacional se había modificado de manera 
considerable al iniciarse la década de 1980 con la 
llegada de Ronald Reagan a la presidencia de Es- 
tados Unidos, con la hegemonía neoconservadora 
en otros países de gran peso estratégico y con el 
recalentamiento de la guerra fría. De hecho, De la 
Madrid pudo mantener a salvo el interés nacional 
en Centroamérica cuando el llamado Grupo Con- 
tadora (del que formaban parte, además, Colom- 
bia, Panamá y Venezuela) ejerció un contrapeso 
eficaz frente a la política estadounidense contraria 
al gobierno sandinista de Nicaragua y a la facción 
izquierdista en la guerra civil salvadoreña (y que 
bien pudo convertirse en una intervención mi- 
litar directa). La política exterior de Miguel de 
la Madrid profundizó en la idea heredada de su 
antecesor de un papel más activo en las zonas de 
interés estratégico de México, aunque apelando 
ahora, otra vez, al principio de no intervención en 
los asuntos de otros países. 

Los sismos de septiembre de 1985 cambiaron 
el ambiente del país o al menos de algunas áreas 


Escombros de uno de los edificios del Centro Médico Nacional que 
se desplomaron durante el sismo de 1985; al fondo Unidad de 
Ginecología, septiembre de 1985. Archivo Editorial Gustavo 
Casasola. 
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como la ciudad de México. Hubo un tránsito de 
la frustración sin expresión política a la movili- 


zación social en aras del rescate de las víctimas y 
la negociación para reconstruir y tener acceso a 
viviendas nuevas. En todo caso hubo un recono- 
cimiento y utilización de la calle (primero en la 
ciudad de México y luego en otras regiones del 
país) como lugar y vehículo para la negociación 
política entre los márgenes crecientes y no disci- 
plinados en el aparato corporativo del oficialis- 
mo, de un lado, y el gobierno, del otro. En este 
sentido, antes incluso de reformas electorales más 
sustantivas, comenzó una nueva era en la política 
de masas en México. 


La Gran galaxia, Rufino Tamayo, 1978, óleo sobre tela. Museo 
Rufino Tamayo Arte Contemporáneo, Conaculta, INBA. O Rufino 
Tamayo Herederos / Fundación Olga y Rufino Tamayo, A.C. 


La IMAGEN Y LA PALABRA 


En una encuesta de 1956, 68% de los alumnos 
de secundaria en el Distrito Federal declaró que le 
gustaba participar en concursos de oratoria, 42% 
declaró (tal vez exageradamente) haber participa- 
do por lo menos una vez en un concurso de ese 
tipo, 84% aseguró que le gustaba la declamación 
y el mismo porcentaje dijo que participaba en 
asambleas. Sin embargo, 42% de los estudiantes 
afirmaron que se ponían muy nerviosos cuando 
el profesor les encomendaba dar la clase; un dato 
que pone en evidencia la importancia que se otor- 
gaba (¿y se otorga?) a la palabra pronunciada pú- 
blicamente. Desde los años treinta, los expertos en 
educación recomendaban fomentar dos tipos de 
lectura: la silenciosa, que construía al individuo, 
y la lectura pública en voz alta, con la que partici- 
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paba en la construcción de la comunidad. La otra 
cara de esta preferencia por la palabra hablada es 
ingrata: en los censos nacionales de población de 
1970 a 1990 el número absoluto de analfabetas se 
mantuvo igual: seis millones de personas. 

Al surgir la televisión, Salvador Novo señaló 
la importancia que tenía, para ese medio, el sen- 
tido de la vista, “el sentido por medio del cual el 
Hombre ha hecho la Ciencia; sin el cual, el mundo 
exterior le estaría vedado, desconocería las formas, 
los colores, las estrellas, las magnitudes, las distan- 
cias, el alfabeto, el rostro de sus semejantes, sus 
propias manos”. Y más aún: “los demás sentidos 
son auxiliares”. Pues bien, la televisión exigiría, a 
diferencia de la radio (que sólo convocaba a “los 
ojos de la imaginación”), la atención exclusiva del 
público. Las amas de casa, dijo Novo, no podrían 
atender “el desempeño de sus labores domésticas” 
mientras veían la televisión, como sí ocurría con 
los programas de radio. Novo consideraba impro- 
bable, por esta circunstancia, que el nuevo medio 
reemplazara por completo a la radio. 

Esta tensión entre las imágenes y las palabras 
también aparece en las artes. El arte conceptual, 
desde los años setenta y ochenta, utiliza artefactos 
y métodos que no siempre se constituyen como 
“imágenes”. Buen ejemplo de lo anterior es la 
acción realizada en 1980 por el Grupo Marco, 
Proyecto del poema urbano. Frente al Monumen- 
to a los Niños Héroes, estos artistas surgidos de 
la Escuela Nacional de Artes Plásticas ofrecieron 
tarjetas con palabras a los transeúntes, invitándo- 
los a disponerlas sobre el pavimento, en un poema 
colectivo. Esta acción puede contrastarse con una 
obra de Rufino Tamayo: La gran galaxia (1978). 
Se trata de un paisaje nocturno, con evidentes 
alusiones a la Noche estrellada de Vincent van 
Gogh, pero también al romanticismo alemán del 
siglo xIx. En esta comparación no sólo se opone 
la imagen (de Tamayo) con la lengua (del Grupo 
Marco). La obra de Tamayo apela a lo universal 
(es la Tierra frente al cosmos, es el paisaje despro- 
visto de cualquier identidad). Pero lo contrario de 
universal no es lo nacional. La obra de Marco no 
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es nacionalista y no hace caso del monumento pa- 


trio. Lo contrario de lo universal es lo concreto e 
irrepetible (las tarjetas están aquí, las palabras se 
acomodan en esta banqueta, no volverá el poema 
urbano a verse igual). Uno de los integrantes de 
Marco, el escultor Sebastián, tuvo buena fortuna 
como escultor público, y unos años después inau- 
guró la Puerta de Monterrey, una escultura geomé- 
trica y monumental, que podría compararse con el 
artículo publicado por Enrique Krauze en 1983, 
y cuyas ideas amplió en el libro que apareció en 
1986: Por una democracia sin adjetivos. La escultu- 
ra no es una obra completamente autónoma, pero 
sí es la metáfora de una modernidad convertida en 


Poema urbano, obra de Alejandro Olmedo, Gilda Castillo, Magali 
Lara, Manuel Marín, Mauricio Guerrero y Sebastián, publicado en 
la portada del primer número de la revista Marco, 1981. 

Cortesía de Mauricio Guerrero / Archivo La era de la discrepancia, 
MUAC, UNAM. 
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sistema formal: un arte combinatoria de aristas y 
volúmenes, una forma plástica que deja pendiente 
su articulación final a la reflexión de los especta- 
dores. Y esa ambivalencia, entre la autonomía y la 
intervención del público, recuerda las afirmacio- 
nes de Krauze que, por una parte, reivindicaba el 
“progreso político” como “un fin en sí mismo” y 
advertía, por otra, sobre los peligros de “vaciar la 
democracia de contenido político”. Las formas 
de la escultura se originaron en obras de peque- 
ño formato del propio Sebastián, que se armaban 
y desarmaban. Serían muchos los ejemplos en la 
plástica, las letras y la política, de expresiones crí- 
ticas o utópicas articuladas con lucidez y claridad. 


La Puerta de Monterrey, Enrique Carbajal Sebastián, 1985, hierro 
con esmalte acrílico. O Enrique Bostelmann. 


Los años ochenta fueron plurales, pero es obvio 
que la historia fue más complicada que las previ- 
siones expresadas por la cultura de la transición. 
La forma del arco triunfal es optimista; se podría 
debatir si la democracia puede serlo también. 
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INTRODUCCIÓN 


Los cambios políticos, sociales y económicos del 
México de fin del siglo xx y principios del XxI son 
de los que dejarán marca, aunque su naturaleza y 
profundidad dependerán de decisiones y sucesos 
que aún están en proceso. Sin embargo, la impor- 
tancia de estas transformaciones hace suponer que 
los mexicanos del futuro no serán indiferentes en 
su juicio sobre lo que hicieron y dejaron de hacer 
los mexicanos de hoy: 

De los cambios sociales destaca el de la po- 
blación, que detuvo un crecimiento de casi me- 
dio siglo —después de varios decenios en que fue 
francamente explosivo— y entró en un proceso 
de envejecimiento. En el ámbito físico sobresale la 
urbanización pero también el deterioro ecológico. 
En el campo de lo político, entre 1985 y 2010, 
México pareció capaz de poner fin pacíficamen- 
te a un régimen autoritario que entre otras cosas 
permitió que durante 71 años un solo partido do- 


El presidente Miguel de la Madrid y el regente recorren las calles de la 
Ciudad de México después del sismo de 1985. O Archivo Procesofoto. 


minara la vida política nacional y, en más de un 
sentido, también la económica, social y cultural. 
Sin embargo, al escribir estas líneas, la naturaleza 
de fondo del nuevo régimen aún estaba por deci- 
dirse. En lo económico, México abandonó por 
completo el patrón de crecimiento centrado en 
el proteccionismo y en el mercado interno para 
concentrarse en el intercambio con el mercado 
externo, en particular el estadounidense. Estos 
cambios fueron acompañados y propiciados por 
el fin de la guerra fría, el fortalecimiento del po- 
der hegemónico de Estados Unidos y el inicio del 
mundo posnorteamericano. Los efectos del ace- 
lerado proceso de globalización conectaron como 
nunca los fenómenos nacionales con los regiona- 
les y los mundiales. Al lado de transformaciones 
espectaculares, el peso de las inercias debilitó o de 
plano distorsionó algunas de las novedades. De 
esta manera, el estudio de los cambios, las iner- 
cias y las continuidades del México contemporá- 
neo abrió la oportunidad de reflexionar sobre los 
logros, fracasos y retos que heredarán las próxi- 
mas generaciones. 
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EL GRAN CONTEXTO GLOBAL 


El fin de la guerra fría 

El entorno mundial en que se desarrollaba la vida 
política mexicana en 1985 estaba dominado por 
la cada vez más evidente transformación de la bi- 
polaridad propia de la guerra fría, bautizada así en 
1947 pero iniciada, incluso antes de que la segun- 
da guerra llegara formalmente a su fin. A media- 
dos de la década de 1980, en la Unión Soviética, 
Mijail Gorbachov se empeñó en un dramático y 
fallido intento por llevar adelante la renovación 
del “socialismo real” desde arriba —perestroika 
y glasnost—, pero enfrentó dificultades insupe- 
rables. En Estados Unidos, un presidente abier- 
tamente conservador, Ronald Reagan, comenzó 
su segundo mandato con una política claramen- 
te comprometida a apoyar el predominio de las 
fuerzas del mercado sobre las del estado y a que la 


Visita del presidente de Estados Unidos, Ronald Reagan, 
a México, 1986. Archivo Editorial Gustavo Casasola. 


pugna global con el bloque socialista desembocara 
en un claro predominio estadounidense. 

En una acción harto significativa, el ejército 
soviético desocupó Afganistán en 1988, tras nueve 
años de infructuosa ocupación. En Hungría, Po- 
lonia o Checoslovaquia, el control de los partidos 
comunistas se empezó a perder y pronto fueron 
arrojados del poder. En 1989 se derribó el muro 
que dividía a Berlín desde 1961 y al año siguiente 
las dos Alemanias se unificaron bajo la égida de la 
occidental. En septiembre, la guerra fría llegó a su 
fin al firmarse el arreglo final entre una Alemania 
unificada y las cuatro potencias que la ocuparon 
tras su derrota en 1945: la Unión Soviética, Es- 
tados Unidos, Inglaterra y Francia. Para el último 
decenio del siglo xx, el régimen soviético simple- 
mente había sufrido una implosión y en 1991, la 
URSS misma desapareció para reaparecer simple- 
mente como Rusia y un conjunto de nuevas repú- 
blicas independientes. 

Como resultado de lo anterior, México vio 
cómo su vecino norteño pasó de ser una de las dos 
grandes potencias mundiales a ser la única super- 
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potencia —un poder hegemónico que muy pron- 
to encontraría sus límites políticos y económicos 
en Irak y Afganistán, y en la gran crisis económica 
mundial que se inició en 2008. Entre las conse- 
cuencias de esa evolución se contó la decisión del 
gobierno mexicano de renunciar a su viejo modelo 
de desarrollo basado en un mercado protegido con 
el propósito de buscar la renovación de la econo- 
mía mediante un tratado de libre comercio con su 
poderoso vecino Estados Unidos y con Canadá en 
1993. Las exportaciones crecieron, y mucho, pero 
igual las importaciones así como la migración in- 
documentada hacia Estados Unidos y el tráfico de 
drogas; estos fenómenos fueron parte de la cara 
oscura de la integración de la economía mexicana 
a la norteamericana. En 2008 y 2009 la economía 
mundial se vio sacudida por una crisis económica 
y financiera de grandes proporciones, originada 
en los mercados estadounidenses. México figuró 
entre los países más afectados del orbe, en buena 
medida porque su ciclo económico estaba estre- 
chamente vinculado a una economía estadouni- 
dense que en 2010 seguía sin recuperarse. 


América Latina 

Mientras sucedían los cambios apuntados, la gue- 
rra fría se transformó en caliente en América Lati- 
na. En la frontera de México con Centroamérica 
la acción estadounidense de apoyo abierto a la 
contrarrevolución nicaragiiense, vació al principio 
interamericano de no intervención del poco con- 
tenido que aún le quedaba. La política exterior de 
un México que tenía que hacer frente a sus pro- 
fundos problemas económicos, quedó a la defensi- 
va y su intento de mediación en Centroamérica no 
llegó a funcionar. El llamado “nacionalismo revo- 
lucionario” se convirtió entonces en cosa del pasa- 
do, tanto en lo económico como en lo político. 
La llamada “tercera ola democrática” mundial 
tuvo un impacto notable en América Latina y fi- 
nalmente en México. Algunos de los personajes 
más notorios del autoritarismo de la región empe- 
zaron a caer: la derrota ante Inglaterra en la guerra 
de Las Malvinas acabó con la dictadura militar en 
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Argentina y sus principales jefes militares enfren- 
taron a la justicia y fueron condenados. En Brasil, 
Uruguay y Paraguay, las dictaduras militares tam- 
bién fueron sustituidas por gobiernos elegidos. 
En octubre de 1988 en Chile, el dictador Augus- 
to Pinochet se vio forzado a someter a plebiscito 
su permanencia en el poder y perdió. Fue ése el 
principio de la consolidación democrática en el 
subcontinente americano. El fin de la guerra fría, 
combinado con el avance de la democracia política 
en el Hemisferio Occidental, hizo evidente que el 
autoritarismo mexicano —uno de los más exitosos 
del mundo en cuanto a estabilidad y longevidad— 
estaba quedando rápidamente fuera de lugar. Pero 
antes de adentrarnos en el examen de ese proce- 
so político, conviene explorar las características y 
cambios experimentados por los mexicanos como 
conjunto a fines del siglo Xx. 


Los MEXICANOS, 1985-2010 


El perfil demográfico 

En 1985 México contaba con 75.8 millones de 
habitantes, con un ligero predominio de mujeres 
sobre hombres. Un rasgo característico de esa po- 
blación fue el descenso en su tasa de crecimiento, 
pues mientras que en 1970 el incremento fue de 
3.4%, para 1985 había disminuido a 2.2%. En 
2005, la población mexicana se calculó en 103 
millones de habitantes y, según las estimaciones 
del Consejo Nacional de Población (Conapo), el 
número de mexicanos en 2050 será de casi 122 
millones.En 1985 la mayoría de la población vivía 
en zonas urbanas, esto es, en localidades de más 
de 15000 habitantes, tendencia que continuó 
pues en 2005 esa población alcanzó 64% del to- 
tal; pero lo más significativo fue que las ciudades 
de 100 000 o más habitantes albergaban a más de 
la mitad de los mexicanos. Paradójicamente, este 
proceso de concentración en grandes centros ur- 
banos estuvo acompañado por la persistencia de la 
dispersión: según el conteo de población de 2005, 
casi una cuarta parte de la población residía en 
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localidades menores a 2 500 habitantes. De esta 
manera, mientras que 50.5 millones de mexica- 
nos se concentraron en grandes ciudades, 24.3 
millones se encontraron viviendo en localidades 
muy pequeñas. Estos dos rasgos extremos de la 
distribución geográfica de la población en los ini- 
cios del siglo xxI, implicaron grandes retos para 
el diseño de políticas públicas que debían atender 
de manera simultánea demandas y necesidades de 
naturaleza muy distinta. 


El bono demográfico 

Si bien México alcanzó los 75 millones de habi- 
tantes en 1985, con una tasa de crecimiento anual 
de 2.2%, en los siguientes 20 años el ritmo de cre- 
cimiento se desaceleró y para 2006 la tasa anual 
fue de sólo 0.9%. Las proyecciones apuntaban a 
que ese indicador continuaría disminuyendo len- 
tamente hasta llegar a ser negativo en 2050. 

Para 1985 ya era claro que con el abatimien- 
to de la tasa de fecundidad y mortalidad la pobla- 
ción “envejecería” gradualmente, de tal manera 
que en las siguientes décadas México tendría una 
elevada proporción de habitantes en edades pro- 
ductivas, es decir, entre 15 y 64 años. Además, 
el aumento de la participación de las mujeres en 
el mercado laboral reforzó la tendencia a un ele- 
vado crecimiento de la población económicamen- 
te activa (PEA). En efecto, mientras que en 1985 la 
PEA fue de 27.5 millones, en 2000 llegó a los 42.1 
millones y las proyecciones la ubicaban en 51.2 
millones para 2010. Por lo tanto, desde fines del 
siglo xx el perfil demográfico del país se encontró 
con el reto de generar empleos para los millones 
de jóvenes y adultos en edades productivas que 
cada año se incorporaban a la fuerza de trabajo, 
reto que no tuvo la respuesta adecuada. Con la 
disminución relativa de la población dependiente 
(menores de 15 y mayores de 65) respecto a la de 
edad productiva (entre 16 y 64 años) apareció el 
llamado “bono demográfico”, que en las primeras 
décadas del siglo xx1 estaba en posibilidad de ser 
un fuerte estímulo para el crecimiento. Sin embar- 
go, una condición indispensable para aprovechar 


cabalmente los beneficios de este fenómeno de- 
mográfico favorable era elevar las tasas de empleo, 
pero el ritmo mediocre o de plano negativo del 
crecimiento económico lo impidió. 


A UNA CRISIS SE AÑADEN UN SISMO 
Y SIGNOS DE DESCONTENTO 


Los saldos de la década perdida 

La llamada “década perdida” —término que acu- 
ñó la Comisión Económica para América Latina 
y el Caribe de Naciones Unidas para caracterizar 
el anémico crecimiento material de la región la- 
tinoamericana en la década de 1980— dejó una 
gran huella en México. A las enormes dificulta- 
des económicas y financieras entre 1982 y 1992 
se dio salida con la reestructuración de la deuda 
en 1989 y la reducción de la inflación. Los costos 
que implicó ese ajuste se manifestaron en una dis- 
minución de la inversión, pública y privada, el de- 
terioro de la capacidad de crecimiento económico 
y el hundimiento de algunos sectores productivos 
que simplemente no estuvieron en condiciones 
de competir ante la apertura externa acelerada. El 
saldo más costoso de estos años fue social: el de- 
terioro en los niveles de vida. El bajo crecimiento 
de la economía —que promedió 1.5% anual entre 
1982 y 1992—, las reducciones en el gasto pú- 
blico en salud y educación, así como el aumento 
de la inflación, resultaron en un aumento de la 
pobreza con sus múltiples consecuencias, desde 
la migración a Estados Unidos hasta el aumento 
de la criminalidad. Aunque finalmente el gobier- 
no pudo reestructurar su deuda y controlar la in- 
flación, ya no se esforzó por revertir el deterioro 
en los ingresos de la mayoría. La distancia entre 
los resultados de la política económica en el ni- 
vel macroeconómico y los efectos de la crisis que 
enfrentaban los ciudadanos “de a pie” creció, sin 
que el gobierno mexicano mostrara capacidad 
para responder a una sociedad cuyos reclamos no 
se limitaron a la arena económica sino que se ex- 
tendieron a la política. 
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El terremoto de 1985 y los equilibrios que se 
resquebrajaron 

Para 1985, el problema central del gobierno de 
Miguel de la Madrid (1982-1988) consistía en 
la administración de las crecientes tensiones ori- 
ginadas por la catástrofe económica previa a su 
toma de posesión. La añosa estructura política de 
partido “casi único”, con un presidencialismo sin 
contrapesos y montada en una gran alianza cor- 
porativa, se vio sometida a las presiones combi- 
nadas de depresión económica con inflación. El 
descontento social se agudizó al final de 1985 ante 
la incapacidad de las autoridades para reaccionar 
de manera eficaz ante el desastre que provocó el 
terremoto del 19 de septiembre en la ciudad de 
México y en los estados de Michoacán, Guerrero, 
Jalisco y Colima. Las autoridades nunca revelaron 
la magnitud de la tragedia, pero las estimaciones 
sobre el número de víctimas oscilan entre 10 000 
y 60 000. La incompetencia del gobierno para en- 
frentar de manera decisiva la emergencia llevó a 


que la sociedad actuara por sí misma. Esta situa- 
ción fue el inicio de una movilización que se pro- 
longó y se trasladó del problema original a otras 
arenas. Toda movilización social independiente 
con contenido político explícito, como la de 1968 
por ejemplo, ponía en entredicho la naturaleza 
de un sistema autoritario como el mexicano y lo 
acontecido en 1985 volvió a hacerlo, aunque de 
manera diferente. 

En 1987 surgieron nuevos problemas que 
acrecentaron la sensación en la opinión pública 
de una incapacidad estructural de la autoridad 
para responder a las demandas de actores que se 
movían ya de manera independiente del partido 
oficial, un auténtico partido de estado pero que 
buscaba aparecer apenas como partido dominan- 
te: el Partido Revolucionario Institucional (PRI). 
Ejemplos de ello fueron la huelga estudiantil en 


Francisco Barrio Terrazas, candidato a la gobernatura de 
Chihuahua, julio 1986. O Pedro Valtierra / Cuartoscuro. 
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la Universidad Nacional Autónoma de México, 
cuyo presupuesto había disminuido en términos 
reales, y la caída estrepitosa de la Bolsa de Valores 
por la fuga de capitales en un intento de los inver- 
sionistas de huir de la inflación. 

Durante más de 40 años la economía prote- 
gida y un crecimiento anual promedio del PIB de 
6%, habían permitido a la presidencia de la Repú- 
blica ser el gran árbitro y mediador de los intereses 
de sindicatos y empresarios, de ejidatarios y agri- 
cultores privados, de colonos y clases medias, de 
inversionistas nacionales y extranjeros, de empre- 
sas privadas y empresas públicas, de la izquierda 
y de la derecha dentro y fuera del PRI, de regiones 
agrícolas e industriales y de servicios, de zonas re- 
lativamente ricas y zonas pobres, en fin, ser el ár- 


Fernando Baeza protesta como gobernador del estado de 
Chihuahua, 3 de octubre de 1986. O Pedro Valtierra / 


Cuartoscuro. 


bitro de las innumerables contradicciones de una 


sociedad cada vez más compleja. Sin embargo, en 
los años aquí analizados todo este entramado de 
equilibrios empezó a resquebrajarse al punto que 
hizo imposible reestructurar el tejido siguiendo el 
patrón anterior. 


Elecciones con sentido 

Las elecciones locales en 1983 y 1986 en Chi- 
huahua y en 1985 en Coahuila, dejaron en claro 
que el proceso electoral tradicional —elecciones 
controladas y de resultados predecibles— simple- 
mente había llegado a su límite. En las de Chi- 
huahua el PRI perdió ciudades importantes pero 
logró conservar la gubernatura —oficialmente 
la victoria la obtuvo Fernando Baeza—, aunque 
recurriendo a un fraude tan abierto como escan- 
daloso que debió ser respaldado con la presencia 
de 10 000 soldados. En esas condiciones, el pro- 
ceso electoral no significó renovar la legitimidad 
sino perder la que se tenía. En 1985, en Coahuila, 
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afloró la violencia entre quienes apoyaban al Par- 
tido Acción Nacional (PAN) y al PRI; el goberna- 
dor priista José de las Fuentes Rodríguez corrió 
peligro de ser linchado. El norte tomaba cada vez 
más distancia del PRI y se identificaba con la dere- 
cha democrática —el PAN— o mejor dicho, con 
el empresariado neopanista que se decía dispues- 
to a poner un alto a las arbitrariedades, corrup- 
ción e ineficacias de la clase política tradicional. 
Hasta 1985, la principal oposición electoral en 
México provino del PAN. Sin embargo, en 1986, 
el predominio en el seno de la cúpula gobernante 
de un grupo compacto de jóvenes tecnócratas que 
apoyaban una solución neoliberal —dar al mer- 
cado el papel de asignar los recursos y minimizar 
la acción del estado— al problema económico de 
fondo, generó una reacción en contra dentro del 
PRI encarnada en la llamada Corriente Democrática 
—encabezada por el ex gobernador de Michoacán, 
Cuauhtémoc Cárdenas, y por el ex presidente 
del PRI, Porfirio Muñoz Ledo— que cuestionó la 
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orientación misma de la política presidencial. Esta 
posición no tardó en recibir la respuesta previsi- 
ble: una reprimenda pública del presidente del co- 
mité ejecutivo nacional del PRI. Sin embargo, los 
reconvenidos no se amilanaron, mantuvieron su 
desafío y pronto dieron forma a una coalición de 
centroizquierda: el Frente Democrático Nacional 
(FDN), que presentó a Cárdenas como su candi- 
dato a la Presidencia de la República. El PAN, una 
organización política que durante más de 40 años 
se había mantenido en oposición sistemática al 
régimen priista dentro del marco de la legalidad 
pero sin mayor éxito, adquirió un nuevo impulso 
proveniente de grupos empresariales desilusiona- 
dos por el fracaso tan rotundo de quienes formula- 
ban y dirigían la política económica. Aglutinados 


Porfirio Muñoz Ledo y Cuauhtémoc Cárdenas encabezan marcha y 
plantón de la Corriente Democrática en el zócalo de la Ciudad de 
México, 1 de septiembre de 1987. 

O Pedro Valtierra / Cuartoscuro. 
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en torno a ese partido de derecha, varios grupos 
de empresarios, alarmados por la nacionalización 
bancaria de 1982 y la ruptura de un pacto político 
no escrito entre ellos y los gobiernos del PRI, bus- 
caron en la oposición partidista una mejor repre- 
sentación de sus intereses. Se formó así un nuevo 
grupo: los neopanistas, que transformaron al PAN 
de partido testimonial en otro que por primera vez 
aspiró a llegar al poder. La fuerza más importante 
del neopanismo se localizó en los estados del norte. 
Para cuando se llevó a cabo la elección presiden- 
cial de 1988, el PRI, que designó portaestandarte 
al tecnócrata Carlos Salinas de Gortari, enfrentó a 
dos fuerzas en crecimiento, una de derecha y otra 
de izquierda: el PAN, cuyo candidato era Manuel J. 
Clouthier, un empresario norteño recién llegado al 
partido, y el FDN con Cárdenas a la cabeza. 

En julio de 1988, y por primera vez en su exis- 
tencia, el PRI debió admitir que su victoria no co- 
rrespondió a lo esperado, pues oficialmente apenas 
logró 51.7% de los sufragios: el porcentaje más bajo 
de su historia, no obstante ser un partido de estado 
que siempre había jugado con los dados cargados. 
Sin embargo, la oposición en su conjunto no acep- 
tó siquiera esa cifra y la denunció como producto 
de un fraude, acusación que tuvo como principal 
sustento la imposibilidad de los responsables de 
dar los resultados en tiempo y forma —pese a que 
se habían invertido 17 millones de dólares en un 
sistema de cómputo para tener las cifras al minu- 
to— y la increíble explicación de que el flamante 
sistema de captura y procesamiento de los datos 
de la votación se había “caído”, es decir, que por 
supuestos problemas técnicos no se habían po- 
dido recibir y procesar los datos enviados desde 
las casillas. Finalmente, el gobierno se tomó una 
semana para dar los resultados; para entonces las 
cifras habían perdido credibilidad. La oposición, 
en especial el FDN, se encontró en la disyuntiva de 


Manuel Clouthier, Rosario Ibarra de Piedra y Cuauhtémoc Cárdenas 
marchan hacia la Secretaría de Gobernación después de conocer los 
resultados de las elecciones de julio de 1988. 

Archivo Editorial Gustavo Casasola. 
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aceptar pero sin legitimar el hecho consumado o 


enfrentar directamente al régimen con moviliza- 
ciones que podían desembocar en violencia. Optó 
por la primera vía, pero aprovechó el impulso que 
le dio ser oficialmente la segunda fuerza electoral 
—-30.98% de los votos— para transformarse en 
partido: el Partido de la Revolución Democrática 
(PRD), fundado el 5 de mayo de 1989. De esta 
manera y por primera vez en la historia posrevo- 
lucionaria, a una elección realmente competida le 
siguió el afianzamiento de la oposición principal, 
lo que no había sucedido en 1929, 1940, 1946 y 
1952. De ahí a un cambio de régimen, sólo había 
un paso, paso que, sin embargo tardaría un par de 
sexenios más. 


Joaquín Hernández Galicia “la Quina”, es presentado ante las 
cámaras con armas decomisadas por la Procuraduría Federal de 
Justicia, 11 de enero del989. O Tomás Martínez / Cuartoscuro. 


EXPANSIÓN DEL NEOLIBERALISMO 
ECONÓMICO, ENDURECIMIENTO 
DEL PRESIDENCIALISMO Y CRISIS DEL 
AUTORITARISMO 


¿Ganar la presidencia desde la presidencia? 

Carlos Salinas reaccionó al desafío que implicó el 
cuestionamiento de su victoria con una “huida ha- 
cia delante”. Para reafirmar su autoridad, en 1989 
purgó de desleales a la estructura corporativa del 
PRI. Primero, y con ayuda del ejército, fraguó lo 
que fue tanto un castigo ejemplar a un enemigo 
como la reafirmación de su poder: la remoción y 
sustitución por incondicionales de la directiva del 
poderoso sindicato petrolero y la prisión de su lí- 
der: Joaquín Hernández Galicia, “La Quina”. En 
el caso de otro puntal del corporativismo priista, el 
Sindicato Nacional de Trabajadores de la Educación 
(sNTE), Salinas aprovechó una gran movilización en 
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contra del viejo y enfermo líder, Carlos Jonguitud 
Barrios, para sustituirlo por una incondicional for- 
mada en la misma escuela del dirigente en desgra- 
cia: Elba Esther Gordillo. 

Ante la existencia de una oposición dividida, 
Salinas buscó un entendimiento con la derecha, 
el PAN, y un endurecimiento frente a la izquierda, el 
PRD. En 1989, por primera vez en la historia posre- 
volucionaria de México, el gobierno reconoció un 
triunfo de la oposición en un estado con la llegada 
de un panista a la gubernatura de Baja California. 
Nada similar sucedería con el PRD, que posible- 
mente ganó Michoacán. Además, se dio el resta- 
blecimiento de relaciones con el Estado Vaticano 
en 1992 y una reforma a la Constitución —artícu- 
lo 130— que reconoció personalidad jurídica a las 
iglesias. Un resultado de estas decisiones fue que 
en el Congreso federal las principales políticas eco- 
nómicas neoliberales del Presidente contaron con 


el apoyo de la bancada panista y que la jerarquía 
católica se sumó al apoyo de lo que ya se conocía 
como “salinismo”. El conjunto de medidas econó- 
micas que se diseñaron a partir de la crisis de 1982 
para combatir los efectos del sobreendeudamiento 
externo y la dependencia de la exportación petro- 
lera tuvieron un rasgo común: todas partieron de 
la premisa dominante en las economías centrales: 
que la intervención pública en la esfera económi- 
ca había generado distorsiones e ineficiencias que 
obstaculizaban la modernización económica. La 


Décimo cuarta conferencia del Acuerdo General de Tarifas y Aranceles 
(GATT) celebrada en Ginebra, Suiza, 1 de diciembre de 1987. 


Colección particular. 


Páginas siguientes: Entrevista entre Girolamo Prigione, delegado 
apostólico del Vaticano, y el presidente de México, Carlos Salinas de 
Gortari, en los Pinos, 24 de noviembre de 1992. 

O Tomás Martínez / Cuartoscuro. 
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primera reforma de envergadura fue la liberaliza- 


ción comercial. En apoyo a la estrategia de control 
inflacionario se desmanteló el sistema de permisos 
y licencias de importación. Para 1986, cuando las 
autoridades mexicanas formalizaron su adhesión 
al Acuerdo General sobre Aranceles y Comercio 
(GATT), el proceso de liberalización comercial esta- 
ba en marcha. Sin embargo, el viraje definitivo de 
la política comercial se confirmó con el inicio de las 
negociaciones de un tratado comercial con Canadá 
y Estados Unidos en febrero de 1991. Llegar a un 
acuerdo entre las partes fue arduo, requirió un gran 
cabildeo mexicano en Estados Unidos, y culminó 
con la firma de un tratado trilateral para dar forma 
a un mercado de 360 millones de consumidores. 
Firmado a fines de 1993 y vigente a partir del 1 de 


Tercera reunión sobre el Tratado de Libre Comercio (TLC) realizada 
en Zacatecas: Carla Hills por EUA, Jaime Serra Puche por México y 
Michael Wilson por Canadá; 25 de diciembre de 1991. O Pedro 

Valtierra / Cuartoscuro. 


enero de 1994, el Tratado de Libre Comercio de 
América del Norte (TLCAN) comprometía a Estados 
Unidos, México y Canadá a reducir los aranceles y 
los controles cuantitativos con la finalidad de au- 
mentar los flujos comerciales en la región. Con ello 
México pretendió dar credibilidad a su política de 
liberalización comercial y asegurarse un lugar pri- 
vilegiado en el mercado norteamericano. 

Además de la reducción en las barreras co- 
merciales, el TLCAN exigía a sus socios reducir las 
restricciones a la inversión extranjera. Al igual 
que ocurrió con las importaciones, los primeros 
pasos en esta materia ya estaban dados con la fle- 
xibilización en la aplicación de la ley respectiva 
desde 1989. Ahora bien, el cambio definitivo en 
esta materia se concretó con la aprobación de una 
nueva ley en 1993 que garantizó la entrada de ca- 
pital foráneo a sectores que hasta entonces habían 
estado reservados, parcial o totalmente, a inver- 
sionistas nacionales, aunque se mantuvieron al- 
gunos enclaves, notablemente el del petróleo. La 
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el sector financiero, una de las últimas restriccio- 
nes al capital externo, se eliminó en 1998. 

La privatización de empresas públicas fue otra 
de las reformas que alentó el programa neoliberal. 
Desde 1982, la privatización fue un componen- 
te constante de los programas de ajuste pues se le 
consideraba esencial para reducir el déficit públi- 
co. No obstante, desde fines de los años ochenta 
una segunda ola de privatizaciones mostró que 
el objetivo final de sus promotores ya no era la 
corrección del déficit público sino el retiro defi- 
nitivo del estado de la actividad económica, bajo 
el supuesto que la eficiencia productiva estaba in- 
trínsecamente asociada al capital privado. En la 
segunda ola privatizadora destacaron la banca y 
la única compañía telefónica del país. Reafirma- 
da ya su autoridad política, en 1990 Salinas logró 
que el Congreso aprobara la reprivatización de la 
banca, pero sin devolverla a sus antiguos dueños 
sino entregándola a nuevos banqueros, sin expe- 
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riencia pero afines al presidente. Sin embargo, 
el caso política y económicamente más relevante 
fue el de Teléfonos de México (Telmex) que en 
1991 quedó en manos de Carlos Slim en calidad 
de monopolio temporal. Con el correr del tiempo, 
y teniendo como base a Telmex pero expandiendo 
sus actividades a varias otras arenas, Slim pasó de 
modesto empresario y luego “bolsero” acaudalado 
a ser, finalmente, el hombre más rico de México y 
cabeza de una de las mayores fortunas familiares 
del mundo. 

Las reformas al agro se iniciaron entonces con 
cambios al artículo 27 de la Constitución en 1991 
y continuaron en 1992 con la emisión de una nue- 
va ley agraria, lo que, en conjunto, implicó el fin 


Francisco Hernández Juárez, líder sindical de Teléfonos de México, 
Andrés Caso Lombardo, secretario de Comunicaciones y Transportes, 
Pedro Aspe Armella, secretario de Hacienda y Crédito Público, y 
Alfredo Baranda, director de TELMEX, en la entrega a Carlos Slim, de 
Teléfonos de México, 20 de diciembre de1990. O Tomás Martínez 
/ Cuartoscuro. 
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del reparto agrario. A partir del diagnóstico de que 
la baja productividad del campo estaba asociada a la 
forma de tenencia de la tierra, el gobierno eliminó 
las restricciones para la venta de terrenos ejidales 
con la expectativa de que eso impulsaría el mer- 
cado de tierras. A la par, se eliminaron tanto cré- 
ditos subsidiados por Banrural como los precios 
de garantía para muchos productos agrícolas, y se 
restringieron hasta su desaparición, en 1999, las 
actividades de la Compañía Nacional de Subsis- 
tencias Populares, Conasupo. Los apoyos a la co- 
mercialización fueron retomados con la creación 
del programa Apoyos y Servicios a la Comercia- 
lización Agropecuaria, que ya sólo benefició a los 
productores de maíz, trigo y sorgo de Sinaloa, So- 
nora y Tamaulipas. 

Además de los cambios al artículo 27 de la 
Constitución, otro elemento clave de la política 
agropecuaria de esos años fue la liberalización 
del comercio exterior de ese sector. Contempla- 
da en el TLCAN como una apertura gradual que 
extendería la desgravación arancelaria hasta el 
2008, el gobierno confió en transformar toda la 
estructura productiva del campo. De esta manera, 
con la doble intención de mitigar los efectos de 
la apertura comercial y de reorientar la produc- 
ción hacia cultivos exportables, se creó en 1993 el 
programa Procampo para financiar a los agricul- 
tores. Dos años después se dio forma a la Alianza 
para el Campo, cuya meta era capitalizar al sector 
para aumentar su competitividad y productivi- 
dad. Tanto el Procampo como la Alianza para el 
Campo lograron reducir los efectos negativos de 
la apertura comercial sobre la producción de cul- 
tivos básicos pero resultaron poco efectivos para 
impulsar, como estaba originalmente diseñado, 
una sustitución de la producción de maíz por la 
de frutas y hortalizas. De hecho, lejos de desplo- 
marse la producción de cultivos básicos aumentó, 
sobre todo la de maíz. 


Miembros de la comandancia general del Ejército Zapatista de 
Liberación Nacional (EZLN) encabezados por el subcomandante 
Marcos en la Convención Nacional Democrática, agosto de 1994. 
O Archivo Procesofoto. 
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El TLCAN y la continuación y en algunos casos 
la profundización de las reformas estructurales en 
materia de liberalización comercial y financiera, 
inversión extranjera, privatización y tenencia de 
la tierra, delinearon un nuevo modelo económico 
que consolidó la imagen internacional del presi- 
dente Salinas como gran reformador y moderni- 
zador, como “revolucionario pacífico” y modelo a 
seguir en los países del mundo periférico. 

La privatización de sus empresas, proporcionó 
temporalmente al gobierno recursos económicos 
suficientes para lanzar un gran programa de gasto 
social —el Programa Nacional de Solidaridad — 
que sirvió para organizar a centenares de miles de 
ciudadanos de los sectores populares en proyectos 
que incluían la construcción de caminos y drenaje, 
becas escolares y servicios médicos. Esa derrama de 
recursos palió durante un tiempo algunos de los 
efectos negativos de la mala situación económica 
y dio al Presidente una base social que, por mo- 
mentos, pareció convertirse en un movimiento al 
margen y por encima del PRI. Comentaristas de la 
época resumieron la situación como el exitoso pro- 
ceso de “ganar la presidencia desde la presidencia”. 

El presidencialismo mexicano pareció recupe- 
rar su fuerza y, por ende, también el régimen. No 
obstante, el último año del sexenio salinista so- 
metió a una dura prueba al sistema político mexi- 
cano de la cual ya no salió indemne. 


El neozapatismo como indicador del problema 
social 

La recuperación electoral del PRI en los comicios 
intermedios de 1991 fue un éxito para Salinas y, 
sobre todo, fue la preparación para la aceleración 
económica de 1994, cuando tendría lugar la si- 
guiente elección presidencial en la que Luis Do- 
naldo Colosio, un cercano colaborador de Salinas, 
sería el abanderado del PRI. Sin embargo, una se- 
rie de eventos tan inesperados como dramáticos 
interfirieron con este proyecto. El 1 de enero de 
1994 entró en vigor el TLCAN, pero México ama- 
neció con una noticia diferente dominando las 
pantallas de televisión: la de un levantamiento 


indígena armado en Chiapas. La irrupción del 
Ejército Zapatista de Liberación Nacional (EZLN) 
descuadró de inmediato la imagen ampliamente 
difundida por el gobierno, dentro y fuera del país, 
de un México que política y económicamente ¡iba 
camino de ingresar a una etapa superior de su de- 
sarrollo. Con el EZLN, la marginación, la injusticia 
y el rezago social acapararon las primeras planas de 
la prensa nacional e internacional; las bondades del 
modelo neoliberal a la mexicana fueron puestas en 
entredicho. 

Ante la aparición del EZLN la primera reacción 
del gobierno fue aplastarlo con el uso del ejérci- 
to. Sin embargo, una notable movilización social 
obligó a un rápido cambio de estrategia y puso el 
acento en la negociación. El 26 de enero, los can- 
didatos presidenciales firmaron un Acuerdo por la 
Paz y la Democracia que, entre otras cosas, pro- 
puso darle mayor autonomía al órgano electoral. 
Tres semanas más tarde, el 21 de febrero, se inicia- 
ron en la catedral de San Cristóbal de las Casas las 
negociaciones entre el gobierno y los rebeldes. La 
movilización nacional e internacional en apoyo a 
los indígenas insurgentes fue un elemento decisivo 
para que al año siguiente, en 1995, el Congreso 
de la Unión aprobara la Ley para el Diálogo, la 
Reconciliación y la Paz Digna en Chiapas. Sin 
embargo, en medio de las negociaciones y con 
el consentimiento del nuevo presidente, Ernesto 
Zedillo (1994-2000), el ejército efectuó una sor- 
presiva operación para capturar a la dirigencia del 
EZLN; la maniobra fracasó, ahondó la desconfianza 
de los insurgentes y volvió a prender las manifes- 
taciones en contra de una solución de fuerza a lo 
que a todas luces era un problema social. No obs- 
tante sus dificultades y contradicciones, el proceso 
evolucionó al punto de que en febrero de 1996 
se firmaron entre el gobierno y los insurgentes los 
llamados Acuerdos de San Andrés, que supusieron 
el reconocimiento jurídico de los pueblos indios 
y de su autonomía. Sin embargo, al final el pre- 


Luis Donaldo Colosio, 6 de marzo de1994. Archivo Fotográfico 
El Universal. 
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sidente Zedillo rechazó los términos del acuerdo 


alegando que ponían en peligro la unidad del país, 
y la solución a las demandas del EZLN se pospuso de 
manera indefinida. 


Asesinatos, quiebras y resquebrajaduras en la 
cúpula y elecciones 

Es necesario retroceder un poco en el tiempo para 
comprender la coyuntura en toda su amplitud. En 
marzo de 1994, el panorama político se complicó 
aún más cuando en Tijuana el candidato presiden- 
cial del PRI fue asesinado y debió ser sustituido por 
su coordinador de campaña, un tecnócrata que 
carecía de experiencia política: Ernesto Zedillo. 
Nunca se esclarecieron completamente el asesinato 
de Colosio ni el posterior del secretario general del 
PRI y ex cuñado de Salinas, Francisco Ruiz Mas- 


Ernesto Zedillo Ponce de León del PRI, Diego Fernández de Cevallos 
del PAN y Cuauhtémoc Cárdenas del PRD, candidatos a la presidencia 
para el periodo 1994-2000, 12 de mayo de 1994. 

O José Núñez / Cuartoscuro. 


sieu. Lo único claro fue que había crisis tanto en el 
interior como en el exterior del círculo del poder. 
Para detener la hemorragia de legitimidad, Salinas 
se vio obligado a llevar adelante una reforma políti- 
ca que ciudadanizó la dirección del Instituto Fede- 
ral Electoral (FE), lo que implicó que el gobierno 
dejó de ser juez y parte de las elecciones federales 
y aceptó poner la organización y vigilancia de éstas 
en manos de un grupo de consejeros ciudadanos, 
independientes de los partidos y del gobierno. 

Las elecciones de 1994, en las que Cárdenas 
volvió a ser el candidato de la izquierda y Diego 
Fernández de Cevallos el del Pan, fueron ganadas 
por el PRI pero con el mismo porcentaje de seis 
años atrás: Zedillo ganó por mayoría relativa pues 
sólo logró captar 48.7% del total de votos válidos. 
Todo indicaba ya que más pronto que tarde el PRI 
terminaría por ser derrotado. El PAN, por su parte, 
recuperó su posición de segunda fuerza electoral 
—25.9%— , en tanto que la izquierda apenas al- 
canzó 16.6%: la mitad de lo que se le había recono- 
cido seis años atrás. El final de lo que resultó ser un 
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pésimo año para el PRI y el régimen, se coronó con 
el inicio de una gran crisis económica, precipitada 
por la fuga del capital internacional especulativo. 
En 1995, Zedillo rompió con Salinas e incluso 
arrestó y puso en prisión al hermano de éste bajo el 
dudoso cargo de haber sido el autor intelectual 
del asesinato de su ex cuñado, José Francisco Ruiz 
Massieu. En el proceso salió a relucir la existencia 
de una gran fortuna —100 millones de dólares— 
en una cuenta en Suiza abierta por el hermano del 
ex presidente bajo una identidad falsa. 


La crisis de 1994-1995: el “error de diciembre” 
y el “efecto tequila” 

Las expectativas creadas por el proceso de reforma 
en los años ochenta y por la firma del TLCAN en 
1993, dieron un fuerte impulso a la entrada de 
capitales al país. Pero estos recursos se concentra- 
ron principalmente en inversiones de corto plazo, 
es decir, en instrumentos financieros y no en in- 
versión directa. El sistema financiero canalizó esos 
recursos más hacia créditos al consumo y menos 


a inversiones productivas. Al mismo tiempo, re- 
apareció un problema ya conocido: el déficit co- 
mercial, que alcanzó los 13 500 y 18 500 millones 
de dólares en 1993 y 1994, respectivamente. En 
lugar de corregir ese deterioro en las cuentas exter- 
nas con una devaluación, y para no afectar las elec- 
ciones presidenciales, las autoridades mantuvieron 
los niveles del tipo de cambio en una banda de 
fluctuación, emitieron instrumentos financieros 
denominados en dólares —tesobonos— y utiliza- 
ron las reservas del Banco de México para satisfa- 
cer la demanda de moneda extranjera. 

Así fue como durante el último año del go- 
bierno de Salinas fue gestándose una delicada 
situación financiera, pues las reservas de dólares 
tarde o temprano serían insuficientes para mante- 
ner el valor del peso y cumplir puntualmente con 


Reunión anual de la Asociación Mexicana de Bancos, entre otros: José 
María Córdoba Montoya, Oscar Espinoza Villarreal, José Francisco 
Ruiz Massieu, Carlos Salinas de Gortari y Pedro Aspe Armella, 24 de 
agosto de 1994. O Eloy Valtierra / Cuartoscuro. 
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el pago de los tesobonos cuyo monto a finales de 
diciembre superaba los 29 000 millones de dóla- 
res. Al inicio del gobierno de Zedillo se produjo el 
“error de diciembre”, así llamado por el mal ma- 
nejo del tipo de cambio que propició una fuga de 
capitales y la consecuente presión sobre el tipo de 
cambio. Con reservas internacionales casi agota- 
das, en unos pocos días la paridad pasó de 3.46 
a 5.70 pesos por dólar. Además, en los primeros 
meses de 1995 vencían los plazos de pago de otros 
instrumentos de deuda del gobierno y de bancos 
privados por un monto de 50000 millones de 
dólares. Con la finalidad de restaurar parte de la 
confianza perdida, el 28 de diciembre Guillermo 
Ortiz sustituyó a Jaime Serra Puche como titular 
de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y 
en las siguientes semanas el gobierno mexicano 
solicitó varias líneas de crédito a la comunidad 


Campesinos muertos en Aguas Blancas, municipio de Coyuca de 
Benítez, Gro., 28 de junio de 1995. O Esteban Barrientos / Archivo 
Procesofoto. 


financiera internacional, incluido el gobierno de 
Estados Unidos. 

El difícil panorama económico mexicano pro- 
vocó una reacción en cadena en otras economías 
emergentes que también enfrentaron una masiva 
fuga de capitales porque los inversionistas globales 
las consideraban igualmente vulnerables. El llama- 
do “efecto tequila” fue la repercusión más visible 
de la primera crisis financiera global, producto de 
la percepción de los inversionistas de que todas 
las economías similares a la mexicana enfrenta- 
ban los mismos problemas. Esta situación de pá- 
nico en los mercados internacionales de capital se 
repetiría durante la crisis del sudeste asiático —el 
“efecto dragón” en 1997—, de Rusia —el “efecto 
vodka” en 1998—, de Brasil —el “efecto samba” en 
1998-1999— y de Argentina —el “efecto tango” 
en 2001-2002. 

A principios de enero de 1995, el Congreso 
norteamericano se mostró renuente a la petición 
del presidente William Clinton de otorgar un cré- 
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dito a México por 40 000 millones de dólares sin 
antes revisar asuntos pendientes en la agenda bi- 
lateral, como migración y narcotráfico. A finales 
de ese mes, y para evitar mayores retrasos, Clinton 
utilizó las prerrogativas presidenciales para otorgar 
a México un préstamo hasta por 20 000 millones 
de dólares sin autorización del Congreso. Recur- 
sos adicionales del Fondo Monetario Internacio- 
nal y de otros organismos multilaterales también 
fueron aprobados, pero estuvieron disponibles a 
cuentagotas pues implicaban un difícil entramado 
de negociaciones sobre el cumplimiento de metas 
y compromisos sobre la conducción de la política 
económica mexicana. 

El paquete de rescate financiero finalmente lo- 
gró resolver la falta de liquidez de México, pero 
las medidas de ajuste condujeron a una fuerte 
recesión económica. Las cifras a finales de 1995 
revelaban la magnitud de la crisis: el crecimiento 
del PIB por persona cayó 7.8%, la tasa de inflación 
superó el 50%, la tasa de interés alcanzó 48% y el 
tipo de cambio cerró el año a 7.70 pesos por dólar. 
Más allá de las cifras, los efectos de la crisis fueron 
resentidos por las familias mexicanas que vieron 
caer sus ingresos —el salario mínimo real perdió 
más de 12%— y aumentar el desempleo, el cual 
llegó a 7.6% en agosto de 1995. 

No obstante lo espectacular del deterioro, la 
recuperación comenzó con relativa rapidez. Alen- 
tadas por el tipo de cambio las exportaciones se 
convirtieron en el motor de crecimiento de la 
economía. Superado el tropiezo inicial, el resto 
del sexenio de Zedillo la economía registró tasas 
de crecimiento positivas aunque con desequili- 
brios agudos entre sectores. 


El rescate bancario 

La crisis que estalló en diciembre de 1994 creó un 
panorama muy complicado para la banca recién 
privatizada, pues durante los dos años previos se 
había registrado un auge en el otorgamiento de 
créditos al consumo sin que se tomaran las pre- 
cauciones necesarias para evitar una situación de 
vulnerabilidad. El inesperado incremento en las 
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tasas de interés convirtió en impagables muchos 
de los préstamos bancarios. A lo largo de 1995 la 
cartera vencida creció al punto que prácticamen- 
te llevó a la bancarrota al sistema bancario. 

Con la finalidad de evitar el colapso del siste- 
ma financiero, el gobierno federal utilizó el Fon- 
do Bancario de Protección al Ahorro (Fobaproa) 
para evitar la quiebra generalizada del sistema. Esa 
operación de salvamento no tomó en cuenta, en- 
tre otros factores, que incluso después del estallido 
de la crisis muchos bancos actuaron de manera 
indebida y concedieron préstamos a empresas (al- 
gunas veces pertenecientes a los grupos financieros 
de los propios bancos) con baja capacidad de pago 
o de muy alto riesgo. Al no separar los préstamos 
bona fide de los que fueron producto de las accio- 
nes indebidas de los bancos, el costo del rescate 
fue muy elevado: superó los 500 000 millones de 
dólares, es decir, 40% del PIB de 1997. Por medio 
del Fobaproa el gobierno llevó a cabo el canje de 
la cartera vencida de los bancos por pagarés a 10 
años del Banco de México. En 1998, con la Ley 
de Protección al Ahorro Bancario, la totalidad de 
los pasivos del Fobaproa se convirtieron en deuda 
pública. Los críticos de esta medida señalaron que 
con ello no sólo se comprometieron los ingresos 
futuros para el pago de esta deuda sino que se en- 
cubrió a los banqueros que incurrieron en ilícitas 
políticas de crédito. Esta maniobra de conversión 
a deuda pública del rescate de los bancos privados 
creó una división más entre la izquierda y la dere- 
cha, pues en este punto el PAN apoyó al gobierno y 
el PRD se opuso. 


Violencia 

Junto y en parte como efecto de las dificultades 
económicas, la sociedad mexicana de fines del si- 
glo XX se vio sometida a las consecuencias de una 
ola criminal sólo comparable a las que en el pa- 
sado habían sido producto de las guerras civiles y 
la anarquía. Primero, la expresión más brutal de 
la capacidad e impunidad de las bandas crimina- 
les fue el secuestro al que, al cambiar el siglo, se 
añadirían las ejecuciones masivas producto de la 
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lucha entre organizaciones de narcotraficantes. En 
más de un caso, las ligas entre los delincuentes y 
la policía quedaron expuestas, pero la reorganiza- 
ción de los aparatos de policía y judiciales no es- 
tuvo nunca a la altura del problema. Hacia 1990, 
después de Colombia, México registró el índice 
más alto de secuestros en el mundo. Un punto 
culminante de este fenómeno fue el secuestro en 
1997 de quien fuera el principal operador de los 
servicios de inteligencia en México: Fernando 
Gutiérrez Barrios, ex secretario de Gobernación. 
La lucha entre bandas criminales desembocó en 
5 500 ejecuciones en 2008 y 6 500 en 2009. Para 
2010 la matanza se aceleraría. La sensación de in- 
seguridad dominó a la sociedad mexicana. 

En junio de 1995 tuvo lugar en Aguas Blan- 
cas el asesinato por la policía del estado de Gue- 
rrero de 17 campesinos que se dirigían a un mitin 


Agentes federales destruyen plantíos de marihuana, 1984. Colección 
particular. 


convocado por la oposición. La masacre puso de 
manifiesto lo mucho que aún faltaba por reco- 
rrer para que la lucha política mexicana se alejara 
del autoritarismo y la ilegalidad y se ajustara a 
los causes propios de un estado de derecho. En 
1996, en el primer aniversario de la matanza de 
Guerrero, apareció un nuevo grupo guerrillero 
—el Ejército Popular Revolucionario (EPR)— 
que justificó su existencia por la permanencia de 
situaciones de impunidad extrema como la de 
Aguas Blancas. El EPR refrendó su aparición con 
ataques a puestos policiacos y al ejército en el sur 
del país e incluso a instalaciones petroleras en el 
decenio siguiente. 

La tragedia que tuvo lugar el 22 de diciembre 
de 1997 en el pequeño y desventurado pueblo de 
Acteal, en Chiapas, se convirtió pronto en el sím- 
bolo de la problemática y las contradicciones del 
proceso político desatado por la rebelión indígena. 
Ese día, civiles armados entraron al poblado, cuyos 
habitantes eran considerados simpatizantes de los 
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neozapatistas, y durante varias horas procedieron 
a matar a sangre fría a 45 indígenas tzotziles des- 
armados —hombres, mujeres y niños— sin que la 
policía o el ejército, estacionados en las cercanías 
—literalmente, a tiro de piedra—, intervinieran. 
La protesta nacional e internacional no se hizo 
esperar y se denunció esa acción como parte de 
una estrategia contrainsurgente en que las autori- 
dades civiles y militares habían organizado cuer- 
pos paramilitares indígenas para lanzarlos contra 
la población que servía de base de apoyo al EZLN. 
Los funcionarios locales y federales, por su parte, 
negaron la existencia de tales planes y procedieron 
a arrestar a 70 implicados, pero sin llegar a iden- 
tificar a los responsables intelectuales del crimen. 
Al redactar estas líneas, casi 12 años después de la 
masacre, la justicia seguía sin descubrir a quienes 
organizaron y armaron a los asesinos y ordenaron 
la matanza. Por su parte, el grueso de los deteni- 
dos y sus familiares se consideraron meros chivos 
expiatorios y fueron liberados. 
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La agenda con Estados Unidos 
Para mediados de los años ochenta y principios 
de los noventa, la agenda de la relación de Méxi- 
co con Estados Unidos tenía en su centro el TL- 
CAN pero también tres temas de gran irritación, 
dos de ellos de difícil solución. Uno era externo: 
las guerras civiles en Centroamérica crearon una 
situación en la que México buscó siempre un 
arreglo negociado en tanto que Estados Unidos 
vio esa posición como interferencia con un pro- 
yecto que tenía como meta la victoria total sobre 
las fuerzas de izquierda. Los otros dos problemas 
eran el narcotráfico y la migración de mexicanos 
indocumentados a Estados Unidos. 

Desde la perspectiva del gobierno y de la so- 
ciedad mexicanas el desafío armado más impor- 


Misa y procesión realizadas en el duodécimo y noveno aniversario de 
la masacre de Acteal, municipio de Chenalhó, Chis. 

22 de diciembre de 2009. O Janet Schwartz / 

Jorge Dan López / Archivo Procesofoto. 
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tante del periodo no fue el de las guerrillas o del 
EZLN sino el del crimen organizado, y en particular 
el que representaba la actividad de los cárteles del 
narcotráfico. Debido a sus cuantiosos recursos, los 
narcotraficantes no sólo dispusieron de buen ar- 
mamento adquirido en Estados Unidos sino que 
pudieron corromper a los aparatos del estado en- 
cargados de su persecución o de plano ponerlos 
a su servicio. Ya desde mediados de 1985 había 
aparecido claramente el poder corruptor de las 
bandas de narcotraficantes cuando un agente de la 
Agencia Antinarcóticos de Estados Unidos (DEA) 
destacado en Guadalajara, Enrique Camarena, fue 
asesinado con la complicidad de agentes federales. 
Doce años más tarde, y después de una supuesta 
reorganización de los servicios policiacos y de in- 
teligencia mexicanos, el gobierno se volvió a tro- 
pezar con la misma piedra. En efecto, en 1997 se 
descubrió que nada menos que el encargado del 
Instituto Nacional para el Combate a las Drogas, 
el general Jesús Gutiérrez Rebollo, estaba al servi- 
cio de uno de los cárteles de narcotraficantes. De 
acuerdo con los datos oficiales, para entonces eran 
siete las agrupaciones de narcotraficantes que ope- 
raban en México al cambiar el siglo. Cuando entre 
2007 y 2008 el gobierno de Felipe Calderón lanzó 
la “Operación limpieza” de nuevo volvió a quedar 
al descubierto la complicidad de altos mandos de 
la Secretaría de Seguridad con los narcotraficantes. 
Por otro lado, el mercado de las drogas, que en 
un principio era básicamente el norteamericano, 
se había extendido al punto que el narcomenudeo 
dentro de México ya era significativo. Un proble- 
ma originado en Estados Unidos había terminado 
por convertirse en asunto plenamente mexicano. 
En el extremo opuesto estaba un problema 
mexicano que terminó por ser también norteame- 
ricano. En 1964 expiró el “Acuerdo bracero” sus- 
crito y renovado por México y Washington desde 
la segunda guerra mundial. Sin embargo, la de- 
manda de mano de obra mexicana no calificada 
en Estados Unidos, continuó. El resultado fue una 
corriente sistemática de trabajadores indocumen- 
tados mexicanos al país del norte, misma que las 


autoridades migratorias de ese país no pudieron ni 
necesariamente quisieron contener. 

Tras la desaceleración del crecimiento de la 
economía mexicana a partir de 1982, tanto la vi- 
gilancia norteamericana como la magnitud de la 
inmigración mexicana aumentaron pero sin que 
los gobiernos de los dos países pudieran llegar a 
un nuevo acuerdo al respecto. Para inicios del si- 
glo xxI se calculaba en medio millón el número 
de indocumentados mexicanos que anualmente 
lograban cruzar con éxito hacia Estados Unidos, 
empujados tanto por el desempleo como por el 
diferencial de salarios. En conjunto, las remesas 
que los mexicanos que trabajaban en el país del 
norte enviaban a sus lugares de origen, fluctuaron 
entre los 20 y 25 000 millones de dólares al año, 
aunque empezaron a bajar a raíz de la gran crisis 
económica que estalló en 2008. Las cifras disponi- 
bles permitían afirmar que al inicio del siglo xxI en 
Estados Unidos vivían más de 12 millones de per- 
sonas nacidas en México, de las cuales más de seis 
millones eran indocumentados. La búsqueda de 
un acuerdo para regular y controlar la migración 
se intentó varias veces, pero sin éxito. Para 2008, 
Estados Unidos construía un gran muro para ce- 
rrar parcialmente la frontera como solución, tam- 
bién parcial, al problema. 


AL FILO DEL CAMBIO DE SIGLO 


Las reglas del juego 
En 1997, en el marco de un IFE recompuesto, se 
llevaron a cabo las elecciones federales interme- 
dias y el resultado fue un revés para el partido del 
gobierno que tuvo implicaciones muy profundas. 
El nuevo IFE, al quitar de manos del gobierno el 
proceso electoral, rompió con las reglas prevalen- 
tes desde 1946. "También acabó con un principio 
de más de un siglo: la prohibición a la Suprema 
Corte de pronunciarse en materia electoral. 

En 1997, y por primera vez desde la creación 
del PNR-PRM-PRI, las urnas hicieron perder al parti- 
do oficial la mayoría en la Cámara de Diputados. 
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De esta manera, el presidente perdió el control de 
una parte importante del Congreso, situación que 
aunada al triunfo de Cárdenas como jefe de go- 
bierno de la ciudad de México y a la existencia de 
varios gobiernos estatales y municipales en poder 
de la oposición —sobre todo del PAN—, hicieron 
inoperante una de las reglas centrales en que se 
había basado el presidencialismo autoritario mexi- 
cano: la subordinación política de facto del Legis- 
lativo y de las autoridades estatales y capitalina al 
jefe del Poder Ejecutivo. 

La vulnerabilidad del partido del gobierno llevó 
a que de cara a las elecciones del año 2000, el PAN 
y el PRD iniciaran negociaciones para presentar un 
frente unido que asegurara la salida pacífica del PRI 
de Los Pinos, pues una oposición dividida podría 
reproducir el resultado electoral de 1994, es decir, 
una nueva victoria priista por la vía de una mayoría 
relativa. Finalmente no se materializó la alianza de 
la oposición de izquierda y derecha en aras de ase- 


gurar la transición democrática. La lucha tripartita 
quedó encabezada desde el partido del gobierno, 
por el ex gobernador y ex secretario de estado, Fran- 
cisco Labastida, que tuvo el apoyo del presidente 
Zedillo. Por el Pan, el candidato fue el neopanista y 
ex gobernador de Guanajuato, Vicente Fox. El PRD 
por tercera ocasión eligió como candidato a Cuauh- 
témoc Cárdenas. 

Desde el inicio las encuestas mostraron que la 
oposición más fuerte y con mucho era la panista. 
Fox, un desparpajado administrador de empresas 
—había estado al frente de la Coca Cola— resultó 
un buen candidato. Empleó con éxito un discurso 
simple y atractivo: si se sacaba al PRI de Los Pinos, 
la solución del grueso de los problemas nacionales 
—la mediocridad del crecimiento económico, la 
corrupción, la ineficiencia del aparato burocráti- 


Registro del pps ante el consejero del IFE, José Woldenberg, 
enero de 1997. Archivo IFE. 
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“TASAS DE CRECIMIENTO DEL PRODUCTO INTERNO BRUTO PER CÁPITA, 1993-2006 


Promedio anual 
EH-2a-1 
D-1120 
MW 0a1 
MW 22 
M2a3 


Fuente: elaboración propia con datos de Gerardo Esquivel Hernández, New Estimates of Gross State Product in Mexico, 1940-2000, documento de trabajo, 
México, El Colegio de México, 2002. Se actualizó la información con base en <1wW4.inegi.org.mx>. 


co, la desigualdad, la persistencia de la rebelión 
en Chiapas— se daría por añadidura. Fox consi- 
guió, como ningún otro opositor hasta entonces, 
el apoyo del sector empresarial y, en general, de 
los grupos conservadores no priistas pero, además, 
también recibió el voto de una parte de la izquier- 
da que deseaba aprovechar la coyuntura para echar 
abajo el monopolio de 71 años del PRI sobre el 
Poder Ejecutivo, el llamado *voto útil”. 

En 2000 México vivió una intensa campaña 
presidencial. Las plataformas de los dos principa- 
les contendientes, PRI y PAN, no fueron muy dife- 
rentes, pero al PRI ya le pesaba mucho su historia 
como el partido de un sistema autoritario, corrup- 
to y, desde 1982, incapaz de volver a encauzar el 
país por la senda del crecimiento económico. 

El 1FE desempeñó bien su encargo de organi- 
zar y vigilar unas elecciones presidenciales en las 


que disputaban el poder dos partidos sin grandes 
diferencias programáticas. Como fuese, por pri- 
mera vez en la historia del México independiente, 
el campo de la competencia estuvo relativamente 
nivelado y las reglas del juego aceptadas por to- 
dos los actores. El presidente Zedillo, consciente 
de lo precario de la legitimidad del sistema que 
encabezaba, ya no intentó imponer a como diera 
lugar la victoria de su candidato —Labastida— y 
las elecciones se desarrollaron dentro de la legali- 
dad. El cómputo oficial dio a Fox el triunfo con 
42.52% de la votación, Labastida obtuvo 36.10% 
y Cárdenas 16.64%. El 2 de agosto fue el Tribu- 
nal Electoral del Poder Judicial de la Federación 
(TEPJF) y no el Colegio Electoral de la Cámara de 
Diputados, de triste memoria, la instancia que ca- 
lificó la elección y otorgó al abanderado del PAN la 
constancia del triunfo. 
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La economía y el nuevo siglo 
México llegó al siglo xxI con una economía de 


nuevo en crecimiento pero de manera muy des- 
igual. La liberalización comercial iniciada en 1985 
y fortalecida con la firma del TLCAN aumentó con- 
siderablemente las exportaciones, sobre todo las 
no petroleras, mientras que otras reformas facili- 
taron la entrada de la inversión extranjera directa, 
sobre todo en la producción de manufacturas. No 
obstante, el crecimiento impulsado por las expor- 
taciones, materializado en un crecimiento pro- 
medio del PIB de 3.14% en el sexenio de Zedillo, 
distó mucho de ser espectacular (China crecía tres 
veces más aprisa) y menos homogéneo. Como lo 
muestra el siguiente mapa, los estados que más 
crecieron fueron los del norte y centro del país 
junto con Jalisco y Puebla, en tanto los del sur y 
sureste registraron tasas de crecimiento notoria- 
mente bajas. En conjunto estos resultados indi- 
caron que los efectos de arrastre derivados de la 
liberalización comercial fueron aprovechados por 
los estados o regiones que tenían una mejor posi- 


ción geográfica respecto a los mercados externos, 
una planta productiva ligada a sectores exportado- 
res o ambas cosas. La nueva configuración de una 
economía más abierta y con una menor interven- 
ción del Estado, acentuó el crecimiento regional 
desequilibrado y obligó a preguntarse si era nece- 
sario un TLCAN específico para el sur. En recono- 
cimiento de esta desigualdad regional, el gobierno 
del presidente Fox puso en práctica programas de 
apoyo focalizados, entre ellos el Plan Puebla-Pa- 
namá y el Programa Marcha hacia el Sur, pero con 
escasos resultados. Al escribir estas líneas, lograr la 
disminución de las diferencias económicas regio- 
nales mexicanas era tarea pendiente. 

El empuje de las exportaciones con el que se 
logró superar la recesión de 1995 y que continuó 
siendo el motor del crecimiento en los años si- 
guientes, resultó insuficiente para alcanzar niveles 


Andrés Manuel López Obrador presenta ante las cámaras de 
televisión un artículo donde menciona que el panista Diego 
Fernández de Cevallos votó a favor del Fobaproa, 

6 de marzo de 2000. O Cuartoscuro. 
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de crecimiento similares al de otras economías de 
igual nivel de desarrollo que México. En efecto, 
el crecimiento promedio anual del PIB per cápita 
entre 1985 y 2006 en América Latina, el sudes- 
te asiático y Estados Unidos fue de 1.20, 6.90 y 
1.93% respectivamente. ¿Qué factores contribuye- 
ron a que en términos de crecimiento la economía 
mexicana sólo alcanzara 1.13% en promedio anual 
en ese mismo periodo? Entre los factores que con- 
tribuyeron a resultado tan mediocre destacan tres. 
En primer lugar, el crédito otorgado por los bancos 
a empresas y familias se redujo 68% entre 1994 y 
2007. Esta contracción del crédito frenó la inver- 
sión privada —en particular en los sectores cuya 
producción estaba conectada al mercado interno y 
en la gran mayoría de pequeñas y medianas empre- 
sas— con lo que no sólo se limitó el crecimiento 
general sino también se afectó el empleo. Los ban- 
cos concentraron sus préstamos en clientes con una 
posición financiera sólida y no necesariamente en 
los más urgidos de recursos frescos para mantener 
o expandir operaciones. Desde el punto de vista de 
los bancos, las prácticas extremadamente cautelo- 
sas en el otorgamiento de créditos tenían su origen 
en los deficientes instrumentos legales para recupe- 
rar deudas de clientes incumplidos. No obstante, 
una explicación más consistente de las restricciones 
crediticias a partir de 1994 apunta a que como los 
bancos tenían aseguradas las utilidades de los bo- 
nos emitidos por el Fobaproa, y luego garantizados 
por el 1Pa5, el sistema bancario dejó de preocuparse 
por cumplir su tarea central: captar ahorro y cana- 
lizar estos recursos a los inversionistas. 

En segundo lugar, la caída en la inversión 
pública en infraestructura (carreteras, caminos, 
puertos, presas, electricidad, etc.), acentuada por 
la crisis de 1994-1995, influyó negativamente en 
el crecimiento de largo plazo del país. Si bien es 
cierto que desde los 1990 aumentaron los flujos 
de inversión extranjera directa, como resultado de 
los incentivos otorgados por el TLCAN y las refor- 
mas legales en esta materia, el efecto del colapso de 
la inversión pública no fue revertido con la llegada 
de capital foráneo. 


Un tercer factor que frenó el crecimiento fue 
el gasto en educación, que resultó insuficiente para 
incrementar el capital humano (es decir, el aumen- 
to de la capacidad productiva de los trabajadores 
como resultado de la educación). Los indicadores 
en este rubro muestran que a fines del siglo Xx se 
expandió la cobertura de educación en los nive- 
les básicos pero falló la ampliación del acceso a la 
educación media y superior. El rezago en la oferta 
educativa en estos niveles tuvo repercusiones sobre 
aquellos que carecían de la preparación para elevar 
su productividad y por lo tanto obtener empleos 
mejor remunerados. 


LA VIDA CULTURAL 
ENTRE EL FIN DEL SIGLO Y EL NUEVO MILENIO 


Todas las arenas en que se desarrolló ese proceso 
al que llamamos “alta cultura” tuvieron su equi- 
valente en el México de la época. De entrada, el 
mundo de las letras. En 1986 murió Juan Rulfo, 
autor de la mejor novela mexicana del siglo Xx: 
Pedro Páramo. La obra de otros autores ya con- 
sagrados y reconocidos, siguió adelante. En 1985 
Octavio Paz recibió el premio Alfonso Reyes y 
cinco años más tarde coronaría su carrera con el 
Premio Nobel de Literatura. Para entonces, Paz ya 
había escrito el grueso de su obra, pero aún apare- 
cerían algunos ensayos y poesía, como Árbol aden- 
tro, de 1987, año en que también salieron a la luz 
los tres volúmenes de México en la obra de Octavio 
Paz. El gran escritor murió, lleno de honores, en 
1998. Gabriel García Márquez, el Premio Nobel 
colombiano, mantuvo su residencia en México, lo 
que no dejó de tener efectos en el medio literario 
del país. Carlos Fuentes, el otro grande de las le- 
tras mexicanas, publicó en 1985 Gringo viejo, que 
sería llevada a la pantalla. En 2008, con motivo 
de sus 80 años, Fuentes fue objeto de grandes ho- 
menajes y para entonces su currículum se había 


Octavio Paz recibe el premio Nobel de Literatura de manos del rey 
Carl XVI, 10 de diciembre de 1990. O Reuters. 
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engrosado con numerosos premios y distinciones 
y su bibliografía con 14 nuevas obras. Sergio Pitol 
sumó a su obra una docena de títulos entre los que 
destacan El desfile del amor (1989) y El arte de la 
fuga (1996). En 1987 apareció Noticias del Imperio 
de Fernando del Paso, novela en la que superpuso 
planos y personajes para dar cuenta de la comple- 
jidad de la reconstrucción histórica. 

Al lado de los consagrados, nuevos autores de 
novelas y cuentos, con propuestas y temas renova- 
dores, aparecieron en el escenario de la literatura 
mexicana de fin de siglo. En 1985 Héctor Aguilar 
Camín publicó Morir en el Golfo, un drama de 
poder que se desarrolla en un medio dominado 
por un cacicazgo petrolero, una figura claramente 
inspirada en el entonces todopoderoso Joaquín 
Hernández Galicia, factótum del sindicato petro- 
lero, y en el que también se reconocen las figuras 
de Fernando Gutiérrez Barrios, cabeza de la po- 
licía política del régimen, y de Manuel Buendía, 
influyente periodista de la época. En La guerra de 
Galio Aguilar Camín continuó con una narrativa 
en la que se funden la realidad política y la lite- 
ratura. En Guerra en El Paraíso la narración de la 
realidad y no la ficción fue el enfoque elegido por 
Carlos Montemayor para exponer la lucha gue- 
rrillera encabezada por Lucio Cabañas. En 1991 
Juan Villoro, que había empezado a publicar des- 
de una docena de años atrás, lanzó El disparo de 
Argón, con una trama que se desarrolla en la ciu- 
dad de México teniendo como telón de fondo el 
lado macabro de su economía informal; pero sería 
en 2004, con Él testigo —de nuevo, una obra que 
refleja al país contemporáneo aunque con refe- 
rencias al México de las haciendas y la Revolu- 
ción—, cuando Villoro se coloca entre las nuevas 
figuras de las letras mexicanas. En El seductor de la 
patria (1999), Enrique Serna toma la inverosímil 
biografía de Antonio López de Santa Anna como 
excusa para recrear, con un innegable sentido del 
humor, la triste vida pública de un México que 
aún no llegaba a ser una nación. Una influencia 
notable en los círculos literarios fue el poeta y no- 
velista chileno Roberto Bolaño, quien retrató con 


gran maestría los claroscuros de la vida nocturna 
de la ciudad de México. 

Una generación aún más joven publicó sus pri- 
meras obras en los años noventa o al despuntar ya el 
nuevo milenio. Una lista mínima incluye a Mario 
Bellatin, Ricardo Chávez Castañeda, Álvaro Enri- 
gue, Guillermo Fadanelli, Mario González Suárez, 
Vicente E. Herrasti, Ignacio Padilla, Eduardo An- 
tonio Parra, Jaime Ramírez Garrido, Pablo Soler 
Erost, Jorge Volpi y Naief Yehya. Por sus temas y 
propuestas literarias estos narradores marcaron la 
pauta literaria de principios del siglo xx. 

Las novelas y cuentos escritos por mujeres se 
multiplicaron en el periodo que cubre este capítulo. 
Elena Poniatowska, con una trayectoria consolida- 
da, combinó su producción literaria con un gran 
activismo político de izquierda. Una generación 
más joven destacó por acompañar su producción 
no sólo de gran calidad sino también de perspec- 
tivas narrativas altamente innovadoras. En Arrán- 
came la vida (1985), Ángeles Mastretta toma la 
Puebla de Maximino Ávila Camacho —la de los 
años treinta— como el entorno para desarrollar 
los temas del poder y la corrupción, la opresión 
de las mujeres y las posibilidades y consecuencias 
de su resistencia a esa condición. En 1988, Laura 
Esquivel publicó Como agua para chocolate, que 
tuvo una entusiasta respuesta de los lectores al 
combinar, en el México de inicios del siglo Xx, un 
amor tan intenso como frustrado con la magia y 
los olores y sabores de la comida regional. Como 
Mastretta, Esquivel vio cómo su obra llegaba a un 
público mucho más amplio cuando fue llevada al 
cine. La recreación narrativa del pasado fue una 
perspectiva compartida por las novelas La fami- 
lia vino del norte (1987) de Silvia Molina y La 
corte de los ilusos de Rosa Beltrán. A las autoras 
ya mencionadas deben sumarse, entre otras Car- 
men Boullosa, Ana García Bergua, Anamari Go- 
mís, Bárbara Jacobs, Angelina Muñiz-Huberman, 
María Luisa Puga y Carmen Villoro, quienes en- 
riquecen la literatura mexicana por derecho pro- 
pio pues la calidad es el común denominador de 
todas sus obras. 
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Para 1985 Carlos Monsiváis, que se había dado 
a conocer desde 1970 como el gran cronista e in- 
térprete de la vida política y cultural de México en 
Días de guardar, ya había publicado un sinnúmero 
de ensayos y otros cinco libros. En ese año apare- 
cieron Conferencias y El poder de la imagen y la ima- 
gen del poder. Fotografías de prensa del porfiriato a 
la época actual; desde entonces y hasta 20009, la bi- 
bliografía de Monsiváis se acrecentó con 29 títulos 
más y un torrente de artículos que no daba señales 
de amainar. Cada semana, en diarios y revistas, en 
presentaciones de libros y conferencias, Monsiváis 
se convirtió en parte indispensable y anticipada de 
la interpretación de los procesos políticos y cultu- 


Héctor Aguilar Camín, Luis Cardoza y Aragón, Carlos Monsiváis, 
Julio Scherer y Francisco Toledo, ca. 1988. O Cuartoscuro. 


Páginas siguientes: Presentación de la Orquesta Sinfónica de Xalapa 
con su director titular Carlos Miguel Prieto, 27 de junio de 2005, 
O Carlos Tischler / Archivo Procesofoto. 


rales del país. Gracias al afán coleccionista de este 
autor, se abrió en el centro de la capital el Museo 
del Estanquillo, dedicado a temas sustantivos de 
la cultura popular urbana. A mediados de 2010 el 
fallecimiento de este inclasificable intelectual dejó 
al país sin uno de sus más agudos observadores y 
singulares críticos. José Joaquín Blanco con Calles 
como incendios, publicada en 1985, mostró ser uno 
de los más destacados ensayistas de su tiempo, ta- 
rea que compartió con Adolfo Castañón, Christo- 
pher Domínguez, Evodio Escalante y José Emilio 
Pacheco. 

En 1985, el poeta Jaime Sabines recibió el Pre- 
mio Nacional de Ciencias y Artes y en 1994 la me- 
dalla Belisario Domínguez. Con Sabines, un reci- 
tal de poesía llegó a convertirse en un espectáculo 
de masas, pues el autor chiapaneco, con el sentido 
vehemente, sensual e informal de una poesía cen- 
trada en la experiencia personal, hizo que el lector 
común —mexicano y extranjero— no encontrara 
barreras para identificarse con su contenido; Sabi- 
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nes murió en 1999. José Emilio Pacheco, otro de 
los grandes poetas del periodo, siguió publicando 
y en 2003 recibió el Premio Octavio Paz y dos 
años más tarde el García Lorca; para entonces ya 
había acumulado más de media docena de reco- 
nocimientos de ese tipo. Afortunadamente, desde 
1985 la poesía ha tenido exponentes de primer or- 
den que imprimen al género un dinamismo muy 
alentador. Luis Miguel Aguilar, Efraín Bartolomé, 
Alberto Blanco, Coral Bracho, Ricardo Castillo, 
Elsa Cross, Antonio del Toro, Kyra Galván, David 
Huerta, Eduardo Hurtado, Jaime Reyes, José Luis 
Rivas y Silvia Tomasa Rivera forman parte de una 
nueva generación de poetas que se proyecta con 
gran fuerza a principios del siglo XxI. 


Guillermo del Toro, Alfonso Cuarón y Alejandro González Iñárritu 
en la entrega de los Arieles los directores mexicanos, 20 de marzo de 


2007. Archivo Fotográfico El Universal. 


Páginas siguientes: Zócalo de la Ciudad de México, 2007. O 
Spencer Tunic / La Jornada. 


Para finales del siglo xx, el teatro mexicano 
tenía ya una raíz honda y dramaturgos como Ro- 
dolfo Usigli, Salvador Novo o Emilio Carballido, 
entre muchos otros, se habían encargado de ello. 
Carballido, en el periodo aquí examinado, publi- 
có Rosa de dos aromas (1986) y en 1996 recibió el 
Premio Nacional de Literatura; murió en 2008. 
De entre otros de los ya para entonces consagra- 
dos, destacan: Hugo Argúelles, con siete obras 
más entre 1986 y la fecha de su muerte en 2003; 
Vicente Leñero —un ingeniero civil convertido 
en hombre de letras—, con una decena de obras 
—libros y guiones— posteriores a 1985; Víctor 
Hugo Rascón Banda fue uno de los mejores re- 
presentantes de la nueva dramaturgia mexicana, 
como se le reconoció al morir en el 2008; Hugo 
Hiriart es otro de ellos, lo mismo que Sabina Ber- 
man, exploradora de la visión y versión femeninas 
de un mundo aún dominado por los hombres. 

El mundo literario no se redujo a los libros; 
las revistas le resultaban indispensables. En la épo- 
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ca bajo estudio, aparecieron y desaparecieron 
muchas publicaciones periódicas pero los títulos 
dominantes fueron un puñado. En 1976, bajo la 
tutela de Octavio Paz, surgió Vuelta, que terminó 
con la muerte de su fundador, pero tuvo como su- 
cesora inmediata a Letras Libres, bajo la dirección 
de Enrique Krauze. Desde una perspectiva ligera- 
mente distinta, menos conservadora, se mantiene 
Nexos, revista fundada en 1978. La Revista de la 
Universidad de México, editada por la UNAM, per- 
manece como otro de los pilares de la alta cultura 
mexicana, lo mismo que las revistas de las univer- 
sidades de los estados. 

En el último cuarto de siglo se consolidaron 
varios esfuerzos para la difusión de la producción 
editorial. La Feria Internacional del Libro de Gua- 
dalajara se convirtió en el acontecimiento más 
importante del intercambio de publicaciones en 
español en el mundo y un evento nacional de pri- 
mer orden. Una trayectoria similar siguió la Feria 
Internacional del Libro del Palacio de Minería, 
auspiciada por la UNAM. Otras ciudades que tam- 
bién emprendieron esfuerzos por la organización 
de ferias de libros fueron Monterrey y León con 
gran éxito y perspectivas de crecimiento. 

En 1991 murió el pintor Rufino Tamayo; 
con su desaparición, los “grandes de la pintura 
mexicana” se convirtieron definitivamente en 
historia, pero su crítico, José Luis Cuevas, siguió 
activo, polémico y exponiendo su obra en el es- 
cenario internacional. En 1992 se inauguró en 
el centro de la ciudad de México un museo que 
lleva el nombre del artista y donde se reúne parte 
de su obra. En 2006 murió Juan Soriano, otra 
de las figuras clave de la plástica mexicana pos- 
revolucionaria, a quien Poniatowska retrató es- 
tupendamente en Juan Soriano, niño de mil años 
(1998). Francisco Toledo vive en estos años la 
plenitud de su capacidad creadora, que mezcla 
con gran maestría una modernidad adquirida en 
las escuelas de la capital mexicana y en Europa 
con los temas prehispánicos y fantásticos de su 
natal Oaxaca. El Museo de Arte Contemporáneo 
de Oaxaca inaugurado en 1992 es una de las va- 
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rias instituciones artísticas oaxaqueñas a las que 
Toledo ha dado vida y razón de ser. 

Suman cientos las exposiciones colectivas e 
individuales presentadas en museos y recintos cul- 
turales del país desde 1985. El auspicio de estas 
actividades contó con la colaboración creciente 
de fundaciones privadas y apoyos de individuos 
y empresas cuyo patrocinio resultó fundamental 
en tiempos de dificultades económicas. Asimismo, 
debe destacarse la aparición de museos e institu- 
ciones privadas dedicadas a la difusión cultural, 
entre otros, el Museo Franz Mayer (1991) y el 
Museo Soumaya (2004) en la ciudad de México; 
el Museo de Arte Contemporáneo, Marco (1991), 
en Monterrey; el Museo Amparo (1991) en la ciu- 
dad de Puebla, y la Fundación/Colección Jumex 
(1995) en el Estado de México. A finales de 2008 
el acervo institucional público se enriqueció con 
la inauguración del Museo Universitario de Arte 
Contemporáneo en Ciudad Universitaria. 

Para 1980, el cine mexicano había dejado 
atrás la llamada “edad de oro” y se había con- 
vertido, artísticamente hablando, en una activi- 
dad irrelevante. Sin embargo, poco a poco, y en 
medio de una gran penuria económica y grandes 
obstáculos para su exhibición, fue produciendo 
de nuevo obras de gran calidad. En 1989 se exhi- 
bió Rojo amanecer, obra en la que su director, Jor- 
ge Fons, recreó por medio de una familia de clase 
media, uno de los momentos cumbre del autori- 
tarismo mexicano: la masacre del 2 de octubre de 
1968. En 1991 se estrenaron La tarea, de Jaime 
Humberto Hermosillo —quien, con una trein- 
tena de obras en su haber, es considerado parte 
del “nuevo cine mexicano”—, Danzón, de María 
Novaro, y Sólo con tu pareja, de Alfonso Cuarón. 
Todo ello marcó la superación de la crisis del cine 
mexicano. En 1999 se estrenó una sofisticada co- 
media de enredos amorosos de Antonio Serrano, 
Sexo, pudor y lágrimas, y al año siguiente apare- 
cieron tres obras que se hicieron notar: Amores 
perros, de Alejandro González Iñárritu, Todo el 
poder, de Fernando Sariñana, y La ley de Herodes, 
de Luis Estrada, que tuvo que sortear un intento 
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de censura, ya que abordaba la corrupción del 
sistema político priista que estaba por terminar. 
Con El crimen del padre Amaro, de Carlos Ca- 
rrera, basada en una obra de Eqa de Queirós, se 
pudo superar también la oposición de la iglesia 
católica a que el cine mexicano abordara temas 
desagradables para esa institución. En 2001 Y 
tu mamá también, de Alfonso Cuarón, ganó tres 
premios en el Festival Internacional de Cine de 
Venecia. Al iniciarse el siglo XxI, un grupo de ci- 
neastas mexicanos ya se habían establecido como 
directores internacionales reconocidos, trabajan- 
do en el extranjero y capaces de abordar temas 
ajenos. Ese fue el caso, entre otros, de Alejandro 
González Iñárritu con 21 gramos (2003) y Babel 
(2006); de Guillermo del Toro con £l laberinto 
del fauno (2006), o de Luis Mandoki con Vaces 
inocentes (2004), y Alfonso Cuarón con Harry 
Potter y el prisionero de Azkaban (2004). 

La música y la danza siguieron dependiendo 
de los apoyos institucionales. El Conservatorio 
Nacional mantuvo sus actividades hasta con- 
tar con 17 licenciaturas. La Orquesta Sinfónica 
Nacional, fundada en 1928, conservó calidad y 
dinamismo. La UNAM fue uno de los centros na- 
turales más importantes de estas actividades con 
su Escuela Nacional de Música, sus varias orques- 
tas y salas de concierto. Destacó también la la- 
bor musical de la Orquesta Sinfónica de Xalapa. 
Directores como Eduardo Mata, Fernando Loza- 
no, Enrique Arturo Diemecke y Carlos Miguel 
Prieto, se movieron con entera familiaridad lo 
mismo en escenarios de México que de Estados 
Unidos, América Latina y Europa. Como en las 
otras artes, en la danza, la Revolución mexicana 
tuvo una influencia directa, pero a partir de los 
años setenta se despegó de ese pasado ligado al 
gran movimiento social y volvió la mirada a un 
mundo más urbano, moderno y cotidiano. Las 
estructuras institucionales como el INBA o las uni- 
versidades fueron el núcleo duro de la actividad 
dancística que, por otra parte, vio multiplicarse 
las compañías y el esfuerzo por la experimentación 
con sus referencias internacionales. Gloria Contre- 


ras, después de tres lustros, regresó a México en los 
setenta y en la UNAM fundó el Taller Coreográfico, 
semillero de coreógrafos y bailarines, y en 2005 re- 
cibió el Premio Nacional de Ciencias y Artes. 

En un intento por coordinar mejor las activi- 
dades culturales y evitar con ello la duplicación de 
esfuerzos institucionales y presupuestales, en 1988 
se creó el Consejo Nacional para la Cultura y las 
Artes (Conaculta). Desde entonces, esta institu- 
ción se propuso ser el eje rector de la política cultu- 
ral del gobierno aunque no siempre con el resulta- 
do deseado. Entre sus logros pueden destacarse la 
creación de una muy necesaria red de librerías en el 
país y de fondos estatales para la difusión cultural. 
Sin embargo, Conaculta cayó en la centralización 
administrativa que tanto aquejó a otras áreas del 
quehacer público. En Coahuila, Michoacán y San 
Luis Potosí se aprobaron leyes para reforzar la par- 
ticipación social en el diseño de políticas culturales 
y la promoción de la educación artística. 

A partir de 1989, el Fondo Nacional para la 
Cultura y las Artes (Fonca) institucionalizó la ca- 
nalización de fondos a proyectos artísticos indivi- 
duales y colectivos, independizando el patrocinio 
de la discrecionalidad de los funcionarios. Las 
becas del Fonca resultaron ser un estímulo esen- 
cial para muchos artistas, aunque no faltaron las 
demandas de mayores apoyos financieros para dar 
vida a actividades culturales que lograran tener 
impacto en la vida cotidiana de los mexicanos. 

En el periodo de análisis, los libros, las revistas 
especializadas y la prensa escrita de opinión fue- 
ron adquiridos por una minoría. Las cifras de 2006 
arrojaron que, en promedio, había una librería por 
cada 72 272 habitantes, que el mexicano leía 2.9 
libros por año y que el 58% no examinaba nin- 
gún diario. Un efecto de la poca lectura fue que 
la cultura popular mantuvo en un lugar privilegia- 
do a la televisión comercial (forma dominante de 
ocupar el tiempo libre en un país en el cual 90.5% 
de los hogares contaban con televisor en 2005), es 
decir, a un monopolio hasta 1993 y a un duopo- 
lio a partir de entonces, formado por Televisa —la 
cadena dominante— y Televisión Azteca. La radio 
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comercial experimentó cambios; uno muy notable 


fue la explosión de noticieros y mesas de análisis 
político, en los que se materializó la pluralidad au- 
sente en la televisión. Por otra parte, la radio y la 
televisión públicas en la capital y en los estados am- 
pliaron su presencia pero no superaron su carácter 
marginal. Las telenovelas, los programas de deportes 
—donde dominó el futbol—, los de espectáculos, 
la telerrealidad (reality shows) y en menor medida 
los noticieros, fueron los principales forjadores y 
diseminadores de entretenimiento, valores e ideas 
del mundo de los grupos mayoritarios. 

La cultura popular fue predominantemente 
urbana, sin embargo, en la música sobrevivió y 
prosperó un género con una fuerte raíz en el pa- 
sado rural: los corridos. Grupos como Los Tigres 
del Norte o Los Cadetes de Linares, creadores y 
popularizadores de ese tipo de música, dieron ex- 
presión a formas de interpretar no sólo los eternos 


temas amorosos sino también otros de índole so- 
cial —incluidos los de la llamada “sociedad nar- 
ca”— ante auditorios masivos que comprendían e 
incluso se identificaban con esas expresiones. Des- 
de mediados de los ochenta el rock en español, 
con contenidos propios, algunos críticos, atrajo 
auditorios masivos aunque siguieron existiendo 
los grupos alternativos, con un público más redu- 
cido, centraron su producción en el punk. En los 
años noventa las disqueras comerciales abrieron 
algunos espacios a las propuestas nacionales se- 
guidoras del movimiento ¿ndie, pero al final de la 
década dichos proyectos se cancelaron al no alcan- 
zar la difusión masiva. En el jazz, El Arcano y el 


Los Tigres del Norte durante un concierto en Madrid, 15 de octubre 
de 2007. O Juan Carlos Rojas / Archivo Procesofoto. 


Páginas siguientes: Vicente Fox protesta como presidente de la República, 
1 de diciembre de 2000. O Octavio Gómez / Archivo Procesofoto. 
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Zinco, en la ciudad de México, se convirtieron en 
foros que alentaron proyectos musicales de todo 
orden y sin el cual no se entendería el desarrollo 


del género en esos años. A su regreso de Estados 
Unidos, muchos de los jóvenes migrantes trajeron 
consigo el hip-hop, ritmo que extendió su influen- 
cia a prácticamente todo el país. 

Si en 1985 internet y la telefonía celular aún 
estaban confinados a los grupos de altos ingresos, 
para el primer decenio del siglo xxI su uso ya se 
había extendido: en 2005 había 17 usuarios de in- 
ternet y 44 de teléfono móvil por cada 100 habi- 
tantes. Como nunca antes, la cultura popular tuvo 
elementos de la globalidad, lo que no significó 
pérdida de su contenido nacional y menos local. 


Vicente Fox, Francisco Labastida y Cuauhtémoc Cárdenas, 
candidatos a la Presidencia de la República se preparan para su 
debate público, 23 de mayo de 2000. O Benjamín Flores / Archivo 
Procesofoto. 


Enfrente: Comandante Esther del EZLN en su presentación ante 
el Congreso de la Unión, 27 de marzo de 2001. O Pedro Mera / 
Cuartoscuro. 


PRESENTE Y FUTURO: 
MÉXICO EN EL SIGLO XXI 


El dominio del factor político 

Con la victoria de la oposición panista, México 
entró en un contexto inédito: por primera vez en 
su historia política la oposición pudo desplazar 
pacíficamente al partido en el poder. Ese hecho 
equivalía no sólo a una alternancia en el poder 
sino también a un cambio de régimen. Del pre- 
sidencialismo autoritario el país pasaba al plura- 
lismo democrático. Sin embargo, hubo otra no- 
vedad cuyos efectos serían más problemáticos: el 
nuevo presidente debería llevar a cabo su tarea sin 
tener mayoría en el Congreso y por tanto estaría 
obligado a negociar con una mayoría de legislado- 
res y gobernadores de la oposición. Para el nuevo 
grupo en el poder, la tarea de encabezar un gobier- 
no dividido pareció representar un problema se- 
rio pero no imposible de resolver, pues el cambio 
había significado un aumento de legitimidad de 
la presidencia y de toda la estructura de autori- 
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dad —el llamado “bono democrático”—, lo que, 
supusieron, proveería la energía política y social 
para remontar los obstáculos que pudieran poner 
la oposición y las inercias. De todas formas, ha- 
bía una gran interrogante que se abrió a finales 
del año 2000: a falta de un gran pacto, ¿con qué 
fuerzas y bajo qué condiciones se podría armar la 
coalición que permitiera evitar la parálisis legis- 
lativa y lograr la aprobación de las iniciativas del 
presidente en el Congreso? 

El optimismo fue entonces la nota dominante 
entre la opinión pública nacional e internacional 
interesada en México, pues por fin el vecino sureño 
de Estados Unidos se integraba a la llamada “tercera 
ola” democrática. El PRI, aunque cimbrado hasta 
sus cimientos por la derrota, se preparó para so- 
brevivir como la primera minoría en la Cámara 
de Diputados y como la mayoría en los gobiernos 
estatales y municipales. 

El hecho de que el candidato ganador se iden- 
tificara abiertamente con la economía de mercado 
y con las posiciones adoptadas por Estados Uni- 
dos, hizo que el cambio de régimen no repercutiera 
negativamente en la economía; al contrario, 2000 
concluyó con un aumento de 5.19% del PIB. Sin em- 
bargo, y justamente por la dependencia económica 
del mercado norteamericano, al año siguiente, el 
primero de la democracia formal, la caída de PIB 
fue espectacular: —1.1%. Fue resultado directo de 
la recesión en que entonces entró la economía 
de Estados Unidos, mercado en el que Méxi- 
co colocaba 90% de sus exportaciones. Al final, el 
promedio sexenal de crecimiento bruto resultaría 
de apenas un modestísimo 1.4%, lo que no faci- 
litaría el complejo proceso de consolidar la demo- 
cracia en un país de tradiciones diferentes. 


Comienzan los problemas 

La supuesta facilidad para que, una vez que el PRI 
fuera expulsado de Los Pinos, se operara el cambio 
en las principales variables políticas y económicas, 


Marcha de campesinos de San Salvador Atenco por la defensa de la 
tierra y contra la construcción del aeropuerto, 21 de marzo de 2002. 
O Rodolfo Zepeda / Archivo Procesofoto. 
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pronto se topó con una realidad dominada por el 
enorme peso de las inercias, por la falta de acuerdos 
fundamentales entre los actores relevantes y por los 
intereses del pasado. Por ejemplo, en su campaña, 
Fox había prometido solucionar “en 15 minutos” 
la rebelión indígena en Chiapas. No fue el caso. 
El 24 de febrero de 2001 y al calor del cambio, 
una comisión del neozapatismo encabezada por el 
subcomandante Marcos decidió salir de sus mon- 
tañas. Pese a las presiones para que impidiera el 
desplazamiento, el nuevo presidente no intentó 
obstaculizarlo sino todo lo contrario. Tras un es- 
pectacular recorrido por varios estados, una de las 
representantes de los rebeldes —la comandante 
Esther— logró ser recibida en el Congreso de la 
Unión para exponer directamente las razones por 
las que su movimiento exigía el cumplimiento de 
los Acuerdos de San Andrés en materia de legisla- 
ción indígena —regirse por sus usos y costumbres 
y ejercer la propiedad colectiva de los recursos na- 
turales de su zona— que habían sido rechazados 
por el gobierno anterior. Ese cumplimiento reque- 
ría un cambio constitucional que reconociera a las 
comunidades indígenas como corporaciones autó- 
nomas. Sin embargo, semanas después, en abril, 
una amplia coalición PAN-PRI con elementos del 
PRD se opuso a esa autonomía y en julio se aprobó 
una reforma al artículo segundo de la Constitución 
—su reglamentación quedó pendiente— relativa a 
los derechos indígenas, pero sin dar forma a la base 
territorial autónoma exigida por los rebeldes y por 
muchos otros grupos en municipios con mayoría 
indígena. Un indicador de esa insatisfacción fue 
la presentación ante la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación de más de 300 controversias consti- 
tucionales. La ausencia de diálogo entre los neo- 
zapatistas y el gobierno se mantuvo a lo largo del 
sexenio de Fox e incluso después, aunque en 2006, 
y aprovechando el ambiente creado por la campa- 
ña presidencial, el subcomandante Marcos volvió 
a salir de Chiapas y a recorrer el país en lo que se 
llamó “la otra campaña”: una movilización cuyo 
propósito era volver a intentar echar las bases de 
una “democracia desde abajo” y en la que el papel 
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del neozapatismo fuera central. Al final los rebeldes 
siguieron confinados en su territorio original. 

Los insurgentes chiapanecos no fueron el úni- 
co problema que enfrentó el gobierno en materia 
de resistencia popular. El proyecto presidencial 
de construir un nuevo aeropuerto para la ciudad 
de México, anunciado como la obra pública más 
importante del sexenio —su costo sería de 1 800 
millones de dólares, de los cuales 75% sería capital 
privado—, se inició en octubre de 2001 con la ex- 
propiación de 5 376 hectáreas en los municipios 
de Atenco, Texcoco y Chimalhuacán, en el Estado 
de México. Sin embargo, hasta ahí llegó el proyec- 
to, pues la movilización intensa de las comunidades 
ejidales de Atenco en defensa de sus tierras des- 
embocó en choques violentos con la policía en 
julio de 2002 e hicieron que el gobierno federal 
se enfrentara al dilema represión al viejo estilo o 
abandono del proyecto. Finalmente optó por esto 
último, lo que le valió una dura crítica del sector 
empresarial por no imponerse a los atenquenses 
—a quienes se pretendía indemnizar con la irri- 
soria suma de entre 0.70 y 2.2 dólares por metro 
cuadrado— y hacer valer el estado de derecho. Al 
final no habría nuevo aeropuerto sino ampliación 
del ya existente, pero sí habría represión, pues en 
2006 vino la revancha de la autoridad, pues por 
una razón bastante secundaría —un desacuerdo 
sobre permisos para vendedores ambulantes— el 
choque revivió y esta vez las policías federal y del 
Estado de México la emprendieron con ferocidad 
contra los atenquenses, para concluir con largas 
condenas de prisión a sus principales dirigentes. 
A principios de 2009 la Suprema Corte declaró 
que en la represión en Atenco se habían violado 
los derechos humanos de sus habitantes, aunque 
inexplicablemente se abstuvo de identificar a las 
autoridades responsables. En 2010 los detenidos 
de Atenco fueron liberados. 

La reforma de un sistema fiscal que apenas le 
daba al gobierno recursos equivalentes a 11% del 
PIB era una necesidad percibida por todos los es- 
pecialistas desde los años sesenta, pero imposible 
de lograr por la presión de los intereses creados. 


En 2001 Fox mandó al Congreso una iniciativa al 
respecto. Su punto fundamental era la eliminación 
de la exención del IVA a medicinas y alimentos. La 
oposición del PRI y el PRD a ese tipo de impuesto 
por su naturaleza regresiva, hizo que el intento de 
reforma resultara inviable. En noviembre de 2003, 
y suponiendo asegurada una negociación con el 
PRI por vía de Elba Esther Gordillo, lideresa del 
poderoso sindicato de maestros y persona muy 
cercana al presidente, el gobierno volvió a fraca- 
sar y Gordillo perdió su puesto de coordinadora 
de la bancada priista, lo que finalmente la llevó a 
alejarse de ese partido. Un aumento en los ingre- 
sos por las exportaciones petroleras en la segunda 
mitad del sexenio permitió finalmente al gobierno 
de Fox disponer de los recursos que la frustrada 
reforma fiscal le negó. 

En las áreas de petróleo y electricidad la 
propiedad pública seguía dominando, pero el 
gobierno federal intentó llevar adelante la polí- 
tica de privatización iniciada por Miguel de la 
Madrid e intensificada en los gobiernos priistas 
posteriores. Sin embargo, la resistencia que en- 
contró Fox en este campo por parte del PRD, y en 
menor medida del propio PRI, resultó mayor de 
lo que esperaba. Pese a todo, el proceso de privati- 
zación siguió adelante pero con lentitud: el capital 
privado fue admitido en la generación de electri- - 
cidad, que luego es vendida a la Comisión Federal 
de Electricidad (CFE) y en los llamados “contratos 
de servicios múltiples” para la extracción de gas en 
el norte del país. Al concluir 2006, las dos gran- 
des empresas públicas en el campo de la energía, 
Pemex y la CFE continuaron como centros de sus 
respectivas industrias aunque bajo una gran pre- 
sión para dejar de serlo. En 2008, el Ejecutivo en- 
vió al Congreso una serie de iniciativas de ley para 
permitir al capital privado, nacional y extranjero, 
intervenir en la perforación, transporte, almace- 
namiento y refinación del petróleo, pero una gran 


Mitín convocado por Andrés Manuel López Obrador en defensa del 
petróleo, Plaza de la Constitución, Ciudad de México, 25 de marzo 
de 2008. O Eduardo Miranda / Archivo Procesofoto. 
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movilización encabezada por Andrés Manuel Ló- 
pez Obrador obligó a reducir significativamente 
los alcances de la política privatizadora. 

El ajuste de las cuentas históricas con el anti- 
guo régimen autoritario por sus notables abusos a 
los derechos humanos pareció iniciarse bien cuan- 
do el 27 de noviembre del 2001 el Presidente orde- 
nó abrir los archivos sobre la “guerra sucia” que se 
había desarrollado en México tres decenios atrás y 
deslindar responsabilidades. La posibilidad de juz- 
gar al ex presidente Luis Echeverría y a otras figu- 
ras notables del pasado, apareció no sólo como una 
búsqueda de justicia sino también como el inicio 
de una ofensiva contra lo que quedaba del Pri. La 
creación de una Fiscalía Especial para Movimien- 
tos Sociales y Políticos del Pasado (Femospp) abrió 
la puerta para que se presentaran más de 300 de- 


Jesús Martín del Campo de la 68* Fiscalía Especial para 
Movimientos Sociales y Políticos del Pasado (FEMOS?P), 
3 de noviembre de 2003. O Francisco Daniel. 


nuncias. Sin embargo, el empeño por confrontar a 
fondo el pasado pronto perdió fuerza, pues el nue- 
vo gobierno, ante fracasos como el de su reforma 
fiscal, optó por no distanciarse más del PRI sino, 
por el contrario, invitarle, en palabras de Fox, a 
“cogobernar el cambio”. Cuando la Femospp fue 
disuelta en noviembre de 2006, sólo había logrado 
que se giraran un par de órdenes de aprehensión y 
ambas contra personajes secundarios. La acusación 
contra el ex presidente Echeverría por genocidio 
fue desechada en 2009 y el tema de la impunidad 
siguió sin encontrar solución formal. 

La apertura de los archivos de la “guerra sucia” 
fue parte de una política en torno a la información 
pública que, no obstante el fracaso de la Femospp, 
finalmente constituyó uno de los éxitos del nuevo 
régimen: el acceso a la información del gobierno 
federal y sus dependencias. El Instituto Federal 
de Acceso a la Información (IFAI), creado por ley 
el 11 de julio de 2002, significó un paso mayor 
para hacer real el concepto de ciudadanía, pues el 
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ocultamiento sistemático de la información guber- 
namental había sido una de las herramientas bá- 
sicas en el ejercicio del antiguo autoritarismo. No 
fue fácil echar abajo las inercias, pero al finalizar el 
sexenio de Fox, el gobierno había dado respuesta a 
millares de demandas ciudadanas de información 
y el derecho a la misma ya había arraigado como 
parte de la normalidad de la vida cívica mexicana. 

El otro ajuste de cuentas con el pasado prome- 
tido en la campaña del 2000, debería haber sido 
con la legendaria corrupción de la clase política del 
régimen priista. Era prácticamente imposible llevar 
al banquillo de los acusados a los numerosísimos 
sospechosos: ex presidentes, antiguos secretarios 
de Estado, ex gobernadores y presidentes muni- 
cipales o administradores anteriores de empresas 
estatales, entre otros. Sin embargo, la opinión pú- 
blica sí esperaba al menos la acusación y consigna- 
ción de los “peces gordos” del pasado reciente, por 
ejemplo los dirigentes de Pemex y de su sindicato, 
responsables de haber desviado ilegalmente 500 


millones de pesos —alrededor de 44 millones de 
dólares— de la empresa paraestatal hacia las arcas 
del PRI para ser empleados en la parte final de la 
campaña electoral del 2000. La expectativa no se 
cumplió ni siquiera a medias. Ningún “pez gor- 
do” terminó en la cárcel y la razón principal fue 
la necesidad del presidente Fox de negociar con 
el PRI su colaboración en los momentos decisivos 
del sexenio. 

Lo ocurrido en Oaxaca en 2006, en circuns- 
tancias dominadas por la lucha por la sucesión 
presidencial, fue un ejemplo extremo de la dificul- 
tad de actuar contra los abusos pasados o presentes 
del PRI. Como resultado de una represión fallida el 
14 de junio contra una protesta de los maestros de 
la sección 22 del SNTE en la capital de ese estado, 
se inició un movimiento popular contra el gober- 


Protesta de miembros de la apro, a las afueras de la Secretaría de 
Gobernación, 4 de octubre de 2006. O Octavio Gómez / Archivo 
Procesofoto. 
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nador de origen priista Ulises Ruiz, que terminó 
por dar vida a una organización muy heterogé- 


nea (maestros, universitarios, colonos, activistas) 
denominada Asamblea Popular de los Pueblos de 
Oaxaca (APPO) que paralizó la ciudad hasta llegar 
a un estado preinsurreccional. Sin embargo, la 
coyuntura electoral ayudó a forjar una alianza de 
facto PRI-PAN que impidió que el Congreso federal 
decretara la desaparición de poderes en el estado y 
que, finalmente, se empleara a las fuerzas federales 
para recuperar con violencia el control de la ciudad, 
encarcelar a los líderes del movimiento y reafirmar 
el poder de un gobernador típico de las formas y 
contenidos autoritarios del antiguo régimen. 

Al final del sexenio foxista, la permanencia de 
la impunidad pareció haber ganado la partida, con 
la consecuente merma de legitimidad y posibili- 
dades de lo que se suponía sería un ejercicio del 
poder democrático, muy distinto del pasado. Al 
concluir el primer gobierno de la alternancia, el 
protagonismo excesivo de la esposa del presiden- 
te, Martha Sahagún de Fox —que por un tiempo 
aspiró a suceder a su esposo en la presidencia—, 
y la sospecha de enriquecimiento ilícito de los hi- 


jastros del Presidente, ahondaron la desilusión con 
lo se llegó a suponer sería el inicio de una nueva 
moral política. 


Una relación difícil con el mundo exterior 
Desde su inicio, el nuevo gobierno se propuso 
reencauzar su principal relación externa: aquélla 
con Estados Unidos. Dos fueron los ejes del in- 
tento. Por un lado, usar a fondo el “bono demo- 
crático” para llegar a un acuerdo en torno a los 
migrantes indocumentados mexicanos en Estados 
Unidos y, por el otro, un cambio en la relación 
con Cuba, resumido así, en febrero de 2002, por 
la cancillería mexicana: “Acabó la relación con la 
Revolución cubana e inician las relaciones con 
la República de Cuba”. Un gobierno del PAN no 
necesitaba ninguna “relación especial” con la 
Revolución cubana para reafirmar sus propias cre- 
denciales revolucionarias, como había sido el caso 
del PRI, pues esas credenciales no existían ni impor- 
taban. En 2004, las tensas relaciones México-Cuba 
llegaron al punto en que ambos países retiraron 
temporalmente a sus respectivos embajadores. Y 
aunque pronto volvió una cierta normalidad, esta 
careció de contenido. 

A diferencia del régimen priista, el de Fox 
eligió el tema de la crítica a la violación de los 
derechos humanos en Cuba para tomar distan- 
cia del régimen castrista —en sentido estricto, los 
primeros pasos en esa dirección ya habían sido 
dados por Ernesto Zedillo— y, a la vez, empe- 
zar a negociar con Washington el grave problema 
que representaba la presencia de entre cuatro y 
seis millones de trabajadores mexicanos indocu- 
mentados en Estados Unidos. En la visita de es- 
tado que hizo Fox a la Casa Blanca a principios 
de septiembre de 2001, y mientras el presidente 
norteamericano George W. Bush aseguraba que 
su país no tenía relación externa más importante 


Boda de Martha Sahagún y Vicente Fox, 1 de julio de 2001. 

O Foto Especial Presidencia / Cuartoscuro. 

Enfrente: Marcha contra el desafuero del jefe de gobierno capitalino, 
Andrés López Obrador, 29 de agosto de 2004. O Francisco Daniel 
/Archivo Procesofoto. 
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que aquélla con el vecino México, el presidente 
mexicano demandó llegar rápido a un acuerdo 
que permitiera regularizar la situación migratoria 
de los indocumentados mexicanos. La demanda 
mexicana fue acogida con muchas reservas por 
los funcionarios norteamericanos, pero definiti- 
vamente fue puesta en el congelador unos cuan- 
tos días después, el 11 de septiembre, cuando el 
ataque de radicales islámicos a Nueva York y Was- 
hington llevó a un cambio total de prioridades 
internacionales en la Casa Blanca. A partir de ese 
momento lo más importante para el gobierno de 
George W. Bush fue la “guerra contra el terro- 
rismo” y la relación con México devino en algo 


El conductor de televisión Víctor Trujillo, Brozo, entrevista a René 
Bejarano por sus actos de corrupción, 2004. O Archivo Procesofoto. 


Páginas siguientes: Recibimiento a Andrés Manuel López Obrador, 
candidato a la presidencia por la coalición 

Por el Bien de Todos, a la reunión informativa del 8 de agosto 

de 2006. O Octavio Gómez / Archivo Procesofoto. 


muy secundario. Esta distancia en las agendas 
de los dos países se ahondó aún más cuando en 
2003 México, que había buscado un lugar entre 
los miembros no permanentes del Consejo de Se- 
guridad de la Organización de Naciones Unidas 
(ONU), no dio muestras de apoyar abiertamente a 
Estados Unidos en su empeño por contar con un 
respaldo explícito de la ONU para invadir Irak con 
la intención de desactivar las armas de destruc- 
ción masiva que Washington aseguraba que ese 
país tenía. Al término del sexenio, Estados Unidos 
había aumentado notablemente sus medidas para 
impedir el ingreso de mexicanos indocumentados 
—que incluían la construcción de un muro a lo 
largo de varios tramos de la frontera— y pospues- 
to para un futuro indefinido la posibilidad de un 
acuerdo sobre trabajadores indocumentados. 

El aumento de la violencia de las organizacio- 
nes o cárteles de narcotraficantes, especialmente 
en los estados fronterizos con Estados Unidos, 
llevaron a que las autoridades de ese país se empe- 
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zaran a mostrar preocupadas por el tema e inclu- 
so presionaran de una manera muy abierta a las 
mexicanas para que recuperaran el pleno control 
de la zona. En 2005 la embajada de Estados Uni- 
dos anunció el cierre de su consulado en Nuevo 
Laredo alegando la falta de garantías en esa ciu- 
dad, y para inicios del 2009 se discutía en los me- 
dios y el gobierno norteamericanos si el concepto 
de “Estado fallido” debía aplicarse a México. En 
realidad, y pese a la creciente acción del ejército y 
la armada, las actividades del crimen organizado 
no pudieron ser neutralizadas y llegaron a con- 
vertirse en un serio problema de seguridad pú- 
blica y en un asunto de seguridad internacional, 
pues a principios de 2009 el procurador general 
de Estados Unidos calificó el asunto como de se- 
guridad nacional, lo que irritó a las autoridades 
mexicanas. La visita del nuevo presidente estado- 
unidense, Barack Obama, a la ciudad de México 
en abril de ese año, fue interpretada como una 
señal de apoyo de Washington a la forma como 
se llevaba la campaña mexicana contra el crimen 
organizado, con lo que disminuyó la tensión en- 
tre los gobiernos, pero la raíz del problema —la 
precariedad de las instituciones encargadas de 
la seguridad y la justicia en México— aún tenía 
que demostrar su eficacia. 

En la América Latina de inicios del siglo xxi 
se acentuó un cierto giro a la izquierda, pero lo 
más importante fue que las elecciones norte- 
americanas de 2008 alejaron a Estados Unidos 
de la derecha. Sin embargo, en México y Co- 
lombia la evolución política se orientó hacia la 
derecha. En esas condiciones, fracasó el intento 
del gobierno mexicano de lograr la presidencia 
de la Organización de Estados Americanos para 
el canciller Luis Ernesto Derbez. Por otra parte, 
los esfuerzos de México en relación con los in- 
tentos de integración en América Latina fueron 
mínimos y su relación con Venezuela se enfrió 
al punto de que en 2005 ambos países retiraron 
a sus respectivos embajadores. Por otro lado, la 
iniciativa mexicana de noviembre de 2000 para 
llevar a cabo el Plan Puebla-Panamá —una inte- 


DEL AUTORITARISMO AGOTADO A LA DEMOCRACIA FRÁGIL, 1985-2009 


gración de infraestructura y económica del sur de 
México con Centroamérica— no logró despegar. 


El conflicto con la izquierda y la permanencia 
del PRI 

Una de las consecuencias de elegir al PRI como el 
interlocutor principal del gobierno panista para 
alejar así la posibilidad de una alternancia hacia la 
izquierda en 2006, fue un fortalecimiento del vie- 
jo partido de estado en las elecciones intermedias 
de 2003. Gracias al fracaso de las principales ini- 
ciativas políticas de Fox combinadas con la fuer- 
za de sus gobernadores, el PRI logró ser la primera 
minoría en la Cámara de Diputados, tras obtener 
222 curules frente a 151 del pan y 95 del PrD. La 
posibilidad de una mayoría panista en el Congreso 
en la segunda mitad del gobierno de Fox simple- 
mente se evaporó y con ella también la opción de 
llevar adelante su agenda de cambios. 

A partir de 2003 el eje de la lucha por la su- 
cesión presidencial se perfiló no tanto como una 
disputa entre los tres grandes partidos —los peque- 
ños simplemente buscaron el mejor lugar en ese 
tripartidismo de facto— sino entre dos proyectos 
de nación: uno de izquierda y otro de derecha. En 
efecto, para entonces las encuestas ya destacaban 
las posibilidades de victoria de la izquierda si el 
jefe de Gobierno del Distrito Federal, Andrés Ma- 
nuel López Obrador (AMLO), encabezaba la plani- 
lla del PRD. En 2004, la entrega por parte del PAN a 
las televisoras de una serie de videos donde se veía 
a miembros del PRD recibiendo dinero de un em- 
presario y más adelante otro en el que el secretario 
de Finanzas del gobierno capitalino aparecía en 
un lujoso casino de Las Vegas, fueron el principio 
de una intensa campaña mediática que buscó des- 
truir la imagen de AMLO como político honesto, su 
principal capital político. Esa campaña tuvo cierto 
éxito, pero no el suficiente para eliminarlo como 
candidato presidencial. En ese mismo año, el go- 
bierno federal procedió a un juicio de desafuero 
del jefe de Gobierno bajo la acusación de no haber 
obedecido a tiempo la orden de un juez para dete- 
ner la apertura de una calle que buscaba dar salida 
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a un hospital recién construido en el poniente de 
la ciudad. Una nueva coincidencia en el Congreso 
entre el PRI y el PAN dio por resultado que el 7 de 
abril del 2005 AMLO fuera desaforado. La despro- 
porción entre la supuesta falta administrativa y el 
castigo político, hizo evidente el propósito de la 
maniobra: el marco legal mexicano impedía que 
un partido pudiera registrar como candidato a un 
individuo bajo juicio, independientemente del 
motivo, y AMLO ya lo estaba, por tanto automáti- 
camente quedaba fuera de la carrera presidencial. 
La izquierda no tenía la posibilidad de presentar 
otro candidato con expectativas de triunfo; de esa 
manera el desafuero aseguraba que en la elección 
de 2006 el triunfador tendría que ser del PRI o del 
PAN, es decir, que el curso ideológico ya estableci- 
do del proceso político se mantendría. 

La eliminación de AMLO de entre los candida- 
tos para la contienda presidencial se vio frustrada 
por algo que no previeron el gobierno o el PRI: una 
reacción adversa de la prensa internacional y, sobre 
todo, una enorme movilización de las bases popu- 
lares en apoyo al jefe de Gobierno de la capital. El 7 
de abril de 2005, una marcha de protesta reunió en 
la ciudad de México a casi un millón de opositores 
al desafuero; un mes más tarde el gobierno de Fox 
consideró prudente dar marcha atrás. Para hacerlo, 
acudió a otra maniobra tan peculiar como aquélla 
conque había empezado el problema: desistirse de 
la acción legal contra AMLO alegando que en los có- 
digos no había castigo para el tipo de delito por el 
cual se le quería enjuiciar. Al final, el único que per- 
dió el puesto fue el acusador de AMLO: el procurador 
general de la República. Sin embargo, la dureza de 
la lucha por el poder entre izquierda y derecha se 
agudizó, pues ya habían quedado claros los alcances 
y el significado de la rivalidad. 

A finales de 2005 los tres grandes partidos 
nombraron a sus respectivos candidatos presiden- 
ciales. En el PAN se eligió no a quien Fox apoyaba 
sino a un panista tradicional: el michoacano Feli- 
pe Calderón, ex presidente de ese partido e hijo de 
uno de los fundadores del mismo. El PRI optó por 
un miembro destacado de la vieja guardia pero so- 


bre el que pesaban sólidas sospechas de fraude y 
corrupción mientras fue gobernador de Tabasco: 
Roberto Madrazo. Finalmente, el PRD, en contra 
de la voluntad de su fundador, Cuauhtémoc Cár- 
denas, designó a AMLO su portaestandarte. Tres 
partidos pequeños se unieron a los grandes —el 
Partido Verde jugó con el PRI y los partidos del 
Trabajo y Convergencia lo hicieron con el PRD—, 
pero Nueva Alianza y Alternativa nombraron can- 
didatos que recibieron apenas 0.96% y 2.71% res- 
pectivamente. En la práctica, su papel fue sumarse 
al PAN (Nueva Alianza) o restar votos al candidato 
de izquierda (Alternativa). 

Para 2006 ya había quedado claro que la dispu- 
ta por la presidencia volvería a ser como la del año 
2000, una entre dos candidatos, pero esta vez no 
entre PRI y PAN, cuyos programas si bien eran di- 
ferentes en la forma no lo eran en la esencia, sino 
entre el PAN y el PRD. En este sentido, la elección 
terminó por presentarse como una entre proyec- 
tos realmente distintos: el de la izquierda y el de 
la derecha. El año se inició con una ventaja de 
la izquierda en las encuestas, pero una muy bien 
llevada campaña de publicidad basada en el mie- 
do —AMLO fue presentado como un “peligro para 
México” y se le equiparó con Hugo Chávez, el 
presidente de Venezuela, a quien los medios ca- 
racterizaban como un populista entre ridículo y 
siniestro—, apoyada por el grueso de los medios 
masivos de comunicación y una muy tardía e in- 
suficiente respuesta del PRD, hizo que esa ventaja 
inicial se evaporara para el momento de la vota- 
ción. Felipe Calderón tuvo el apoyo abierto del 
presidente Fox, de los sectores empresariales y 
de las dos grandes cadenas de televisión al punto 
que se violaron las normas vigentes. La campa- 
ña de la derecha destacó menos las virtudes del 
candidato del PAN y de su programa que el desas- 
tre que significaría el triunfo de un “populismo 
irresponsable” representado por AMLO. Al final, 
los resultados oficiales dieron la victoria a Felipe 
Calderón, aunque por un margen insignificante: 
35.89% para Calderón y 35.33% para AMLO, con 
Madrazo del PRI en un distante 22.23 %. En el 
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Congreso, el PAN logró las mayores bancadas de su 
historia tanto de diputados como de senadores, 
pero de nuevo se le escapó la mayoría absoluta. 
El resultado de la elección de 2006 no fue 
aceptado por la izquierda, que sostuvo que ha- 
bía habido fraude y exigió un recuento de “voto 
por voto y casilla por casilla”, pero las autoridades 
electorales se negaron sostenidas por el grueso de 
los medios masivos de comunicación, los empresa- 
rios, la iglesia católica y, de manera indirecta, por 
algunos gobiernos extranjeros. El fraude del que 
habló el candidato perdedor nunca fue probado, 
pero como lo mostrarían más adelante las actas de 
escrutinio, los errores de cómputo superaron la di- 
ferencia entre el ganador oficial y quien quedó en 
segundo lugar y, por lo tanto, sin el recuento de- 
mandado no pudo haber certeza sobre el ganador. 
Sin embargo, y pese a que hubo elementos para 
declarar nula la elección, las autoridades electora- 
les —IFE y TEPJF— optaron por avalar la victoria 
del Pan. Los resultados de esa decisión fueron, en- 
tre otros, la negativa de una parte de la izquierda a 
aceptar la legitimidad del nuevo gobierno y dejar al 
PRI como el fiel de la balanza en el proceso político 
inmediato —entre 2006 y 2009. La posibilidad de 
que el voto priista hiciera posibles o deshiciera las 
iniciativas del gobierno, reafirmó la dependencia 
del segundo gobierno panista de la conducta que 
asumiera el viejo partido autoritario, cuya dirigen- 
cia se mantuvo en manos de líderes cuyas carreras 
se habían hecho en el México no democrático. Por 
su parte, dentro de las filas del gran perdedor, el 
PRD, la lucha interna se agudizó y su ala más ra- 
dical, encabezada por AMLO, optó por ponerse al 
frente de un movimiento de resistencia civil pací- 
fica —el “gobierno legítimo”—, cuyo objetivo de 
largo plazo fue tan ambicioso como difícil: la cons- 
trucción de un movimiento social-popular que 
pudiera modificar de raíz la cultura política de las 
clases mayoritarias y cuyas formas de actuar —la 
organización desde la base y las movilizaciones en 
calles y plazas a favor de causas como la no privati- 
zación del petróleo o la protección de la economía 
popular— se hicieran al margen de los partidos y 
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del proceso electoral mismo. La crispación y la po- 
larización que no fueron factores importantes en 
el 2000 sí lo fueron seis años más tarde y se con- 
virtieron en una característica central del escenario 
político mexicano. 


Las perspectivas políticas 

Al concluir el primer decenio del siglo XXI la tran- 
sición política mexicana de un autoritarismo se- 
cular a la democracia, en buena medida se había 
quedado en el plano electoral y sin ser un éxito 
completo. De acuerdo con las cifras de una en- 
cuesta nacional sobre cultura cívica llevada a cabo 
por la Secretaría de Gobernación en 2008, dos 
terceras partes de los mexicanos no consideraban 
que los resultados electorales fueran confiables. La 
construcción de la confianza en el proceso electo- 
ral era una de las tareas inmediatas de autorida- 
des y partidos, pero según esa y otras encuestas, 
los partidos mismos y sus militantes destacados 
—los legisladores— sufrían de un agudo déficit 
de confianza ciudadana. 

El poder que perdió la presidencia autorita- 
ria se dispersó y se asentó en otros sitios. Por un 
lado, el Congreso adquirió independencia efectiva, 
pero la polarización política en su interior resultó 
un obstáculo serio, a veces insalvable, para llegar a 
acuerdos legislativos. Los gobernadores de los es- 
tados fueron ganadores naturales en este proceso 
ya que obtuvieron mayores recursos económicos 
de la Federación y el presidente dejó de ser su jefe 
nato. En teoría, ese fortalecimiento del federalis- 
mo debió ser, también, un fortalecimiento de la 
democracia; en la práctica el resultado fue diferen- 
te, pues en poco más de la mitad de los estados aún 
no se experimentaban los efectos de la alternancia 
en el poder y el PRI se mantenía como el partido en 
el gobierno por 80 años ininterrumpidos, con las 
prácticas caciquiles y las áreas de impunidad que 
eso implicaba. Como sea, la gran concentración 
territorial e institucional del poder había dejado de 
operar en México. 

El Poder Judicial fue otro depositario de la 
fuerza que perdió la Presidencia de la República. 
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GRÁFICA 1. ESCENARIOS DE CRECIMIENTO ECONÓMICO PARA MÉXICO, 
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Fuente: Elaboración propia con datos de Alan Heston, Robert Summers y Bettina Aten, Penn World Tables 6.2, Filadelfia, Center for International 


Comparisons of Production, Income, and Prices, University of Pennsylvania, 2006. 


Una consecuencia de lo anterior fue la “judiciali- 
zación de la política”: la Suprema Corte empezó a 
decidir sobre temas importantes que un gobierno 
dividido era incapaz de negociar políticamente. 
Por último, los llamados “poderes fácticos”, ese 
heterogéneo mundo que comprendía lo mismo a 
las grandes cadenas de televisión que a las grandes 
concentraciones de capital, las iglesias o, incluso, 
los cárteles de narcotraficantes, también se apro- 
piaron de manera legal o ilegal de partes del poder 
que el cambio de régimen restó a la presidencia y 
a su red institucional. 

En el inicio del nuevo régimen, se lanzó la idea 
de transformar una transición que se había origina- 
do en el voto, en algo más sólido: en una transición 
pactada mediante una gran negociación política. 
Se propuso y se discutió la posibilidad de dar for- 
ma a una nueva constitución o, al menos, de lle- 
var a cabo una reforma a fondo del estado. En un 


primer momento los partidos se comprometieron 
a emprender tan histórica tarea; los especialistas la 
delinearon con puntualidad en propuestas especí- 
ficas, pero finalmente nunca se logró fusionar la 
voluntad y el consenso de los principales actores 
políticos para hacerla realidad. El resultado fue que 
las viejas estructuras y marcos jurídicos y la nueva 
realidad tuvieron que mal convivir en un compro- 
miso cotidiano que a pocos les pareció satisfactorio 
y que no resultó base adecuada para dar forma a un 
verdadero proyecto nacional. 

Para 2010 era claro que una parte medular 
de la agenda política mexicana consistía en una 
acumulación de problemas políticos, sociales y 
económicos resueltos a medias o de plano sin re- 
solver. Por otra parte, México experimentaba una 
auténtica novedad política: el surgimiento, lento y 
contradictorio pero real, de una opinión pública, 
de una sociedad civil que por mucho tiempo había 
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estado ausente de la plaza pública pero que por 
fin había surgido y echaba raíces. 


Las perspectivas económicas 
A mediados de 2010, cuando México prepara- 
ba la celebración del bicentenario de la Inde- 
pendencia y el centenario de la Revolución, el 
panorama económico de México era muy poco 
alentador: la crisis económica mundial de 2008 y 
2009 afectó severamente el crecimiento y el em- 
pleo, mientras que las remesas de los trabajadores 
migrantes en Estados Unidos se desplomaron. 
Las políticas de combate a la crisis fueron poco 
efectivas y fracasaron en contrarrestar los efectos 
adversos de la situación económica. Una vez más 
el nivel de vida de millones de mexicanos dismi- 
nuyó y, según los reportes de mediados de 2009, 
la pobreza aumentó. 

Al concluir el periodo bajo examen, era po- 
sible afirmar que en el futuro previsible México 


enfrentaría retos cuya naturaleza determinaría la 
trayectoria del crecimiento de largo plazo. Como 
ya se señaló, a finales del siglo xx la población 
mexicana entró en un proceso de “envejecimien- 
to” que aumentó la proporción de los individuos 
en edad productiva. A lo anterior se le caracterizó 
como “el bono demográfico” el cual, según las es- 
timaciones de Conapo, se agotaría alrededor del 
año 2030. Por lo tanto, se puede considerar que 
esa fecha fija un horizonte crucial para el futuro 
y para el que se podrían construir tres posibles 
escenarios económicos, dependiendo de cuál sea 
finalmente el crecimiento anual promedio del PIB 
per cápita entre 2007 y 2030. 

Un crecimiento per cápita promedio de 5% 
anual es un supuesto en extremo optimista que 
permite resaltar las posibles consecuencias de un 


Patrullaje del ejército mexicano, Reynosa, Tamps., 14 de enero de 
2008. O Benjamín Flores / Archivo Procesofoto. 
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crecimiento alto y sostenido. Una segunda tra- 
yectoria es la que se obtiene de suponer un creci- 
miento anual promedio de 3.13%, que equivale al 
ritmo de expansión de la economía en el periodo 
1940-1970, uno de los de más alto crecimiento en 
la historia de nuestro país. Un tercer escenario con- 
sidera una tasa de crecimiento de 1.13%, es decir, 
similar al del periodo que se analizó en este capítu- 
lo. Finalmente, se explora lo que sería la economía 
mexicana en 2030 si lograra tener un comporta- 
miento similar al que tuvieron en 2006 —antes de 
que se desatara la crisis mundial— las economías 
de Corea, España e Irlanda por un lado, y Estados 
Unidos por el otro. Si bien las tres primeras eco- 
nomías eran ya las propias de países considerados 
ricos, no lo eran a mediados del siglo xx. Sin duda, 
Estados Unidos es una referencia obligada por ser 
nuestro principal socio comercial. 

Los resultados del ejercicio comparativo des- 
crito se muestran en la gráfica 1. Bajo el supuesto 
de una tasa de crecimiento de 5% —-la más im- 
probable— en 2030 México, al fin, habría al- 
canzado un nivel del PI per cápita similar al de 
Irlanda en el año 2006, pero aún por debajo del 
de Estados Unidos. Para hacer realidad esa pri- 
mera posibilidad sería necesario avanzar sustan- 
cialmente en la elevación de la productividad de 
la mano de obra y que se aprovechara a cabalidad 
la ventaja ofrecida por el bono demográfico. 

En el escenario intermedio —el que supone 
una tasa de crecimiento de 3.13%— similar al 
que ocurrió durante los años de la industrializa- 
ción bajo el impulso del estado, llevaría a un PIB 
per cápita equivalente a 26 000 dólares al año en 
el 2030. En ese caso México estaría por debajo de 
lo alcanzado por Irlanda y España en el 2006, pero 
arriba de Corea. El escenario menos optimista sería 
repetir lo que ocurrió entre 1985 y 2006, con lo 
cual en 2030 México continuaría lejos de alcanzar 
no sólo el PIB per cápita de Estados Unidos en 2006 
sino tampoco los de Irlanda, España y Corea (véase 
la gráfica 1). El resultado final sería la perpetuación 
o agudización de los problemas del presente y el 
desperdicio del irrepetible “bono demográfico”. 


EPÍLOGO 


Hace casi dos siglos el viajero alemán Alejandro 
de Humboldt anotó: “México es el país de la des- 
igualdad. En ninguna parte existe una desigualdad 
más espantosa en la distribución de la fortuna, de 
la civilización”. Desgraciadamente, el juicio man- 
tuvo su vigencia. Una forma de cerrar este capítu- 
lo y la Nueva historia general de México en su con- 
junto es volver a centrar la mirada en el fenómeno 
de la desigualdad, tema persistente a lo largo del 
proceso histórico mexicano. 

La concentración de ingreso y privilegios en 
manos de unos pocos —ya fueran gobernantes, 
casta sacerdotal, conquistadores, presidentes o dic- 
tadores, comerciantes, terratenientes, banqueros, 
industriales, administradores de lo público o líderes 
sindicales— dio origen y reprodujo una desigual- 
dad social persistente. Como consecuencia de esa 
desigualdad y de la injusticia que implicaba se ges- 
taron movimientos sociales y políticos que intenta- 
ron, desde perspectivas diversas, redistribuir ingreso 
y privilegios. El movimiento encabezado por José 
María Morelos durante la guerra de Independen- 
cia planteó claramente como uno de los grandes 
objetivos a alcanzar, un cambio en la estructura 
de inequidad que tanto sorprendió a Humboldt. 
A mediados del siglo xix, los liberales elaboraron 
y lucharon por un proyecto de país que eliminara 
los privilegios heredados de la Colonia por gremios 
y grupos sociales. La Revolución de 1910 fue más 
clara en sus propósitos redistributivos como centro 
de la justicia social. El cardenismo impulsó refor- 
mas sociales en el campo y el medio sindical que 
mejoraron las condiciones económicas de millones 
de campesinos y trabajadores. En la posrevolución, 
especialmente entre los años sesenta y principios de 
los ochenta, el crecimiento de los salarios reales y 
del gasto público en educación y salud, volvieron a 
disminuir en algo la brecha entre los extremos so- 
ciales. No obstante, en todos los casos la fuerza de 
grupos e intereses políticos y económicos impidió 
la transformación de México en una sociedad que 
realmente hubiera superado la inaceptable desigual- 
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dad heredada de sus distintos periodos históricos. 
Al despuntar el siglo xx1, México se mantenía como 
uno de los países más desiguales en América Latina, 
y ése, nuestro subcontinente, era la región más des- 
igual del mundo. Para evitar que México siguiera 
figurando como un país notable por su disparidad 
social, se requería la adopción de un proyecto nacio- 
nal que buscara garantizar el acceso a la educación 
y a la salud, que acabara con los privilegios econó- 
micos de los grupos de más altos ingresos y se com- 
prometiera a reducir las crecientes diferencias entre 
regiones. Ese proyecto nacional implicaría un pacto 
social y político en el que los intereses de los grupos 
más poderosos quedasen realmente supeditados a 
políticas redistributivas. Y es que los esfuerzos por 
llevar adelante el crecimiento de la economía debe- 
rían ser, a la vez, promotores de un desarrollo más 
equitativo. 

Si en las próximas décadas México logra dis- 
minuir la desigualdad social se habrá cambiado 
uno de sus rasgos más negativos y persistentes a lo 
largo de su historia. Sólo de esa manera un estudio 
del pasado tendría sentido para permitir al presen- 
te intentar un futuro digno y viable. Sólo enton- 
ces la frase de Humboldt perdería su indeseable 
vigencia, la propuesta de Morelos se haría realidad 
y México tendría verdadero sentido como nación, 
como proyecto histórico colectivo. 
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